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■roa  Idas  propiamente, « esas  dos  relajaciones   de  lar 
política  conservadora,  intentadas  al  principio  de  cada 
uno  de  los  quinquenios  de  la  administración  Búlnes^- 
produjieron  un  efecto  parecido  al  de  aquellos  cataclis- 
mos que  remueven  la  superficie  del  globo  i  trastrue- 
oan  la  posición  de  los  objetos:  antiguos  pipiólos  i 
fUopolitas  quedaron  implantados  en  la  masa  conser- 
vaoora,  i  pelucones  calificados  se  bailaron  traspuestos 
a  las  filas  del  partido  liberal,  que  tal  vez  por  la  varíe* 
dad  de  matices,  que  en  ellas  armonizaban,  fué  llama* 
do  simplemente  op(mtyi\  Otro  tanto  naturalmente  su- 
cedió con  loa  principios:   los  que  forman  la  base  del 
sistema  liberal  fueron  modificado»  i  tuvieron   que. 
transijir,  o  por  lo  menos,  que  condescender  con   las 
tradiciones  e  intereses  de  los  conservadores   que  se 
ponian  a  su  servicio;  mientras  que  el  partido  peluc<»n, 
que  habia  aparecido  después  de  las  evoluciones  i  de 
la  lucha  un  poco  disfrazado  de  fisonomia,  rechazo  las- 
notas  de  atrasado,   de  retrógrado  i  de  antiliberal, 
modificando  un  tanto  su  espíritu  colonial,  i  adoptan-^ 
do  el  lema  de  Conservador^  menos  disonante    que   el 
otro  i  mas  significativo  de  su  nuevo  programa  de  re- 
formar conservando  i  de  conservar  sin  pararse  en  los» 
medios,  sean  o  no  lejítimos. 

'  Mas  no  por  eso  se  alteró  el  fondo:  las  dos  entida- 
des políticas  asi  disfrazadas  o  modificadas,  permanecie*. 
ron  en  toda  su  fuerza,  i  sienipre  que  tuvieron  ocasioii* 
de  revelar  de  un  modo  solemne  su  espíritu  i  tenden^ 
das,  dieron  sin  disfraz  la  neuma  de  su  pensamiento- 
normal,   i  aun  lo  espresaron  netamente  por  medio  de 
la  prensa.  Asi  el  partido  liberal,   asomando  de  entre 
sus  filas  opositoras,  invocó  muchas  veces  los  principios 
que  no  se  habia  atrevido  a  formular  en  el  poder  o  al 
lado  del  poder;  i  el  partido  retrógrado  hizo  mas  de  una 
vefc  la  defensa  de  su  espíritu  colonial  i  aun  llegó  a 
proclamar  que— "El  partido  conservador  tiene  por 
principal  misión  la  de  restablecer  en  la  civilización  i 
en  la  sociabilidad  de  Chile  él  espvrílu  español^  pa- 
ra Combatir  el  espíritu  socialista  de  la  civilización 
francesa."  Esta  tesis,  que  apareció  en  un  diaj'io  llama- • 
do  la  Civilización^  fxxé  repetida  por  toda  la  prensa  del 


pteríááoi,  isxnbolizadá  en  im  banouéte  oficial  con  ei 
pubelkffi  e^Múhil,  oolooado  al  lado  ael  tricolor,  ^^com» 
pttra  (mnpáar  d  perisamienio  de  la  Tnamfesiacianj  áe- 
€Ía  él  Msrcurto  de  Yalparaieo,  i  darle  mayor  brillo  i 
reatee  a  los  ojos  de  la  América." 

Durante  esas  épocas  de  reacciones  freoaentes,  de 
formaciones  i  de  transformaciones  políticas,  aparéele* 
ron  los  documentos  que  ahora  publicamos.  CxHne  eo 
ellos  están  apreciados  en  un  sentido  liberal  loa  re^ 
corsos  i  necesidades  del  pais,  i  aparece  trazado  el  rumr 
bo  que  entonces  seguían  las  ideas  i  principios  políti* 
006,  su  publicación  puede  servir  de  algo  al  estudio 
que  el  partido  libend  debe  hacer  de  su  posición  i  de 
su  carácter,  para  definirlos  de  una  vez,  i  aceptar  i 
Qumplir  su  tarea  francamente  i  con  toda  pureza. 

Esa  situadon  que  dura  todavía,  en  que  los  parti- 
dos aparecen  bajo  una  luz  tan  incierta,  que  casi  po^ 
dria  asegurararse  que  se  hallan  en  un  caos,  debe 
terminar.  Detras  del  partido  conservador  hai  infinitos 
i  poderosos  elementos  que  entrafian  en  su  esencia  el 
espíritu  colonial,  i  que  se  sublevan  en  masa  contra  el 
mismo  partido  conservador,  asi  como  contra  el  libe*^ 
ra],  cuando  siquiera  se  trata  de  atenuar  los  efectos  de 
los  privilejios  i  de  las  preocupaciones  que  constituí 
jen  ese  espíritu.  Ocupa,  pues,  el  partido  conservador 
una  posición  intermedia  entre  aquellos  elementos  i  el 
partido  liberal,  pero  como  tiene  su  principal  apoyo 
en  los  primeros,  nunca  los  perturba,  siempre  condes* 
ciende  con  sus  exijencias,  i  solo  reserva  sus  fuerzas, 
sus  arbitrios  conservadores  i  sus  golpes  de  estado 
para  luchar  con  el  segundo  i  anonadarlo. 

Esta  observación  tan  verdadera,  nos  da  la  con  vio*, 
cien  de  que  el  partido  liberal  no  puede  tener  otra 
misión  que  la  de  defender  sus  principios  contra  los 
ataques.de. aquellos  dos  poderosos  enemigos,  para 
reauzar  alguna  vez  sus  fines ;  i  por  tanto  creemos  que 
toda  fusión  o  liga  con  ellos  es  imposible,  i  que  toda 
transacción  es  un  retroceso  en.  la  marcha  del  sistema 
liberal.  Los  principios  de  estese  abren  paso  i  se  rea* 
lizan  de  un  modo  providencial.  Los  pueolos  compren  <• 
dez;  que  en  esa  realización  $istá  sü  felicidad,  su  p6r* 


T^sirr  Por  eoaffigttioiiie,  los  amig<xs  del  -^mgipmé 
éékf&ñ,  ofenda  á  lii  PlxyAdenda;,  ni  eonínri»  los  itúm^ 
resesdelos  pxi^blo^  transijíeiido  oon  loscittiiettioé; 
retrógrados,  que  nunca  transijen  con  los  priibEci^iiw- 
liberales,  o  que  si  los  aceptan  algusa  vess;  síémpBDá'W^ 
oon  oscépáoñés  que  desnatUTalizan  i  desaerediffca^  la 
infiuencta  de  aquellos  principios. 

¿Qué  transacción  seria  posible  «nt^e  entidades,  qxm 
no  están  conformes  en  la  manera  de  comprender  la^ ' 
libertad,  que  es  la  base,  el  punto  de  partida  para  to« 
das  la$  relaciones  sociales?  La  política  condarvadpra^ 
que  no  solamente  apadrina  al  espíritu  colonial  en 
Aíni^rioá,  sino  que  lo  traducá  i  ló  conserva  áuu  én  laai^ 
refonocias  que.  admite,  iKxmira  eá  la  libccrtad*  aínoeif 
emblema  del  desorden,  i  aun  borra  de  su  diecidnaariii' 
esapalabz^  aterradora.  AqüeHa  política  no  compren- 
de la  libertad,  ^no  coino  un  resultado  do  la  quietud,' 
del  ¿rden  que  la  autoridad  permite  i  conserva,  mien* 
tras  no  semenjgua.  en  lo  niénor  el  pcredominiót  la 
oípniíKrteBcia  de  esa  autorickd.  : 

Mientma  tanito,  para  éí  partido  üb^nú  la  libertad!<^ 
noi  es  un  resultado,  sino-  \m  principio  que  sirre'  doi 
base  i  de  fin  al  ooiismo  tiempo  a  la  yí3^  social*!  dxc 
desarrollo.  I^  lábertad  e»  el  darecbo,  portpieelki  bo 
consiste  en  otra  cosa  que  en  el  tíso  dd  Derecho. 

Tiene  el  bómbre  derecho  de  tributar  culta  a  Dioa^ 
i  el  uso  de  este  derecho,  su  realización,  consiste  ul 
tnbutársek>  según  los  ritos  de  la  relijion  a  que  perte*  - 
oeeemos:  ese  uso  es  lo  que:  se  llama  libevtadde^ 
euíhos. 

Asimismo,  el  uso  del  derecho  qtie  tenemos:  db  dEsp»  ; 
oer  de  nuestra  persona  es  Ib  que  se  llama  libertad  iimi- 
^dual.  El  USD  del  derecbo  que  tenemQs>  para  pensar,  > 
0á  lo  que  se  llama  libertad  de  la  palabra  escrita  abat- 
btada,   libertad  de  imprenta,  libertad  de;  la  tribixjDya, 
puesta  que  no  se  puedie:  realizar  el  dereobo^  de  jsensar 
fii&o  es  emitiendo  el  pensamiento,  traduciéndola  libiíeb 
niénte  en  palabras;  £1  üso>  completo  dis  naiestró&  (kre-^  * 
onds  oi viles  come:  jefee  6  miiembroft  día  uspa  fanudia,» 
como  propietarios^  como  ibduáliriales,  etc.^  es  Ib  qscei 
9e  Itania  fibertad  civil.  Bl  usó  dell  de(redho.qu&  tene^ 


ti. 

moa  de  tomar  parte  en  la  dirección  de  los  negocios 
del  Estado  a  que  pertenecemos,  ya  sea  discutién^i 
dolos,  resolviéndolos  o  contribuyendo  con  nuestro 
voto  a  su  resolución,  es  lo  que  se  Uama  libertad  polí- 
tica. 

No  hai,  pues,  un  derecho  del  hombre  cuyo  tiso  no 
sea  la  libertad :  por  eso  es  que  la  libertad  es  el  dere- 
cho mismo  o  la  realización  del  derecho.  Por  eso  es 
que  la  libertad,  asi  como  el  derecho,  es  el  principio, 
medio  i  fin  de  nuestra  vida  i  su  desarrollo.  Por  eso  es, 
finalmente,  que  la  libeitad  no  tiene  otros  límites  que 
los  que  tiene  el  derecho,  i  que  todas  las  restricciones 
que  las  leyes  la  ponen,  no  son  mas  que  restricciones 
impuestas  al  derecho  i  por  consiguiente  contrarias  a' 
la  naturaleza.  La  lei  no  puede  ni  debe  hacer  otra  cosa 
que  espresar  i  reconocer  el  derecho :  si  ella  le  pone 
escepGiones,  desnaturaliza  el  derecho,  contrarm  su 
objeto,  pervierte  los  principios,  falta  a  la  verdad ;  i 
con  este  falso  proceder  no  hace  mas  que  echar  la  si- 
miente del  vicio  en  las  instituciones,  la  del  despresti^ 
jio  en  la  autoridad,  i  la  de  la  discordia  en  la  sociedad. 

Cuando  se  reconoce  el  derecho  i  se  acepta  por  con- 
siguiente su  realización,  que  es  la  libertad,  viene  como 
resultado  natural  el  orden,  ese  orden  que  el  partido 
conservador  se  propone  como  un  fin  i  que  trata  de  con- 
seguir atacando  los  antecedentes  mismos  que  lo  produ- 
cen. He  ahí  situado  el  punto  de  partida  i  trazado  el 
camino  de  esas  dos  entidades  políticas  que  se  llaman 
en  América  partido  conservador  i  partido  liberal.  He 
ahí  compendiado  el  programa  que  este  debe  realizar. 
Es  preciso  estudiarlo  a  la  luz  de  una  sana  política 
i  comprenderlo  sin  pasión. 

Los  documentos  que  ahora  reproducimos  colecta- 
dos, contienen  la  fórmula  que  debe  darse  en  política  a 
ese  programa,  en  todas  sus  aplicaciones,  según  el 
concepto  de  uno  de  los  mas  entusiastas  servidores  de 
la  causa  liberal. 


Valparaíso,  febrero  de  1857. 
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MOCIÓN 

jBobre  arreglo  de  la  iiuBtruccion  primaria  presentada  a  la  Cáinara 
de  Diputados  en  su  sesión  de  18  de  agosto  de  1848. 

Aunque  el  señor  Ministro  de  Instrucción  Pú- 
blica indica  en  la  Memoria  que  líltimamente  lia 
presentado  al  Congreso,  que  el  gobierno  tiene 
el  pensamiento  de  aprovecharse  de  la  coopera- 
ción de  la  Universidad  para  hacer  el  arreglo  de 
la  instrucción  primaria  en  la  República  i  formaf 
un  plan  de  ascensos  i  recompensas  para  los 
maestros  de  primeras  letras  que  se  distingan 
por  su  contracción  i  buen  desempeño ,  no  he 
trepidado  en  someter  a  vuestra  deliberación  un 
proyecto  de  lei  con  el  mismo  objeto,  porque  lo 
tenia  ya  preparado  i  creo  este  asunto,  por  su 
importancia,  digno  de  ocupar  desde  luego  vues- 
tra atención.  No  tengo  la  presunción  de  que  mi 
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trabajo  sea  digno  de  ser  preferido,  i  solamente 
lo  considero  como  mi  preliminar  que  puede 
servir  de  base  a  la  necesaria  reforma  que  se 
reclama.  Tal  vez  llamando  ahora  vuestra  consi- 
deración a  este  asunto,  se  anticipe  la  realización 
de  los  deseos  del  gobierno. 

Inútil  me  parece  recomendar  este  proyecto, 
porque  todos  están  convencidos  de  su  necesi- 
dad. Si  se  admite  tendré  el  honor  de  esplicar 
mi  pensamiento  i  discutirlo : 

•   TITULO  L 

DE  LA  INSTRXJCCIOK  PRIMABIA. 

Art.  1.**  La  instrucción  primaria  es  elemen- 
tal i  superior,  i  las  escuelas  en  que  se  subministra 
pueden  ser  particulares  o  púbKcas. 

Art.  2.*  La  instrucción  primaria  elemental  con- 
siste en  la  enseñanza  de  la  lectura  i  escritura 
correcta  del  idioma  patrio,  la  de  la  doctrina 
cristiana  i  urbanidad,  la  de  la  aritmética  comer- 
cial i  sistema  legal  de  pesos  i  medidas. 

L.  m^ecion  primLria  superior  compreade, 
ademas  de  lo  señalado  a  la  elemental,  la  ense- 
ñanza del  dogma  i  moral  relijiosa,  la  gramática 
castellana,  la  Constitución  del  Estado,  el  dibu- 
jo lineal  i  los  elementos  de  cosmografía  i  jeo- 
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grafía  física  del  globo  terrestre  unidos  a  la 
jeografía  descriptiva  i  política  i  a  la  historia  ci- 
vil de  la  Repiiblica. 

.  La  instrucción  primaria  podrá  recibir  maa 
ensanche  cuando  las  circunstancias  lo  acon- 
sejen. 

Art.  3.**  Las  escudas  primcm<i8  pa/tticvla/res 
que  están  baio  el  ministerio  de  la  lei  son  todas 
L  fundad  Ji  sostenidas  por  paa^cnlares,  con 
cualquiera  denominación,  sin  recibir  socorro  de 
los  fondos  públicos  o  municipales. 

La  instrucción  primaria  que  se  subministra 
privadamente  a  los  individuos  de  una  familia, 
bajo  la  inspección  de  sus  padres  o  tutores,  no 
está  sujeta  a  condición  alguna. 

Art.  4.^  Escuelas  primemos  piMioas  son  las 
fundadas  i  mantenidas  en  todo  o  en  parte  por  los 
fondos  del  tesoro  nacional,  por  fondos  munici- 
pales, por  los  conventos  de  regulares  i  los  mo- 
nasterios, por  alguna  fundación  piadosa,  i  las 
que  reciben  subsidios  permanentes  de  algún  es- 
tablecimiento público  protejido  o  fomentado 
por  el  gobierno. 

Art.  6.**  Están  obligados  a  mantener  de  su 
cuenta  una  escuela  de  instrucción  primaria  ele- 
mental, gratuita  para  vagones  pobres,  todos  los 
conventos  i  conventillos  de  regulares,  i  una  es- 
cuela de  la  misma  clase  para  mujeres  pobres,  to- 
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dos  los  monasterios  de  monjas  que  hai  en  1» 
Kepiíblica. 

Art.  6."*  Las  municipalidades  del  Estado  tienen 
obligación  de  mantener  el  niímero  de  escuelas 
de  instrucción  primaria  elemental,  gratuitas  pa- 
ra personas  de  ambos  sexos,  que  les  permiten 
sus  recursos,  i  ademas  deben  tomar  bajo  su  am- 
paro i  dirección  las  que  estén  afectas  a  alguna 
fundación  piadosa. 

Art.  T."*  Las  municipalidades  de  ha  capitales 
de  provincia,  deben  mantener  ademas  una  escue- 
la de  instrucción  primaria  superior,  gratuita  para 
varones  pobres,  si  el  gobierno  no  la  tuviere  de 
su  cuenta.  Lo  mismo  liarán  las  municipalidades 
de  las  cabeceras  de  los  demás  departamentos^ 
cuando  sus  arbitrios  lo  permitan. 

TITULO  IL 

DE   LOS   PREOEPTOEES. 

Art.  SJ"  Todo  individuo  que  tenga  16  años 
cumplidos  podrá  ejercer  la  profesión  de  precep- 
tor de  instrucción  primaria,  siempre  que  pueda 
presentar  a  la  autoridad  competente : 

1."*  Un  certificado  dé  capacidad  otorgado  a 
consecuencia  de  haber  probado  en  un  examen 
sus  aptitudes  para  el  grado  de  instrucion  prima- 
ria a  que  desea  dedicarse. 
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2/  Dos  certificados  o  declaraciones  firmadas 
por  personas  dignas  de  crédito,  por  los  cuales 
conste  que  es  de  buena  vida  i  costumbres. 

Art.  9.*"  El  certificado  que  exije  el  número 
primero  del  artículo  anterior  puede  consistir : 

1.**  En  un  título  literario  otorgado  en  forma 
legal  por  la  Universidad. 

2.**  En  el  título  de  preceptor  de  instrucción 
primaria  que  la  autoridad  competente  otorgará 
a  los  alumnos  de  la  escuela  normal,  cuando  ha- 
yan heclio  su  curso  de  estudios. 

3.**  En  un  testimonio  del  director  de  la  escue- 
la normal  otorgado  en  favor  de  los  alumnos  que, 
no  batiendo  estado  en  ella  de  cuenta  del  gobier- 
no, sino  en  calidad  de  supernumerarios,  hayan 
sido  aprobados  en  un  examen  de  los  ramos  de 
instrucción  primaria  elemental  o  de  instrucción 
superior. 

4.*"  En  un  testimonio  del  Rector  del  Instituto 
Nacional,  en  que  conste  que  el  individuo  en  cu- 
yo favor  lo  da,  ha  estudiado  i  se  ha  examinado 
en  este  establecimiento  de  los  ramos  de  instruc- 
ción primaria  a  cuya  enseñanza  va  a  dedicarse. 

5.**  En  un  título  de  preceptor  otorgado  por 
la  Universidad  según  las  prevenciones  de  su  re- 
glamento. 

6.**  En  un  título  igual  dado  por  las  personas 
que  la  Universidad  nombre  en  I03  departamen- 
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tos para  que  ejerzan  las  fdnciones  de  inspectores 
de  instrucción  primaria  i  miembros  correspon- 
sales de  aquel  cuerpo. 

Art,  10.  Los  que  posean  los  títulos  que  se  de- 
terminan en  los  números  1.*"  i  2.''  del  artículo  9.*^ 
no  necesitan  presentar  a  la  autoridad  certifica- 
dos de  vida  i  costumbres. 

Art.  11.  No  podrán  ser  preceptores  de  ins- 
trucción primaria : 

1.*"  Los  que  se  hallen  procesados  por  cualquier 
delito. 

2.**  Los  que  hayan  sido  alguna  vez  condenados 
por  pena  aflictiva  o  infamante. 

8.°  Los  que  hayan  sido  declarados  reos  de 
quiebra  fraudulenta. 

4.**  Los  que  hayan  sido  suspendidos  de  sus 
fdnciones  de  preceptor,  en  los  casos  i  forma  que 
esta  lei  determina. 

Art.  12.  Ninguno  podrá  abrir  una  escuela  par- 
ticular de  instrucción  primaria  sin  presentarse 
previamente  al  gobernador  departamental  para 
obtener  el  permiso  de  ejercer  su  profesión. 

La  presentación  se  hará  verbalmente  o  por 
escrito,  en  papel  común,  acompañando  las  pie- 
zas que  señala  el  ortículo  8.**  i  el  permiso  o  au- 
torización se  estenderá  en  papel  sellado  i  firma- 
do por  el  gobernador,  espresando  el  nombre 
del  preceptor,  la  clase  de  escuela  que  va  a  esta- 
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blecer,  el  local  en  que  va  a  fijarla ;  de  todo  lo 
cual  se  dará  noticia  por  oficio  del  gobernador  a 
la  junta  de  instrucción  primaria  de  la  provin- 
cia, o  del  departamento  si  la  hubiere. 

Art.  13.  Si  se  estableciere  una  escuela  sin  esta 
autorización,  será  cerrada  inmediatamente,  por 
orden  del  gobernador  del  departamento,  i  su 
preceptor  castigado  con  una  multa  de  10  pesos, 
o  quince  dias  de  prisión,  i  esta  pena  se  duplica- 
rá en  caso  de  reincidencia. 

Art.  14.  Si  el  gobernador  otorgare  el  permiso 
sin  tener  en  vista  lo  prevenido  en  el  articulo  8.^, 
no  tendrá  efecto  su  providencia. 

Art.  15.  Todo  preceptor  aspirante  que  no  ten- 
ga certificado  de  su  capacidad,  podrá  presentarse 
al  inspector  de  instrucción  primaria  delegado 
de  la  Universidad  para  que  lo  examine  en  los 
ramos  de  instrucción  a  cuya  enseñanza  piensa 
dedicarse,  i  el  certificado  que  de  él  obtenga,  le 
servirá  de  suficiente  título. 

Art.  16.  Los  preceptores  particulares,  una  vez 
obtenida  la  autorización  que  determina  el  artícu- 
lo  12,  pueden  establecer  su  escuela  sobre'  laa 
bases  i  condiciones  que  quieran,  siempre  que 
sean  compatibles  con  las  leyes  i  reglamentos  de 
instrucción  primaria  relativos  al  réjimen  i  mé- 
todo de  enseñanza  de  las  escuelas. 

Art.  17.  El  Poder  incentivo  i  las  municipali- 
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dades  de  la  República  nombrarán  los  precepto- 
res de  las  escuelas  que  en  el  dia  mantienen  i  los 
de  las  que  en  adelante  establecieren,  de  entre  los 
alumnos  de  la  escuela  normal ;  i  a  falta  de  estos, 
de  entre  las  personas  que  estén  en  posesión  de 
un  certificado  o  título  de  las  clases  que  se  deter- 
minan en  el  artículo  9."*. 

Art.  18.  Los  buperiores  délos  conventos  i  las 
personas  o  corporaciones  que  tuvieren  el  derecho 
de  nombrar  los  preceptores  de  alguna  escuela 
pública,  de  las  clasificadas  en  el  artículo  4."*,  de- 
ben presentar  al  gobernador  departamental  el 
individuo  a  quien  hubieren  elejido,  para  que  se 
le  estienda  la  competente  autorización,  previos 
los  certificados  del  artículo  8.V 

Pero  si  el  candidato  estuviere  de  antemano 
en  posesión  de  esta  autorización  o  permiso,  no 
necesita  ser  presentado  para  ejercer  las  funcio- 
nes de  preceptor.  . 

TITULO  m. 

DEL  SUELDO  I PBEEOOATTVAS  DE  LOS  PKEOEPTOBES, 

Art.  19.  A  todos  los  preceptores  públicos  que 
dirijen  las  escuelas  municipales  o  las  dotadas 
por  el  tesoro  nacional,  se  les  subministrará : 

1,*"  Un  local  para  su  habitación  i  para  educar 
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los  alumnos  que  se  les  confien.  El  local  del  esta- 
blecimiento puede  estar  separado  de  aquel,  si 
las  circunstancias  lo  exijen. 

2.**  A  los  preceptores  de  instrucción  prima- 
ria elemental,  un  sueldo  fijo  que  no  b^e  de 
ciento  cincuenta  pesos  anuales. 

3.*"  A  los  de  instrucción  primaria  superior,  un 
sueldo  fijo  que  no  baje  de  trescientos  pesos  anua- 
les. 

El  Ejecutivo  i  las  municipalidades  respecti- 
vamente podrán  aumentar  este  sueldo  si  el  es- 
tado de  sus  fondos  lo  permite,  en  atención  a  las 
aptitudes  i  mérito  de  los  preceptores. 

Art.  20.  Ademas  del  sueldo,  el  preceptor  pa- 
gado de  los  fondos  públicos  o  municipales,  po- 
drá percibir  de  los  alumnos  que  tengan  como 
pagar,  los  honorarios  que  el  reglamento  respec- 
tivo le  permita. 

Las  municipalidades  i  las  juntas  de  instruc- 
ción primaria,  velarán  sobre  que  no  se  exija 
nunca,  bajo  ningún  pretesto,  pensión  alguna  a 
los  alumnos  pobres. 

Art.  21.  Todos  los  preceptores  de  las  escue- 
las públicas  designadas  en  el  artículo  4.**,  goza- 
rán las  prerogativas  siguientes : 

1.^  íkencion  del  servicio  compulsivo  en  el 
ejército  permanente  i  en  la  guardia  nacional, 

2,*  Exención  de  todo  cargo  consejil. 
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3.*  Exención  de  cualquiera  otra  comisión  en. 
servicio  del  Estado  o  de  un  pueblo,  a  menos  que 
no  sea  relativa  a  la  instrucción  pública. 

Los  preceptores  pueden  renunciar  estas  exen- 
ciones i  adoptar  estos  cargos  si  lo  quieren. 

Art.  22.  En  el  presupuesto  anual  para  el  ra- 
mo de  instrucción  pública,  fijará  el  Ejecutivo 
todos  los  anos  la  cantidad  de  ochocientos  pesos 
para  cuatro  premios  de  a  doscientos  que  se  coor 
cederán  a  los  cuatro  preceptores  de  escuelas  mu- 
nicipales o  del  gobierno  que  a  juicio  de  la  Fa- 
cultad de  Humanidades  de  la  Universidad,  se 
hubiesen  distinguido  mas  en  el  ano  antericHr, 
por  su  conducta,  por  el  arreglo  de  su  escuela  i 
por  el  aprovechamiento  de  sus  alumnos. 

Art.  23.  Los  preceptores  que  hubieren  serví- 
do  sin  tacha  p<^  ocho  aBos  en  la  direeCKm  de 
una  escuela  pública  gozarán  para  siemjH'e  de 
las  prerogativas  que  señala  el  artículo  21  i 
también  de  una  medalla  de  honor  trabajada  en 
oro,  que  tendrá  en  el  anverso  esta  inscripción — 
''premio  a  la  constancia  por  la  difusión  de  las  lu- 
ces'^— ^i  en  el  reverso  esta  otra — "La  nación  a  D." 
(el  nombre  del  agraciado.) 

Art.  24.  El  preceptor  que  hubiere  servido 
diez  i  seis  años  sin  tacha  en  la  dirección  de  una 
escuela  municipal  o  de  las  sostenidas  por  el 
Ejecutivo,  gozará,  por  via  de  jubilación  por  to- 
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da  su  vida.)  la  mitad  del  sueldo  mayor  que  hubie- 
re tenido  en  su  empleo. 

Esta  pensión  se  pagará  por  el  tesoro  nacio- 
naL 

El  número  de  anos  designados  en  este  artí- 
culo i  en  el  anterior,  principiará  a  contarse  des- 
de que  se  ponga  en  ejecución  esta  lei. 

Para  obtener  esta  ventaja  i  las  del  artículo 
«iterior,  segnirán  los  preceptores  un  espedien- 
te  en  las  formas  que  determine  el  reglamento 
respectivo. 

Art.  25.  Los  preceptores  que  se  paguen  del 
tesoro  público  o  de  los  fondos  municipales,  de- 
jarán en  poder  de  la  tesorería  respectiva  la  oc- 
tava parte  del  sueldo  correspondiente  al  mes  de 
junio  i  la  octava  parte  del  correspondiente  a  di- 
ciembre, a  fin  de  que  sea  esta  cantidad  coloca- 
da en  la  caja  de  ahorros  del  departamento  si  la 
hubiere.  Pero  no  habrá  esta  obligación  sino 
existiere  en  el  departamento  establecimiento 
alguno  de  esta  clase. 

El  tesorero  pagador  remitirá  estas  cantidades 
a  la  caja  de  ahorro  con  los  nombres  de  las  per- 
sonas a  quienes  correspondieren  i  entregará  a  es- 
tos las  papeletas  de  recibo  que  hubiere  obteni- 
do de  la  caja,  cuando  les  cubra  el  sueldo  del 
mes  siguiente  a  los  indicados. 

Los  preceptores  se  someterán  a  los  reglamen- 
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tos  de  la  caja  para  gozar  del  interés  de  las  can- 
tidades que  tuvieren  en  ella  i  para  retirarlas 
cuando  les  conviniere. 

TITULO  IV. 

DE  LAS  JUlíTAS  DE  INSTRUOOION  PRIMARIA. 

Art.  26.  En  cada  capital  de  provincia  habrá 
una  junta  compuesta  de  un  miembro  de  la  mu- 
nicipalidad, elejido  por  ella  misma,  el  párroco 
que  el  intendente  designare,  el  preceptor  de  la 
escuela  de  instrucción  primaria  superior,  que 
hará  de  secretario,  i  el  individuo  a  quien  la 
Universidad  encargue  las  funciones  de  inspec- 
tor de  instrucción  primaria,  el  cual  presidirá  la 
junta. 

Art.  21.  Existirá  la  misma  junta  en  los  de- 
partamentos en  que  el  Ejecutivo,  a  propuesta 
de  la  Universidad,  lo  juzgare  necesario  en  aten- 
cion  a  su  estension  o  a  la  distancia  en  que  estén 
situados  de  la  capital  de  la  provincia. 

Art.  28.  A  la  junta  de  instrucción  primaria 
corresponde  velar  sobre  todas  las  escuelas  com- 
prendidas en  el  territorio  de  su  jurisdicción,  pa- 
ra que  en  ellas  se  observen  las  disposiciones  de 
la  lei  i  de  los  reglamentos  que  les  sean  relati- 
vos. 
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Art.  29.  La  junta  debe  denunciar  ante  el  go- 
bernador departamental  a  los  preceptores  par- 
ticulares que  por  su  conducta  moral  o  sus  omi- 
siones, no  sean  dignos  de  ejercer  su  cargo  i  por 
los  mismos  motivos  denunciará  respectivamen- 
te ante  el  Ejecutivo  o  las  municipalidades  a  los 
preceptores  públicos. 

La  autoridad  ante  quien  se  haga  la  denuncia 
oirá  al  acusado,  tomará  sumariamente  los  datos 
que  crea  necesarios  i  pronunciará  la  destitución 
del  preceptor  o  solamente  le  suspenderá  por  el 
tiempo  que  estime  justo ;  sin  que  su  resolución 
sea  apelable. 

La  denuncia  debe  ser  apoyada  por  todos  los 
miembros  de  la  junta. 

Art.  30.  La  junta  puede  dirijirse  por  escrito 
a  los  intendentes  i  por  su  medio  al  gobierno ; 
puede  también  mantener  comunicaciones  direc- 
tas con  los  gobernadores,  las  municipalidades  i 
con  la  Universidad. 

Art.  31.  Los  intendentes,  gobernadores,  sub- 
delegados i  municipalidades,  darán  con  oportu- 
nidad los  informes  i  datos  que  las  juntas  nece- 
sitaren en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  i  pondrán 
todo  lo  que  esté  de  su  parte  para  llenar  todas 
sus  necesidades  o  allanar  los  inconvenientes  que 
eÜas  indiquen  con  relación  a  la  instrucción  pri- 
maria. 


—  18  — 

Art.  32.  Las  juntas  se  snjetarán  siempre  á  las 
instrucciones  que  reciban  de  la  Universidad  i 
pasarán  a  esta  corporación  todos  los  anos,  el  1.* 
de  julio,  el  estado  de  las  escuelas  de  su  jurisdic- 
ción, i  el  1.**  de  enero  un  informa  detallado  so- 
bre los  progresos  de  las  escuelas  i  acerca  del 
modo  como  los  preceptores  públicos  han  ejerci- 
do su  cargo,  para  que  en  vista  de  él,  la  Univer- 
sidad otorgue  los  premios  que  determina  el  ar* 
tículo  22. 

Art.  33.  Las  juntas,  para  cumplir  mejor  sus 
funciones,  pueden  nombrar  delegados,  encar* 
gándoles  el  desempeño  de  alguna  comisión  re- 
lativa al  fomento  de  la  instrucción  primaria,  i 
los  delegados  podrán  asistir  a  las  sesiones  de  la 
junta  con  voz  deliberativa,  mientras  dure  su  en- 
cargo. 

DISPOSICIONES  TRAíTSrCOBIAS. 

Art.  34.  La  Facultad  de  Humanidades  de  la 
Universidad  dictará  i  el  gobierno  aprobará  to- 
dos los  reglamentos  que  sean  necesarios  para  la 
cumplida  ejecución  de  esta  lei,  i  preferentemen- 
te el  reglamento  orgánico  de  las  escuelas  piibK- 
cas  i  particulares  i  el  que  determine  el  réjimen 
de  las  juntas,  sus  atribuciones  i  las  de  los  inspec* 
tores  de  instrucción  primaria. 
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Art  35.  JEbía  lei  no  principiará  a  observarse 
hasta  que  estén  dictados  i  aprobados  los  regla- 
mentos, i  entonces,  el  Presidente  de  la  Sepiibli- 
ca  jfijará  el  dia  en  que  ha  de  principiar  a  rejir. 

Art.  36.  La  Universidad  puede  determinar 
en  un  reglamento  por  separado  los  premios  de 
honor  i  las  distinciones  que  estime  convenientes 
para  estimular  a  los  preceptores  públicos  i  par- 
ticulares en  su  profesión. 

Art.  37.  Desde  el  1.*"  de  enero  de  1846,  el  go- 
bierno i  las  municipalidades  de  la  Sepiiblica 
no  proveerán  conforme  a  lo  dispuesto  eíi  el  ar- 
ticulo 17  las  vacantes  que  ocurriesen  en  las  es- 
cuelas públicas  que  costean,  sino  que  abrirán  un 
concurso,  para  cuyo  arreglo  se  dictará  oportu- 
namente por  la  Universidad  el  respectivo  re- 
glamento, i  darán  el  titulo  de  preceptor  al  que 
hubiese  obtenido  la  competente  aprobación  de 
los  jueces  que  presidan  dicho  concurso* 

Art.  38.  Mientras  no  haya  escuelas  de  instruc- 
ción primaria  superior  en  las  provincias,  la 
Universidad  nombrará  el  individuo  que  deba 
hacer  las  veces  del  preceptor  de  estas  escuelas 
en  las  juntas  de  instrucción  primaria  estableci- 
das por  el  articulo  26. 

J.  V.  Lastarria. 
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Después  de  haberse  dado  la  primera  lectura 
a  esta  Moción  en  la  Cámara,  su  autor,  con  el 
acuerdo  del  Presidente  i  de  algunos  señores  Di- 
putados, la  retiró  para  presentarla  a  la  Uniyer-' 
sidad  con  el  objeto  de  que,  aprovecliando  las 
luces  i  esperiencia  de  está  corporación  en  tan 
importante  materia,  el  proyecto  fuese  presenta- 
do de  nuevo  a  la  Cámara,  llevando  ya  en  su 
apoyo  el  voto  de  la  Facultad  de  Humanidades 
i  del  Consejo  Universitario,  que  por  el  objeto 
de  su  instituto  podian  discutirlo  cOn  acierto  i 
mejor  resultado.  Sin  embargo,  la  prensa  le  dio 
publicidad  i  lo  examinó  con  interés,  estable- 
ciendo desde  luego  la  discusión  sobre  las  cues- 
tiones que  han  traido  desde  aquel  tienipo  divi- 
didas las  opiniones. 

Para  conocer  mejor  la  historia  de  este  asunto, 
que  aun  pende  en  las  Cámaras  i  que  ha  dada 
motivo  a  tan  serios  debates,  a  tan  luminosos 
escritos,  i  que  ha  despertado  tan  vivo  interés, 
creemos  oportuno  dar  aquí  colocación  a  los  ar- 
tículos que  publicó  el  Mercurio  de  Valparaíso^ 
redactado  entonces  por  el  distinguido  escritor 
don  Miguel  Pinero,  por  que  en  ellos  se  encuen- 
tra el  resumen  de  las  objeciones  i  de  las  cues- 
tiones que  después  tan  latamente  se  han  dilucir 
dado. 

"Vamos  a  rejistrar  en  nuestro  diario,  decía, 
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la  Moción  sobre  instrucción  primaria  presenta- 
da a  la  Cámara  de  Diputados. 

"Esta  es  una  verdadera  novedad ,  no  precisa- 
mente por  el  celo  i  las  luces  que  arguye  el  te- 
nor de  la  moción  en  el  diputado  que  la  presenta, 
sino  porque  este  paso  parece  ser  el  primero  que 
se  da  en  nuestro  pais  hacia  el  grande  objeto  de 
sistemar  i  regularizar  la  enseñanza.  Hasta  aqui 
se  han  visto  en  verdad  muchos  esfuerzos  patrió- 
ticos, ya  por  parte  de  los  Congresos,  ya  por 
parte  de  los  gobiernos,  para  fomentar  la  ins- 
trucción primaria,  asi  es  que  en  este  sentido  no 
es  una  cosa  nueva  la  moción  del  Sr.  Lastarria; 
pero  aun  no  habia  asomado  el  proposito  de  re- 
glamentar las  escuelas,  i  de  darles  una  forma 
idéntica  en  toda  la  república  sobre  bases  fijas 
i  tan  anchas  cual  requiere  el  estado  de  nuestra 
civilización,  i  de  las  urj  entes  necesidades  del 
pais. 

"La  instrucción  primaria  no  está  regulariza- 
da en  Chile ;  i  en  blanco  se  halla  todavía  la 
pajina  de  nuestras  instituciones  sobre  el  ramo 
de  enseñanza  aguardando;  a  que  la  llenen  nues- 
tros ilustrados  sistemadores.  Hai  materiales  dis- 
persos i  buenos  deseos  por  do  quiera ;  mas  no 
existe  el  lazo  que  debe  unirlos,  i  darles  una  ten- 
dencia concéntrica,  ni  hai  una  declaración  legal 
que  pueda  servir  de  regla  al  Grobierno^  i  mos* 


*  * 
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trar  al  pueblo  stis  responsabilidades.  Abusos  i 
vacíos  se  sienten  en  todas  partes,  i  estamos  can^ 
sados  ya  de  los  remedios  parciales  i  de  las  me- 
didas mezquinas. 

"Que  la  moción  del  3r.  Lastarria  se  dirije  a 
satisfacer  todas  las  exijencias  de  nuestro  pais, 
sobre  la  enseñanza  primaria,  parece  manifiesto; 
pero,  i  las  satisface  ?  Hé  ahí  lo  que  falta  saber  i 
lo  que  es  preciso  averiguar  entrando  en  una  sé-- 
ria  discusión  sobre  las  diversas  cuestiones  que 
ofrece  este  importante  asunto.  Semejante  tarea 
no  puede  ser  acometida  por  la  préhsa  con  la 
mira  de  profundizarla,  de  entrar  en  todos  los 
detalles,  i  de  presentar  un  conjunto  de  doctri- 
nas tan  ordenado  i  tan  completo  que  pueda  pa- 
sar por  borrón  de  un  proyecto  de  lei,  sino  con 
el  objeto  Tínicamente  de  hacer  resaltar  las  ideas 
principales  i  de  popularizarlas.  Si  es  cierto  que 
no  habiendo  en  ün  pais  prensa  política,  las  elec- 
ciones, las  cámaras  i  todo  el  sistema  represen- 
tativo no  son  mas  que  meras  ilusiones,  o  cuando 
mas  una  farsa  inútil,  también  lo  es  que  cuando 
falta  una  prensa  intelijente  que  emita  doctrinas 
i  discuta  con  fervor  las  teorías  lejislativas,  las 
leyes  mejoradoras  carecen  de  solid^  i  el  apoyo 
que  les  presta  el  público  no  pasa  de  palabras,  i 
sobre  todo  al  tratarse  de  una  lei  sobre  enae- 
£anza,ma8  necesaria  es  la  intervención  de  la 
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prensa,  porque  la  misión  de  civilizar  i  de  mo- 
rijerar,  no  solo  pertenece  al  Gobierno,  sino 
también  a  los  padres  de  familias ;  i  si  aquel  debe 
tener  una  regla,  éstos  deben  tener  estímulos;  si 
al  uno  se  le  impone  una  responsabilidad,  a  los 
otros  conviene  dar  ideas  i  el  sentimiento  de  sus 
intereses.  Vamos,  pues,  a  examinar  la  moción 
del  Sr.  Lastarria ;  pero  repetimos  que  no  la  se- 
guiremos en  todos  sus  detalles,  i  solo  pensamos 
rozarnos  con  la  parte  mas  culminante  de  ella, 

"La  primera  lei  que  vaya  a  darse  en  un  pais 
con  el  fin  de  regularizar  la  enseñanza  debe  en- 
cerrar, a  nuestro  juicio,  objetos  mas  altos  que 
los  que  cQrresponden  a  un  reglamento  de  orden 
i  mera  disciplina.  Esta  lei  conviene  que  sea 
una  cosa  sólida,  i  una  cosa  completa.  No  solo 
debe  consultar  su  autor  lo  que  necesita  un  ni- 
ño para  ser  bien  enseñado,  i  los  derechos  i  car- 
gos que  se  han  de  dar  al  preceptor  para  que 
sea  bueno,  sino  también  lo  que  necesita  el  pais 
para  que  sus  hijos  sean  enseñados  en  proporción 
a  las  necesidades  i  riquezas  de  la  nación.  Sino 
nos  engañamos,  esa  lei  debe  comenzar  por  de- 
terminar de  un  modo  claro  i  distinto  cuales  son 
los  deberes  del  Gobierno  para  con  el  pueblo  en 
cnanto  a  enseñanza  pública,  i  por  fijar  cuáles 
son  las  responsabilidades  del  tesoro  nacional 
sobre  este  puntó,  i  cuál  es  el^vacío  que  le  queda 
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para  llenar  al  público.  En  seguida,  la  lei  no  de- 
be  contentarse  con  disponei^  i  w'deiiar  tales  o 
cuales  condiciones  en  el  servicio  de  las  escuelas, 
pues  se  reducirán  a  quedar  archivadas  sus  be- 
llas intenciones,  sino  se  da  al  pais  una  garantía 
de  su  cumplimiento,  creando  una  organización 
que  sirva  de  instrumento  al  poder,  para  dirijir 
i  vijilar  la  enseñanza,  i  que  abrazando  a  toda  la 
República  desde  el  centro  a  los  estremos,  forme 
una  máquina  de  movimientos  regulares,  i  fácil 
de  hacer  andar.  Hé  ahí  los  principales  vacíos 
que  a  nuestro  juicio,  está  llamada  a  llenar  la  lei 
de  que  tratamos. 

"Si  ellos  quedan  subsistentes  después  de  la 
sanción  de  la  lei,  ¿  qué  habremos  adelantado  ? 
Parécenos  que  seguiremos  clamando  por  escue- 
las, sin  que  nos  puedan  acallar  ni  el  celo,  ni  las 
promesas  del  Ministro  de  instrucción  pública; 
i  seguiremos  viendo  mal  servidas  las  que  tene- 
mos apesar  de  los  desvelps  dé  la  administración. 
Quedarán  siempre  pendientes  estas  cuestiones: 
I  cuántas  escuelas  debe  sostener  el  Gobierno,  las 
que  quiera,  las  que  pueda  o  las  que  necesite  el 
pais  ?  Cuestiones  que  conviene  mucho  al  públi- 
co i  al  mismo  Gobierno  que  sean  resueltas  por 
el  cuerpo  lejislativo,  lo  cual  puede  hacer  mui 
bien,  declarando,  previos  los  datos  necesarios, 
que  en  cada  distrito  haya,  por  ejemplo,  una  es- 
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•cuela  de  cada  sexo,  o  lo  que  es  mejor,  por  cada 
tal  número  de  habitantes,  costeada  por  el  teso- 
ro nacional. 

"La  organización  o  sistema  que  debe  unir  a 
todas  las  escuelas  de  la  Eepiíblica,  i  asegurar  el 
buen  servicio  en  ellas,  es  otro  punto  que  no  de- 
be ser  pasado  por  alto  en  la  lei  de  que  tratamos. 
No  basta  señalar  los  métodos  de  enseñanza,  i 
la  forma  moral  de  cada  establecimiento,  si  todo 
esto  no  queda  bajo  una  dirección  especial  que 
garantice  el  cumplimiento  de  los  prolijos  debe- 
res que  hai  en  este  ramo  de  administración.  Por 
supuesto  que  el  Ministerio  correspondiente  de- 
be ser  el  centro  de  esta  máquina ;  pero  este 
centro  necesita  eslabonarse  fuertemente  con  los 
estremos,  pues  de  lo  contrario  su  influencia  será 
débil,  i  aun  tal  vez  nula.  Este  eslabonamiento 
no  creemos  que  pueda  formarse  por  medio  de 
las  autoridades  políticas  solamente :  recargadas 
^stas  de  otras  mil  atenciones,  o  demasiado  ele- 
vadas sobre  el  terreno  de  la  instrucción  prima- 
ria, apenas  podrán  ejercer  una  suprema  viji- 
lancia,  i  no  aquella  menuda  e  inmediata  que 
necesitan  las  escuelas.  Si  en  cada  capital  de 
provincia  hubiese  una  escuela  normal,  como 
sucede  en  la  Nueva  Granada,  i  creemos  que 
también  en  Venezuela,  aun  cuando  no  tuviesen 
tanta  categoría,  ni  tantos  gastos  como  las  de 
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Santiago^  los  directores  de  ellas  podrían  ser  en- 
cargados de  la  vijilancia  de  los  establecimientos 
de  enseñanza,  i  servir  de  órganos  para  indicar 
los  abusos  i  proponer  al  Gobierno  las  medidas 
que  cada  lugar  i  cada  época  exije  para  el  ade- 
lantamiento de  las  escuelas. 

Según  nuestros  principios  no  es  deudora  la 
nación  de  la  enseñanza  universal,  al  menos  con- 
siderada por  su  faz  literaria  solamente;  pero  sí, 
es  deudora  de  una  educación  política,  común  a 
todos  sus  hijos,  i  este  deber  lo  reconocieron  i 
practicaron  las  repúblicas  griegas,  principal- 
mente la  famosa  Esparta.  Ya  se  deja  ver  que  el 
cumplimiento  de  tal  deber  supone  la  perfección 
de  los  gobiernos,  i  la  realización  mas  completa 
de. la  democracia ;  i  tan  altos  fines  mui  bien  po- 
demos dispensar  a  la  lei  que  deseamos  para 
nuestro  naciente  pais.  Mas  ya  que  no  podamos 
imponer  al  tesoro  nacional  la  carga  de  una  en- 
señanza universal,  exijámosle  siquiera  que  sea 
menos  parco  respecto  de  la  instrucción  prima- 
ria. Esta  advertencia  tiene  hoi  sin  duda  menos 
fuerza  que  ahora  poco,  pues  vemos  que  el  Mi- 
nistro pide  para  invertir  en  el  año  entrante  en 
nuevas  escuelas  i  en  el  fomento  de  las  que  exis- 
ten diez  i  seis  mil  pesos,  que  es  otro  tanto  de 
lo  que  hasta  aquí  gastaba  el  fisco  en  este  objeto; 
pero  con  todo  tal  vez  no  corresponde  a  la  pros- 
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peridad  del  erario  la  inversión  de  solo  treinta 
mil  pesos  en  este  ramo.  No  debamos  tampoco 
dispensar  al  Gobierno  de  propender  a  que  las 
^cuelas  que  sostiene,  insuficientes  en  número, 
sean  al  menos  buenos  modelos,  i  den  el  ejemplo 
del  orden,  de  la  moral  i  de  la  ilustración,  a  las 
que  el  interés  particular  irá  promoviendo ;  i 
esto  no  creemos  que  pueda  conseguirlo,  si  la  lei 
no  lo  autoriza  para  establecer,  o  mas  bien,  sino 
establece  ella  misma  una  nueva  organización  de 
brazos  intermedios  entre  él  i  los  establecimien- 
tos  de  educación, 

"Todo  lo  que  hemos  dicho  conocemos  que  no 
es  mas  que  indicar  las  cosas;  pero  bastará  a  mos- 
trar que  hai  un  vacío,  i  no  pequeño,  en  la  mo- 
eion  del  Sr.  Lastania.  En  el  primer  título  de  su 
proyecto  se  habla  de  escuelas  de  municipalidar 
des  i  de  conventos,  i  se  deja  en  blanco  a  las  es- 
cuelas del  Gobierno !  Se  imponen  deberes  a  los 
miserables  fondos  de  los  municipales,  i  de  los 
frailes  i  de  las  monjas,  i,  se  pasa  por  alto  el  teso- 
ro nacional!  Sin  duda  que  el  ilustrado  autor  dé 
la  moción  no  habrá  omitido  este  objeto  por  no 
tenerlo  a  la  vista,  sino  por  creer  que  no  debia 
entrar  en  ella;  pero  esto  es  justamente  de 
lo  que  nos  quejamos,  porque  si  se  quiere  esta- 
blecer un  sistema  jeneral  de  instrucción  prima- 
ria en  la  República,  debe  comenzarse  por  el 
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Gobierno,  que  es  el  primer  deudor  del  pais  a 
este  respecto  i  el  que  administra  su  riqueza. 

"No  hallamos  tampoco  conducente  a  nada  lo 
que  se  dice  en  la  moción  respecto  de  las  muni- 
cipalidades i  de  los  conventos.  Las  primeras, 
mui  insignificante  papel  liarán  en  la  instrucción 
pública,  mientras  no  tengan  rentas  ni  reglamen- 
tos a  propósito,  i  mientras  yazcan  en  un  estu- 
por profundo.  Los  segundos  tampoco  harán  mas 
en  virtud  de  la  indicación  del  proyecto,  que  lo 
que  han  hecho  hasta  aquí  en  virtud  de  la  lei 
antigua  que  les  imponía  la  misma  obligación. 
Pregúntese  al  Ministro  de  instrucción  pública, 
por  qué  no  se  cumple  esa  disposición,  i  nos  dará 
sin  duda  razones  de  sobra  que  espliquen  este 
hecho :  entre  otras,  porque  muchos  conventos 
no  tienen  cómo  costear  escuela,  i  porque  no  son 
capaces  tampoco  de  establecer  una  que  corres- 
ponda a  nuestra  civilización,  habiéndose  conten- 
tado la  lei  con  imponer  obligaciones  sin  de- 
terminar los  medios  de  hacerlas  efectivas  i 
provechosas. 

"Al  someter  estas  observaciones  a  juicio  del 
público  i  del  ilustrado  autor  de  la  moción  de 
que  hemos  tratado ,  no  desconocemos  que  este 
importante  proyecto  quedará  probablemente 
archivado  en  la  Secretaría  de  la  Cámara  quién 
sabe  hasta  cuándo,  pues  el  término  de  la  sesión 
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presente  ya  va  a  espirar;  pero  estamos  seguros 
de  que  en  cualquier  tiempo  es  oportuno  tratar 
de  un  asunto  tan  vital  para  el  pais,  i  que  por 
débil  que  sea  nuestra  voz,  del  todo  no  se  perde- 
rá en  el  viento. 

"Ademas,  hemos  creido  pagar  el  celo  del  di- 
putado que  tan  interesado  se  muestra  en  el 
fomento  de  la  instrucción  primaria  mostrándole 
francamente  lo  que  quisiéramos  ver  en  su  pro- 
yecto para  considerarlo  como  una  obra  acabada: 
asi  se  corresponde  a  quien  solo  busca  el  mejor 
servicio  del  público,  i  los  medios  de  fundar  el 
imperio  de  las  luces  en  todos  los  ángulos  de  su 
patria. 

"Después  de  estar  en  prensa  este  artículo,  que 
fué  escrito  apenas  asomó,  diremos  así,  la  mo- 
ción del  Sr.  Lastarria,  hetnos  visto  el  líltimo 
título  de  su  proyecto  en  que  se  trata  de  las 
Juntas,  como  también  las  ideas  vertidas  so- 
bre este  punto  por  nuestros  colegas  del  Pro- 
greso. Talvez  nos  ocuparemos  después  de  exa- 
minar estos  antecedentes,  cuya  apreciación 
puede  decirse  que  hemos  hecho  aun  antes  de 
conocerlos. 

"Las  juntas  que  propone  el  Sr.  Lastarria  pa- 
ra la  dirección  de  las  escuelas  parecen  perfecta- 
mente calculadas  para  su  objeto,  porque  se 
<x)mponen  de  los  elementos  mas  adecuados :  un 


—  80  — 
municipal,  un  párroco,  un  miembro  de  la  Uni- 
versidad i  un  preceptor  instruido*  Aquí^  encon- 
tramos representados  el  sentimiento  del  civismo, 
la  moral,  el  saber  i  la  práctica,  elementos  que 
justamente  son  los  que  deben  presidir  a  la  ins- 
trucción primaria.  Mas  nos  queda  aun  el  temor 
de  que  este  mecanismo,  al  parecer  tan  completo 
i  tan  sencillo,  no  tenga  toda  la  enerjía,  i  todo  el 
celo  que  desearíamos  en  la  especie  de  Providen- 
cia que  debe  velar  asiduamente,  e  intervenir  en 
todos  los  detalles  de  la  enseñanza.  Confesamos 
que  la  esperiencia  nos  ha  dejado  una  fuerte 
aprensión  contra  todos  los  empleos  honora- 
rios, i  sin  una  responsabilidad  bien  marcada. 
Tememos  que  las  juntas  del  Sr.  Lastarria  se 
reúnan  mucho  menos  que  las  Municipalidades  i 
que  sean  mas  nominales  que  ellas,  porque  en 
verdad  tendrán  muchos  menos  estímulos.  Desde 
que  vemos  que  se  piensa  levantar  en  nuestros 
paiaes  un  edificio  fundado  sobre  el  patriotismo 
i  sobre  el  espíritu  público,  temblamos  por  su 
conservación,  i  nos  anunciamos  desde  luego  que 
no  tardará  en  venir  al  suelo,  i  Es  esta  una  vana 
aprensión  ?  Tal  vez,  pero  téngase  presente  que 
los  intereses  de  nuestro  pais  sobre  instrucción 
primaria  son  mui  caros  i  mui  preciosos ;  i  que 
debemos  buscar  todas  las  seguridades  posibles 
para  no  errar  en  esta  materia,  para  no  dar  me- 
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dioB  pasos,  i  esperimentar  después  el  pesar  de  la 
esperanza  burlada. 

•^Nosotros  quisiéramos  asegurar  el  resultado 
a  toda  costa,  i  obtenerlo  también  lo  mas  pron- 
to posible,  i  por  lo  tanto  nada  deseamos  dejar 
abandonado  al  patriotismo,  mientras  este  senti- 
miento  no  tenga  en  Chile  mayor  responsabili- 
dad. Ya  hemos  dicho  que  si  hubiese  escuelas 
normales  en  todas  las  capitales  de  provincia,  sus 
directores,  auxiliados  tal  vez  por  un  consejo  ini- 
ciador i  consultivo,  podrían  mejor  que  nadie 
responder  de  un  modo  positivo  al  Grobierno,  i 
cargar  con  todas  las  exijencias  del  público;  pero 
ya  que  no  las  hai,  i  en  el  caso  de  tener  que  de- 
positar nuestra  confianza  en  juntas  patriótica»^ 
Ilamarémoslas  así,  no  encontramos  otras  mejpr 
combinadas  que  las  que  propone  ,el  Sr.  Iiaa^ 
tarría. 

"Permítannos  ahora  nuestros  colegas  del 
JProgre^  protestar  contra  ciertas  indicaciones 
que  han  hecho  al  tratar  de  este  asunto,  i  que 
creemos  no  están  de  acuerdo  con  los  principios 
económicos  mas  recibidos.  "  P^ra  los  fondos  es- 
''peciales  de  la  instrucción,  dicen,  podrían  des- 

''tinarse  algunas  entradas  fiscales. "  Esto 

huele,  sino  nos  enga&amos,  al  sistema  rancio  de 
la  I^pana  i  de  otras  naciones  viejas,  de  dividir 
la  caja  nacional  i  repartirla  según  los  olj^^ 
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del  servicio  público.  Nosotros  no  creemos  en  la 
necesida(^de  que  la  instrucción  tenga  fondos 
especiales,  fuera  de  aquellos  con  que  contribu- 
ye el  piíblico,  ni  vemos  razón  en  destinar  para 
este  objeto,  ni  para  ningún  otro,  entradas  fisca- 
les. El  deudor  es  uno,  i  la  caja  debe  ser  una 
también,  i  hasta  ridícuja  nos  parece  toda  medi- 
da que  interrumpa  la  consolidación  de  la  deuda. 
El  Gobierno  debe  al  pueblo  instrucción,  i  el 
Gobierno  la  paga.  Esto  es  mui  claro  i  mui  sen- 
cillo, i  eso  de  destinar  tales  .  fondos  para  esto,  i 
cuales  entradas  para  aquello,  no  sirve  sino  para 
complicar  la  marcha  de  la  administración. 

"Por  lo  que  hace  a  la  moción  del  Sr.  Lastar- 
ria  no  nos  resta  sino  insistir  en  la  necesidad  de 
añadir  algo  en  ella  que  tienda  a  fijar  la  respon- 
sabilidad del  tesoro  nacional  respecto  a  la  ins- 
trucción primaria,  i  que  tenga  alguna  relación 
con  el  niímero  de  escuelas  i  su  repartición  pro- 
porcional en  el  territorio  de  la  Repiíblica.  Ya 
creemos  haber  dicho  lo  bastante  sobre  esto,  i  va- 
mos a  concluir  nuestras  indicaciones  con  la  re- 
lación de  algunos  datos  estadísticos  sobre  el 
astado  de  la  instrucción  primaria  en  Nueva 
York,  porque  los  creemos  oportunos. 

"Según  el  mensaje  pasado  a  principios  de  es- 
te año,  a  la  lejislatura  de  Albany,  se  ve  que  para 
la  repartición  de  las  escuelas  públicas,  él  estado 
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ha  sido  dividido  en  10,893  distritos,  de  los  cua^ 
les  Y,534  están  ya  dotados  con  sus  estableci- 
mientos de  enseñanza.  Durante  el  año  1841  los 
gastos  del  Gobierno  ascendieron  a  686,'796  ps: 
de  los  cuales  588,506  fueron  invertidos  en  los 
sueldos  de  los  maestros  de  escuelas,  i  98,290 
en  el  establecimiento  de  bibliotecas.  Al  sueldo 
de  los  maestros  de  escuelas  pagados  por  el  teso- 
ro, es  preciso  agregar  un  suplemento  de  468,688 
ps.  pagados  poor  una  parte  de  los  discípulos,  de 
modo  que  el  total  de  sueldos  era  de  1.05Y,194 
ps.  En  1842  el  monto  de  los  gastos  del  tesoro 
ha  sido  de  666,285  ps.  Hé  ahí  los  sacrificios  que 
hace  el  Gobierno  del  Estado  de  Nueva  York 
en  obsequio  de  la  instrucción  primaria." 


La  Universidad  consideró  el  proyecto  déte- 
nidamente,  primero  en  la  Facultad  de  Humani- 
dades, i  después  en  el  Consejo,  i  con  las  modifi- 
caciones que  le  hizo  fué  presentado  nuevamente 
a  la  Cámara  de  Diputados  en  la  lejislatura  de 
848  por  el  Sr.  Don  Antonio  García  Reyes,  se- 
cretario de  aquella  Facultad.  Renovada  la  Cá- 
mara en  849,  principió  a  discutirlo  en  su  sesión 
de  9  de  junio  i  siendo  entonces  Diputado  el  au- 
tor, lo  apoyó,  tomando  parte  en  la  discusipn. 
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El  proyecto  estaba  ya  aprobado  casi  en  su 
totalidad,  cuando  en  la  sesión  del  18  de  junio  se 
suscitó  la  cuestión  sobre  los  fondos  que  debian 
destinarse  a  la  instrucción  primaria,  i  se  propu- 
so que  pasara  otra  vez  a  una  comisión  que  lle- 
nase este  vacío  del  proyecto.  El  autor  entonce» 
formuló  su  opinión  en  el  siguiente 

DISCURSO. 

"Creo  también  como  el  honolrable  Diputado 
que  acaba  de  hablar,  que  la  Cámara  no  se  en- 
cuentra en  el  caso  de  ocuparse  en  la  indicaciotí 
del  honorable  señor  Diputado  por  lUapel ;  si 
este  señor  indicase  que  la  Cámara  acordara  en- 
cargar auna  nueva  comisión  el  trabajo  de  un 
proyecto  con  él  objeto  de  crear  un  fondo  para 
el  sostenimiento  de  las  escuelas,  podria  yo  adhe- 
rir fácilmente  a  semejante  indicación.  Como 
se  ha  hablado  i  se  ha  escrito  tanto  ya  sobre  es^ 
te  proyecto  de  lei  i  se  le  ha  acusado  de  incom- 
pleto, permítame  la  Cámara  dar  alguna  idea 
que  la  ponga  al  corriente  de  lo  que  se  propuso 
este  proyecto. 

"Cuando  se  formó,  se  tuvieron  presentes  to- 
das las  cuestiones  que  se  han  suscitado  en  la 
Cámara :  a  lo  menos  por  mi  parte  las  tuve  pre- 
sentes, porque  lo  trabajó  sobre  las  leyes  eu3P0- 


—  as- 
peas que  me  fué  posible  tener  a  la  vista,  entre 
las  cuales  se  contaban  las  mismas  que  ha  citar 
do  el  honorable  señor  Diputado  por  Ulapel.  Me 
propuse,  pues,  resolver  estas  mismas  proposicio- 
nes :  í  debe  crearse  un  fondo  para  atender  cou 
él  al  sosten  de  las  escuelas  primarias,  o  no?  i  re- 
solví por  1^  negativa.  La  facultad  de  humani- 
dades también  convino  en  eUo,  porque  no  pudo 
menos  de  tocar  las  dificultades  i  embarazos  que 
necesariamente  debian  ofrecerse  ala  realización 
de  este  pensamiento.  ¿La  educación  primaria 
debe  corresponder  al  Estado  o  a  la  localidad? 
Para  mí  no  cabe  duda  que  al  Estado  en  países 
nuevos  como  el  nuestro. 

"Mientras,  la  civilización  no  se  desarrolle  su- 
ficientemente para  emancipar  la  esfera  de  las 
ciencias  i  de  la  educación,  dándole  una  vida 
propia  que  haga  imítil  la  intervención  del  Esta- 
do, es  imposible  dejar  la  educación  al  cuidado 
de  la  localidad ;  se  nos  cita  el  ejemplo  de  Nor- 
te América,  también  lo  tuve  presente.  ¡Pero 
qué  diferencia!  En  Norte  América  la  educa* 
clon  es  un  negocio  de  la  familia,  porque  cada 
padre  atiende  a  ella  como  a  su  propio  asunto, 
a  causa  de  ese  espíritu  nacido  sin  duda  del  des- 
arrollo de  la  civilización  i  de  la  riqueza.  Cada 
padre  de  familia  concurre  aUí  con  su  cuota  al 
fomento  de  la  instrucción  i  lo  hace  espontánea- 
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menté, porque  cree  que  es  un  deber  social  el 
hacerlo.  ¿Podría  conseguirse  igual  cosa  en  Chile, 
por  mas  que  se  impusiese  esta  obligación  por 
cuantas  leyes  se  dictaran?  ¿Podría  siquiera  con- 
seguirse en  Santiago  i  Valparaíso,  que  son  los 
pueblos  mas  adelantados  de  la  República?  ¿ISTo 
estamos  viendo  lo  que  cuesta  recaudar  unos  cua- 
tro reales  que  se  pagan  ahora  por  la  contríbu- 
cion  de  serenos  i  alumbrado  público?  ¿qué  no 
costaría  la  de  cuatro  reales  mas  que  se  impusie- 
ra por  la  educación?  No  exajero  si  digo  que  es- 
to podría  ser  causa  de  una  revolución.  La  edu- 
cación prímaría  en  Chile  tiene  por  enemigos, 
en  primer  lugar  la  pobreza ;  en  segundo  la  in- 
curia de  las  familias ;  en  tercero  lo  diseminado 
de  la  población.  Tal  vez  esto  último  es  lo  que 
ppone  mayores  dificultades  hasta  el  estremo  de 
no  corresponder   el  provecho  de  las  escuelas 
existentes  a  las  sumas  que    en  ellas    se  in- 
vierten. 

"Se  ha  dicho  en  la  Cámara  i  se  repite  por  la 
prensa,  que  la  lei  debiera  determinar  el  núme- 
ro de  las  escuelas  con  arreglo  a  la  población.  La 
población  en  Chile  nunca  puede  servir  de  base 
para  establecer  una  medida  semejante,  porque 
tal  vez  no  hai  un  pueblo  en  donde  sea  mas  desi- 
gualmente repartida.  ¿Qué  ganaríamos  con  decir 
que  se  estableciera  una  escuela  por  cada  diez  mil 
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almas?  En  Santiago,  por  ejemplo,  la  escuela  ser-* 
viria  mui  bien  a  mi  barrio  donde  tal  vez  hai  ese 
número  de  habitantes ;  pero  no  así  de  ningoíia 
manera  en  la  provincia  de  Colchagua,  en  donde 
en  innumerables  leguas  en  circunferencia  tal  vez 
no  se  encuentran  las  diez  mil  almas.  ¿Qué  gana- 
riamos  con  decir  que  en  cada  dos  o  tres  distritos 
se  estableciese  una  escuela,  cuando  en  esos  distri- 
tos, por  poblados  que  sean,  no  tienen  el  suficiente 
número  de  habitantes,  i  si  lo  tienen,  los  niños 
están  a  gran  distancia,  i  por  lo  tanto  en  la  im- 
posibilidad de  asistir  a  la  escuela?  Ahora  {cómo 
podríamos  determinar  en  el  proyecto  que  los 
padres  mandasen  a  sus  hijos  a  la  escuela?  ¿ofre- 
ciéndoles premios?  Los  campesinos,  que  son  loe 
que  mas  necesitan  de  .instrucción,  no  todos  sa- 
brían que  se  daban  estos  premios.  ¿Oómo  hacer 
efectiva  esta  determinación?  El  campesino  pre- 
fiere primero  que  su  hijo  le  ayude  en  las  faenas 
de  suindustria,  antee  que  permitir  que  se  yaya 
a  andar  dos  o  tres  leguas  para  llegar  ala  escue- 
i  ocupar  todo  el  dia  en  ella 

^^Si  el  proyecto  determina  solamente  qué  en 
la  cabecera  de  cada  departamento  se  establezca 
una  escuela  superíor  es  con  el  objeto  de  crear 
maestros  para  la  enseñanza  de  las  elementales ; 
i  no  por  e^o  impide  que  se  establezcan  todas  las 
demás  escuelas  elementales  o  superíores  que  sea 
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poBiMe  crear  en  proparcion  a  Iob  fondos  de  ca- 
da  municipalidad. 

^^M  artículo  este,  pues,  no  tasa  ni  limita  el 
AiSmerode  las  escuelas;  lo  deja  al  arHtrio  de 
los  fondos  de  las  respectivas  municipalidades. 

*^us  prescripciones,  como  ha  dicho  muí  acer- 
tadamente  él  honorable  Ministro  de  Hacienda^ 
no  impiden  el  fomento  de  la  instrucción :  ellas 
se  adaptan  tantea  50  escuelas,  como  a80,a 
100  o  mas,  porque  el  objeto  del  proyecto  es  re- 
glamentar la  enseñanza  primaria  i  preparar  su 
desarrollo. 

''En  fin,  señor,  creo  que  no  habrá  una  cues- 
tión de  las  que  se  han  suscitado  esta  noche,  que 
no  la  haya  tenido  presente,  cuando  formé  el 
proyecto,  i  cuando  la  Universidad  lo  discutió. 
Esto  no  quiere  decir  que  la  Cámara  sea  inca- 
paz  de  arribar  a  mi  nuevo  resultado.  Con  mu- 
cho gusto  me  consagraré  de  nuevo  a  este  traba- 
jo, afindecooperaralarealizaiáonde  las  miras 
que  en  sus  indicaciones  han  ^gnificado  el  hono- 
rable Diputado  de  Santiago,  señor  Montt,  i 
los  honorables  Diputados  de  Illapel  i  la  Laja. 
Pero  entonces  no  se  haga  la  indicación  para 
que  se  Süspeadá  ind^nidamente  la  discuston, 
sifiío  para  que  la  comisión  de  instrucción  piibli- 
cá  redacte  el  nuevo  proyecto  que  ha  de  com- 
plementar el  presente,  oyendo  a  los  señores 
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preopinantes  i  al  individuo  que  el  goHemo 
mandó  a  Earopa  a  estudiar  estas  cuestiones.  M 
proyecto  en  disensión  no  puede  diferirse :  él  por 
otra  parte  Dena  perfectamente  su  objeto  de  re^ 
glamentar  la  instrucción  primaría  i  de  estable^ 
cer  las  bases  necesarias  para  difundirla." 


Con  todo  la  Cámara  acordó  diferir  la  discu- 
sión por  treinta  dias,  dentro  de  los  cuales  pro- 
metió el  señor  Montt,  diputado  por  Santiago, 
presentai-  algunas  modificaciones,  que  jugaba 
oportunas.  El  señor  Montt  presentó  por  via  de 
enmiendas  un  nuevo  proyecto  en  que,  refun* 
diendo  las  mas  importantes  dispoi^iones  del 
primero,  agregó  un  título  especial  sobre  la  ren- 
ta destinada  a  las  escuelas,  que  vamos  a  consig* 
naraqiá  para  mayor  üustracion: 

^Art  12.  Cada  departamento  costeará  las  es- 
cuelas elementales  i  superiores  que  debe  tener 
segan  la  presente  lei. 

^^Eéta  obligación  compr^de :  1-^  el  lonorario 
de  los  preceptores :  2.''  el  arriendo  de  locales  pa^ 
ra  las  escuelas,  mientras  el  departamento  no  los 
posea  en  propiedad :  S.""  los  libros  i  útiles  de^en- 
seSanza  de  que  ha  de  proveerse  gratuitam^ite 
a  los  niños  que  por  su  pobreza  no  pudieren  pa* 
garlos. 
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"Art.  18,  Formarán  parte  del  afondo  de  ^ 
cuelas  las  cautidades  que  las  municipalidades 
destinaren  de  sus  propias  rentas  anualmente  a 
este  objeto,  i  las  fundaciones  o  donaciones  que 
estuviesen  aplicadas  al  mismo  fin. 

"Art.  14.  Deben  contribuir  al  mantenimien- 
to de  las  escuelas  en  cada  departamento  todos 
los  individuos  nacionales  o  estranjeros  domici- 
liados, en  proporción  a  la  fortuna  que  en  el  de- 
partamento tuvieren. 

"Los  que  poseyeren  bienes  en  dos  o  maó  de- 
partamentos contribuirán  en  cada  uno  de  ellos 
en  prpporcioQ  a  los  bienes  que  en  cada  depar- 
tamento estuvieren  situado^. 

"Art.  15.  Quedan  exentos  de  la  contribución : 
1.**  los  hijos  de  familia  que  estuviesen  bajo  la 
paüía  potestad  o  no  administren  negocios  pro- 
pios con  separación  de  los  del  padre :  S.*"  todas 
las  personas  que  vivan  a  espensas  de  otro  o  que 
no  tuvieren  la  renta  que  por  la  lei  se  necesita 
para  ser  elector  en  el  departamento. 

"Art.  16.  La  Municipalidad  dividiendo  el  de- 
partamento en  Distritos  especiales  nombrará 
una  comisión  en  cada  uno  dé  ellos  para  que  de- 
terminen con  respecto  a  cada  individuo  la  ren- 
ta anual  que  gozare,  i  que  pueda  ser  gravada 
con  la  contribución. 

"Art  17.  Las  listas  que  se  formasen,  según  lo 
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dispuesto  en  el  artículo  que  precede,  se  harán 
saber  a  los  contribuyentes,  quienes,  interpon- 
drán  ante  la  Municipalidad  los  reclamos  que  tu- 
vieren que  entablar.  Estos  reclamos  serán  re- 
sueltos por  la  Municipalidad  aumentando  o  dis- 
minuyendo la  cantidad  fijada  a  cada  individuo, 
i  procediendo  gubernativamente, 

"Art.  18.  Aprobadas  líw  listas  por  la  Munici- 
palidad en  vista  de  la  cantidad  a  que  asciendan 
todas  ellas,  i  en  consideraxíion  a  la  suma  que  se 
necesite  para  las  escuelas  del  departamento 
hecha  la  deducción  de  los  fondos  de  que 
habla  el  artículo  13  la  misma  Municipalidad 
resolverá  el  cuanto  por  ciemto  deba  contribuir 
cada  individuo. 

"Art.  19.  A  fines  de  cada  año  formará  la  Mu- 
nicipalidad un  presupuesto  de  los  gastos  que 
han  de  demandar  las  escuelas  en  el  depí^rtar 
mentó  en  el  año  siguiente,  i  este  presupuesto  en 
que  se  comprenderán  los  sueldos  de  los  precep- 
tores lo  someterá  a  la  aprobación  del  Presiden- 
te de  la  República. 

'*Art.  20.  El  producto  de  la  contribución  se 
administrará  separadamente  por  la  Tesorería 
de  la  Municipalidad,  i  cada  año  se  publicará 
una  cuenta  detallada  de  la  cantidad  a  que  hu- 
biere ascendido,  i  de  la  inversión  que  se  le  hu- 
biere dado. 
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r  "Art.  2L  Esta  contribución  solo  podrá  apH- 
cajrse  a  las  escuelas.  Cualquiera  otra  inversión, 
es  ilegal  i  constituye  responsables  a  los  que  la 
acordaren  i  a  los  que  la  llevaren  a  efecto. 

^^Art.  22.  Las  municipalidades  propondrán 
a  la  aprobación  del  Presidente  de  la  Repübli- 
ca  los  reglamentos  precisos  paxa  llevar  a  efecto 
esta  contaribueion^  disJ)oniendo  en  ellos  el  tiem- 
po i  modo  en  que  deba  hacerse  su  pago,  i  cuanto 
condujere  a  facilitar  su  ejecución.'' 

Largos  debates  se  suscitaron  sobre  cuál  de  los 
dos  proyectos  debia  preferú^e  para  la  disciMion 
i  ai  fin  1a  Cámara  decretó,  por  indicación  del 
seSor  Inlante,  Dipijtado -por  Osomo,  qae«l  ne- 
gocio se  sometiese  a  una  comisión  especial,  que 
sobre  ambos  proyectos  formulase  uno  solo,  so- 
bre el  cual  debia  recaer  la  discusión,  ^ando 
particularmente  su  consideración  en  arbitrar 
Cmedios  de  p«>veer  a  la  instrucción  pibUca. 
ft  fin  de  evitar  los  inconvenientes  queofreoia 
una  nu^a  contribución  para  este  objeto.  El  au- 
tor del  proyecto  primitivo  apoyó  esta  indica- 
ción en  la  sesión  de  22  de  octubre  de  849  con 
1^  siguimte 

DISCURSO. 

«Me  será  permitido  esponer  que,  en  mi  bu- 
milde  opinión,  el  debate  se  hace  cada  momento 


—  43  — 
mas  redundante ;  i  todo  ine  parece  que  coniste 
en  no  observar  lo  acordado  por  la  Cámara,  ni  lo 
que  previenen  los  reglamentos  en  el  particular. 
^El  honorable  Diputado  por  Santiago  ha 
propuesto  que  se  adopte  su  proyecto  como  ba- 
se de  la  discusión.  Esta  proposición  importa  pe- 
dir a  la  Cámara  que  revoque  la  discusión  i  vo- 
tación que  ha  celebrado  sobre  veinte  o  mas  ar- 
tícnloa  del  proyecto  primitivo,  i  pedir  tambieu 
que  se  revoque  lo  acordado  en  la  sesión  de  18 
de  julio,  en  la  cual  se  dispuso  que  solo  quedar 
86  suspensa  la  discusión  del  proyecto  primitivo. 
Para  hacer  que  la  Cámara  adopte  el  partido  que 
se  la  propone,  se  ha  recurrido  al  medio  de  pre- 
sentarle  las  grandes  ventajas  que  ofrece  el  pro- 
yecto  nuevo,  pero  yo  no  sé  qué  motivo  haya 
para  establecer  este  antagonismo  entre  los  dos 
proyectos,  ni  sé  qué  bien  pueda  producir  el  que 
se  tome  este  con  preferencia  a  aquel.  Por  mu- 
chas que  sean  las  ventaias  que  el  seirundo 
rroyZ.  tenga  sobre  el  prii^ro  ,»«  ilvi. 
dente  que  la  Cámara  no  lo  ha  desechado? 
¿No  es  evidente  que  tampoco  lo  desechará^ 
sino  que  por  el  contrario  lo  discutirá,  a  medida 
que  se  vaya  discutiendo  el  primitivo?  ¿Por  qué 
se  quiere  esta  preferencia?  Por  otra  parte ;  se 
pondera  mucho  la  necesidad  que  tiene  la  Re^ 
pública  de  proveer  a  la  instrucción  primaria  i 
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de  propagarla,  j  A  qué  fin?  ¿Quien  no  está  con- 
venido en  esto?  ¿Quién  puede  formar  cuestión 
sobre  el  particular?  Un  tomo  entero  que  se  es- 
cribiera sobre  esto  me  parece  que  pudiera  re- 
ducirse a  esta  fórmula:  "la  República  tiene  por 
primera  necesidad  la  de  propagar  k  instrucción 
jHÚmaria."  I^to  está  en  el  corazón,  en  la  con- 
ciencia de  cada  individuo.  Se  quiere  hacer  en- 
tender que  el  segundo  proyecto  provee  mejor 
a  esta  necesidad  que  el  primero,  i  yo  creo  que 
no :  la  diferencia  que  hai  entre  ambos  proyec 
tos  está  en  que  uno  es  realizable  i  otro  no :  i  yo 
creo  qué  cuando  la  Cámara  dá  una  lei,  debe  dar 
una  que  sea  practicable ;  ha  de  tener  presente 
que  debe  hacer  una  lei  antes  que  una  ilusión.  ' 
"Se  ha  dicho  ademas  que  el  segundo  proyec^ 
to  tiene  ventajas  sobre  el  primero,  porque  re- 
suelve varias  cuestiones  sociales  de  alta  impor- 
tanda :  la  primera  es  sobre  quien  debe  proveer 
a  la  instrucción  primaria,,  o  si  esta  debe  ser  o 
no  gratuita :  la  segunda,  bajo  qué  dirección  de- 
be estar :  la  tercera,  si  debe  esceptuarse  a  las 
mujeres  de  la  instrucción :  la  cuarta,  en  qué  pro- 
porción deben  establecerse  las  escuelas.  El  ho- 
norable Ministro  de  Hacienda  ha  respondido 
victoriosamente  a  las  objeciones  que  se  han  he- 
cho al  proyecto  primitivo  en  este  sentido ;  pero 
séame  permitido  agregar  una  palabra  mas  pre- 
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gontando  ¿cuándo  han  sido  cuestiones  en  el  país 
esas  que  ahora  se  llaman  cnestionesl  sociales? 
Que  la  instrucción  primaria  debe  ser  gi-atoita, 
lo  sabemos  todos :  desde  nuestra  independencia 
se  ha  sancionado  esa  declaración ;  no  solo  se  ha 
sancionado  sino  que  se  ha  llevado  al  hecho,  i 
tan  se  ha  llevado  al  hecho,  que  la  prensa  d$ 
Chile,  lo  mismo  que  los  ciudadanos  chilenos,  han 
reputado  como  una  herejia  la  idea  de  que  la 
instrucción  primaria  pudiese  ser  retribuida,  por 
que  no  cabe  en  la  conciencia  chilena  está  idea. 
La  cuestión,  pues,  está  resuelta  de  antemano : 
¿con  qué  objeto  vienen  a  formarse  cuestiones 
sobre  lo  que  no  se  han  formado  jamas?  La  se- 
gunda cuestión  está  en  saber  quien  debe  dirijir 

los  artículos  153  i  155  de  la  Constitución,  colo- 
cándola bajo  la  inmediata  dirección  del  Estado? 
(I  la  disposición  de  estos  artículos  no  está  com- 
pletamente desarrollada  por  la  lei  de .  42  que 
fundó  la  Universidad  i  por  los  reglamentos  de 
este  euerpo?  ¿La  teoría  no  ha  dicho  i  las  leyes 
de  todos  los  países  no  han  declarado  que  la  ins- 
trucción primaria  debe  estar  bajo  la  inspección 
del  Estado?  ¿Qué  necesidad  tenia  el  nuevo  pro- 
yecto de  venir  a  resolver  esta  cuestión  resuelta 
tanto  tiempo  há?  Se  agrega  también  que  debe 
darse  educación  gratuita  a  las  mujeres,  lo  mis- 
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mo  qúQ  a  los  hombres ;  ¿quien  lo  ha  dudado,  se- 
ílor?  El  proyecto  primitivo  no  ha  prohibido  la 
^dncadion  de  las  mujeres :  ¿por  qué  pues  se  su- 
bleva una  nueva  cuestión  sobre  el  particular? 
Ahora  sobre  la  proporción  en  que  deben  esta- 
blecerse las  escuelas  respecto  de  la  población^ 
el  proyecto  primitivo  no  la  estableció  porque 
no  es  posible  hacer  esto  en  Chile,  como  ya  lo 
he  dicho  otra  vé?  en  la  Cámara^  porqué  para 
esto  es  necesario  tomar  en  cuenta  no  solo  la  ren- 
ta sino  la  localidad :  hai  infinitas  provincias  en 
Chile  donde  no  seria  practicable  un  método 
%,  pues  si  en  eUa  se  hubiera  de  establecer  ima 
esQudia  para  cada  mil  personas,  estando  dise- 
Eunaida  la  ipoblácion  en  una  vasta  éstenskm^  la 
escuela  no  serririá  para  mas  de  dos  o  tres  fa- 
millas.  El  proyecto  primitivo  trató  de  reglar 
mentar  las  existentes  i  las  que  en  adelante 
pudieran  establecerse  según  las  circunstamáas 
del  Erario ;  sujetarlas  a  un  réjimen  que  no  tie- 
nm  en  el  dia.  El  nuevo  proyecto  se  ha  propues- 
to resolver  esas  cuestiones,  que  en  realidad  no 
scm  cueatíoues,  i  abandona  Iob  hechos,  se  aparta 
de  lo  realizable.  Establece  una  nueva  renta  pa- 
ra proveer  á  la  instrucción  primaria,  porque  sé 
dice  que  cuando  se  trata  de  instrucción  prima- 
ria la  cuestión  está  en  establecer  la  cóntribu- 
don  que  ha  de  sostenerla.  Yo  digo  otra  cosa, 
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séfior ;  catando  se  trata  de  oóntribaciones  la  cuesk 
ticm  está  en  saber  si  el  pais  puede  soportarlas 
con  jwticia  i  con  igualdad.  Sin  embargo  de  que 
no  es  del  caso  esta  cuestión  me  veo  en  la  preci- 
sión de  seguirla  para  sacar  el  resultado  que  al 
fin  verá  la  Cámara. 

"Muí  lijeramenté  recordaré  que  el  pais  está 
gravado  con  dos  miUones  i  medio  de  contribu- 
eiones  indirectas. 

Las  oontribueióues  directas  son  estas— Diee- 
mos  461,089  pesos,  en  la,  intelij^nci»  de  qvt^ 
este  es  el  prodacto  neto  de  la  contribnoidn  que 
recibe  el  Erario.  La  contribución  en  eí  es  mu- 
cho mas.  Se  podria  establecer  sin  esmerar  qae 
la  oontribacion  del  diezmo  moAta  a  un  millón 
doscientos  mU  pesos. 

Catastro. 71,542 

Alcabalas. 99,225 

Patentes 40,9SS. 

l>apel  sellado 98,236 

Cprieos 49,341 

Peaje 39,649 

KartiUos  .  '. 6,075  . 

Medias  anatas  de  abogados, 
agrilu^asores,  etc.  ....         664 

Mandas  forzosas 69 

"Agr^uemos  ahora  las  contribuciones  direc> 
tas  mnnicip^es :  no  tenemos  otros  datos  para 
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reconocerlas  qué  la  Memoria  del  Ministerio  del 
Interior  pasada  a  la  Cámara  en  844.  De  ella  re- 
sulta que  la  contribución  municipal  no  puede 
ser  menos  de  247,000  pesos  en  toda  la  Repúbli- 
ca. Tendremos  entonces  que  la  suma  de  las  con- 
tribuciones directas  asciende  a  un  millón  seten- 
ta i  tres  mil  pesos.  Preguntemos  ahora  si  el  pais 
podrí  »,porL  ima  nnVya  contribudon  düL. 
de  seiscientos  mil  pesos  como  es  la  que  se  nece- 
sita para  poner  en  planta  el  proyecto  nueva- 
mente presentado.  Por  lo  que  toca  a  mi  depa,r- 
tamento,  mi  voto  seria  por  la  negativa:  Ranea- 
gua  paga,  según  los  datos  que  ha  recibido  la 
GDntaduría  Mayor^  56,822  pesos  de  contribución 
directa  nacional  todos  los  años.  De  contribución 
municipal  no  paga  menos  de  4,000  pesos  anuar 
les ;  teniendo  este  departamento  66,000  habitan- 
tes, deberían  fundarse  66  escuelas.  A  600  pesos 
cada  una,  harían  necesario  un  gasto  de  39,600  pe- 
sos anuales.  I  esto  nos  daria  por  resultado  que  mi 
departamento  tendría  que  pagar  noventa  i  seis 
mil  o  mas  pesos  de  contríbucion  directa  anual, 
sin  contar  con  las  indirectas ;  i  como  tengo  pre- 
sente que  en  mi  departamento  de  sesenta  i  seis 
mil  habitantes,  solo  seis  mil  serán  los  que  pa- 
guen las  contríbuciones,  porque  los  demás  son 
proletarios,  resultaría  pues,  que  la  carga  seria 
monstruosa  i  desproporcionada  hasta  la  injusti- 
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cia,  poi'que  a  cada  uno  le  tocarla  pagar  16  p6909 
o  mas.  Esta  es  la  cuenta  que  debemos  hacer, 
cuenta  en  la  cual  tendremos  que  entrar  cuando 
se  trate  el  proyecto  que  la  Cámara  no.ha  recha- 
zado. Pero  vamos  por  partes ;  acabemos  de  una 
vez  de  tratar  esta  cuestión  previa  sobre  el  mo- 
do de  proceder,  en  que  la  Cámara  ha  empleado 
ya  tres  sesiones.  Concluyamos  este  debate  odio- 
so ya.  Me  parece  a  mí,  pues,  que  supuesto  que 
la  Cámara  está  divagando  sobre  el  particular, 
ningtina  indicación  es  mas  aceptable  que  la  del 
honorable  Diputado  por  Osomo.  La  única  par- 
te que  debe  separarse  de  ella,  es  la  última,  por- 
que en  ella  se  avanza  la  opinión  de  qué  la 
Comisión  rechace  la  base  del  segundó  proyecto. 
Esto  no  puede  hacerse ;  dejemos  que  la  Comi- 
sión abra  dictamen  o  formule  un  nuevo  proyec- 
to, teniendo  los  dob  a  lá  vista.  Hago  espresa 
indicación  para  que  se  adopte  la  primera  parte 
de  la  del  honorable  Diputado  por  Osomo,  como 
linico  medio  de  salir  de  este  enredo  que  nos 
demora." 


La  comisión  especial  compuesta  de  los  Dipu- 
tados don  Salvador  Sanfuentes,  don  Manuel 
Bamon  Infante  i  don  Juan  Bello  formuló  su 

■ 

opinión  pronunciándose  contra  el  arbitrio  de 
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una  niietra  contribución  i  proponiendo  que  se 
reemplazaran  los  artículos  destinados  a  este 
punto  en  el  s^undo  proyecto  por  los  siguientes  : 

Art.  1.*"  Mientras  no  se  establezca  una  contri- 
bución especial,  esclusivamente  destinada  al  sos- 
tenimiento, difusión  i  mejora  de  la  instrucción 
primaria  en  cada  departamento,  formarán  lo» 
fondos  destinados  a  este  objeto : 

1.^  Las  cantidades  que  las  Municipalidades 
se&alaren  anualmente  de  sus  propias  rentas ;  i 
las  ñmdaciones  o  donaciones  que  estuTierén 
aplicadas^  a  ese  fin. 

2.''  Las  erogaciones  que  cada  Municipalidad 
podrá  hacer  cobrar  a  los  padres  pudientes,  cuyo» 
hijos  se  eduquen  en  las  escuelas  del  respectivo 
departamento  sostenidas  con  fondos  fiscales  o 
municipales,  en  la  forma  que  indicará  el  artícu^ 
lo2.* 

SJ^  Las  sumas  del  Tesoro  Público  que  amual- 
mente  concederá  el  Congreso  para  dar  a  la  ins^ 
tracción  primaria  en  la  República  todo  el 
fomento  i  estension  de  que  vaya  siendo  Buscepti- 
ble,  hasta  llegar  al  estado  prescrito  por  la  pre- 
sente lei. 

Art.  2.**  Las  Municipalidades  fijarán  con  apro- 
bación del  gobierno  la  cuota  que,  con  arreglo 
a  lo  prevenido  en  el  inciso  2.**  del  artículo  1.** 
haya  de  pagar  cada  nifio,  según  las  circunstan- 
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cias  del  lagar  i  la  clase  de  la  escuela  a  qne 
ooncorriere,  procurando  ademas  que  la  educa- 
cica  en  las  escuelas  públicas,  sea  siempre  menc» 
costosa  que  en  las  particulares. 

Art  SJ"  Hecha  esta  fijación  las  mismas  mu- 
nicipalidades o  las  comisiones  que  ellas  nombren 
en  los  diversos  distritos  de  sus  departamentos 
determinarán  con  respecto  a  cada  escuela  los 
alumnos  qué  se  bailaren  en  el,  caso  de  hacer 
esas  erogaciones,  que  recaudará  i  administrará 
por  separado  la  Tesorería  municipal,  a  fin  que 
su  producto  se  invierta  esclusivamente  en  el  fo- 
mento de  la  instrucción  primaiia  del  departa- 
mento. 

"Art.  4.**  La  suma  indicada  por  el  inciso  3/ 
del  artículo  I.""  será  de  cincuenta  mil  pesos  para 
el  ano  de  1850. 

"Para  determinar  la  que  haye  de  concederse 
en  los  anos  sucesivos,  se  solicitará  con  anticipar 
cion  de  los  Intendentes,  por  el  Ministerio  res- 
pectivo una  razón  de  todas  las  escuelas  asi  de 
hombres  como  de  nifiaa,  i  £gas  o  ambulantes, 
que,  con  arreglo  a  lo  dispuesto  en  los  artículos 
4.%  &.%  i  6.*",  título  1.**  de  la  presente  lei,  fuese 
necesario  crear  en  cada  departamento  de  sus 
respectivas  provincias,  siempre  que  a  cada  una 
de  ellas  pueda  concurrir  sin  dificultad  un  mi- 
mero  de  niños  que  no  baje  de  35. 
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"Art.  5.**  Loa  datos  de  que  habla  el  artículo 
anterior  se  forma^rán  con  audiencia  de  las  res- 
pectivas municipalidades,  las  cuales,  al  etnitir 
su  informe,  pasarán  .también  el  cálculo  del  im- 
porte que  hayan  de  tener  las  rentas  de  lo&  pre- 
ceptores, la  construcccioh  o  arriendo  de  locales 
donde  no  los  hubiese,  i  los  libros  i  útiles  que 
hayan  de  proporcionarse  a  los  niños  que  por  su 
pobreza  no  pudiesen  pagarlos. 

"Art.  6.**  Al  mismo  informe  agregarán  un 
presupuesto  del  producto  total  que  hubiesen  de 
rendir  los  arbitrios  indicados  en  los  incisos  !.• 
i  2.**  del  artículjO  1."*  afin  que  se  pague  la  corres- 
pondiente deducción  en  lo  que  se  solicite  del 
Congreso.^' 

Estos  artículos  fueron  adoptados  i  en  el  largo 
debate  que  se  tuvo  sobre  la  cuestión  de  la  nue- 
va contribución  propuesta  en  el  segundo  pro- 
yecto, el  autor  del  primero  se  espresó  de  este 
modo  en  la  sesión  de  12  de  junio  de  1850 : 

DISOÜESO. 

"Sin  embargo  de  que  ya  otra  vez  he  tenido 
el  honor  de  esponer  a  la  Cámara  las  razones  en 
que  me  fundo  al  oponerme  a  la  nueva  contri- 
bución que  se  propone,  voi  ahora  a  agregar  algu- 
nas reflexiones  mas  que  me  han  sido  sujeridas 
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por  el  curso  de  la  discusión*  Todos  los  argu* 
mentos  que  se  han  empleado  pata  demostrar 
que  es  preferible  el  proyecto  de  una  nueva 
contribución  al  propuesto  por  la  comisión  infór- 
mente, pueden  reducirse  en  último  resultado  a 
una  sola  razón,  la  razón  de  la  necesidad.  Se  dice 
que  esta  contribución  es  necesaria,  i  que  no  so* 
lo  es  necesaria,  sino  que  es  el  único  arbitrio  que 
puede  presentarse  para  fomentar  la  instrucción 
primaria.  Para  probarlo  se  establece  que  una 
vez  que  la  Cámara  ha  reconocido  que  el  Estado 
tiene  obligación  de  dar  la  instrucción  primaria, 
es  necesario  también  hacer  efectiva  esta  obliga- 
ción, porque  reconocer  en  el  pueblo  el  derecho 
que  tiene  a  recibir  instrucción  gratuita  i  no  san- 
cionar que  debe  establecerse  una  contribución 
para  crear  los  fondos  necesarios  a  la  enseñanza 
seria  no  facilitar  los  medios  de  convertir  en  un 
hecho  el  derecho  que  se  ha  reconocido,  i  esto 
equivaldña  a  una  inconsecuencia.  Hai  aqui  una 
verdadera  petición  de  principio :  que  la  0¿mara 
tenga  necesidad  de  ser  consecuente,  establecien- 
do los  medios  para  llevar  a  cabo  el  derecho  que 
reconoce  en  el  pueblo,  no  es  un  antecedente 
preciso  de  la  consecuencia  que  se  quiere  sacar, 
estableciendo  que  esos  medios  deben  consistir 
en  una  nueva  contribución,  porque  bien  puede 
la  Cámara  arbitrar  otros  mas  adecuados  para 

♦  •-P.  5. 
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realizar  este  hecho.  Entre  los  muchos  que  ^e 
presentan,  mal  puede  decirse  que  sea  el  único  el 
de  la  contribución.  Hasta  aquí,  como  lo  he  di- 
cho  ya  otras  veces,  nunca  se  ha  desmentido  en 
Chile  la  obligación  que  el  ^fetado  tiene  de  pro- 
veer a  la  educación  primaria,  porque  desde  la 
época  de  nuestra  independencia  se  ha  mirado 
la  instrucción  primaria  como  una  condición  in- 
dispensable del  desarrollo  de  la  sociedad,  i  por 
tanto  como  un  derecha  que  el  Estado  debe  sa- 
tisfacer i  respetar.  ¿Qué  nuevas  circunstancia» 
han  aparecido  hoi,  que  nos  autoricen  a  declarar 
que  el  Estado  no  tiene  fondos  para  cumplir  es- 
te deber,  como  lo  ha  cumplido  hasta  ahora,  i 
que  es  necesario  gravar  al  pais  con  una  contri- 
bución mas,  a  fin  de  fecilitar  esos  fondos?  ¿En 
dónde  están  los  motivos  que  pueden  justificar 
este  arbitrio  tan  estraordinario?  No  los  encuen- 
tro en  todos  los  argumentos  que  se  han  hecho. 
Se  dice  que  de  el  millón  doscientos  mil  habitan- 
tes que  tiene  Chile,  deberían  educarse  por  ló- 
menos trescientos  mil ;  ¿i  por  qué  no  se  educan? 
gpor  falta  de  escuelas,  acaso? — No,  señor,  se  acá- 
ba  de  confesar  que  hai  cuatrocientas  escuelas  en 
la  Repiíblica :  setenta  i  nueve  que  sostienen  las 
municipalidades,  las  ciento  i  tantas  que  sostiene 
el  Estado,  i  las  doscientas  i  mas  que  sostienen 
los  particulares,  forman  el  total  de  cuatrocien- 
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tas  escuelas.  Atendiendo  a  la  base  que  pro- 
pone el  proyecto  de  una  escuela  para  ca- 
da mil  habitantes,  tendremos  que  en  ellas  po- 
drían educarse  los  alumnos  que  proporcionase 
una  población  de  cuatrocientos  mil ;  i  sin  em- 
bargo no  se  educan.  Según  los  datos  presenta- 
dos por  el  gobierno,  solo  diez  i  siete  mil  i  tan- 
tos individuos  concurren  a  las  escuelas,  luego 
no  es  la  falta  de  escuelas  lo  que  impide  la  di- 
fusión de  la  instrucción  primaria. 

"Decia  pues,  señor,  que  habiendo  en  la  ac- 
tualidad cuatrocientas  escuelas  en  la  República, 
hai  educación  para  los  alumnos  que  pueden  pro- 
porcionar cuatrocientos  mil  habitantes,  atendida 
la  misma  base  del  proyecto.  Supone  el  autor  de 
este  que  debieran  educarse  trescientos  mil  del 
Inillon  i  doscientos  mil  habitantes  de  la  Repií- 
blica :  luego  de  la  tercera  parte  de  la  población 
total,  es  decir,  de  cuatrocientos  mil  habitantes 
deberían  recibir  educación  cien  mil,  i  si  se  con- 
fiesa que  estos  cien  mil  podian  ser  educados  en 
las  cuatrocientas  i  tantas  escuelas  que  existen, 
¿por  qué  causa  no  se  educan  entonces  mas  que 
diez  i  siete  mil?  El  problema  podría  quedar  re- 
ducido ahora  a  esta  fórmula :  ¿cuál  es  la  razón 
de  la  admirable  desproporción  que  existe  entre 
el  corto  número  de  alumnos  que  frecuentan  las 
escuelas  i  el  gran  número  que  debería  frecuen* 
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tarlas?  ¿Estará  esta  razón  en  la  falta  de  fondos? 
me  parece  que  no :  luego  es  preciso  investigar 
mas,  buscar  otras  causas,  i  esas  causas  las  en- 
cuentro yo,  en  primer  lugar,  en  la  miseria  de- 
plorable que  pesa  sobre  la  mayor  parte  de  los  bar 
bitantes  de  la  Repiiblica,  en  la  incuria  de  que 
está  dominado  el  proletario,  en  la  falta  de  re-^ 
cursos,  en  la  falta  de  espíritu  público ;  en  la 
falta  de  conocimientos  industriales :  en  segunda 
lugar,  en  la  diseminación  en  que  está  la  pobla/- 
cion  en  todo  el  pais }  i  en  otras  varias  causas, 
que  tal  vez  investigando  con  mas  prolijidad  po-- 
drian  encontrarse^  Asi  es»  que  sí  se  estableciese 
por  lei  la  obligación  de  que  todos  los  padres  de 
familia  mandasen  a  sus  hijos  a  la  escuela,  esta 
lei  seria  ilusoria,  porque  no  bastarla  ella  para 
sacar  al  proletario  de  su  miseria,  para  infundir- 
le el  espíritu  que  le  falta,  para  darle  a  conocer 
la  importancia  de  la  instrucción ;  porque  esa  lei 
en  fin  no  bastarla  por  sí  para  remover  el  obstá- 
culo de  la  diseminación  de  la  población,  no  po- 
dría reuniría  en  grandes  ni  en  pequeños  cen- 
tros de  población  para  enseñarles  a  gozar  de 
los  altos  beneficios  de  la  sociedad. 

"Es  bien  deplorable,  por  cierto,  que  se  edu- 
quen solamente  diez  i  siete  mil  habitantes  de 
millón  i  doscientos  mil  que  hai  en  la  República : 
necesitamos  tomar  algunos  arbitrios  para  jene- 
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ralizar  mas  la  instrucción  primaria.  ¿Se  asegura 
que  seria  mui  eficaz  el  de  fundar  mayor  núme- 
ro de  escuelas  que  las  que  hoi  existen?  pues 
bien,  póngase  mayor  número  de  escuelas ;  pero 
para  esto  no  creo  que  haya  necesidad  de  la  nue- 
va contribución.  Esto  es  lo  que  siempre  he  sos 
tenido. 

"Acabo  de  oir  un  argumento  que  es  para  mí 
enteramente  ilusorio.  Si  dejamos,  se  dice,  las  co- 
sas como  hoi  se  hallan,  no  se  educarán  mas  de 
diez  i  siete  mil  alumnos,  i  deduciendo  de  este 
número  a  las  mujeres,  tendremos  que  en  pocos 
afios  no  habrá  mas  que  quince  mil  ciudadanos 
activos,  porque  solo  este  número  de  habitantes 
sabrán  leer  i  escribir.  ¿I  qué  se  hace  de 
los  millares  de  millaradas  de  ciudadanos  acti- 
vos que  hoi  existen?  g  Habrán  de  desaparecer, 
i  las  escuelas  no  han  de  poder  educar  mas 
alumnos  que  los  que  hoi  se  educan,  para  que 
puedan  existir  solo  esos  quince  mil  ciudadanos? 
I  qué!  ¿ya  no  se  reiiuerda  aquella  célebre  inter- 
pretación que  dieron  en  842  a  la  Constitución 
para  que  pudiesen  tener  sufrajio  aun  los  que 
no  saben  leer  ni  escribir?....  Por  eso  he  dicho,  se- 
ñor, que  el  tal  argumento  me  parece  ilusorio. 

"Sin  embargo,  repito  que  reconozco  que  es 
mui  corto  el  número  de  alumnos  que  se  educa. 
Para  aumentarlo,  como  se  propone  este  proyec- 
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to,  basta  adoptar  el  informe  de  la  Comisión^ 
desechando  el  propósito  de  una  nueva  contri- 
bución. Los  medios  que  propone  la  Comision 
han  sido  reputados  como  ineficaces :  para  mi  no 
lo  son. 

"Ella  propone  que  el  fondo  se  forme  de  las 
erogaciones  de  las  municipalidades ;  estas  ero- 
gaciones ascienden  a  3T,000  pesos  en  el  dia* 
Ademas,  deben  formar  el  fondo  las  donaciones 
o  el  producto  de  obras  pias  destinadas  a  la  ins- 
trucción primaria,  i  esto  no  se  ha  tomado  en 
cuenta  en  la  discusión.  En  segundo  lugar,  cree 
la  Comisión  que  deben  entrar  en  el  fondo  las 
erogaciones  de  los  padres  de  famiMa  pudientes 
que  remitan  sus  hijos  a  la  escuela ;  i  por  fin  la 
asignación  sobre  el  erario  público.  Los  datos  que 
se  han  presentado  sobre  las  erogaciones  hechas 
por  las  municipalidades  bien  pueden  ser  mui 
exactos ;  pero  yo  no  les  hallo  valor  ninguno  en 
favor  del  propósito  de  establecer  una  contribu- 
ción. ¿Acaso  porque  las  municipalidades  no  pue- 
den contribuir  hoi  dia  mas  que  con  37,000  pe- 
sos, no  podrá  contribuir  el  erario  piiblico  con 
lo  que  falta  para  plantear  el  proyecto?  ¿Acaso 
porque  las  municipalidades  no  pueden  destinar 
de  sus  rentas  mayor  cantidad,  ha  de  ser  necesa- 
rio, indispensablemente  necesario,  como  único 
recurso,  el  establecer  una  contribución?  Tampo- 
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eo  veo  yo  que  la  consecuencia  sea  lójica ;  el  an- 
tecedente no  la  produce.  Diré  francamente  que 
no  me  parece  bien  el  arbitrio  que  propone  la 
Comisión,  de  obligar  a  los  padres  de  familia 
pudientes  a  dar  la  cuota  que  les  fije  lá  munici- 
palidad ;  i  no  me  parece  bien  porque  ya  está 
sancionado  el  principio  de  este  proyecto  que 
la  educación  sea  gratuita  para  ambos  sexos.  El 
erario  pábHco  debe  contribuir  en  cada  depar- 
tamento para  el  fomento  de  la  instrucción  pri- 
maria, no  por  una  sola  vez,  o  con  solo  50,000 
pesos,  como  se  ha  hecho  entender,  sino  constan- 
temente i  con  lo  que  sea  necesario.  Un  artículo 
del  proyecto  de  la  Comisión  asignaba  50,000 
pesos  para  el  presente  año  de  850 ;  pero  no 
quiere  decir  que  el  erario  no  deba  erogar  ma- 
yor cantidad  en  lo  sucesivo,  porque  hai  otros 
artículos  que  disponen  que  todos  los  años  levan- 
ten las  municipalidades  un  presupuesto  de  lo 
que  hayan  de  costar  las  escuelas  que  tenga  su 
departamento  i  las  que  necesite  fundar ;  i  que 
deduciendo  de  este  costo  lo  que  ellas  pueden 
suministrar,  i  la  cantidad  que  rindan  las  obras 
pias  o  donaciones,  pidan  al  tesoro  público  lo  que 
V  les  faite  para  llenar  su  presupuesto:  por  consi- 
guiente no  puede  existir  el  temor  de  que  la  can- 
tidad que  se  asigne  sobre  el  erario  no  alcancé 
mas  que  para  sostener  las  escuelas  normaks^ 
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puesto  que  si  es  necesario  sostener  otras,  debe 
también  hacerlo  el  mismo  erario.  Según  estas 
disposiciones,  supongamos  que  se  necesiten  en 
Santiago  cien  escuelas ;  que  para  estas  cien  es- 
cuelas fuesen  necesarios  100,000  pesos :  la  cuen- 
ta se  baria  estableciendo  primero  la  suma  que 
la  Municipalidad  de  Santiago  pudiese  dar,  que 
si  se  quiere,  pongamos  que  sea  la  de  20,000  pe- 
sos :  en  segundo  lugar,  la  que  pueden  propor- 
cionar las  obras  pias  o  donaciones,  i  suponga- 
mos  que  sean  5,000  pesos:  faltan  75,000  103 
cuales  deben  sacarse  del  tesoro  público.  Esto 
es  poniendo  un  cálculo  por  mayor.  Esto  es  lo 
que  propone  la  Comisión :  si  se  presupuestaran 
i  se  dieran  solo  50,000  pesos,  todos  los  años 
inevitablemente,  es  claro  que  tendría  mucha 
fuerza  el  argumento  que  se  ha  hecho ;  es  evi- 
dente que  estos  50,000  pesos  no  bastarían  para 
las  escuelas  normales,  para  las  jubilaciones,  par 
ra  las  inspecciones,  etc.  Mas,  se  agrega  que  el 
erario  público  tal  vez  no  puede  hacer  frente  a 
estos  costos ;  que  ha  habido  muchos  Ministros 
de  instrucción  pública  deseosísimos  de  fomen^ 
tar  la  educapion  primaria,  i  que  sin  embargo  no 
han  podido  hacerlo.  Este  argumento  tampoco 
vale  nada  para  mí.  ¿Por  qué  no  han  podido  har 
cerlo?  Porque  ha  habido  otras  necesidades  a 
que  atender.   ¿Pues  acaso  no  se  ha  reconocido 
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siempre  que  la  primera  de  las  necesidades  es  la 
educación?  ¿Por  qué  no  sé  ha  tenido  presente 
esto  al  distribuir  los  fondos  del  erario?  El  Esta- 
do debe  proveer  a  esta  necesidad  como  provee 
a  las  demás.  Si  hai  razón  para  formar  una  con- 
tribución especial  con  el  objeto  de  proveer  a  la 
educación  primaria,  la  misma  contribución  debe 
ponerse  para  proveer  a  la  administración  de 
justicia  por  ejemplo.  Esta  es  una  necesidad 
imperiosa  también  que  hai  que  atender.  (De 
dónde  saca  el  Estado  para  el  pago  de  los  em- 
pleados judiciales?  de  los  fondos  públicos :  '¿De 
dónde  saca  el  Estado  para  el  pago  de  la  fuerza 
armada?  de  la  misma  fuente.  Si  eMs  son'necesida- 
des  sociales,  i  si  también  lo  es  la  instrucción 
primaria  ¿por  qué  no  se  colocan  todas  en  una 
misma  relación?  ¿por  qué  no  se  reconoce  el 
principio  de  que  el  Estado  debe  proveer  a  to- 
das ellas?  Si  no  le  alcanzan  los  recursos,  dismi- 
nuyanse los  gastos  de  lujo  que  hace,  los  gastos 
que  no  son  de  primer  orden.  Refórmese  el  pre- 
supuesto de  los  empleados  de  hacienda,  en  los 
cuales  se  gasta  mas  de  medio  mülon;  reorganí- 
cense las  aduanas  i  el  sistema  de  recaudación, 
para  que  las  contribuciones  na  cuesten  ca- 
si lo  mismo  que  producen.  Tómense  otros  re- 
cursos en  fin,  antes  de  ir  a  gravar  al  pais  con 
una  contribución  onerosa. 
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"Pero  sobre  todo,  aun  creo  que  no  habría  ne- 
cesidad de  adoptar  semejantes  recursos:  una 
vez  establecida  la  lei,  como  la  Comisión  propo- 
ne, me  parece  que  un  Ministro  de  instrucción 
pública,  con  un  buen  ánimo,  la  realizaría  fácil- 
mente. gCuál  es  la  provincia  mas  atrasada  en  ins- 
trucción primaria?  La  de  Colchagua.  ¿Cuántas 
escuelas  deben  establecerse  en  esa  provincia  en 
este  ano  conforme  a  la  lei?  -  Tantas :  pues  destí- 
nese la  suma  necesaria.  Pásese  a  la  provincia 
que  sea  mas  atrasada  después  de  la  de  Colcha- 
gua i  asi  sucesivamente.  Me  parece  que  con 
25,000  pesos  habría  lo  bastante  para  principiar 
a  llenar  necesidades  en  este  ramo.  No  he  calcu- 
lado, i  por  consiguiente  no  podria  aseverar  la 
exactitud  de  mi  cálculo ;  pero  asi  a  primera  vis- 
ta, creo  que  alo  menos  en  diez  años  no  se  gra- 
varía el  Estado  con  mas  de  200,000  pesos  para 
llenar  la  República  de  escuelas,  las  cuales  segu- 
ramente no  tendrían  todos  los  alumnos  que  se 
desea  que  concurran. 

"Se  ha  aCTegado  ademas  que  siendo  la  con- 

tener  un  fondo  con  qué  proveer  a  la  instrucción 
primaria,  hai  necesidad  de  adoptarlo  porque  es- 
ta  debe  tpner  un  fondo  que  le  sea  propio, ;  para 
no  estar  sujeta  alas  oscilaciones  i  a  los  vaivenes 
que  podrían  ocurrir.   ¿Acaso  se  admite  la  idea 
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de  que  un  Ministro  de  instrucción  pública,  des* 
atienda  a  esta  lei  que  le  manda  reconocer  como 
una  de  las  primeras  necesidades  sociales  la  edu- 
cación primaria?  Establézcase  el  principio  de 
que  la  primera  necesidad  social  es  la  instrucción 
primaria,  i  entonces  el  Gobierno,  antes  de  pro- 
veer  a  otras  necesidades  de  segundo  orden,  aten- 
derá a  esta ;  i  la  instrucción  pública  tendrá  siem- 
pre un  fondo,  un  fondo  que  le  será  tan  propio 
como  podria  serlo  el  que  dimanase  de  una  con- 
tribucion  especial. 

"La  contribución  especial,  se  ha  confesado, 
que  tiene  algunos  inconvenientes,  i  que  no  se 
presenta  por  el  autor  del  proyecto  orijinal  co- 
mo  el  único  medio  bueno  i  desnudo  de  desventa- 
jas ;  ¿i  entonces  para  que  se  presenta  cuando 
hai  otros  arbitrios  como  los  que  propone  la 
Comisión,  que  no  tienen  los  inconvenientes  de 
la  contribución  especial  i  que  bastan  con  mu- 
cbo  para  realizar  la  lei?  También  se  confiesa  que 
la  base  de  la  contribución  es  vaga  tratando  de 
mirar  esto  como  insignificante :  ¿acaso  podrá 
encontrarse  en  materia  de  contribuciones  un 
defecto  mas  grave  que  este?  Según  el  artículo 
46  del  proyecto,  la  nueva  contribución  se  esta- 
blece con  la  misma  organización  que  el  catas- 
tro, i  a  la  verdad  que  no  comprendo  por  qué  se 
ha  tomado  como  modelo  una  de  las  contribu- 


—  64  — 
cienes  mas  desacreditadas  i  mas  defectuosas  por 
su  institución  i  sus  medios  de  recaudación.  Se 
quiere  obligar  a  todos  los  ciudadanos  a  que  con- 
tribuyan con  arreglo  a  su  fortuna,  i  como  base 
de  esta  se  quiere  tomar  la  renta.  ¿Puede  esco- 
jerse  para  establecer  una  contribución  una  base 
mas  incierta,  mas  precaria,  mas  movible  que  la 
renta?  Fijémonos  en  tres  contribuyentes  con  ar- 
reglo a  su  renta,  uno  del  norte,  otro  del  centro 
i  otro  del  sur  de  la  República,  i  aun  siendo 
análogas  sus  circunstancias  pecuniarias,  vere- 
mos que  no  puede  ser  igual  para  los  tres  esa 
base. 

"Supongamos  que  adquieren  sus  rentas  los 
tres  o  por  un  capital  raiz  o  por  un  capital  en 
jiro,  i  que  cada  uno  obtenga  quinientos  pesos. 
¿Esta  suma  de  quinientos  pesos  es  de  una  mis- 
ma importancia  en  Copiapó  que  en  Santiago  i 
Concepción?  '¿No  es  verdad  que  tiene  distinto 
valor  por  sus  aplicaciones  en  estos  tres  puntos? 
i  no  es  verdad  que  ademas  de  esta  diferencia, 
las  rentas  varian,  según  las  circunstancias  no- 
tándose una  movilidad  perpetua  i  una  despro- 
porción visible  no  solo  de  provincia  a  provincia, 
de  departamento  a  departamento,  de  fundo  a 
fundo,  sino  también  de  un  año  a  otro  en  un  mis- 
mo lugar?  ¿Qué  contribución  justa  se  podría  es- 
tablecer entonces  sobre  una  base  tan  precaria? 
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Beria  igual  esa  contribución?  de  ninguna  manera, 
i  no  siéndolo  seria  completamente  injusta. 

*Tor  otra  parte  i  no^  se  conocen  los  defectos 
de  la  contribución  del  catastro?  ¿no  se  procla- 
man todos  los  años  en  los  documentos  públicos 
i  principalmente  en  la  Memoria  del  señor  Mi- 
nistro de  Hacienda  del  año  anterior,  los  infinitos 
inconvenientes  a  que  está  espuesto  en  su  recau- 
dación? ¡Qué  de  inconvenientes  no  se  ofrecen, 
desde  que  se  nombran  las  juntas  que  han  de 
designar  la  renta,  hasta  que  comienzan  a  ñm- 
clonar!  I  después,  qué  de  dificultades  para  hacer 
esa  designación,  qué  de  reclamaciones,  qué  de 
obstáculos  no  hai  que  vencer  para  llegar  a  un 
resultado  siempre  falso  i  no  pocas  veces  injusto! 
¿Hai  siquiera  facilidad  para  encontrar  indivi- 
duos que  se  presten  a  arrostrar  el  grave  encargo 
de  fijar  las  rentas  de  sus  convecinos,  de  los  que 
están  viviendo  i  alternando  con  ellos  diaria- 
mente? 

"¡I  sin  embargo,  señor,  estos  mismos  medios 
defectuosos  son  los  que  se  proponen  para  echar 
una  nueva  contribución  sobre  el  pueblo!  ¿A 
quiénes  se  nombraria  de  calificadores  para  este 
nuevo  impuesto?  Precisamente  a  los  que  deben 
erogarlo :  ¿i  cómo  calcularían  las  rentas?  Como 
se  calculan  las  del  catastro.  Esta  base  incierta 
i  precaria,  estos  medios  complicados,  inseguros 
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i  defectuosos,  ¿pueden  conducirnos  a  un  resul- 
tado exacto?  Nunca,  jamas! 

"Se  ha  dicho  en  la  Memoria  de  Hacienda 
del  ano  pasado  que  el  catastro  produce  100,000 
pesos,  que  representan  una  renta  de  3.300,000 
pesos  al  tres  por  ciento,  cuando  la  renta  de  to- 
da la  EepúUica  no  baja  de  60.000,000.  Atién- 
dase a  esta  desproporción  monstruosa ;  ¿en  qué 
puede  consistir,  de  qué  procede,  sino  de  los  de- 
fectos de  la  organización  de  la  contribución?  ¿I 
se  viene  a  proponer  este  método  defectuoso  pa- 
ra la  de  que  se  trata?  ¿qué  se  conseguiría  con 
esto?  Hacer  que  nuestro  pésimo  plan  de  rentas 
eche  una  raiz  mas,  para  que  la  reforma  sea  mas 
difícil.  Me  parece,  pues,  señor,  que  la  nueva  con- 
tribución que  se  pretende  establecer  no  es  nece- 
saria, porque' hai  otros  medios  de  proveer  a  la 
educación  primaria :  me  parece  que  es  injusta, 
porque  adopta  un  método  conocidamente  fíJso 
que  no  puede  producir  sino  resultados  injustos. 
AhoraUegamosaotracuestion:-¿esconvenien- 
te?  Otra  vez  he  espuesto  a  la  Cámara  las  mu- 
chas razones  que  tpngo  para  creer  que  no ; 
razones  deducidas  de  lo  gravada  que  esté  la  in- 
dustria, no  tanto  porque  sea  excesiva  la  canti- 
dad que  paga,  cuanto  por  el  sistema  de  recauda- 
ción :  ¡ese  sistema  que  hace  sufrir  al  Estado  una 
gran  pérdida,  i  que  hace  pesar  sobre  el  contri- 


—  67  — 
buyente  un  sinnümero  de  vejaciones!  ¡No  es 
conveniente,  pues,  aumentar  estas (permí- 
taseme decirlo)  estas  iniquidades  con  que  se 
proporciona  el  Estado  sus  rentas!  Se  ha  alegado 
que  esta  contribución  seria  mui  fácil  de  realizar 
i  mui  poco  onerosa  porque  se  reduce  a  mui  poca 
cantidad ;  pero  a  mi  modo  de  ver,  repito,  no  eñ 
la  cantidad  que  se  ha  de  pagar  lo  que  cuesta, 
sino  las  vejaciones  que  sufre  el  contribuyente ; 
no  es  lo  corto  de  la  cantidad  lo  que  le  exonera- 
rá de  las  vejaciones.  Sobre  todo,  no  son  los 
hombres  pudientes  los  que  van  a  resistir,  sino 
los  que  no  tienen  medios  bastantes,  porque  se- 
gún el  plan  del  proyecto,  basta  tener  la  renta 
que  la  lei  exije  a  los  ciudadanos  activos  para 
que  se  le  tenga  a  uno  por  contribuyente. 
Los  señeres  Diputados  podrían  pagar  fácilmen- 
te un  peso  al  mes,  ipero  los  artesanos  podrían 
pagarlo  ni  aun  al  año  sin  gravamen  i  sin  las 
vejaciones  del  método  que  se  adopta?  No,  señor, 
de  ninguna  manera :  luego  antes  de  echar  una 
contríbucion  que  es  injusta,  que  no  es  necesaria, 
que  no  es  conveniente,  debemos  adoptar  el  ar- 
bitrio que  la  Comisión  propone ;  arbitrio  que 
está  fundado  en  los  mismos  antecedentes  que 
ha  adoptado  el  autor  del  proyecto.  La  Comisión 
no  desconoce  la  obligación  que  el  Estado  tiene 
de  proveer  a  la  educación  primaria :  no  deseo- 
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noce  los  principios  del  proyecto;  tiene  presen- 
te  las  necesidades  que  este  se  propone  llenar ; 
pero  adopta  con  este  fin  el  medio  mas  pruden- 
te, el  mas  realizable." 


IL 


DISCURSO 

sobre  el  derecho  de  los  propietarios  de  fundos  riberanos  a  los  terrenos 
abandonados  por  el  mar.-^Sesion  de  la  Cámara  de  Diputados  de 
37  de  junio  de  1845. 

Se  discutía  el  artículo  1.**  de  lalei  que  se  pro- 
mulgó el  8  de  agosto  de  1849,  concebido  en 
estos  términos: 

"Artículo  1.*"  Los  terrenos  abandonados  por 
el  mar  acrecen  a  las  propiedades  colindantes  en 
toda  la  estension  de  las  costas  del  Estado.^' 

"Esceptiíanse  los  que  el  mar  abandonare  en 
los  puertos  i  caletas  habilitadas  para  el  comer- 
cio, los  tíñales  son  del  dominio  público.  Los  pro- 
pietarios riberanos  no  podrán  ejercer  derecho, 
sino  sobre  la  parte  comprendida  dentro  de  sitó 
muros,  linderos  o  mensuras." 

El  discurso  combate  esta  segunda  parte,  que 
se  agregó  por  indicación  del  señor  Diputado 
García  Reyes. — 

"Voi  a  hablar  de  este  asunto  mas  por  cum- 
plir con  mi  conciencia,  que  por  arrojar  algunas 


*  * 


— p*  6. 
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luces  sobre  la  cuestión  a  que  se  ha  contraído  el 
señor  Diputado  preopinante. 

"Los  señores  que  me  escuchan  saben  que  este 
proyecto  ha  sido  el  que  se  ha  tratado  con  mas- 
empeño  en  el  Senado,  tanto  por  los  intereses  que 
afecta,  como  por  su  naturaleza  i  los  puntos  que 
contiene.  Un  pensamiento  igual  al  que  acaba  de 
sostener  tan  brillantemente  el  señor  Diputado 
preopinante,  estaba  contenido  en  el  proyecto 
orijinal  del  Senado,  proyecta  a  consecuencia 
del  cual  se  publicó  ese  cuaderno  a  que  ha  alu- 
dido el  señor  Diputado  preopinante,  i  que  yo 
leí  hace  meses,  también  mui  a  la  lijera.  Pero 
ese  proyecto  orijinal  de  la  comisión  que  nom- 
bró  aquella  Cámara^  en  el  cual,  repito,  estaba 
contenido  el  mismo  pensamiento,  fué  entera- 
mente desechado  después  de  largos  i  sesudos 
debates,  i  no  solo  desechado  sino  sustituido  por 
el  que  ahora  discute  esta  Cámara.  Por  este  ar- 
tículo se  adopta  una  determinación  totalmente 
diversa  a  la  que  se  comprendía  en  el  proyecto 
orijinal.  En  el  artículo  de  que  se  trata  se  dice 
que  los  terrenos  derelictos  pertenecen  a  los  pro- 
pietarios  riberanos  por  via  de  accesión,  i  en  el 
orijinal  se  decia  que  pertenecen  al  público*  ¿Qué 
pudo  haber  inducido. al  Senado  a  tomar  una 
determinación  tan  abiertamente  opuee^ta  a  la  ^ 
que  le  habia  sido  propuesta  en  el  proyecto  pri- 
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jinal,  sino  razones  de  mucho  peso?  Esto  me^ofire- 
ce  nna  suficiente  garantía  para  aprobar  el  pro- 
yecto, i  la  consideración  de  qué  la  condiencia 
de  los  señores  Diputados  está  ya  formada  sobre 
este  punto.  Sin  embargo,  voi  a  hacer  notar  una 
inconsecuencia  que  hallo  entre  el  artículo  pu^- 
to  en  discusión,  i  la  indicación  que  se  presenta. 
Si  es  cierto  que  pertenecen  los  terrenos  abimdo* 
nados  por  el  mar  a  los  propietarios  de  fondos 
riberanos;  si  hai  razones  de  justicia  i  de  equidad 
para  respetarles  el  dominio  que  adquieren  por 
esa  especie  de  accesión ;  si  es  efectivo  ademas 
que  se  conocen  estas  razones  i  se  reconoce  este 
dominio  en  el  hecho  de  aprobar  el  artículo  en 
discusión,  ¿por  qué  inconsecuencia  inesplicable 
se  quiere  introducir  una  escepciou  que  contradi- 
ce i  destruye  lo  mismo  que  se  confiesa?  ¿Por  qué 
se  conviene  en  aprobar  la  base  del  proyecto  en 
discusión,  respecto  de  las  riberas  de  toda  la  Re- 
pública, i  no  respecto  de  las  de  Valparaiso?  O 
hai  justicia,  señor,  o  no  la  hai ;  si  la  hai  en  un 
caso,  debe  haberla  también  en  otro :  si  la  hai 
para  los  riberanos  del  mar  vecinos  de  Aconca- 
gua o  de  cualquiera  otro  punto,  debe  haberla 
para  los  de  Valparaiso,  porque  unos  i  otros  se 
encuentran  en  un  mismo  e  idéntico  caso.  Asi  es 
que  la  limitación  que  se  pretende  introducir,  ^s 
enteramente  infundada :  creo  mas,  ella  compren- 
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de  una  escepcion  odiosa  e  injusta  respecto  de  loáf 
riberanos  de  Valparaiso.  Superfino  me  parece 
esponer  las  máximas  que  todos  hemos  aprendi- 
do desde  la  escuela  sobre  las  tierras  que  aban- 
dona el  agua^  porque  militan  unas  mismas  razo- 
nes, tanto  ep  la  accesión  fluvial,  como  en  la 
accesión  marítima.  Nuestras  leyes  reconocen  la 
accesión  aluvial,  i  se  acaba  de  decir  que  con  jus- 
ticia,  porque  ella  es  un  compensativo  de  los 
peligros  que  corren  los  riberanos  por  salir  de  ma- 
dre el  rio,  o  por  otros  accidentes.  Pues  qué,  pre- 
gunto yo,  ¿no  militan  las  mismas  razone»  con 
respecto  a  los  terrenos  riberanos  del  mar?  ¿Las 
salidas  del  mar  en  Concepción,  en  Valparaiso  i 
en  otros  puntos,  con  motivo  de  los  terremotos 
de  los  años  22,  29  i  35  i  otros  varios  sucesos 
que  tendrán  presentes  los  señores  Diputados,  no 
nos  dan  a  conocer  bastantemente  bien,  i  con 
harta  severidad,  que  el  mar  hace  también  sus 
invasiones,  i  tal  vez  con  mas  violencia  que  los 
rios?  Pues  si  es  cierto  que  corren  peligro  los  que 
están  en  las  orillas  del  mar,  asi  como  los  de  la 
costa  de  los  rios,  ¿por  qué  no  se  dá  a  todos  el 
mismo  derecho  de  dominio  sobre  las  tierras 
abandonadas?  Qué  razón  hai  para  hacer  esta  es- 
cepcion odiosa?  Si  mal  no  me  acuerdo,  señor,  (me 
será  preciso  decir  esto  aunque  parezca  pedante- 
ría) Blakstone  comentando  las  leyes  inglesas  que 
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reconocen  la  accesión  marítima,  funda  este  de- 
recho precisamente  en  las  mismas  razones  que 
los  jurisconsultos  apuntan  para  justificar  la  ac- 
cesión aluvial :  esto  prueba  que  la  misma  justi- 
cia que  tienen  los  riberanos  de  los  ríos  para 
adquirir  las  tierras  que  estos  abandonan,  milita 
en  favor  de  los  riberanos  del  mar  para  que  se 
les  conceda  igual  derecho.  I  en  efecto,  las  cir- 
cunstancias de  unos  i  otros  propietarios  son 
idénticas :  el  mismo  peligro,  las  mismas  razones 
de  utilidad. .  • ,  Pero  dejaremos  esto,  no  trato 
de  hacer  un  curso  de  derecho  natural. 

*'Se  dice  que  hai  leyes  en  nuestros  códigos 
que  niegan  la  accesión  marítima ;  en  efecto,  se- 
ñores, hai  una  leí  de  Indias,  de  esa  célebre  reco- 
pilación, la  cual  confiere  al  rei  en  las  Indias ,  es 
decir,  en  la  América,  el  dominio  sobre  los  puer- 
tos. Pero  los  motivos  que  justifican  esa  lei  ente- 
ramente derogada  por  nuestras  circunstancias^ 
son  bien  claros,  señores.  ¿A  quién  se  habia  de 
conferir  en  aquel  tiempo  el  dominio  de  los  mar 
res,  de  los  puertos,  de  las  costas,  sina  a  la  coro- 
na, al  rei  de  España,  que  tenia  interés  no  solo 
en  prohibir  el  comercio  marítimo  de  sus  colo- 
nias, sino  en  impedir  por  todos  los  medios  ima- 
jinables  la  comunicación  de  los  americanos  con 
el  estranjero?  Basta  indicar  que  esa  lei  solo 
era  propia  de  aquella  época,  para  convencernos 
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de lo  injustificable,  de  lo  inoportuno  que  es  ci- 
tarla ahora.  Ya  he  dicho  otra  vez  en  un  acto 
público,  que  no  sé  por  qué  aberración  mons- 
truosa se  consideran  vijentes  en  Chile  esas  le- 
yes de  Indias,  que  no  merecen  sino  nuestro  des- 
precio, nuestra  execración :  están  esas  leyes  no 
solamente  derogadas  por  su  naturaleza,  sino 
por  la  iniquidad  que  comprende  cada  una  de 
ellas,  no  digo  en  cada  linea,  sino  aun  en  cada  una 
de  sus  letras.  En  fin,  las  circunstancias  actuales 
de  Chile  son  enteramente  diversas  de  las  del 
tiempo  de  Felipe  11  en  que  se  dictó  la  lei  a  que 
aludo. 

"Hai  otra  lei  patria,  que  es  la  del  Congreso 
de  Plenipotenciarios  del  año  30,  que  fija  los  de- 
rechos de  los  propietarios  riberanos  en  Valpar 
raiso,  i  les  traza  por  línea  de  Kmite  la  calle  Nue- 
va ;  declarando  que  los  terrenos  abandonados 
serán  del  público.  ¿Pero,  acaso  ha  sido  ese  decre- 
to observado  un  solo  momento?  El  fué  dictado 
por  el  Gobierno  con  acuerdo  del  Congreso  de 
Plenipotenciarios ;  pero  en  su  mismo  tenor  lle- 
vó el  sello  de  su  nulidad.  ¿Quién  no  sabe  que  en 
Valparaíso  no  se  puede  edificar  sin  el  permiso 
4e  la  autoridad  local?  Pues  bien, 'desde  el  ano 
^  acá  se  han  invertido  centenares  de  miles  de 
pesos  en  los  numerosos  edificios  que  se  han  consr 
truidó  mas  allá  de  la  línea  que  fijaba  aquel  de- 
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creto,  i  por  sapnesto,  la  autoridad  misma  ha 
sancionado  esta  infracción,  porque  tanto  ella 
como  k)S  particulares  han  visto  que  no  solo  ha- 
bría sido  injusto,  sino  imposible  respetar  tan  ca- 
prichosa determinación.  Pero  lo  que  hai  de  mas 
notable  es  que  el  Gobierno  mismo  ha  sanciona* 
do  esta  conducta,  ha  adoptado  este  modo  de 
considerar  aquel  decreto.  Si  asi  no  fuera  se  ha- 
bría ajustado  a  él  para  resolver  la  c(msulta 
que  le  hizo  el  Intendente  de  Valparaíso,  en  lu- 
gar de  dirijir  todos  los  antecedentes  al  Senado, 
pidiéndole  una  resolución  sobre  el  pwiácular. 
Parece,  pues,  que  el  Gobierno  tampoco  lo  coná- 
dera  vijente ;  es  un  decreto  derogado,  no  solo 
por  las  circunstancias,  por  los  intereses  que  afec- 
ta, sino  también  por  su  espíritu,  sobre  todo  por 
la  manera  en  que  fué  dictado.  Repito,  sefior,  que 
todos  estos  motivos  han  dado  lugar  a  la  consul- 
ta que  se  hace  al  Congreso,  i  por  eso  es  que  el 
Senado  ha  formado  el  proyecto  que  discutimos 
ahora :  luego  nosotros  no  vamos  a  decidir  una 
cuestión  judicial,  i'  por  tanto,  es  inútil  i  fuera 
de  propósito  citar  leyes  derogadas :  lo  que  va- 
mos a  hacer  es  a  fijar  un  derecho,  a  dar  una 
lei,i  ¿a  qué  hemos  de  atender  para  ;^aor  este  de- 
recho, sino  a  la  justicia?  ¿Quién  no  tiene  en  su 
conciencia  algo  que  le  dice  qué  este  derecho  per- 
tenece a  los  propietarios  riberanos?  ¿Quién  no 
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encuentra  resuelta  la  cuestión  en  el  artículo 
propuesto  tan  sabiamente  por  el  Senado? 

"Por  otra  parte,  señor,  ¿hai  razones  de  interés 
público  que  no  permitan  esta  accesión  solo  res- 
,  pecto  de  Valparaiso,  i  los  demás  puertos,  mien- 
tras que  a  los  propietarios  que  tienen  sus  fundos 
en  otras  costas  a  la  orilla  del  mar,  se  les  respeta 
en  su  derecho?  Yo  creo  que  no  hai  tales  razones 
de  utilidad  pública.  Me  es  absolutamente  difí- 
cil seguir  el  orden  de  los  puntos  que  contiene  la 
esposicion  que  acaba  de  hacerse ;  pero,  si  mal  no 
me  acuerdo,  se  dijo  que  en  Valparaiso  se  corria 
el  peligro  de  la  estrechez  de  la  bahía :  una  cosa 
asi,  me  parece  que  se  ha  dicho.  Pero  ese  peligro, 
señores,  creo  que  existiría  de  todos  modos,  dié- 
sese  o  no  se  diese  a  los  propietarios  ribe- 
ranos el  derecho  de  los  terrenos  abandona- 
dos por  el  mar.  Se  trata,  señor,  de  los  terrenos 
que  abandona  espontánea  e  insensiblemente  el 
mar,  ¿i  qué  culpa  tiene  el  particular  si  el  mis- 
mo mar  se  va  estrechando  i  dejándole  el  terreno 
que  ahora  se  le  concede?  ¿Por  acaso  se  evitarla 
el  lento  retiro  de  las  aguas  i  consiguiente  estre- 
chez de  la  bahía,  tan  solo  porque  se  les  niega 
aquel  derecho  a  los  propietarios  riberanos  del 
mar?  Creo  que  no,  absolutamente,  fuera  de  que 
ni  en  un  siglo  mas,  por  mucho  que  se  retire^el 
mar,  alcanzaría  a  quedar  imperfecta  esa  que  no 
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es  bahía,  sino  una  rada,  casi  un  golfo.  Creo  que 
lo  mismo  estarán  hoi  los  buques  en  Valparaíso, 
que  lo  que  estarán  en  1945,  siempre  en  el  mis- 
mo desabrigo,  siempre  en  aquella  grande  es- 
tensión. 

"¿Qué  se  pretende  hacer  con  estas  tierras? 
Qué  utilidad  se  propone  sacar  el  Fisco  con  des- 
conocer los  derechos  perfectos  de  los  propieta- 
rios riberanos?  ¿El  poder  aumentar  en  algo  los 
fondos  nacionales,  vendiendo  esos  terrenos  para 
que  se  edifique,  para  que  se  construyan  obras? 
¿I  no  es  mejor  que  se  obtenga  el  mismo  benefi. 
ció  para  una  población,  sin  causar  perjuicio  a 
nadie,  sin  despojar  ningún  derecho?  Por  mas 
que  se  diga,  señor,  el  propietario  que  tiene  fun- 
dos a  la  orilla  del  mar,  debe  usar  de  este  dere- 
cho como  una  recompensa  natural  de  los  peligros 
que  él  mismo  corre ;  porque  nadie  está  mejor 
situado  que  él  para  aprovecharse  de  ese  terreno, 
porque  nadie  podría  apropiárselo  sin  incomo- 
darle, porque  nadie,  en  fin,  sino  él  ha  podido 
formar  espectativas  sobre  este  derecho.  Reco- 
nocido este  derecho,  se  consiguen  las  mismas 
ventajas,  que  le  desean  alcanzar  con  desconocer- 
lo, el  mismo  beneficio :  se  harian  plazas,  calles, 
que  harto  las  necesita  la  población,  se  dice ;  i 
yo  agregaré  que,  respetando  los  derechos  de  los 
propietaríos  riberanos,  se  ha  formado  esa  calle 
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Nueva  que  hoi  hermosea  a  Valparaíso.  (1)  I  si  en 
20,  30  o  mas  años,  los  terrenos  abandonados  por 
el  mar  son  tantos  que  de  suyo  exijan  formar 
nuevas  calles,  ¿no  podrá  hacerse  así?  no  se  po- 
drá formar  otra  nueva  plaza  sin  arrancar  desde 
ahora  la  propiedad  ajena?  Se  ha  dicho  también 
que  el  peligro  que  corren  los  propietarios  riberar 
nos  está  compensado  con  la  posibilidad  de  ocur- 
rir con  prontitud  en  caso  de  un  incendio,  por 
estar  en  un  lugar  mas  espedito,  mas  abierto  i 
en  una  bonita  perspectiva.  Yo  creo  que  esas  son 
ventajas  realmente,  pero  ventajas  que  están  ad- 
heridas a  la  posición  de  aquel  terreno,  ventajas 
naturales  que  no  deben  reputarse  como  recom- 
pensa. 

"Parece,  pues,  que  no  porque  un  vecino  ten- 
ga estas  ventajas,  se  le  debe  quitar  lo  que  pog.ee : 
al  contrario  hai  justicia  para  respetar  su  dere- 
cho, porqué  si  se  lo  quitamos  se  le  quitan  tam- 
bi^eíi  esas  ventajas. 

"En  fin,  señor,  puede  ser  que  en  el  curso  de 
la  discusión  me  acuerde  algo  mas  de  lo  que  ha 
espuesto  el  señor  Diputado  preopinante.  He 
dicho.'' 

(1)  Hoi  UamaiUcleCochrane. 


III. 


DISCÜBSO    . 

pronunciado  en  la  S6«ion  de  la  Cámara  de  Diputados  de  4  de  iuUo  de 
1845  sobre  el  artículo  primero  de  un  proyecto  de  lei  sobre  fallidos. 

"Artículo  !•"  A  toda  persona  que  hiciere  ce- 
sión de  bienes,  o  a  quien  se  le  formare  concurso, 
se  tendrá  por  reo  de  quiebra  fraudulenta,  salvo 
el  derecho  que  se  le  deja  para  probar  su  incul- 
pabi^lidad  en  la  pérdida  de  intereses  ajenosi,  o 
que  se  halla  en  estado  de  poder  pagar  sus  deu- 
das." (1)— 

"Como  miembro  de  la  Comisión  de  Lejisla- 
cion  suscribí  el  informe  sobre  el  proyecto  del 
señor  Diputado  que  acababa  de  hablar,  i  siento 
no  haber  estado  conforme  con  la  opinión  de 
este  señor,  porque  sin  duda  parte  de  una  inten- 
ción mui  laudable.  Mas  creo  que  en  está  inten- 
ción hai  también  algo  de  erróneo,  pues  que  por 
defender  la  propiedad,  por  presentarla  como  el 

(1)  Esta  Moción  fué  presentada  per  el  señor  Diputado  Lazcano  en  17 
de  junio  de  1844,  i  la  Cámara  la  desecha,  después  de  la  discusión. 
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interés  mas  sagrado  que  la  lei  debe  protejer,  se 
ataca  el  honor  i»  se  establece  una  lucha  entre  es- 
te i  la  propiedad. 

"No  hai  duda  que  en  estos  últimos  tiempos 
han  sido  multiplicadas  las  quiebras  o  falen- 
cias de  los  comerciantes  de  la  República,  prin- 
cipalmente en  Santiago  i  Valparaíso.  Pero  no 
es  posible  dejar  de  tener  algún  sentimiento  al 
oir,  del  señor  Diputado  que  me  ha  precedido  en 
la  palabra,  la  grave  aserción  de  que  no  hai  un 
solo  comerciante  que  no  tenga  alguna  malicia 
en  sus  quiebras.  Bien  desgraciada,  por  cierto, 
debía  ser  la  humanidad  i  bien  triste  la  condi- 
ción de  los  comerciantes  de  Chile,  si  asi  fuera : 
yo  creo  absolutamente  lo  contrario,  i  séame 
permitido  decirlo,  aunque  esté  en  contradicción 
con  la  opinión  del  señor  Diputado  preopinante, 
que  lo  creo,  no  solamente  porque  tengo  en  buen 
concepto  a  los  comerciantes,  sino  también  por 
hechos  que  me  atestiguan  su  probidad.  Tengo 
los  mismos  motivos  que  el  señor  Diputado  tie- 
ne para  conocer  los  hechos,  pues  soi  de  la  mis- 
ma profesión,  i  apelo  a  la  conciencia  de  los  se- 
ñores Diputados,  seguro  de  que  no  me  desmen- 
tirán. Cuando  mas  una  sesta  parte  de  los  fallidos 
de  estos  últimos  tiempos  han  sido  procesados 
por  fraudulentos,  i  aun  me  estiendo  demasiado. 

"Se  dice  que  la  lei  establece  se  tenga  como 


—  81  — 

fallido  fraudulento  al  que  hubiere  contraído 
créditos  dentro  de  los  seis  meses  anteriores  a  su 
falencia.  Pero  la  lei  supone  dado  el  caso  de  que 
el  fallido  por  la  circunstancia  de  estar  malos 
sus  negocios  haya  contraído  esas  deudas  frau- 
dulentamente. I  muí  injusta  seria  esa  lei  si  hu- 
biera de  hallar  fraude  aun  en  las  negociaciones 
inocentes.  Estoi  seguro  de  que  en  el  gran  nií- 
mero  de  quiebras  que  se  presentan  en  nuestro 
comercio,  causadas  por  circunstancias  imprevis- 
tas, el  fallido  ha  contraído  deudas  hasta  el  mo- 
mento de  ser  concursado,  i  en  esto  ha  procedido 
inocentemente  creyendo  que  podría  calvar  sus 
compromisos ;  pues  que  es  mui  probable  que 
asi  sea,  puesto  que  el  mayor  niímero  de  las  fa- 
lencia, que  han  acontecido  en  esta  líltima  época 
ha  sido  efecto  de  ciertas  causas  jenerales  qtie  se 
han  propagado  a  manera  de  una  epidemia. 

"No  es  del  caso  esponer  ahora  cuales  son  las 
causas;  pero  los  inores  Diputados  que  tienen  ne- 
gocios saben  mui  bien  cual  ha  sido  el  estado  de 
nuestras  plazas  en  estos  liltinios  aBos,  i  conocen 
cuales  son  los  motivos  que  han  precipitado  es- 
tas falencias.  ¿Pero  qué  se  quiere  hacer  con  es- 
te proyeQíx)?  ¿Se  trata  de  escarmentar  a  los 
fallidos?  ¿Se  trata  de  evitar  las  falencias?  Creo 
que  nada  de  esto  se  consigue  con  él,  señorea. 
¿Qué  se  aventajaría  con  declarar  desde  luego 
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criminales  a  Jos  que  se  presentan  por  quebrar 
dos?  iSe  evitarían  los  accidentes  mas  o  menos 
casuales  que  orijinan  estas  de^acias?  ¿Se 
enfrenaría  la  crisis  a  que  ha  llegado  el  comercio, 
influido  por  circunstancias  mas  bien  indepen- 
dientes de  su  voluntad?  Absolutamente  creo 
que  no.  Por  otra  parte,  ¿qué  se  adelanta  con  la 
severídad?  Bien  manifiestan  nuestras  leyes  que 
no  es  la  severídad  la  que  debe  escojerse  como 
el  medio  mas  eficaz  para  reprimir  los  desórde- 
nes. Cuando  las  causas  principales  no  se  atacan, 
1^  delitos  se  perpetúan.  Nuestra  lejislacion  es 
bastante  imperfecta  por  lo  que  toca  a  prevenir 
los  males  que  el  fraude  puede  ocasionar  en  el 
comercio,  pero  es  demasiado  escesiva  en  cuanto 
a  la  severidad  con  que  se  debe  tratar  a  los  fa- 
llidos en  el  comercio,  i  pido  que  se  tenga  mui 
presente  esta  diferencia.  Hai  comerciantes  que 
cometen  fraudes  abusando  de  la  confianza  que 
se  deposita  en  ellos,  mientras  que  nuestras  leyes 
no  previeúen  estos  casos ;  por  consiguiente,  lo 
tínico  que  debe  liacer  el  lejislador  en  este  pun- 
to eá  principiar  a  llenar  ese  vacio  de  la  leí,  de 
una  manera  sabia  i  prudente,  antes  que  espo- 
nerse a  hacer  ilusorios  sus  mandatos  por  una 
severidad  mal  entendida  i  una  precipitación  cul- 
pable» 

"Por  el  poco  conocimiento  que  tengo  de  la 
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lejislflcion  francesa^  veo  que  en  ella  se  trata  de 
prevenir  dos  órdenes  de  males  en  el  comercio. 
El  primer  orden  es  relativo  a  la  administración, 
diré  así,  del  comerciante ;  i  el  segundo  a  aque- 
llos manejos  de  que  puede  valerse  un  hombre 
para  perjudicar  a  sus  acreedores,  una  vez  que 
sepa  que  sus  negocios  están  en  mal  estado.  A 
estos  dos  puntos  se  refieren  esas  leyes^  i  a  estos 
deben  referirse  también  las  nuestras^  Por  lo  que 
toca  al  primero,  es  indudable  que  es  preciso 
mucho  cuidado  en  la  administraci<Hi  de  los  ne- 
gocios,  sobre  todo  en  el  comercio  por  mayor ; 
por  eso  es  que  tan  sabiamente  la  Ordenanza  de 
Bilbao  toca  ciertas  medidas  para  el  arreglo  de 
los  libros  i  de  todo  aqueUo  que  puede  atestir 
guar  el  manejo  de  los  negociantes,  si^etóiidolos 
a  una  inspección  superior^  tanto  mas  necesaria, 
cuanto  que  en  esta  industria  están  basadas  to- 
das las  relaciones  únicamente  en  la  buena  fó :  i 
aqui  me  será  permitido  notar  que  si  estas  leyea^ 
aonque  imperfecta.,  se  hubiesen  obs^rvadoy  m 
tendriatnos  ahora  que  lam^itar  ciertos  m^íeÉi^ 
Agregaré  mas :  si  nuestros  consulados^  si  núes* 
tros  jueces  de  comercio  no  se  hubiesen  olvida- 
do de  las  facultades  económicas  que  estas  leve» 
les  atótayen,  Mucho  habria»», Iv^^,' L 
chas  falencias  habríamos  evitado.  Pero  no. se 
han  acordado  de  tsdes  atríbucioneB  económicas 
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i  se  han  consagrado  solo  a  administrar  justicia. 
Asi  que  se  presenta  un  fallido,  se  necesita  to- 
mar conocimiento  del  estado  de  sus  negocios, 
de  sus  deudas,  de  sus  créditos  activos,  de  sus 
capitales,  i  del  jiro  que  les  ha  dado,  i  nada  de 
esto  puede  conseguirse ;  ¿por  qué?  Por  la  incu- 
ria de  la  autoridad  que  no  vela  sobre  la  admi- 
nistración del  comerciante ;  porque  el  comer- 
ciante no  ha  llevado  libros,  porque  lo  ha  hecho 
todo  sin  ningún  amor  i  con  la  indiferencia  que 
podría  inspirar  el  manejo  de  intereses  ajenos  i 
sin  responsabilidad.  Llénese,  pues,  este  vacio  de 
nuestras  leyes,  remedíese  la  incuria  de  las  auto- 
ridades que  deben  velar  sobre  estos  males,  i  ten- 
dremos la  mitad  del  camino  adelantado.  Por  lo 
que  toca  al  segundo  punto,  es  decir,  a  los  ma- 
nejos de  que  el  comerciante  que  quiere  cometer 
fraude  puede  valerse  para  peijudicar  a  sus 
acreedores,  creo  que  nuestra  lejislacion  está  al 
completarse,  porque-  la  lei  que  se  ha  discutido 
ya  en  ambas  Cámaras  para  la  prelacion  de  gra- 
dob  en  la  formación  de  concurso,  establece  to- 
dos los  principios  i  reglas  que  son  necesarias 
para  la  buena  espedicion  de  los  concursos  i  pa- 
ra evitar  esos  manejos  fraudulentos.  La  imper- 
fección de  nuestras  leyes  en  este  punto,  hasta 
ahora,  es  demasiado  conocida,  i  creo  que  to- 
dos los  fraudes  de  que  puede  acusarse  a  algunos 
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fallidos  no  tienen  su  cansa  sino  en  este  defecto 
de  nuestros  códigos.  Por  ejemplo,  cuando  se  re- 
duce un  documento  simple  a  escritura  pública 
al  tiempo  de  quebrar,  cuando  se  hace  compro- 
miso para  entregar  ciertas  especies  que  tal  vez 
no  pertenecen  a  quien  las  ha  de  reclamar  como 
conocidas,  cuando  se  forjan  documentos  o  se  su- 
ponen créditos  que  jamas  han  existido,  cuando 
se  sustraen  efectos  secretamente,  ¿qué  otra  cosa 
se  hace  que  aprovechar  esa  carencia  de  disposi- 
ciones legales  i  sacar  ventajas  de  la  omisión,  de 
la  imperfección  de  las  leyes?  Pero  afortunamen- 
te  todos  estos  manejos  los  previene  laleique 
han  discutido  las  Cámaras ,  i  una  vez  que  esa 
lei  empiece  a  observarse  no  habrá  necesidad  de 
hacer  uso  de  medidas  tan  severas,  tan  crueles 
como  son  las  que  propone  este  proyecto :  aque- 
lla lei  está  perfectamente  adaptada  a  las  cir- 
cunstancias de  nuestro  pais.  Creo  que  ajustán- 
dose a.  ella  no  se  necesita  usar  de  tanta  severi- 
dad,  fuera  de  que  nuestra  lejislacion  respecto  a 
los  crímenes  que  pueden  cometer  los  comer- 
ciantes fallidos,  como  ya  he  dicho,  es  bastante 
severa  i  aun  injusta. 

"Hai  que  lamentar,  señor,  esa  especie  de 
abandono,  vuelvo  a  repetirlo,  con  que  los  jueces 
han  mirado  hasta  mui  poco  tiempo  a  esta  parte, 
los  actos  verdaderamente  criminales  de  algunos 
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fallidos  fraudulentos ;  hai  también  que  lamen- 
tar la  incuria  con  que  los  acreedores  mismos  se 
han  dejado  engañar  algunas  ocasiones ;  pero  no 
creo  que  estos  males  se  remedian  con  el  proyec- 
to en  discusión :  de  nada  valdría  la  severidad 
con  que  se  propone  tratar  a  todos  los  fallidos, 
si  hubiera  de  subsistir  esa  indifencia  de  parte 
de  los  tribunales  i  de  parte  de  los  acreedores. 
Mas,  por  fortuna,  aquellos  han  entrado  en  su  de- 
ber i  la  Suprema  Corte  de  Justicia  da  el  ejem- 
plo, persiguiendo  el  fraude  i  castigándolo  donde 
quiera  que  lo  encuentra ;  i  los  acreedores  prin- 
cipian a  abandonar  esa  que  llaman  jenerosidad, 
porque  los  golpes  repetidos  no  solo  van  hacién- 
dolos mas  cautos,  sino  también  mas  severos, 
tal  vez  mas  délo  que  debieran.  Solo  asi  se  pue- 
de despertar  el  interés  individual,  no  por  me- 
dio  de  leyes. 

"Ademas,  por  muchas  que  sean  las  desgra- 
cias que  tenemos  que  lamentar  en  este  punto, 
nada  haria  esta  lei,  basada  sobre  un  principio 
erróneo,  o  séame  permitido  decirlo  mas  claro, 
sobre  una  aberración  monstruosa  que  no  mere- 
ce el  nombre  de  principio;  tal  es  la  de  conside- 
rar como  un  acto  criminal  una  acción  que  en 
mil  casos  puede  ser  inocente.  Es  un  principio 
de  moral  i  de  lejislacion,  i  no  solamente  natural, 
universal,  primitiva,  sino  positiva  de  todas  las 
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naciones,  i  un  principio  que  cada  dia  se  perfec- 
ciona mas,  el  de  que  no  se  puede  proceder  con- 
tra el  honor  o  la  persona  del  individuo,  sino 
después  de  que  haya  datos  bastantes  sobre  su 
culpabilidad,  debiendo  en  todo  caso  amparar  la 
inocencia  contra  los  errores  de  la  justicia.  I 
mientras  todo  el  mundo  propende  a  cimentar 
este  principio,  ¿es  posible  que  las  Cámaras  de 
Chile  se  ocupen  en  sancionarlo  contrario,  i  en 
consignar  en  una  lei  aquella  aberración  mons- 
truosa? 

"Se  dice,  señor,  acabo  de  oirlo,  que  nuestras 
leyes  tienen  por  criminal  al  que  da  de  golpes  a 
una  persona,  i  que  según  eso  el  que  se  halla  en 
tal  caso  debe  ir  a  la  cárcel  a  defenderse,  i  que 
en  esto  no  hai  nada  de  estrano.  Pero  yo  noto 
que  no  enaste  identidad  entre  este  caso  i  la  falen* 
cia  de  un  comerciante,  absolutamente :  1.**  por- 
que el  acto  de»  dar  golpes  a  ima  persona  es  cri- 
minal a  todas  vistas,  i  el  acto  de  presentarse 
por  quebrado  un  individuo  es  inocente  i  no  te- 
nemos derecho,  a  lo  menos  no  tenemos  razón, 
para  juzgarlo  de  otro  modo.  Porque  entre  cua- 
tro fallidos  haya  uno  o  dos  fraudulentos,  ¿es  po- 
sible que  creamos  que  todos  los  cuatro  son  cri- 
minales? ¿No  es  un  hecho,  pues,  sancionado,  que 
nadie  se  atreverá  a  negar,  que  la  mayor  parte  de 
las  falencias  son  producidas  por  accidentes  es- 
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traaos,  por  causas  independientes,  por  causas 
inocentes,  por  errores  involuntarios?  ¿I  cómo  se 
reputa  a  primera  vista  la  falencia  en  el  mismo 
grado  que  el  acto  de  dar  golpes  a  una  persona 
cualquiera?  O  de  rio  atenemos  a  lo  que  puede 
suceder,  veamos  lo  que  pasa  en  realidad  en  el 
mundo;  tomemos  veinte  fallidos  i  tomemos  vein- 
te hombres  que  hayan  dado  de  golpes  a  otros,  i 
de  seguro  podemos  establecer  desde  hora  que 
ninguno  de  los  que  han  dado  golpes  deja  de  ser 
criminal,  i  cuando  mas  siete  u  ocho  de  los  fallidos 
serán  verdaderamente  fraudulentos:  esta  es  la 
verdad,  señores.  En  segundo  lugar :  ¿cómo  quie- 
re compararse  el  honor  de  un  hombre  tomado 
asi  aisladamente,  que  haya  sido  enjuiciado  por 
haber  dado  golpes,  con  el  honor  de  un  comer- 
ciante, cualquiera  que  sea  sji  posición  en  el  co- 
mercio? gQué  es  el  honor  del  comerciante 
sino  su  vida?  El  honor  del  comerciante  no  es 
otra  cosa  que  el  crédito,  i  se  puede  asegurar  que 
las  dos  terceras  partes  de  los  comerciantes  ne- 
gocian con  su  cródita  solamente.  Hombres  hon- 
rados, laboriosos,  fiados  en  su  misma  honradez, 
alucinados  con  la  esperanza  de  ima  buena  espe- 
culación, han  arriesgado  sus  capitales  i  por  ac- 
cidentes imprevistos  han  llegado  al  duro  caso 
de  ser  concursados.  ¿I  es  lo  mismo  poner  en  con- 
flicto el  honor  de  cualquiera  que  haya  dado 
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golpes,  que  poner  en  conflicto  el  honor  de  cual- 
quier comerciante  tan  solo  porque  se  ha  atrasa- 
do en  sus  pagos,  porque  están  en  mal  estado  sus 
negocios?  Repito  que  la  paridad  es  mui  des- 
proporcionada, no  existe.  Si  sancionamos  este 
artículo,  señores,  i  con  él  todo  el  proyecto,  por- 
que todo  el  proyecto  está  basado  en  este  artí- 
culo I."",  sancionamos,  como  he  dicho,  una 
monstruosidad ;  sancionamos  una  máxima  ente- 
ramente contraria  a  la  equidad  natural  i  al  inte- 
rés de  nuestro  comercio.  Quién  querría  enton- 
ces emprender  la  carrera  mercantil?  Quién 
querria  aventurar'  su  crédito  i  poner  en  conflic- 
to su  honradez,  su  vida,  sus  relaciones,  la  sub- 
sistencia de  su  familia?  Se  agrega  que  este 
artículo  se  suaviza  porque  en  otro  de  los  poste- 
riores se  facilita  la  jenerosidad  de  los  acreedores 
en  favor  de  los  que  hubiesen  sido  llevados  a 
esta  crisis  por  motivos  estraños,  por  accidentes 
involuntarios.  ¿I  de  qué  vale  esta  gracia,  señor, 
después  de  haber  encarcelado  a  un  comerciante, 
después  de  haber  puesto  en  conflicto  su  crédi- 
to, después  de  haber  hecho  derramar  lágrimas 
a  su  familia?  Atiéndase  a  nuestro  modo  de  en- 
juiciar. ¿Se  puede  presumir  que  cualquiera  hom- 
bre honrado  que  ha  sido  llevado  a  la  cárcel  i  ha 
estado  en  ella  uno,  dos  a  veinte  meses  hasta 
probar  su  inculpabilidad,  "vaya  a  adoptar  de 
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nuevo  la  carrera  del  comercio?  Al  contrario,  es 
un  hombre  perdido  para  siempre.  Supongamos 
que  obtuviese  una  sentencia  favorable,  ¿se  cree 
que  semejante  sentencia  restablecería  el  crédito 
de  ese  hombre?  No,  señor,  de  ninguna  manera : 
la  voz  se  ha  estendido.  "Don  fulano  de  tal  que- 
bró, don  fulano  de  tal  está  en  la  cárcel."  Esta 
voz  se  ha  hecho  estensiva  a  todo  el  comercio,  i 
por  mas  que  el  comerciante  desgraciado  se  em- 
peñe después  en  mostrar  la  sentencia  que  lo  ab- 
suelve a  todos  los  individuos  que  lo  favorecían 
i  la  fije  en  los  periódicos,  es  imposible  que  al- 
cance a  desmentir  la  voz  pública  que  se  habia 
derramado  al  tiempo  de  su  prisión ;  e&  imposi- 
ble que  alcance  a  destruir  las  prevenciones  que 
su  desgracia  le  atrajo.  Esto  es  suponiendo  que 
fuese  posible  el  mostrar  la  sentencia ,  que  faese 
posible  hacerla  llegar  al  conocimiento  de  todos 
aquellos  que  recibieron  la  noticia  de  la  prisión, 
i  que  fuese  posible  también  hacerles  enfender 
que  la  sentencia  era  justa  i  que  no  era  obra  del 
favor,  todo  lo  cual  es  absolutamente  difícil. 
El  honor  del  comerciante  es  una  cosa  mui 
sagrada,  no  se  puede  jugar  con  él,  no  se  puede 
poner  en  lucha  con  la  propiedad.  Es  preciso,  se- 
ñores, que  seamos  justos.  Si  es  preciso  que  res- 
petemos la  propiedad,  no  ataquemos  el  honor ; 
sigamos  el  camino  que  la  esperíencia  de  los  pai- 
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ses  civilizados  nos  presenta;  estudiemos  mas 
las  situaciones.  Es  preciso  que  seamos  justos,  re- 
pito, que  atendamos  a  los  principios  que  nos 
dieta  la  razón  natural,  para  no  sancionar  esta 
aberración  monstruosa:  atendamos  a  las  cir- 
cunstancias del  comercio,  veamos  que  la  mayor 
parte  de  los  hombres  que  se  ocupan  en  este  jiro 
no  tienen  otra  cosa  con  que  negociar  que  su 
cródÍK) ;  veamos  que  las  falencias  provienen  de 
accidentes  involuntarios,  i  que  si  algunos  falli. 
dos  han  incurridp  en  el  delito  de  fraude,  no  es 
por  otia  causa  que  por  el  vacio  de  las  leyes ; 
vacio  ([üe  puede  llenarse  si  es  que  se  recomien- 
da a  los  Consulados  la  observancia  de  ciertos 
artículos  de  la  Ordenanza  de  Bilbao.  Obremos 
de  este  modo,  señores,  i  no  sancionemos  una 
guerra  a  muerte  entre  el  honor  i  la  propiedad, 
poique  esa  guerra  es  ftmesta  i  acabaría  por  es- 
tin^uir  en  sus  fuentes  nuestra  pobre  industria 
mecantil. 

^M  autor  de  la  moción  ha  discurrido  de  una 
inanera  que  ataca  su  propio  proyecto :  ha  pre- 
gmtado  jqué  inconveniente  habría  en  que  un 
conerciante  se  vindicara  de  las  sospecha»  que 
piede  sujerir  con  el  acto  de  su  falencia?  Esto  es 
coa  diferente  de  lo  que  se  propone  en  el  pro- 
yeto,  porque  el  artículo  prímero,  que  discuti- 
me,  declara  fraudulenta  a  priorí  toda  falencia, 
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i  decreta  la  prisión  de  todo  fallido,  esto  es  mui 
diverso,  como  se  vé  a  primera  vista,  de  lo  que 
espone  el  señor  Diputado  autor  de  la  moción 
para  defenderla.  Con  todo,  omitiré  dilucidar  es- 
ta materia  tal  como  la  habia  yo  concebido,  ya 
que  el  señor  Diputado  que  acaba  de  habla!  se 
ha  fijado  precisamente  en  el  mismo  puato, 
anunciando  que  presentará  una  modificaxjior  del 
proyecto  con  el  ña  de  exijir  a  los  fallidos  que 
justifiquen  los  motivos  de  su  quiebra  sin  necesi- 
dad de  recurrir  a  las  severas  i  aun  crueles  me- 
didas que  se  proponen  en  el  artículo  quB  con- 
sideramos. 

"Pero  no  concluiré  sin  espresar  que  labria 
ádo  sensible  que  la  Cámara  hubiera  votado  es- 
te artículo  dominada  {por  la  impresión  del  aja- 
monado discurso  que  acabamos  de  oir  al  señj>r 
Diputado  por  Castro.  El  argumento  capital  qie 
este  señor  ha  presentado  se  puede  traducir  ie 
esta  manera :  "el  chileno  es  de  un  carácter  eni- 
nentemente  apático,  es  excesivamente  poltrbí 
i  amigo  de  su  comodidad ;  luego  es  necesario  tal 
par,  obstruir  con  tiempo  el  línico  canal  po) 
donde  principia  a  desbordarse  su  actividad — ]í 
industria  mercantil — por  consiguiente  es  necf 
sario  aprobar  el  proyecto  en  discusión."  Tal  ^, 
señores,  lo  que  acabamos  de  oir :  no  creo  pren- 
so demorarme  a  refutar  este  error.  Si  para  s¿- 
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tener  el  proyecto  se  necesita  recurrir  a  tales 
argumentos,  no  perdamos  mas  tiempo,  deseché- 
moslo i  habremos  hecho  algo  de  bueno.  Permí- 
tame la  Cámara  todavia  una  palabra :  quiero 
decir  que  cuando  se  discurre  sobre  el  carácter 
nacional  no  es  posible  dejar  de  cometer  estos 
errores ;  el  carácter  de  Chile  es,  en  mi  concepto, 
como  en  el  de  cualquiera  que  se  fije  en  la  fisio- 
lojía  de  un  pueblo  nuevo,  lo  que  es  el  carácter 
de  un  nifio  de  cuatro  años :  lineamentos  vagos, 
rasgos  indefinidos,  que  en  ninguu  caso  pueden 
suministrarle  al  lejislador  luz  alguna  para  pro- 
ceder. Sirva  de  ejemplo  lo  que  se  acaba  de  de- 
cir sobre  que  nuestro  carácter  bondadoso  i  apa- 
cible hace  que  los  acreedores  se  retraigan  co- 
munmente de  perseguir  con  la  severidad  que 
debieran  a  los  deudores  fraudulentos :  jno  es 
verdad  que  todos  sentimos  que  esto  es  mui  fal- 
so? Esa  bondad  qua  se  nos  atribuye,  no  la  te- 
nehios :  los  acreedores  no  dejan  de  perseguir  a 
sus  deudores  por  jenerosidad.  Cuando  dejan  de 
perseguirlos  es  porque  no  está  en  sus  intereses  el 
hacerlo,  porque  no  quieren  incomodarse,  por- 
que uo  quieren  gravarse  con  gastos  superfinos, 
porque,  en  fin,  nada  sacarían  de  poner  en  los 
carros  al  que  no  puede  darles  dinero ;  esta  es 
le  verdad,  señores,  i  esto  es  egoísmo  i  no  bon- 
dad  
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^Tor  fíu,  86  ha  dicho  que  esta  lei  salvará  al 
comercio  de  la  concurrencia  de  hombres  sin 
responsabilidad  i  sin  honor ;  i  lo  cierto  es  que 
sucederá  al  contrario,  porque  el  hombre  honrado 
se  apartará  de  una  industria  cuyos  menores  aza- 
res van  a  poner  en  conflicto  su  crédito,  i  a  pro- 
ducir una  desgracia,  i  solo  sq  harán  comerciantes 
los  que  tengan  bastante  sangre  fria  para  airos- 
trar  esos  peligros,  i  aquellos  que  pueden  contar 
con  bastante  resolución  para  fijigarse  i  burlar  a 
sus  acreedores  en  el  momento  que  se  quiera  su- 
jetarlos a  esta  lei.  He  dicho." 


IV. 


DISCURSO 

pronanciado  en  la  sesión  de  la  Cámara  de  Dipatados  el  13  de  julio  de 
J84o  aobce  el  artículo  1.  ^  del  proyecto  de  leí  del  Ejecutivo  para  ol 
fomento  de  la  fundición  de  cobres  con  carbón  de  piedra  estranjero. 

"Artículo  1.**  No  se  pagará  derecho  alguno 
por  el  carbón  de  piedra  estranjero  que  se  im- 
portare por  cualquier  puerto  o  caleta  que  el 
Preádente  de  la  JlepiíbUca  tuviere  a  bien  habi- 
Utar  o  desigaar  para  la  importación  de  este  ar- 
tículo en  el  espacio  de  costa  comprendido  entre 
el  Desierto  de  Atacama  i  el  puerto  del  Papudo 
inclusive." — 

"No  pensaba  hablar  en  esta  sesión  sobre  este 
asunto,  pero  la  última  indicación  que  ha  hecho 
el  señor  Ministro  de  Hacienda  me  ha  movido  in- 
voluntariamente a  tomar  la  palabra,  porque  en 
verdad,  mi  opinión  no  estaba  tan  abiertamente 
opuesta  al  proyecto  del  Gobierno,  cuanto  a  la 
agresión  que  pretende  hacerle  la  Comisión :  es- 
tol seguro  de  que  a  medida  que  en  ella  se  afec- 
tan tan  de  cerca  los  intereses  de  la  riqueza  in- 
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dustríal,  hai  mucha  mas  razón  de  parte  de  la 
Cámara  i  de  parte  del  pueblo  para  rechazarla. 
En  una  cuestión  tal  como  la  que  se  trata  de 
dilucidar  ahora,  yo  creo  que  debemos  apartar- 
nos cuanto  sea  posible  de  las  teorías,  i  que  haga- 
mos una  discusión  matemática  i  rigorosamente 
exacta ;  por  consiguiente  debemos  basarla  sobre 
datos  positivos. 

"Desde  que  apareció  este  proyecto,  estoi  le- 
yendo sobre  esta  materia  todo  lo  que  se  ha  es- 
crito por  nuestros  periódicos ;  pero  no  encuentro 
entre  los  que  sostienen  la  opinión  del  proyecto 
otra  cosa  que  bellas  esperanzas  i  teorias  que  fee 
hermanan  mui  poco  con  las  circunstancias  pre- 
sentes del  pais ;  i  por  sabia  que  sea  la  Memoria 
del  ilustre  profesor  de  Coquimbo,  i  por  mui  ig- 
norante que  yo  sea  en  la  materia,  séame  permi- 
tido el  decirlo,  no  encuentro  en  ella  tampoco  mas 
que  cálculos  fundados  en  bases  falsas  o  conjetu- 
rales, i  también  teorías. 

"En  fin,  el  artículo  primero  está  destinado, 
según  se  dice,  a  fomentar  la  fundición  de  meta- 
les de  cobre  por  medio  del  carbón  de  piedra. 
Yo  tengo  dos  argumentos  que  hacer  contra  él : 
el  primero,  que  no  logra  su  objeto,  i  el  segundo 
que  si  llega  a  conseguirlo,  será  con  sacrificio  de 
los  intereses  mas  caros  de  la  industria  actual  de 
Chile.   Para  convencerme  de  lo  primero  he 
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recojido  muchos  datos  de  personas  que  están 
en  posesión  de  los  conocimientos  i  esperiencia 
necesaria  para  ilustrar.  El  fomento  que  se  quie- 
re dar  a  la  fundición  por  medio  del  carbón  de 
piedra  es  relativo  o  a  todas  las  minas  que  están 
en  actual  laboreo,  según  el  sentir  de  uno  de  los 
señores  que  ha  tomado  la  palabra,  o  solo  a  las 
que  están  situadas  mui  lejos  de  los  bosques,  i 
estas,  a  lo  que  me  parece,  son  a  las  que  se  refie- 
re el  mensaje  del  Gobierno,  Las  minas  que  es- 
tan  en  actual  trabajo,  i  los  injenios  que  funden 
metales  de  cobre  en  el  Norte  o  en  el  Sur,  creo 
que  en  ningún  caso,  a  lo  menos  ni  en  ocho  o  diez 
anos,  se  atreverán  a  sustituir  el  carbón  a  la  le- 
ña. El  injenio  que  gasta  mas  en  leña  paga  a 
veinte  reales  el  cajón,  pero  podemos  sentar  que 
el  precio  medio  en  las  provincias  del  No^rte  es 
el  de  dos  pesos.  Ahora  bien,  como  se  emplean 
seis  cajones  de  leña  en  beneficiar  un  cajón  de 
mineral  hasta  reducirlo  a  pasta,  tendremos  que 
para  estas  operaciones  se  invierten  12  pesos  en 
combustible.  Veamos  ahora  el  costo  de  la  fun- 
dición con  carbón :  según  la  opinión  común  que 
se  acaba  de  citar  en  la  sala,  no  se  puede  bene- 
ficiar tm  quintal  de  mineral  sino  con  dos  quin- 
tales de  carbón  de  piedra ;  entonces  tendremos 
que  para  fundir  un  cajón  de  mineral,  que  tiene 
64  quintales,  se  necesitan  128  quintales  de  car- 
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bon,  que  comprados  a  cuatro  reales  cada  uno, 
cuyo  precio  será  el  mas  bajo  a  que  se  puede  ob- 
tener, forma  la  cantidad  de  64  pesos,   la  cual 
puesta  al  lado  de  la  de  doce  pesos  que  cuesta  la 
leña,  arroja  un  mayor  gasto  de  52   pesos  en 
contra  del  que  funda  con  carbón.  Véase  pues, 
cuan  enorme  es  la  diferencia,  i  calcúlese  si  será 
racional  emplear  el  carbón  en  lugar  de  la  lena. 
Pero  se  me  dirá  que  mi  cálculo  es  demasiado  su- 
bido, i  por  tanto,  quiero  suponer  un  imposible, 
esto  es,  que  el  carbón  estranjero  se  venda  a  cin- 
co  pesos  i  medio  la  tonelada,  para  obtener  el 
quintal  a  dos  reales,  cosa  que  puede  suceder 
mui  bien  con  el  carbón  chileno  pero  nunca  con 
el  ingles.  Salen  entonces  los  128  quintales  de 
carbón  que  se  necesitan  para  fundir  un  cajón  de 
mineral  a  82  pesos,  i  siempre  habrá  una  diferen- 
<5ia  entre  este  costo  i  el  de  la  leña,  nada  menos 
que  de  veinte  pesos  en  contra  del  minero  que 
fundiese  con  carbón.  Ahora  bien,  pregunto  yo 
jlos  que  hoi  funden  sus  minerales  con  lena,  pre- 
ferirán algún  dia  el  carbón  de  piedra?  Creo 
que  nunca,  tanto  por  los  mayores  gastos,  cuanto 
porque  nadie  sabe  fundir  con  carbón  para  que 
pudiera  reemplazarse  el  carbón  a  la  leña.  Por  es- 
ta razón  creo  que  son  inútiles  todos  los  argu- 
mentos sobre  que  se  necesitan  800,000  tonela- 
das de  carbón  para  que  puedan  trabajar  todos 
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los  hornos  que  hai  en  el  norte.  Si  no  han  de 
trabajar  nunca,  ni  ahora  ni  dentro  de  veinte 
años,  ¿qué  se  aventaja  con  formar  cálculos  sobre 
hipótesis  imposibles,  sobre  supuestas  e  infunda- 
das esperanzas?  Si  fuese  posible  que  algún  dia 
se  emplease  el  carbón  en  lugar  de  la  lefia  para 
la  fundición,  en  hora  buena,  háganse  cálculos  de 
las  cantidades  de  aquel  combustible  que  deben 
necesitarse ;  pero  no  siendo  aquello  posible,  a 
lo  menos  en  muchos  anos,  no  sé  con  qué  funda- 
mento se  puede  apelar  a  esa  suposición  para  de- 
cir que  hai  necesidad  positiva  de  fomentar  i 
protejer  la  introducción  del  carbón  estranjero, 
en  razón  de  que  el  carbón  chileno  no  puede  sa- 
tisfacer a  la  demanda. 

"Vamos  al  segundo  punto.  Se  dice  que  se  ne- 
cesita protejer  la  importación  del  carbón  para 
fomentar  el  laboreo  de  ciertas  minas,  que  estan- 
do mui  lejos  de  los  bosques,  no  pueden  propOT- 
cionarse  lena  para  su  beneficio.  I  sin  embargo, 
hai  minero  que  me  ha  asegurado  que  a  los  due- 
ños de  tales  minerales,  les  convendría  mucho 
mas  fundir  con  leña  comprada  en  el  Sud  i  lle- 
vada por  mar  hasta  el  injenio,  que  no  con  car- 
bón estranjero,  que  no  puede  obtenerse  sino  a 
mucho  precio,  pero  no  quiero  avanzarme  tanto. 
Esas  minas  de  poca  lei,  como  dice  la  misma  Me- 
moria del  Señor  l)omeiko,  que  están  en  la  costa, 
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son  mui  pobres  i  se  necesitan  para  su  beneficio 
con  carbón  de  piedi'a  injentes  capitales,  i  a  mi  jui- 
cio, no  es  posible  que  nuestros  mineros,  por  mas 
ricos  que  sean,  quieran  arriesgar  en  una  espe- 
culación nueva  su  dinero  i  en  minerales  de  tan 
poca  lei,  habiendo  otros  superiores  que  trabajar. 
Injentes  capitales,  digo,  porque  aun  cuando  los 
ingleses  nos  dieran  a  dos  reales  el  quintal  de  car- 
bón, siempre  se  necesitarían  128  quintales,  que 
vendrían  a  hacer  32  pesos  para  fundir  im  cajón 
de  mineral  de  poca  lei.  No  hago  mas  que  indicar 
lijeramente  estos  argumentos,  porque  como  es 
prímera  discusión,  servirán  para  que  nos  vaya- 
mos haciendo  cargo  de  la  cuestión.  Digo,  pues, 
que  el  artículo  puesto  en  discusión  no  alcanzará 
nunca  el  objeto  que  se  propone,  ya  lo  he  de- 
mostrado. Pero  suponiendo  que  lo  alcanzara 
dentro  de  veinte  años,  por  ejemplo,  ¿no  es  ver- 
dad que  seria  con  perjuicio  notable  de  una  par- 
te de  nuestra  industria,  cual  es  la  del  carbón  de 
jHedra  que  se  esplota  en  el  Sud?  Pero  acabo  de 
oir  una  opinión  mui  peregrina :  ya  se  ve,  puede 
ser  que  me  parezca  peregrina  por  mi  falta  de 
conocimientos  en  la  materia.  Se  dice  que  el  me- 
jor modo  de  fomentar  la  industria  del  carbón 
en  Chile,  es  protejer  la  importación  del  carbón 
ingles,  libertándolo  de  derechos.  ¡Esta  manera 
de  discurrir,  señor,  me  admira.  Cuando  estamos 
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viendo  que  en  Inglaterra,  E9tado&*Unidos,  Fran- 
cia, i  en  todas  ha  grandes  naciones  del  mundo 
se  toman  las  mas  serias  providencias  para  que 
la  industria  estranjera  no  arruine  la  nacional; 
cuando  vemos  que  no  hai  pueblo  en  donde  no 
se  recargue  con  derecho  la  importación  de  tó* 
dos  los  artículos  estranjeros  que  pueden  produ^ 
cirse  en  el  propio  pais,  ¿es  posible  que  nosotros, 
una  nación  nueva,  no  nos  aprovechemos  de  la 
esperiencia  del  mundo,  i  pretendamos  hacer  en* 
sayos  en  sentido  contrario  de  lo  que  el  mundo 
entero  reconoce  como  iltil?  No  sé,  señor,  en  que, 
pueda  fundarse  esta  nueva  doctrina!  ¿En  los 
economistas  que  defienden  la  libertad  del  co- 
mercio? No  es  posible,  porque  nunca  estos  han 
comprendido  esa  libertad  de  modo  que  sea  ne- 
cesario sacrificarle  hasta  los  intereses  de  la  mis- 
ma industria.  Sostener  lo  contrario  seria  ab- 
surdo. 

"Pero  a(5abo  de  oir  decir  a  un  señor  Diputado 
que  dando  esta  protección  al  carbón  estranjero, 
se  despertará  la  envidia  de  los  especuladores 
chilenos,  i  se  les  forzará  por  este  estímulo  a  que 
lleven  también  su  carbón  al  mercado  que  ha  de 
formarse  en  el  Norte  de  la  República.  Me  abs" 
tendré  de  calificar  esta  nueva  manera  de  des- 
pertar envidias,  este  nuevo  modo  de  estimular 
la  industria ;  i  preguntaré  si  es  racional,  si  es 
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posible  siquiera  esperar  que  la  industria  chile- 
na en  la  esplotacion  del  carbón  de  piedra  lle- 
gue a  ser  capaz  de  ponerse  en  competencia  con 
la  misma  industria  inglesa  m  d^itro  de  cuatro 
siglos,  dispensándose  a  esta  igual  protección : 
creo  que  no  cabe  término  de  comparación  en- 
tre la  industria  inglesa  i  la  industria  chilena, 
es  pues  intttil  que  me  demore  en  hacer  un  pa- 
ralelo entre  ambas.  Pero  se  me  ocurre  hacer 
ahora  unia  pregunta :  supongamos  que  nuestras 
leyes,  con  el  objeto  de  favorecer  la  marina  mer- 
chante nacional,  dispusieran  que  todos  los  pro- 
ductos 'chUenos,  trigos,  corambres,  minerales, 
etc.,  no  pudieran  esportarse  sino  en  buques  chi- 
lenos, i  que  cuando  se  cargaran  en  buques  es- 
tranjeros  pagaran  un  veinte  por  ciento  de 
derechos :  supong£unos  también  que  a  alguno  se 
le  ocurriera  escribir  una  Memoria  probando  que 
era  necesario  permitir  sin  derechos  la  esporta^ 
don  de  los  productos  chilenos  en  buques  estran- 
jeros,  i  que  los  interesados  en  esta  reforma 
clamaran  por  la  abolición  del  impuesto :  pre- 
gunto ¿qué  medida  tomaria  la  lejislatura?  ¿Re- 
bajaria  o  quitaria  ese  impuesto  para  facilitar  la 
esportacion  de  los  frutos  en  buques  estranjeros? 
Creo  que  no,  porque  esto  seria  dar  un  golpe  de 
muerte  a  la  marina  nacional.  Creo  mas,  que  esta 
medida  no  podria  justificarse  con  motivo  plau- 
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¿ble  ningaao.  Guando  ocurre  en  un  pais  una 
lucha  s^nejante  entre  los  intereses  industñaléB, 
nunca  será  prudente  aniquilar  una  industria 
por  darle  a  otra  la  tida,  nunca  será  justo  aten- 
der a  los  intereses  del  momento  presente,  con- 
trariando i  aun  {miquilando  los  intereses  futuros. 
En  el  caso  propuesto,  si  la  marina  nacional 
no  era  suficiente  para  la  esportacion  de  todos 
los  frutos,  debería  protejérsele  antes  de  matar- 
la;  solo  asipodriaesperarse  tener  algún  diamia 
marina  briUante  que  satisfaciera  todas  nuestras 
necesidades. 

%l  por  qué  no  aplicar  este  argumento  a  la 
industria  del  carbón  da  piedra  en  Chile?  Esta 
industria  existe,  las  minas  de  carbón  son  tan 
abundantes  que  en  ellas  está  vinculada  la  prin- 
cipal riqueza  de  la  República,  ¿en  qué  podemos 
fundamos  para  atacar  en  su  nacimiento  esta 
industria,  para  privamos  desde  ahora  de  este 
elemento  de  riqueza,  tan  solo  con  el  objeto  de 
protejer  la  fundición  de  los  minerales  de  cobre? 
Ya  he  dicho  que  esta  protección  es  ilusoria, 
que  no  se  conseguirá  jamas  lo  que  se  pretende, 
i  que  lo  único  que  se  puede  alcanxar  aproban- 
do el  artículo  que  discutimos,  será  dar  a  los  in- 
glese^ las  facilidades  que  necesitan  para  hacer 
en  estas  costas  grandes  depósitos  de  carbón  con 
el  fin  de  surtir  la  navegación  del  Pacifico,  i  pro- 
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veer  los  mercados  de  toda  la  América,  del  Asía 
i  de  la  Australia.  En  tal  caso  ellos  solos  se- 
rian en  esta  parte  del  mundo  los  dueños  de  este 
precioso  artículo,  i  la  industria  del  carbón  de 
piedra  en  Chile  no  podria  jamas  competir  con 
la  inglesa,  i  se  arruinaria. 

"Contiiiao  señores :  ¿a  qué  tomar  estos  prer 
testos?  gCon  qué  objeto  se  recurre  a  manifestar 
deseos  de  fomentar  la  fundición  de  los  cobres 
del  Norte,  cuando  en  realidad  este  proyecto  no 
tiene  otro  objeto  que  establecer  una  guerra  a 
muerte  entre  un  interés  vital,  entre  un  grande 
interés  para  nosotros  i  un  interés  estranjero? 
¿Por  qué  se  proteje  una  industria  que  todavia 
no  existe,  cual  es  la  de  fundir  cobres  con  car- 
bón, a  costa  de  otra  industria  positiva,  qué  pro- 
mete grandes  bienes  al  pais ;  es  decir,  a  costa 
de  la  esplotacion  de  nuestras  minas  de  carbón? 
¿Por  que  las  minas  de  este  combustible  no  son 
ahora  mas  de  tres  en  actual  trabajo  i  por  que 
no  producen  mas  de  15,000  toneladas,  se  las 
quiere  arruinar  completamente  protejiendo  la 
importación  estranjera  de  este  mismo  artículo? 
¿I  con  qué  objeto?  Con  eMe  hacer  que  otra  in- 
dustria tome  un  jiro  que  jamas  podrá  serle  ven- 
tajoso.  Yo  creo,  señor,  que  en  ningún  pueblo 
culto  se  atreverá  nadie  a  proponer  semejante 
cosa ;  creo  que  ningún  economista  se  atrevería 
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a.  sostener  semejante  proyecto.  Esto  no  es  ofen- 
der las  intenciones  del  Gobierno  qne  ha  pre- 
sentado el  proyecto :  estas  intenciones  pueden 
ser  mai  justas  i  mui  sanas,  pero  no  son  confor- 
mes al  interés  nacional  Dar  aprobación  a  este 
proyecto,  equivaldría  a  decir :  tenemos  fábricas 
de  paños,  pero  de  paños  feos  i  burdos ;  para  sa- 
tisfacer el  deseo  de  los  que  quieren  vestirse 
mejor,  rebajemos  el  derecho  de  los  paños  es- 
tranjeros,  i  matemos  nuestras  fábricas,  aunque 
dentro  de  poco  tiempo  pudieran  producir  me- 
jores paños. 

"En  fin,  señor,  el  señor  Ministro  de  Hacienda 
acaba  de  decir  que  cómo  es  que  no  se  ha  fun- 
dido todavia  con  el  carbón  de  nuestras  minas, 
si  es  que  este  sirve  para  tal  objeto?  Las  razones 
de  este  hecho  son :  priinera  porque  no  hai  cos- 
tumbre de  hacerlo,  segunda  porque  no  se  sabe 
todavia  fundir  con  carbón  ni  se  tienen  hornos  a 
propósito,  i  tercera  porque  no  hai  todavia  ca- 
pitales suficientes  para  trabajar  esas  minas  de 
poca  lei  que  hai  en  la  costa,  las  cuales  son  las 
únicas  que  podrian  beneficiarse  con  carbón.  Ha 
dicho  también  que  es  preciso  que  propendamos 
a  que  se  sustituya  el  carbón  a  la  leña  en  la  fun- 
dición de  cobre,  para  que  conservándose  los 
bosques  en  el  Norte,  se  mejore  su  temperamen- 
to, se  mantengan  sus  rios  i  arroyos,  i  se  mejore 
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su  agricnltura.  Pero  para  mí  nunca  dejai'á  de 
ser  esta  una  esperanza  quimérica,  porque  no 
puedo  creer  que  haya  influido  en  el  tempera- 
mento de  las  provincias  del  Norte,  en  sus  rios 
i  en  su  agricultura  el  uso  que  los  mineros  han 
hecho  de  las  chamisas  de  los  cerros,  del  quisco 
i  de  otros  matorrales  pequeños,  que  son  los  qué 
usan  en  la  fundición.  Yo  he  estudiado  la  jeo- 
grafía  de  mi  pais,  i  jamas  ni  he  oido  decir  que 
en  otros  anos  haya  habido  en  el  Norte  mas 
abundancia  de  lluvias,  ni  que  sus  rios  hayan  si- 
do mas  caudalosos  en  otra  época,  ni  que  sus 
campos  hayan  sido  mas  fértiles  que  ahora :  su 
atmosfera  ha  sido  siempre  la  misma,  su  suelo 
siempre  estéril.  Las  provincias  del  Norte  nunca 
llegarán  a  ser  mas  agricultoras  que  ahora,  si  nos 
hemos  de  confiar  solo  en  sus  ventajas  naturales. 
¡Cuántos  siglos  seria  preciso  que  pasaran  para 
que  por  medio  de  la  fundición  del  cobre  con  car- 
bón se  robustecieran  tanto  los  bosques  en  el 
Norte,  queUegáran  a  variar  completamente  la 
naturaleza  de  este  pais! 

^  «Los  artículos  propuestos  por  el  sefior  Cifuen^ 
tes  no  me  parecen  tampoco  mui  oportunos.  Asi 
pues,  8i  el  Gobierno  qmere  fomentar  la  fondi- 
cion  de  cobres  por  medio  del  carbón,  establéz- 
case que  pueda  importarse  este  combustible  por 
cualquier  puerto  de  la  República,  o  libértese 
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de  derechos  la  esportacion  del  cobre  fundido 
con  él.  ¿Qué  mas  protección?  Con  lo  primero  se 
evitarian  los  males  que  se  dicen  resultar  de  la 
carga  i  descarga  que  se  necesita  hacer  del  car- 
bón a  consecuencia  de  poderse  importar  solo 
por  los  puertos  mayores ;  i  con  lo  segundo  se 
daria  la  verdadera  protección  que  se  pretende 
dar  a  la  industria  minera  del  Norte,  con  el  o\y 
jeto  de  hacerla  tomar  otro  rumbo.  Otra  vez  di- 
lucidaré estas  ideas.  He  dicho.'' 


V. 


DISCURSO 

pronunciado  en  la  sesión  del  8  de  junio  de  1849  en  la  Cámara  de  Diputa- 
dos sobre  un  caso  de  ciudadanía  natural  adquirida  por  nadmiento  en 
pais  estranjero. 

Los  poderes  del  Diputado  por  la  Laja  fueron 
objetados  en  esta  sesión  porque  no  se  le  consi- 
deraba ciudadano  chileno,  en  razón  de  haber 
nacido  en  Inglaterra.— 

"Como  el  señor  Diputado  por  la  Laja  está 
imposibilitado  para  asistir  a  la  discusión  de  las 
objeciones  que  se  han  hecho  a  sus  poderes,  yo 
como  su  amigo  i  mui  especialmente  como 'ami- 
go de  su  respetable  padre,  he  querido  preparar- 
me dirijiendo  a  este  señor  algunas  preguntas 
sobre  ciertos  hechos,  cuyo  esclarecimiento  debe 
servirme  para  hacer  la  defensa  de  la  validez  de 
la  elección.  Como  considero  que  el  señor  don 
Andrés  Bello,  es  una  persona  respetable,  i  no 
debe  suponerse  que  mienta  al  testimoniar  estos 
hechos,  por  mas  interesado  qué  estuviera  en  la 
cuestión,  presento  la  carta  en  que  ha  tenido  la 
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bondad  de  responder  a  mis  preguntas,  i  pido  al 
honorable  presidente  se  sirva  hacerla  leer,  (Se 
leyó.) 

"Continúo  con  la  palabra,  (rwmores^  toses  efi 
la  ha/rra^  dispoTierh  al  Presidefute  a  recla/ma/r  el 
^den^  No  importa,  señor,  que  continúen ;  ten- 
go bastante  voz  para  hacerme  oir.  Decia,  pues, 
que  de  la  carta  aparece  que  don  Juan  Bello  ha 
nacido  mientras  su  padre  desempeñaba  la  se- 
cretaría de  la  Legación  Chilena  cerca  del  gabi- 
nete de  Londres.  Tal  vez  se  pretenda  poner  en 
duda  la  legalidad  del  título  de  secretario  del 
señor  don  Andrés,  so  pretesto  de  que  no  fué  es- 
pedido por  nuestro  gobierno ;  pero  habiéndolo 
mdo  por  el  Ministro  diplomático  de  Chile,  es 
de  creer  que  tenia  la  atribución  suficiente  para 
hacerlo.  Mas  sea  de  esto  lo  que  fuere,  el  hecho 
es  que  don  Andrés  era  empleado  en  la  secreta- 
ría de  la  Legación  Chilena :  este  hecho  no  pue- 
de desconocerse,  es  notorio,  i  a  mas  está  corro- 
borado por  el  dicho  respetable  del  señor  don 
Andrés. 

'•Estoi  persuadido  de  que  el  honorable  Dipu- 
tado por  Freirina  no  me  negará  que  todos  los 
empleados  de  una  legación  gozan  las  inmunida- 
des diplomáticas  que  por  derecho  se  otorgan  a 
los  Ministros,  a  su  comitiva  i  aun  a  los  sirvien- 
tes. Tan  cierto  es  esto'  que  aun  cuando  los  sir- 
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vientes  sean  naturales  del  pais  en  donde  el  mi- 
nistro reside,  no  se  puede  siquiera  enjuiciarlos 
por  sus  crímenes,  a  menos  que  el  ájente  diplo- 
mático no  dé  para  ello  su  previa  autorización. 
¡Cuánto  mayor  motivo  no  habrá  para  respetar 
aquellas  inmunidades  si  los  empleados  de  la  le- 
gación son  estranjeros  del  pais  de  su  residen- 
cia! 

"Pues  bien,  una  de  esas  inmunidades,  i  tal  vez 
la  mas  importante,  es  la  de  eztraterritoñaUdad. 
£k  un  principio  del  derecho  internacional  con- 
suetudinario el  que  considera  a  los  ministros  di- 
plomáticos como  si  no  residieran  en  el  pais 
donde  realmente  residen,  i  sí,  como  residentes 
en  el  suyo  propio.  Esto  no  puede  ponerse  en  du- 
da. Por  el  privilejio  de  extraterritorialidad,  el 
ministro  francés  en  Chile,  por  ejemplo,  se  su- 
pone residente,  no  aquí,  sino  en  la  Francia  mis- 
ma :  su  casa  es  territorio  francés.  Asi  la  Lega- 
ción Chilena  en  Inglat-erra  gozaba  de  la  misma 
inmunidad.  El  señor  don  Andrés  Bello,  como 
empleado  en  la  Legación  gozaba,  pues,  con  ple- 
no derecho  la  misma  inmunidad,  según  él  mismo 
lo  asegura.  Su  hijo  don  Juan  nació  cuando  el  pa- 
dre estaba  en  posesión  de  este  goce,  que  nadie 
podia  destruir ;  luego  don  Juan  ha  nacido  bajo  el 
pabellón  chileno,  luego  es  tan  natural  como  el 
mismo  honorable  Diputado  por  Freirina,  que 
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pretende  dispntai'le  esta  calidad.  Ambos  pueden 
optar  a  la  Presidencia  de  la  República,  i  si  les 
toca  en  suerte  alcanzarla,  ambos  pueden  des- 
empeñarla con  igual  titulo  de  ciudadanía,  por- 
que ambos  son  chilenos. 

"Nuestra  carta  constitucional  ha  reconocido 
los  títulos  de  ciudadanía  que  reconocen  las  leyes 
de  todo  el  mundo  culto,  a  saber,  el  nacimiento, 
la  estraccion,  el  domicilio  i  el  privilejio ;  i  al  es- 
tablecerlo así  no  ha  destruido  absolutamente  la 
doctrina  que  acabo  de  esponer  sobre  las  inmu- 
nidades diplomáticas.  Según  sus  prescripciones, 
e&  chileno  de  nacimiento  el  que  nace  en  nuestro 
suelo,  tanto  como  el  que  nace  bajo  nuestro  pa- 
bellón en  tierra  estra&a,  en  todos  los  casos  en 
que  ese  pabellón  es  signo  de  la  extraterritoria- 
lidad. Pero  dado  caéo  que  esto  fuese  falso,  i  su- 
poniendo que  se  dude  de  la  ciudadanía  natural 
de  don  Juan  Bello,  sostengo  que  también  la 
tiene  legal,  porque  su  padre  la  obtuvo  compe- 
tentemente. Este  señor  dice  que  no  recuerda  si 
se  le  ha  espedido  carta  de  ciudadanía,  pero  que 
si  tiene  mui  presente  que  por  un  acuerdo  del 
Cuerpo  Lejislativo  se  le  hizo  ciudadano  chileno, 
aunque  él  creia  no  tener  necesidad  de  habili- 
tarse de  este  documento  piswa  considerarse  como 
tal.  Esto  lo  dice  sin  duda  porque  sirvió  a  la  na- 
ción chilena  mas  del  tiempo  que  se  señalaba 
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líomo  saficiente  para  qae  un  estranjero  se  hicie- 
ra ciudadano  por  la  Constitución  de  23,  que  en- 
tonces rejia.  Con  todo,  lo  cierto  es  que  hai  un 
acuerdo  del  Cuerpo  Lejislativo  del  año  33  o  del 
34  que  concede  a  don  Andrés  el  privilejio  de  la 
ciudadanía,  i  en  virtud  de  ella  ha  sido  Senador 
desde  el  año  36.  El  mismo  señor  afirma  que  en 
esa  época  su  hijo  don  Juan  i  su  hijo  don  Carlos 
Bello  eran  menores  de  edad,  i  como  el  hijo  me- 
nor sigue  la  condición  del  padre  en  cuanto  a  la 
ciudadanía  del  derecho  de  j  entes,  es  claro  que 
don  Juan  i  don  Carlos  son  ciudadanos  legales 
por  la  trasmisión  de  los  derechos  de  su  padre. 
Creo  incuestionable  esté  punto  de  derecho,  no 
solamente  porque  Ibs  leyes  i  la  práctica  de  la  In- 
glaterra, de  la  Francia,  de  los  Estados-Unidos  i 
de  todo  el  mundo  culto,  én  fin,  autorizan  esta 
trasmisión  de  derechos,  sino  también  porque  la 
lei  7,  tít.  14,  libro  1.**  de  la  Nov.  Rec.  la  sanciona 
i  reconoce.  ¡Del  tít.  14,  digo,  señor,  en  que  se 
halla  palpitante  ese  espíritu  bárbaro  con  que  la 
España  rechazaba  a  los  estranjéros  de  su  comu- 
nidad, negándoles  aun  los  derechos  que  en  to- 
das partes  se  reputan  como  sagrados  e  inviola- 
bles! ¿Las  leyes  de  la  República  pretenderán  ser 
mas  bárbaras  en  esto  que  las  antiguas  espa- 
ñolas? 

"Por  otra  parte,  si  se  concedió  al  padre  el  tí- 
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tulo  de  ciudadano  chileno,  es  preciso  que  se  Iq 
haya  concedido  en,  toda  su  integridad,  porque 
de  otro  modo  seria  concedérselo  con  limitacio- 
nes, con  escepciones  que  la  lei  no  reconoce.  Es- 
te segundo  estremo  es  inadmisible,  luego  al 
hacer  ciudadano  chileno  a  don  Andrés  Bello, 
se  le  ha  hecho  en  toda  su  plenitud,  en  toda  su 
integridad,  i  no  puede  dudarse  que  una  pai'te 
de  esta  integridad  es  el  derecho  de  trasmitir  a 
sus  hijos  menores  la  calidad  de  ciudadano  que 
él  recibe.  Con  qué  fin  podría  entonces  exijirse 
a  don  Juan  i  a  don  Carlos  Bello  que  estuviesen 
en  posesión  de  su  carta  de  ciudadanía  seis  anos 
antes  de  ser  elejidos  cuando  hace  tanto  tiempo 
que  son  ciudadanos  de  hecho  i  de  derecho? 
¿Cómo  no  se  exijió  otro  tanto  al  señor  don  An- 
drés cuando  fiíé  electo  Senador  en  836?  Enton- 
ces la  Constitución  tenia  solo  tres  añds  de  exis- 
tencia, estaba  fresca,  sus  autores  i  sostenedores 
se  empeñaban  naturalmente  en  hacerla  respetai*. 
¿Porqué  no  se  levantó  entonces  contra  la  elección 
de  don  Andrés  -una  objeción  como  la  que  hoi 
se  hace?  Porque  todos  estaban  convencidos  de 
que  él  era  ciudadano  de  hecho  desde  muchos 
años  antes,  ni  mas  ni  menos  que  ahora  lo  son 
sus  hijos  por  el  ministerio  de  la  lei,  sin  tener 
necesidad  de  apelar  a  las  fórmulas  comunes. 
"Que  la  naturalización  del  padre  opera  la 
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del  hijo  menor,  creo  que  es  una  verdad  que  no 
puede  ponerse  en  duda. 

"Si  se  tratara,  señor,  de  la  elección  de  un  Di- 
putado conocida  i  notoriamente  estranjero,  po- 
dría tolerarse  que  se  invocara  en  su  contra  esa 
determinación  cuasi  bárbara  que  nuestra  Cons- 
titución contiene  contra  los  estranjeros,  Pero 
que  se  venga  a  invocar  ese  principio  cuando  se 
trata  de  la  elección  de  un  ciudadano,  a  quien  se 
quiere  rechazar  solo  porque  tiene  visos  de  es- 
tranjero, me  parece  mui  estraño,  i  creo  que  la 
Cámara  no  debe  demorarse  en  este  asunto  sino 
tratarlo  i  concluirlo  en  una  sola  discusión.  La  Cá- 
mara de  49  que  ha  sido  saludada  como  com- 
puesta de  nna  buena  porción  de  los  hombres 
ilustrados  del  pais,  no  debe  prestar  oidos  al  es- 
píritu estrecho  i  mezquino  de  localidad  que  re- 
chaza a  los  estranjeros  de  la  comunidad  social, 
sino  que  debe  atender  al  espíritu  de  la  civilizar ' 
cion  moderna,  que  tiende  a  allanar  esa  línea  de 
separación  que  el  barbarismo  de  los  siglos  pasa- 
dos habia  levantado  entre  naturales  i  estranje- 
ros. La  cuestión  es  demasiado  mezquina :  pido, 
pues,  que  la  Cámara,  con  una  sola  discusión,  pro^ 
ceda  a  aprobar  las  elecciones  del  Diputado  de 
la  Laja  i  del  suplente  de  la  Serena.  He  dicho." 


VI 


DISCURSO 

la  Ifi  d«  imprenta  de  1846,  en  la  8eei<m  de  la  Gáoiara  de  Diputa** 
dos  de  16  de  junio  de  1849. 

Este  discurso  se  pronunció  con  motivo  de  ha* 
ber  sido  atacada  la  intención  que  tuvo  el  autor 
al  presentar  su  proyecto  de  derogación  de  la 
lei  de  imprenta,  para  que,  entre  tanto  se  refor* 
maba^  fuese  reemplazada  por  las  de  1 1  de  diciem' 
bre  de  1838  i  de  27  de  setiembre  de  1880.— 

"Cuando  habló  mi  honorable  amigo  el  señor 
ÜíGnistro  de  Justicia,  confieso  que  aplaudí  la 
buena  disposición  en  que  se  encontraba  el  Go- 
bierno para  admitir  una  reforma  de  la  ax^tual 
lei  de  imprenta.  Habría  yo  querido  tomar  la 
palabra  solo  para  tributar  este  aplauso ;  pero 
cuando  dijo  el  honorable  Ministro  de  Justicia^ 
que  para  el  Gobierno  era  indiferente  el  voto 
que  la  Cámara  diera  sobre  nd  actual  modon, 
me  dispuse  a  hacerle  una  lijera  indicación:  tal  es 
la  de  que,  cualquiera  que  sea  la  disposición  del 
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Gobierno,  podrá  haber  tales  obstáculos  en  los 
procedimientos  de  la  Cámara  que  no  se  logre  en 
esta  lejislatura  la  reforma  que  deseo ;  reforma 
vasta  i  concienzuda.  Bien  podria  el  Gobierno 
convocar  a  sesiones  estraordinarias  las  Cámaras, 
para  dar  tiempo  a  que  se  sancionase  una  refor- 
ma, ¿pero  quién  me  asegura  que  en  ese  tiempo 
no  ocurran  circunstancias  que  imposibiliten  la 
realización  de  este  pensamiento?  Independiente- 
mente de  estas  circunstancias,  ¿quién  puede  ase- 
guramos que  mañana  mismo  no  ocurra  un  he- 
cho nuevo  que  nos  obligue  a  dar  de  manp  a 
esta  reforma? 

"Reconozco  que  es  mui  laudable  la  disposi- 
ción del  Gobierno,  i  reconozco  que  es  mui  plau- 
sible la  opinión  emitida  por  el  digno  órgano  de 
su  Ministro;  pero  no  puedo  convenir  en  que  se 
deseche  mi  moción,  tan  solo  porque  se  tiene 
buenánimo  para  entrar  a  discutir  la  reforma.  Mi 
moción  necesita  una  aprobación  urjente,  porque 
no  solo  hai  en  ella  una  cuestión  de  tiempo,  sino 
un  pensamiento  mui  noble,  una  cuestión  de  justi- 
cia, que  no  puede  diferirse.  Nada  debia  haber 
dicho  yo  sobre  el  particular,  nada  sobre  esta 
cuestión  de  justicia ;  no  debia  haber  emitido  los 
principios  que  procuro  salvar,  pidiendo  la  revo-  , 
cacion  de  la  actual  lei  de  imprenta ,  porque 
creo  que  la  Cámara  me  comprende ;  pero  cuan- 
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do  se  me  acusa  hoi  por  un  diario  i  por  un  Di- 
putado, de  quien  no  debia  esperarlo,  que  soi 
hombre  de  partido,  movido  de  pasiones  i  no  de 
principios,  creo  que  me  encuentro  en  el  paso  de 
rehabilitar  mi  opinión  ante  la  Cámara.  ¿Por  qué 
no  me  ha  de  ser  permitido  protestar  que  no  he 
tenido  pi-esente  ningún  hombre,  ningún  partido 
ninguna  circunstancia  innoble  cuando  he  pre- 
sentado este  proyecto?  ¿por  qué  no  se  me  ha  de 
conceder  siquiera  que  he  sido  guiado  por  una 
buena  intención?  ¿Quién  tiene  el  derecho  de 
atribuir  a  malos  motivos  un  acto  ajeno,  cuando 
para  eUo  no  se  presenta  siquiera  una  aparien- 
cia plausible? 

"No  quiei^o  fijarme  en  los  hechos  históricos 
que  dieron  oríjen  al  proyecto  que  faé  lei  en  846 ; 
no  quiero  fijarme  en  los  antecedentes  graves 
que  pudieron  ocasionarlo ;  quiero  fijarme  solo 
en  la  lei  misma.  Invoco  la  conciencia  de  los  se- 
ñores Diputados ;  pongan  la  mano  en  su  cora- 
zón i  vean  si  son  invectivas  las  palabras  que  se 
hallan  escritas  en  mi  proyecto,  si  yo  tengo  la 
intención  de  zaherir,  porque  llamo  las  cosas  por 
su  nombre!  Justamente  por  donde  menos  pen- 
saba yo,  ha  sido  atacado  mi  proyecto,  porque  a 
la  verdad  es  lo  menos  que  puede  imputársele. 
Pero  se  consideran  de  tal  manera  las  cosas,  se 
esplican  por  tales  circunstancias,  que  ya  es  pre- 
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ciso  resignarse  a  todo.  Cuando  mañana  presente 
yo  la  reforma  de  la  lei  de  elecciones,  ¿qué  se  me 
dirá  cuando  diga  que  esa  lei  es  defectuosa,  que 
ha  mantenido  en  un  estado  irregular  al  pais. 
Guando  diga  que  por  esa  lei  no  se  han  hecho 
nunca  buenas  elecciones,  ¿qué  se  me  dirá,  repi- 
to? ¿qué  zahiero  al  autor  de  ella?  ni  lo  conozco! 
I  cuando  mas  tarde  proponga  la  derogación  de 
las  leyes  de  Indias,  de  ese  código  monstruoso, 
que  se  mantiene  en  pié,  formando  una  mancha 
inmunda  en  nuestro  sistema  constitucional,  ¿tam- 
bién se  me  podrá  decir  que  zahiero  a  las  ánimas 
de  los  reyes  católicos  que  lo  establecieron?  No, 
señores,  nada  de  hombres  aquí:  yo  dirijo  mis 
ataques  a  un  sistema  falso,  a  los  errores  que 
mas  deshonran  i  que  pervierten  nuestra  forma 
de  gobierno ;  represento  principios  i  no  un  par- 
tido, quiero  principios  i  no  triunfos  efímeros; 
ideas  i  no  el  vilipendio  de  nadie! 

"Veamos  esa  lei  de  imprenta :  cómo  se  clasi- 
fican  en  ella  los  hechos  que  erije  en  delitos?  Pue- 
de encontrarse  una  clasificación  mas  caprichosa, 
mas  ilójica,  mas  arbitraria?  Hai  una  disposición 
que  pone  en  un  naismo  paralelo,  en  un  mismo 
orden  la  provocación  a  la  rebelión  o  sedición 
con  los  ataques  a  las  leyes,  de  suerte  que  el  que 
yo  hago  ahora  a  la  de  imprenta  es  una  provo- 
cación a  la  sedición.  Coloca  también  alK  el  ata- 
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que  contra  las  autoridades,  la  pravocacion  al 
trastorno  del  orden  establecido ;  de  manera  que 
estos  hechos  tan  diversos,  de  tan  distinta  natu- 
raleza, procedentes  de  tan  distintas  causas,  es- 
tán colocados  en  una  misma  linea,  castigados 
con  una  misma  pena.  En  otro  artículo,  tenemos 
que  se  consideran  en  un  mismo  paralelo  los  ul» 
trajes  a  la  relijion,  el  acto  de  ridiculizarla  i  los 
ataques  al  dogma.  ¿A  quién  se  le  puede  ocurrir 
que  es  lo  mismo  atacar  el  dogma  que  ridiculi- 
zarlo? I  sin  embargo  estos  hechos  tan  diversos 
son  una  misma  cosa  para  la  lei  i  están  casti- 
gados con  una  misma  pena! 

"¿I  qué  diremos  de  otro  articulo  que  erije  en 
delito  la  provocación  al  odio  entre  las  diversas 
clases  del  Estado?  Confieso  que  cuando  leí  esto 
por  primera  vez  no  hallé  cómo  esplicármelo. 
¡Clases  del  Estado!  ¿Qué  ha  querido  decir  con 
esto  la  lei?  Nuestra  Constitución  no  las  reconoce, 
dice  que  en  Chile  todos  somob  iguales,  que  no 
hai  clase  privilejiada!  ¡Pero  qué  habia  de  ser,  si 
el  articulo  estaba  copiado  sin  discernimiento  de 
una  lei  francesa!  Allá  donde  habia  una  aristo- 
cracia,  pudo  mui  bien  la  lei  hablar  de  clases ; 
pero  aquí,  en  una  democracia,  que  todos  debe- 
mos propender  a  realizar,  la  lei  no  debe  cometer 
tal  aberración. 

"¿Acaso  se  propuso  la  lei  señalar  con  el  nom* 
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bre  de  clases  al  clero,  a  la  milicia,  al  foro,  al  co- 
mercio? Esas  no  son  clases  del  Estado,  sino  di- 
versas esferas  de  actividad  social  que  la  lei  no 
debe  separar  jamas,  i  entre  las  cuales  no  debe 
establecer  diferencias  ni  clasificaciones.  Debe 
tratar  de  darles  unidad,  de  facilitarles  las  con- 
diciones de  su  progreso,  i  no  suponer  posibles 
los  odios  entre  ellas.  Si  hai  oposición  en  sus  inte- 
reses, la  diferencia  no  está  en  las  clases,  que  no 
existen,  sino  entre  intereres  rivales,  que,  a  pe- 
sar de  su  rivalidad,  no  pueden  tenerse  odio. 

"¿Cómo  podremos,  pues  llamar  una  disposi- 
ción semejante? 

"La  lei,  por  otra  parte,  confunde  la  injuria  i 
la  calumnia  groseramente,  i  olvida  la  diferen- 
cia que  entre  ambas  existe  escrita  desde  el  tiem- 
po de  las  leyes  de  partidas ;  la  diferencia  que 
existe  en  la  realidad,  en  el  hecho. 

"Una  clasificación  así,  tan  caprichosa,  tan  il6- 
jica;  ¿cómo  podria  llamarse,  sino  absurda?  Si 
hai  otro  epíteto  mas  suave,  invéntese,  que  yo  no 
lo  conozco. 

"Pasemos  ahora  a  las  penas.  ¿En  dónde  se  han 
visto  penas  mas  Draconianas,  mas  excesivas,  mas 
desproporcionadas?  ¿No  tenemos  allí  las  penas 
de  seis  anos  de  presidio,  destierro  o  prisión,  to- 
do lo  cual  es  para  la  lei  una  misma  cosa,  i  todas 
ellas  conjuntamente  con  gruesas  multas  pecu- 


—  121  — 

niarias?  Pero  tal  vez,  esto  aunque  no  es  escusa- 
ble,  podría  dejarse  aun  lado,  con  solo  decir  que 
las  penas  son  excesivas ;  pero  si  ademas  esas  pe- 
nas son  arbitrarias,  lalei  no  puede  dejar  de  cali- 
ficarse como  despótica.  No  trato  de  ofender.  ¡Por 
Dios,  señores,  léase  esa  lei  i  se  verá  que  no  eica- 
jero!  O  yo  me  equivoco  o  es  cierto  cuanto  digo. 
¿A  quién  dá  la  lei  el  derecho  de  fijar  i  de  apli- 
car las  penas?  al  juez :  ella  establece  un  míni- 
mun  i  un  máximun,  dejando  entrambos  una 
vasta  escala,  que  recorre  la  voluntad  del  juez  a 
su  arbitrío,  sin  regla  ni  freno. 

"La  lei  penal,  que  debe  proceder  impasible 
i  sabia  en  los  juzgamientos,  desaparece,  queda 
anulada :  en  su  lugar  impera  como  absoluta  la 
voluntad  del  juez,  la  voluntad  apasionada  de  un 
hombre,  que  puede  tener  interés  en  el  éxito  de 
un  juicio,  que  casi  siempre  contiene  una  cues- 
tión de  partido.  ¿Cómo  puede  llamarse  una  lei 
semejante?  ¡Invéntese  el  nombre  que  se  quiera, 
que  nunca,  jamas,  dejará  de  ser  despótica  la  lei 
que  entroniza  la  arbitrariedad  judicial!  No  pa- 
rece sino  que  el  lejislador  hubiese  dicho  al  ma- 
jistrado :  "Yo  estoi  cansado,  no  puedo  trabajar ; 
la  clasificación  que  yo  he  hecho  de  los  abusos 
de  la  imprenta  es  caprichosa,  ilójica,  absurda, 
irregular ;  las  penas  que  he  señalado  son  excesi- 
vas, bárbaras :  haced  vos  lo  que  podáis,  lo  que 
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quierais  para  correjir  estas  imperfecciones;  fijad 
las  penas  a  vuestro  arbitrio." 

"Con  este  sistema  desaparece  también  el  ju- 
rado que  la  Constitución  ha  querido,  porque  no 
es  el  hecho  que  él  califica  el  que  ya  a  hacer 
penado,  sino  el  hecho  que  el  juez  se  forja.  Este 
funcionario  ve  de  otro  modo  i  para  aplicar  su 
arbitrio  no  hace  caso  del  Kecho  que  el  juri  de^ 
terminó,  sino  del  hecho  que  él  cree  ver  atenién- 
dose a  las  circunstancias  atenuantes  o  agravan- 
tes que  toma  en  cuenta  para  castigar.  ¿Es  esta 
una  inconstitucionalidad  o  no  lo  es?  Pero  quiero 
suponer  que  el  juez  sea  im  ánjel,  porque  aunen 
tal  caso  no  puede  salir  de  este  dilema :  o  apli- 
ca su  poder  discrecionalmente  o  se  traza  una 
línea  fija  de  la  cual  no  se  aparta  nunca :  en  el 
primer  caso,  ya  no  hai  lei,  no  hai  derecho,  te- 
nemos en  su  lugar  la  incertidumbre  de  la  pena, 
i  quién  no  sabe  que  la  consecuencia  inmediata 
de  la  incertidumbre  es  la  propagación  del  deli- 
to? jQuién  no  se  alienta  a  cometer  el  hecho  que 
se  juzga  como  delito?  ¿Quién  no  se  alienta  con 
la  esperanza  de  obtener  un  favor,  cuando  la  lei 
la  impone  un  hombre? 

"Si  toca  el  segundo  estremo,  es  d^ecir,  si  sigue 
siempre  una  rutina,  la  lei  es  despreciada  porque 
el  juez  no  ha  querido  aceptar  la  arbitrariedad 
que  le  concedió.  ¡I  qué  de  prácticas,  qué  de  pe- 
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uas,  que  de  incertidumbre,  que  de  variedad  eu 
la  lejislacion  penal!  Habrá  tantas  prácticas,  tan- 
ta variedad  en  la  jurisprudencia,  cuantos  jueces 
hai  en  la  República,  porque  no  tiodos  podrian 
hallarse  en  una  misma  circunstancia,  en  una 
misma  posición,  i  por  consiguiente  no  todos  po- 
drán tener  una  misma  voluntad.  La  lei,  ademas, 
tiene  otro  grave  defecto,  es  desigual  En  vano 
se  me  ha  dicho  por  algunos  que  no  es  así,  cuan- 
do he  hablado  en  otro  tiempo  sobre  este  punto, 
con  motivo  de  tener  que  defender  una  cuestión 
ante  los  tribunales. 

"Yo  apelo  a  los  artículos  17,  18,  90  i  91  de 
la  lei. 

"El  artículo  17  establece  la  responsabilidad 
del  impresor,  cuando  no  puede  ser  habido  el 
autor. — ^El  18  establece  que  no  puede  ser  habi- 
da la  persona  del  funcionario  que  por  su  carác- 
ter púbhco  no  debe  presentarse  en  juicio,  por 
ejemplo  el  Presidente  de  la  Repiiblica,  sus  Mi- 
nistros, los  intendentes,  los  gobernadores. 

"El  artículo  90  obliga  a  todo  impresor  a  que 
publique  las  vindicaciones  que  le  den  loa  em- 
pleados públicos,  i  si  no  lo  hace  le  impone  una 
multa.  I  el  artículo  91  declara  que  el  impresor 
no  es  responsable  de  las  pubHcaciones  que  ha- 
ce conforme  al  artículo  90.  Hé  aquí  como  des- 
aparece la  responsabilidad  del  impresor.  ¿Quién 
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es  pues,  entonces  el  responsable? — ^un  tercero 
inocente:  el  autor  queda  impune  porque  es 
ájente  del  Ejecutivo.  Parece  que  la  lei  no  ha 
querido  otpa  cosa  que  cargar  sobre  los  ciuda- 
danos el  capricho  i  la  arbitrariedad  judicial. 
Por  consecuencia  de  esta  disposición  quedan 
exentos  de  pena  los  empleados  públicos  cada 
vez  que  en  sus  escritos  abusen  de  la  prensa.  Es- 
ta desigualdad  es  despótica  o  nó?  ¿Es  inconstitu- 
cional, es  absurda  o  no  lo  es? — ^Pero  en  lo  que 
pido  a  la  Cámara  que  se  fije  es  en  la  organización 
del  juri,  para  que  vea  cuan  inconstitucional  es 
esta  lei  que  quieren  mantener  en  pió. 

'•La  lei  de  846,  redujo  el  jurado  a  4  indivi- 
duos para  declarar  si  há  lugar  o  no  a  formación 
de  causa,  i  a  siete  para  declarar  el  grado  de 
culpabilidad  de  un  impreso ;  i  por  si  esta  dismi- 
'  nucion  de  jurados  no  fuera  bastante  ventaja  en 
favor  del  poder,  dióle  al  juez  en  el  primer  caso 
voto  como  miembro  del  jurado,  en  el  segundo 
voto  informativo.  Por  honrados  que  sean  los  ju- 
rados, sino  tienen  el  hábito  de  discutir,  su  16- 
jica  natural  debe  ceder  ante  la  lójica  legal  de 
un  juez,  que  tal  vez  representa  algún  interés. 
¿Es  este  el  jurado  tal  cual  debe  constituirse  en 
países  como  el  nuestro?  ¿Existe  de  este  modo  la 
no  intervención  del  juez  en  casos  de  esta  natu- 
raleza? De  ninguna  manera.  La  Constitución  nos 
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ha  asegurado  a  todos  la  libertad  de  publicar 
nuestros  pensamientos  sin  censura  previa,  sin 
restricción  alguna  i  sin  mas  freno  que  sujetar 
los  abusos  de  dicha  libertad  al  fallo  de  un  jura- 
do. ¿A  quién  se  le  habia  ocurrido  hasta  ahora 
comprender  en  el  juicio  por  jurados,  al  juez  de 
derecho? 

"Pero  no  es  esto  lo  peor :  tenemos  que  la  lei 
establece  los  procedimientos  judiciales  ante  el 
íurado  ni  mas  ni  menos  que  como  están  estable- 
cides  en  lo,  «b^es  e^o.  perm^ente. : 
ese  es  un  hecho,  no  levanto  un  testimonio.  Ju- 
rados ha  habido  en  que  se  han  presentado  pro- 
cesos de  centenares  de  pruebas  tomadas  por  los 
receptores,  como  en  un  juicio  ordinario  i  en  que 
la  chicana  manejada  por  un  abogado  diestro  ha 
lucido  en  todo  su  esplendor.  ¿Es  esto  propio 
de  la  institución  del  jurado?  I  luego  el  gOlpe 
mortal  que  ha  venido  a  dar  la  lei^de  46  a  la ' 
Constitución,  está  en  el  recurso  de  nulidad,  de 
apelación  i  de  injusticia  notoria  que  establece 
como  un  trámite  corriente. 

"Concede  el  recurso  de  nulidad,  no  precisa- 
mente para  los  casos  en  que  tiene  lugar  tan  sa- 
biamente por  las  leyes  de  otros  países,  sino  par 
ra  todas  los  imajinables :  ahí  está  la  práctica, 
véase  lo  que  acaba  de  suceder  i  se  vendrá  en 
cuenta  de  que  ese  recurso  puede  interponerse  a 
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voluntad  de  los  litigantes.  Pero  lo  que  es  mons- 
truoso es  ese  recurso  de  injusticia  notoria  que 
se  otorga  para  ante  un  tribunal  de  derecho, 
porque  entonces  desaparece  el  jurado.  Ya  no  es 
la  conciencia  del  hombre  honrado,  la  concien- 
cia del  jurado  la  que  nos  juzga,  sino  la  lójica 
sofística  de  un  juez  de  derecho,  de  un  hombre 
que  no  vé  nunca  con  los  ojos  de  su  alma,  sino 
con  los  ojos  de  la  lei  todas  las  cuestiones  que  se 
le  presentan.  ¿A  qué  viene  entonces  a  quedar 
reducida  la  preciosa  institución  del  juri?  Queda 
eliminada,  los  tribunales  de  derecho  la  reem- 
plazan con  todas  sus  dilaciones,  costas  i  vejacio- 
nes :  a  eUos  queda  sojuzgada  esa  conciencia  co- 
mún a  que  la  Constitución  quiso  entregamos. 

"Ya  hemos  visto  el  resultado  que  ha  produ- 
cido este  absurdo :  los  tribunales  se  han  empe- 
fiado  en  imponer  su  opinión  por  una  parte,  i  el 
juri  en  mantener  su  dignidad  por  otra.  ¿Se  pue- 
de ver  un  hecho  mas  escandaloso  que  el  ocurri- 
do en  la  causa  del  Intendente  de  Aconcagua, 
que  yo  conozco  como  abogado?  Cuantas  veces 
ha  dicho  la  Corte  con  su  conciencia  de  derecho 
que  hai  injusticia  notoria,  el  juri  con  su  con- 
ciencia común  ha  repetido  su  misma  resolución. 
Esta  escandalosa  rivalidad  puede  repetirse,  ¿i 
qué  nombre  merecerá  la  lei  que  da  lugar  a  ella? 
Será  constitucional  o  anti-constitucional? 
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"Pero  qué  mas?  El  recurso  de  apelación  con- 
cedido en  la  lei  contra  los  fallos  del  juez,  está 
también  concedido  implícitamente  contra  todos 
sus  actos :  asi  lo  corrobora  la  práctica.  Tenemo» 
un  caso  de  ayer.  I  no  puede  menos  de  suceder 
así,  porque  haciendo  al  juez  miembro  del  jura- 
do i  dándole  una  parte  tan  principal  en  el  jui- 
cio, es  consiguiente  el  derecho  de  apelar  de  to- 
das sus  resoluciones.  Por  esto  he  dicho  que  la 
lei  iguala  el  procedimiento  del  juicio  por  jura- 
dos al  procedimiento  de  los  juicios  ordinarios, 
infrinjiendo  de  este  modo  la  Constitución,  i 
desvirtuando  su  espíritu. 

«Desapareció  el  JB^amiento  perentorio  i  de 
conciencia  que  esta  habia  prescrito.  El  que  quie- 
ra acusar  un  impreso  tiene  que  resignarse  a  su- 
frir todas  las  dilaciones,  todas  las  costas,  toda  la 
complicación  de  los  juicios  ordinarios  i  todo» 
los  amaños  de  la  chicana  judicial.       \ 

"Ahora,  pasando  a  las  disposiciones  que  se 
refieren  al  establecimiento  de  las  imprentas,  la 
lei  es  atentatoria.  ¿Quién  nos  ha  dado  derecho 
de  imponer  trabas  al  establecimiento  o  al  ejer- 
cicio de  una  industria,  cuando  esas  trabas  son 
innecesarias  i  no  están  reclamadas  por  el  inte- 
rés bien  entendido  de  la  Repiiblica?  Por  la  lei 
de  846  nadie  puede  establecer  una  imprenta  sin 
rendir  una  fianza  pecuniaria,  que  debe  renovar- 
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se  cuantas  veces  varíe  de  dueño  el  estableci- 
miento i  cuando  muera  el  impresor.  ¿I  a  satis- 
facción de  quién  es  esa  fianza?  A  satisfacción  del 
rejidor  decano  de  la  Municipalidad,  que  puede 
mui  bien  tener  interés  o  representar  un  interés 
contrario  al  establecimiento.  Hé  aquí  una  causa 
de  vejaciones  que  la  lei  sanciona  sin  justicia  ni 
necesidad.  Luego,  nadie  puede  tampoco  esta- 
blecer un  periódico,  sin  rendir  otra  fianza  tam- 
bién pecuniaria  a  satisfacción  del  mismo  funcio- 
nario, de  suerte  que  la  creación  de  los  diarios  no 
depende  de  las  necesidades  sociales,  sino  de  la 
voluntad  de  un  individuo.  ¿Estos  medios  pre- 
ventivos que  restrinjen  la  libertad  son  inconsti- 
tucionales o  nó?  ¿Atacan  o  no  atacan  la  libertad 
del  pensamiento? 

"En  conclusión,  una  lei  arbitraria,  es  una  lei 
despótica ;  una  lei  que  clasifica  capricbosamente 
los  hechos  que  erije  en  delitos,  es  una  lei  absur- 
da ;  una  lei,  qne  no  representa  un  principio,  que 
no  tiene  una  idea  social  que  le  dé  vida,  es  una 
lei  bárbara ;  una  lei  que  tratando  de  organizar 
el  juri,  lo  convierte  en  juzgado  ordinario  i  re- 
carga i  complica  los  procedimientos  contrarian- 
do el  espíritu  de  la  Constitución,  es  una  lei 
anti-constitucional. 

"Yo  respeto  como  el  que  mas  los  conocimien- 
tos i  el  patriotismo  de  los  hombres  que  forma- 
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ron  esa  lei  o  que  pudieron  influir  en  su  sancioB, 
pero  esto  no  impide  que  hayan  cometido  errore». 
No  ataco  sus  personas.  Ataco  aquí  un  sistema 
de  ideas,  que  no  es  conforme  a  los  principios 
del  Grobierno  republicano,  i  lo  llamo  con  los 
nombres  con  que  debe  llamarse.  No  soi  aquí  un 
hombre  de  partido,  no  represento  intereses  de 
un  círculo,  jamas  los  he  representado.  Solo  ven- 
go a  pedir  la  observancia  de  la  Constitución. 
Quiero  que  la  Cámara,  por  el  honor  Nacional, 
no  deje  permanecer  un  dia  mas  esa  lei  que  com- 
bato. 

"Se  dice  que  la  lei  de  828  es  también  defec- 
tuosa, pero  ^sus  defectos  acaso  son  tan  graves  co- 
mo los  de  la  de  846?  En  el  mensaje  que  hizo  el 
Ministerio  que  presentó  este  proyecto  recuerdo 
que  se  decia:  "en  18  años  que  nos  rije  la  lei  de 
828,  la  esperiencia  nos  ha  mostrado  que  es  in- 
eficaz: se  han  proferido  las  doctrinas  mas  subver- 
sivas,  se  ha  ultrajado  a  los  majistrados,  se  ha 
derramado  la  injuria  i  la  calumnia  a  manos  lle- 
nas."— ^I  yo  pregunto  ¿se  ha  evitado  todo  eso 
con  la  lei  actual?  No  es  cierto  que  se  han  rea- 
gravado tamaños  males  con  esa  lei? 

"La  de  28  tiene  defectos  es  verdad ;  pero  por 
ella  solo  el  jurado  entiende  en  los  juzgamientos 
i  de  un  modo  breve  i  sumario.  El  juicio  es  mas 
seguro.  En  ella  no  está  sancionada  la  arbitrarle- 
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dad  judicial,  no  es  caprichosa  la  clasificación  de 
los  delitos,  no  es  desigual,  ni  es  absurda.  Es  ver- 
dad que  bajo  su  imperio  hubo  juzgamientos  que 
no  hicieron  triunfar  lo  que  en  el  concepto  públi- 
co se  llamaba  la  justicia ;  pero  semejante  mal  no 
tiene  su  oríjen  en  la  lei.  Lo  tiene  sí  en  la  siocie- 
dad :  entre  nosotros  el  jurado  rio  está  educado 
como  debia  estarlo  para  representar  siempre 
la  justicia ;  la  opinión  pública  tiene  tal  vez  poco 
poder  en  su  ánimo :  le  falta  el  vigor  i  la  fé  que 
solo  dan  la  civilización  i  la  mejora  de  las  costum- 
bres. Los  malos  resultados  déla  lei  de  828  son 
los  mismos  de  toda  lei  de  imprenta,  i  es  preciso 
que  nos  resignemos  a  ellos,  a  trueque  de  no 
mantener  la  actual,  que  junta  a  esos  males,  sa 
inconstitucionahdad  i  otros  muchos  peores. 

"No  es,  pues,  una  cuestión  de  tiempo  la  que 
nos  ocupa,  sino  de  alta  justicia.  ¿Qué  debemos 
hacer?  mantener  una  lei  inconstitucional  i  ab- 
surda o  rehabilitar  otra  que  no  tiene  estos  ca- 
racteres? ¿Qué  debe  hacer  la  Cámara  como 
conservadora  de  la  Constitución,  como  represen- 
tante de  un  pueblo  democrático,  de  un  pueblo 
libre?  g Acaso  hai  algún  motivo  de  conveniencia 
pública  que  nos  estimule  a  mantener  vijente  la 
lei  de  46?  ¿Cuál  podría  ser  ese?  Con  ella  se  quie- 
ren  evitar  los  abusos  de  la  prensa.  I  se  ha  con- 
íMBguido  tal  objeto?  No,  señor,  nunca  se  ha  abu- 


—  ISl  — 
«ado  mas  que  ahora.  ¿Quién  no  ha  sido  víctima 
de  los  ultrajes  mas  impudentes?  No  hablo  por 
mí :  yo  siempre  soi  el  primero  en  hacer  a  la  H* 
bertad  de  la  prensa  el  sacrificio  del  dolor  que  en 
el  corazón  puede  causarme  un  ataque  injusto. 
Creo  que  este  es  un  mal  necesario  i  soi  hombre 
que  juzgo  que  todos  están  obligados  a  hacer  el 
mismo  sacrificio  en  países  nuevos  como  el  nues- 
tro. Porque  realmente  la  Repiiblica  no  puede 
existir,  sin  la  libertad  de  imprenta:  la  nación 
tiene  el  derecho  de  examinar  todos  los  hechos, 
todas  las  cosas,  a  todos  los  hombres  que  tienen 
un  carácter  público,  porque  esos  hechos,  esas 
cosas,  esos  hombres  le  pertenecen.  El  estravio 
de  la  discusión  es  un  mal  que  tiene  su  remedio 
en  la  libertad  misma.  Pero  cuando  el  ultraje  se 
dirije  a  la  majistratura,  cuando  la  prensa  se 
contrae  a  relajar  los  vínculos  sociales  que  ligan 
al  pueblo  con  sus  majistrados,  cuando  solamen- 
te se  dirije  a  insultar  a  sus  mandatarios,  para 
desprestijiarlos  i  despojarlos  del  respeto  que 
merece  la  autoridad,  entonces  ya  no  hai  dere- 
cho, ya  no  hai  libertad ;  hai  solo  un  propósito 
maligno  i  anti-sociaL  No  se  ha  dicho  ayer  no 
mas,  que  esta  Cámara  es  una  manada,  que  el 
Presidente  reúne  con  el  cencerro?  (rüaa)  ¿Quién 
puede  justificar  un  ultraje  semejante?  ¿cuándo 
se  ha  hecho  otro  igual?  Congresos  he  visto  yo, 
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que  solo  se  juntaban  para  decretar  los  honores 
que  el  gobierno  les  ordenaba,  mientras  que  to- 
dos estaban  de  rodillas  a  las  plantas  del  despo- 
tismo. En  esas  épocas,  la  Kbertad  tuvo  sus  lam- 
pos de  vida  i  tuvo  licencia,  i  dijo  cuanto  quiso 
alguna  vez  para  ser  luego  sofocada;  pero  jamas 
ultrajó  de  esta  manera.  ¿En  dónde  está,  señor, 
la  dignidad  nacional?  Recronozco  la  facultad  que 
tiene  cualquiera  para  examinar  los  actos  públi- 
cos ;  pero  no  reconozco  derecho  para  vilipendiar 
a  los  majistrados.  Si  ellos  cometen  crímenes, 
apelemos  a  la  lei  para  traerlos  a  juicio,  ataque- 
mos sus  procedimientos,  pero  no  los  ultrajemos ; 
ofenderlos  es  ofendemos  a  nosotros  mismos.  Son 
nuestra  autoridad,  i  mientras  lo  sean,  tenemos 
que  respetarlos  por  nuestro  propio  honor. 

"Dígaseme  ahora  si  es  ineficaz  esta  lei  o  no 
lo  es? 

'Todos  estos  antecedentes,  estos  principios 
son  los  que  me  han  movido  a  presentar  esta 
moción. 

"Creo  haber  .consignado  estos  principios  en 
la  reforma  que  voi  a  presentar.  He  tenido  a  la 
vista  las  leyes  españolas,  las  francesas  i  las  ame- 
ricanas, i  creo  tener  la  satisfacción  de  decir  que 
en  mi  reforma  está  conciliada  la  libertad  del 
pensamiento  con  la  justicia. 

"Pero  entre  tanto,  señor,  es  indispensable 
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que  salvemos  del  vilipendio  a  nuestra  patria, 
que  deroguemos  la  lei  vijente  como  inconstitu- 
cional, que  salvemos  el  honor  de  la  República.'^ 


£n  la  misma  sesión  presentó  el  señor  Lasta- 
rria  el  proyecto  siguiente  para  reformar  la  lei 
de  imprenta : 

PROYECTO  DE  LEI 

SOBRE  LA    LIBERTAD   DE  IMPRENTA. 

Hé  aqni  una  de  las  cuestiones  sobre  que  mas 
se  ha  escrito  en  los  tiempos  modernos,  la  que  ha 
motivado  mayor  número  de  leyes. 

Fuera  de  las  muchas  disposiciones  que  se  re- 
jistran  en  los  códigos  españoles  que  nos  rijen, 
destinadas  a  establecer  la  censura  previa  i  a 
convertir  el  ejercicio  libre  del  pensamiento  en 
crimen  para  castigarlo  con  las  penas  mas  crue- 
les i  absurdas,  la  República  ha  recibido,  duran- 
te los  pocos  años  que  cuenta  de  vida,  ocho  esta- 
tutos sobre  libertad  de  imprenta,  ademas  de 
los  artículos  que  la  han  consagrado  en  las  varias 
constituciones  políticas  que  se  han  sucedido. 

Todas  estas  disposiciones  han  sido  acusadas 
por  la  esperiencia,  unas  de  incompletas,  otras  de 
imperfectas  i  algunas  de  tiránicas  i  absurdas. 
La  historia  las  ha  recibido  dn  sus  dominios  i 

•  •— p.  10. 
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íÉtíiS  tarde  las  juagará,  abi^l viendo  Aquellas  (so- 
mo  inocentes  o  bien  intencionada,  i  condenan- 
do estas  oomo  injustas  o  malignas. 

Las  jeneraciones  venideras  se  reirán  de  los 
esfuerzos  que  los  gobiernos  de  estos  tiempos  han 
hecKo  para  restrínjir  la  libertad  de  la-  prensa, 
asi  como  nos  reimos  ahora  nosotros  de  las  leyes 
que  los  monarcas  españoles  daban  con  el  ñn  de 
impedir  a  los  catalanes  que  abusasen  del  cu- 
chillo. 

Los  ingleses  miran  hoi  dia  como  producto  de 
nna  barbarie  que  nó  puede  reproducirse  las  or- 
denanzas que  antes  de  1694  libraron  contara  la 
libertad  de  escribir  la  Cámara  estrellada^  Car- 
los II  i  Jacobo  II.  Los  nottenamericáiios,  entre 
)os;  cuales,  según  la  espresion  de  Tocqueviüé, 
tan  siquiera  hai  uno  solo  que  se  haya  atrevido 
todavía  a  hacer  la  propuesta  de  coartar  la  liber- 
tad de  imprenta,  muestran  como  un  accidente 
histótúoo  raro  i  sLngidar  aquella  lei  de  la  Asam- 
blea de  Massachussets^  en  1722,  contra  el  Néw- 
üigland  Courant  de  FranMin,  que  jamas  tnvt> 
efecto,  que  tan  enéi^icamente  fué  rechazada  por 
la  opinión^  'que  con  tanta  gracia  burló  el  cele- 
hÍQ  editor.  Pero  los  pueblos  de  raza  latina  mos- 
timarán  en  lo  futuro  centenares  de  estas  disposi- 
ciones, porque  todavia  no  quieren  convencerse 
de  qué  la  libertad  dé  lá  prensa  es  una  condición 
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de  la  vida  i  del  desarrollo  de  las  sociedades  mo* 
denaaS)  asi  como  la  libertad  del  pensamieuto  lo 
es  de  la  vida  i  desarrollo  del  individuo ;  por- 
que no  quieren  reconocer  qne  la  independencia 
natural  del  pensamiento  i  de  su  manifestación 
no  puede  existir  en  medio  de  las  trabas  i  arbi- 
trios preventivos  que  se  pretenden  imponer  i 
que  no  hacen  mas  que  avasallar  lo  que  ha  salido 
de  la  mano  de  Dios  tan  libre  i  tan  puro  como 
la  luz  del  sol ;  porque  no  alcanzan  todavía  a 
comprender  la  esperiencia  que  con  repetidas  i 
crueles  lecdones  les  ^tá  ensenando  que  ^^en  ór* 
den  a  imprenta  no  hai  realmente  término  medio 
entre  el  avasallamiento  i  el  desenfreno;  que 
para  recojer  los  bienes  inestimables  producidos 
por  la  libertad  de  imprenta,  es  cosa  acertada 
sc«neterse  a  los  males  inevitables  que  orijina ;  i 
en  fin,  que  pretender  lograr  aquellos,  evitando 
estos,  6S  entregarse  a  una  de  esas  iludones  que 
suenan  de  ordinario  las  naciones  enfermisas^ 
exhaustas  de  fuerzas.^' 

Si  queremos  realizar  la  Eepública  en  Ohile^ 
es  preciso,  es  indispensable  que  principiemos 
por  reconocer  aquella  augusta  verdad  que  pro» 
diamaron  los  lejisladores  de  23  de  junio  de 
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ws^  i  que  trabaJQmoiB  por  establecerla  en  toda  su 
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estension,  por  estirpar  las  preocupaciones  i  lo» 
rencores  poKticos  qne  han  venido  posteriormen- 
te a  oscurecerla,  disfrazándose  con  el  nombré  de 
leyes.  ¡Leyes  injustas  que  osaban  correjir  la 
obra  de  la  naturaleza! 

La  Kepiiblica  no  puede  existir  sin  la  plena 
libertad  de  la  prensa,  porque  cuando  se  invoca 
como  apoyo  de  esta  forma  de  gobierno  la  sobe- 
ranía nacional,  reconociendo  el  derecho  que  to- 
dos tenemos  para  intervenir  en  los  negocios  co- 
munes, es  fuerza  que  se  nos  reconozca  también 
la  facultad  amplia  de  emitir  nuestra  opinión, 
de  adoptar  la  que  nos  parezca  mejor  i  de  apre- 
ciar los  hechos  i  los  hombres  que  necesitamos 
conocer  para  proceder  con  acierto. 

Esto  es  tanto  mas  necesario,  cuanto  que  "hai 
pueblos,  como  dice  Tocqueville,  que  a  mas  de 
las  razones  jenerales,  tienen  otras  particulares 
que  les  hace  indispensable  la  libertad  de  im- 
prenta. En  ciertas  naciones  que  se  creen  libres, 
cada  dependiente  de  la  superioridad  puede  im^ 
punemente  quebrantar  la  lei  sin  que  la  Consti- 
tución del  Estado  dé  a  los  oprimidos  el  derecho 
de  querellarse  ante  la  justicia.  En, los  tales  pue- 
blos no  hai  que  considerar  la  independencia  de 
la  imprenta  como  uno  de  los  resguardos,  sino 
como  el  único  que  queda  de  la  libertad  i  segu- 
ridad de  los  ciudadanos.  Si  pues  los  que  go- 
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biernan  estas  naciones  hablan  de  restrinjir  esta 
independencia  de  la  imprenta,  todo  el  pueblo 
puede  responderles  -.—Dejadnos  actuar  vuestros 
crímenes  ante  jueces  ordinarios,  i  tal  vez  con- 
sentiremos entonces  en  no  apelar  de  ello  ai  tri- 
bunal de  la  opinión." 

Chile  se  halla  precisamente  en  este  caso,  por- 
qme  nuestra  Constitución  hace  difícil,  sino  im- 
posible el  enjuiciamiento  de  los  ajentes  del 
Ejecutivo ;  i  los  defectos  de  nuestra  organiza- 
cion  hacen  de  hecho  inviolables  a  otros  majis- 
trados,  contra  los  cuales  no  podemos  tener  otra 
garantía  que  sus  propias  cualidades  personales  ; 
este  es  el  hecho :  que  él  haya  sido  necesario  i 
altamente  político,  o  que  hoi  necesite  reformar- 
se, es  cuestión  de  otro  lugar,  el  hecho  existe : 
por  consiguiente  tenemos  un  derecho  mas  fuer- 
te i  mas  indispensable  que  el  que  podrian  ale- 
gar los  anglo-americanos  para  que  se  conserve 
bLtalafndependencia  de  la  prensa. 

Cierto  es  que  la  prensa  no  es  bienhechora  ra- 
no cuando  conduce  a  la  verdad ;  que  todos  los 
odios  que  ella  excita,  todas  las  desconfianzas 
que  subleva,  todas  las  injurias  que  prodiga,  son 
otros  tantos  velos  con  que  cubre  la  verdad,  i  al 
mismo  tiempo  ha  calamidades  que  prepara  con- 
tra el  Estado ;  "es  evidente  que  la  acción  del 
*^  gobierno,  dulce  i  bienhechora  cuando  está  se- 
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^  gondada  por  la  confianza,  se  convierte  en 
^  brusca  i  violenta  cuando  sabe  que  tiene  re- 
**  piigíiancias  que  vencer;"  pero  también  es  in- 
dudable que  cuanto  se  hace  para  correjir  estas 
imperfecciones,  refluye  en  peijuido  de  la  natur 
ral  independencia  del  pensamiento  humano  i 
de  su  manifestación. 

Hombres  hai  que,  según  la  espresion  de  Sis- 
mondi,  "isaben  que  el  epigrama,  la  sátira,  la  ca- 
"  ncatura,  la  ruindad  son  mercancías  que  se 
"  venden  mejor;  que  saben  que  las  denuncias, 
^  las  calumnias  despiertan  al  público  dormido ; 
•'  i  que  sabiendo  que  se  hacen  leer  i  que  venden 
«  m^  sú  diario  con  mostrar  a  este  el  poder 
"  cómo  prcMito  a  traicionarlo^  suponiendo  perfi- 
*'  dias  e  intelijencias  secretas  con  los  enemigos 
"  i  revelando  los  errores,  la  debilidad,  la  inercia 
^  de  los  funcionarios  públicos,  sacrifican  sin  es- 
"  crúpulo  la  paz  de  su  patria,  la  libertad  de*  la 
"  discusión  i  el  honor  de  su  pais,'*  Mas  quién  se 
atrevía  a  proponer  un  media  ju^o  de  purificar 
la  manifestación  de  las  opiniones ;  quién  puede 
fisegurfikTnos  de  que  tratándose  de  despojai*  al 
hombre  de  sus  pasiones  no  se  empleen  arbitrios 
también  apasionados? 

"Querer,  dice  un  diario  americano,  que  la 
moQifoBt^idii  del  s^r  del  gran  númem  de 
hombres  tenga  lugar  sin  estravíos,  sin  exajera- 
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cxQvm  apasiouadaay  sin  errores  mfis  o  nieno^  vo- 
Imitariosi  o  maUgnos,  m  pretender  un  impo9Íb)« 
mond.  Ea  propio  del  peosaraiento  el  acalorarse 
i  desbarrar  freeuenteiaeute  ami  m  laa  cuestio- 
nes maa  triviales,  sirviéndole  siiía  estravios  mia- 
mos paara  llegan  al  descubrimieuto  de  la  verdiM], 
por  medio  de  la  demostración  i  de  la  elimin^.- 
cioaa  de  los  errores.  Se  usa  mal  del  pensamiento, 
es  verdad,  se  usa  mal  de  la  palabra,  de  la  im- 
prenta ;  pero  e^te  mal  uso,  inevitable  en  la  fla^ 
q^Q^a  humana,  es  transitorio  i  sirve  para  llegw 
d^  discusión  en  discusión,  de  prueba  en  prueba, 
hwta  el  punto  en  que  la  mayoría  forma  juicio, 
lo  espresa  i,  resulta  una  opinión  jeneral. 

^'ÜUsi  queda  esplicada  aquella  célebre,  cuanto 
mal  apreciada  iná2dma  de  que  los  almsoa  de  la 
m^>renU¡i>  no  ae  corrijen  eino  con  la  Uberkk^  d$ 
m/prenila ;  porque  en  efecto  un  eri'or,  una  in-» 
justicia,  una  calumnia,  una  impostura,  no  sa 
desvanecen  con  fallos  de  autoridad  judicial  ni 
se  escarmienta  a  sus  autores  con  penaa  imne^ 
diates:  se  desvanecen  con  la  demostración  pií^ 
bJica  de  la  verdad,  i  el  agresor  queda  correjldo 
con  el  bochorno  del  descrédito,  con  las  conaer 
eueneias  de  este,  que  tarde  o  temprano  le  bao^ 
sufrir  la  sociedad." 

El  estravío,  la  pasión,  se  mezclan,  pues,  en  las 
discusiones  de  la  prensa,  i  aun  cuando  su  efecto 
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inmediato  es  agriar  los  ánimoB,  desfigurar  las 
cuestiones,  falsificar  el  juicio  público,  su  resul- 
tado positivo  es  siempre  la  verdad :  pero  para 
obtenerlo  no  sirven  las  leyes,  son  impotentes  laa 
restricciones  e  inútiles  los  enjuiciamientos ;  lo 
que  asegura  ese  resultado  es  la  libertad.  En- 
tre nosotros  se  teme  la  libertad  i  aun  se  renun- 
cia  de  la  verdad  i  la  justicia,  porque  se  cree 
que  el  poder  de  la  prensa  es  inmenso  i  que  sus 
estravíos,  impotentes  para  obrar  en  la  raza  Ma 
de  los  pueblos  del  norte,  son  incendiarios  entre 
los  pueblos  españoles  tan  ardientes  i  enérjicos ; 
pero  no  se  recuerda  que  nuestro  ardor  está  mas 
que  templado  por  nuestro  egoismo,  por  nuestra 
indolencia  i  aun  por  nuestra  ignorancia.  Tal  vez 
nos  causa  mas  impresión  que  a  un  norte  america- 
no un  artículo  apasionado  que  eleve  a  los  cielos 
el  clamor  contra  los  abusos  verdaderos  o  falsos 
que  ataca ;  pero  al  otro  dia  no  nos  acordamos  de 
él,  i  ni  habríamos  que  lo  hablamos  leido  sino 
nos  sintiéramos  mas  calmados  que  antes  de  leer- 
lo, porque  un  artículo  así,  desahoga  el  corazón 
del  que  lo  escribe  i  el  de  los  que  lo  leen  con 
gusto,  i  los  aparta  de  los  arbitrios  estremos  que 

aguardar  silem^io  i  a  reconcentrar  su  pasión,  su 
descontento.^  Fuera  de  esto,  no  es  la  mayoría  de 
la  nación  la  que  lee,  i  la  diminuta  menoria  que 
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se  halla  en  posesión  de  la  cualidad  de  saber 
leer  periódicos  es  bastante  cuerda  para  no 
amotinarse  por  solo  las  voces  de  la  prensa,  i 
bastante  poderosa  para  poner  en  juego  otros 
resortes  mas  eficaces  cuando  quiere  hacer  re* 
volucion. 

Ahora,  la  injuria  i  la  calumnia  escritas  en  le^ 
tra  de  molde,  no  tienen  el  mismo  carácter  que 
la  injuria  i  la  calumnia  habladas,  ni  producen 
una  impresión  tan  intensa  en  el  individuo  ofen- 
dido, ni  sus  efectos  son  tan  fánestos.  Una  misma 
injuria  que  dicha  cara  a  cara  causaria  una  rifia 
i  sublevarla  un  odio  verdadero,  escrita  por  la 
prensa  ocasiona  cuando  mas  un  lijero  descon<- 
tentó,  que  el  orgullo  mismo  viene  a  sofocar 
aconsejándolo  al  ofendido  que  se  muestre  supe^ 
rior  i  que  deseche  la  ofensa.  El  mismo  es  el  efec* 
to  de  la  calumnia.  Los  que  leen  una  injuria  o 
una  calumnia  que  no  les  toca  se  rien  o  compa- 
decen o  se  indignan  o  la  miran  con  indiferencia; 
pero  ninguno  la  cree  ni  deja  de  mantener  sus 
relaciones  o  el  concepto  que  siempre  le  mere- 
ciera el  agraviado ;  i  como  el  diario  no  ofrece 
garantías  de  su  buena  fé,  o  como  se  sabe  que  es 
el  eco  apasionado  de  un  hombre  o  deuna  fiíc- 
cion,  no  se  hace  de  su  calumnia  el  caso  que  se 
haría  si  fiíese  aseverada  verbalmente,  con  re- 
serva, compadeciendo  la  víctima  i  con  todos  los 


—  142  — 
4e9)^  disfra^e^  i  ardides  que  usau  loa  caluuuua- 
doree. 

Por  eato  es  que  \s9  leyes  son  eficaces  i  jun- 
tas ooEtra  la  calumnia  i  la  injuria  de  palabras, 
mientras  que  son  ineficaces,  inútiles  i  ^asi  fiíieía* 
pre  supérfluas  contra  la  injuria  i  la  calumnia 
que  se  liace  por  la  prensa,  i  contra  la  cual  basta 
i  obra  mejor  la  piensa  misma :  el  que  se  qtier^ 
Ha  «ate  el  tribunal  por  una  injuria  escrita  ga- 
mma mas  desplaciéndola,  o  desahogándose  en 
un  artículo,  o  recurriendo  a  medios  esfcriyudi- 
áúeB  paca  entenderse  con  el  ofensor  i  reprimir- 
le r  el  que  se  querella  de  una  calumnia  ganaría 
hacienda  otro  tanta  el  doble  de  lo  que  puede 
diirle  una  sentencia  condenatoria,  i  se  ahorra* 
lia  las  molestias  de  un  juicio,  con  solo  publi- 
car  las  pruebas  i  alegatos  que  va  a  presentar  al 
tribunal,  porque  en  una  Htis  de  este  jónero  no 
.se  Ue'TO  los  aplausos  i  la  victoria  el  acusador 
que  triunfa^  sino  el  acusado  que  recibe  la  p^a» 
jCuáJottos  héroes,  cuántas  celebridades  no  se  hajn 
íwrmadó  al  golpe  de  estas  sentencias  en  Chite, 
asi  como  en  todos  los  paises  que  usan  los  vm- 
mw  procedimientos!  I  si  la  Sicusacion  se  hace  en 
ti^npos  ajitados  ¡a  qué  de  peligros  no  se  espone 
el  6rden  púbUco  i  qué  de  ventajas  no  adquiere 
k.  causa  del  acusado,  con  una  sentencia  que  le 
«óodena!  Bi  preciso  convencerse  de  que  las  le- 
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yes  i  ln  administración  de  jtisticia  no  tienen  en 
estoa  ea$os  valor  moral  ni  jurídico  ninguno ;  e» 
preciso  reconocer  que  mas  son  los  gobiernos 
que  se  han  perdido,  mas  las  buenas  causas  que- 
se  hsti  desacreditado  con  estas  leyes  represivas 
que  las  que  se  han  salvado,  poniéndolas  en 
práctica  i  aplicándolas  con  vigor ;  prueba  indu* 
dable  de  que  no  es  dado  al  hambre  atropellar 
impunemente  con  sus  maixdAtos  las  libertades 
que  la  naturaleza  nos  ha  concedido  como  con- 
díeiones  de  nuestra  vida  i  progreso!  Esas  con- 
diciones forman  la  justicia,  son  los  derechas  nar 
turaleft  del  hombre,  están  apoyadas  en  la  raaon, 
defendidas  por  la  esperiencia,  i  el  hombre  no 
tiene  ^1  poder  de  correjirlas,  limitarlaa  o  en- 
HkendárlaSb 

Sin  embargo,  nuestra  Constitución  política 
hace  la  aplicación  de  estos  principios  cpu  ucia 
modificación,  que  consideró  sin  duda  necesaria 
alas  oiJrcunstancias  de  la  sociedad  chilena :  esta^ 
blece  definitivamente  la  libertad  de  impr^eiitay  i 
aun  ouaado  no  califica  de  delitos  a  los  aln^si^ 
que  de  esta  libertad  pueden  cometerse^  los  suje- 
ta a  juido  i  a  condenación.  Be  aquí  lan^c^idad 
de  uíia  lei  de  imprenta  entre  nosotros. 

Si  se  hubiera  limitado  la  Constitución  a  de- 
clarar simplemente  la  libertad  de  imprenta,  o 
si  nada  hubiera  estatuido  sobre  eUa,  el  vacio  se 
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hubiera  llenado  con  las  disposiciones  de  las 
constituciones  anteriores,  todas  las  cuales  reco- 
nocían que  de  esta  libertad  podian  cometerse 
abusos ;  i  entonces  tales  abusos  clasificados  i 
castigados  por  leyes,  que  habrían  sido  el  fru- 
to del  interés  o  pasiones  de  un  partido,  hubie- 
ran quedado  sometidos  a  los  tribunales  i  a  los 
procedimientos  ordinarios.  En  tal  caso  ¿podría- 
mos haber  gozado  jamas  de  este  inapreciable 
derecho?  ¿Qué  seria  de  la  libertad  de  imprenta 
si  sus  temidos  estravíos  estuviesen  sujetos  a  las 
sutilezas  i  al  interés  de  un  juez  de  derecho,  i  a 
la  chicana,  costos,  dilaciones  e  inseguridad  de 
nuestro  modo  de  enjuiciar?  Los  ingleses  pueden 
sin  peligro  carecer  de  un  estatuto  sobre  la  li- 
bertad  de  imprenta  i  gozar  de  ella  tan  solo  por- 
que no  hai  lei  que  se  la  prohiba,  porque  tienen 
eus  célebres  jurados  i  su  admirable  modo  de 
proceder  en  juicio ;  pero  nosotros  no  podríamos 
gozarla  reconociendo  la  lei,  que  puede  comearse 
de  ella,  sin  proveer  un  medio  que  la  salvase  de 
la  pérdida  segura  a  que  estaria  espuesta  en  ma- 
nos de  la  justicia  ordinaria. 

Así,  nuestra  Constitución  fué  bastante  lóji- 
ca  cuando,  al  reconocer  abusos,  estableció  un 
tribunal  de  jurados  para  juzgarlos :  si  la  liber- 
tad de  imprenta  supone  abusos,  los  abusos  su- 
ponen necesariamente  la  existencia  del  juri,  por 
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que  es  un  contrasentido  creer  que  pudiendo 
abusarse  de  esa  libertad,  pueda  ella  mantenerse, 
sujetando  el  abuso  a  los  jueces  i  procedimientos 
ordinarios.  Por  consiguiente  la  lei  debe  conser- 
var i  desarrollar  el  espíritu  de  la  Constitución. 
Una  lei  que  afectando  conservar  esa  libertad, 
la  sujetase  a  restricciones,  mas  o  menos  disimu- 
ladas ;  que  procurando  clasificar  los  abusos,  los 
hallase  aun  en  el  uso  lejítimo  i  los  castigase  con 
penas  desproporcionadas  i  arbitrarias ;  que  tra- 
tando de  organizar  el  juri,  desvirtuase  estainfr 
titucion  i  la  convirtiese  en  un  verdadero  tribu- 
nal ordinario ;  una  lei  que  hiciera  todo  eso,  seria 
soberanamente  mala,  despótica,  ineficaz  i  abier- 
tamente contraria  a  la  Constitución. 

Supuesto  que  es  necesaria  una  lei,  porque  m. 
lo  ordena  la  Constitución,  es  indispensable  que 
tengamos  una  que  nos  ahorre,  en  cuanto  sea  po- 
sible, los  males  que  naturalmente  resultan  de 
someter  a  los  dominios  de  la  lejislacion  un  de- 
recko  natural^  xmsL  facultad  innata  del  hombre, 
cuyo  uso  no  puede  reglamentarse  sin  peligro  de 
ofender  su  independencia  natural.  Para  hacer-' 
la,  no  tenemos  nada  bueno  que  imitar :  las  leyes 
francesas  son  todas  hijas  del  despotismo  o  de  la 
pretensión  absurda  de  lejislar  lo  que  no  está  sur 
jeto  a  la  lei ;  las  españolas  son  peores  i  hoi  ca- 
recen aun  de  aquella  bondad  engañosa  que  te- 


nia  la  de  abril  de  844,  desde  que  la  reina  en  su 
real  decreto  de  julio  de  846,  ootí  la  (xmmóóion 
rims  profunda  de  que  la  inatiúucion  del  jurado 
es  perjíidicial^  vino  en  declarar  que  -'la  oaliñca- 
cion  de  los  delitos  de  imprenta  i  la  aplicación 
de  la  pena  se  hiciera  en  lo  sucesivo  por  un  tri- 
bunal compuesto  de  ciTWoyuece'f  dé  primer ($  ms- 
tanda  i  de  un  majisl/rado  preeideR¿e!^  Las  «m-e^ 
ricanas  son  todas  mas  o  menos  defectuosas  i 
casi  circunstanciales  i  propias  de  la  situadoa  o 
de  la  época  en  que  ban  nacido. 

Abora  que  estamos  en  un  tiempo  en  que  to- 
dos los  partidos  piden  reformas,  ahora  que  el 
<?obierno  declara  su  adhesión  a  las  buenas  ideas, 
la  lejislatura  se  halla  en  el  caso  de  sancionar  «n 
estatuto  liberal,  que  conserve  el  espíritu  de  la 
Constitüiáon,  en  cuanto  a  la  libertad  de  publi- 
car "nuestras  opiniones :  creo  que  el  que  tengo 
tá  honra  de  presentar  realiza  este  propósito. 

En  cuanto  a  la  responsabilidad  de  loa  impre* 
eores,  autores  o  editores,  el  proyecto  trata  de 
tnantener  los  derechos  de  la  industria,  los  fáe* 
ros  del  escritor,  i  no  los  toca  sino  en  ciianto  es 
necesario  para  asegurar  la  acción  de  la  lei  i  de  la 
justicia.  El  establecimiento  de  imprentas  eé  Ü* 
bre ;  ninguna  fianiía,  ningún  arbitrio  prev^éntít^ 
locoarta;  porque  lo  linico  que  la  lei  puede  eró? 
jir  del  impresor  es  la  lealtad,  la  pubKcidad  dé 
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m  industria,  para  sabei*  qtdén  es  el  qtie  dedi- 
que. Por  esto  es  que  se  limita  el  ptoyeeto  a  evi- 
tar el  establecimiento  de  imprentds  dandestí^ 
ñas,  disponiendo  que  estén  matriculadds  en  un 
rejistro  público,  i  que  confiesen  francamente  su» 
^  pToducciones  todas  las  que  se  establesíe^tt  en 
cualquier  punto  de  la  República. 

Para  asegurar  la  responsabilidad  Ael  d^n- 
cuente  es  indispensable  adoptar  reglas  mas^eficih 
ees  que  las  usadas  hasta  lo  presente.  Es  ind«(da^ 
ble  que  las  publicaciones  periódicas,  i  mbre  to- 
do las  políticas,  son  las  que  mas  frecuentemente 
hacen  necesaria  la  intervención  de  la  justicia : 
luego  es  necesario  qne  la  lei  asegirre  su  respon- 
sabilidad de  una  manera  efectiva  i  éñcaí.  MhJS^ 
por  otra  parte  tienen  tan  poderosa  influencia  ^na 
la  sociedad,  que  la  verdad,  el  error,  la  iranqul'- 
hdad  pública  i  doméstica,  la  mar(^a  de  la  ^ 
ministracion,  la  opinión  i  el  espíritu  de  la  ña- 
don,  dependen  de  su  acción  continua  i  directa: 
la  misión  de  un  diario  es  nna  misión  social,  es 
un  sacerdocio  que  la  sociedad  constituye  en  ho- 
nor i  defensa  de  los  buenos  principios,  es  un  ítá- 
nisterio  púbHoo  de  inmensa  responsabilidad  qtie 
no  debe  confiarse  al  primero  que  qniera  apode- 
rarse de  él,  sin  ofrecer  siquiera  aquellas  garan- 
tfas  mas  comunes  qne  exijimos  de  todos  los  qne 
pretenden  tomar  a  su  cargo  nuestros  intereses. 
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!l)cliar  tan  elevada  responsabilidad  sobre  unin> 
presor,  que  no  es  otra  cosa  que  nn  induSstrial,  es 
una  injusticia,  porque,  o  se  le  obliga  a  ejercer 
respecto  del  escritor  una  autoridad,  una  vijilan- 
<5Ía  que  no  le  corresponde,  que  no  puede  menog 
de  ser  gravosa  para  ambos  i  atentatoria  en  mu- 
chos casos,  o  se  embaraza  el  ejercicio  de  su  pro- ' 
fesion  cou  un  deber  contrario  a  la  naturaleza  de 
una  industria  libre.  Con  la  misma  lójica  se  po- 
dría obligar  al  armero  a  no  fabricar  ni  vender 
sus  productos,  sin  asegurarse  primero  de  que  el 
comprador  no  hará  mal  uso  de  las  armas.  Es 
preciso  dejar  la  industria  de  la  prensa  en  plena 
libertad  i  no  despojarla  de  ninguna  de  las  con-  - 
diciones  de  su  desarrollo :  el  impresor  no  debe 
ser  responsable,  sino  cuando  desprecie  volunta- 
riamente o  por  descuido  los  medios  que  la  lei 
le  indica  para  asegurar  la  responsabilidad  de 
nn  impreso  que  él  haya  podido  conocer  i  cuyo 
autor  se  halle  a  su  alcance,  sin  molestia  i  sin 
pérdida  d«  tiempo  ni  de  capital. 

Por  estas  consideraciones  establece  el  proyec^ 
to  la  diferencia  positiva  que  existe  entre  las 
obras  o  folletos  i  las  publicaciones  periódicas, 
prescribiendo  que  para  estas  haya  siempre  un 
editor  responsable,  que  pueda  consagrarse  esclu- 
Mvamente  a  su  cuidado  i  dirección,  como  a  su 
propio  negocio,  que  le  es  peculiar,  i  del  cual  so- 
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lo  éi  es  responsable.  I  como  esta  determinación 
no  debe  ser  ilusoria,  a  fin  de  que  no  se  pueda 
eludir  poniendo  la  responsabilidad  en  un  esta^ 
fermo,  el  proyecto  exije  que  el  editor  tenga 
ciertas  cualidades  que  aseguren  a  la  sociedad 
que  es  hombre  capaz  de  comprender  su  respon- 
sabilidad i  de  desempeñar  su  ocupación  de  un 
modo  honroso*  Estas  cualidades  no  son  por  otra 
parte  raras,  sino  mui  comunes  i  se  hallan  por 
lo  regular  en  todo  hombre  honrado. 

Otra  prescripción  destinada  a  impedir  los 
abusos  malignos  es  la  que  obliga  a  finnar  las 
correspondencias  políticas  o  personales.  Esto  es 
indispensable  para  quitar  el  arbitrio  pernicio- 
so, adoptado  en  nuestra  prensa,  de  tener  una 
sección  correspondencia,  en  la  cual  campea  el 
anónimo  a  sus  anchas.  Si  es  propia  de  la  Repú- 
blica la  libertad  de  examen,  es  preciso  conve* 
nir  en  que  también  lo  es  la  franqueza :  el  que 
usa  de  su  derecho  de  ciudadano  para  atacar  un 
acto,  o  a  un  funcionario  público,  o  para  exami- 
nar una  cuestión  social,  no  tiene  pai'a  qué  ocul- 
tar su  nombre :  el  anónimo  no  hace  otra  cosa 
que  darle  una  ventaja  absurda  e  injusta  sobre 
su  adversario. 

La  cuestión  de  los  abusos  de  la  libertad  de 

imprenta  i  de  la  pena  con  que  deben  castigarse 

es  lamas  diñciL  La  lei  de  28  considera  como 

•  •-P.  11. 
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nbusos  la  blasmefía,  la  inmoralidad,  la  provoca- 
ción a  la  sedición  i  la  injuria,  dejando  al  arbi- 
trio del  juri  la  determinación  del  grado  de  cul- 
pabilidad en  que  se  halla  el  impreso  punible, 
para  que  el  juez  de  derecho  aplique  la  pena^que 
la  lei  señala  a  cada  uno  de  esos  grados.  La  lei  de 
46  detalla  de  un  modo  confuso  e  ilójico  las  cir- 
emnstancias  por  las  cuales  puede  un  impreso  ca- 
lificarse de  sedicioso,  de  contrario  a  la  relijion 
o  ala  moral,  de  injurioso,  o,  en  fin,  de  culpable 
de  los  demás  hechos  que  erije  en  delitos ;  pero 
4€¡ja  enteramente  al  arbitrio  del  juez  de  dere- 
cho la  aplicación  de  la  pena,  dentro  del  míni- 
iQüiui  i  del  máximun  que  ella  establece  sin  pro- 
pKMTcicNBi,  sin  analojía  i  sin  ^consideración  alguna 
de  justicia. 

Ambas  leyes  son  defectuosas,  por  cuanto  san- 
wmm-  la  arbitrariedad,  una  de  ellas  en  el  jurar 
éí>i  la  otra  en  el  juez.  La  absurda  teoría  délas 
rárcu&staacias  agravantes  o  atenuantes  ha  fas- 
cinado a  los  lejisladores,  i  como  eUos  hallaban 
1tra]^|oao  el  fijaír  reglan  seguras  para  aplicarlas, 
crcy^roPBb  qia^  los*  jurados  o  los  jueces  podrían 
•preciar  mejpr  esas  circunstancias,  se  despoja- 
ron, de  su  mas  elevada  atribución  pofr  entregarla 
a  e8to8^  i  quiíbaron  a  la  lei  su  carácter  verdadero 
pw  wpr  em  norma  la  voluntad  variable  del 
humbre.  Si  es  cierto  que  hai  circunstancias  que 
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atenúan  o  agravan  la  culpa,  es  necesario  que  la 
lei  las  fije  de  un  modo  jenérico  i  establezca  la 
justa  proporción  de  las  penas :  semejante  traba- 
jo será  arduo,  inmenso,  pero  es  preciso  hacerlo, 
porque  la  lei  no  debe  perder  su  carácter  nor- 
mal, ni  debe  estar  sujeta  jamas  a  la  voluntad 
del  hombre  que  la  aplica ;  a  esa  voluntad  que 
puede  ser  apasionada,  interesada,  voluble,  o  que 
por  lo  menos  puede  dejarse  engañar  por  todo 
lo  que  tiene  de  engañoso  i  de  falaz  esa  doctrina 

de  las  circunstancias  agravantes  o  atenuantes; 

• 

¿No  dice  la  lei,  por  ejemplo,  que  es  se<ficiosd 
el  impreso  "que  provoca  a  la  rebelión^  a  la  des- 
obediencia  de  las  leyes  o  autoridades  constituí^ 
daá,  o  al  1/rastorno  del  orden?"  ¿lío  deja  al  jueiz 
la  facultad  de  castigar  estos  delitos,  según  las' 
circustancias,  con  una  prisión,  presidio  a  des- 
tierro que  no  baje  de  seis  meses  ni  suba  de  seis 
años,  i  con  una  multa  de  doscientos  pesos  a  mil? 
¡Cuánto  mas  le  habría  valido  tomarse  un  poco 
de  trabajo  para  estudiar  la  naturaleza  de  esosí 
actos  que  confunde,  fijarlos  separada  i  distintar 
mente,  i  aplicar  a  cada  uno  de  ellos  unaL  pena 
cierta,  determinada,  proporcionada  i  por  cotí- 
siguiente  justa!  ¿Este  procedimiento  no  habría 
sido  mas  lójico',  mas  propio  del  carácter  dé  la 
lei  i  mas  conforme  a  los  príncipios  dé  la  ñloaó- 
fía  del  derecho  penal,  que  el  confiarse  en  la  mo- 
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ralidad  siempre  variable  de  un  j  uez  para  que 
flene  los  vacíos  que  deja  el  lejislador? 

Otro  tanto  se  aplica  a  la  facultad  discrecio- 
nal que  la  lei  de  28  deja  a  los  jurados  para  que 
fijen  el  grado  de  la  culpabilidad  según  las  cir- 
cunstancias. Por  honrados  que  sean  los  jurados, 
nunca  tendrán  la  elevada  filosofía  que  necesita- 
rían para  correjir  las  imperfecciones  que  han 
dejado  en  la  lei  los  lejisladores,  a  pesar  de  que 
tuvieron  tiempo  i  sin  duda  instrucción  para  no 
dejarlas.  El  juri  entonces  sale  de  su  quicio :  sua 
funciones  no  se  limitan,  como  deben  limitare 
naturalmente,  a  verificar  el  hecho  de  la  acusa- 
ción ;  sino  que  se  estienden  a  denunciar  un  nue- 
vo hecho,  según  las  circunstancias  que  él  solo 
ve  i  aprecia  voluntariamente,  estableciendo  la 
importancia  de  ese  hecho,  anticipando  por  su- 
puesto la  determinación  de  la  pena,  i  usurpan- 
do así  las  atribuciones  del  juez  de  derecho. 

A  todos  estos  males  dá  lugar  la  falsa  doctri- 
na que  deja  a  los  jueces  la  apreciación  de  las 
circunstancias  agravantes  i  atenuantes.  Sus  par- 
tidarios la  defienden  porque  ella  se  acomoda  a 
Ifi  diversidad  de  casos,  de  lugares  i  de  costum- 
bres ;  pero  no  advierten  que  la  lei  es  quien  debe 
vencer  esafl  desigualdades,  para  impedir  que 
haya  en  un  pais  tantas  lejislaciones  penales  di- 
ferentes cuantos  jueces  hai  que  aplican  su  pro-^ 
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pia  voluntad.  También  la  defienden  porque  ella 
sirve  para  eludir  las  graves  dificultades  de  la  le- 
jislacion  criminal,  pero  Solimene,  que  ha  refu- 
tado esa  doctrina  con  tanta  sabiduría,  i  que  me 
ha  servido  de  guia  en  este  estudio,  responde  que 
no  es  le  práctica  quién  debe  resolver  esas  cues- 
tiones, creando  reglas  para  castigar  la  reinci- 
dencia, la  tentativa  o  la  complicidad,  si  no  la 
filosofía  del  lejislador,  que  está  llamado  por  la 
nación  a  vencer  tales  dificultades.  "No  se  casti- 
ga el  homicidio  voluntario  con  una  pena,  dice, 
i  con  otra  menor  el  homicidio  que  tiene  cir- 
cunstancias atenuantes?  Luego  ¿por  qué  no  se 
hace  otro  tanto  en  los  casos  análogos?  Por  qué 
las  escusas  se  preveen  para  algunos  crímenes  i 
no  para  otros?  Que  se  me  diga  por  qué  un  crimen 
ha  de  ser  castigado  con  una  pena  determinada 
i  otros  con  una  pena  movible?  ¿Las  circunstan- 
cias atenuantes  no  existen  también  en  el  espírí- 
tu  del  lejislador?  La  única  diferencia  que  hai^ 
entre  el  lejislador  i  el  juez  está  en  que  el  pri- 
mero juzga  en  hipótesis  i  el  segundo  por  el  he- 
cho ;  pero,  para  que  ni  el  uno  ni  el  otro  cometan 
una  irregularidad,  la  hipótesis  i  el  hecho  deben 
confundirse.  El  lejislador  no  debe  preveer  sino 
hechos  verosímiles,  el  juez  no  debe  veríficar  si- 
no hechos  ejecutados ;  mas  el  uno  i  el  otro  se 
identifican  en  un  solo  pensamiento ,  el  de  casti- 
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gar  con  la  pena  prevista,  establecida.  Luego  la 
introducción  del  nuevo  sistema  de  las  circuns- 
tancias atenuantes  es  contraria  al  método  uni- 
versal de  ju^ar,  contraria  a  ese  orden  invaria- 
ble, mas  cierto  en  el  mundo  moral  que  en  el 
mundo  físico." 

El  proyecto  se  ha  propuesto  resolver  prácti- 
camente esta  cuestión  para  no  tocar  los  estre- 
mos  análogos  e  igualmente  viciosos  que  habian 
tocado  las  leyes  de  28  i  46.  Determina  los  abu- 
sos punibles  i  la  pena  que  a  cada  uno  de  ellos 
corresponde. 

Respecto  de  los  abusos  punibles  no  ha  trepi- 
dado en  considerar  como  tales  la  injuria  i  la 
calmnnia.  Los  ataques  a  la  relijion  del  litado 
deben  también  colocarse  en  este  número  en  un 
pueblo  díMide  no  hai  libertad  de  cultos,  ni  está 
admitida  la  libertad  de  examen  para  esta  ma- 
teria. Los  ataques  a  la  moral  i  la  provocación  a 
1^  sedición,  a  la  desobediencia  de  las  leyes  i  de 
lafi  a^toridades  son  de  una  criminalidad  mas 
di^piitabie.  Creo  que  la  sanción  popular  basta 
para  los  pEÍmeros,  jenéricamente  hablando,  i 
que  el  mal  ¿e  los  segundos  no  puede  desarro- 
ll^f&e  siempre  en  un  pueblo  que  al  mismo  tiem- 
po qQ^  está  acostumbrado  al  orden,  es  egoísta  e 
indolente,  i  por  tanto  no  puede  revolucionarse 
por  un  (Bsprito.  Si  el  escrito  e^tá  fundado  sufi- 
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cientemente  para  escitar  loa  ánimos,  no  es  él 
quien  provoca  sino  el  hecho  en  que  se  fonda.  El 
mal  no  está  entonces  en  la  prensa,  sino  en  la 
sociedad.  Pero  las  leyes  anteriores  han  tenido 
presente  sin  duda  que  en  un  pueblo  qu^  prin- 
cipia su  civilización  no  hai  todavía  un  espíritu 
enérjico  ni  un  criterio  fijo  que  den  vigor  a  la 
opinión  pública.  Habrán  considerado  que  las 
costumbres  son  vacilantes,  que  el  entendimien- 
to  del  vulgo  puede  ser  engaOado  f&cilmente, 
que  la  moraUdad,  la  Constitución,  las  leyes,  las 
autoridades,  el  orden,  no  tienen  raices  en  el  co- 
razón del  pueblo  ni  asiento  en  su  fé,  i  que  por 
tanto  su  existencia  es  precaria  si  se  las  deja  ex- 
puestas a  la  demagojia,  al  interés  de  los  parti- 
dos o  a  la  corrupción  de  los  especuladores.  Se- 
mejantes consideraciones  políticas  han  hecho  sin 
duda  que  la  regla  jeneral  se  modifique  para 
Chile,  i  por  eso  se  han  castigado  como  abusivos 
los  escritos  inmorales  i  sediciosos. 

El  proyecto  reconoce  la  fuerza  de  estas  re- 
flexiones i  coloca  también  en  el  numero  de  los 
abusos  punibles  la  inmoralidad  i  la  jH-ovoca- 
cion  a  la  sedición,  pero  castigándolos,  no  como 
delitos  de  un  mal  real,  sino  mas  bien  eomo  ac- 
tos peligrosos  que  es  necesario  prohibir  para 
evitar  un  dafio  innecesario. 

Las  penas  son  todas  de  prisión,*  porque  las 
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pecaniarias  no  son  análogas  en  la  mayor  parte 
de  los  casos,  son  desígnales  o  desproporciona- 
das en  otros,  i  sobre  todo  tienen  el  inconve- 
niente de  afectar  la  industria  con  fianzas  u  otros 
medios  preventivos  a  que  es  necesario  recurrir 
para  asegurar  su  cumplimiento. 

En  los  artículos  del  proyecto  destinados  a  la  ^ 
organización  del  jurado  i  a  los  procedimientos 
del  juicio,  se  han  tenido  presentes  dos  puntos : 
1.^  impedir  las  influencias  del  Ejecutivo  o  del 
interés  de  partido ;  2.*"  dar  a  esta  institución  su 
verdadero  carácter,  en  cuanto  lo  permiten  laa 
circunstancias  del  pais. 

No  soi  partidario  del  establecimiento  del  ju- 
ri  en  las  liepáblicas  americanas.  Otra  vez  he 
dicho:  "por  desgracia  debemos  reconocer  que 
las  inmensas  ventajas  del  jurado  no  proceden 
tanto  de  su  virtud  intrínseca,  cuanto  de  las  cir-^ 
cunstancias  especiales  en  que  se  halla  la  socie- 
dad que  lo  adopta ;  i  esta  es  la  razón  porque  se 
ha  desvirtuado  tan  preciosa  institución  en  al- 
gunos pueblos  que  la  han  establecido  sin  estar 
preparados  de  antemano.  Para  que  el  jurado  sea 
una  verdadera  garantía  de  la  libertad  i  de  la 
moral  pública  en  un  pais  que  lo  adopte  por 
primera  vez,  es  necesaaío  obrar  una  reforma  ^ 
completa  en  las  leyes,  en  los  procedimientos  ju-. 
diciales,  en  'ias  prácticas  forenses  i  sobre  todo 
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en  las  costumbres  de  la  sociedad,  a  fin  de  que 
estas  den  una  alta  sanción  a  la  lei,  a  la  justicia 
i  a  la  fé  del  juramento,  como  sucede  en  los  pue- 
blos que  están  connaturalizados  con  tal  sistema 
de  organización  en  el  poder  judicial.  Según  es- 
to, es  fácil  concebir  cuan  peligroso  seria  intro- 
ducir súbitamente  el  jurado  en  la  adminis- 
tración de  las  Repúblicas  hispano-americanas : 
nuestro  carácter,  moralidad  i  costumbres;  nues- 
tro estado  social,  nuestra  lejislacion  i  prácticas 
forenses ;  nuestra  civilización,  en  fin,  se  resien- 
ten del  atraso  en  que  hemos  vivido  durante 
tres  siglos,  i  ponen  por  ahora  resistencias  tan 
invencibles  a  la  súbita  institución  del  juri,  que 
si  lo  adoptáramos  imprudentemente,  nos  espon- 
dríamos a  contrariar  no  pocas  veces  el  fin  pri- 
mordial de  la  administración  de  justicia  i  a 
sublevar  -contra  este  sistema  todas  las  preocu- 
paciones. No  podremos  colocamos  nunca  en  la 
situación  de  adoptar  el  jurado  sin  estos  incon- 
venientes, sino  principiamos  por  establecer  una 
publicidad  completa  en  los  procedimientos  de 
los  tribunales,  a  fin  de  familiarizar  a  los  ciuda- 
danos con  la  lei  i  la  justicia  i  de  acostumbrar- 
los a  asociar  la  opinión  pública  al  poder  ju- 
diciaL" 

Mas  asi  como  he  modificado  mis  principios 
sobre  la  libertad  de  la  prensa  en  la  aplicación 
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a  nuestras  circunstancias  i  en  atención  a  lo  pres- 
crito por  la  Constitución,  me  es  necesario  mo- 
dificar los  emitidos  sobre  el  jurado,  no  solo  por 
lo  que  antes  he  dicho  sobre  que  si  se  reconocen 
abusos  de  esta  libertad  es  preciso  reconocer 
también  la  necesidad  de  calificarlos  por  jura- 
dos, sino  también  porque  nuestra  Constitu- 
ción asi  lo  exije.  La  ciencia  del  derecho,  en 
la  aplicación,  es  decir,  cuando  se  convierte  en 
política,  tiene  que  adaptai^e  a  las  circuns- 
tancias. 

Según  ellas,  el  juri  no  puede  ser  entre  nos- 
otros rigurosamente  tal  como  se  conoce  en  los 
pueblos  ingleses ;  pero  tampoco  debemos  desvir 
tuarlo,  ni  atacar  su  naturaleza.  Al  establecerlo, 
es  preciso  conservar  sus  caracteres,  constituirlo 
como  juzgado  de  hechos  i  de  conciencia;  i  so- 
bre todo  conciliar  la  publicidad,  la  sencillez  i 
brevedad  de  sus  procedimientos,  con  la  rectitud 
en  las  decisiones.  Creo  que  se  consiguen  tales 
fines  con  las  prescripciones  que  propongo. 

Este  proyecto,  que  habia  sido  aceptado  por 
el  ministerio  de  setiembre,  será  también  apo- 
yado, no  lo  dudo,  por  el  de  junio ;  porque  reúne 
las  circunstancias  que  según  sus  palabras  esplí- 
citas,  debe  tener  una  lei  de  imprenta:  justicia 
en  la  parte  penal,  independencia  del  juri  i  res- 
peto a  la  libertad.  Helo  aquí : 
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TITULO  PKIMERO. 


DE  LAS    OBUaAOIOEES   I    EESPOJÍSABIUDADES   DB 
LOS  mPBESOEES,  AUTORES  I  EDITOEBS. 


Artículo  1.**  El  que  quiera  establecer  una 
imprenta  o  tomar  el  dominio  de  una  estableci- 
da dará  paarte  de  ello  previamente  al  gobema^- 
dor  departamental,  para  que  se  anote  en  el  re* 
jistro,  que  se  llevará  al  efieeto,  su  nombre  i  el 
del  lugar  del  establecimiento. 

La  imprenta  que  no  se  hallare  matriculada 
conforme  a  esta  disposición  se  reputará  clan* 
destina  i  su  dueño  será  penado  en  doscientos 
pesos  de  multa  por  cada  una  de  las  publixsacio- 
nes  que  hubiere  hecho. 

Art.  2.  El  impresor  deberá  poner  en  las  pu- 
blicaciones que  haga  el  nombre  de  su  imprenta 
i  la  data  de  su  impresión. 

La  omisión  o  falsificación  de  alguno  o  de  los 
dos  requisitos  será  castigada'  con  la  multa  de 
cien  pesos,  que  se  duplicará,  si  el  impreso  fuere 

de  su  condenación. 

Art.  3.  Acusado  algún  impreso  que  se  halle 
en  el  caso  del  artículo  anterior  se  citará  al  im* 
presor  por  carteles  durante  cuatro  dias  antes 
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de  entrar  al  juicio,  i  no  pareciendo  se  seguirá 
éste  i  se  ejecutará  la  pena  en  la  forma  ordinaria. 

Art.  4.  Los  impresos  se  dividen  para  los  efec- 
tos de  esta  lei  en  obras,  folletos  i  periódicos  o 
diarios : 

I.*"  Obra  es  todo  impreso  que  exceda  de  diez 
pliegps  de  la  marca  del  papel  sellado. 

2."*  Folleto  el  que  no  pase  de  diez  pliegos  de 
la  marca  dicha  i  se  publique  sin  las  circunstan- 
cias legales  que  constituyen  un  periódico. 

3.**  Periódico  es  todo  impreso  que  contenga 
variedad  de  materias  i  se  publique  en  serie, 
con  un  mismo  título  o  diversos,  ya  sea  diaria- 
mente o  en  épocas  fijas  o  indeterminadas. 

Art.  5.  Es  responsable  de  toda  obra  o  folleto 
ga  autor  o  editor,  i  para  asegurar  esta  responsa- 
bilidad deberá  firmar  uno  u  otro  el  órijinal  o 
xma  declaración  que  mantendrá  en  su  poder  el 
impresor,  salvo  el  caso  en  que  este  mismo  sea 
el  autor  o  editor. 

Para  los  efectos  de  esta  disposición,  el  traduc- 
't6r  de  una  obra  equivale  al  autor. 

,  Art.  6.  El  impresor  queda  sujeto  a  la  respon- 
sabilidad del  autor  o  editor  de  una  obra  o  fo- 
lleto en  los  casos  siguientes: 

•  I.*"  Cuando  requerido  personalmente  para 
prése&tar  el  órijinal  o  la  declaración  del  autor 
o  editor j  ño  lo  luciere. 
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2.*  Cuando  no  pueda  ser  habida  la  persona 
del  autor  o  editor,  por  no  hallarse  en  el  lugar 
del  juicio,  o  por  no  poder  comparecer  ante  el 
juzgado  a  causa  de  su  carácter  público. 

Art.  7.  La  responsabilidad  de  todo  periódi- 
co corresponde  a  su  editor  responsable. 

Art.  8.  Para  ser  editor  responsable  de  un  pe- 
riódico se  requiere : 

1.**  Estar  domiciliado  en  el  pueblo  en  que  se 
publique  el  periódico. 

2.**  Ser  mayor  de  veinte  años  i  tener  una  pro- 
fesión o  un  modo  de  vivir  conocido,  que  procure 
independencia. 

3.*"  No  ser  editor  responsable  de  otra  publi- 
cación periódica,  ni  estar  actualmente  en  prisión. 
'  Art.  9.  El  editor  responsable,  antes  de  pu- 
bUcar  su  periódico,  se  presentará  al  gobernador 
departamental  haciendo  constar  estos  requisi- 
tos de  cualquiera  manera,  para  que  su  nombre 
quede  inscrito,  i  de  esta  inscripción  recibirá 
un  certificado  qne  le  sirva  de  título. 

El  impresor  que  publicase  un  periódico  ain 
cumplirse  esta  disposición  o  sin  estar  vijente  la 
responsabilidad  del  editor,  pagará  doscientos 
pesos  de  multa. 

Art.  10.  Se  esceptiían  de  estas  formalidades 
los  periódicos  esclusivamente  literarios,  legale»^ 
o  jurídicos,  artísticos,  comerciales  o  industriales^ 
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i  aiu  responsabilidad  se  determinará  por  la  dis- 
posición de  los  artículos  5.*  i  6."* 

Art.  11.  La  autoridad  gubernativa  suspen- 
derá inmediatamente  los  periódicos  quie  debien- 
do observar  los  artículos  8.  i  9.*"  no  los  hubie- 
ren observado,  i  del  mismo  modo  procederá' 
con  los  mencionados  en  el  artículo  anterior, 
cuando  se  apartaren  de  su  instituto. 

Art.  12.  En  todos  los  niimeros  del  periódico 
que  necesite  editor  responsable  se  imprimirá 
cxm  todas  sus  letras  el  nombre  i  apellidó  de 

Art.  13.  En  la  correspondencia  de  estos  pe- 
riódicos no  se  publicará  anónimo  artículo  algu- 
ffo'  (jtíce  "fapateí  de  asuntos  políticos  o  personales, 
sfflo  (Sania firma- de  su  autor"  o  editor  respecti- 
vo, que  deberá  quedar  autógrafa  ^  podei*  ¿el- 
ector r^ponsable  para  solo  el  efecto  de  impe- 
^  ittifií^  fakiflcacion  o  suplantación. 

Gtíá^^  infracción  de  este  artículo  se  cast^ 
con  la  multa^de  cincuenta  pesos,  impuesta  al 
€»&kc^  responsable. 

Sfi  sesupusiére  o  faisiflcare  la  firma  de  una  per- 
sona verdadera  o  falsa,  el  editor  responsable  del 
periódico  queda  sujeto  a  la  pena  que  las-  leyes 
impmíeiúL  ái<  dígütoí  die  ftilsedád,  según  les  cir- 
(^unst&ftcísís; 

Jkrt.  14.  El  editor  riB^itóable  que  r^pródu- 
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jiere  en  su  periódico  la  parte  o  paires  condenar 
das  de  un  impreso  abusivo,  será  castigado  con 
el  duplo  de  la  pena  impuesta  en  la  condena- 
ción. 

Otro  tanto  se  observará  respecto  del  autor, 
editor  o  impresor  que  hicieren  lo  mismo  en  pu- 
blicaciones sueltas. 

Art.  15.  El  editor  responsable  está  obligado 
a  publicar  en  su  periódico,  previa  el  pago  de 
su  precio  corriente,  la  contestación  que  una 
persona  ofendida  quiere  dar  a  las  impugnacio- 
nes que  se  le  hayan  (Mríjido  en  el  mismo  papel. 

Art.  16.  Ni  el  editor  de  un  periódico  ni  los 
impresores  podrán  publicar  los  libros  canónicos, 
los  littírjicos,  ni  el  catecismo  de  la  doctrina  cris- 
tiana sin  licencia  del  ordinario  eclesiástico  res- 
pectivo ;  ni  la  Constitución,  ni  los  códigos  u 
otra  colección  de  leyes  o  decretos,  sin  licencia 
de  la  autoridad  competente,  concedida  en  vista 
de  la  conformidad  del  impreso  con  el  texto  au- 
téntico. 

La  infracción  de  este  artículo  será  penada 
con  la  pérdida  de  las^  impresiones  hechas. 

Art.  lY.  La  imprenta  en  que  se  hubiere  he- 
cho una  pubHcacion  es  fianza  especial  de  las 
penas  pecuniarias^,  que,.  cQziforme  a  estaleise  im- 
ponen al  impresor  responsable,,  asi  como  lo  son 
los  bienes  del  editor  responsable,  ioclusaa  las 
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ganancias  de  su  periódico,  por  las  mnltas  qué 
le  corresponden. 

Art.  18.  Las  multas  que,  según  lo  prevenido 
en  este  título,  se  imponen  al  impresor  o  editor 
responsable  se  harán  efectivas  por  el  goberna- 
dor departamental,  como  las  demás  multas  de 
policía,  previa  la  información  que  se  necesite 
para  acreditar  el  hecho  porque  se  aplican,  i  se 
enterarán  en  la  caja  municipal  para  destinarlas 
a  gastos  de  educación  pública» 

TITULO  SEGUNDO. 

»» 

CLASEBTCACIOIT  DE    LOS    ABUSOS    DE  LA    LIBEETAD 
DE  IMPREJSTTA  I  SUS  PENAS. 

Art.  19.  Cometen  abuso  de  libertad  de  im* 
prenta  los  impresos  sediciosos,  los  impíos,  los 
inmorales,  los  calumniosos  i  los  injuriosos. 

Art.  20.  Son  sedidoeos : 

1.*"  Los  que  provocan  a  la  desobediencia  de 
las  autoridades  constituidas  o  atacan  la  lejiti- 
midad  de  su  oríjen,  o  propenden  a  trabar  o  im- 
pedir el  ejercicio  de  sus  funciones ;  i  serán  cas- 
tigados con  dos  meses  de  prisión. 

2.*  Los  que  provocan  a  la  desobediencia  dé 
las  leyes  o  atacan  la  forma  republicana  de  go- 
bierno adoptado,  i  serán  castigados  con  cuatro 
meses  de  prisión. 
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S.""  Los  que  inciten  a  la  rebelión  o  trastorno 
del  orden  público,  los  cuales  serán  castigados 
con  seis  meses  de  prisión. 

Art.  21.  Son  impíos: 

I.""  Los  que  ultrajan  o  ponen  en  ridiculo  la 
reHjion  del  Estado,  que  serán  castigados  con 
dos  meses  de  prisión. 

2.''  Los  que  atacaren  sus  dogmas,  que  serán 
castigados  con  cuatro  meses  de  prisión. 

Art.  22.  Son  inmorales: 

I.""  Los  qte  sean  contrarios  a  la  decencia  o  a 
las  buenas  costumbres,  i  se  castigarán  con  un 
mes  de  prisión. 

2/  Los  que  bagan  la  apolojia  de  actos  califi- 
cados de  delitos  por  las  leyes,  i  serán  castigar 
dos  con  dos  meses  de  prisión. 

3.^  Los  que  provoquen  a  cometer  una  acción 
calificada  de  delito  por  las  leyes,  los  cuales  ten- 
drán tres  meses  de  prisión,  salvo  que  las  leyes 
señalen  al  mismo  delito  una  pena  menor,  en 
cnyo  caso  86  apHcará  esta. 

Art.  23.  Son  oalu/inniosos : 

I.""  Los  que  imputan  un  acto  u  omisión  que, 
aunque  no  sea  un  crimen,  es  a  propósito  para 
menoscabar  la  confianza  en  la  honradez  de  la 
persona  a  quien  se  dirijen ;  los  cuáles  serán  cas- 
tigados con  cuatro  meses  de  prisión. 

2.""  Los  que  imputan  un  crimen  a  un  particu* 


« *, 
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lur  O  a  un  funcionario  público  en  su  carácter 
privado,  i  serán  penados  con  seis  meses  de  pri- 
sión. 

Art.  24.  Son  wjvHoaos: 

1.**  Los  que  liagaa  imputaciones  u  observa- 
ciones destinada»  a  ultrajar,  denostar  o  ridicu- 
lizar a  una  corporación  o  persona,  i  serán  casti- 
^kIos  con  tres  meses  de  prisión. 

2.*"  Los  que  atribuyan  un  vicio  moral,  un 
defecto,  o  enfermedad  qué  retraiga  a  los  demás 
de  las  relaciones  de  sociedad  con  el  individuo 
injuriada,  i  serán  castigado»  con  cuatro  meses 
de  prisión. 

S,*"  liOs  destinado»  a  mostrar  que  una  perso- 
ni^  no  tiene  capacidad,  conocimiento»  o  aptitu- 
des para  el  ejercicio  de  una  profesión  privada, 
dé  un  oficio  o  para  el  manejo  de  los  negocio» 
en  que  se  ocupa;  i  serán  castigado»  con  cinco 
mese9  de  prisión. 

Art.  26.  No  se  admite  prueba  sobre  el  con- 
tenido de  los  impreso»  notado»  en  lo»  do»  artí- 
culo» anteriores,  i  aun'  cuando  apareciese  pro- 
bado se  les  aplicará  la  pena. 

Art.  26.  Se  adodte  prueba  cuando  una  impu- 
tación de  la  cla»e  de  la»  sefiaiada»  en  el  articulo 
S3  es  becha  a  un  funcionario  público  en  su  ca- 
rácter de  tal,  i  si  no  resultare  probada  se  snorjeta 
%  la  pena  impuesta  en  ese  artículo. 


—  187  — 

Art.  2?.  Los  impresos  de  la  clase  de  los  que 
habla  el  inciso  ^.%  articmlo  24,  no  son  punibles 
cuando  se  refieran  a  funcionarios  públicos,  en 
su  cai^ter  de  tales ;  pero  si  se  hacen  al  mismo 
tiempo  imputaciones  de  las  señaladas  en  el  ar- 
tículo 23  se  sujetan  a  laregla  del  artículo  26. 

Art.  28.  No  son  injuriosos  los  escritos  histó- 
ricos, los  literarios  ni  los  judiciales,  cuando  no 
tienen  mas  fin  que  la  averiguación  de  la  verdad 
histórica,  literaria  o  judicial ;  pero  si  de  su  con- 
testo aparece  el  ánimo  malicioso  de  ultrajarse 
«gtíri,  !<»  regla,  «tablecida». 

Art  20.  Si  el  que  reclama  de  la  iniuria  no  es 
nombrado  en  el  impreso,  sino  designado  par, 
algunas  circunstancias,  el  jurado  las  apreoiaxá, 
i-si  en  vista  de  ellas  oree  que  el  reclamante  es 
realmente  el  injuriado,  que  en  el  impreso  hai 
intención  de  ultraiarla  le  hará  iusticia.  como 
n  fa«e  d«ign«io  por  su  n<»nhr; 

Art  30.  El  injuriado  puede  contar  el  juicio 
por  una  transacción  en  que  se  avenga  a  alguna 
reparación  el  responsable  de  la  injuria,  pero 
una  vez  terminado  el  juicio  no  puede  remitir, 
la  pena  ni  parte  de  ella.  En  caso  de  transacción 
se  publicará  todo  lo  obrado  a  costa  del  acu- 
sado. 
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I 

TITULO  TERCERO. 

DE  LA  ACUSACIÓN. 

i 

Art.  31.  La  acusación  se  presentará  por  es- 
crito al  juez  de  prümera  instancia  que  conozca 
d«  los  asuntos  criminales  de  mayor  cuantía 
en  el  pueblo  en  que  esté  la  imprenta  que  ha 
liecho  la  publicación  i  contendrá : 

I.""  La  designación  del  impreso  acusado. 

2.^  La  designación  precisa  de  los  pasajes  pií- 
nibles. 

S.""  La  determinación  del  artículo  o  artícqlos 
de  la  presente  lei  en  que  estuviere  clasificado  el 
impreso. 

Art  32.  Deberá  acusar  el  Fiscal  de  la  Corte 
de  Apelaciones,  o,  donde  no  exista  este  funcio- 
nario, el  ajBUte  fiscal,  o,  en  su  defecto,  el  Procu- 
rador de  Ciudad,  los  impresos  que  fuesen  puni- 
bles conforme  a  los  artículos  20,  21  i  22  de  esta 
lei ;  i,  a  requisición  de  la  parte  ofendida,  los 
«duiímiosos  e  injimosos  contra  las  Cámaras  Le- 
jislatiras,  el  Presidente  de  la  República,  los 
Ministros  de  Estado,  los  Intendentes  de  Pro- 
vincia, los  Agentes  Diplomáticos  Chilenos,  los 
Jefes  de  Gobiernos  Estranjeros  i  los  Ajenies 
Diplomáticos  acreditados  ante  el  Gobierno  de 
la  Bepública. 
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Art.  33.  Si  en  el  término  de  cuatro  dias  no 
fueren  acusados  los  impresos  de  los  artículos  20, 
21  i  22  por  el  funcionario  designado,  cualquier 
ciudadano  puede  hacer  la  acusación  o  reclamar 
que  la  haga  aquel. 

Art.  34.  Los  escritos  calumniosos  e  injuriosos 
pueden  ser  acusados  por  el  ofendido  o  su  apo- 
derado o  por  otras  personas  a  quienes  las  leyes 
dan  el  derecho  de  acusar. 

Art.  35.  El  derecho  de  acusar,  i  por  consi- 
guiente la  responsabiHdad,  prescriben  en  un 
L,  salvo  el  Lo  do  oalumL  qae  pre*=ribo 
«n  dos. 

TITULO  CUARTO. 

DEL  TRIBUNAL  QUE  JUZGA  LOS    ABUSOS   DE  LA  LI- 
BERTAD DE  IMPRENTA. 

Art.  36.  En  los  pueblos  donde  hubiere  im- 
prenta, habrá  un  tribunal  compuesto  de  jura- 
dos i  del  juez  de  derecho  que  designa  el  artículo 
51,  para  conocer  de  los  juicios  sobre  los  abusoB 
do UbortM  do  imprente q«  «  cometa,  en». 
jurisdicción. 

Art.  37.  Para  ser  jurado  se  necesita: 

1.**  Tener  las  cualidades  que  el  artículo  8  de 
la  Constitución  exije  para  ser  ciudadano  activo. 

2.«  Residencia  en  el  territorio  de  la  Munici- 
palidad. 
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3.**  No  ser  eclesiástico  secular  o  regalar. 

4,**  No  ser  escribano  o  procurador. 

5.^  No  ser  empleado  cou  nombramiento  del 
Gobierno  i  goce  de  sueldo  del  tesoro  público. 

Art.  38.  El  1.**  de  diciembre  de  cada  año,  la 
Municipalidad  reactiva  pondrá  en  una  urna 
73  boletos  que  contengan  sendos  nombres  de 
personas  que  se  hallen  en  el  caso  del  artículo 
anterior,  i  sacará  a  la  muerte  48,  los  cuales  serán 
los  jurados  que  han  de  funcionar  en  todo  el  aSo 
entrante. 

Art.  39.  En  el  término  de  cuatro  dias  comu- 
nicará la  Municipalidad,  la  lista  de  los  nuevos 
jurados  al  gobernador  departamental,  al  juez 
ordinario,  a  los  individuos  nombrados,  i  la  pu- 
blicará en  los  periódicos. 

Los  jurados  nombrados  no  pueden  eximirse 
del  cargo. 

Art.  40.  Durante  el  curso  del  año,  la  Munici- 
palidad revisará  la  lista  cada  trimestre  para 
reemplazar  a  los  jurados  que  hubieren  muerto, 
a  los  que  hubieren  variado  de  residencia  i  a  los 
que  hubiesen  entrado  en  las  funciones  notadas 
en  los  incisos  8."*,  4.*"  i  S.*'  del  artículo  37 ;  i  el 
nombramiento  lo  hará  a  la  suerte,  poniendo  en 
la  urna  doble  número  de  nombres  del  que  tiene 
que  sacar. 
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TITULO  QUINTO. 

DEL  PROCEDmiBirrO  EN  EL  JUICIO. 

Art.  41.  Presentada  la  acusación,  el  juez  ci- 
tará antes  de  24  horas  al  querellante  i  al  im* 
presor,  si  la  acusación  recae  sobre  una  obra  o 
folleto,  o  al  editor  responsable,  si  recae  sobre 
un  periódico,  i  en  presencia  de  ellos,  si  compa- 
recieren, i  del  escribano,  procederá  a  sortear 
siete  jurados  i  tres  suplentes  de  toda  la  lista 
formada  por  la  Municipalidad. 

Art.  42.  Si  alguno  de  los  jurados  sorteados 
fuere  pariente  basta  el  cuarto  grado  de  consur 
guinidad  o  segundo  de  afinidad  del  querellante 
o  acusado,  i  si  se  representaren  estas  circunstan- 
cias al  juez  o  a  él  le  constaren,  sorteará  incon- 
tinenti otro  en  su  lugar. 

Art.  48.  Verificado  el  sorteo,  el  juez  citará 
para  el  mismo  dia,  o  a  mas  tardar  para  el  dia  si- 
guiente, a  los  jurados  propietarios  i  suplentes, 
pandóles  la  hora  a  que  deben  concurrir. 

Art.  44.  El  jurado  sorteado  que  se  negare  a 
concurrir  al  juicio  será  penado  con  ana  multa 
de  den  pesos,  salvo  el  .caso  de  enfermedad,  au- 
sencia u  otra  imposibilidad  absoluta  legalmen- 
te  acreditada. 
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Art.  45.  Keunidos  los  siete  jurados,  o  com- 
pletado este  numero  con  los  suplentes,  el  juez 
les  esplicará  las  funciones  que  van  a  ejercer,  re- 
ducidas  a  declarar  si  ha  o  no  lugar  a  formación 
de  causa  contra  el  impreso  acusado.  Los  jurados 
en  este  caso  no  van  a  declarar  si  el  impreso  es  o 
no  culpable,  o  si  hai  circunstancias  que  discul- 
pen o  agraven  el  abuso  que  se  acusa :  sus  fun- 
ciones están  limitadas  a  declarar  si  el  impreso 
que  se  les  presenta,  atendidas  sus  palabras  i  es- 
píritu,  dá  mérito  para  someterlo  a  juicio. 

Art.  46.  Inmediatamente  el  juez  les  exijirá  el 
siguiente  juramento :  "g Juráis  por  Dios  nuestro 
señor  i  los  Santos  Evanjelios  desempeñar  fiel- 
mente el  cargo  que  se  os  ha  confiado  i  faUar 
imparcial  i  lealmente  sobre  si  há  lugar  o  no  a 
formación  de  causa  contra  la  persona  responsa- 
ble del  impreso  que  os  va  a  ser  presentado?" — 
Los  jurados  responderán — "Si  juramos."  El  juez 
dirá:  "Si  así  lo  hiciereis.  Dios  os  ayude,  i  si  no 
os  lo  demande." 

Art.  4Y.  En  seguida  entregará  el  juez  el  im- 
preso i  la  acusación  a  los  jurados,  i  se  retirará 
dejándolos  solos  sin  permitir  que  persona  algu- 
na interrumpa  su  sesión. 

Art.  48.  Los  jurados  nombrarán  de  entre 
ellos  un  presidente,  leerán  las  piezas  de  la  acu- 
sación i  deliberarán  sin  poder  separarse  hasta 
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estar  de  acuerdo  en  la  declaración,  la  cual  re- 
sultará de  la  mayoría  absoluta  de  votos,  i  será 
precisamente  concebida  en  estos  términos — Há 
higa/r  a  formación  de  cama — o  No  ha  higa/r  a 
formacicn  de  causa. 

Esta  declaración  sei*á  escrita  al  pié  de  la  acu- 
sación, firmaba  por  todos  los  jurados  i  entrega- 
da por  su  presidente  al  juez  de  derecho. 

Art.  49.  Si  la  declaración  ftiese — no  Jiá  higar^ 
el  juez  proveerá  que  se  devuelva  al  querellante^ 
cesando  por  este  auto  todo  procedimiento  ulte- 
rior. 

Art.  50.  Si  la  declaración  fuese — Jiá  higar  a 
formación  de  causa^  el  juez  la  comunicará  al  go- 
bernador departamental  para  /que  la  haga  pu* 
blicar  en  los  periódicos  i  dicte  las  providencias 
convenientes  a  fin  de  suspender  la  circulación 
del  impr^o  acusado,  haciendo  empaquetar  i 
sellar  los  ejemplares  que  hubiere  en  los  depó*- 
sitos.  - 

En  el  mismo  acto  hará  comparecer  al  impre- 
sor, si  el  impreso  acusado  fuese  una  obra  o 
folleto,  o  al  editor  responsable,  si  fuese  un  pe^ 
riódico,  le  notificará  la  declaración  del  jurado, 
i  en  el  primer  caso  le  exijirá  que  presente  la 
firma  o  declaración  del  autor  o  editor  de  la  obra 
o  folleto  acusado. 

Art.  51.  Si  el  impresor  no  presenta  la  firma 
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O  dedaracioii  porque  se  le  requiere  formalmen* 
te,  o  si  presentándola  no  puede  ser  habida  la 
persona  del  autor  o  editor  de  la  obra  o  folleto, 
ó  si  pudieñdo  ser  habida,  negare  su  responsa- 
bilidad i  el  impresor  no  la  prueba  en  el  térmi- 
no de  dos  diafí,  queda  este  responsable  en  el 
juicio  i  se  le  tendrá  en  adelante  como  parte  acu- 
sada. 

Art  52,  En  el  acto,  el  juez  decretará  que  se 
ponga  en  custodia  a  la  persona  responsable. 

Art.  53.  Inmediatamente  después  que  haya 
calificado  la  responsabilidad,  el  juez  entregará 
iJ  reo  copia  autorizada  de  la  acusación  i  una  lis- 
ta de  los  jurados,i  le  citará  asi  como  al  acusa- 
dor para  una  hora  del  dia  siguiente,  a  fin  de 
proceder  al  sorteo  de  los  jurados  que  deben 
fallar. 

Si  las  partes  espusiesen  que  necesi^^an  rendir 
prueba  coiiforme  al  artículo'  26,  allí  mismo  fijar 
rán  los  hechos,  que  se  proponen  probar,  los  cua- 
Im  quedarán  consignados  en  una  acta,  de  que 
también  se  les  dará  copia,  i  la  citación  se  hará 
indefectiblemente  para  seis  dias  después  con  el 
objeto  de  que  en  este  término  fatal  preparen  su 
prueba. 

Art  54.  Antes  de  proceder  al  sorteo,  cada 
una  de  las  partes  podrá  recusar  ante  el  juez,  sin 
Beoeeidad  de  espresar  motivo,  seis  jurados,  los 
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cuales  quedarán  escloidos  jonttSnente  coa  los 
que  hubieren  compuesto  el  primer  jurl 

Lu^o  se  sortearán  nueve  jurados  i  cuatro  su- 
plentes,  sacando  el  acosado  i  el  acusador  altera 
natiyamente  una  cédula,  i  sino  hubieren  asisti- 
do, se  hará  el  sorteo  por  el  escribano. 

Guando  fueren  varios  los  acusad<»res  o  los 
acusados  se  avendrán  en  el  que  debe  hacer  el 
sorteo  o  la  recusación,  sin  que  esta  pueda  e^sce- 
der  de  seis  jurados. 

Art.  55.  Los  jurados  i  suplentes  sorteados  se«> 
rán  citados  por  el  juez  dentro  de  las  cuarenta  i 
ocho  horas  siguientes,  quedando  los  inasistentes 
incursos  en  la  multa  que  señala  el  artículo  44. 

Art.  56.  Keunido  los  nueve  jurados  o  com* 
pletado  este  niimero  con  los  suplentes  (por  el 
orden  en  que  hubieren  salido  a  la  suerte)  i  pre* 
sididos  por  el  juez,  empezará  el  juicio  que  de- 
berá ser  piiblico. 

Art.  57.  Ante  todo,"el  juez  exijirá  a  los  jura* 
dos  el  juramento  siguiente :  "¿Juráis  por  Dios 
Nuestro  Señor  i  los  Santos  Evanjelios  desemp^ 
ñar  fielmente  el  cargo  que  se  os  confia,  califican- 
do con  imparcialidad  i  justicia,  según  vuestro 
leal  saber  i  entender,  el  impreso  acusado  que  se 
os  presenta?" — ^Los  jurados  responderán:  'fijá- 
ramos"— ^i  el  juez  dirá — '^i  asi  lo  hiciereis,  Dios 
os  ayude,  i  si  no  os  lo  demande." 
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Art.  58.  Después  se  procederá  al  juicio  del 
modo  siguiente : 

1.^  El  escribano  leerá  la  acusación  i  los  luga- 
res del  impreso  acusado  sobre  que  ella  jira. 

2.**  El  acusador  por  sí  o  por  otra  persona  fun- 
dará su  acusación  de  palabra,  sin  qué  pueda  es- 
tenderse fuera  de  los  puntos  sobre  que  jira  la 
Í43Usacdon. 

3.^  En  seguida  tomará  la  palabra  el  acusado 
u  otra  persona  en  su  nombre,  alegando  todo  lo 
que  haga  a  su  defensa,  i  pudiendo  leer  otros 
lugares  del  impreso  que  sirvan  de  esplicacion 
a  los  que  motivaron  la  acusación. 

Art.  59.  Si  en  el  juicio  hubiere  lugar  a  prueba, 
las  partes  presentarán  ante  el  juri  todas  las  que 
hicieren  a  su  derecho,  traerán  a  su  costa  delan- 
te de  él  a  sus  testigos,  ya  sea  voluntariament^e  6 
por  mandato  del  juez,  si  estos  se  resistieren ;  i 
no  podrán  presentar  por  escrito  otras  deposi- 
ciones que  las  de  los  testigos  que  estuvieren 
imposibilitados  o  escusados  por  la  lei  para  pre-* 
tentarse  personalmente. 

Las  partes  deberán  allanar  dentro  de  los  seis 
dias  que  señala  el  artículo  53  todas  las  dificul- 
tades que  ocurran  sobre  la  presencia  personal 
de  los  testigos. 

Art.  60.  En  la  prueba  se  procederá  de  esta 
manera : 
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I.""  El  acusador,  después  de  fundar  su  acusa*: 
cion,  espondrá  sus  pruebas  en  el  orden  que  le 
convenga,  no  siendo  necesario  que  estas  pruebas 
tengan  las  calidades  que  el  derecho  común  exi- 
je  para  su  validez,  i  llamará  a  cada  uno  de  sus 
testigos  a  medida  que  los  necesite  para  que  ju* 
ramentados  en  forma  sean  interrogados  por  el 
juez  según  las  articulaciones  conducentes  que 
el  acusador  proponga. 

Si  hubiere  cuestión  sobre  la  conducencia  de 
las  articulaciones,  la  resolverá  en  el  acto  el  ju*^ 
rado  a  pluralidad  de  votos. 

2.^  El  juez,  los  jurados  i  las  partes  podrá» 
también  interrogar  al  testigo  para  esclarecer 
sus  dichos  i  el  asunto. 

S.""  Concluida  la  aQusadon  i  hecha  la  defensa 
del  acusado,  espondrá  éste  su  prueba  en  la  mis- 
ma forma  que  el  acusador  i  respecto  de  sus  tes^ 
tigos  se  procederá  lo  mismo. 

4.''  No  se  admite  prueba  de  tachas,  pero  las 
partes  podrán  por  medio  del  juez  hacer  a  los 
testigos  adversos  algunas  preguntas  destinadas 
a  indagar  si  hai  cohecho,  coacción  o  tan  intimas 
relaciones  con  la  parte  que  los  presenta  que 
peligre  su  imparcialidad. 

5.''  Terminado  el  examen  de  los  testigos  no 
se  permite  a  las  partes  hacer  reflexión  alguna 
sobre  él,  para  que  los  jurados  lo  aprecien  según 
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sa  propia  sagaddad  i  por  la  in^esiou  que  les 
haya  producido. 

Art.  61.  Concluidos  estos  actos,  haya  o  no 
praeba,  el  juez  presentará  indefectiblemente  al 
juri  un  análisis  en  compendio  de  todo  el  n^o- 
ció,  según  resulta  de  sus  apuntes,  estableciendo 
en  términos  claros  i  precisos  el  hecho  en  cues^ 
tion,  i  en  seguida  se  retirará  para  que  los  jura- 
dos entren  a  deliberar. 

.  Art.  62.  Los  jurados  nombrarán  un  Presi- 
dente de  entre  ellos  mismos,  i  deliberarán  sobre 
el  fallo  sin  interrupción,  hasta  su  pronuncia^ 
'miento,  permaneciendo  solos  entre  tanto. 

Art  68.  M  fallo  que  resulte  de  la  mayoría 
absoluta  de  votos  no  podrá  jirar  sinosobre  la 
nota  que  haya  aplicado  al  impreso  lar  acusación 
i  si  es  favorable  al  acusado  se  espresará  en  es- 
tos términos : — ''no  es  culpable." 

Art.  64.  Si  el  fallo  fuere  condenatorio  se  es- 
tenderá en  estos  términos: — ^"Es  culpable  el 
impreso  acusado  por  estar  comprendido  en  la 
clasificación  del  inciso  o  de  los  incisos  tales  del 
artículo  tal  de  la  lei  sobre  abusos  de  libertad 
de  imprenta.'^  Si  ademas  el  fallo  fuere  absolur 
torio  en  parte,  se  añadirá — "e  inculpable  de  la 
nota  de  tal  que  le  atribuye  la  acusación,  por  no 
€6tar  comprendido  en  di  inciso  tal  del  artícii- 
lo  tal.'' 
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El  fallo  será  firmado  por  los  jurados  i  presen- 
tado por  su  presidente  al  juez. 

Art.  65.  Si  el  fallo  fuere  absolutorio,  el  juez 
proveerá — Ahsudto^  i  lo  notificará  al  acusado^ 
quien,  por  el  mismo  hecho,  queda  libre.  Si  fuere 
condenatario,  el  juez  proveerá  condenando  al 
acusado  a  sufrir  la  pena  que  determina  el  inci- 
so del  artículo  de  esta  lei  que  señalare  el  fallo 
del  juri,  o  conjuntamente  las  penas  que  se  de- 
terminan en  los  incisos  i  artículos  señalados  en 
este  fallo. 

Art.  66.  Si  el  impreso  absuelto  lo  hubiese  si- 
do  por  haberse  rendido  la  prueba  que  admite  el 
artículo  26,  i  la  imputación  probada  contra  el 
fimoionario  público  atax^ado  en  dicho  impreso 
fuese  calificada  de  delito  por  las  leyes,  el  fiscal 
o  quien  haga  sus  veces  entablará  acusación  con* 
tra  el  funcionario. 

Art.  67.  Los  actos  judiciales  de  este  juicio 
serán  autorizados  por  el  escribano,  quien  estén- 
derá  las  actas  del  juri  i  custodiará  el  espediente, 
sin  exijir  derechos  en  otras  causas  que  en  las  de 
calumnia  o  injuria,  escepto  en  los  casos  a  que  se 
refiere  el  artículo  32. 

Art  68.  No  se  concede  apelación  de  la  decla^ 
ración  del  primer  juri  ni  del  fiallo  del  segundo, 

Art.  69.  Se  concede  el  recurso  de  nulidad  en 
la  forma  ordinaria:  1.*  por  no  taberse  citado  a 
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alguna  de  las  partes ;  2.''  por  haber  declarado  o 
fallado  el  juri  sin  el  número  competente  de  ju- 
rados ;  S.*"  por  haberse  imputado  al  reo  en  el 
fallo  un  delito  que  no  espresa  la  lei ;  i  4.**  por 
haber  condenado  el  juez  a  una  pena  distinta  de 
la  que  la  lei  señala  al  delito  de  que  se  le  declara 
culpable. 

Art.  70.  No  hai  recurso  de  nulidad  si  la  par- 
te agraviada  no  hubiese  hecho  el  reclamo  que 
previene  el  artículo  15  de  la  lei  de  I."*  de  mayo 
de  183Y. 

Art.  71.  Declarada  la  nulidad  i  repuesto  el 
proceso  al  estado  en  que  se  hallaba  antes  de  co- 
meterse, entrará  a  conocer  un  nuevo  juri,  en  la 
misma  forma  que  el  primero  i  el  juez  que  se- 
Sale  la  lei. 

Art.  72.  La  sentencia  se  publicará  en  la  for- 
ma prescripta  por  el  artículo  50,  i  el  Goberna- 
dor departamental  impedirá  la  circulación  del 
impreso  condenado,  haciendo  destruir  los  ejem- 
plares embargados. 

Art.  73.  El  juez  ordinario  podrá  hacer  salir 
de  la  audiencia  a  la  parte  o  al  asistente  que  por 
cualquier  medio  pusiere  obstáculo  al  libre  curso 
de  la  justicia^  i  en  el  primer  caso  procederá  al 
jmcio  como  si  la  parte  espelida  no  hubiese 
asistido. 

El  juez  podrá  también  poner  en  prisión  i 
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mandar  encausar  al  perturbador,  si  hubiere  mo- 
tivo para  ello. 

Art.  74.  El  juez  podrá  limitar  hasta  veinte 
el  número  de  los  concurrentes,  si  temiere  des- 
órdenes. 

Art.  15.  Los  jurados  son  responsables  en  la 
forma  ordinaria  establecida  por  las  leyes  para 
los  jueces  de  primera  instancia  por  todas  las 
prevaricaciones  que  cometan. 

Art.  76.  Cuando  por  recusaciones  o  por  otros 
motivos  faltaren  jurados  hábiles  para  un  juicio, 
se  recurrirá  a  los  jurados  que  estuvieron  en  ejer- 
cicio el  año  anterior. 

artículos  adioion^ales. 

1.*  Los  escritos  grabados  o  litografiados  están 
sujetos  a  esta  lei. 

2.**  Toca  a  los  jueces  ordinarios  conocer  con 
arreglo  al  derecho  común :  1.**  del  delito  que 
cometen  los  que  hacen  o  circulan  estampas,  me- 
dallas o  emblemas  ofensivos  a  la  sociedad  o  a 
un  particular ;  2.*"  del  delito  que  se  cometa  pu- 
blicando obras  ajenas,  papeles  reservados  o  no- 
ticias que  puedan  causar  algún  perjuicio  a  la 
causa  pública. 

3.**  Se  derogan  todas  las  leyes  sobre  abusos 
de  Ubertad  de  imprenta. 

Santiago,  16  de  junio  de  1849. 

J.  V.  Lastaeria. 

•  •-?.  18. 
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DISCURSOS 

Mtr«  «IgosAi  agregaciones  propuestas  a  la  contestación  del  Mensaje 

de  apertura  de  las  Cámaras  de  1819. 

-  Primera  indicación  relativa  a  la  política  de 
la  RepiíbHca  en  sus  rela<5Íones  esteriores.  Sesión 
de  19  de  junio  de  1849. 

"  Creo  que  el  estado  de  nuestras  relacione» 
esteriores  no  es  tan  próspero  como  se  cree.  El 
Presidente  de  la  República,  en  su  discurso  de 
apertura,  nos  da  cuenta  de  ciertos  temores  que 
abriga  respecto  a  las  relaciones  con  Norte 
América  a  propósito  del  matrimonio  que  •  el 
Encargado  de  Negocios  de  aquella  nación  con- 
trajo en  Chile.  Prescindo  de  entrar  en  esta 
cuestión ;  el  Presidente  de  la  República  dará 
oportunamente  a  las  Cámaras  los  datos  8obi;e 
este  particular ;  por  ahora  presumo  que  S.  E. 
i  el  Reverendísimo  Arzobispo  habrán  obrado 
con  prudencia. 

"  Por  lo  que  toca  a  las  relaciones  con  los  es^ 
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tados  Sur  americanos  hai  algo  que  notar.  Dice 
el  Presidente  que  están  pendientes  con  la  Re- 
pública Arjentina  varias  discusiones  sobre  re- 
clamos particulares,  sobre  pretendidas  violacio- 
nes del  derecho  de  j  entes  por  nuestra  parte, 
sobre  la  soberanía  del  territorio  en  que  está 
situada  la  colonia  del  Estrecho,  i  en  jenerál  so- 
bre demarcion  de  fronteras.  La  discusión  de 
estas  cuestiones  es  demasiado  lenta,  i  yó  creo 
que  la  lenidad  en  este  punto,  no  puede  menos 
de  perjudicar  al  Gobierno  de  Chile.  Como  el 
señor  Ministro  de  relaciones  esteriores  no  sé  en- 
cuentra actualmente  en  la  Sala  me  abstendré  de 
hacer  indicación  relativa  al  Gobierno  de  Bue- 
nos Aires ;  pero  creo  ser  intérprete  de  la  Cá- 
mara al  espresar  mi  deseo  de  que  se  encargue 
al  Gobierno  active  la  terminación  de  esos 
reclamos,  que  el  Gt)bierno  arj entino  se  em- 
peña en  multiplicar,  sin  duda,  esperanzado  en 
los  resultados  ulteriores.  El  Gobierno  de  la  Re- 
piíbKca  Arjentina  puede  tener  sus  miras  diplo- 
Lti««  ^re  el  pLcola^  U  opinión  pübL 
se  las  atribuye,  i  yo  creo  que  la  Cámara  de  Di- 
putados no  ofeñderia  al  Gobierno  de  aquella 
nación  si  prestase  oidos  para  conocer  cuáles  son 
esas  niiras,  que  yo  podia  aquí  declarar  sin  nece- 
sidad de  atenerme  a  otra  cosa  que  a  los  hechos. 
Sin  embargo,  me  abstengo  de  ello ;  lo  cierto  es 
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que  el  Gobernador  de  Buenos  Aires  entabla 
reclamos  sobre  cualquiera  cosa  al  Gobierno  de 
Chile :  éste  trata  estos  reclamos  por  el  intercur- 
so  de  Gobierno  a  Gobierno.  Semejante  manera 
es  demasiado  lenta.  Creo,  pues,  i  supongo  que 
la  Cámara  creerá  lo  mismo,  que  conviene  al 
pais  activar  i  concluir  definitivamente  esas 
cuestiones;  se  entiende,  de  una  manera  pruden- 
te i  honrosa. 

"Ahora,  pasando  a  la  República  de  Bolivia, 
dice  el  Presidente  en  su  Mensaje:  "  que  no  se  ha 
hecho  progreso  alguno  en  las  cuestiones  que  se 
ventilan  con  Bolivia  sobre  un  reclamo  de  in- 
demnización ,  que  hemos  protestado  no  aban- 
donar,^  i  sobre  la  línea  divisoria  de  ambos  es- 
tados." Creo  que  la  política  internacional  de  Chi- 
le respecto  de  las  demás  liepiíblicas  hermanas, 
debe  deíar  de  ser  inactiva  como  hasta  aquí  lo 
Im  sido  debe  dejar  de  ser  pasiva,  débil  ser 
mas  miiilaiite  hal  cierto  pito.  Las  relaciones 
con  las  Repúblicas  americanas  no  nos  interesan 
tanto  por  el  lado  diplomático,  cuanto  por  el  la- 
do comercial.  Las  Repúblicas  americanas  por 
sus  antecedentes,  por  la  analojía  de  sus  institu- 
clones,  por  su  lengua,  por  otras  muchas  conside- 
raciones, están  llamadas  a  mantener  relaciones 
tan  íntimas  como  las  de  los  mienibros  de  una 
misma  familia. 
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"  Ningun  gobierno  de  todos  los  de  América 
se  encuentra  como  el  de  Chile  en  mejor  situa- 
ción para  procurar  su  desarrollo.  Por  ahora  no 
tenemos  principio  ninguno  que  mantenga  estas 
relaciones ;  apenas  el  comercio  empieza  a  apare- 
cer. Si  éste  ha  de  ser  el  principio  que  mas  tar- 
de las  regule,  i  por  qué  no  se  ha  de  cultivar  ? 
por  qué  no  se  le  ha  de  dar  todo  el  ensanche  po- 
sible ?  Esto  independiente  de  otras  muchas  con- 
sideraciones que  me  dan  la  creencia  positivA  de 
que  debemos  estar  mas  intimados,  en  mas  es- 
trecha comunicación,  con  los  pueblos  americar 
nos  que  con  cualesquiera  otros. 

"  Ahora  si  pasamos  de  la  necesidad  de  culti- 
var estos  vínculos  a  la  de  prestar  amparo  a 
nuestros  compatriotas  comerciantes  en  esos  paí- 
ses, creo  que  nadie  la  pondrá  en  duda.  Acabo 
de  hacer  una  representación  como  abogado  a 
nombre  de  don  Juan  Eamos,  chileno  residente 
en  el  Perú,  que  estando  de  tránsito  en  Bolivia, 
ha  sido  aUi  despojado  (pero  ¿  será  este  el  tér- 
mino propio  que  deberé  usar  ?)  no,  salteado 
por  una  partida  mandada  por  un  jefe  de  aque- 
lla República,  sin  mas  que  porque  don  Juan 
Ramos  era  chileno.  Cincuenta  i  cinco  mil  pesos 
le  han  quitado,  vejándolo  ademas  en  su  persona. 
Este  ciudadano  ha  tenido  que  reclamar  al  Go- 
bierno de  Chile  porque  en  el  de  Bolivia  no  en- 
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contró  quien  le  prestase  amparo  de  ninguna 
especie.  Tal  reclamo  lo  ha  podido  hacer  don 
Juan  Ramos  porque  tiene  relaciones,  porque  es 
hombre  pudiente.  ¿  Cuántos  otros  que  no  tie- 
nen estos  recursos  sufrirán  iguales  vejaciones, 
que  quedan  sepultadas  en  el  silencio,  por  la  im- 
posibilidad que  tiene  el  ofendido  para  hacerlas 
conocer  ? 

"gl  deberemos  dejarlo  en  semejante  desam- 
paro? El  Gobierno  entabló  su  jestion  en  el  ne- 
gocio Ramos,  por  medio  de  nuestro  cónsul  en 
Tacna ;  pero  i  qué  órgano  es  el  de  un  cónsul  o 
vice-cónsul  para  tratar  estas  cuestiones  ?  ¿  qué 
esperanza  podrá  tener  don  Juan  Ramos  de  que 
se  le  ampare  ?  Esto  sucede  diariamente.  Nues- 
tro comercio  en  aquellas  Repiiblicas  es  mucho ; 
el  número  de  nuestros  compatriotas  residentes 
en  eUas  es  crecido ;  ¿  por  qué  no  prestarles  el 
amparo  que  deben  tener  de  las  leyes  i  autori- 
dades de  la  República  ?  ¿  por  qué  obligarlos  a 
que  vengan  ^  pedirlo  aquí,  cuando  el  amparo 
debe  ir  a  buscarlos  allá  ? 

"  Por  estas  razones  que  me  parecen  de  mu- 
cho peso,  i  que  la  Cámara  sabrá  apreciar  en  lo 
que  ellas  valgan,  no  quiero  esplanar  mas  la  ma- 
teria, i  solo  me  limitaré  a  proponer  esta  indi- 
cación : 

"  La  Cámara  cree  que  la  política  de  Chile 
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^^  con  h&  demás  repiiblicas  hermanas  debe  dejmr 
^^  de  ser  inactiya  i  que  para  conservar  con  ellas 
^\  las  relaciones  francas  i  cordiales,  que  se  de- 
^^  sean,  es  preciso  que  mantengamos,  ante  sus 
^^  gobiernos,  ajentes  diplomáticos  residentes,  que 
^^  promueven  estas  relaciones, .  que  allanen  cob 
«  presteza  i  oportunidad  las  dificultades  que  se 
"  susciten,  i  que  sobre  todo  amparen  nuestro 
"  comercio  i  a  nuestros  compatriotas. " 

"  Desearla  oir  la  opinión  de  alguno  de  los  se- 
ñores Ministros  del  Despacho  sobre  el  particu- 
lar, ya  que  no  está  aquí  el  de  Rdaciones  Este* 
riores ;  porque  si  adhieren  a  lo  que  yo  indico, 
podremos  ahorrarnos  muchas  tramitaciones  i 
dilaciones,  presentando  desde  luego  mi  proyec- 
to  a  fin  de  que  en  el  presupuesto  de  gastos  pai-a 
el  año  entrante,  se  agreguen  a  él  las  partidas 
nececesarias  al  sosten  de  un  ministro  residente 
pata  el  Perú,  Bolivia  i  el  Ecuador,  i  otro  en  el 
Brasil,  Uruguay  i  Buenos-Aires. 

"  Me  fijo  en  que  sean  Ministros  residentes, 
porque  un  ájente  de  negocios  no  podria  llenar 
bien  las  funciones  que  se  le  han  de  encargar, 
que,  como  digo,  no  deben  limitarse  a  la  diplo- 
mada, sino  estenderse  a  todas  las  relaciones 
comerciales. 

"  Si  acaso  el  Ministro  adhiere  a  esta  indica- 
ción, podré  fundarla  mas ;  pero  sino  adhiere, 
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porque  talvez  no  haya  fondos  que  destinar  a 
este  nuevo  gasto,  entonces  no  la  presentaré, 
aunque  los  20,000  pesos  que  pueden  gastarse 
en  estas  dos  legaciones  pueden  cubrirse  con  los 
30  o  40  mil  que  se  invierten  en  otras  legacio- 
nes que  hai  en  Europa  i  que  podrían  terminar 
sin  grave  perjuicio  público. '' 


Segunda  indicación  sobre  el  sistema  electo- 
ral, concebida  en  estos  términos :  '^  La  Cámara 
"  se  complace  de  que  durante  el  receso  de  la  le- 
"  íislatura  no  se  liaya  alterado  el  orden  piibli- 
"«o,  m  tobólo  la  ¿mquilidad  mterior,  /pe»» 
"  de  la  efervescencia  de  las  líltimas  operaciones 
"  electorales;  i  al  reconocer  la  parte  que  en  ello 
"ha  tenido  la  conducta  del  Grobiemo,  desea  que 
"  el  í^^c^ti'^^  se  esmere  en  hacer  comprender 
"a  sus  aientes  que  el  celo,  la  actividad  i  lealtad 
«de  los  foncioLos  de  L  «Inmmtracion  no 

w 

'^  consiste  en  intervenir  en  las  elecciones  popu- 
"  lareS)  ni  mucho  menos  en  triunfar  en  ellas  a 
"  todo  trance,  ni  en  poner  en  acción  medios  in- 
"  decorosos  o  coactivos,  directos  o  indirectos, 
"  que  son  siempre  contrarios  al  sistema  consti- 
"  tucional  i  a  los  sagrados  deberes  de  un  majis- 
"  trado  republicano. " 
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"  Me  parece  señor  que  esta  es  la  oportunidad 
de  consignar  algunos  principios,  i  de  que  la  Cá- 
mara manifieste  al  Gobierno  su  opinión  sobre 
ciertos  puntos  de  política.  Si  no  se  aprovecha 
la  ocasión,  difícilmente  se  presentará  otra  mas 
oportuna.  Porque  realmente,  el  Presidente  de 
la  República  en  su  Mensaje,  espone  de  un  mo- 
do casi  pleno  su  conducta  administrativa  i  po- 
Ktica.  Las  Cámaras,  ya  que  le  contestan,  han 
de  hacer  una  contestaxjion  que  algo  valga  sobre 
materia  de  tan  vital  importancia.  El  Presidente 
de  la  República  ha  dicho  en  un  párrafo  de  su 
discurso  de  apertura :  "  En  medio  de  la  efer- 
"  vescencia  de  las  últimas  operaciones  electora* 
"  les,  que  han  renovado  la  Cámara  de  Diputa- 
"  dos  e  integrado  la  de  Senadores,  se  ha  conser- 
"  vado  el  orden  interior ;  prueba  manifiesta  de 
"  la  habitual  moderación  de  nuestros  conciuda- 
"  danos  en  el  ejercicio  del  importante  derecho 
"  de  sufrajio.  Aun  cuando  se  haya  trabajado 
"abiertamente  en  algunos  puntos  contra  las 
"  miras  de  la  administración,  la  conducta  pru- 
"  dente  de  las  autoridades  ha  logrado  que  esta 
"  lucha  no  perdiese  el  carácter  pacífico,  aunque 
"  animado,  que  es  propio  de  los  actos  en  que 
"un  pueblo  civilizado  ejerce  su  soberanía. " 

"  Yo  doi  mucha  importancia  a  estas  palabras 
del  Presidente  de  la  República,  porque  la  ver- 
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dad  que  de  ellas  fluye  es  que  un  sistema  de  po* 
lítica  fenece'para  dar  lugar  a  otro  mas  liberal, 
mas  conforme  a  la  naturaleza  del  Gobierno  re- 
pubHcano,  i  por  consiguiente  a  los  intereses  del 
pais.  El  Presidente  nos  hace  notar  un  hecho 
mui  sustancial,  es  a  saber,  que  se  ha  conservado 
el  orden  en  medio  de  la  efervescencia  de  las 
TÍltimas  operaciones  electorales,  aun  cuando  se 
haya  trabajado  abiertamente  en  algunos  puntos 
contra  las  miras  de  la  administración.  En  esto 
hai  mucho  de  plausible,  porque,  en  efecto,  se- 
ñor, que  el  orden  i  la  tranquilidad  se  hayan 
conservado,  a  pesar  de  la  oposición  al  Gobier- 
no, es  una  cosa  mui  nueva  en  Chile.  El  Gobier- 
no, por  muchos  anos  ha  tenido  por  sistema  de 
política  el  no  ceder  a  nadie  la  atribución  que 
se  habia  arrogado  de  intervenir  en  las  eleccio- 
nes populares,  para  hacerlas  a  su  arbitrio.  El 
oponerse  a  tal  propósito  era  un  crimen  que  se 
rechazaba  enéticamente^  aunque  con  ello  se  pu- 
siera en  peligro  la  salud  del  Estado.  Todos  los 
gobiernos  influyen  mas  o  menos  en  las  eleccio- 
nes :  el  de  Inglaterra,  por  ejemplo,  influye  por 
medio  de  sus  candidatos,  facilitándoles  el  dine- 
ro necesario  para  hacerse  elejir:  el  Gobierno  de 
Luis  Felipe  daba  a  los  suyos  la  facultad  de  dis- 
poner de  los  empleos  públicos  del  departamen- 
to en  favor  de  las  personas  que  les  ayudaban  a 
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triunfar.  El  Gobierno  de  los  Estados  Unidos 
interviene  por  medio  del  partido  que  lo  eleva, 
por  medio  de  sus  amigos.  Esta  influencia  nb  so^ 
lo  es  tolerada  en  los  paises  que  han  adoptado  el 
sistema  democrático  en  todo  o  en  parte^  sina 
que  está  ya  sancionada  como  necesaria  i  propia 
del  sistema;  pero  nunca  es  gubernativa,  jamás 
se  ejerce  por  medio  de  los  ajentes  del  Ejecu- 
tivo, jamás  se  emplea  la  autoridad  para  apo- 
yarla. 

"El  Gobierno  de  Cbile,  hasta  aquí,  no  ha 
influido  con  el  dinero,  propiamente  hablando, 
ni  con  los  empleos,  ni  con  los  partidarios  suyos, 
sino  directamente  con  la  autoridad :  ha  inter* 
venido  de  un  modo  tan  positivo,  que  mas  bien 
él  es  quien  ha  dirijido  las  elecciones.  Semejante 
conducta  podrá  justificarse  sosteniendo  que  ha 
sido  necesaria ;  pero  durante  las  ultimas  elec^ 
ciones  el  Gobierno  aflojó  este  sistema ;  se  pue^ 
de  decir  que  casi  lo  abandonó :  el  Gobierno 
dejó  trabajar  libremente  a  los  que  en  otras 
épocas  no  habian  podido  hacerlo  impunemente. 
Supuesto,  pues,  que  esta  circunstancia  mani- 
fiesta, como  he  dicho .  antes,  que  cesa  un  sis- 
tema de  política  i  que  principia  otro  nuevo,  es 
preciso  que  la  Cámara  concurra  con  todas  sus 
fuerzas  a  desarrollar  ese  nuevo  sistema ;  es  pre- 
ciso que  concurra  a  sancionarlo  com,o  un  prin- 


—  192  — 
cipio  de  nuestro  derecho  constitucional;  es 
preciso  qne  la  Cámara  declare  terminante- 
mente que  considera  ilejítima  la  intervención 
de  la  autoridad  en  los  actos  electorales  para  lo 
sucesivo, 

"  Es  preciso  que  en  adelante  el  Ejecutivo  ha- 
ga entender  a  los  mandatarios  de  los  pueblos^ 
que  su  celo,  i  su  lealtad  por  el  Gobierno  a  quien 
sirven,  no  está  en  intervenir  con  la  faerza  en 
los  actos  libres  de  los  ciudadanos,  sino  en  res- 
petar la  lei  i  en  hacerla  respetar.  Creo  que  la 
oportunidad  es  la  mejor  que  pudiera  apetecerse. 
El  Ministerio  no  está  ligado,  a  lo  menos,  asi 
debemos  creerlo,  por  la  calidad  de  las  personas 
que  se  han  elevado,  con  antecedentes  poKticos 
que  los  obliguen  a  adoptar  i  continuar  aquel 
sistema.  Por  el  contrario,  se  compone  de  hom- 
bres que  han  emitido  opiniones  bien  análogas  a 
las  que  he  emitido  ahora-  Por  consiguiente, 
creo  que  no  distaran  los  honorables  Ministros 
de  admitir  la  indicación  que  hago  a  fin  de  que 
se  agregue  a  la  contestación  del  mensaje. '' 


En  la  sesión  de  20  de  junio  se  debatió  sobre 
un  párrafo  propuesto  por  el  Diputado  por  la 
Laja,  que  el  señor  Lastarria  apoyó  en  la  forma 
siguiente: — 


—  198  — 

Párrafo  propuesto :  "  La  Cámara  cree  qne  ha 
*  llegado  ya  para  el  pais  el  momento  de  empleaí 
^  i  estender  cuanto  sea  posible  el  goce  de  los 
^  derechos  políticos.  Habiendo  desaparecido  las 
'  circunstancias  i  motivos  que  justificaban  un 
'  sistema  de  represiones  i  de  abusos  necesarios 
'  en  un  tiempo  para  afianzar  la  autoridad  e  impe- 
'  dir  que  se  enervase,  fuerza  es  ahora  abdicarlo 
' del  todo."— 

"  Yo  no  tendría  inconveniente  alguno  en  vo- 
tar porque  se  suprímiese  el  párrafo  del  hono- 
rable Diputado  por  la  Laja,  si  con  motivo  de 
la  discusión,  no  se  hubiesen  oscurecido  ciertas 
verdades  que,  yo  creo,  debe  conocer  la  Cámara. 

"La  objeción  mas  fuerte  i  poderosa  que  se 
hace  a  la  indicación,  es  la  de  que  es  deshonrosa 
al  pais,  pero  a  mi  modo  de  ver  este  defecto,  si 
es  que  existe,  no  está  precisamente  en  los  térmi- 
nos de  la  indicación,  sino  en  el  hecho  mismo, 
i  donde  quiera  que  éste  se  consigne,  sea  en  un 
libro  histórico  o  en  un  documento  público,  si 
es  en  sí  deshonroso,  no  dejará  de  serlo.  Pero  me 
parece  que  la  indicación  no  se  refiere  tanto  a  la 
conducta  política  del  Grobiemo  pasado,  cuanto 
a  la  lejislacion  administrativa ;  i  en  este  punto 
yo  estoi  perfectamunte  de  acuerdo  con  la  indi- 
cación escrita  del  honorable  Diputado  por  la 
Laja,  i  Quién  puede  dudar  que  hai  im  sistema 
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restrictivo  de  poKtica  i  administración  i  que  es- 
te sistema  puede  ser  escusable  en  unas  circuns- 
talicias  i  condenable  en  otras  ?  Quién  puede  du- 
dar tampoco  que  este  sistema  ha  sido  el  de 
todos  nuestros  gobiernos  desde  1880,  indepen- 
dientemente de  la  conducta  personal  de  sus 
funcionarios  ?  No  es  cierto  que  ese  sistema  está 
consignado  i  sancionado  en  las  principales  leyes 
administrativas  ?  Recórrase  toda  la  lejislacion 
administrativa  de  Chile,  recórrase  aun  la  parte 
de  la  lejislacion  referente  a  la  política,  i  encon- 
traremos allí  siempre  consignado  el  sistema  res- 
trictivo, siempre  la  centralización  del  poder 
administrativo,  siempre  el  aglomeramiento  de 
todos  los  poderes  en  manos  del  Incentivo.  El 
I^ecutivo  es  en  Chile  el  dispensador  de  los  ho- 
nores, de  las  gracias,  de  los  empleos,  etc.,  etc. 
Veamos  la  lei  del  Réjimen  Interior,  por  ejem- 
pío,  i  pregnntémono¡  d  «  porible  q™  íay» 
una  lei  que  traduzca  mejor  el  espíritu  del  siste- 
ma de  restricciones.  Yeamos  la  lei  de  eleccio- 
nes ,  en  fin,  véanse  las  leyes  mas  insignificantes, 
i  en  todas  ellas  se  encontrará  patente  este  sis- 
tema. Se  dicta  una  lei  sobre  menesteres  de  una 
localidad  de  poca  importancia:  el  Ejecutivo  se 
reserva  la  dirección  del  trabajo,  el  nombramien- 
to de  los  empleados,  etc. ;  la  autoridad  local  no 
tiene  nada  que  hacer.  Luego,  pues,  aqui  hai  un 
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sistema  de  lejislacion,  un  sistema  de  gobierno. 

"Se  dice  que  es  llegada  la  época  de  comen- 
zar a  variar  este  sistema,  ¿  i  quién  puede  decir 
que  no  ?  Este  sistema  adoptado  hasta  cierto 
punto  por  nuestra  Constitución  de  33,  continua- 
do i  desarrollado  por  todas  las  leyes  posterio- 
res, pudo  ser  necesario  para  robustecer  el  po- 
der, para  darle  vigor,  para  que  el  poder,  en  fin, 
tuviese  el  prestijio  que  le  faltaba  i  sin  el  cual 
no  podia  llenar  su  tarea.  Porque  en  efecto, 
cuando  fué  necesaria  la  guerra  de  la  Indepen- 
dencia, su  principal  acción  faé  desprestigiar  el 
poder,  debilitarlo,  porque  asi  era  necesario  para 
borrar  del  corazón  de  los  chilenos  la  alta  idea 
que  tenian  del  Bei  de  España.  Por  esto  fueron 
inseguros  los  gobiernos  que  se  sucedieron  dea- 
de  d  primer  grito  de  nuestra  Independencia 
hasta  el  año  30.  El  ano  de  30  principió  la  reao- 
cion,  i  como  se  dice  vulgarmente,  se  fué  a  la 
pared  del  frente ;  esa  reacción  rehabilitó  el  po- 
der, lo  estatuyó  de  manera  que  ha  podido  ser 
fue;te,  ha  po.Hdo  sofocar  mil  motines^í^ea, 
mil  revoluciones,  que  aun  cuando  hayan  sido 
dirijidas  por  militares,  han  sido  hechas  muchas 
veces  por  ciudadanos,  por  el  pueblo. 

"Dígase  lo  que  se  quiera,  recórrase  la  histo- 
ria de  los  anos  de  33  i  34,  i  se  verá  que  no  hai 
paso  dado  por  aquel  Gobierno,  no  hai  medida 
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tomada,  aun  la  mas  ajena  a  la  política,  que  no 
lleve  el  sello  de  la  restricción  distemada,  lío  du- 
do que  las  circunstancias  en  que  se  encontraba 
el  poder  en  aquella  época,  justificaban  tal  siste- 
ma ;  pero  hoi  dia,  i  necesita  el  poder  de  esa  cen- 
tralización ?  está  a  la  vista  que  no.  Luego  la 
Cámara  de  Diputados  que  debe  consignar  prin- 
cipios en  estos  documentos,  que  debe  emitir  su 
voto  sobre  la  marcha  gubernativa,  sobre  la  ma- 
nera de  administrar,  sobre  la  manera  de  velar 
los  intereses  de  la  nación,  la  Cámara  de  Diputa- 
dos debe  consignar  esas  espresiones  que  envuel- 
ven la  idea  de  que  es  Uempo  ya  de  JiOGer  a  wn 
lado  ese  sistema.  Si  por  estas  palabras  consigna- 
das en  la  indicación,  pudiera  entenderse  que 
hai  una  ofensa  a  ciertos  hombres,  que  puedenr 
llamarse  arbitrarios  i  cuya  condenación  seria 
hoi  inútil ,  bien  está,  quítense ;  pero  a  lo  menos 
consígnese  el  pensanodento.  ¿  No  tratamos  de  re- 
formas? No  vamos  a  ocuparnos  de  la  importante 
reforma  de  la  lei  de  imprenta  ?  mas  tarde  no 
nos  ocuparemos  en  reformar  la  lei  de  elecciones, 
la  del  réjimen  interior  ?  No  es  cierto  que  en  to- 
das las  leyes  que  demos,  tendremos  necesidad 
de  quitar  al  poder  ese  carácter  restrictivo  ?  En^ 
todas  estas  leyes  hemos  de  tener  un  principio: 
I  cuál  es,  pues,  nuestra  bandera  ?  vamos  a  ser 
consecuentes  con  ese  sistema  antiguo,  que  fué 
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justificable 'en  un  tiempo  i  que  no  debe  existir, 
o  queremos  adelantar  la  República  ?  Yo  creo 
que  en  este  sentido  debe  aprobarse  la  indicación; 
creo  que  si  hai  algunos  señores  diputados  que 
aun  no  acepten  estos  principios  porque  no  crean 
llegada  la  hora  de  que  desaparezca  enteramente 
nuestro  sistema  gubernativo,  no  desecharán  al 
menos  el  pensamiento,  el  deseo  de  que  sea 
reemplazado  por  otro  sistema  mas  liberal ;  de 
todos  modos,  guardarán  sus  ideas  en  este  pun- 
to, para  sostenerlas  en  la  primera  ocasión,  que 
no  se  dejará  esperar  mucho  tiempo,  desde  que 
estamos  dispuestos  a  acometer  la  reforma  de  las 
leyes  que  consagran  aquel  sistema,  i  entonces 
discutiremos.'^ 


•  *, 
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DISCURSO  I  PROYECTO  DE  LEÍ 

lébrer^orma  ds  los  procedimientos  JMdicialeft  en  materia  civil,  apropia-- 
sito  de  la  discasion  de  un  proyecto  del  Ejecutivo  sobre  términos  de 
]>rueb»!«  i  emplazamientos,  en  la  sesloa  de  la  CáoMira  de  Diputados  dr 
23  de  junio  de  1849. 

"  T^ngo  el  honor  de  presentar  a  la  considera- 
don  d^  la  Cámara  una  indicación,  sobre  la  cual 
pido  la  discusión,  antes  de  que  se  ocupe  en  el 
artículo  lA  Laindicion  es  la  siguiente:  (leyó  los 
artículos  del  contra-proyecto  que  se  pone  a  con- 
tinuacion  de  este  discurso.) 

"  Esta  indicación,  previa  al  artículo  1.*"  tiene 
como  se  ha  visto,  una  relación  estrecha  e  inne- 
cesaria con  el  proyecto  en  discusión.  Por  eso, 
confiado  en  la  bondad  de  la  Cámara,  me  voi  a 
permitir  hacer  algunas  observaciones  jenerales 
con  el  objeto  de  fundar  mi  opinión.  Inútil  seria 
que  yo  recordase  a  la  Cámara  que  éste  es  tal 
Tez  uno  de  los  asuntos  mas  importantes  que 
pueden  ofrecerse  a  su  consideración.  La  adminis- 
tración de  justicia  en  Chile  es,  sin  duda,  el  ra- 
mo que  mas  reformas  necesita ;  reformas  peren- 
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torias  i  urjentes.  ¿Quién  no  sabe  que  un  pleito 
es  un  verdadero  mal,  i  que  los  litijios  en  la  Re- 
pública han  venido  a  hacerse  una  verdadera 
plaga  que  todos  temen?  Un  pleito,  se  puede  de- 
cir, que  es  lo  contrario  de  todos  los  bienes  que 
hemos  conquistado  con  la  independencia  i  la 
civilización :  ¿  quién  entra  en  ese  camino  de  in- 
seguridades sin  arriesgarlo  todo  ?  El  hombre  de 
buena  fé,  el  hombre  honrado  queda  a  la  mer- 
ced de  la  malicia,  i  no  puede  aceptar  los  me- 
dios de  ventilar  sus  derechos,  sino  a  pura  pér- 
dida. Este  es  un  mal  que  pesa  sobre  la  propie- 
dad i  no  pocas  veces  sobre  el  honor,  sobre  la 
persona.  No  es  mi  ánimo  zaherir  a  los  majistra- 
dos  que  la  República  tiene  bajo  el  solio  de  la 
justicia ;  sé  mui  bien  que  su  integridad  i  sus  co- 
nocimientos  neutralizan  en  cierto  modo  los  efec- 
tos de  este  mal ,  i  que  son  la  única  garantía  que 
tenemos  contra  los  defectos  de  nuestro  modo  de 
enjuiciar;  pero  semejante  garantía  es,  por  des- 
gracia, insuficiente,  ineficaz,  en  la  mayor  parte 
de  los  casos. 

"En  los  muchos  años  que  he  estado  consa- 
grado al  foro,  he  podido  conocer  por  esperien- 
cia  propia  los  males  que  lamento,  i  he  dedicado 
un  estudio  serio  a  los  medios  que  podrían  adop- 
tarse para  evitarlos.  Por  eso,  la  Cámara  no  de- 
be suponer  que  mis  ideas  son  el  resultado  de 
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una  improvisación,  ni  debe  creer  que  exajero^ 
cuando  establezco  que  los  litijios  son  en  el  dia 
una  llaga  qué  destruye  sordamente  nuestra  so- 
ciedad, preparándonos  a  una  verdadera  ruina. 

"  La  lejislatura  debe  fijar  su  atención  mui 
particularmente  en  este  punto,  porque  solo  de 
ella  se  espera  un  remedio  eficaz,  que  nos  salve 
de  este  mal  que  todos  sienten  i  conocen. 

"  El  proyecto  del  Gobierno  contiene  estas  pa- 
labras. 

"  Toda  dilación  que  en  la  administración  de 
justicia  no  sea  indispensable  para  que  las  par- 
tes  acrediten  sus  acciones  e  ilustren  al  juez  oca- 
siona un  desaliento  fatal  al  ciudadano,  que  se 
ve  en  la  precisión  de  hacer  valer  sus  derechos 
ante  los  tribunales,  i  solo  favorece  al  litigante 
de  mala  fé  porque  procura  sacar  todo  el  partido 
posible  del  abuso  que  hace  de  ella,  i  aun  acaso 
reportar  un  verdadero  triunfo  del  fastidio  i  del 
cansancio  de  su  contendor.  ^  El  Gobierno  reco- 
noce, pues,  este  mal. 

"  Se  propone  evitarlo  i  con  este  objeto  toma 
cuatro  medidas  que  talvez  son  las  principales 
del  proyecto.  En  primer  lugar  acorta  los  térmi- 
nos de  prueba :  en  segundo  castiga  a  los  litigan- 
tes que  pidan  el  término  ultramarino  imítil- 
mente ;  en  tercero  suprime  el  término  de  prue- 
ba para  tachas ;  i  en  cuarto  obliga  a  las  partes 
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a  que  presenten  una  lista  de  los  testigos  de  que 
han  de  valerse.  I^tos  son  sustancialmente  los 
arbitrios  que  adopta  el  proyecto  para  simplifi- 
car los  trámites  de  la  prueba ;  pero  yo  tengo 
para  mí  que  son  ineficaces ;  que  los  arbitrios  és- 
tos dejan  subsistentes  los  mismos  males  que  pa- 
decemos.- 

"  Creó  ademas  que  el  proyecto,  tan  bien  in- 
tencionado como  es,  tiene  el  defecto  de  hacer 
alteraciones  sustanciales  en  los  procedimientos; 
pero  incompletas,  a  medias ;  i  semejante  modo 
de  reformar  es  sin  duda  el  peor.  Tratando  de 
reformar  los  términos  judiciales,  ha  olvidado 
que  la  prueba  es  la  parte  principal  de  una  litis, 
porque  tiene  una  conexión  íntima  con  todos  los 
procedimientos,  desde  la  demanda  hasta  la  con- 
clusión. Ha  olvidado  que  la  prueba  es  la  base 
de  la  decisión  judicial  i  que  no  se. puede  tocar 
sin  conmover  también  todos  o  la  mayor  parte 
de  los  procedimientos  judiciales.  Con  el  objeto 
de  simplificar  i  de  evitar  los  males  de  la  chica- 
na,  i  de  la  mala  fé,  el  proyecto  altera  algunas 
tramitaciones,  pero  no  todas  aquellas  que  de- 
biera alterar  para  no  introducir  novedades  in- 
útiles, que  traerán  mas  confusiones.  Una  vez 
que  trata  de  reformas  en  lo  relativo  a  la  prueba, 
es  necesario  que  estas  reformas  sean  tan  com- 
pletas como  es  posible.  Yo  creo  que»el  Gobier- 
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no  no  se  ha  atrevido  a  mas  porque  supone  que 
el  pais  no  está  todavía  preparado  para  admitir 
una  reforma  perfecta  en  la  administración  de 
justicia.  En  el  mismo  proyecto  lo  indica,  habla 
de  establecer  algún  dia  los  procedimientos  pú- 
blicos. Las  personas  que  tuvieron  parte  en  la 
formación  de  este  proyecto  creerían  que  esta 
medida  entre  nosotros  seria  una  calamidad,  i 
tal  vez  no  están  distantes  de  la  verdad,  porque 
hai  muchos  pueblos  en  que  no  tenemos  aboga- 
dos, en  que  los  jueces  son  legos,  i  que  viéndose 
sometidos  a  la  dirección  de  un  escribano,  éste 
por  impericia  o  mala  fé,  tal  vez  no  estamparía 
en  el  proceso  la  verdad,  sobre  todo,  en  aquellos 
casos  en  que  los  testigos  debieran  ser  examina- 
dos personalmente  por  el  juez,  con  intervención 
o  sin  intervención  de  la  parte.  Pero  si  no  es  po- 
sible someter  entonces  al  examen  de  un  juez 
lego  a  los  testigos  que  se  presenten  en  un  liti- 
jio,  si  no  es  posible  fiarse  en  la  sabiduría  de  un 
escribano  para  que  levante  las  actas,  ¿  por  qué 
no  se  tocan  otros  arbitrios  ?  por  qué  no  se  adop- 
ta un  camino  que  nos  lleve  a  un  porvenir  mas 
feliz  que  el  que  esperamos  ? 

"  Yo  considero  que  la  principal  causa  de  lo» 
defectos  de  nuestros  sistema  de  enjuiciamento, 
está  en  que  no  es  el  juez  el  que  forma  el  proceso, 
sino  las  partes.  Todos  saben  que  el  juez  no  se 


—  20*  — 
instruye  absolutamente  en  la  cuestión,  sino  exau- 
do ya  toma  los  autos  formados  por  las  parteen 
para  decidir.  Por  nuestras  prácticas  los  escritos 
se  suman,  es  decir,  se  pone  en  el  encabezami^i^ 
to  el  contenido  de  la  solicitud;  i  con  arreglo  a 
esta  suma  el  juez  provee ;  estampa  un  auto  que 
guarda  consonancia  con  dicha  suma,  sin  saber 
lo  que  contiene  el  escrito.  Asi  es,  que  el  jue* 
propiamente  no  sabe  lo  que  se  cuestiona :  pro- 
vee la  demanda,  por  lo  jeneral,  sin  conocerla  i 
también  provee  todos  los  demás  escritos  que  las 
partes  le  presentan  sin  instnwcion  perfecta  de 
la  cuestión.  No  es  él,  pues,  el  que  forma  el  pro»- 
ceso,  sino  las  partes.  Los  litigantes,  confiadctt^ 
en  semejante  libertad,  no  se  preparan  para  iiMk 
taurar  un  juicio,  no  forman  plan,  ni  se  procurajOt 
los  datos  necesarios,  sino  que  se  confian  en  ]m 
oontinjencias  de  la  tramitación.  Los  litigante&r 
de  mala  fé,  los  que  quieren  demorar  tm  pleito 
con  mala  intención  o  sin  ella,  interponen  cuan- 
tos artículos  quieren  para  enmarañar  la  cues- 
tión, para  ganar  tiempo :  el  juez  sometido  ala 
suma  no  debe  hacer  otra  cosa  que  proveer  los 
escritos  i  tramitar  los  artículos  hasta  que  pueda 
pedirlos  autos  para  resolver.  Entonces,  aunque 
sea  la  mala  fé  patente  no  tiene  facultad  de  cbbt 
tigar :  lo  mas  que  puede  hacer  en  defensa  de  la 
justicia  es  condenar  en  costas  al  litigante  mali* 
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cioso,  i  hasta  esta  pena  es  ilusoria,  si  este  se 
halla  declarado  por  pobre  para  litigar. 

"  Llega  el .  término  de  prueba.  El  juez  conti- 
núa en  8u  ignorancia  de  la  cuestión,  proveyendo 
loa  eacritos  por  laa  sumas.  Las  partes,  siempre 
dueñas  de  su  libertad,  presentan  entonces  sus 
interrogatorios  como  quieren.  El  litigante  de 
mala  fé  pone  en  ellos  articulaciones  convenien- 
tes a  su  propósito  de  enredar  la  cuestión.  Si  se 
propone  probar  hechos  incongruentes,  hechos 
inconducentes  a  la  demanda,  no  hai  quien  se  lo 
impida.  El  no  quiere  que  la  verdad  se  descu- 
bra, la  ofusca,  la  confunde,  la  enreda  a  su  arbi- 
trio. El  juez  no  conoce  los  hechos  del  litijio, 
no  puede,  por  consiguiente,  dirijir  la  prueba ; 
tiene  necesidad  dé  esperarse  a  que  los  litigan- 
tes concluyan  sus  manejos,  para  ponerse  a  la 
tarea  de  rastrear  la  verdad  en  el  laberinto  que 
le  han  formado.  El  examen  de  los  testigos  es 
absolutamente  informal.  Como  el  juez  no  puede 
hacerlo,  porque  tiene  su  tiempo  ocupado  en 
leer  los  voluminosos  procesos  que  debe  senten- 
ciar, confia  ese  examen  a  los  ministros  de  fé 
pública.  Estos,  es  cierto,  que  para  hacerlo  se 
ciñen  a  los  interrogatorios,  pero  como  no  estam- 
pan el  dicho  del  testigo,  tal  como  sale  de  la  bo- 
ca de  este,  sino  como  ellos  lo  conciben,  o  gegun 
está  el  humor,  o  según  las  circunstancias,  el 
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testimonio  queda  adulterado,  i  no  puede  ser 
apreciado,  como  lo  seria,  si  el  juez  mismo  lo 
recibiera.  Semejantes  informalidades  autorizan 
a  las  partes  para  presentar  cuantos  testigos  pue- 
den procurarse  i  para  hacerlos  declarar  como 
les  conviene.  Causa  he  visto  yo,  en  que  habian 
veinte  i  tantos  testigos,  todos  los  cuales  habian 
respondido  testualmente  en  los  mismos  térmi- 
nos a  un  sinnúmero  de  preguntas :  estaban  dis- 
ciplinados, enseñados:  eran  visiblemente  cohe- 
chados. Los  tribunales  los  desecharon,  pero  su 
perjurio  quedó  impune,  como  es  costumbre. 

"  Esto  hace  naturalmente  que  en  nuestro  fo- 
ro se  alimente  una  numerosa  clase  de  hombres 
que  hacen  pública  profesión  de  testigos  falsos. 
El  que  necesita  sus  servicios  no  tiene  mas  que 
pagárselos ;  ellos  declaran  lo  que  se  les  ordena, 
sin  reato  ninguno  dé  conciencia,  porque  se  ha- 
cen la  cuenta  de  que  no  van  a  hacer  otra  cosa 
que  a  decir  lo  que  otro  les  ha  mandado  repetir. 

"  Pasando  al  término  probatorio,  ¿  acaso  es 
solo  de  ochenta  dias,  como  lo  determina  la  lei  ? 
No,  señor,  hai  un  medio  facilísimo  de  convertir 
esos  ochenta  dias  en  seis  meses  o  mas.  El  juez 
puede  acortar  discrecionalmente  ese  término, 
según  las  circunstancias,  asi  como  lo  dispone 
también  el  proyecto  en  discusión ;  pero  no  pue- 
de negar  las  prórogas  que  las  partes  le  piden. 
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Secibe  la  causa  a  prueba  por  nueve  dias,  su- 
pongamos. Un  litigante  le  pide  próroga  i  la 
concede.  Como  esta  próroga  no  principia  a 
correr  desde  el  líltimo  dia  del  primer  término, 
sino  desde  que  se  notifica  la  concesión,  según 
lo  tienen  declarado  los  tribunales,  el  litigante 
malicioso  demora  la  notificación  hasta  cuando 
le  conviene.  El  otro  cree  que  el  término  está- 
corriendo  i  apura  sus  jestiones,  mientras  que 
realmente  está  suspenso  hasta  que  se  notifique 
el  auto  de  la  próroga.  Con  este  arbitrio  he  vis^ 
•to  yo  en  una  causa  que  han  trascurrido  tre» 
meses  desde  que  se  cumplieron  los  nueve  dias 
primeramente  concedidos,  hasta  que  principia 
a  correr  la  próroga ;  i  durante  esos  tres  mese» 
e^uvo  interrumpido  el  término  probatorio,  pa- 
ra continuar  después  prorogándose  e  interrum- 
piéndose al  arbitrio  de  las  partes.  También 
puede  suspenderse  el  término,  interponiendo 
artículos,  i  de  este  modo  es  fácil  entretener  una 
causa  en  prueba  durante  seis,  ocho  o  mas  me- 
ses, cuando  la  lei  solo  habia  querido  conceder 
octenta  dias  para  probar. 

"Creo,  pues,  que  todos  estos  males  no  los  reme- 
dia completamente  el  proyecto,  pues  deja  subsis* 
tentes  los  arbitrios  de  que  los  litigantes  de  ma- 
la fé  pueden  echar  mano.  Mi  indicación  tiende 
a  eso,  i  a  que  domine  el  juez  la  cuestión  desde 
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el  principio,  para  que  asi  pueda  eliminar  todo 
lo  que  le  sea  estrafio.  Propongo  en  mi  indica- 
cion  que  después  de  la  contestación  a  la  deman- 
da,  el  juez  cite  a  las  partes  a  compai*endo,  con 
el  fin  de  que  esponga  los  hechos  de  su  cuestión 
i  todos  los  documentos  que  puedan  presentar 
en  el  curso  de  la  causa ,  para  que  presenten  una 
lista  de  los  testigos,  cuyo  número  no  podrá  par 
sar  de  diez,  porque  con  diez  testigos  hai  para 
probar  cuanto  se  quiera ;  en  último  lugar  para 
que  digan  cuáles  son  los  medios  probatorios  de 
que  pueden  valerse  i  se  califique  la  legalidad  de. 
ellos.  Este  procedimiento  es  mui  sencillo ;  una 
vez  establecido  tendremos  que  al  juez  le  será 
mui  fácil  conocer  la  cuestión ,  i  al  litigante  no  le 
será  lícito  interponer  interrogaciones  arbitra»- 
rias  con  el  objeto  de  ocultar  la  verdad,  ni  pre- 
sentar un  gran  número  de  testigos  para  enredar 
el  pleito.  Tampoco  le  será  Hcito  presentfur  pa- 
peles estraños  a  la  cuestión. 

"El  juez  conocerá  la  demanda  desde  su  orijen, 
dominará  el  proceso  i  lo  formará  de  modo  que. 
en  él  no  aparezcan  insidencias  estrañas  a  la  cues- 
tión. Estando  al  alcance  de  todo  lo  que  ocurre, 
conocerá  a  los  testigos  i  a  las  partes,  conocerá 
sus  intenciones,  i  asi  irá  por  un  camino  seguro, 
i^to  no  puede  menos  de  simplificar  los  proce- 
dimientos, tanto  mafl,  cuanto  que  los  artículos 
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posteriores  de  mi  indicación  están  todos  ellos 
encaminados  a  este  mismo  fin. 

"  Dos  cuestiones  pueden  ofrecerse  en  el  com- 
parendo que  propongo:  una  sobre  los  hechos  de 
la  cuestión  que  deben  probarse,  i  otra  sobre  la 
legalidad  de  los  medios  probatorios  que  las 
partes  van  a  emplear.  El  juez  debe  decidirlas,  si 
los  litigantes  están  diverjentes.  Podrá  decírse- 
me que  el  juez  lego  no  puede  hacer  estas  deci- 
siones. Pero  este  no  es  un  inconveniente,  por 
que,  en  tales  casos  deberá  estender  el  3icta  del 
comparendo  fijando  los  puntos  cuestionados,  co- 
mo lo  determina  mi  proyecto,  i  remitir  los  au- 
tos al  juez  letrado  para  que  decida.  Este  no  es 
un  procedimiento  nuevo  o  desconocido :  los  al- 
caldes o  jueces  legos  de  los  departamentos  don- 
de no  hai  juez  letrado  están  habituados  a  prac- 
ticarlo. La  lei  de  procedimientos  ejecutivos 
prescribe  un  comparendo  al  vencimiento  de  los 
diez  dias  fatales  del  encargado.  Los  jueces  le- 
gos lo  celebran,  levantan  el  acta,  esponiendo  lo 
alegado  por  las  partes  i  remiten  al  letrado  los 
autos  para  la  definición.  ¿No  pueden  hacer 
lo  mismo  en  los  casos  que  mis  indicaciones  pro- 
ponen ? 

"  Yo  creo  que  adoptando  este  procedimiento 
se  simplificarán  mucho  los  juicios ;  por  el  con- 
trario, aprobando  el  proyecto  del  Grobiémo,  tal 
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como  aparece,  dejaremos  subsistentes  las  mis- 
mas costas,  las  mismas  vejaciones,  las  mismas 
dilaciones,  la  misma  inseguridad  en  que  hoi 
estamos.  Si  el  proyecto,  con  el  objeto  de  hacer 
una  reforma  ha  tocado  a  medias  ciertos  puntos 
déla  administración  de  justicia,  ¿porqué  no 
vamos  nosotros  mas  lejos,  pudiendo  hacerlo?  No 
es  verdad  que  cuando  estas  reformas  son  incom- 
pletas, son  también  ineficaces  ?  Qué  ganariamo» 
con  hacer  en  el  sistema  de  procedimientos  ju- 
diciales algunas  alteraciones  que  ninguna  uti^ 
lidad  produqen  i  que  no  pueden  menos  de  alte- 
rarlos incompletamente  ?  O  aprovechamos  esta 
oportunidad  para  remediar  los  males  que  sufre 
la  sociedad  por  los  defectos  de  nuestro  modo  de 
enjuiciar,  o  aceptamos  las  modificaciones  incom- 
pletas que  nos  propone  el  Ejecutivo  para  dejar 
subsistentes  esos  males.  Entre  tales  estremos  no 
dudo  que  la  Cámara  elejirá  el  primero. 

''  Por  otra  parte,  yo  creo  que  la  Cámara  se 
dignará  tratar  seriamente  la  cuestión  que  le 
propongo :  me  reservo  ilustrar  la  cuestión  en  el 
curso  del  debate.  Creo  que  si  se  sanciona  mi 
contraproyecto,  habremos  dado  un  gran  paso 
en  la  reforma  judicial;  habremos  salvado  a 
nuestra  sociedad  del  cáncer  peligroso  que  la 
carcome. 
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PROYECTO  DE  LEÍ 

SOBR£  PBOCEDIMIENTOS  JUDICIALES  PEOPüESTO 
POE  EL  QUE  SUSCRIBE,  PARA  ENMENDAR  EL  PRE- 
SENTADO POR  EL  EJECUTIVO  SOBRE  TÉRMINOS 
JUDICIALES  DE  PRUEBA  I  EMPLAZAMIENTOS. 


Art.  1.**  Presentada  la  contestación  a  la  de- 
manda, el  juez  citará  a  las  partes  a  comparendo 
para  el  primer  dia  no  impedido,  con  los  objetos 
siguientes : 

1.^  Para  que  leyéndose  las  piezas  presenta- 
das, fijen  los  litigantes  los  heclios  i  puntos  de 
sulitijio,  esclüyendo  los  que  no  sean  condu- 
centes. 

'  2.*  Para  reconocer  los  papeles  firmados  de  su 
mano  que  la  parte  adversa  presente,  i  acompa- 
ñar desde  luego  los  que  convengan  a  su  dere- 
cho,  o  determinar  los  que  cada  una  de  las  partes 
se  comprometa  a  presentar  en  el  términq^  pro- 
batorio, a  fin  de  darles  el  valor  que  les  falta 
en  juicio. 

3."  Para  fijar  las  pruebas  de  toda  especie  de 
que  las  partes  piensan  valerse,  i  calificar  su  le- 
galidad. 

4.**  Para  presentar  la  lista  de  los  testigo»  de 
que  van  a  valerse,  cuyo  número  no  podrá  pasar 
de  diez  en  ninguna  causa,  con  espresion  de  su» 
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nombres  i  apellidos,  de  su  ejercicio  o  condicioa 
i  del  lugar  de  su  residencia. 

Art.  2.*"  De  todo  lo  obrado  en  el  comparen- 
do se  levantará  una  acta,  que  se  agregará  a  l<» 
autos  i  se  recibirá  en  ella  misma  la  causa  a 
prueba  por  el  término  legal,  que  comenzará  a 
correr  desde  el  momento,  suprimiendo  los  es- 
critos de  réplica  i  duplica. 

Art.  3.*  Si  tratando  de  escluir  los  hechos  in- 
conducentes a  la  cuestión,  o  si  tratando  de  cali* 
ficar  la  legalidad  de  los  medios  de  prueba 
ofrecidos,  no  se  convienen  las  partes,  el  jufi» 
decidirá  sobre  tabla  i  su  deeision  se  consignará 
en  el  acta. 

Art.  é.""  De  esta  decisión  se  concede  apela- 
ción, i  entre  tanto  no  comenzará  a  correr  el 
término  probatorio  hasta  que  devuelt<»  los  aur 
tos,  se  notifique  a  las  partes  la  providencia  en 
que  el  juez  mande  correr  dicho  término. 

Art.  5.*"  Si  el  juez,  por  ser  lego,  no  pudiese  ha- 
cer estas  decisiones  perentorias,  levantaráel  acta 
en  la  misma  forma,  espresando  distintamente 
los  puntos  cuestionados,  i  remitirá  los  autos  ^ 
juez  letrado  para  su  decisión. 

Art.  6."*  Principiado  el  término  probatorio 
las  partea  no  podrán  presentar  papeles  ni  testi- 
gos distintos  de  los  señalados  en  el  acta,  a  m^ 
nos  que  no  juren  qué  han  Uegado  posteriormen- 
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te  a  BU  noticia,  o  que  han  aparecido  después  de 
la  demanda. 

En  estos  casos  la  parte  adversa  puede  en  el 
mismo  término  redargüir  de  falsos  los  papeles  o 
probar  el  perjurio,  i  si  lo  prueba  no  valdrán  los 
papales  o  testigos  nuevos. 

Si  durante  el  término,  ocurren  hechos  nuevos 
i  las  partes  no  se  convienen  en  ampliar  a  ellos 
la  prueba,  el  juez  sustanciará  el  artículo  has- 
ta decidir  sobre  el  carácter  de  estos  hechos, 
suspendiendo  entre  tanto  el  término  proba- 
torio. 

Aunque  se  admitan  los  hechos  nuevos  no  se 
aumenta  el  término. 

Art.  Y.**  Si  el  juez  declara  que  la  cuestión  es 
de  derecho,  alegarán  las  partes  en  el  comparen- 
do, i  el  juez  la  decidirá  sin  mas  trámite. 

Se  suspenderá  el  alegato  i  la  definición,  si  las 
partes  apelan  de  la  decisión  en  que  el  juez  de- 
clara que  la  cuestión  es  de  derecho. 

Si  el  juez  fiíere  lego  i  hubiere  duda  acerca  del 
carácter  de  la  cuestión,  remitirá  los  autos  al  le- 
trado para  que  decida ;  i  éste  los  devolverá  con 
su  resolución,  para  que  tenga  lugar  el  compa- 
rendo ante  el  juez  lego,  ya  sea  para  alegar,  ya 
sea  para  practicar  lo  prevenido  en  el  artículo 
1.*,  según  los  casos. 

Art.  8.*  El  término  legal  de  prueba  es  de 


—  21S  — 
cuarenta  días  fatales,  i  se  concederá  en  toda 
causa  a  menos  que  las  partes  no  se  avengan  a 
restrinjirlo. 

E^te  término  no  se  suspende  por  ninguna  jes- 
tion,  salvo  el  caso  de  que  trata  la  ultima  parte 
del  ai-tículo  6.** 

Art.  9."*  Cuando  la  prueba  hubiere  de  ren- 
dirse en  cualquiera  otra  provincia  de  la  Repú- 
blica, i  por  este  motivo  se  necesitase  mayor 
término,  el  juez  concederá,  ademas  de  los  cua- 
renta dias  que  señala  el  artículo  8.**,  el  que  de- 
signe la  ordenanza  que  se  forme  con  arreglo  a  lo 
que  prescribe  el  artículo  siguiente,  debiendo 
para  ello,  la  parte  que  solicite  este  término, 
cumplir  con  estos  requisitos: 

1.**  Que  lo  pida  en  el  comparendo  de  que  ha- 
bla el  artículo  1."*  o  pendiente  el  término  sena, 
lado  por  el  artículo  SJ" 

2.*"  Que  designe  por  sus  nombres  el  testigo  o 
testigos  de  que  pretende  valerse  i  el  lugar  de  su 
residencia,  sin  salir  del  número  prefijado  por  la 
lei,  o  manifieste  la  condición  de  los  documentos 
con  que  intenta  hacer  su  prueba,  designando  los 
archivos  u  oficinas  donde  obran,  o  la  persona 
en  cuyo  poder  se  encuentran. 

Art.  10.  La  ordenanza  de  que  habla  el  artí- 
culo que  precede,  se  formará  cada  dos  años  por 
la  Suprema  Corte  de  Justicia  para  todas  las  pro- 

•  •— p.  16. 
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Tinmás  de  la  República,  tomando  en  considera^ 
eion  laa  £Eu^ilidadeer  o  inconvenientes  de  la  comu-» 
nicacion  de  las  referidas  provincias  entre  sí,  i 
sin  qm  pueda  en  ningún  caso  conceder  mas 
t^mino  que  el  de  un.  dia  por  cada  cinco  leguas, 
contadas  las  del  viaje  de  ida  i  las  del  viaje  de 
vuelta^  desde  la  capital  de  la  provincia  en  que 
se  i^iga  la  causa  hasta  la  capital  de  la  provin- 
cia en  que  deba  rendirse  la  prueba,  i  entendién- 
dose que  el  término  de  cada  provincia  es  común 
para  todos  sus  departamentos. 

Art»  11.  Habrá  también  términos  especiales 
para  los  oa3oa  en  que  la  prueba  hubiere  de  ren* 
£rse  foera  del  pais,  i  la  misma  Suprema  Corte 
de  Justicia  fijará  cada  dos  años  estos  términos 
eon  re(ipeoto  a  las  diferentes  naciones  del  glo- 
bo, tomando  en  consideración  la  mayor  o  menor 
frecuencia  i  facilidades  de  las  comunicaciones 
áe  1^  República  ooa  dichaa  diferentes  nmo- 
UjQS,  no  pudiendo  ademas  esceder  esos  tér- 
minos: 

De  doce  meses  si  la  prueba  hubiere  de  ren- 
dirse en  Bolivia,  Peni,  Ecuador,  o  Provincias 
Aijentina» : 

De  diez  i  ocho  meses  si  se  hubiese  de  rendir 
en  el  TJruguai,  Paraguai,  Brasil,  Centro  Améri- 
ca, Nueva  Granada,  Venezuela,  Méjico  o  los  Es- 
tadoa  Unidos  de  Norte  Ainérica. 


—  215  — 

De  dos  afios  si  hubiese  de  rendif^é  en  cual- 
quiera  otío  pais  del  globo. 

Art.  12.  La  tabla  de  los  términos  que  la  Su- 
prema Corte  designe  con  arreglo  a  lo  dispuesto 
en  los  artículoi^  9  i  10,  se  imprimirá ;  circulará 
a  todos  los  jueces,  i  deberá  colocarse  en  lugar 
ostensible  en  las  escribauias  de  cada  tribunal  i 
juzgado. 

Art.  13.  Para  que  se  conceda  término' para 
probar  fuera  del  pais,  es  necesario  que  la  parte 
que  lo  solicita,  a  mas  de  cumplir  con  los  requi- 
sitos que  prescribe'  el  artículo  9,  consigne,  a  sa- 
tisfacción del  juez  de  la  causa,  la  multa  que  éste 
designare,  que  no  podrá  bajar  de  cien  pesos  ni 
esceder  de  mil ;  en  la  cual  incurrirá  i  se  dará  A 
la  otra  parte,  si  durante  el  término  que  obtu- 
viere no  practicare  las  dilijencias  para  que  le 
fué  concedido,  o  de  lo  actuado  resultase  que  fué 
jnaliciosa  su  solicitud,  con  el  objeto  de  dilatar 
el  juicio.  Pagará  ademas,  a  beneficio  de  su  con- 
tendor, el  valor  de  los  gastos  que  le  hubiese  oca- 
sionado en  ir  a  ver  practicar  las  dilijencias  o 
comisionar  quien  lo  haga. 

En  caao  de  estar  declarada  por  pobre  la  par- 
te que  solicite  este  término,  no  estará  obligadii 
a  cóni^ignar  inulta ;  pero  si  no  rindiese  prueba 
o  m  solicitud  resíiltase  por  lo  actuado  malicio- 
sa^ sufrirá  una  prisión  qué  üo  podrá  bajar  de 


—  216  — 
dos  meses  ni  esceder  de  seis,  a  menos  que  pa- 
gue la  multa  i  gastos  de  que  habla  el  preceden- 
te inciso. 

Sí  la  parte  que  ha  pedido  el  término,  probar 
se,  con  documentos  certificados jpor  alguno  de 
los  empleados  diplomáticos  o  cónsules  de  la 
República,  o  en  su  defecto,  por  los  de  alguna 
de  las  naciones  amigas  residentes  en  el  pais  cu- 
yo término  se  ha  solicitado,  que  por  su  culpa 
no  ha  dejado  de  rendir  prueba,  no  estará  suje-^ 
ta  a  pena  alguna. 

Art.  14.  Si  la  guerra  u  otro  inconveniente 
tan  grave  como  este  entorpeciere  la  comimica- 
cion  entre  el  lugar  de  la  causa  i  aquel  en  que  se 
hace  o  debiera  hacerse  la  prueba,  el  juez  sus- 
penderá el  término  o  no  recibirá  la  causa  a 
prueba,  si  todavía  no  se  hubiese  recibido,  hasta 
que  cese  el  inconveniente. 

Art.  15.  Todos  los  interrogatorios,  papeles  i 
actos  relativos  a  la  prueba  son  públicos,  escep- 
to  los  libelos  de  posiciones,  que  no  se  publicarán 
hasta  que  estén  completamente  absueltos. 

16.  Los  testigos  serán  examinados  al  tenor 
de  los  interrogatorios  presentados  en  sesión  pú- 
blica por  el  juez  de  la  causa,  i  solo  podrán  serla 
por  los  ministros  de  fó  cuando  no  puedan  asis- 
tir a  la  presencia  judicial  por  enfermedad,  por  la 
distancia,  por  estar  esceptuados  por  la  lei  o  por 
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otro  motivo  suficiente  a  juicio  del  mismo  juez. 

Las  partes  pueden  presenciar  el  juramento  i 
el  examen  de  los  testigos. 

Art.  17.  Las  tachas  de  los  testigos  deben 
ponerse  dentro  de  los  ocho  dias  siguientes  al  de 
su  presentación  en  la  lista  de  que  habla  el  artí- 
culo 1.**,  i  su  prueba,  asi  como  la  de  su  abono, 
debe  rendirse  en  el  mismo  término  probatorio, 
lo  cual  no  impide  que  pueda  declarar  el  testigo 
tachado. 

Art.  18.  Si  se  pusiesen  tachas  a  los  nuevos 
testigos  que  las  partes  pueden  presentar  confor- 
me a  lo  dispuesto  en  el  artículo  6.*  i  no  quedase 
tiempo  bastante  para  probarlas  por  haberse 
presentado  dichos  testigos  solo  seis  dias  antes 
de  espirar  el  término  probatorio,  dentro  de  los 
cuales  deben  ponerse  las  tachas,  el  juez  conce- 
derá seis  dias  mas,  para  probarlas  i  para  probar 
el  perjurio  de  la  parte  que  los  presenta. 

El  mismo  término  concederá  si  se  tratase  de 
probar  la  falsedad  de  los  nuevos  papeles  pre- 
sentados seis  dias  antes  de  espirar  el  término 

probatorio. 

Art.  19.  Debiendo  rendirse  la  nueva  prueba 

de  que  habla  el  artículo  anterior  fuera  del  lu- 
gar del  juicio,  el  juez  no  concederá  otro  térmi- 
no que  el  de  la  ordenanza  i  solo  para  el  objeto 
indicado. 
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Art.  20.  La  restitución  del  término  probato^ 
rio  solo  podrá  solicitarse  por  losi  privilejiados 
dentro  de  los  seis  dias  siguientes  al  último  del 
tójmino  probatorio,  i  no  se  coi^cede  restitución 
del  término  que  señalan  los  artículos  18  i  19  ni 
del  término  ultramarino. 

Art.  21.  Concluido  el  término  no  se  admitan 
hechos  nuevos,  ni  ninguna  modificación  en  el 
proceso,  i  alegarán  las  partes  en  la  forma  ordi- 
naria, para  que  el  juez  sentencie ;  pero  podrán 
presentar  en  este  estado  del  juicio  instrumentos 
púbhcos  i  nunca  papeles  privados. 

Art.  22.  En  la  segunda  instancia  no  puBde 
re(5Íbirse  la  causa  a  prueba,  ni  practicarse  nin- 
guna otra  dilijencia  probatoria  de  oficio  o  a  pe- 
tición de  parte ;  pero  si  ocurren  hechos  nuevos 
en  la  causa  i  son  calificados  de  tales  por  el  tri- 
bunal, éste  volverá  los  autos  al  jue^  no  impli- 
cado pia*a  que  recibiendo  la  causa  a  prueba  so^ 
bre  estos  hechos  por  un  término  que  no  pase 
de  la  mitad  de  los  términos  legales,  sentencie 
de  nuevo. 

TÉRMINOS   DE   EMPLAZAMIENTOS. 

Art.  28.  El  demandado  deberá  contestar  a  la 
demanda  i  oponer  todas  sus  escepciones  dilato- 
ria^  en  el  perentorio  término  de  quince  dias,  si 
residiere  en  el  pueblo  en  que  se  le  demanda ,  i 
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en  el  de  veinte  si  residiere  fuera  de  ély  péró  den- 
tro del  departamento. 

Art.  24.  El  término  concedido  por  el  artícu- 
lo anterior  se  prorrogará  por  un  dia  mas  pot 
cada  cinco  leguas,  cuando  el  demandado  reoidi» 
en  un  departamento  distinto  de  aquel  en  que  se 
entable  el  juicio.  Las  leguas  se  contarán  desde 
la  capital  del  departamento  en  que  se  interpo- 
ne la  demanda  hasta  la  capital  del  d^  la  fié(á* 
denda  del  demandado.  Una  tabla  de  e^toé^  tél^ 
minos,  arreglada  por  la  Suprema  Corte  de 
justicia,  se  imprimirá  i  circulará  domó  la  ^ué 
previene  el  artículo  12,  i  deberá  dolóearsé,  co- 
mo ésta,  en  las  escribanía»  de  éada  trib^ttal  é» 
juzgado. 

Art.  25.  Cuando  litfbier#  de  énapluízarQé  ó  <^ 
tarse  a  varias  personas,  no  se  coii<$édier4  Mstí^ 
que  un  solo  término  para  todas,  el  cual  se  át*P€^ 
glará  según  la  distancia  a  que  se  haMare  lám.ág^ 
remota. 

Art.  26.  Notificada  a  la^  partes  1»  ádftíteiétt^^ 
del  recurso  de  apelación  d^  cuaiquiéi?  atltc^  <^ 
sentencia,  deberán  ocurrir  aS  tribunal!  su]^<éí4^ 
en  el  término  de  tres  dias^  si  el  jtiicio  m  hvíim^ 
pe  seguido  en  el  nósmo  lugal*  doir^^í  residi  él 
tribunal.  Este  término  áé  pTorbg^fá  tíc«t  uat<fi«f 
mas  por  cada  cinco  leiguas^  si  él  jmdkif  hxM&m 
tenido  lugar  en  otro  departamento. 
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Art.  27.  Si  vencido  este  término  no  se  hu- 
biesen remitido  los  autos  por  el  apelante,  el 
juez  de  la  causa,  a  petición  de  la  otra  parte,  po- 
drá declarar  por  desierto  el  recurso  i  por  pasar 
da  en  autoridad  de  cosa  juzgada  la  sentencia. 

DISPOSICIONES  JENEALES. 

Art.  28.  No  se  reconocen  mas  términos  de 
emplazamiento,  ni  mas  términos  de  prueba  en 
juicio  ordinario,  que  los  contenidos  en  esta  lei. 

Art.  29.  Todo  término  de  prueba  será  común 
a  las  partes  que  litigan.' 

Art.  30.  Todo  término  de  prueba  quedará 
interrumpido  durante  el  feriado  de  treinta  dias 
que  antecede  al  miércoles  de  ceniza  i  el  de  la 
Semana  Santa;  a  no  ser  que  el  juez  habilite  estos 
feriados  para  conocer  de  asuntos  urj  entes,  o  que 
se  hubiese  concedido  término  para  rendir  prue- 
ba fuera  de  la  Hepiíblica. 

Art.  31.  Si  la  persona  a  quien  se  trata  de  no- 
tificar algún  auto,  decreto  o  sentencia,  fuere 
buscada  en  dos  diferentes  dias  en  su  casa,  al- 
macén, oficina  o  en  cualquier  otro  lugar  que 
acostumbre  frecuentar,  i  no  se  le  hallare,  estan- 
do en  el  mismo  pueblo,  el  escribano,  receptor, 
subdelegado  o  inspector  encargado  de  la  notifi- 
cación se  asociará  de  dos  testigos  que  presen- 
cien el  hecho  de  no  haberle  hallado  la  segunda 
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vez  i  le  dejará  en  su  casa  un  cedulón  con  copia 
del  anto  o  sentencia  que  motivare  la  notificar 
don,  sin  necesidad  de  otra  orden  del  juez,  i  se 
le  tendrá  por  notificado  desde  aquel  dia,  para 
cuyo  efecto  el  encargado  de  la  notificación  pon- 
drá constancia  de  lo  obrado  al  pie  del  auto,  de- 
creto o  sentencia  orijinal. 

Art.  32.  Si  alguna  de  las  partes  acostumbrar 
se  ocultarse  para  retardar  las  notificaciones,  el 
juez  ordenará  que  todos  los  autos  del  juicio  se 
le  notifiquen  por  cedulón  sin  mas  buscarle,  i 
esta. notificación  surtirá  los  mismos  efectos  que 
si  fuera  hecha  en  persona. 

Art.  33.  El  juez  practicará  las.dilijenciafi  del 
juicio  indicadas  en  esta  lei  con  los  estrados, 
cuando  le  estuvieren  declarados  a  alguna  de  laa 
partes,  en  la  forma  ordinaria. 

Santiago,  junio  23  de  1853. 

J.  V.  Lastárbia. 
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DISCURSO 

pronunciado  en  la  seaion  del  24  Qe  octubre,  sobre  el  indao  3.  ® ,  artí- 
culo 1.  ^  del  proyecto  anterior,  que  se  discutia  en  particular. 

*'  I  Seria  posible  leer  el  artículo  aprobado  por 
la  Cámara  ?  (Se  leyó.)  Con  el  mayor  gusto  me 
contraeria  a  satisfacerlas  dificultades  que  ha 
presentado  el  honorable  Diputado  ^ue  deja  la 
palabra^  si  la  Cámara  no  tuviese  ya  aprobada  cÜ 
articulo  IJ"  Sin  embargo,  como  esas  dificultadesi 
son  serias,  i  como  la  intención  que  las  provoca 
es  demasiado  plausible,  me  permitiré  vnm  ciuk 
tro  palabras  solamente,  sobre  los  motivos  que 
la  Cámara  tuvo  presentes  para  ¿probar  este  aiv 
liculo  en  la  forma  que  acaba  de  leerse. 

"  Los  escritos  de  réplica  i  difcplica  los  ha  con- 
siderado la  Cámara  absolutamente  inofidosos, 
porque  una  vez  que  los  litigantes  han  espuesto 
en  sus  escritos  de  demanda  i  contestación  todo 
cuanto  tenian  que  esponer  sobre  el  asunto,  no 
hai  necesidad  de  dejarle  facilidad  para  que  com- 
plique la  cuestión,  con  nuevos  dichos  i  nuevos 
argumentos.  Es  tan  cierto  esto,  que  en  la  prác- 
tica misma  se  reconoce  la  inutilidad  de  esos  es- 
critos.  Rarísima  es  la  causa  en  que  el  escrito  de 
réplica  i  de  duplica  contiene  razones  nuevas, 
modos  nuevos  de  mirar  la  cuestión ;  por  el  con- 
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trario,  en  el  mayor  niíinero  de  estos  escritos  se 
nota  que  son  cortos,  insignificantes,  sin  ningún 
particular  digno  de  fijar  la  atención.  Por  epo  es 
que  en  los  tribunales,  cuando  se  hace  relación  de 
lojs  espedientes,  no  se  leen  estos  escritos,  no  loa 
ven  los  jueces,  sino  en  los  rarísimos  caeos  en  que 
}m  en  ellos  una  razón  nueva. 

"  Eatos  veintiún  diag  que,  cuenta  el  honorable 
Diputado  desde  la  demanda  haata  la  diíplica,  sa 
pueden  convertir  i  regularmente  se  convierten 
m  iftes^,  porque  para  presentar  la  réplica  i  dií^ 
plica  ^  el  interés  de  loe  litigantes  quien  detefmi^ 
na  del  tiempo  fijado  por  la  lei,  i  no  la  lei.  Sia 
embwgo,  aun  cuando  se  limitase  el  tiempo  al 
determinado  por  la  lei,  aunque  fuesen  veintiún 
^m  los  que  corriesen  desde  la  demanda  ha^ta 
el  cuarto  escrito,  ese  término  seria,  con  todo,  en 
la  mayor  parte  de  los  casos,  mas  largo  que  el 
que  provee  el  reglamento  puesto  en  discusión, 

'^  Seria  una  verdadera  desgracia  que  habién* 
dose  propuesto  el  proyecto  simplificar  Im  téx* 
minos,  hacer  mas  sencilla  la  prosecución  de  Im 
pleitos^  para  apreciar  la  cuestión  desde  el  prin* 
cipio,  a  fin  de  que  el  jue«  pueda  conocerla  i  las 
partea  tratarla  con  legalidad,  no  solo  no  lo  hu' 
biese  conseguido,  sino  que  hubiera  sacado  vn 
resultado  contrario  al  que  se  propuso. 

''  Se  temen  las  apelaciones :  el  artículo  4.*  del 
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proyecto  solo  las  permite  en  dos  cosas.  (Se  leyó 
el  artículo  4."*) 

"Luego  el  proyecto  se  fija  primeramente  en 
el  convenio  de  las  partes,  quiere  que  éstas 
fijen  los  hechos  de  su  litijio ;  los  fijen  con  fran- 
queza, i  al  mismo  tiempo  presenten  todas  las 
pruebas  de  que  piensan  valerse  en  el  cureo  de  su 
causa.  La  lei  les  deja  la  libertad  de  convenirse, 
i  solo  en  el  caso  de  que  no  se  convengan,  el 
juez  decidirá  la  cuestión :  la  resolución  del  juez 
en  este  caso  es  apelable ;  pero  apelable  como 
xm  artículo  interlocutorio.  ¿Qué  comparación 
cabe  entre  esta  línica  cuestión  apelable  con  las 
muchas  que  mantiene  nuestro  sistema  actual  ? 
Se  dice  que  estos  términos  se  aumentarán  toda- 
vía en  mucho,  cuando  el  juez  sea  lego :  el  juez 
lego  no  tiene  nada  que  decidir,  i  con  decir  esto, 
se  responde  al  otro  argumento  sobre  las  impli- 
cancias i  recusaciones.  El  juez  lego  levanta  el. 
acta  sencillamente  sobre  lo  que  ha  pasado  en 
los  comparendos,  asi  como  la  levanta  ahora  en  el 
juicio  ejecutivo,  cuando  se  celebra  el  comparen- 
do que  debe  hacerse  al  concluir  los  diez  dias  del 
encargado:  en  este  caso  fija  las  alegaciones  prin- 
cipales que  han  tenido  lugar  en  el  comparendo 
i  remite  al  juez  el  acta  para  que  decida.  Se  dice 
que  esta  es  una  demora,  pues  en  el  dia  i  según 
el  sistema  actual  tales  demoras  son  frecuentes, 
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porque  los  jueces  legos  remiten  los  autos  al  le- 
trado, no  solo  para  que  resuelva  artículos  sino 
aun  para  que  decrete  un  simple  traslado.  En- 
tonces el  mal  no  está  en  el  proyecto  si  no  en  la 
circunstancia  de  tener  jueces  legos  en  los  de- 
partamentos, en  vez  de  tenerlos  de  derecho. 
Cuando  las  circunstancias  del  erario  permi- 
tan tener  jueces  letrados,  desaparecerán  estos 
inconvenientes.  El  juez  lego,  pues,  no  hace  na- 
da, según  el  sistema  vijente :  todo  absolutamen- 
te lo  remite  al  juez  de  derecho.  En  e^te  proyecr- 
to  se  le  dá  la  forma  de  proceder  i  por  torpe 
que  sea,  no  puede  equivocarse  atendiendo  al 
proyecto;  el  camino  le  será  mui  sencillo.  Resuel- 
to el  punto  por  el  juez  letrado,  vuelven  los 
autos  al  juez  lego,  para  que  continúe  la  causa. 
La  r^olucion,  como  he  dicho,  es  apelable ;  i  si 
esta  apelación  es  una  deplora,  conviene  some- 
terse a  ella  a  trueque  de  no  sufrir  los  artí- 
culos i  las  infinitas  dilaciones  que  permite  el 
sistema  actual. 

"En  cuanto  a  las  recusaciones  e  implicí^ncias, 
yo  no  sé  por  qué  un  juez  se  pudiera  implicar 
por  preguntar  a  las  partes  cuales  son  las  piezas 
o  los  documentos  de  que  se  van  a  valer  en  el 
curso  del  pleito.  El  juez  decide  sobre  el  carácter 
de  un  hecho  solamente,  i  si  no  lo  considera  con- 
cemieüte  a  la  causa,  no  resuelve  por  eso  la 
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cnestíon  príñcipal^  ni  anticipa  bu  juicio  de  modd 
qtie  pudiera  implicarse. 

"  Ahora  el  último  argumento  de  que  un  de- 
mímdado  malicioso  puede  reservarse  para  pre- 
sentar en  el  comparendo  un  documento  forjado 
i  sorprender  al  demandante,  no  tiene  fuerza  at 
gana  en  mi  concepto.  8i  el  demandante  no  e» 
bastante  hábil  para  defenderse  por  ú  solo,  ^ 
supone  que  tendrá  un  abogado ;  i  colno  la  Id 
tiene  por  principal  objeto  el  precisar  a  los  de- 
mandantes a  que  antes  de  presentarse  al  jnesí 
consideren  bien  el  asunto  i  se  posesionen  de  to- 
dos los  antecedantes  necesarios  a  su  defensa,  es^ 
evid^te  que  no  lo  liarán  sin  este  requisito.  Si 
tma  persona  va  a  demandar  sobre  la  legaUdad 
de  un  testamento,  por  ejemplo,  no  lo  Iiárá^  co- 
nociendo el  espíritu  de  esta  lei,  sin  tener  todóe^ 
ló(*  áEfttecedentes  precisos.  Se  qui€fre,  pnes^  ef^rítttíst 
todos  los  inconvementes  que  ptíeden  ocunír 
para  entorpecer  i  demorar  un  jui<íío^  Hoi  did- 
toda  demanda  es  un  azar.  Aun  en  la&  demím- 
das^  justas  el  litigante  que  la  entabla  se  ¿a  en 
el  cfíOTo  del  pleito,para  ir  preparando  s«  defen- 
sa :  m  confia  al  tiempo,  pone  sn  demiandá  din 
poseer  los  datos,  sin  :^aar  sn  plan ;  asi  é^  qué  há 
ómms^  »e  complican  de  modo  que  el  juez  no 
pttede  apreciar  debidamente  la  cuestión,  i  s» 
décisioneií,  hijas  de  la  probidad,  no  son  por  eso 
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justas  ni  exactas.  Estando,  pnes,  el  demandante 
posesionado  de  su  asunto,  i  teniendo  todos  los* 
medios  de  defensa  calculables,  no  se  sorpren- 
derá de  un  documento  que  se  presente.  Si  ea 
una  escritura  pública  la  que  tenga  que  refutar, 
le  bastará  apelar  a  los  medios  que  las  leyes  in- 
dican para  probar  la  falsedad  de  ese  documento; 
podrá  conocer  los  nombres  de  los  testigos  que 
firman  la  escritura ;  podrá  valerse  de  los  mis- 
mos testigos  que  tenia  preparados  i  cuyos  nom- 
bres tiene  a  la  vista  en  la  lista  que  ba  de  haber 
formado ;  en  la  intelijencia  de  que  no  podrá 
presentar  otra  lista  de  testigos  que  la  de  los 
que  sean  conocedores  del  hecho  que  va  a  pro- 
bar. Si  es  un  documento  privado,  lo  mismo: 
tiene  que  objetarlo  con,  testigos ;  como  él  se  ha 
posesionado  ya  del  asunto,  él  mismo  lo  objeta; 
sin  embargo,  si  no  le  bastan  estos  medios,  el 
^  proyecto  le  presenta  otros  arbitrios,  tal  como 
el  de  presentar  nuevos  testigos  o  nuevos  pape- 
les, según  el  art.  6.*",  de  suerte  que  nunca  queda 
indefenso.  Sobre  todo,  yo  no  encuentro  peligro 
en  que  el  asunto  sea  tratado  a  primera  vista^ 
¡  ojalá  todos  los  juicios  pudieran  llevarse  de  esa 
manera !  ^  Por  qué  han  de  ser  mas  privilejiados 
los  abogados  franceses  o  ingleses  para  tratar 
un  asunto  a  primera  vista  que  los  abogados 
chilenos  ?  Eso  impondria  cuando  mas  la  nece- 
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8idad  de  buscar  abogados  de  ciencia  i  esperien- 
cia  que  pudieran  tratar  una  cuestión  con  esta 
facilidad.  La  rectitud  en  las  decisiones  no  se 
consigue  sino  con  la  brevedad  i  con  la  sencillez. 
Yo  creo  que  la  Cámara  ha  tenido  presentes  las 
razones  que  le  demostré,  probando  las  dUacio- 
nes  i  perjuicios  que  hai  en  el  sistema  actual, 
para  preferir  el  que  le  propongo,  mucho  mas 
simple,  mucho  mas  breve. 

"Repito  que  me  demoraría  algo  mas  en  la 
contestación ,  si  el  artículo  no  estuviera  ya 
aprobado.'' 


IX. 


MOCIÓN 

p]re$entada  a  la  Cámara  de  Diputados,  en  su  sesión  de  3  de  julio  de  íM, 
sobre  la  Heforma  de  la  lei  de  Elecciones.  i 


SdntiagOj  julio  3  de  1849. 

Graves  son  las  atenciones  de  esta  lejislatura, 

porque  son  complicados  i  de  alta  importancia 

Jos  negodos  que  ocupan  su  atención,  i  porque 

son  muchas  i  urjentes  las  necesidades  sodalea 

que  debe  satisfacer. 

Mas  el  principal  de  esos  negocios,  la  mayor 
de  todas  esas  necesidades  está  en  la  reforma  de 
'  la  actual  lei  de  elecciones,  porque  lo  primero  es 
tener  un  gobierno  sistemado  i  no  vacilante  por 
sus  principios,  un  gobierno  apoyado  en  la  socie- 
dad i  no  en  accidentes  efímeros  o  variables. 

Nuestra  Constitución  ha  establecido  la  orga- 
nización política  de  la  República  en  la  sobera- 
nía nacional  i  no  conoce  poder  público  ninguno 
que  no  tenga  su  oríjen  en  una  delegación  de  la 
nación.  Por  tanto,  es  necesario  aplicar  este  prin- 


*  * 
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cipio  de  gobierno  de  una  manera  coi»titacionaI 
i  practicable,  para  que  la  autoridad  emane  pro' 
píamente  del  orí  jen  que  la  lei  le  ha  señalado. 

La  actual  lei  de  elecciones  no  llena  estos  fines. 
En  los  16  anos  que  ha  estado  en  práctica  hemos 
visto  demasiado  claramente  que  no  solo  es  'me- 
ficass  para  evitar  los  amaños,  fraudes  e  intrigas 
que  vician  las  elecciones  populares,  sino  que 
ademas  es  sumamente  viciosa  en  sus  disposicio- 
nes principales,  es  decir,  en  aquellas  que  se  refie- 
ren a  la  calificación  de  los  ciudadanos  electores. 

Este  líltimo  defecto  ha  dado  oríjen  a  un  gra- 
ve mal  que  h(Á  pesa  sobre  el  pais,  con  mengua  de 
la  dignidad  nacional  i  en  descrédito  de  la  forma 
de  gobierno  adoptada.  Semejante  mal  consiste 
en  que  el  poder  electoral  ha  sido  entregado^ 
mediante  aquella  lei,  a  una  mayoría  que  no  solo 
no  conoce  su  importancia,  sino  que  tampoca 
ofrece  a  la  sociedad  la  menor  garantía  de  capa- 
cidad, de  acierto  o  de  provecho,  por  cuyos  mo- 
tivos esa  mayoría  está  a  la  merced  del  primera 
que  puede  apoderarse  de  ella.  No  es,  pues,  la  so- 
beranía nacional,  no  es  la  opinión  ilustrada,  pro- 
gresiva i  virtuosa  de  la  nación  la  que  delega  la 
autoridad,  sino  una  masa  sin  conciencia  i  sin 
voluntad,  indiferente  e  ignorante,  que  es  diriji- 
da  absolutamente,  o  a  lo  menos  puede  serlo^ 
por  el  que  tenga  mas  medios  de  dirijirla. 
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Ebío  contraría  naturalmente  el  eástema  repu- 
blicano i  viola  la  constitución^  qne  ha  querido 
entregar  la  dirección  del  pais  a  la  intelijencia 
i  no  a  lo  ignorancia,  a  la  sabiduría  i  no  a  la  in- 
curia, a  la  voluntad  nacional  i  no  a  la  indife* 
rencia  o  al  cobecho  o  a  la  arbitrariedad. 

Los  funestos  resultados  de  esta  desgracia  han 
consistido  principahnente  en  que  los  hombres 
honrados  comienzan  a  mirar  con  temor  el  siste- 
ma  que,  bajo  el  nombre  de  representativo,  se  les 
ofrece,  i  en  que  el  pueblo  toma  una  idea  equi- 
vocada de  la  República  i  adquiere  hábitos  pe- 
lign^os  i  contrario,  al  «stema  q.e  homo,  kloj. 
tado  para  gobernamos.  Asi  la  República  no 
existe  propiamente  en  el  corazón  de  nuestra  so- 
ciedad, sino  en  la  lei ;  no  tiene  su  apoyo  en  los 
intereses  sociales,  sino  que  sirve  de  instrumento 
a  los  intereses  de  cualquier  círculo  o  partido 
que  quiera  aprovecharse  de  estos  vicios. 

El  proyecto  que  tengo  el  honor  de  presenta- 
ros se  propone  remediar  esos  defectos,  haciendo 
que  el  poder  electoral  resida  en  donde  debe 
residir  para  ser  ejercido  libremente,  sin  estar 
espuesto  a  los  fraudes  o  manejos  que  pueden 
violentarlo.  No  establece  una  aristocracia  de 
electores,  sino  que  deja  una  ancha  base  para 
admitir  al  ejercicio  de  este  derecho  el  mayor 
número  posible  de  ciudadanos,  a  todos  los  que 
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posean  las  cualidades  de  la  leí.  Estas  caalidar 
des,  por  otra  parte,  son  constitucionales,  i  en 
realidad  no  tienen  otro  carácter  que  el  de  sig- 
nos de  la  capacidad  requerida  por  nuestra  carta 
para  ejercer  la  soberanía. 

En  el  debate  tendré  ocasión  de  ^sponer  a  la 
Cámara  los  fundamentos  de  las  disposiciones 
que  le  propongo  en  los  artículos  siguientes: 

PROYECTO  DE  LEÍ  DE  ELECCIONES. 

TITULO  PRIMERO. 

DE    LAS    CALIFICACIONES. 

Art.  1.°  Las  municipalidades  llevarán  un  li- 
bro con  el  título  de  JRejiatro  Gormmal^  en  el 
cual  estarán  inscritos  los  ciudadanos  activos  de 
la  comunidad,  por  el  orden  alfabético  de  sus 
apellidos. 

2.*  Cada  asiento  contendrá  el  nombre  i  ape- 
llido del  ciudadano,  el  nombre  del  lugar  de  su 
nacimiento  i  el  de  su  domicilio,  su  edad,  su  es- 
tado, la  circunstancia  de  saber  leer  i  escribir  i 
la  espresion  de  la  propiedad,  o  capital,  o  indus- 
tria, o  renta,  o  usufructo,  cuyos  emolumentos  le 
proporcionen  el  valor  que  se  señala  en  el  artí- 
culo siguiente : 
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3.**  En  las  provincias  de  Atacama,  Ooquim- 
T>o,  Valparaíso  i  Santiago  el  valor  de  la  propie- 
dad inmoble  exijida  por  el  art.  8."*  de  la  Cons- 
titución será  de  1,500  pesos ;  el  capital  en  jiro 
será  de  3,000  pesos,  i  la  renta  de  un  arte  o  in- 
dustria será  a  lo  menos  de  500  pesos. 

En  las  provincias  de  Aconcagua,  Colchagua 
i  Talca  la  propiedad  será  de  valor  de  1,000  pe- 
sos, el  <íapital  en  jiro  de  2,000  pesos  i  la  renta 
de  400  pesos. 

En  las  provincias  de  Maule,  iÑ^uble  i  Concep- 
ción, la  propiedad  valdrá  1,000  pesos,  el  capiT 
tal  en  jiro  1,500,  i  la  renta  será  de  300  pesos. 

En  las  provincias  de  Valdivia  i  Chiloé,  la 
propiedad  debe  ser  de  500  pesos,  el  capital  de 
1,000  pesos  i  la  renta  de  150. 

4."*  Todo  ciudadano  natural  o  legal  que  se 
halle  en  posesión  de  los  requisitos  exij idos. por 
el  art.  SJ"  de  la  Constitución,  podrá  ocurrir  per- 
sonalmente en  cualquier  tiejmpo  a  la  municipa- 
lidad de  su  comunidad,  para  que,  constituida 
en  sala  ordinaria,  lo  inscriba  en  el  rejistro  co- 
munal. 

S.""  La  municipalidad  procederá  a  inscribir  al 
ciudadano,  si  es  notoria  en  él  la  posesión  de  los 
requisitos  constitucionales ;  pero  si  alguno  de 
los  miembros  tiene  duda,  se  exij  irá  al  solicitan- 
te las  pruebas  que  se  estimen  necesarias,  prefi- 
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ri^do  siempre  aquellas  que  le  cansen  menos 
gravamen  i  molestia. 

Si  se  dudare  de  la  edad  o  estado,  serán  bas> 
tente  prueba  las  copias  autorizadas  de  los  asien- 
tos  del  libro  Parroquial  o  la  deposición  de  dos 
testigos  conocidos. 

Sobre  la  propiedad,  se  estimarán  como  califi- 
cativos suficientes : 

1.*  La  manifestación  del  título  de  propiedad 
de  un  inmueble  del  valor  que  señala  el  art.  3/, 
ya  sea  este  inmueble  propiedad  esclusiva  del 
que  solicita  ser  calificado,  o  ya  sea  que  este  ten- 
ga en  él  una  parte  igual  o  superior  al  valor  que 
esáje  dicho  artículo. 

2.^  El  título  de  un  empleo  público  cuyo  suel- 
do fijo  o  emolumentos  igualen  o  escedan  a  la 
renta  que  requiere  el  referido  artículo  3.* 

3."*  La  manifestación  del  título  o  certificado 
auténtico  de  autoridad  competente  que  acredito 
d  ejercicio  de  una  profesión  científica  o  indus- 
trial que,  a  juicio  de  la  misma  junta,  sufrague 
una  renta  igual  a  la  que  exije  dicho  artículo  8.^ 

4.®  La  manifestación  de  un  certificado  autén- 
tico  de  autoridad  competente  que  acredite  el 
pago  de  alguna  contribución  fiscal  o  municipal 
de  cualquiera  clase  que  sea  i  que  corresponda 
a  la  renta  o  propiedad  inmueble  o  capital  en 
jiro  que  requiere  el  citado  artículo  3.° 
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6/  Praebas  análogas  se  exíjirán  si  liai  sospe- 
cita  de  que  el  recurrente  esté  suspenso  de  su 
derecho  de  sufirajio  o  haya  perdido  la  dudada* 
nía,  con  arreglo  a  lo  dispuesto  en  los  artículos 
10  i  H  de  la  Constitución, 

Para  facilitar  esta  prueba  el  gobernador  de* 
partamentaíl  cuidará,  I.""  de  que  los  jueces  de 
primera  instancia  en  el  departamento  le  den 
constantemente  razón  de  los  reos  procesados  o 
condenados  por  delitos  que  merezcan  pena  aflic- 
tiva o  infamante  i  de  los  fallidos  declarados 
fraudulentos ;  2.**  de  que  los  administradores  de 
rentas  fiscales  le  den  noticia  de  los  deudores  al 
fisco  constituidos  en  mora» 

7.**  Probada  la  idoneidad  del  ciudadano^  en 
su  presencia  i  en  la  de  la  Municipalidad,  sentará 
el  secretario  en  el  rejistro  la  partida  en  la  for» 
ma  indicada  por  el  artículo  2.*,  i  la  firmarán 
todos  los  xniembros  presentes  en  la  sesión. 

Inmediatamente  se  dará  al  ciudadano  una  bo- 
leta que  contenga  el  nombre  del  departamento^ 
el  del  ciudadano,  espresando  que  se  kalla  ins- 
crito a  fojas  tales  del  rejistro,  bajo  el  número 
tal,  la  techa  i  la  media  firma  de  todos  los  mu- 
nicipales que  hayan  hecho  la  calificación. 

8.°  El  que  falsificare  una  boleta  de  califica- 
ción o  cometiere  algún  fraude  para  obtenerla 
queda  sujeto  a  las  penas  que  las  leyes  imponen 
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al  delito  de  falsedad^  según  las* circunstancias. 
9.®  El  gobernador  ó  los  municipales  que  hi- 
cieren boletas  de  calificación  para  personas  ver- 
daderas o  supuestas  pagarán  500  pesos  de  multa 
cada  uno  por  cada  firma  que  pusieren  en  bole- 
tas de  esta  clase,  aplicándose  la  mitad  de  la 
multa  al  tesoro  municipal,  i  la  otra  mitad  al 
que  denunciare  i  probare  el  hecho. 

10.  El  individuo  que  se  calificare  en  dos  mu- 
nicipalidades, sin  haber  hecho  cancelar  la  par- 
tida del  rejistro  en  que  se  calificó  primeramen- 
te, como  debe  hacerlo  cuando  mude  domicilio, 
será  privado  de  los  derechos  de  ciudadano  ac- 
tivo por  tres  años. 

11.  El  ciudadano  que  perdiere  su  boleta  de 
calificación  se  presentará  por  escrito  a  su  res- 
pectiva municipalidad,  esponiendo  el  hecho,  i 
esta  estenderá  un  decreto  al  pié  de  la  solicitud, 

_  certificando  que  el  solicitante  está  inscrito  en  el 
rejistro  comunal,  i  copiando  la  partida  de  cali- 
ficación i  firmando  dicho  decreto  todos  los 
miembros  presentes  en  la  sesión.  Este  decreto, 
que  se  anotará  al  máijen  de  la  partida  del  re- 
jistro, tendrá  el  mismo  valor  que  la  boleta  ori- 
jinal. 

12.  El  que  despojare  a  otro  de  su  boleta  de 
calificación,  usando  de  la  autoridad  que  inviste 
queda  por  el  mismo  hecho  depuesto  de  su  deS' 
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^ino  i  snjeto  a  pagar  400  pesos  de  mtilta,  la  mi- 
tad de  la  cual  pertenece  al  despojado  i  la  otra 
mitad  al  tesoro  municipal. 

Se  entenderá  que  comete  este  delito  el  co- 
mandante militar,  jefe  de  corporación  o  gremio 
que  pide  con  cualquier  pretesto  a  sus  subalter- 
nos sus  respectivas  boletas  de  calificación. 

13.  El  que  hiciere  este  despojo  por  la  fuerza, 
queda  sujeto  a  la  pena  que  las  leyes  señalan  a 
los  ladrones,  según  las  circunstancias  del  caso. 

14.  El  ciudadano  que  vendiere  su  boleta  de 
calificación^  queda  suspenso  del  derecho  de  su- 
frajio  por  diez  años.  El  comprador  sufrirá  por 
cada  boleta  que  compre,  100  pesos  de  mult% 
aplicables  al  tesoro  municipal  o  en  su  defecto 
un  mes  de  prisión. 

16.  El  que  tuviere  en  su  poder  mas  de  diez 
boletas  de  calificación  ajenas,  cualquiera  que 
sea  el  motivo  del  depósito,  pagará  600  pesos 
de  multa  al  tesoro  municipal. 

"  16.  Tres  meses  antes  del  dia  en  que  deban 
hacerse  las  primeras  elecciones  que  corresponda 
hacer  en  el  año  designado  por  la  lei,  las  muni- 
cipalidades cerrarán  el  rejistro  comunal,  i  no 
continuarán  calificando  hasta  el  dia  posterior  a 
aquel  en  que  terminen  las  últimas  elecciones 
directas  que  deben  hacerse  en  dicho  año. 

17.  La  Municipalidad  autorizará  con  las  fir- 
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mas  de  sus  miembros  tantas  listas  de  los  ciada- 
danos  calificados,  cuantas  mesas  receptoras  se 
instalen  en  su  departamento,  i  al  tieinpo  de 
principiar  estas  a  funcionar,  se  las  remitirá  con 
mi  ejemplar  de  la  presente  leL 

Las  listas  deben  contener  solo  el  nombre  de 
cada  ciudadano,  la  foliación  en  que  se  halla  sen* 
tada  su  partida  i  el  número  que  le  haya  cor- 
respondido, 

18.  También  les  pasará  separada  una  lista  de 
los  ciudadanos  que  hubiesen  obtenido  el  decre- 
to de  que  habla  el  artículo  11,  a  fin  de  que  la 
mesa  observe  si  alguno  se  presenta  con  la  bo- 
leta orijinal  a  que  se  refiere  el  decreto ;  i  en 
caso  de  presentarse,  le  arreste  para  que  el  juez 
competente  proceda  a  averiguar  el  fraude  que 
86  hubiere  cometido  i  aplique  al  culpable  la 
pena  del  artículo  8."* 

19.  Las  boletas  de  calificación  espedidas  con 
arreglo  a  la  lei  de  2  de  didembre  de  1833  i  al 
suplemento  de  12  de  noviembre  de  1842  que- 
darán sin  valor  ni  efecto  legal  desde  el  dia  en 
que  terminen  las  elecciones  directas  que  se  ha- 
gan el  25  de  junio  de  1851, 

Después  de  esa  techa  solo  se  reputarán  como 
ciudadanos  activos  los  que  hubieren  obtenido 
su  calificación  con  arreglo  a  las  prescripciones 
de  esta  lei. 
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20.  Las  municipalidades  principiarán  sns  fun- 
ciones de  calificadoras  desde  el  I.""  de  enero  de 
1850,  i  se  atendrán  solo  a  esta  lei  para  espedir 
sns  boletas,  sin  atender  a  la  posesión  en  que 
pueden  hallarse,  individuos  no  calificables,  de 
una  boleta  dada  conforme  a  la  lei  antigua. 

21.  En  los  departamentos  donde  no  haya 
municipalidad  por  ahora,  harán  los  oficios  de 
tal,  para  los  efectos  de  esta  lei,  el  gobernador 
departamental,  los  dos  alcaldes,  o  en  su  defecto, 
los  dos  primeros  subdelegados,  el  párroco  de  la 
capital  i  un  vecino  elejido  por  estos  fimcio* 
narios. 

Esta  junta  se  reunirá  desde  el  I.""  de  enero 
de  1850  en  los  dias  primero  i  quince  de  cada 
mes,  para  calificar,  anunciándolo  por  carteles. 

22.  Las  municipalidades  i  las  juntas  en  su 
caso,  pubUcarán  todos  los  meses  en  los  periódi- 
cos, o  si  no  los  hai,  en  carteles,  los  nombres  de 
los  ciudadanos  que  se  hubieren  calificado  en  di^ 
cho  mes. 

23.  Si  alguno  entendiere  que  se  ha  calificado 
a  un  individuo  que  no  posee  las  calidades  de  ciu- 
dadano, podrá  reclamar  ante  la  municipalidad, 
para  que  proceda  a  rectificar  la  calificación,  i 
si  viere  que  la  municipalidad  desatiende  el  re- 
clamo, podrá  presentarse  al  juez  letrado  de  la 
provincia  para  que  proceda  a  formar  tm  suma- 
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lio  indagatorio  de  los  hechos  i  aplicar  a  los  cul- 
pables las  penas  señaladas  en  esta  lei. 

TITULO  SEGUNDO. 

DE  iiAS  ELECCI03OS  DIRECTAS. 

24.  Los  Diputados  al  Congreso  i  los  electo- 
res de  Senadores  se  elejirán  conjuntamente,  vo- 
tando con  distinción  por  unos  i  otros  en  una 
misma  cédula,  el  último  domingo  de  marzo  del 
año  en  que  se  renueven  las  Cámaras. 

Un  mismo  ciudadano  puede  ser  elejido  para 
Diputado  i  elector  de  Senadores. 

25.  Las  municipalidades  se  elejirán  el  tercer 
domingo  de  abril  i  se  instalarán  el  primer,  do- 
mingo de  mayo  del  año  en  que  corresponda  re- 
novarlas. 

Se  elejirá  para  cada  municipalidad  el  núme- 
ro de  vocales  que  la  lei  señala  respectivamente. 

26.  Los  electores  para  Presidente  de  la  Re- 
pública se  elejirán  el  25  de  junio  del  año  en  que 
espira  la  presidencia ;  i  en  los  casos  estraordina- 
rios,  sañalados  en  los  artículos  ^74  i  78  de  la 
Constitución,  la  elección  se  verificará  a  los  trein- 
ta dias,  contados  desde  aquel  en  que  el  vice-Pre- 
sidente  de  la  República  espida  las  órdenes  pa- 
ra el  efecto. 
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2Y.  El  nifanero  de  Diputados  que  correspon- 
de elejir  a  cada  departamento  es  el  siguiente: 

CEPARTAMBNtOS.  BI^Úl^AbÓB.   SX7PLBNTB8r 

Copiapó  i  Caldera 1 

VaUenar  i  Freirina. 1 

Serena 1 

Dlapel 1 

Combarbalá 1 

Ovalle ..••  2 

Mqui .;  1 

San  Felipe . .. 1 

Andes 2 

Putaendo 1 

I^g^a 1 

Petorca 2 

Valparaíso 2 

Quillota 2 

Casa-Blanca 1 

Santiago 5 

Victoria 1 

MelipiUa 2 

Rancagua 4  2 

San  FcMiando 8  2 

Curicó 3  2 

Caupolican 3  2 

Talca 3  2 

Lontué 1  1 

Cauquenes  i  Constitución . .  3  2 
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SIKFABTAMXXTOt. 


•  DiniTAXKMU  81!PUUCTSS* 


linares. 2 

Parral , 1 

Itata 2 

Chillan 3 

San  Cárloa 2 

Concepción  i  Talcahuano ...     2 

Coelemu 

Piacliacai 

Rere 

Laja 

Lautaro 

Valdivia. 

Osomo 

Union 

Ancud,  Carelmapu  i  Chacao . 

Calbnco  i  Dalcahue 

Qaincliao  i  Quenac 

Castro,  Lemni  i  Chonchi . . . 

28.  Cuando  la  población  de  un  departamen- 
to se  aumente  en  la  proporción  necesaoria  para 
tener  otro  diputado  mas  que  los  designados  en 
el  artículo  anterior,  la  municipalidad  lo  hará 
presente  por  el  conducto  respectivo,  al  Presi- 
dente de  la  República,  para  que  este  recabe  de 
la  Cámara  de  Diputados  la  resolución  de  que 
se  eKja  en  dicho  departamento  otro  diputado. 

29*  En  toda  elección  directa  se  establecerá 


—  248-- 

en  cada  parroquia  nna  junta  con  el  nombre  de 
mesa  receptora,  destinada  a  recibir  los  voto* 
que  emitan  los  sufragantes;  i  se  situará  en  el 
atrio  de  la  misma  paiToquia  o  en  un  lugar  in- 
mediato, público  i  accesible  a  todos  los  sufra^ 
gantes  sin  escepcion. 

Si  asi  no  se  situare,  cada  uno  de  los  miem- 
bros  de  la  junta  pagará  en  el  acto  una  multa 
de  50  pesos,  aplicables  a  fondos  municipales,  la 
cual  se  hará  efectiva  por  el  tesorero  de  la  mu- 
nicipalidad. 

30.  Si  después  de  la  exacción  de  la  multa^ 
continuare  la  mesa  infrinjiendo  la  disposición 
anterior,  el  gobernador,  o  el  subdelegado  en  su 
caso,  la  obligará  a  que  obedezca  i  si  el  gober- 
nador o  el  subdelegado  no  cumpliere  con  este 
deber  pagará  una  multa  de  200  pesos,  en  la 
misma  forma. 

81.  Ocho  dias  antes  d^  principiar  laa  elec* 
ciones  directas,  la  municipalidad,  reunida  en 
mayoría  absoluta  de  sus  miembros  i  presidida 
por  el  gobernador,  o  el  subdelegado  en  su  caso^ 
elejirá  las  juntas  receptoras  en  esta  forma: 

!.•  Cada  uno  de  los  municipales,  esduyóndo- 
se  el  gobernador,  o  subdelegado,  pondrá  en  cé- 
dulas distintas  cuatro  nombres  de  los  ciudadar 
nos  inscritos  en  el  rejistro,  con  tal  que  no  sean 
empleiados  públicos,  civiles,  militares  o  escle- 
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siásticbs  ni  dependientes  de  la  misma  mam- 
eipalidad. 

2.**  Todas  las  cédulas  se  colocarán  en  una  ur- 
na, i  de  ellas  se  sacarán  a  la  suerte  cuatro  para 
propietarios  i  otros  cuatro  para  suplentes  de  la 
junta  receptora. 

3.**  Estas  operaciones  se  practicarán  para  cada 
una  de  las  juntas  que  hayan  de  elejirse,  cuidan- 
do de  que  los  nombres  inscritos  en  las  cédulas 
sean  de  vecinos  de  la  parroquia,  para  la  cual  se 
nombra  la  junta,  i  escluyendo  del  sorteo  los  que 
ya  estuvieren  nombrados  para  otra  junta. 

4."*  El  Presidente  de  la  municipalidad  comu- 
nicará inmediatamente  este  nombramiento  a 
los  designados. 

5.°  La  municipalidad,  después  del  sorteo, 
nombrará  los  presidentes  de  las  juntas,  debiendo 
recaer  este  nombramiento  en  los  mismos  muñi-f 
cipales,  i  en  caso  de  no  ser  suficientes  en  niíme- 
ro,  se  designará  al  subdelegado  o  inspector  de 
la  parroquia,  para  cuya  junta  faltare  Presidente. 

6.*"  Tanto  en  este  sorteo  como  en  todos  los 
demás  las  cédulas  serán  absolutamente  iguales 
en  tamaño,  color  i  calidad  de  papel. 

32.  En  los  departamentos  donde  no  hubiere 
municipalidad,  ejercerá  la&  funciones  determi- 
nadas en  el  artículo  anterior,  la  junta  de  que 
habla  el  ai*t.  21. 
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38.  El  día  en  que  deben  celebrarse  las  elec^ 
clones,  comparecerán  los  propietarios  i  suplentes 
de  la  junta,  una  hora  antes  de  instalarse  la 
mesa;  al  sitio  en  que  esta  debe  dtuarse,  i  tch 
marán  posesión  de  su  puesto,  entrando  en  lugar 
de  los  propietarios  que  falten,  los  suplentes,  por 
el  orden  de  su  nombramiento. 

El  miembro  de  la  junta  que  no  asistiere  o  se 
negase  sin  justo  motivo  a  desempefiar  el  cargo, 
pa£:ará  una  multa  de  cien  pesos,  aplicables  a 
Z^  ra^ieipale.  o  ^  L/u^  de 
prisión. 

34.  La^  elecciones  durarán  dos  días  consecu* 
tivos  e  improrogables :  principian  a  las  nueve 
de  la  mañana  i  continuarán  basta  la  una  de  la 
tarde ;  i  desde  las  tres  basta  las  cinco  de  la 
misma. 

36..  Todo  elector  se  presentará  personalmen* 
te  a  emitir  su  su&ajio,  i  la  junta,  por  ningún  mo* 
tivo,  puede  dispensar  esta  comparecencia  per- 
sonal. 

36.  El  sufrajio  estará  escrito  en  una  tarjeta 
de  cartón  o  papel  grueso  cuadrado  i  de  color 
blanco,  sin  señal  ni  jeroglífico  de  ninguna  espe- 
cié,  i  se  emitirá  abierto.  No  deben  admitirse 
los  boletos  que  no  estén  en  esta  forma. 

37.  El  elector  presentará  juntamente  su  bo- 
leto de  calificación  o  el  decreto  de  que  habla 


*  * 


— F.  17. 
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el  artícxQo  11,  i  caástando  la  identidad  de  su 
petsona  por  el  testimonio  de  algmio  de  los 
miembros  de  la  mesa  o  por  el  de  alguna  perso- 
na conocida  i  abonada  por  algnno  de  estos,  la 
jonta  confrontará  el  boleto  o  decreto  con  el  re- 
jístroy  i  estando  conforme,  anotará  al  márjen  de 
dicho  rejistro  que  ya  votó  aquel  sufragante  i 
admitirá  su  voto. 

38.  £1  boleto  de  calificación  será  devuelto  al 
sufragante  con  la  nota  al  respaldo  de  haber  vo- 
tado  en  aquella  elección,  rubricada  por  uno  de 
los  miembros  de  la  mesa;  i  otro  de  eUos  escri- 
birá  inmediatamente  sn  nombre  en  una  lista  al- 
fabética, que  habrá  preparada  para  este  objeto. 

39.  El  voto  se  pondrá  por  el  mismo  sufra- 
gante en  una  cs^ñ,  que  deberá  tener  tres  cerra- 
duras diferentes,  bien  seguras,  de  cuyas  llaves, 
en  las  horas  en  que  se  suspenda  la  votación, 
tomará  una  el  preádeirte  de  la  mesa  i  las  otras  «e 
depositarán  en  dos  ciudadanos  de  los  que  repre- 
senten los  partidos  de  los  diversos  candidatos. 

40.  La  junta  receptora,  durante  la  elección, 
con  el  acuerdo  de  tres  de  sus  miembros,  por  lo 
menos,  podrá : 

1.*"  Pedir  al  gobernador  el  auxilio  de  fuerza 
arúiada,  i  disponer  de  ella  para  mantener  el 
orden  i  asegurar  la  libertad  de  la  votación. 

2.*  Impedir  que  algún  individuo,  cualquiera 
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que  sea  la  autoridad  que  invista,  coarte  la  Ijib^- 
tad  de  los  sufragantes,  llevándolos  a  la  me^ft 
bajo  su  inspeccioi;^  o  dirección  o  usando  de  euat 
quiera  otro  arbitrio. 

3.**  Impedir  que  se  vendan  o  compren  sufrajioB 
o  que  se  pague  un  valor  cualquiera  al  sufra- 
gante por  el  voto  que  emite. 

4.^  Impedir  que  se  arroje  o  reparta  diñero  al 
pueblo  o  que  se  le  den  licores  u  otros  objetos 
para  incitarle  a  que  obre  en  cierto  sentido. 

5.'*  Impedir  que  se  le  proclame  provocándo- 
le a  la  sedición,  para  lo  cual  Kara  que  los  ora- 
dores que  le  dirijan  la  palabra  se  coloquen 
próximos  a  la  mesa,  de  modo  que  los  vocales 
puedan  oir  i  entender  los  discursos. 

6.^  Poner  inmediatamente  en  captura  a  los 
individuos  que  desobedezcan  sus  mandatos  6  a 
los  que  insistieren  en  cometer  los  actos  de  que 
bablan  los  numeres  aateriores,  a  pesar  de  haber 
sido  requeridos. 

41.  Los  individuos  puestos  encaptixra  por  la 
mesa  receptora  serán  juagados  sumaria  i  v^r- 
balmente  por  el  juez  letrado  competente,  en  el 
término  de  quince  dias,  i  si  del  informe  de  la 
junta  o  de  otras  pruebas  suficientes  apareciere 
que  tan  quebrantado  el  orden  o  violentado  la 
libertad  del  sufrajio,  usando  los  medios  que  se- 
ñala el  artículo  40  u  otros  de  igual  naturalessa. 


—  244  — 

serán  castigados  con  500  pesos  de  mxdta,  aplica^ 
l>les  a  la  municipalidad,  sin  que  les  valga  fuera 
ni  privilejio  de  ninguna  clase. 

Si  fueren  insolventes  sufrirán  seis  meses  de 
prisión. 

42.  M  individuo  que  ande  armado,  que  forme 
tumultos,  que  acometa,  insulte  o  amenace  a  alga- 
Ao  de  los  concurrentes,  o  que  por  otros  medios 
violentos  impida  obrar  libremente  a  la  junta, 
será  aprehendido  i  juzgado  en  la'  misma  forma 
i  sufrirá,  ademas  de  la  pena  con  que  las  leyes  cas- 
tígan  estos  delitos,  la  suspensión  de  sus  derecho» 
de  ciudadano  i  de  todo  cargo  público  durante 
seis  años. 

43.  Si  la  junta  receptora  fuere  omisa  en  el 
ejercicio  de  sus  atribuciones,  podrá  ser  acusada 
después  de  las  votaciones  por  cualquier  ciuda- 
dano ante  el  juez  letrado  del  crimen,  que  sea 
competente,  quien  seguirá  el  juicio  en  la  forma 
determinada  en  el  artículo  41,  i  si  resultare 
probada  la  omisión,  castigará  a  los  culpables 
con  las  mismas  penas  señaladas  en  dicho  artícu- 
lo. Pero  si  la  acusación  fuere  por  algún  fraude 
cometido  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  sea  de 
Ik  naturaleza  que  fuere,  la  pena  será  prisión  por 
un  ano  i  suspensión  de  los  derechos  de  ciudadar 
no  i  de  todo  cargo  público  por  seis. 

44.  Las  juntas   recejptoras  harán  escrutinia 
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particular  cada  dia  de  votación,  i  leyantando 
una  acta  del  niimero  de  sufrajios,  con  espresiou 
^e  las  personas  en  quienes  han  recaído,  la  fir^ 
loaran  i  depositaran  en  la  caja,  i  darán  aviso 
por  escrito  del  resultado  al  gobernador. 

Este  escrutinio  será  público,  pero  si  la  junta 
temiese  algún  desorden,  podrá  hacerlo  sola,  con 
la  presencia  de  cuatro  ciudadanos  tomados  de 
cada  uno  de  los  partidos  que  representen  los  in- 
tereses de  los  diversos  candidatos. 

45.  Concluida  la  votación,  i  depositándose  en 
1^  cajas  los  rejistros  i  las  actas  de  los  escrutinios 
particulares,  serán  cerradas,  marchamadas  i  con^ 
ducidas  a  la  Municipalidad  de  la  cabecera  del 
departamento  por  los  individuos  de  la  mesa 
receptora,  que  serán  responsables  de  su  entrega 
i  seguridad,  bajo  la  pena  de  quedar  inhábües 
para  obtener  cargo  o  empleo  público  de  cual* 
quiera  clase  por  el  término  de  tres  anos,  i  a  mas 
500  pesos  de  multa,  o  tres  meses  de  prisión. 
Cuando  dos  departamentos  hacen  reunidos  una 
elección,  las  cajas  serán  conducidas  a  la  cabe* 
cera  del  mas  antiguo. 

46.  Luego  que  la  Municipalidad  recíbalas 
cajas,  las  hará  poner  a  presencia  de  los  conduc- 
tores en  una  gran  caja,  también  de  tres  llaves 
que  se  depositarán  entre  el  presidente  de  ella  i 
dos  ciudadanos. 
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47.  Al  día  siguiente  de  hallarse  retiñidas  las 
éalas  de  todas  las  mesas  receptoras  del  departa» 
mentó,  laMnmdpalidrf,  en  Lon  pübUcaTi 
Hueve  de  la  mañana,  i  a  presencia  de  un  comi- 
sionado con  voz  i  voto  por  cada  mesa,  abrirá  la 
caja  principal  en  que  hubiesen  sido  depositadas, 
para  proceder  al  escrutinio  i  enera!.  La  falta  de 
Udera  de  1«  co^ñJio.  pox  1»  »e^ 
receptoras,  no  hnpideelqnesehaga  el  escrntinio. 

48.  Cotejado  el  niímero  de  votos  qne  aparez- 
can  en  las  abitas  respectivas  con.  el  rejistro  in- 
cluido  en  cada  caja,  i  no  resultando  exceso  de 
los  primeros,  se  pasará  después  a  examinar  si 
los  nombres  de  la  lista  formada,  según  el  artícu- 
lo  88,  se  hallan  comprendidos  en  el  rejistro  de 
la  parroquia. 

49.  El  Presidente  de  la  Municipalidad  leerá 
en  alta  voz  el  contenido  del  rejistro  i  actas  res- 
pectivas, i  no  apareciendo  defecto  alguno,  dos 
de  los  individuos  de  la  mesa  irán  escribiendo  el 
resultado  en  un  rejistro  que  llevarán  por  se- 
parado. 

50.  Hecho  el  escrutinio  de  todas  las  cajas  se 
leerá  en  alta  voz  el  resultado  que  presenten  am- 
bos rejistros,  i  si  entre  ellos  hubiese  alguna 
duda  o  diferencia,  será  alli  mismo  decidida  a 
pluralidad  absoluta  de  votos  por  la  Municipa- 
Hdad  i  comisionados. 
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51.  Los  nombres  de  los  electos  se  avisaráa 
al  público  por  carteles  el  mismo  dia  en  que  ter- 
mine el  escrutinio,  cuya  duración  será  tres  dias 
a  lo  sumo. 

52.  El  secretario  de  la  Municipalidad  esten- 
tenderá  una  acta  del  resultado  de  la  votación, 
que,  firmada  por  la  mesa  escrutadora,  deberá 
arcluvarse:se  ayisará  el  nombramiento  a  los 
electos  con  una  copia  de  ella  suscrita  por  el  Pre- 
sidente i  secretario.  Otra  copia  se  remitirá  al 
Intendente  para  que  comunique  al  Presidente 
de  la  fiepiiblica  la  elección  de  Diputados  i  Ca- 
bildos, i  al  colejio  electoral,  al  tiempo  de  insta- 
larse, la  elección  de  sus  miembros  hecha  por 
cada  departamento. 

53.  En  los  departamentos  donde  no  haya 
Municipalidad  desempeñarán  las  funciones  de 
los  municipales  prevenidas  en  este  capítulo,  los 
individuos  designados  en  el  artículo  21. 

54.  Los  fraudes  que  cometiere  la  junta  escru- 
tadora serán  juzgados  i  castigados  con  arreglo 
a  la  última  parte  del  artículo  43. 

TmJLO  TERCERO. 

DE  LAS   ELECCIONES   INDIRECTAS. 

Elección  de  Senadores. 

56.  Reunidos  los  electores  nombrados  por  los 
departamentos  en  la  sala  municipal  de  la  capí- 
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tal  de  la  provincia,  a  las  nueve  de  la  maSana 
del  segundo  domingo  de  abril,  procederán  a 
nombrar  de  entre  ellos  mismos,  un  Presidente  i 
dos  secretarios. 

56.  En  seguida  se  leerán  las  actas  de  elección 
de  los  departamentos,  i  cada  elector  exhibirá  la 
copia  con  que  se  le  avisó  su  nombramiento :  re- 
sultando calificado  un  niimero  que  no  baje  de 
los  dos  tercios,  se  declarará  instalado  el  colejio 
electoral,  i  lo  comunicará  al  Intenden,te  de  la 
provincia. 

57.  Acto  continuo  se  leerán  los  artículos  24, 
25,  27,  28  i  33  de  la  Constitución,  i  cada  elec- 
tor,  escribiendo  su  sufrajio  con  arreglo  a  eUos, 
lo  depositará  en  una  urna  que  estará  colocada 
sobre  la  mesa.  Concluida  esta  operación,  liarán 
el  escrutinio  los  secretarios  i  demás  miembros 
que  quisieren  presenciarlo,  leyendo  el  Presiden- 
te, en  alta  voz,  el  contenido  de  cada  cédula. 

58.  Los  secretarios  publicarán  en  seguida  el 
resultado,  i  estando  arreglado,  estenderán  las  dos 
actas  que  dispone  el  artículo  28  de  la  Constitu- 
ción, i  el  Presidente  las  remitirá  en  cumpli- 
miento del  citado  artículo,  certificando  en  la 
estafeta  la  que  dirije  ala  Comisión  conservadora. 

59.  Los  electores  deberán  Haber  terminado 
sus  funciones  a  las  cinco  de  la  tarde  del  mismo 
dia  designado  para  su  reunión,  sin  que  puedan 
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sepamrse  durante  este  acto^  ni  juntaree  nueva- 
mejité  bajo  ningún  pretesto. 

60.  El  cargo  de  elector  es  irrenunciablé :  el 
que  se  negare  a  servirlo  sin  causa  lejítima,  ya 
sea  no  concurriendo  a  la  hora,  dia  i  lugar  sena- 
lado,  o  ya  negándose  a  votar  en  la  sesión,  sufri- 
rá una  multa  de  quinientos  pesos. 

61.  Las  multas  de  que  hablan  los  artículos 
anteriores  se  exijirán  por  el  gobernador  proce- 
diendo gubernativamente  i  se  aplicarán  a  los 
fondos  fiscales,  debiendo  recaudarse  por  sus  ad- 
ministradores. 

Meodon  de  Pres'idervte  de  la  JRepúbUGa. 

62.  La  elección  de  Presidente  de  la  Eepúbli- 
ca  se  hará  el  25  de  julio  del  año  en  que  espire  la 
presidencia,  según  lo  dispuesto  en  la  Consti- 
tución. 

63.  Reunidos  los  electores  en  la  capital  de  su 
respectiva  provincia  procederán  en  todo  confor- 
me a  lo  dispuesto  en  los  artículos  55  i  56  de 
esta  lei. 

64.  Después  de  instalado  el  cuerpo  electoral 
se  procederá  a  la  lectura  de  los  artículos  60,  66 
i  66  de  la  Constitución,  i  en  seguida  cada  elec- 
tor pondrá  en  una  cédula  el  nombre  del  candi- 
dato que  propone  para  Presidente.  A  continua- 
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eion  se  hará  el  escrutinio  i  publicación  con  las 
formalidades  prevenidas  en  los  artículos  57  i 
58  de  la  presenté  lei. 

65.  Todo  lo  prevenido  con  relación  a  los 
electores  de  senadores  comprende  también  a  los 
electores  de  Presidente  de  la  Bepública. 

TITULO  CUARTO. 

DE  LA  NULIDAD   DE  LAS  BLECCIOITES. 

66.  De  la  nulidad  de  las  elecciones  de  Sena* 
dores  i  Diputados  conocen  sus  respectivas  Cá- 
maras, con  arreglo  a  la  parte  1.*,  articulo  38  i  a 
la  parte  1.*,  artículo  39  de  la  Constitución. 

67.  Si  se  dice  de  nulidad  esclusivamente  de 
la  elección  de  electores  de  Senadores,  conocerá 
el  Senado  al  tiempo  de  calificar  las  elecciones 
de  sus  miembros,  apreciando  lo  que  puede  ha- 
ber influido  en  estas  elecciones  la  nulidad  re- 
clamada contra  los  electores  de  uno  o  mas  de- 
partamentos o  provincias. 

68.  Si  la  Cámara  de  Diputados  declara  la 
nulidad  de  las  elecciones  de  algunos  de  sus  miem- 
bros i  po/»  consiguiente  la  de  los  electores  de 
Senadores  nombradps  con  aquellos,  dará  parte 
de  su  resolución  al  Senado  para  que  este  deli- 
bere i  declare  si  dicha  nulidad  produce  o  no  la 
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de  los  Senadores  elejidos  por  aquellos  electores. 

69.  Si  declara  el  Senado  por  la  negativa,  se 
verificará  solo  la  elección  de  los  Diputados,  cu- 
yos  poderes  se  anularon,  dentro  de  los  treinta 
dias  contados  desde  la  fecha  de  la  resolxicion 
del.  Senado. 

YO.  Si  el  Senado  declara  por  la  afirmativa, 
en  el  departamento  cuya  elección  se  anuló,  se 
repetirá  la  de  Diputados  i  de  electores  dé  Señar 
dores  dentro  del  término  señalado  en  el  artícu- 
lo anterior  i  después  de  calificada  esta  elección, 
se  repetirá  dentro  de  otros  10  dias  en  todas  las 
provincias  la  elección  de  Senadores,  concurrien- 
do con  los  electores  antiguos,  los  que  hubiesen 
sido  nuevamente  elejidos  en  aquel  departamen- 
to, cuya  elección  se  habia  anulado. 

71.  Si  la  Cámara  de  Diputados  declara  la 
nulidad  de  la  elección  de  alguno  de  sus  miem- 
bros esclusivamente,  se  repetirá  la  elección  en  el 
término  de  30  dias  contados  desde  la  declaración. 

lío  se  repetirá  la  elección  cuando  el  poder 
anulado  fuere  de  un  Diputado  suplente,  cuyo 
propietario  permanezca  en  su  puesto. 

Y2.  Los  reclamos  de  nulidad  contra  la  elec- 
ción de  electores  de  Presidente  de  la  República 
se  entablaran  ante  el  Senado  precisamente  den- 
tro de  un  mes  contado  desde  el  último  dia  de 
dicha  elección  i  no  después. 
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Estos  reclamos  no  impiden  que  los  electores 
eontra  quienes  se  entabran,  ejerzan  sus  fonciones 
electorales  el  dia  en  que  debe  elejirse  al  Pre- 
sidente. 

Y  8.  El  reclamo  debe  sustanciarse  ante  el  Se- 
nado precisamente  dentro  del  término  que  traa- 
curre  desde  que  se  entabla  el  reclamo  hast^ft  el 
dia  anterior  a  aquel  en  que  deben  reunirse  las 
dos  Cámaras  para  calificar  la  elección  de  Pre- 
sidente. 

Y4.  Beunidas  las  dos  Cámaras,  el  Secretario 
del  Senado  hará  relación  del  reclamo  i  después 
se  verificará  el  escrutinio. 

76.  Si  de  este  aparece  que  hai  mayoría  abso* 
lata  en  favor  dé  un  ciudadano,  sin  contar  en 
esta  mayoría  los  votos  de  los  electores  contra 
los  cuales  se  reclama,  el  Congreso  proclamará  la 
elección  con  arreglo  al  artículo  68  de  la  Cons- 
titución. 

76.  Si  no  hubiere  mayoría  absoluta  por  estar 
dividida  la  votación  hábil  o  porque  no  puede 
computarse  esa  mayoría  a  causa  de  haberse  es- 
cluido  del  cómputo  los  votos  de  los  electores 
contra  quienes  se  reclama,  el  Congreso  delibe- 
rará i  resolverá  sobre  el  reclamo,  sin  poderse 
separar  hasta  que  ccmcluya  todo  el  acto. 

77.  Si  declara  por  mayoría  absoluta  nula  la 
elección  de  los  electores,  hará  el  Congreso  la 
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elección  de  Presidente  conforme  al  articulo  69 
i  siguientes  de  la  Constitución,  fijándose  en  las 
personas  que  hubieren  obtenido  el  mayor  nii* 
mero  de  «ufrajios  hábiles. 

t8.  Si  declara  por  mayoría  absoluta  válida 
la  elección  de  electores,  hará  el  Congreso  la 
elección,  fijándose  en  laa  personas  que  hubieren 
obteni  do  el  mayor  número  de  todos  los  sufra* 
jios,  inclusos  los  de  los  electores  contra  quienes 
se  reclamaba. 

79.  De  la  nulidad  de  las  elecciones  de  Mu^ 
nicipales  conocerán  cuatro  individuos  sacados 
a  la  suerte  de  entre  todos  los  que  hayan  sido 
miembros  de  las  dos  lütimas  MunicÍf)aHdades, 
presididos  por  el  Juez  deLetras  de  la  provincia, 
escluyéndose  del  sorteo  aquellos  municipales 
que  hubieren  sido  reelejidos  en  la  elección  de 
que  se  reclama. 

80.  Si  hubieren  sido  reelejidos  todos  o  mas 
de  la  mitad,  el  sorteo  se  hará  entre  los  miem- 
bros actuales  de  la  Municipalidad  del  departa* 
mentó  mas  inmediato. 

81.  El  reclamo  se  entablará  ante  el  Juez  le- 
trado de  turno  eji  lo  civil,  quien  se  trasladará 
al  Departamento  respectivo,  i  conocerá  sumar 
ria  i  verbalmente  del  reclamo,  sin  aparato  de 
juicio,  asociado  con  los  municipales  sorteados, 
debiendo  terminarse  el  juicio  en  quince  dias, 
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contados  desde  aquel  en  que  el  juez  llegue  al 
departamento.  Si  el  reclamo  se  lia  de  tratar  en 
el  departamento  donde  resida  el  juez,  los  quin- 
ce dias  se  contarán  desde  que  se  entable. 

82.  Si  en  la  declaración,  que  se  firmará  por 
todos  los  que  conozcan  en  el  juicio  i  de  la  cual 
no  se  concede  apelación,  se  dá  por  nula  la  elec- 
ción, el  Intendente  respectivo  espedirá  las  or- 
denes convenientes  pAra  que  se  repita  dicha 
elección  dentro  de  los  quince  dias  contados  des- 
de la  fecha  de  la  declaración. 

83.  Son  causas  de  nulidad  en  toda  elección, 
ademas  de  las  que  califiquen  como  tales  el  Se- 
nado^ la  Cámara  de  Diputados  o  el  Congreso, 
en  los  casos  en  que  deben  conocer  discrecional- 
nsante  según  las  circunstancias,  las  siguientes: 

1.*  La  intervención  directa  de  la  autoridad 
pública  en  las  operaciones  electorales,  inter- 
puesta en  favor  de  un  candidato,  ya  sea  vio- 
lentando o  conminando  a  los  sufragantes,  o 
embarazando  las  funciones  de  la  junta  recep- 
tora. 

2.*  La  intervención  de  la  misma  naturaleza, 
interpuesta  por  algún  jefe  militar  o  por  otro 
funcionario  piiblico  en  su  calidad  de  tal. 

3.*  La  suspensión  de  las  votaciones  en  las  ho* 
ras  en  que  deben  verificarse. 

4.*  La  circunstancia  de  verificarse  las  votar 
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Clones  ftiera  dé  las.horas  i  dias  en  qne  deben  te- 
ner lugar,  según  la  lei, 

S.""  La  circunstancia  de  aparecer  en  el  es- 
crutinio un  mímero  de  sufrajios  mayor  o  menor 
del  de  los  ciudadanos  que  han  sufragado. 

84.  Constando  estos  hechos  por  notoriedad 
o  por  cualesquiera  otros  medios,  la  autoridad 
competente  declarará  nulas  las  elecciones  i  es- 
pedirá las  órdenes  necesarias  para  enjuiciar  a 
los  que  resulten  culpables. 

J.  VlCTORITíO  LaSTARRIÁ. 


X. 


DISCURSO 

lobre  la  utilidad  de  las  tleocíones  de  Dipntadoa  hecha  por  el  Departa* 
mentó  de  San  Fernando,  pronaociado  en  la  Setion  de  la  Cámara  de 
Diputados,  de  7  de  julio  de  1849. 

Habiendo  desechado  la  Cámara  una  solicitad 
particular  en  que  se  pedia  que  se  concediese  un 
término  de  prueba  para  justificar  el  reclamo 
de  nulidad  de  las  elecciones  de  San  Femando, 
se  suscitó  nuevo  debate  sobre  una  indicación  he- 
cha por  el  señor  Ministro  de  Hacienda  para  que 
se  revistiese  el  espediente,  o  con  una  informa- 
ción sumaria  levantada  por  la  Corte  de  Apela- 
ciones, o  con  las  pruebas  que  recibiese  una  co- 
misión especial  de  la  Cámara,  cuya  indicación 
filé  combatida  con  el  discurso  siguiente : 

"  Decia  anoche  que,  como  me  interesaba  mu- 
cho el  buen  concepto  que  de  mí  tuviese  el  ho- 
norable Diputado  Ministro  de  Hacienda,  iba  a 
esplicar  las  razones  que  tuve  para  hacer  la  in- 
dicación que  oyó  la  Cámara  para  que  no  se  hi- 
ciese en  la  sesión  la  lectura  del  espediente,  que 
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los  señores  diputadoa  podían  ver  en  la  Secreta- 
ria, para  verificar  las  citas  de  él  hechas  en  los 
informes.  Advertí  que  el  Intendente  de  Colcha- 
gua,  en  su  informe,  se  referia  a  cada  paso  a  las 
declaraciones  que  acompañaba  i  supuse  desde 
luego  que  el  Intendente  no  seria  un  palurdo, 
que  dijese  una  cosa  distinta  de  lo  que  aparecía 
en  las  informaciones  acompañadas,  pues  que  si 
estas  hubiesen  sido  adversas  a  su  propósito,  no 
las  habria  acompañado,  ni  se  habria  acordado 
de  ellas  para  nada.  Supuse  ademas,  que  si  ha- 
bla algún  señor  Diputado  que  dudase  de  la 
veracidad  del  Intendente,  o  diré  mejor,  de  la 
concordancia  i  conformidad  de  su  informe  con 
las  declaraciones  i  papeles  acompañados,  po- 
dría tomarse  el  trabajo  de  hacer  el  cotejo  ne- 
cesario, antes  que  forzar  a  la  Cámara  a  estar 
oyendo  inútilmente  la  pesada  lectura  de  esas 
piezas.  Reputaba,  pues,  la  esposicion  del  In- 
tendente, como  una  relación  fiel  i  sencilla^  de  las 
pruebas  presentadas  i  para  ahorrar  tiempo  supli- 
qué a  la  Cámara  que  se  escusase  el  trabajo  de  oir 
leer  los  detalles.  El  honorable  Diputado  por  * 
la  Ligua  se  opuso  fuertemente  a  esta  indicación 
i  aun  la  trató  de  inicua,  pero  después,  dándome 
una  satisfacción  amigable,  que  yo  acepto  cor- 
dialmente,  adhirió  a  eUa,  por  motivos  distmtos 
de  los  que  yo  tuve  para  proponerla  i  pidió  a  la 


*  * 


-r.  18. 
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Cámara  que  declarase  lo  contrarío  de  lo  que 
acababa  de  resolver.  Es  decir^  pidió  que  la  Car 
mará  recibiese  a  prueba  este  asunto,  cuando  la 
misma  Cámara  acababa  de  denegar  la  solicitud 
que  sobre  este  punto  le  hizo  el  reclamante^  El 
honorable  Diputado  pidió  ademas  que  estas 
prueba»  se  recibiesen  por  la  Corte  de  apelacio- 
nes o  por  una  Comisión  nombrada  al  efectOr 

"  Aquí,  pues,  ya  vari6  la  cuestión  de  rumbo, 
i  entonces  me  encuentro  en  el  caso  de  esplicar 
cuáles  son  los  motivos  que  me  moviercm  para 
no  admitir  la  solicitud  del  reclamante. 

"  Desde  luego,  yo  podría  objetar  la  indica- 
ción hecha  por  el  honorable  Diputado  Ministro' 
de  Hacienda,  con  un  artículo  del  Reglamento 
que  prohibe  volver  sobre  el  resultado  de  una 
votación  ;  i  con  la  sencilla  razón  de  que  no  es- 
propio  ni  parlamentario  el  pedir  a  la  Cámarar 
que  revoque  sobre  tabla  una  resolución  espedi- 
da  con  suficiente  fundamento.  Sin  embargo, 
como  han  llegado  loe  tiempoe  a  eer  tan  pdi^- 
SOS,  que  ya  uno  no  puede  siquiera  emitir  un  he- 
cho, una  cosa  la  mas  insignificante,  sin  que  le 
echen  barro  a  la  cara,  como  me  lo  acaban  de 
echar  ahora,  tan  solo  porque  instruía  a  la  Cá' 
mará  de  ciertos  antecedentes  que  me  parecieron, 
Titiles  sobre  la  cuestión  de  la  Municipalidad  de 
Vallenar,.  será  preciso,  pues,  que  esponga  los^ 
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f  andamentos  que  tuve  i  que  sin  duda  tuvo  la 
Cámara  para  desechar  la  solicitud  de  Donoso, 
sobre  que  se  reciba  a  prueba  el  reclamo  contra 
las  elecciones  de  San  Fernando.  Pero  antes  de 
esto,  séame  permitido  protestar  por  mi  honor, 
que  no  tengo  el  ánimo  de  ofender  ni  de  irritar 
la  delicadeza  de  mi  antiguo  amigo  el  señor  Di- 
putando Ministro  de  Hacienda :  él  tiene  razón 
talvez  para  sentirse  así,  razón  mui  justa  i  mui 
laudable :  dice  que  se  ve  atacado  en  su  persona, 
que  lo  está  su  señor  padre,  su  hermano,  i  que  esto 
le  empeña  demasiado.  Por  lo  mismo  anoche  le  he 
dicho  que  no  asista  a  este  debate ;  que  yo  me  en- 
cargaría con  el  mayor  placer  de  hacer  su  defensa 
personal ;  que  me  suministrase  datos  para  ello,  i 
que  estaba  seguro  de  defenderle  mejor  que  él 
mismo,  que  no  podia  hacerlo  con  dignidad  por 
hallarse  tan  ofendido,  tan  demasiado  afectado. 
"  Voi,  pues,  a  tratar  la  cuestión  de  derecho- 
público  que  ahora  se  ofrece,  la  linica  cuestión 
que  hai  en  la  materia,  lo  único  que  hai  de  inte- 
resajite :  porque  yo  tengo  para  mí,  que  el  recla- 
mo de  nulidad  contra  las  elecciones  de  San  Fer» 
nando,  no  es  una  cuestión  nacional,  como  se  la 
quiere  llamar ;  ni  está  empeñada  en  él  la  Eepií- 
bHca  entera ;  no,  señor ;  ni  siquiera  es  una  cues* 
tion  comunal  en  que  esté  empeñado  el  departa- 
mento de  San  Femando.  ¿  Acaso  la  República 
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conoce  este  reclamo  ?  ¿  Está  alarmada  por  élt 
¿Ha  dado  siquiera  la  mas  insignificante  mnestra 
de  interés  por  él  ?  ¿  Cómo  ?  cuándo  ?  I  si  lo  co- 
nociera i  haría  de  él  ima  cuestión  nacional  ?  ¡Ohl 
no  I  Todos  los  departamentos,  desde  Copiapó 
hasta  el  cabo  de  HornoSy  lo  mirarían  en  lo  que 
vale.  ¿  Es  un  hecho  nuevo  el  que  se  denuncia? 
Respondan  diez  i  odio  años,  durante  loa  cuales 
se  han  verificado  siempre  las  elecciones  a  palos, 
a  balazos,  a  fuerza  de  grillos  o  de  prisiones.  Los 
pueblos  mirarian  con  indiferencia  los  hechos  de 
que  se  acusa  a  las  elecciones  de  San  Fernando: 
en  algunos  recordarían  destituciones  injustas  e 
infames^  en  otros  recordarían  atentados  de  la  au- 
torídad  i  vejaciones  sin  cuento,  i  mirarían  las 
elecciones  de  San  Femando  como  inocentes,  al 
compararlas  con  las  que  ellos  han  presenciado. 
No  hai,  pues,  tal  alarma,  ni  motivo  para  ello;  no 
hai  tal  interés  nacional;  no  tiene  el  reclamo  el 
carácter  que  se  pretende  atríbuirle.  I  el  departa- 
mento de  San  Fernando,  ¿está  afectado  en  la  cues- 
tión, tiene  interés  en  ella  ?  No  lo  creo.  Estaran 
afectados  los  enemigos  de  Santa-María ;  i  si  se 
quiere  también  lo  estaran  sus  amigos.  Pero  ¿acaso 
estos  forman  el  pueblo  ?  ¿  son  el  departanuento- 
entero,  como  se  dice  ?  El  interés  que  pudiera 
atenderse  sería  el  de  los  ciudadanos  electores;^ 
pero  estos  que  son,  lo  mismo  que  en  Santiago 
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i  en  todos  los  pueblos  de  la  República,  los  que 
forman  el  soberano,  la  gran  mayoría  de  electo- 
res, son  también  los  peones,  los  proletarios  en- 
rolados en  las  milicias,  i  esos,  por  lo  jeneral,  no 
tienen  idea  siquiera  de  lo  que  es  el  sagrado  de- 
recho de  sufrajio,  i  cuando  son  llamados  a  eje- 
cerlo,  ni  saben  para  qué  los  llaman  ni  lo  que  se 
quiere  hacer  con  ellos.  ¿  Qué  jénero  de  interés 
pueden  tener  estos  ciudadanos  en  una  cuestión 
como  esta?  La  población  de  San  Femando  ¿la 
conoce  siquiera  ?  Tendrá  noticias  de  que  en  la 
Cámara  nos  ocupamos  en  semejante  asunto.  Esa 
gran  mayoría  que  no  sabe  leer,  ¿  habrá  podido 
instruirse  del  asunto,  a  pesar  de  que  se  le  ha  re- 
partido con  profusión  la  Trihuna  i  el  Cor^a/rioi 
l  Quiénes  habrán  leido  ?  Los  amigos  i  enemigos 
del  ex-Intendente,  es  decir,  unos  cuantos  veci- 
nos del  departamento.  %  Es  esta,  entonces,  una 
cuestión  de  interés   comunal  siquiera? 

"  Pero  se  dirá  que  en  esta  cuestión  hai  un 
principio  que  salvar ;  se  dirá  que  cuando  se  tra- 
ta de  la  validez  de  las  elecciones  de  un  depar- 
tamento, es  preciso  anularlas,  para  hacer  enten- 
der que  deseamos  que  las  elecciones  sean  libres, 
que  deseamos  que  se  plantee  el  sistema  consti- 
tucional. \  Oh !  Ese  principio  está  ya  salvado 
por  la  Cámara  de  Diputados  de  la  manera  mas 
espléndida,  mas  parlamentaria,  eu  uno  de  los 
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documentos  públicos  mas  interesantes,  en  la 
contestación  al  discurso  de  apertura  hechio  por 
el  Presidente  de  la  Repiíblica.  Propuse  enton- 
ces que  la  Cámara  dijese  al  Presidente  que  el 
Gobierno  no  puede  intervenir  en  las  elecciones 
populares,  i  la  Cámara  lo  declaró  así  por  unani- 
midad. ¿  Se  quiere  una  manera  mas  esplícita  de 
declarar,  de  salvar  un  principio?  Entonces,  pues, 
fué  condenada  la  intervención  del  Ejecutivo  en 
las  elecciones ;  antes  no  lo  habia  sido,  antes  era 
tolerada  por  la  lei  i  la  lejislatui'a,  antes  era  san- 
cionada por  la  práctica.  Si  porque  ahora  hemos 
declarado  ilejítima  esa  intervención  hubiéramos 
de  anular  la  elección  de  San  Femando,  fuerza 
es  que  seamos  lójicós,  anulándolas  todas :  así, 
anulemos  también  todas  las  leyes,  todos  los 
actos  públicos  del  gobierno  desde  1830,  porque 
ese  gobierno  fué  ilegal.  ¡  Ai  de  las  sociedades, 
si  se  aplicara  tal  doctrina  en  todas  sus  conse- 
cuencias i  qué  seria  de  los  pueblos  americanos? 
sin  pasar  a  otra  parte  ¿  qué  seria  de  Chile  ?  No 
tendriamos  seguridad  en  nada,  vendrían  por 
tierra  todos  nuestros  derechos,  i  nuestras  relar 
clones  internacionales  no  existirían  en  el  mo- 
mento que  sancionáramos  la  necesidad  de  anu- 
lar los  actos  públicos  de  una  autoridad  que  no 
consideramos  legal.  ¿  No  nos  acordamos  de  la 
guerra  al  Perú  ?  Entonces  Santa-Cruz  canceló 
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¡an  tratado  de  aquella  nación  con  Chile  porque 
lo  habia  hecho  una  autoridad  ilejítima ;  i  Chile, 
«sponiendo  las  causas  de  la  guerra,  fijó  como 
principal  esa,  la  de  no  haberse  respetado  ese 
acto,  so  pretesto  de  que  era  ilegal  la  autoridad 
que  lo  celebró. 

"  Los  principios  no  se  salvan  del  modo  que 
:se  quiere :  hoi  se  anularla  esta  elección,  mañana 
«e  aprobarla  otra  peor,  i  los  principios  continua- 
rían despreciados.  No  hai,  pues,  aqui  una  cues- 
tión nacional,  ni  comunal,  no  hai  principios,  no 
hai  interés  jeneral.  Permítaseme  decirlo,  sin  el 
ánimo  de  ofender ;  (bien  que  pueden  atribuirlo 
a  malas  intenciones  los  que  gustan  de  ello), 
permítaseme  decir  la  verdad :  aquí  no  hai  mas 
que  un  interés  de  partido  —  digo  mal,  en  Chile 
no  hai  partidos :  uno  principia  a  formarse,  el 
de  la  verdadera  República.  —  Lo  que  hai  aqui^ 
es  pues,  un  interés  de  círculo,  una  cuestión  pro- 
movida por  un  círculo  político ! 

"  I  no  levanto  un  testimonio :  la  opinión  pú- 
blica lo  dice.  A  mas  de  esto  se  asegura  que  ha- 
blando el  ministro  del  interior  con  el  ex-inten- 
dente  de  Colchagua,  le  dijo  ciertas  palabras  que 
revelaban  el  interés  que  el  ministerio  tiene  en 
anular  las  elecciones  de  San  Femando.  Por  otra 
parte,  los  tertulianos  del  Presidente  de  la  Re- 
piiblica  i  los  partidarios  íntimos  del  ministerio, 
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ya  nombran  a  los  diputados  que  han  de  entrar 
a  reemplazar  a  los  otros  de  cuya  elección  se  tra- 
ta. Dicen  esos  tertulianos  que  es  necesario  que 
entren  esos  nuevos  diputados,  i  entre  ellos  uno 
para  que  recTiaze  a  ese  Lastarria,  a  esos  mozos 
que  se  quieren  levantar.  Esto  es  lo  que  dicen 
para  justificar  la  nulidad.  Yo  no  me  ofendo,  ni 
me  intereso  en  la  validez  de  las  elecciones  para 
salvarme  de  ese  azote  que  se  me  prepara.  Doce 
anos  a  que  estoi  representando  cierto  sistema  de 
principios :  se  me  ha  rechazado  en  todas  partes, 
en  la  prensa,  en  el  gobierno,  en  la  Universidad, 
en  la  Cámara,  i  yo  siempre  firme  en  mi  propó- 
sito. I  si  lo  he  estado  antes,  mientras  era  un  mu- 
chacho,  ¿no  lo  he  de  estar  ahora, que  soi  hom- 
bre ?  Está  bien,  pues,  que  vengan ! 

"  Esta  es  la  verdad,  señor.  La  cuestión  que  se 
ofrece  es  una  cuestión  de  círculo  político :  nada 
mas !  El  ministerio  quiere  colocar  en  la  Cáma- 
ra a  tres  individuos,  no  sé  si  con  miras  particu- 
lares, o  por  miras  nacionales.  Lo  cierto  es  que 
los  señores  Diputados  Lira,  González  Ortuzar 
i  Echaurren  no  le  ofrecen  tantas  ventajas  como 
los  que  quieren  traer  en  su  apoyo.  ¿  Hai  en  esto 
algo  de  nacional,  algún  principio  que  salvar  ? 

"  Ahora  pasemos  a  la  verdadera  cuestión  de 
derecho  público,  a  la  cuestión  interesante  que 
hai  aquí,  a  saber :  i  cómo  debe  la  Cámara  de 
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Diputados  conocer  en  los  reclamos  de  nulidad 
sobre  la  elección  de  sus  miembros  ?  El  honora- 
ble señor  Diputado  por  la  Ligua,  sostuvo  que 
debia  conocer  como  juez :  yo  sostengo  que  no, 
sino  a  manera  de  jurado.  Esta  es  la  cuestión  de 
derecho  público  que  va  a  resolver  la  CáAara 
ahora  mismo ;  que  vá  a  resolver  con  grave  pro- 
vecho del  público  en  jeneral. 

"  Hemos  visto  que  las  cuestiones  de  derecho 
público  en  Chile  se  han  resuelto  muchas  teces 
según  el  interés  de  un  partido ;  muchasi  veces  se 
han  aplicado  leyes  de  Partidas,  leyes  de  Indias 
para  dar  una  resolución  en  materias  de  esta  na- 
turaleza, i  no  ha  faltado  ocasión  en  que  se  han 
resuelto  cuestiones  de  derecho  público,  en  la 
República,  por  las  antiguas  reales  cédulas  de  la 
Monarquía  despótica  Española.  Pero  si  en  otros 
tiempos  se  han  apoyado  los  hombres  de  parti- 
do en  leyes  retrógradas  para  resolver  cuestio- 
nes de  derecho  público,  la  Cámara  de  Diputa- 
dos de  1849  se  encuentra  en  el  caso  de  aplicar 
principios  i  de  proseguir  un  sistema  que  reali- 
ce la  República.  La  Constitución  política  de 
Chile  dice  que  corresponde  a  las  Cámaras  cono- 
cer eu  los  reclamos  de  nulidad  sobre  las  elec- 
ciones de  sus  miembros.  No  determina  el  modo 
de  conocer,  i  ademas  de  eso,  ni  siquiera  señala 
las  causas  de  nulidad.  ¿  Qué  quiere  decir  esto? 
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Que  deja  a  la  apreciación  de  cada  Cámara  la 
determinación  de  estas  cuestiones,  según  las  cir- 
^cunstancias.  La  lei  de  elecciones  ha  hecho  lo 
mismo :  ella  ha  señalado  los  actos  punibles,  ha 
determinado  las  penas  con  que  deben  castigar- 
se eábs  actos,  pero  no  ha  dicho  en  qué  casos  son 
nulas  las  elecciones  ni  ha  trazado  el  modo  cómo 
deben  proceder  las  Cámaras  en  cuestiones  de 
€ste  j  enero.  La  lei  de  elecciones,  pues,  ha  trata- 
do de  impedir  el  cohecho,  el  fraude,  la  vio- 
lencia, en  fin,  todo  lo  que  pudiera  embarazar  la 
libre  opinión  del  ciudadano.  En  el  artículo  80 
determina  las  penas  que  deben  sufrir  los  que 
cometen  fraudes;  en  el  81  fija  el  modo  de  pro- 
<5eder  para  hacer  efectivas  estas  penas,  pero  no 
ha  señalado  las ,  causas  de  nulidad,  porque  ha 
querido  conservar  el  espíritu  de  la  Constitución; 
de  la  Constitución  que  constituye  a  la  Cámara 
en  un  gran  juraHo  en  este  caso  para  que  pueda 
tomar  en  cuenta  el  interés  del  pais,  el  orden 
piiblico,  todas  las  circunstancias  de  utilidad  i 
de  justicia  que  accidentalmente  pueden  aparecer 
en  cada  una  de  las  cuestiones  que  se  ofrezcan 
sobre  los  poderes  de  sus  miembros.  Bien  pudo 
haber  fijado  algunas  causas  de  nulidad,  no  hai 
duda,  pero  nunca  determinar  el  modo  de  conocer 
i  de  juzgar  sobre  esas  causas  porque  las  Cáma- 
ras, en  semejantes  casos,  no  pueden  ser  otra  cosa 
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que  una  especie  de  jurado  de  conciencia  que 
conozca  discrecionalmente.  En  el  momento  que 
se  trabase  su  marcha,  i  se  la  sujetase  a  reglas,  co- 
mo a  un  juez  ordinario,  desaparecerla  la  libertad 
de  la  discusión  i  el  voto  no  podría  darse  confor- 
me a  la  conciencia  que  los  Diputados  pueden 
haberse  formado  sobre  lo  que  conviene  a  la  so- 
ciedad, según  los  casos. 

"  La  práctica  ha  venido  a  sancionar  este  pro- 
ceder. I  de  no  ¿cómo  ha  resuelto  la  Cámara 
siempre  que  se  le  han  ofrecido  estas  cuestiones? 
Como  jurado,  i  nada  mas  que  como  jurado.  En 
el  año  40  se  reclamó  de  nulidad  contra  las  elec- 
ciones de  la  Ligua :  el  motivo  del  reclamo  era 
porque  se  habia  levantado  la  mesa  receptora  de 
la  parroquia  del  Injenio  algún  tiempo  antes  de 
la  hora  designada  en  la  lei.  La  Cámara  apreció 
este  hecho,  i  sin  pruebas  juzgó  que  no  era  sufi- 
ciente para  anular  la  elección,  i  Cómo  juzgó  de 
la  nulidad  de  las  elecciones  de  San  Felipe  en 
842?  Discrecionalmente.  No  formó  autos,  ni  cosa 
parecida,  si  no  que  las  declaró  nulas  porque  se 
hablan  aumentado  fraudulentamente  los  votos 
de  las  cajas,  i  esto  alteraba  la  verdad  de  la  vo- 
tación, porque  no  era  posible  averiguar  cuáles 
eran  los  votos  verdaderos  i  cuáles  los  aumentar 
dos.  I  en  la  cuestión  de  la  Serena  ¿  conoció  lá 
Cámara  como  juez,  recibió  la  causa  a  prueba? 
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Véanse  las  actas  de  esos  tiempos,  en  ellas  está 
todo  lo  que  digo. 

"  En  846  se  dijo  de  nulidad  de  las  elecciones 
de  Co^lemu.  El  gobierno  pasó  un  espediente 
sobre  la  materia  a  esta  Cámara ;  mas  como  en 
él  no  hallaran  los  Diputados  los  datos  suficien- 
tes para  formar  conciencia,  i  como  en  el  públi- 
co no  se  habia  dicho  ni  escrito  una  palabra  so- 
bre  el  asunto,  ni  nadie  lo  conocía  suficientemen- 
te, ni  tenia  juicio  formado,  la  Cámara  de\;^olvi6 
el  espediente  para  que  se  aumentasen  los  da- 
^  tos,  para  que  se  le  subministrasen  mas  ante- 
cedentes. 

"  ¿  Qué  prueba  todo  esto  ?  Nada  mas  sino  que 
la  Cámara  puede,  por  la  Constitución  i  por  la 
práctica,  proceder  discrecionalmente.  No  se  la 
puede  forzar  a  recibir  pruebas  siempre,  en  todos 
los  casos.  Ella  las  pide,  cuando  las  há  menester. 
Ahora  tiene  su  juicio  formado  por  otros  medios, 
por  los  datos  que  la  prensa  ha  estado  subminis- 
trando desde  tanto  tiempo  a  esta  parte,  por  lo 
mucho  que  se  ha  tratado  i  discutido  este  asunto 
en  el  público.  ¿  No  dice  el  honorable  Ministro 
de  Hacienda  que  la  opinión  pública  está  pro- 
nunciada ya  sobre  el  negocio  ?  Pues  bien,  esa 
opinión  está  en  la  Cámara:  entonces  ¿con  qué 
fundamento  se  la  acusa  de  inicua  porque  no  re- 
cabe las  pruebas  ofrecidas  por  Donoso  ?  No  está 
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obligada  a  recibirlas,  no  las  necesita,  ¿  por  qné 
violentarla ! 

"  ¿  I  qué  nos  dice  el  sistema  representativa 
sobre  esta  cuestión  ?  g  La  práctica,  el  espíritu,  la 
naturaleza  de  este  sistema,  nos  dicen  que  las 
Cámaras  puedan  erijirse  en  tribunales  ordina- 
rios, nos  enseñan  que  la  Cámara  deba  proceder 
como  juez  de  derecho  en  cuestiones  de  esta  cla- 
se ?  De  ninguna  manera :  eso  seria  confundir  las 
atribuciones  del  poder  lejislativo  i  del  poder 
judicial ;  eso  seria  destruir  la  división  de  lo»* 
poderes  políticos,  que  es  la  base  fundamental 
del  sistema  representativo.  Nuestra  constitución 
ha  sido  en  esto  bien  sabia :  ella  ha  dado  al  Se- 
nado la  facultad  de  conocer  en  las  causas  crimi- 
minales  de  los  Jenerales,  Ministros,  Intenden- 
tes i  otros  altos  funcionarios,  pero  no  como  tri- 
bunal de  derecho,  sino  discrecionalmente,  a 
manera  de  jurado;  previniendo  que  estos  juicios 
solo  pueden  tener  lugar  cuando  la  Cámara  de 
Diputados  prosigue  la  acusación.  Para  que  se 
V3a,  pues,  que  la  Constitución,  aun  violando 
hasta  cierto  punto  el  principio  fundamental  del 
sistema  representativo,  no  ha  constituido  en  el 
Senado  un  verdadero  trib^mal  de  derecho,  sino 
una  especie  de  jurado  que  debe  residenciar  a 
los  altos  funcionarios,  que  la  Cámara  de  Dipu- 
tados puede  acusar,  i  nunca  juzgar.  ¿  Cómo  se 
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qtdere  entóiices  violar  todos  estos  principios, 
contrariar  el  espíritu  de  nuestra  carta  haciendo 
que  la  Cámara  proceda  como  juez. 

"  Ni  podria  ser  de  otío  modo.  ¿  Cómo  podría- 
mos constituirnos  en  jueces  para  esta  cuestión? 
El  mismo  Diputado  por  la  Ligua  ¿  no  ha  decla- 
rado ante  la  Cámara  que  está  apasionado  ?  I  no 
es  cierto  que  tiene  motivos  poderosos  para  es- 
tarlo ?  Si  hemos  de  creer  lo  que  dije  respecto  a 
los  rumores  que  hace  correr  ese  círculo  polítí* 
•co  ¿no  es  cierto  que  el  ministerio  está  empeña- 
do en  anular  las  elecciones  para  traer  a  la  Cá- 
mara a  individuos  de  sus  afecciones  i  de  sus 
ideas  ?  ¿  Quiénes  son  los  jueces,  si  la  Cámara  ha 
de  fallar  como  tribunal  ?  Nosotros !  nosotros  los 
apasionados,  los  interesados !  ¿  Cómo  podriamos 
ser  jueces  i  partes  a  un  mismo  tiempo  ?  Cabe  en 
la  razón  semejante  proceder  ?  Está  apoyado  en 
la  práctica,  en  la  justicia  ?  ¡  En  nada,  absoluta- 
mente en  nada  I 

"  Pero  quiero  suponer  que  los  señores  empe- 
ñados en  anular  las  eleciones  de  San  Fernando 
tuviesen  bastante  desprendimiento  para  buscaor 
la  verdad  como  jueces.  Mas,  pregunto  ¿cuáles  son 
los  medios  que  eUos  nos  indican  como  propios 
para  descubrir  la  verdad  ?  Los  ordinarios,  las 
pruebas  de  testigos  ¿  no  es  esto  ?  ¡  Pruebas,  de 
testigos!  ¿Piensa  la  Cámara  que  yo  hago  caso  de 
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las  presentadas  por  el  Intendente  de  ColcBa- 
gua  ?  El  mismo  que  haria  de  las  presentadas  por 
el  reclamante  Donoso.  ¿  Que  no  sabemos  como 
declaran  los  testigos  entre  nosotros  ?  ¿  Que  na 
hai  dos  dedos  de  frente  para  conocer  la  diferen- 
cia que  hai  entre  una  causa  sobre  intereses  pri- 
vados i  un  asunto  político  como  este  ?  ¿  De  qué 
se  acordaría  un  juez  al  poner  mano  en  un  asun- 
to de  esta  clase  ?  Aqui  no  se  trata  de  la  capa, 
del  honor,  de  la  vida  de  nadie.  Se  trata  de  lle- 
var tres  diputados  a  la  Cámara  i  nada  mas. 
^  Cómo  procedería  un  juez  al  recibir  pruebas 
en  este  negocio  ?  Procedería  como  hombre  po- 
lítico, no  depondría  su  interés  de  partido,  sus 
afecciones,  sus  pasiones.  I  esto  lo  digo  de  todos, 
porque  es  natural  en  el  corazón  hummo  proce-^ 
der  de  esta  manera.  No  pretendo  hacer  c^ensa 
al  juez  que  se  comisionase  para  recibir  pruebas: 
como  en  tal  caso  no  sería  un  juez  que  iba  a  far 
llar  o  a  formar  un  proceso  sobre  intereses  pri- 
vados, llamaría,  para  que  declarasen,  a  las  per^ 
sonas  que  mas  le  agradaran,  a  aquellos  de  quie^ 
nes  estuviese  seguro  de  que  declararían  lo  qua 
él  deseaba,  lo  que  cojivieniese  al  propósito  de 
su  partido ;  i  esto  lo  haría  impunemente  coma 
hombre  político  i  no  como  juez.  Una  comisión 
de  la  Cámara  o  de  la  Corte  de  apelaciones  pro- 
cedería lo  mismo:  talvez  llamaría  indistintar 
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mente  a  todo  el  mundo  para  que  declarase, 
I  mas,  quién  nos  asegura  de  que  no  llamaría  a 
los  interesados  en  anular  las  elecciones,  o  a  los 
interesados  en  su  validez  ? 

"  Por  otra  parte,  los  testigos  que  se  penetran 
de  toda  la  gravedad  de  su  juramento  al  decla- 
rar sobre  un  negocio  en  que  va  la  vida  o  la  pro- 
piedad ajena,  ¿  se  revestirían  también  de  esa 
seriedad  al  declarar  sobre  el  modo  cómo  se  H* 
cieron  las  elecciones,  sobre  lo  que  se  hizo  en  tal 

0  cuál  mesa  receptora  ?  I  esto  aun  cuando  los 
testigos  sean  jente  honrada,  caballeros  de  con- 
ciencia :  j  i  si  son  de  esos  hombres  que  nada  sa- 
ben o  que  nada  valen,  a  los  cuales  se  les  puede 
hacer  declarar  cuánto  se  quiera  ?  ¿  Qué  seguri- 
dad nos  ofrece  su  testimonio  ? 

"  En  fin,  yo  creo  que  todo  esto  no  se  puede 
ocultar  a  nadie.  La  comisión  encargada  recoje- 
ria,  pues,  cincuenta  o  mas  declaraciones,  que 
seria  preciso  juntar  acerca  de  ciento  que  el  In- 
tendente presenta.  Héteme  aquí  a  la  Cámara 
en  presencia  de  ciento  cincuenta  declaraciones 
de  testigos.  ¿  Cómo  las  apreciaría,  por  el  núme- 
ro o  por  el  valor  que  cada  una  tuviese  ?  Cómo 
pesarla  ese  valor  ?  ¿  conocería  a  los  declarantes? 

1  podria  graduar  la  fé  que  merecen  ?  ¡  Oh !  yo 
bien  se  que  los  abogados  que.  estamos  en  la  Cá- 
mara, apelaríamos  a  las  leyes  de  Partidas  para 
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juzgar,  ya  que  la  Cámara  debiera  ser  un  tribu- 
nal !  I  los  que  no  son  abogados  ¿  qué  harian? 
I  Seria  propio  que  la  Cámara  de  Diputados  to* 
mase  las  leyes  de  Partidas  para  formarse  mxá 
conciencia  exacta  de  la  verdad  ?  Al  contrario, 
I  no  se  ofascaria  i  confundiría  mas  al  enerar  a 
apreciar  con  esaa  leyes  tanto  número  de  testi^ 
gos  ?  Este  es  un  hecho  que  no  puede  desmentir- 
se. Lo  que  ganaríamos  con  semejante  procedi- 
miento seria  embrollarnos,  demorar  iniitilmen- 
te,  i  dar  lugar  a  que  con  semejante  embrollo  se 
esciten  mas  los  ánimos  i  se  ponga  en  peligro  el 
Orden  público. 

"  No  se  dice  que  la  opinión  pública  está  ya 
pronunciada  ?  ¿  Que  mas  necesita  entonces  la 
Cámara  que  esa  opinión  pública  para  formar  su 
conciencia?  ¿En  dónde  quiere  el  honorable 
Ministro  de  Hacienda  encontrar  la  opinión  pú- 
blica ?  En  las  declaraciones  de  los  testigos  que 
Donoso  ofrece  en  San  Fernando,  o  en  la  Cáma- 
ra de  Diputados  que  la  representa  constitucio- 
nalmente?  La  prensa  ha  escrito  sobre  el  negocio 
i  ha  escrito  hasta  el  cansancio.  Se  ha  hablado 
mucho  también  sobre  el  particular :  ¿  no  tene- 
mos entonces  lo  suficiente  para  formar  nuestra 
conciencia,  tanto  sobre  los  hechos,  cuanto  sobre 
el  valor  de  los  capítulos  de  nulidad,  en  que  se 
funda  el  reclamo  ? 

•  ♦— r.  19. 
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'^Fe^p  se  dice  que  la  Cámara  tiene  que  fallar 
I pbre  hecl^p»,  i  que  atando  estos  hechas  esta- 
l)lecidos  por  el  acusador  i  contradichos  por  un 
wrchsUj  deben  recibirse  a  prueba.  ¿  Con  qué 
i^ptiYo  o  por  qué  razón  tiene  la  Cámara  que  fa- 
llar sobre  esos  hechos  ?  Para  {aplicar,  se  dioe^ 
^1  condigpa  castigo  al  ex-Intendente,  No,  señor, 
EW)  puede  ser  así.  ¿  Que  le  importa  a  la  Cámara 
q^e  el  señor  García  Haro  haya  sido  depuesto  de 
su  cargo  de  Subdelegado ;  qué  aván^samos  cou 
re<}ibir  pruebas  sobre  esta  o  aquella  tropelía  co- 
metida por  el  ex-Intendente,  si  la  Cámara  no 
puede  castigarle  por  ellas  ?  Si  él  fuera  Jnteiideu^ 
te  todavía,  yo  seria  el  primea  Diputado  que  fir- 
Piarií^  su  ac^:^aGiol:^  yo  que  he  dicho  de  palabra 
\  ppr  escrito  que  si  el  Intendei^te  de  Colchagua 
CT^  ci^pable,  debia  enjuiciársele  i  castigársele. 
Pero  ahora,  estando  depuesto,  ¿  podemos  hacer- 
lo ?  j  Necesita  acaso  el  ministerio  qi^e  la  Cáma- 
ra reciba  prueba^  sobre  los  hechos  que  dauun- 
qa  Donoso  para  castigar  al  e^^-Jptendente  ? 
I  Por  qué  no  Ip  l^ace  sin  obligar  a  te  Cámara  a 
pciT<i,er  TO  tiempo  ?  ¿  Por  qué  no  lo  hizo  aprover 
cil^ftAdo  la  acusación  entablada  contra  ^se  la- 
t^Bjdente  por  ^1  peñor  don  Eamon  Grnerrero  ? 
Eíte  Sfiñor  me  ha  mostrado  en  mi  estudio  ^m 
apiJSftQioii,  o^a^do  la  presenté  al  miniaterip.  B» 
cLa  he  visto  yo  que  se  acusa  a  SajatarMaría  por 
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haber  impuesto  contribuciones,  por  haber  de- 
clarado  de  utilidad  pública  un  fando  de  propia* 
dad  particular,  por  haberse  arrogado  laa  atri^ 
buciones  de  juez,  mandando  a?otar  a  un  hombre 
i  por  otras  infracciones  de  constitución.  Capí- 
tulos tan  monstruosos  codio  estos  son  los  que 
contiene  esa  acusación !  ¿Con  qué  motivo  quiere 
ahora  el  ministerio  que  la  Cámara  entre  a  reci- 
bir pruebas  sobre  otros  hechos  inmgnificantea, 
que  no  son  de  su  resorte,  cuando  tiene  él  sobre 
su  carpeta  una  acusación  sobre  hechos  tan  gra: 
ves  ?  Ademas  de  esto,  los  hechos  de  que  hace 
mérito  el  reclamo  de  nulidad  están  previstos  i 
castigados  en  la  lei  de  elecciones,  i  por  qué  el 
ministerio  no  persigue  por  ellos  al  ex-Intenden*- 
te  i  quiere  que  la  Cámara  le  castigue  no  pu* 
diendo  hacerlo  ahora  que  ese  Intendente'  es  un 
particular  ?  Protesto  por  mi  honor  que  yo  haria 
esa  acusación,  si  pudiéramos  proceder  coi^tra 
él ;  si  hai  algún  individuo  que  en  las  elecciones 
recibiese  vejaciones  del  señor  Santa^Mmria^  ahí 
tiene  los  tribunales  competentes  adonde  p^edQ 
ocurrir,  i  si  no  tiene  cómo  obtener  justicia,  quí 
venga  a  mí,  que  me  ofrezco  a  defenderio  de 
balde. 

'^La  Cámara  no  tiene  por  qué  conocer  á^  esos 
hechos.  La  Cámara  solo  tiene  que  apreciat  w 
c(»icienoia  los  capítulos  en  que  se  funda  el  re^ 
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clamo  de  nulidad.  Esos  capítulos  gon:  1.^  in- 
fluencia del  Intendente  en  las  elecciones :  (  no 
dice  rntervendon  sino  influencia,  i  el  Intendente . 
se  la  confiesa : )  2.**  coacción,  esto  es,  haber  man- 
dado  a  sufragar  a  algunos  miHcianos/om^i^fo., 
( como  si  en  Santiago  fueran  dispersos : )  3/ 
prisiones :  —  i  Cuándo  se  han  anulado  las  elec- 
ciones por  este  motivo  ?  Tantas  elecdones  como 
se  han  hecho  a  fuerza  de  palos,  de  grillos,  encar- 
celamientos i  otras  vejaciones,  ¿se  han  anulado 
alguna  vez?  En  un  tiempo  se  dijo  de  nulidad 
de  unas  elecciones  de  Copiapó  por  varias  tro^ 
pellas  monstruosas,  ¿  i  qué  resultó  ?  La  Cámara 
apreció  el  capítulo  de  nulidad  i  no  lo  halló  bas- 
tante o  no  creyó  conveniente  anular.  ¿  No  po- 
drá ahora  proceder  del  mismo  modo  apreciando 
las  prisiones  hechas  por  el  Intendente  de  Col- 
chagua  para  ver  si  ellas  han  influido  en  la  ver- 
dad  de  la  elección  ?  Para  hacer  esta  apreciación 
no  necesita  de  pruebas,  sobre  todo  desde  que 
el  mismo  Intendente  confiesa  que  puso  presos 
a  unos  miUcianos,  por  motivos  del  servicio.  Se^ 
ria  por  motivos  de  elecciones.  Juzguemos  sobre 
el  capítulo  i  no  nos  confundamos  con  los  hechos 
accidentales  que  pueden  ser  presentados  de  di- 
versas maneras.  El  capítulo  mas  grave  de  nuli- 
dad, que  es  el  tUtimo  que  indica  el  reclamante, 
es  el  de  la  sustracción  de  siete  votos,  entre  car 
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torce  que  había  en  una  caja  a  favor  de  1^  opo- 
sición. El  reclaimante  no  dice  que  él  o  alguien 
haya  visto  el  cambio,  sino  que  dice  que  babia 
tales  votos  i  que  después  aparecieron  ^n  su  lu- 
gar otros  diversos.  Pero  aun  cuando  él  lo  hubie- 
se visto,  aun  cuando  probase  el  hecho  con  cien 
testigos  i  la  sustitución  de  siete  votos  habrá  po- 
dido influir  en  el  resultado  de  las  elecciones? 
He  aquí  el  número  de  sufragantes :  ( Zeyó  m 
d  AraucaTho  )  por  los  señores  don  Pedro  Fjran- 
cisco  Lira,  dos  mil  ciento  tres  votos ;  por  don 
Manuel  Gronzalez  i  don  José  Francisco  Echaur- 
ren  Larrain  dos  mil  ciento  dos,  para  Diputados» 
Por  don  Antonio  Varas,  don  Pedro  Palasnielos 
i  don  Manuel  Antonio  Tocornal  cuatrocientos 
cincuenta  i  uno.  Diferencia  de  votos  en  favor  de 
los  actuales  Diputados,  mil  seiscientos  cincuen- 
te  i  dos.  En  este  diferencia  han  podido  signifl- 
car  algo  los  siete  votos  que  se  dicen  cambiados  ? 
"Esto  es  lo  que  debe  hacer  la  Cámara,  apre- 
ciar los  capítulos  del  reclamo,  a  fin  de  declara^: 
si  son  o  no  suficientes  para  entrar  en  la  cues- 
tión. Si  al  discutir  estos  capítulos  de  nulidad 
tropieza  con  hechos  graves,  con  infracciones  de 
bulto,  entonces  fije,  esos  hechos,  no  para  recibir 
pruebas  sobre  ellos,  sino  para  mandar  que  se 
proceda  contra  el  culpable  o  paxa  proceder  la 
Cámara  misma,  si  puede  hacerlo.  Yo  quiero  su* 
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pcmer,  i  lo  creo  tal  vee,  que  la  stispeusiou  del 
Éttbdelegado  i  laa  lesiones  de  que  se  habla  faeron 
actos  ejecutados  para  asegurar  las  elecciones,  ni 
1ÚBA  ni  menos  que  las  medidas  de  esta  clase  que 
toman  los  Intendentes  en  tiempo  de  eleccio- 
nes.—^ Qué  deberá  hacer  la  Cámara  ?  Protestar 
eotitra  tales  Intendentes,  acusarlas,  reclamar  el 
cumplimiento  de  la  lei  de  elecciones  en  cuanto 
castiga  esos  atentados !  Pero  { anular  las  eleccio- 
nes ?  i  por  qué  ? — Conviene  así  al  pais  ?  ¿  con- 
viene a  la  salud  pública  ?  i  Esos  actos  están  se- 
Salados  en  la  lei  como  causas  de  nulidad  ?  ¿  Se 
kan  reputado  tales  alguna  vez?  ¿Han  podido 
decidir  del  resultado  de  las  elecciones  ?  i  Han 
violentado  a  la  mayoría  de  los  electores  í  i  Cuál 
M  esa  mayoría  ?  ¿No  es  la  que  ha  resultado,  con 
Tina  inferencia  inmensa,  en  favor  de  los  Diputa- 
dos elejidos?  j  Con  que,  porque  estos  no  repre- 
sentan un  interés  de  circulo  se  les  quiere  esduir? 
I  Adaso  no  está  en  la  elección  hecha  la  voluntad 
id  departamentQ  de  San  Fernando. 

"  \  Digo  la  voluntad  1  Como  los  que  elijen  no 
la  tienen  propia^  ya  se  contará  con  los  medios 
liecesarios  para  asegurar  esa  voluntad  en  lanue^ 
va  elección  que  se  pretende ! 

**  I  Ah,  señor,  el  remedio  no  es  d  que  se  p!Po- 
pofte*  El  j^amediQ  está  en  cortar  de^  raiz  ese  cáai- 
C€T.  La  (Constitución  ha  dicho  que  los  poderes 
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públicos  existen  por  una  delegación  de  la  na- 
ción, pero  no  por  esto  h&  querido  sancionad  la 
soberanía  de  las  masas  brutas ;  no  Iiá  querido 
por  esto  que  la  virtud,  la  intelijencia^  la  volun- 
tad nacional  se  prosternen  ante  la  cortupcioñ  i 
la  ignorancia !  Enmendemos  el  sistema  dé  cali- 
ficaciones, tagarnos  que  concurran  a  stifragaíp  ó 
ejercer  la  soberanía  solo  los  honíbres  que  apre- 
cian la  importancia  de  ese  derecho  :  pero  mien- 
tras esto  no  llagamos,  í  qué  ganaremos^  coü  anu- 
lar las  elecciones  de  un  departamento  ?  i  Dáf 
lugar  a  que  se  hagan  otras  elecciones  en  la  mis- 
ma forma  ?  i  Facilitar  el  triunfo  de  otros  Dipu- 
tados en  lugar  de  los  que  tenemos  ? 

"También  se  ha  propuesto  la  éuestion  de 
otro  modo.  Se  ha  dicho  que  la  Coniisioú  ha  co- 
metido la  indquidad.  \  La  Comisión  i/rídieorda! 
de  proponer  a  la  Cámara  que  falle  con  soló  lá 
audiencia  del  reo^  sin  oir  al  aovMdór.  Ya  no  síe 
ttata  de  conocer  én  un  reclamfó  de  nulidad  dé 
elecciones  !  Se  trata  de  un  juicio  entre  partes, 
en  el  cual  hai  acusador  i  reo !  En  este  juicio,  en- 
tre partes  digo  yo,  no  há  lugar.  Vaya  el  aera- 
dor a  perseguir  a  su  reo  ante  los  tribunales  de 
justicia.  En  esto  ño  cabe  duda,  i  Puede  apííreeer 
ahora  cómo  i*eo,  como  demandado  ante  lá  Gá- 
mUbfh  uñ  tíimple  particular  ?  Si  efectivaúietité  éfí 
réó  i  qué  necesidad  tiene  el  Ministerio  dé  i*é- 
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currir  a  la  Cámara  ?  ¿  Por  qué  quiere  pervertir 
nuestras  atribuciones  ?  ¿  Por  qué  no  le  manda 
enjuiciar  por  los  tribunales  ordinarios? 

"  Hé  aquí  los  motivos  que  yo  he  tenido  para 
rechazar  la  solicitud  del  reclamante  sobre  que 
se  le  admitan  pruebas ;  los  que  he  tenido  para 
oponerme  a  la  indicación  del  señor  Ministro, 
para  decir  que  la  Cámara  debe  conocer  sobre 
el  reclamo  como  un  jurado  i  no  como  juez,  con 
la  conciencia  común,  con  la  conciencia  del  hom- 
bre ordinario,  i  no  con  la  conciencia  del  hombre 
de  lei;  con  la  conciencia  que  se  forma  cada  cual 
de  la  naturaleza  i  de  los  fines  del  reclamo  i  no 
con  una  conciencia  forjada  por  los  medios  judi- 
ciales o  por  la  chicana. 

"  Pero,  señor,  anoche  llamé  la  atención  de  la 
Cámara  sobre  el  modo  cómo  se  me  trata,  i  sobre 
el  modo  cómo  se  trata  a  la  Cámara  misma,  por- 
que yo  creo  que  en  esto  hai  una  cuestión  graví- 
sima. Eecorramoslos  hechos  ocurridos  en  el  mes 
que  llevamos  de  sesiones. 

"  La  prensa  que  hoi  es  ministerial,  atacaba 
cuando  era  de  oposición  a  la  Cámara,  como  la 
ataca  ahora.  En  aquel  tiempo  objetaba  la  lega- 
lidad de  la  Cámara,  insultaba  a  los  Diputados, 
llamándolos  imbéciles  i  señalándolos  casi  por 
sus  nombres.  Hoi  ultraja  a  la  mayoría  suponién^ 
dolé  un  complot,  suponiéndola  sujeta  a  un  club 
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que  solo  hace  desaciertos.  Se  dice  de  la  Cámara 
cuanto  se  quiere.  Se  la  han  prodigado  los  epí- 
tetos mas  indecentes,  si,  indecentes.  ( Primera 
vez  que  empleo  esta  palabra,  que  se  me  ha  atri- 
buido en  el  debate  sobre  la  lei  de  Imprenta. ) 
Se  la  llama  manada  i  qué  sé  yo  que  mas.  Ayer* 
mismo  el  Merawrio^  ese  Mercurio^  sempiterno 
embustero,  decia  que  la  Cámara  pretende  engOr 
nar  al  pais  dándole  la  faleifiGaoUm  de  loa  d^xxr 
tes.  Invoca  la  protección  del  Gobierno  para  que 
dé  la  verdad  a  la  nación.  ¿  Alguna  vez,  señores 
Diputados,  hemos  pensado  en  esto  ?  ¿  No  es  una 
verdadera  calunmia  lo  que  se  sienta  en  ese  pa- 
peí?  La  prensa,  pues,  se  empeña  en  desprestijiar 
a  la  Cámara  a  los  ojos  de  la  nación.  Bajo  el  pre< 
testo  de  que  ella  está  de  oposición  (el  Mercwrio 
supuso  desde  el  principio  que  yo  lo  estaba,  par 
ra  atacarme  como  lo  hacen  los  demás  papeles 
ministeriales)  se  la  ultraja  vilmente.  I  después 
de  esto,  esos  caballeros  que  falsifican  los  hechos, 
que  deshonran  a  su  pais,  ultrajando  de  esta  ma- 
nera a  la  representación  nacional,  se  vienen  acjui, 
al  seno  de  la  Cámara  a  silbar,  para  coai*tar  la 
libertad  de  los  Diputados,  i  Cuándo  se  ha  visto 
una  cosa  igual,  señores  ?  ¿  Se  falta  de  este  modo 
al  respeto  en  una  casa  particular  ?  se  hace  otro 
tanto  en  el  juzgado  de  un  subdelegado  ?  ¡  De 
suerte  que  ya  no  es  un  honor  ser  Diputado,  si 
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no  que  poi"  el  contrario  es  uña  carga  oprobíosat 
^  I  el  Gobierno  tolera  que  sus  órganos  recono- 
cidos en  la  prensa,  mantengan  un  proceder  se- 
mejante ? 

"  I  en  loa  mismos  bancos  de  lá  Cámara,  ved 
c6mo  se  trata  a  los  Diputados!  Se  adulteran  las 
palabras,  se  escudriñan  las  intenciones,  no  se 
discuten  las  cuestiones,  sin  decir  algo  a  la  per^ 
sona  del  Diputado,  particularmeíite  si  soi  yo 
quien  hace  alguna  observación !  Anoche  el  ho- 
norable Diputado,  Ministro  de  Hacienda,  me  ha 
dado  una  esplicacion ;  yo  la  acepté,  íepito,  cor- 
dialmente;  pero  a  la  Cámara  i  qué  le  ha  dichón 
La  palabra  íniqvddad  ha  sido  un  estribillo  en 
todo  su  discurso.  A  la  Comisión,  ¡cuánto  no  fe 
dijo  también  I  g  Podrá  habeí  discusiones  rabo- 
nadas i  formales,  si  en  los  bancos  del  parlamen^ 
to,  si  en  la  barra,  si  en  los  papeles  públicos  se 
ultraja  de  este  modo  a  los  Diputados  ? 

"  Yo  creo  que  en  esto  hai  un  verdadero  peli* 
gro.  Cómo  ésplicarmelo,  yo  me  lo  sé.  La  Cámaara 
h^  principiado  sus  funciones  tomando  un  color 
político,  porque  principió  revocando  la  lei  de 
Imprenta,  ataeaiidc)  en  todo  sentido  el  sistema* 
reettrietivo  que  ha  dotoinado,  i  haciéndose  in- 
dapendieiite* 

^^2  Quiénes  ataéan  a  la  Cámara  que  ha  hecho, 
tales  innovaciones  ?  Los  niñsmíos  que  en  todo 
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tiempo  han  defendido  aquel  sistema !  Luego  en 
esto  ¿ai  un  plan,  i  Cómo  no  dijeron  cosas  pare^ 
cidas  contra  otras  Cámaras  dependientes  en  que 
verdaderamente  se  conspiraba  contra  los  buenos 
principios,  contra  las  libertades  de  la  nación  ? 
j  Ya  se  ve,  en  ese  tiempo  el  Grobierno  propala* 

ba sí. . .  •  propalaba  que  las  Cámaras  eran 

la  hechura,  los  satélites  del  Presidente  de  la 
Bepáblica,  i  sostenía  esto  como  doctrina !  I  co» 
mo  hoi  la*  Cámaras  proclaman  principios,  como 
hoi  no  lucen  con  el  briUo  reflejado  por  el  eje* 
cativo,  dno  por  la  luz  de  la  nación  que  repre* 
sentan,  86  las  veja,  se  las  ultraja! 

^^  Se  encuentra,  pues,  la  Cámara  en  el  caso  de 
tomar  resoluciones  formales  sobre  este  punto. 
Yo  por  mi  parte  estoi  decidido  a  hacerlo.  Yo 
habré  tolerado  mientras  he  sido  un  ciudadano 
privado,  mientras  no  he  sido  representante  del 
pueblo. 

^^  En  conclusión,  pido  a  la  Cámara  que  entre 
a  tratar  la  cuestión  de  si  los  capítulos  en  que 
se  funda  el  reclamo  son  o  no  suficientes  para 
declarar  nulas  las  elecciones,  desechando  la  in- 
dicación que  se  hace  para  que  se  adopten  tr*- 
niites  inútiles^ '' 
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Después  de  la  respuesta  del  señor  Ministro 
de  Hacienda,  el  señor  Lastarria  agregó  las  si- 
guienteiá  esplicaciones : 

"  O  he  hablado  yo  mui  rudo,  o  el  honorable 
Diputado  por  la  Ligua  no  ha  querido  entender* 
me.  Lo  que  he  dicho  es  que,  tiene  razón  talvez 
para  estar  afectado  en  este  asunto,  desde  que 
intervienen  en  él  personas  tan  cercanas  como 
un  padre :  yo  apelo  al  sentido  de  la  Cámara; 
I  qué  es  lo  que  ha  dicho  anoche  el  señor  Minis- 
isTo  de  Hacienda  ?  Que  por  tocarle  mui  cerca 
este  negocio  lo  tomaba  a  su  cargo :  le  he  halla- 
do justicia  i  me  he  comprometido  a  defenderle 
su  causa  personal  si  queria  retirarse  por  sentir- 
se demasiado  afectado. 

"  Se  me  hace  un  cargo,  porque  digo  que  el 
Diputado  por  la  Ligua  está  afectado  de  una  pa* 
sion  noble.  Mala  memoria  tiene,  i  tan  mala,  que 
por  dirijir  un  ataque  a  mi  disculpo,  lo  ha  diri- 
jido  a  los  mismos  a  quienes  apoya. 

"  Se  ha  dicho  que  es  presiso  que  la  Cámara 
no  se  venga  a  prestar  a  sujestiones  de  círculos 
políticos,  i  yo  sostengo  lo  mismo,  señor,  i  lo  sos- 
tengo con  tanta  mas  razón,  cuanto  que  está  mui 
patente  el  influjo  de  un  círculo  político  a  quien 
conviene  la  nulidad  de  estas  elecciones. 

"  No,  no  he  dicho  tal  cosa :  he  dicho  que  la 
Cámara  debe  rechazar  esas  pruebas  dadas  por 
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el  querellante  por  no  ser  conducentes  a  este  asun 
to,  por  estar  demasiado  esclarecido  este  hecho 
i  por  ser  suficientes  las  pruebas  recojidas  para 
resolver  esta  cuestión :  i  pido  a  la  Cámara  que 
fije  su  atención  en  el  punto  que  yo  he  determi- 
nado. La  Cámara  debe  resolver  los  capítulos  de 
nulidad  que  se  le  presentan.  Yo  los  doi  todos 
por  ciertos ;  pero  debe  determinar  la  Cámara  si 
estos  capítulos  son  suficientes  para  decretar  la 
nulidad  que  se  pide,  porque  el  mismo  Diputado 
por  la  Ligua  i  el  mismo  Donoso  no  piden  la 
prueba  con  el  objeto  de  que  la  Cámara  se  ins- 
truya mas  de  este  negocio,  sino  con  el  objeto 
de  esclarecer  ciertos  hechos  deshonrosos  para 
algunas  personas. 

"  Por  eso  he  dicho  a  la  Cámara  que  no  tenia 
nada  que  ver  con  esto.  Se  me  atribuye  que  he 
establecido  el  principio  de  que  la  Cámara,  como 
jurado,  no  necesitaba  de  pruebas,  i  que  yo  eai 
mi  doctrina  no  admito  pruebas.  Yo  he  sosteni- 
do que  la  Cámara,  según  la  razón  natural,  de- 
biaformarse  su  conciencia,  como  se  la  forma  tm 
hombre  honrado  i  no  como  un  juez ;  que  cuan- 
do ya  el  público  se  ha  ocupado  de  estos  hechos, 
cuando  ya  por  otros  resortes,  por  otros  elemei^ 
tos,  ha  podido  la  Cámara  formar  su  juicio  en  es- 
te asunto,  no  tenia  necesidad  de  ocuparse  én  oir 
un  largo  catálogo  de  pruebas  que  evidentemm' 


—  290  — 

te  estaxL  mareadAs  con  el  sello  de  la  pasión  i  del 
encono. 

^'  Se  trata  de  salvar  xm  principio,  se  me  ha 
dicho,  i  yo  he  respondido— el  principio  lo  he^ 
mo3  salvado  en  la  contestación  al  mensaje ;  pero 
ahora  el  sefior  Ministro  de  Hacienda  ha  venido 
a  revelamos  que  nada  hemos  hecho  al  consignar 
nuestras  ideas  en  aquel  documento ;  yo  no  sabia 
qne  el  Gobierno  hacia  poco  caso  de  lo  que  se  le 
dice  en  la  contestación  a  sn  mensaje.  I  si  no  nos 
hace  caso,  si  aqui  no  valen  para  nada  loe  princi- 
pios estrictos  que  deben  consignarse  en  esos  do- 
cumentos, ¿en  dónde  los  propalaremos  entonces? 

"  Esi  esta  cuestión,  el  pueblo  es  Donoso,  re 
clamando  a  instigación  de  un  circulo  que  ha  sa- 
lido derrotado  por  mil  seiscientos  cincuenta  i 
dos  votos. 

^  Si  queremos  salvar  la  dignidad  de  la  Car 
mará,  no  la  comprometamos  a  entrar  en  prue- 
bas apasionadas,  no  la  obliguemos  a  escuchar 
los  odios  i  los  intereses  de  un  partido  para  re- 
solver la  presente  cuestión. 

^  Al  traer  este  asunto  a  la  Cámara,  no  se  nos 
pde  justicia,  no  hai  tal  cosa ;  se  nos  pide  que 
«a  lugar  de  tres  pongamos  otros  tres.  ¿  I  quién 
fue  asegura  que  el  nuevo  Intendente  no  haga  la 
eleecicm  conforme  la  ha  hecho  Santa-María? 
I  que  se  valga  de  los  mismos  medios^  que  come- 
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ta  las  TnÍHTir>fla  arbitrariedades  ?  I  no  puede  ser 
de  otro  modo,  porque  estos  maudatarios  no  tie- 
nen  otra  línea  de  conducta  que  observar  en  tales 
casos,  que  la  práctica  abusiva  que  han  seguido 
los  demás.  Por  eso  he  dicho  que  si  debemos  ana- 
lar  estas  elecciones,  deberíamos  hacer  lo  misma 
con  todas  las  demás  que  se  han  hecho  en  la  Re- 
piiblica.  No  le  he  dicho  a  la  Cámara  que  porque 
hemos  tolerado  por  espacio  de  18  anos  este  deg^ 
orden,  deberemos  tolerarlo  aun:  no,  señor,  ¿cómo 
he  de  decir  semejante  despropósito  ?  Para  acu- 
sar a  un  Intendente,  a  un  ftmcionarío  piiblica, 
no  digo  yo  que  deban  rechazarse  las  pruebas;  lo 
que  quiero  es  que  la  Cámara  no  pierda  tiempo 
en  esta  cuestión.  Estamos  perfectamente  de 
acuerdo  con  el  honorable  Diputado  por  la  Ligua; 
con  la  diferencia  de  que  él  llama  pueblo  a  Dono* 
so,  i  de  que  él  hace  una  cuestión  nacional  de  lo 
que  yo  tengo  para  mí  que  es  cuestión  de  círculo. 

^'  En  cuanto  a  las  intenciones  del  honorable 
Diputado,  no  las  esplico  yo  sino  de  una  manera 
mni  honrosa,  i  repito  que  si  he  hecho  mención 
de  sus  resentimientos  personales  i  de  las  circuns- 
tancias que  lo  ligan,  ha  sido  por  hacerle  justi- 
cia: mi  intención  no  ha  sido  herirlo,  he  creído 
noble  su  conducta  i  por  eso  lo  he  mencionado* 

"  Pido  que  esta  cuestión  se  resuelva  en  este 
momento.  A  votación^  sefiorés.  ^ 
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presentada  a  la  Cámara  de  Diputados  en  sa  sesión  de  6  de  julio  de  1849« 
para  reglamentar  las  facultades  estraordinarias  del  Ejecutivo  i  las  de- 
claraciones de  sitio. 

*'  Con  mucha  razón  se  ha  dicho  que  la  consti' 
tücion  política  de  un  E&tado  no  es  sino  el  índi- 
ce de  los  capítulos  de  su  derecho  público,  por 
que  ella  no  hace  mas  que  consignar  los  princi- 
pios jenerales  de  gobierno  que  deben  ser  des- 
arrollados i  aplicados  por  las  leyes  i  la  práctica, 

"  Nuestro  código  fundamental  ha  recibido 
esta  natural  sanción  hasta  el  grado  de  hallarse 
ya  cuasi  complementado  por  las  leyes  posterio- 
res que  han  venido  a  facilitar  su  ejecución;  pero 
quedan  algunas  de  sus  prescripciones  que,  si 
bien  han  recibido  su  realización  en  la  práctica, 
no  han  sido  todavía  lejítimamente  desarrolladas 
por  lalei,  tales  como  la  parte  6.*  del  art.  86,  que 
declara  que  el  Congreso  puede  "autorizar  al 
Presidente  de  la  República  para  que  use  de  fa- 
cultades estraordinarias  ",  i  la  parte  20  del  artí- 
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culo  82,  asi  como  el  art*  161,  que  disponen  lo 
concerniente  al  estado  de  sitio. 

"  La  autorización  al  Ejecutivo  para  que  usé 
de  facultades  estraordinarias  es  justificabl^  en  el 
sistema  representativo,  en  cuanto  sirve  para 
proveer  a  las  necesidades  sociales  que  reclaman 
una  satisfacción  urjente.  Hai  reformas  vastas, 
hai  medidas  circunstanciales,  iiai  leyes  de  un 
carácter  peculiar,-  que  las  Cámaras  no  podrían 
dictar  con  presteza,  con  acierto  i  libres  de  los 
embarazos  que  la  carencia  de  ciertos  anteceden- 
tes, el  tedio,  la  distracqion  i  el  interés  de  par- 
tido producen  a  menudo.  En  tales  casos  es 
indispensable  sacrificar  las  fórmulas  ordinarias 
para  producir  el  bien,  i  la  manera  mas  consti- 
tucional de  hacer  este  sacrificio  consiste  en  au- 
torizar  al  Ejecutivo  para  que  proceda  a  espedir 
la  resolución  que  se  necesite. 

"  Esto  es  lo  que  se  practica  en  todos  los  Es* 
tados  r ejidos  por  el  sistema  constitucional,  i  esto 
es  lo  que  se  ha  practicado  entre  nosotros,  con 
tanta  mas  razón  cuanto  que  formamos  una  so- 
ciedad nueva,  llena  de  necesidades,  que  a  cada 
paso  ha  menester  del  apoyo  de  las  leyes. 

"  Mas,  para  que  la  práctica  no  se  desvirtúe, 
para  que  la  incuria  u  otros  motivos  no  vengan 
a  convertir  en  ordinario  un  arbitrio  peligroso 
i  escepcional,  que  solo  puede  justificarse  en  cir*. 

•  *— p,  20. 
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«nnstancías  e^ciales,  es  necessaio  que  la  íeí 
determine  los  casos  en  que  el  Congreso  puede 
adoptarlo.  La  constitución  no  ha  querido  que 
la  concesión  de  facultades*  estraordinariaa  se 
haga  por  cualquier  motivo,  sin  necesidad  de  ra- 
zones que  la  justifiquen,  porque  si  tal  hubiese 
sido  su  espíritu  no  habría  puesto  límites  a  esa 
concesión,  ni  habría  tratado  de  constituir  i  de 
organizar  el  poder  lejislativo  separada  i  distin- 
tamente, i  al  determinar  sus  atribuciones,  no 
habría  vinculado,  por  decirlo  así,  en  el  Congre- 
so ciertos  negocios  que  no  pueden  alterarse  si 
no  en  virtud  de  una  lei  formal. 

"  M  proyecto  que  tengo  el  h(Mior  de  presen- 
tar  se  propone  establecer  reglas  jenerales  para 
hacer  tal  autorízacion  con  motivos  suficientes. 

• '  El  otro  punto  que  reglamenta  este  proyecto 
es  el  de  la  declaíacion  de  sitio.  La  parte  20 
del  art.  82  de  la  constitución  autoríza  al  Presi- 
dente de  la  Reptiblica  para  hacer  esta  declarar 
don  por  un  determinado  tiempo,  en  caso  de  con- 
moción interíor,  cuando  el  Congreso  no  se  halla- 
re remiido;  i  el  art.  161,  del  mismo  código  dice 
que  se  suspende  el  imperio  de  la  constitución  en 
el  territorio  comprendido  en  tal  declaración. 
Aquí  hai  dos  cuestiones  bien  graves:  jqué  se  en- 
tiende por  conmoción  interior?  ¿qué  quiere  decir 
la  stispension  del  imperio  do  la  Oonstitucicn  ? 
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"  Mientras  estas  cuestiones  estén  indefinidas, 
estarán  en  peligro  las  garantías  individuales  i 
también  las  instituciones  mismas.  Es  necesario 
fijadas,  pero  sin  contrariar  el  espíritu  de  nues- 
tra constitución.  Si  ella  ha  adoptado  este  recurso 
estraordinario,  ha  sido  solamente  por  asegurar 
^1  porvenir  de  la  República,  salvándola  de  las 
ajitaciones  a  que  estaba  espuesta  por  sus  antece- 
dentes, pero  de  ninguna  manera  para  destruir  el 
sistema  gubernativo  que  ella  misma  estableció* 

"  El  orden  es,  sin  duda,  la  primera  de  nues- 
tras necesidades.  Sin  el  orden  no  habríamos  po- 
dido alcanzar  la  época  feliz  en  que  nos  hallamos; 
sin  el  orden  no  podremos  jamas  desarrollar 
nuestra  sociedad,  ni  conquistar  las  ventajas  que 
nos  proponemos. 

"  Tratando  de  afianzar  este  bien,  que  miramos 
como  el  fundamento  de  los  demás  bienes  socia- 
les, preciso  es  que  concurramos  al  arbitrio  que 
nuestra  constitución  deja  en  manos  de  la  auto- 
ridad para  evitar  los  peligros  de  una  conmoción; 
pero  también  es  necesario  que  limitemos  ese 
arbitrio  a  su  empleo  constitucional,  haciendo 
imposible  su  abuso, 

"  Para  obtener  esta  condición,  el  proyecto  de- 
fine los  casos  de  conmoción  interior,  establece 
la  manera  de  calificarlos,  i  fija  los  límites  del 
poder  ejecutivo  en  estado  de  sitio. 
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"En  cuanto  a  lo  primero,  la  Cámara  no  puede 
menos  dé  conocer  que  seria  peligroso  dejar  sub- 
sistente la  vaguedad  de  nuestra  constitución,, 
porque  el  caso  áe  conmoción  interior  no  depen- 
dería entonces  de  loe  hecbos,  sino  de  la  voluntad 
caprichosa  o  del  modo  de  ver  apasionada  de  la* 
personas  que  hubieren  de  calificarlo. 

"  En  cuanto  a  lo  segundo,  la  constitución  no 
sefmla  la  autoridad  que  debe  calificar  la  conmo- 
ción interior.  Parece  que  deja  esta  calificación 
a  la  misma  autoridad  a  quien  confiere  la  facul- 
tad de  declarar  el  estado  de  sitio ;  pero  no  im- 
pide  a  la  lei  tome  las  medidas  necesarias  para 
precaver  los  abusos  de  tal  atribución.  El  pro- 
yecto  adopta  los  medios  que  cree  mas  oportu- 
nos para  conciliar  la  seguridad  pública  con  el 
uso  acertado  i  lejítimo  de  tan  seria  cuanto  peli- 
grosa atribución. 

"En  lo  relativo  a  la  suspensión  del  imperio  de 
la  constitiicic«i,  no  cabe  duda  que  debe  limitar- 
se  a  las  disposiciones  que  determinan  los  dere- 
chos políticos  i  las  garantías  de  los  individuos* 
Dar  a  esta  espresion  tal  latitud,  que  compren- 
diese aun  las  prescripciones  referentes  al  siste- 
ma de  gobierno  i  a  la  organización  de  los  pode- 
res públicos,  seria  incurrir  en  la  absurda  supo- 
sición de  que  el  código  fundamental  se  destru- 
ye a  sí  propio ;  i  ademas  seria  apartarse  de  la 
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práctica  reconocida  en  los  paises  que  tienen  una 
lejislacion  análoga.  Si  es  necesario  en  los  casos 
estremos  suspender  las  leyes  qu'3  en  el  estado 
ordinario  defienden  al  ciudadano  contra  las  ar- 
bitrariedades de  la  autoridad,  jamas  podrá  jus- 
tificarse la  suspensión  de  las  leyes  orgánica^  i 
constitutivas  del  poder,  ni  aun  a  pretesto  de 
mantener  el  orden.  En  tal  caso  la  suspensión 
produciria  efectos  permanentes  i  trastornarla 
para  siempre  el  sistema  gubernativo  adoptadc^: 
I  Habrá  querido  la  constitución  dar  al  ejecutivo 
en  el  estado  accidental  de  sitio,  la  facultad  de 
constituir  una  monarquía,  o  la  de  dar  una  nueva 
organización  al  poder  lejislativo  o  al  judicial? 
I  Habrá  querido  autorizarle  para  que  dicte  le- 
yes sobre  aquellos  objetos  que  ella  ha  reservado 
a  las  Cámaras ;  para  que  altere  el  orden  mismo 
so  pretesto  de  conservarlo  ?  Responder  afirma- 
tivamente seria  adoptar  una  interpretación  vior 
lenta  que  nos  conduciría  a  admitir  el  absurdo 
de  que  nuestra  constitución  ha  querido  destruir- 
se a  fií  misma. 

"  El  poder  que  la  constitución  da  al  Presiden*' 
te  de  la  República  en  astado  de  sitio  no  puede 
ser  otro  que  el  necesario  para  salvar  el  orden:  eUa 
misma  dice  que  en  este  caso  no  podrá  la  auto- 
ridad condenar  por  sí  ni  aplicar  penas,  ni  ex- 
cederse de  arrestar  a  las  personas  o  de  traala- 
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diarias  a  eaalqoier  punto  de  la  Bepiiblica.  ¿G6<- 
mo  suponer  entonces  que  pudiera  esa  misma 
autoridad  investir  toda  la  suma  del  poder  pii- 
bUco  hasta  el  estremo  de  ejercer  las  atribucio- 
nes  que  solo  son  propias  de  un  congreso  consti- 
tuyente o  lejislativo  ?* 

"  Este  proyecto  trata  de  fijar  el  verdadera 
sentido  de  la  constitución  en  esta  parte,  dejanda 
al  ejecutivo  toda  la  independencia  que  necesita 
en  situaciones  estraordinaiias  para  salvar  el  pais. 

^  No  tengo  la  pretensión  de  haber  vencido  las 
dificultades  de  este  asunto  tan  grave,  pero  con- 
fio en  que  la  sabiduría  de  la  Cámara  las  vence- 
rá, modificando  convenientemente  los  artículos 
que  siguen : 

"Artículo  !••  La  autorización  que  el  Congre- 
so puede  dar  al  Presidente  de  la  República  pa- 
ra que  use  de  facultades  estraordinarias  solo 
puede  tener  lugar : 

h""  Para  que  ponga  en  ejecución  un  código 
completo  de  leyes  civiles  o  penales  o  alguna 
parte  de  él,  según  las  necesidades,  debiendo  el 
Congreso  tener  un  conocimiento  jeneral  de  este 
cuerpo  de  leyes  antes  de  conceder  la  autori- 
zación. 

3.*"  Para  que  dicte  ordenanzas  o  reglamentos 
eon  fuerza  de  lei  sobre  asuntos  de  la  adminis- 
trbcion« 
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S.""  Para  que  reforme  la  planta  d^  alguna 
oficina  de  la  administración,  haciendo  altet*acio- 
nes  en  el  número,  en  la  jerarquía  i  en  los  suel- 
dos de  sus  empleados. 

4.**  Para  que  reparta  o  plantee  una  coatrib^- 
cion  nuevamente  establecida  por  lei,  o  para  que 
altere  dentro  de  ciertos  límites  alguna  ante- 
riormente establecida. 

5."*  Para  que  invierta  una  suma  determinada 
de  los  fondos  públicos  en  algún  establednáento 
de  utilidad  pública.  ^ 

6.''  Para  que  fije  o  altere  los  derecbos  que  se 
cobran  por  el  fisco  o  las  municipalidades  en  de- 
terminados casos.       • 

"  Art.  2.''  No  se  pueden  ocmceder  facultades 
estraordinmas: 

I."*  Para  imponer  nuevas  contribuciones  al 
arbitrio  del  Presidente  o  suprimir  las  existente& 

2.**  Para  fijar  los  gastos  anuales  de  la  admi- 
nistración. 

3."*  Para  fijar,  aumentar  o  disminuir  las  fuer- 
zas de  mar  i  tierra  que  han  de  mantenerse  en 
pió  en  tiempo  de  paz  o  de  guerra. 

4.**  Para  contraer  deudas,  reconocer  las  con- 
traidas hasta  el  día  i  designar  fondos  para  cu- 
brirlas. 

5."*  Para  permitir  la  introducción  de  tropas 
«stranjeras  en  el  territorio  de  la  Eepública. 
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6.^  Para  permitir  que  residan  cuerpos  del 
ejéícito  permanente  en  el  lugar  de  las  Sesiones 
del  Congreso  i  diez  leguas  a  su  circunferencia. 

"  Art.  3.**  Para  que  el  Congreso  pueda  decla- 
rar uno  o  varios  puntos  en  estado  de  sitio,  en 
virtud  de-  lo  dispuesto  en  la  parte  20,  del  art. 
82  de  la  constitución,  es  necesario  que  califique 
primero  el  caso  de  conmoción  interior. 

"  Art.  4.*"  Solo  puede  calificarse  la  conmoción 
interior : 

1.®  Cuando  se  haya  descubierto  una  conspi- 
ración contra  la  autoridad,  i  sus  autores  hayan 
sido  sometidos  a  juicio  o  sorprendidos  in  fra- 
ganti. 

2.**  Cuando  haya  asonadas  o  tumultos  popu- 
lares que  amenacen  la  tranquilidad  pública. 

3.*"  Cuando  exista  una  fuerza  o  reunión  de 
hombres  que  resistan  a  los  mandatos  de  la  au- 
toridad por  medio  de  reclamaciones  o  de  actos 
subversivos. 

4.*  Cuando  haya  estallado  una  sedición  o  mo- 
tín, ya  sea  contra  el  orden  público,  o  contra 
una  autoridad  determinada. 

"  Art.  5.*"  Estando  en  receso  el  Congreso,  el 
Presidente,  de  acuerdo  con  el  Cornejo  de  Estado 
no  podrá  declarar  en  estado  de  sitio  uno  o  varios 
puntos  de  la  República,  a  menos  que  no  se  ca- 
lifiquíe  antes  el  caso  de  conmoción  interior,  por 
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I 

las  tres  cuartas  partes  de  los  votos  del  Consejo  i 
de  la  comisión  conservadora,  que  se  unirán  al 
efecto. 

"  Art.  6.**  Ambas  corporaciones  deben  reunir- 
se con  una  mayoría  de  las  dos  terceras  partes 
al  menos  de  sus  miembros  respectivos,  i  serán 
responsables,  si  hicieren  la  calificación  contra 
lo  dispuesto  en  el  art.  4.^ 

"  Art.  IJ"  La  responsabilidad  de  los  funciona- 
rios que  hubieren  tenido  parte  en  esta  declara- 
ción se  hará  efectiva'  en  la  forma  ordinaria. 

"Art.  S/"  La  suspensión  del  imperio  de  la 
constitución  en  el  territorio  comprendido  en  la 
declaración  de  sitio  no  produce  variación  alguna 
en  la  forma  de  gobierno,  ni  en  las  autoridades 
creadas  por  la  constitución,  ni  en  su  organiza- 
ción, ni  en  el  modo  constitucional  de  consti- 
tuirlos, de  suerte  que  el  Presidente  de  la  Re- 
pública no  puede  hacer  en  estos  puntos  ningu» 
na  alteración. 

"  Art.  9.**  En  casg  de  ser  tal  la  conmoción 
interior  que  haga  peligroso  el  celebrar  las  elec- 
ciones populares  directas  prescriptas  por  la  cons- 
titución en  los  dias  señalados  por  la  lei,  el  Pre- 
sidente de  la  Repiíblica  convocará  al  Congreso 
a  sesiones  estraordinarias  con  el  especial  objeto 
de  que  declare  si  deben  suspenderse  o  no  las 
elecciones. 
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^^Art  10.  Para  declarar  por  la  afirmativa, 
necesita  el  Congreso  la  concurrencia  de  las  tres 
cuartas  partes  de  los  votos  de  los  miembros  pre- 
sentes en  cxda  Cámara, 

^*  Art.  11.  El  tiempo  por  el  cual  se  suspendan 
las  elecciones  no  puede  esceder  de  sesenta  días, 
cumplidos  los  cuales  deben  verificaiíse  indefeo- 
tiblemente,  aunque  el  ejecutivo  no  dicte  las 
providencias  necesarias  al  efecto. 

"  Art.  12.  Si  cumplidos  los  60  días,  dura  to- 
davía el  peligro,  el  Congreso  será  convocado 
para  deliberar  sobre  los  medios  que  deben  adop- 
tarse a  fin  de  salvar  el  orden  i  no  podrá  decre- 
tar una  nueva  suspensión  sino  por  unanimidad 
de  votos  i  solo  por  treinta  dias  mas, 

"Art.  13.  Mientras  dure  el  estado  de  sitio, 
el  Presidente  de  la  República  no  puede: 

I.*"  Dictar  leyes  u  ordenanzas  que  tengan  el 
carácter  de  tales,  si  no  es  sobre  aquellos  objetos 
para  los  cuales  .esté  especialmente  autorizado 
por  el  Congreso. 

2**  Dictar  leyes  u  otras  medidas  sobre  aque- 
llos ramos  u  objetos  para  los  cuales  no  se  pue- 
den conceder  facultades  estraordinarias  eñ  vir- 
tud de  lo  dispuesto  en  el  artículo  3.* 

3.*  Crear  tribunales  estraordinarios  ni  alterar 
el  orden  de  los  procedimientos  judiciales  en  lo 
civil  i  criminal. 
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"  Art.  14.  El  dia  que  espire  el  término  por 
el  cual  86  declaró  el  sitio,  quedan,  por  el  nrismo 
hecho,  restablecidas  todas  las  garantías  indivi- 
duales; i  por  tanto  están  en  plena  libertad  las 
personas  que  hubiesen  sido  arrestadas  o  trasla- 
dadas a  otro  punto  de  la  República,  sin  que 
hubiesen  sido  sometidas  ajuicio  i  condenadas 
con  arreglo  a  las  leyes. 

'•Santiago,  6  de  julio  de  1849. 

"J.  V.  Lastarria." 


Esta  Moción  fué  considerada  conjuntamente 
ijon  otra  sobre  el  mismo  asunto,  presentada  por 
el  señor  Diputado  D.  Bruno  Larrain,  i  sobre 
ambte  se  emitió  el  siguiente : 

INFORME 

de  la  comisión  de  lejislacion  en  los  proyectos  de  lei  de  los  señores  Dipu- 
tados D.  Bruno  Larrain  i  D.  José  Victorino  Lastarria,  sobre  regla- 
mentar las  facoltade»  estraordinarias  i  los  estados  de  sitio. 

La  comisión  de  lejislacion  ha  meditado  dete- 
nidamente los  proyectos  de  ki  presentados  por 
los  honorables  Diputados  D.  Bruno  Larrain 
i  D.  José  Victorino  Lastarria,  que  tienen  por 
objeto  reglamentar  el  uso  de  las  facultades  es- 
traordinarias  i  la  declaración  de  sitio  de  mxQ 
o  mas  puntos  de  la  República.  Tales  proyecto» 


—  804  — 

«on,  sin  duda  alguna,  de  la  mas  alta  importancia 
i  merecen  fijar  con  preferencia  la  atención  de 
la  Cámara.  Nuestra  constitución  es  jeneral  en 
sus  prescripciones,  como  no  pueden  menos  de 
serlo  todas  las  obras  de  este  j  enero,  que  se  limi* 
tan,  por  su  naturaleza,  tan  solo  a  sentar  princi- 
pios fundamentales,  reservando  su  esclareci- 
miento a  las  leyes  especiales.  Así  es  que  al 
establecer  la  parte  6.*  del  artículo  36  entre  las 
atribuciones  del  Congreso,  la  de  conceder  fa- 
cultades estraordinarias  al  Presidente  de  la  Re- 
pública, se  vierte  en  términos  demasiado  vagos 
i  jenerales,  sin  fijar  su  estension  i  las  cosas  que, 

tivo.  En  idéntico  caso  se  halla  la  parte  20  del 
art.  82,  la  que,  ademas  de  carecer  de  la  línea 
necesaria  de  demarcación,  no  indica  la  autoridad 
a  qué  corresponda,  durante  el  receso  de  las  Cá- 
maras, declarar  en  conmoción  uno  o  mas  pun- 
tos de  la  República,  para  que,  bajo  esta  base 
indispensable,  proceda  el  Consejo  de  Estado  a 
la  declaración  de  sitio.  Interesa,  pues,  sobre  ma- 
nera ocuparse  sin  pérdida  de  tiempo  en  regla- 
mentar tan  interesantes  materias,  estableciendo 
su  forma,  estension  i  ejercicio,  para  que  en  vez 
de  ser  benéficas  al  pais  las  disposiciones  citadas, 
no  sea  que  se  le  hagan  fatales,  convirtiéndose 
en  matadoras  de  sus  libertades.  A  tan  grandes 
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objetos  tienden  los  dos  proyectos  sobre  los  cua- 
les nos  cumple  el  bonor  de  informar. 

Con  el  fin  de  hacer  mas  espedita  la  discusión, 
ha  refundido  la  comisión  ambos  proyectos  en 
uno  solo,  haciendo  en  ellos  algunas  modificacio- 
nes de  forma  i  puramente  accidentales.  El  art. 
1.**  del  proyecto  del  señor  Lastarria  que  esta- 
blece las  facultades  estraordinarias  que  el  Con- 
greso puede  dar  al  Presidente  de  la  República, 
ha  sido  suprimido  i  puesto  en  su  lugar  otro  que 
esprim^  el  sentido  literal  de  la  parte  6,*  del  art. 
36  déla  Constitución.  Las  razones  que  han  im- 
pulsado a  la  Comisión  a  suprimir  el  citado  artl 
1.**  son  las  siguientes :  1.*  que  para  poner  un  co- 
to a  los  abusos  que  pueden  cometerse  a  la 
sombra  de  la  disposición  constitucional  basta 
con  las  prohibiciones  qne  estatuyen  los  seis  pá- 
rrafos del  art.  2.*",  siguiente :  2.*"  que  por  mucha 
que  sea  la  previsión  de  la  Cámara  es  mui  posi- 
ble i  casi  seguro  que  no  tenga  presentes  muchos 
casos  fuera  de  los  especificados  en  el  art.  1.**,  en 
que  sea  de  absoluta  necesidad  investir  al  Eje- 
cutivo de  facultades  estraordinarias,  lo  que  no 
podria  hacerse  una  vez  sancionado  ese  artículo ; 
i  3.**  que  al  paso  que  el  artículo  2.**  corta  de  raiz 
los  males  que  pudieran  orijinarse  del  ejercicio 
ilimitado  de  las  estraordinarias,  deja  al  Congre- 
so en  la  libertad  de  concederlas  en  los  casos  rjLO 
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prohibidos  que  ocurran,  cuando  lo  creyere  pru- 
dente o  necesario.  Ha  creido  también  conve- 
niente la  Comisión  quitar  el  párrafo  3.**  del  art. 
13,  para  colocarlo,  un  tanto  modificado,  después 
del  G.**  del  art.  2.**  Del  mismo  modo  ha  creido 
de  necesidad  agregar  un  nuevo  artículo,  dándo- 
le colocación  entre  el  4."  i  el  5.° 

Respecto  de  la  autoridad  a  que  corresponda 
declar,  si  uno  o  mas  puntos  de  la  Repiiblica  se 
hallan  en  el  caso  de  conmoción  interior,  cree  la 
comisión  preferible  al  del  señor  Lastarria  el 
pensamiento  del  señor  Larrain,  haciéndole  una 
lijera  modificación.  Los  motivos  de  esta  prefe- 
rencia son  bien  sencillos,  i  la  comisión  se  escusa 
de  mencionarlos,  por  no  dar  demasiada  estén- 
sion  a  su  informe  i  porque  puede  hacerlos  pre- 
sentes a  la  Sala  en  el  curso  de  la  discusión,  si 
fuese  nectario. 

Con  estas  esplicaciones  somete  la  Comisión  a 
la  deliberación  de  la  Cámaras  el  siguiente: 

PROYECTO  DE  LEÍ. 

Art.  1.**  Las  facultades  estraordinarias,  que 
el  Congreso  puede  conceder  al  Presidente  de  la 
República,  en  virtud  de  la  atribución  6.*  del  art, 
36  de  la  Constitución  del  Estado,  solo  pueden 
'Otorgarse  por  un  tiempo  fijo  i  limitado,  espre- 
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sándose  terminantemente  las  materias  o  cosas 
para  que  se  le  faculta. 

Art  2.**  No  se  pueden  conceder  facultades 
estraordinarias: 

1.*  Para  imponer  nuevas  contribuciones  o  su- 
primir las  existentes  al  arbitrio  del  Presidente. 

2.®  Para  fijar  los  gastos  anuales  de  la  admi- 
nistraxjion. 

3.**  Para  fijar,  aumentar  o  disminuir  las  fuer- 
zas de  mar  o  tierra  que  han  de  mantenerse  en 
pié  en  tiempo  de  paz  o  de  guerra. 

4.*"  Para  contraer  deudas,  reconocer  las  con- 
traidas hasta  el  dia,  i  designar  fondos  para  cu- 
brirlas. 

5.^  Para  permitir  la  introducción  de  tropas 
estranjeras  en  el  territorio  de  la  Repiíblica. 

6.®  Para  permitir  que  residan  cuerpos  del 
ejército  permanente  en  el  lugar  de  las  sesiones 
áe\  Congreso  i  diez  leguas  a  su  circunsferencia. 

7."  Para  crear  tribunales  estraordinarios  o  al- 
terar el  orden  de  los  procedimientos  criminales. 

Art.  3.*  Para  que  el  Congreso  pueda  decla- 
rar uno  o  mas  puntos  en  estado  de  sitio,  en  vir- 
tud de  lo  dispuesto  en  la  parte  20  del  artículo 
82  de  la  Constitución,  es  necesario  que  califique 
primero  el  caso  de  conmoción  interior. 

Art.  4.*  Solo  puede  calificarse  la  conmoción 
interior: 
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1.**  Cuando  se  haya  descubierto  una  conspira^ 

cion  contra  la  autoridad,  i  sus  autores  hayan 

aido  sometidos  ajuicio  o  sorprendidos  in  fra- 
ganti. 

2.**  Cuando  haya  asonadas  o  tumultos  popu- 
lares qne  amenacen  la  tranquilidad  pública. 

3.®  Cuando  exista  una  fuerza  o  rennión  de 
hombres  que  resisten  a  los  mandatos  de  la  au- 
toridad por  medio  de  reclamaciones  o  de  actos 
subversivos. 

4.**  Cuando  haya  estallado  nna  sedición  o 
motin,  ya  sea  contra  el  orden  público,  o  contra 
una  autoridad  determinada. 

Art.  5.**  Aun  cuando  ocurra  alguno  o  algunos 
de  los  casos  contenidos  en  el  artículo  anterior, 
no  podrá  declararse  el  hecho  de  la  conmoción 
interior,  siempre  que  hayan  motivos  prudentes 
para  creer,  que  bastan  las  facultades  ordinarias 
del  Ejecutivo,  para  restablecer  el  orden  públi- 
co i  salvar  la  tranquilidad  del  pais. 

Art.  6.**  Estando  en  receso  el  Congreso,  no 
podrá  el  Presidente  de  acuerdo  con  el  Consejo 
de  Estado  declarar  en  Estado  de  sitio  uno  o 
varios  puntos  de  la  República,  sin  que  previa- 
mente se  haya  declarado  el  echo  de  la  conmo- 
ción interior  por  las  dos  terceras  partes  de  los 
miembros  de  la  comisión  conservadora,  que  con- 
currieren al  acuerdo. 
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Art.  7.*"  La  responsabilidad,  tanto  de  los 
miembros  de  la  comisión  conservadora,  como 
de  los  consejeros  de  Estado,  que  hayan  concur- 
rido con  su  voto  a  la  declaración  de  la  conmo- 
ción interior  los  primeros  i  del  sitio  los  segun- 
dos, se  bará  efectiva  en  la  forma  ordinaria. 

Art.  8.**  La  suspensión  del  imperio  de  la 
Constitución  en  el  territorio  comprendido  en 
la  declaración  de  sitio  no  produce  variación 
alguna  en  la  forma  de  gobierno,  ni  en  las  au- 
toridades creadas  por  la  Constitución,  ni  sn  su 
organización,  ni  en  el  modo  de  constituirlas; 
de  suerte  que  el  Presidente  de  la  República  no 
puede  hacer  en  estos  puntos  ninguna  alteración. 

Art.  9.**  En  caso  de  ser  tal  la  conmoción  in- 
terior que  haga  peligroso  el  celebrar  las  elec- 
ciones populares  directas  prescritas  por  la  Cons- 
titución en  los  dias  señalados  por  la  lei,  el 
Presidente  de  la  República  convocará  al  Con- 
greso a  sesiones  estraordidarias,  con  el  especial 
objeto  de  que  declare,  si  deben  suspenderse  o 
no  las  elecciones. 

Art.  10»  Para  declarar  por  la  afirmativa  ne- 
cesita el  Congreso  la  concurrencia  de  las  tres 
cuartas  partes  de  los  votos  de  los  miembros 
presentes  en  cada  Cámara. 

Art.  11.  El  tiempo  por  el  cual  se  suspendan 
las  elecciones  no  puede  esceder  de  60  dias,  cum- 

•  ♦—?.  21. 
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piídos  los  cuales  deben  verificarse  indefectible- 
mente, aunque  el  Ejecutivo  no  dicte  las  provi- 
dencias  necesarias  al  efecto. 

Art.  12.*  Si  cumplidos  los  60  dias  dura  toda- 
vía el  peligro,  el  Congreso  será  convocado  para 
deliberar  sobre  los  medios  que  deben  adoptar- 
se a  fin  de  salvar  el  orden,  i  no  podrá  decretar 
una  nueva  suspensión  sino  por  xmanímídad  de 
votos  i  solo  por  SO  días  mas. 

Art  IS.  Mientras  dura  el  Estado  de  sitio  el 
Presidente  de  la  República  no  puede : 

1.**  Dictar  leyes  u  ordenanzas  que  tengan  el 
carácter  de  tales  leyes,  sino  es  sobre  aquello» 
objetos  para  los  cuales  esté  especialmente  auto- 
rizado por  el  Congreso. 

2.''  Crear  tribunales  estraordinarios,  ni  alte- 
rar el  orden  de  los  procedimientos  judiciales  en 
lo  civil. 

&•  Dictar  leyes  u  otras  medidas  sobre  aque- 
llos ramos  u  objetos  para  los  cuales  no  se  pue- 
den conceder  facultades  esteaordinarias  en  vir- 
tud de  lo  dispuesto  en  el  art.  2/ 

Ar.  li.*"  El  dia  en  que  espire  el  término  por 
el  cual  se  declaró  el  sitio,  quedan  por  el  mismo 
hecbo  restablecidas  todas  las  garantías  indivi- 
duales, i  por  tanto  están  en  plena  libertad  las 
personas  que  hubiesen  sido  aiTestadas  o  trasla- 
dadas a  otros  a  otro  punto  de  la  Repiíblica,  sin 
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que  hubiesen  sido  sometidas  a  juicio  i  exonde* 
nadas  con  arreglo  a  las  leyes. 

A  tales  términos  ha  creido  conveniente  la 
Comisión  reducir  las  mociones  de  los  señores 
Larrain  i  Lastariia ;  i  como  el  presente  proyec- 
to  es  de  una  importancia  tan  Ll  i  de  tan  Tir- 
jente  como  imperiosa  necesidad,  hace  la  Gomi* 
sion  indicación  previa  a  la  Cámara,  para  que 
conádere  este  asunto  con  preferencia  a  cuales- 
quiera  otros,  i  no  pase  a  la  disensión  de  ningnn 
otro  proyecto,  mientras  el  presente  no  quede 
enteramente  sancionado. 

Sala  de  la  Comisión,  julio  18  de  1849. 

Federico  Errá/sfwriz.  —  Ma/rmd  M.  Infante.  — - 
ScJ/vador  Sanfuente*  —  F.de  Borja  8óla/r. 


El  debate  principió  en  la  sesión  del  20  de 
julio  i  duró  hasta  la  de  3  de  agosto,  habién- 
dose comisionado  al  autof  de  la  moción  adop- 
tada i  al  señor  Sanfuentes  para  que  sostuviese 
el  proyecto  en  el  Senado,  en  cuya  Cámara  se 
trató  en  la  sesión  de  17  de  agosto,  dejándolo 
suspenso.  Vamos  a  trascribir  aquí,  de  los- discur- 
sos pronunciados  por  el  autor  de  la  moción,  so- 
lamente  los  que  ofrecen  algún  interés  para  los 
principios  que  se  defienden. 
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DISCURSO 

en  la  discusión  del  artíenlo  2.  ° 

"  Me  parece  mui  laudable  el  objeto  que  se 
propone  el  señor  preopinante  para  aumentar 
algunos  incisos  mas  al  aii;.  en  discusión,  porque^ 
al  fin,  no  se  hace  este  aumento  con  otra  mira 
que  con  la  de^  restrinjir  los  casos  en  que  las  Cá- 
maras pueden  conceder  facultades  estraordina^ 
rias.  Pero  el  art.  36  de  la  Constitución  se  versa 
sobre  negocios  absolutamente  orgánicos,  sobre 
los  cuales,  aun  cuando  quisiera  el  Congreso 
conceder  facultades  estraordinarias,  no  podria 
hacerlo. 

"  Al  esponer  esto  a  la  Cámara,  no  se  crea  que 
quiero^  objetar  el  pensamiento  del  honorable 
preopinante :  si  la  Cámara  lo  acepta,  mi  voto  se* 
rá  por  él.  Quiero  sí  hacer  presente  el  motivo 
por  qué  no  he  considerado  poner  en  mi  proyec- 
to las  limitaciones  que  ahora  se  indican. 

"  El  artículo  36  de  la  Constitución  dice  lo 
siguiente ; 

"  Son  atribuciones  esclusivasde  las  Cámaras: 

1.*  Aprobar  o  reprobar  anualmente  la  cuen- 
ta de  inversión  etc. 

2.*  Aprobar  o  reprobar  la  declaración  de 
guerra  a  propuesta  del  Presidente  de  la  Re- 
pública. 


—  313  — 

'3.*  Declarar,  cuando  el  Presidente  de  la  Re- 
pública hace  dimisión  de  su  cargo,  si  los  moti- 
vos en  que  la  funda  le  imposibilitan  etc. 

4."  Declarar  cuando,  en  los  casos  de  los  artfr 
culos  74  i  78,  hubiere  lugar  a  duda,  si  el  impe- 
dimento que  priva  al  presidente  del  ejercicio 
de  sus  funciones,  es  de  tal  naturaileza  que  deba 
procederse  a  nueva  elección. 

5.*  Hacer  el  escrutinio  i  rectificar  la  elección 
del  Presidente  etc.  etc. 

"  I  C6mo  podría  la  Cámara  autorizar  al  Pre- 
sidente para  que  aprobase  la  declaración  de 
guerra  que  él  mismo  hacia?  ¿para  hacer  él  mis- 
mo el  escrutinio  de  las  elecciones  de  Presiden- 
te ?  ¿  para  que  él  mismo  juzgase  sobre  los  moti- 
vos de  su  dimisión  ?  i  para  que  él  aprobase  la 
cuenta  de  inversión  que  él  mismo  rinde  de  los 
gastos  hechos  sobre  el  presupuesto  de  un  año? 
A  mí  me  hicieron  fuerza  estas  consideraciones, 
i  por  eso  creí  que  sin  necesidad  de  esta  lei,  las 
Cámaras  no  podrían,  en  ningún  caso,  por  la  na- 
turaleza de  las  cosas,  conceder  facultades  es- 
traordinarias  sobre  estos  puntos.  En  cuanto  a  la 
creación  de  provincias  o  departamentos,  pienso 
que  pueden  ocurrir  de  un  momento  a  otro  cir- 
cunstancias en  que  hubiese  necesidad,  que  por 
ahora  no  podemos  prever,  de  hacer  una  nueva 
distribución  territorial,  una  nueva  organización 
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administrativa,  organización  que  las  Cámaras 
no  podrían  decretar  por  carecer  de  conocimien- 
tos particulares  i  de  datos  estadísticos  sobre  el 
asunto.  Lo  mismo  podria  suceder  respecto  del 
arreglo  en  el  valor,  tipo  i  peso  de  las  monedas. 
I^ieden  ocurrir  circjmstancias,  ya  sea  por  la  com- 
plicación de  las  negociaciones,  por  la  escasez  de 
metálico,  i  en  fin  por  cualquier  otro  motivo  de 
crisis,  que  las  Cámaras  no  podrían  remediar  con 
la  presteza  i  enerjía,  con  los  antecedentes  i  de- 
talles que  solo  el  Presidente  podria  poseer. 

"  Ahora  por  lo  que  respecta  a  la  facultad  que 
tiene  el  Senado  de  nombrar  ciertos  altos  funcio^ 
narios,  como  son  los  Jenerales  i  Coroneles,  me 
parece  mui  bien  la  indicación  que  hace  el  señor 
Jllinistro  de  Justicia,  para  que  las  Cámaras  no 
puedan  conceder  al  Presidente  de  la  República 
la  facultad  de  nombrarlos  o  destituirlos,  porque 
lo  que  abunda  no  daña.  Si  1^  Cámara  acepta  la 
indicación  me  parece  que  la  lei  no  queda  defec- 
tuosa, agregándose  al  artículo  2.^  los  incisos  que 
se  proponen.  Sin  emb^go,  me  permitiré  algu- 
nas palabras  mas  sobre  la  manera  de  conside- 
rar IfiS  facultades  estraordinarias. 

"  El  señor  Ministro  ha  dicho  al  principio  de 
su  discurso,  que  podría  haber  ocasiones  en  que 
las  Cámaras  necesitasen  conceder  facultades  es- 
traordinarias sobre  las  materias  indicadas  en  los 
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tr  u  8  incisos  que  contiene  su  indicación,  por9[tte 
las  Cámaras  pueden  concedel*  estas  facultades 
siempre  que  lo  tengan  a  bien;  i  por  eso  preten- 
de su  señoría  aumentar  las  escepciones. 

"  A  mí  me  parece  que  las  facultades  estraor- 
diñarlas  no  son  justificables  en  el  sistema  re* 
presentativo,  sino  por  las  necesidades,  por  las 
circunstancias,  i  que  las  Cámaras  no  pueden 
concederlas  libremente  sobre  cualquier  materia. 
Cuando  hai  una  gran  necesidad,  cuando  el  Con- 
greso nacional  no  posee  los  datos  o  anteceden- 
tes que  necesita  para  proceder  con  la  urjencia 
que  demanda  una  reforma,  es  justo  alterar  las 
fórmulas,  sacrificarlas  al  bien  de  la  Repiíblica. 
Por  ejemplo,  se  trata  de  establecer  un  código 
civil  o  criminal  o  de  procedimientos ;  se  trata 
de  reorganizar  las  oficinas  de  aduanas  o  de  cor- 
reos ;  las  Cámaras,  sin  embargo  dé  que  son  le- 
jisladoras,  no  podrian,  sin  grave  peijuioio  de  stis 
funciones  i  del  Estado,  consagrarse  a  discutir 
todo  un  código ;  dedicarse  a  conocer  todos  los 
datos  especiales  i  minuciosos  que  necesita  la  or- 
ganización de  una  oficina  de  correos  o  de  adua^^ 
ñas.  He  aquí  las  circunstancias  en  que  pueden 
concederse  facultades  estraordinarias  al  Presi- 
dente por  tiempo  determinado.  ¿  Pero  militan 
estos  mismos  motivos  en  ninguno  de  los  casos 
citados  en  los  incisos  del  artículo  2.**?  nó,  de  nin* 
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gana  manera.  Cuestiones  son  estas  demasiada 
graves  que  necesitan  ser  consideradas  como  la 
Constitución  ha  querido  que  se  consideren  por 
una  lei  especial ;  i  para  ello  bastan  los  conoci- 
mientos particulares  de  que  puedan  estar  en 
posesión  las  Cámaras.  No  se  necesita  la  especiar 
lidad  de  antecedentes  que  en  una  reforma  de 
aduanas ;  no  se  necesita  perder  un  ano  o  dos  co- 
mo se  necesitarla  para  discutir  un  proyecto 
de  código  civil ;  fuera  de  que  los  objetos  a  que 
se  refiere  el  artículo  en  discusión,  pueden  des- 
pertar la  ambición,  i  llegar  a  ser  víctimas  de  un 
abuso  de  autoridad :  por  otra  parte,  envuelven 
ellos  un  gravísimo  interés  nacional  para  que 
pudieran  someterse  a  la  sola  consideración  del 
Ejecutivo.  No  soi  yo  de  los  que  tienen  miedo 
al  Ejecutivo ;  el  Eijecutivo  que  administra  el 
Estado,  que  tiene  su  mano  en  todos  los  negocios, 
necesita  estar  investido  de  todas  las  atribucio- 
nes necesarias  para  hacer  el  bien;  necesita  que 
su  poder  administrador  no  sea  estrecho,  puesto 
que  sin  esta  ampliación  no  podría  gobernar. 
Pero  no  ha  menester  mas  poder  que  el  necesar 
rio,  no  deben  atribuírsele  facultades  de  que 
podría  abusar  sin  provecho  del  pais. 

"  Resulta,  pues,  que  las  razones  anteriores  i  la 
necesidad  de  evitar  un  abuso  nos  convencen 
de  que  las  Cámaras  no  pueden  conceder  discre- 
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cionalmente  facultades  estraordinarias,  si  no  en 
los  casos  en  que  asi  lo  exijan  los  intereses  na- 
cionales. 

''  Se  dice  también  que  no  tiene  valor  este  im- 
pedimento, que  la  lei  que  tratamos  de  dar  pue- 
de ser  ineficaz,  por  cuanto  el  Congreso,  al  con- 
ceder facultades  estraordinarias  sobre  aquello 
mismo  que  la  lei  prohibe,  podria  decir :  queda 
derogada  la  lei  tal. 

"  Nunca  se  ve  mas  la  fuerza  de  los  argumen- 
tos que  en  sus  aplicaciones.  ApK<juemos  este  a 
las  leyes  orgánicas,  i  entonces  concluiriamos  con 
que  ninguna  debe  darse,  que  todas  son  inefica- 
ces, porque  todas  pueden  derogarse  del  mismo 
modo.  Hai  actos  aconsejados  por  la  moral,  san- 
cionados por  los  principios  jenerales  del  dere- 
cho, los  cuales  necesitan,  sin  embargo,  de  la  le- 
tra  de  la  lei  para  ser  cumplidos,  porque  eso  les 
da  cierta  especie  de  prestijio,  cierto  valor  de 
que  carecen,  i  porque  cuando  no  están  ordena- 
dos por  una  lei,  se  infrinjen  con  mas  facilidad 
que  cuando  están  sancionados.  Los  principios 
que  acabo  de  emitir  serian  ilusorios  sino  los 
consignásemos  en  esta  lei:  asi  se  introducirá  la 
disciplina,  se  pondrá  coto  a  la  facultad  discre- 
cional del  Congreso  para  que  este  solo  pueda 
conceder  las  estraordinarias  cuando  las  necesi- 
dades nacionales  las  justifiquen,  cuando  las  ne- 
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cesidades  que  hai  que  satisfacer  no  puedan  por 
BU  naturaleza  ser  satisfechas  por  el  Congreso. 

"  Estos  principios  deben  estar  en  la  lei,  de- 
ben estar  escritos,  si  es  posible  en  los  salones  de 
las  cámaras,  para  que  siempre  los  tengan  a  la 
vista,  para  que  no  olviden  la  lei.  Si  la  infiínjen, 
i  si  la  infrinjen  sin  necesidad,  su  culpa  será  ma- 
yor, será  verdadera  culpa ;  i  no  lo  seria  si,  obran- 
do discrecionalmente,  dictasen  una  medida  que 
contrariase  estos  principios. 

"  No  he  tomado  la  palabra,  señor,  sino  con 
el  objeto  de  hacerme  el  honor  de  esponer  al  se- 
ñor Ministro  de  Justicia  las  razones  por  qué 
pienso  de  distinto  modo  que  Su  Señoría  sobre 
estraordinarias,  i  para  espresarle  los  motivos 
que  tuve  para  no  considerar  indispensables  en 
el  proyecto  los  incisos  que  nos  propone. " 


DISCURSO 

en  la  discusión  del  artículo  6.  ° 

"Quisiera  esponer  a  la  Cámara  los  funda^ 
mentos  que  tengo  para  apoyar  el  artículo  de  la 
Comisión ;  pero  antes  de  todo  desearla  que  la 
discusión  de  este  asunto  fuese  razonada  i  mui 
pacífica,  i  que  en  vez  de  contársenos  cuentos 
del  Consejo  de  los  Quinientos,  o  del  parlamento 
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largo,  como  nos  lo  contaba  un  diario  ministe- 
rial el  otro  dia,  para  amenazarnos,  entrásemos 
en  la  cuestión  con  lealtad. 

"  El  liltimo  argumento  que  ha  hecho  el  señor 
Ministro  del  Interior  al  proyecto  consiste  en 
aconsejarnos  que  imitemos  lo  que  ha  hecho  el 
pueblo  ingles  para  efectuar  grandes  reformas  en 
su  constitución,  por  medios  pacíficos,  sin  necesi- 
dad de  convocar  una  Constituyente.  ¿  I  qué  otra 
cosa  es  lo  que  estamos  haciendo  nosotros  ?  Pero 
si  desde  luego  se  nos  viene  a  tachar  de  inconsti- 
tucional esta  reforma,  i  se  nos  viene  a  dirijir  la 
discusión  por  un  camino  tan  estraño,  me  parece 
que  no  conseguiremos  el  objeto  que  nos  propo- 
nemos.  Si  la  Constitución  tiene  algo  de  malo, 
podemos  convertirlo  en  bueno,  por  medio  de 
las  leyes  pacíficas  i  razonadas»  Hai  un  hecho, 
hai  mil  que  nos  muestren  un  peligro :  j  este  pe- 
ligro está  en  la  Constitución  ?  estudiemos  su  le- 
tra i  su  espíritu :  ¿esa  Constitución  nos  presenta 
un  medio  de  evitar  el  peligro  que  nos  amenaza? 
pues  bien,  reglamentemos.  ¿  No  se  ha  hecho  así 
en  Inglaterra,  en  Francia  i  en  otras  muchas  na- 
ciones europeas  ?  ¿  lío  se  ha  hecho  en  nuestra 
propia  patria  ?  i  por  qué  no  lo  hemos  de  hacer 
ahora  ?  No  tratamos  aquí  de  reformar  la  Consti- 
tución, ha  dicho  el  señor  Ministro  del  Interior 
ciertamente  que  no :  tratamos  únicamente  de 
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ejercer  las  atribuciones  que  para  interpretarla 
nos  da  el  art.  164  de  esa  Constitución.  Hoi  se 
nos  presenta  una  cuestión,  a  saber :  la  comisión 
informante  propone  un  medio  para  reglamentar 
la  parte  20  del  art.  82  de  la  Constitución  i  sos- 
tiene que  es  comstitucional  su  proyecto.  El  hono- 
rable señor  Ministro  del  Interior  sostiene  que 
es  inconstitucional.  ¿  I  qué  va  a  hacer  la  Cáma- 
ra ?  ¿  Va  a  reformar  la  Constitución  ?  Nó,  va  a 
decidir  esta  cuestión. 

"  El  art.  82  de  la  Constitución,  en  su  parte 
20,  dice  así : 

"  Declarar  en  estado  ,  de  sitio  uno  o  varios 
puntos  de  la  República  en  caso  de  ataque  eat^ 
rior^  con  acuerdo  del  Consejo  de  Estado,  i  por 
un  determinado  tiempo. 

"  En  caso  de  conrrvocjmb  interior^  la  declara- 
ción de  hallarse  uno  o  varios  puntos  en  estado 
de  sitio,  corresponde  al  Congreso  ;  pero  si  este 
no  se  hallare  reunido,  j9t¿^  el  Presidente  de  la 
Repiíblica  haeerlo,  con  acuerdo  del  Consejo  de 
Estado,  por  un  determinado  tiempo.  Si  a  la  reu- 
nión del  Congreso  no  hubiese  espirado  el  tér- 
mino señalado,  la  declaración  que  ha  hecho  el 
Presidente  de  la  República,  se  tendrá  por  una 
proposición  de  leiP 

"  Ha  distinguido,  pues,  mui  sabiamente  dos 
casos,  el  de  ataque  esterior  i  el  de  conmoción  in- 
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terior.  El  de  ataque  esterior  es  indudable^  es  po^ 
sitivo,  está  a  la  vista  de  todos.  En  el  momenta 
que  se  estableciese  un  bloqueo  en  Valparaiso 
o  en  cualquiera  otro  puerto  de  la  República^ 
hai  un  hecho  verdadero,  indudable,  que  pone 
en  peligro  la  independencia  del  pais,  i  por  lo 
tanto,  requiere  medidas  urjentísimas.  La  con* 
moción  interior  no  es  así :  puede  ser  un  hecho 
finjido  con  el  propósito  de  declarar  en  sitio  la 
República,  puede  ser  parcial^  insignificante  en 
sus  consecuencias,  porque  puede  suceder  que  el 
movimiento  no  sea  jeneral :  puede  estar  la  con- 
moción en  un  punto  esteemo  de  la  República ; 
puede  tener  muchos  caracteres  accidentales  que 
no  es  posible  prever  ni  definir  i  de  los  cuales 
se  podría  abusar  con  un  propósito  perverso. 
¿  Cuál  es  la  autoridad  que  la  Constitución  ha 
designado  para  declarar  al  pais  en  estado  de  sir 
tio,  cuando  el  ataque  sea  esterior  i  cuando  la 
conmoción  sea  interior?  En  el  primer  caso  tai- 
vez  no  hai  tiempo  para  salvar  al  pais  del  peli- 
gro que  lo  amaga,  i  es  preciso  que  el  Ejecuti-. 
vo  proceda  con  presteza,  con  enerjia  a  tomar  las^ 
medidas  convenientes  al  efecto :  en  el  segundo,, 
corresponde  al  Congreso  esta  atribución.  ¿  Por 
qué  ?  porque  entonces  se  puede  i  se  debe  delibe^ 
rar  sobre  si  conviene  o  nó  suspender  el  imperio 
de  la  Constitución,  sobre  si  conviene  o  no  recu^ 
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rrir  a  ese  arbitrio  eatremo  i  peligroso;  porque 
en  la  mayor  parte  de  los  casos  no  habría  nece- 
sidad de  tanto,  puesto  que  el  Ejecutivo  no  ne- 
cesitaría mas  que  de  sus  atribuciones  ordinarias 
para  salvar  al  pais. 

"  El  honorable  Ministro  del  Interior,  en  las 
dos  veces  que  ha  tomado  la  palabra,  nos  ha 
hecho  un  argumento  con  la  urjencia,  nos  ha 
metido  miedo  con  uil  peligro  inminente  que  no 
deja  tiempo  para  nada,  i  el  señor  Diputado  que 
apoya  a  su  señoría,  nos  ha  dicho  que  él  no  quiere 
dejarse  degollar.  ¿  Pero  a  quién  se  le  ocurre  que 
queramos  hacernos  degollar  ?  ¿  Que  no  bastan 
los  medios  ordinaríos  de  que  puede  echar  mano 
el  lE^ecutivo  para  contener  un  desorden  ?  Se 
avisa  que  hai  un  motin,  un  gran  club  en  donde 
se  trama  una  revolución  ¿  ese  Gobierno  no  tiene 
policía,  no  tiene  Intendente  ?  ¿  Qué  es  lo  que  se 
necesita  para  salvar  al  pais  ?  —  aprisionar,  en- 
juiciar ;  i  i  para  tales  providencias  há  menester 
una  declaración  de  sitio  ?  Para  hacer  iluminar  la 
ciudad,  para  hacer  que  la  fiíerza  armada  recorra 
las  calles  en  patrullas,  para  tomar  otros  medios 
diríjidos  a  la  seguridad  de  los  vecinos  ¿necesita 
facultades  estraordinarias?  No,  señor;  el  estado 
de  sitio  no  se  ha  hecho  sino  para  mantener  a  un 
hombre,  a  un  círculo  de  hombres  o  a  un  parti- 
do en  el  poder,  para  salvar  intereses  de  partido 
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i  no  para  'salvar  al  país :  esta  es  la  verdad.  Pera 
también  ha  dicho  el  honorable  Ministro  del 
Interior,  en  la  primera  vez  que  habló,  que  el 
Ejecutivo  debia  tener  amplias  facultades  para 
sostenerse ;  que  podia  recurrir  a  todos  los  arbi- 
trios, valerse  de  todos  los  medios  para  mantc* 
nerse  en  el  poder,  porque  tiene,  como  los  indivi- 
duos el  derecho  de  propia  defensa 

"  El  seSTor  ministro  del  Interior,  —  No  he 
dicho  tal  cosa  .... 

"  El  seStor  Lastarria.  —  Lo  ha  dicho  su  se* 
fíoría.  Volvió  el  señor  Ministro  a  insistir  en  la 
negativa,  i  el  señor  Lastarria  a  afirmar,  por  lo 
eual  el  señor  Presidente  tocó  la  canpanilla  i 
llamó  al  orden. 

"El  si^OR  Lastarria.  —  Continuó:— i  ha 
sido  tal  la  conmoción  de  la  Cámara,  qué  el  mo- 
vimiento solo  de  los  Diputados  al  mr  tales  p»t 
labras,  ha  sido  el  argumento  mas  elocuente 
contra  semejante  doctrina.  Esto  es  desccaioceír 
la  Constitución,  esto  es  atacarla,  herirla  en  lo 
que  tiene  de  mas  sagrado.  Nues*ío  sistema  re* 
presentativo  está  basado  en  la  soberanía  nacicK 
nal,  i  el  señor  Ministro  echa  por  tierra  esa  so* 
beranía  estableciendo  que  el  Gobierno  tiene 
derecho  de  defenderse.  La  Constitución  da  al 
Gobierno  los  medios  que  necesita  para  mante^ 
ner  el  orden,  mas  no  le  autoriza  a  que  use  eso^ 
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medios  para  perpetuarse  en  el  poder.  Establecer 
que  el  Gobierno  tiene  derecho  de  propia  defen- 
sa es  desconocer  la  Constitución,  es  atacar  la 
soberanía  nacional,  es  sancionar  el  despotismo, 
es  borrar  al  pak  kosas  no  sosteudria  una  doc: 
trina  peor. . . .  (  sensación  de  aprchacion  en  los 
Diputados.) 

"  Pero,  señor,  vengamos  al  caso.  La  Constitu- 
ción ha  distinguido  mui  bien  el  ataque  esterior 
i  la  conmoción  interior.  En  el  primer  caso  ha 
dado  al  Ejecutivo  la  facultad  de  declarar  el  sitio, 
i  en  el  segundo  al  Congreso,  i  solo  por  escepcion 
al  Presidente  de  la  República,  con  acuerdo  del 
Consejo  de  Estado :  bien  marcada  está  la  escep- 
cion en  estas  palabras  de  la  Constitución. 

"  I  Pero  si  el  Congreso  no  se  hallare  reunido, 
puede  el  Presidente  hacer  la  declaración."  "Si 
a  la  reunión  del  Congreso  no  hubiese  espirado 
el  término  de  la  declaración  del  Presidente,  se 
tendrá  esta  por  una  proposición  de  lei." 

"  iQ^é  quiere  decir  esto  ?  Que  la  atribución 
de  declarar  uno  o  mas  puntos  de  la  República 
en  estado  de  sitio,  corresponde  al  Congreso  so- 
lamente, i  solo  por  accidente,  al  Presidente  de 
la  República.  I  si  falta  el  motivo  de- esta  escep- 
cion, si  el  Congreso  está  representado  en  la 
Comisión  Conservadora,  porque  esta,  como  lo 
indica  su  título,  representa  las  atribuciones 
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conservadoras  del  Congreso,  ¿por  qué  no  se 
podrá  ocurrir  a  ella,  para  darle  parte  en  la  de- 
claración de  sitio  ?  i  Qué  hai  en  esto  de  incons- 
titucional ?  Si  tratamos  de  evitar  el  peligro  que 
hai  en  dejar  al  Ejecutivo  la  facultad  de  decla- 
rar el  estado  de  sitio  a  su  arbitrio,  i  a  qué  otra 
autoridad  mas  constitucional  que  la  Comisión 
Conservadora,  podríamos  conferir  la  atribución 
de  calificar  el  caso  de  conmoción  interior  ? 

"  Se  dice  que  si  los  autores  de  la  Constitu- 
ción hubiesen  querido  conferir  a  la  Comisión 
Conservadora  esta  facultad  i  no  al  Consejo,  lo 
habrían  hecho,  porque  tan  a  mano  tenian  a  una 
como  a  otra  corporación.  Bueno,  está  bien,  si 
así  lo  hubieran  hecho  no  estariamos  trabajan- 
do por  fijar  el  sentido  de  un  artículo  constitu- 
cional, no  habría  lugar  a  la  cuestión  presente ; 
pero  es  preciso  que  supongamos  que  los  autores 
de  la  Constitución  no  han  querido  sancionar  \m 
abuso.  Talvez  ellos  no  se  imajinaron  que  era 
posible  forjar  motines  o  revoluciones  i  presen- 
tar  a  los  Consejeros  de  litado  planes  de  sangre 
para  meterles  miedo:  no  se  imajinaron,  en  fin,  los 
infinitos  fraudes  que  se  pueden  emplear  para  ob- 
tener la  declaración  de  sitio  del  Consejo  de  Es- 
tado, i  por  eso  no  establecieron  con  la  claridad 
que  seria  de  desear  lo  que  estatuye  el  proyecto 
en  discusión.  I  si  nosotros  vemos  que  es  posible 

•  •— p.  22. 
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que  se  cometan  todos  esos  abusos,  i  por  que  no» 
hemos  de  poner  un  remedio? 

"  Es  preciso  que  la  representación  nacional 
conserve  el  espíritu  de  justicia  i  rectitud  que 
debe  tener  la  Constitución,  es  preciso  que  la 
interprete  siempre  en  favor  de  la  naturaleza 
del  sistema  representativo ;  i  fijo  en  esto  la  aten- 
ción porque  la  declaración  de  sitio  es  en  lo  que 
peligran  todas  las  leyes,  todas  las  garantías  del 
sistema.  La  carta  constitucional  distingue  per- 
fectamente la  conmoción  de  la  declaración  de 
sitio,  i  no  ha  atribuido  especialmente  al  Ejecu-- 
tivo  la  facultad  de  declarar  ambas  cosas :  el  caso- 
de  conmoción  es  un  hecho  independiente  del 
otro.  El  honorable  Ministro  del  Interior  dice 
que  si  se  adoptase  el  artículo  de  la  Comisión 
veadñamoB  a  anular  al  Consejo ;  yo  no  lo  creo 
asi,  i  me  parece  que  este  argumento  ha  sido 
bien  rebatido  por  el  honorable  Diputado  por 
Ancud.  Apelemos  a  los  hechos.  Qué,  porque  el 
Ejecutivo  proceda  de  acuerdo  ^  con  la  represen- 
tación nacional  para  sancionar  las  leyes,  ¿  se 
dirá  por  eso  que  depende  de  ella  ?  El  Presiden- 
te  de  los  Estados-Unidos,  para  tener  Ministros 
de  Estado,  necesita  que  el  Senado  apruebe  los 
nombramientos  de  las  personas  que  elija  para 
desempeñar  estos  cargos.  1 1  per  eso  se  dirá  que 
«1  Presidente  es  dependiente  del  Senado  ?  ¿Por 
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qué  se  dice  que  el  I^ecutivo  va  a  ser  el  eco  de 
la  Comisión  Conservadora  en  caso  de  dar  a  esta 
la  facultad  de  calificar  la  conmoción  interior  í 
porque  si  la  Comisión,  responde  el  Ministro  del 
Interior,  dice  que  sí,  el  Consejo  debe  decir  lo 
mismo,  i  si  dice  que  no,  también  delt)e  decir  que 
no.  Asi  que  fuera.  ¿  Con  qué  razón  podria  de^ 
cirse  que  esta  relación  era  lo  mismo  que  la  de 
dependencia  ?  ¿  Se  podria  decir  en  el  6rden  judi- 
cal,  por  ejemplo,  que  el  jurado  que  condena  está 
bajo  la  dependencia  del  que  declara  si  hai  o  no 
lugar  a  formación  de  causa  ?  Se  podria  decir 
que  el  juez  que  aplica  el  derecho  es  dependiente 
del  jurado  que  fija  el  hecho  ?  No,  señor,  esta  re- 
lación en  que  se  constituyen  los  poderes  o  suff 
diversos  ramos  es  también  lo  que  constituye  la 
armom'a  que  debe  haber  en  todos  ellos.  No  hai 
aquí  dependencia  alguna. 

"Se  dice  que  el  Consejo  de  Estado  no  tendría 
nada  que  hacer  después  de  que  la  Comisión 
Conservadora  declarase  la  conmoción,  ¿  por  qué 
no  tendría  que  hacer  ?  ¿  Se  le  atarían  las  manos 
al  Consejo  por  esto  ?  No,  señor,  si  el  Consejo  e» 
sabio,  prudente,  liberal,  aun  cuando  la  Comisión 
Conservadora  haya  declarado  el  caso  de  conmo-- 
cion  interior,  el  Consejo  de  Estado  puede  decir: 
no  há  lugar  a  sitio,  sin  que  por  esto  se  haya 
perdido  nada  del  carácter  público  que  la  Cons- 
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tituoion  atribuye  a  esas  dos  autoridades.  Por 
otra  parte,  i  qué  es  la  Comisión  Conservadora  ? 
ÜB  uu  cuerpo  que  representa  las  facultades  con- 
servadoras del  Congreso  en  cuanto  tiene  por 
principal  atribución  velar  sobre  la  observancia 
de  la  Constitttcicm  i  de  las  leyes.  El  artículo  5* 
de  la  Constitución  le  impone  terminantemente 
este  deber,  i  cuando  la  Comisión  informante  ha 
querido  atribuirle  la  facultad  de  declarar  la 
conmoción,  para  el  caso  de  sitio,  no  ha  preten- 
dido otra  cosa  que  recomendarle  la  vijilancia 
de  la  Constitución  i  de  las  leyes  que  pueden  ser 
atropelladas  por  un  decreto  del  Ejecutivo: 
^i  hacemos  una  cosa  inconstitucional  confiando 
esto  a  la  Comisión  Conservadora  ?  No,  obede- 
cemos al  art.  58.  Este  artículo  también  dice  en 
su  parte  3.*,  que  la  Comisión  Conservadora  de- 
be prestar  o  rehusar  su  conocimiento  a  todos 
los  actos  en  que  el  Presidente  de  la  República 
lo  pidiese,  segxm  lo  prevenido  en  la  Constitu- 
ción, i  Por  qiió  no  ha  de  ser  uno  de  esos  actos 
este,  que  dispone  el  art.  en  discusión  ?  ¿  qué  tie- 
ne eso  de  inconstitucional  ? 

"  No  recuerdo,  por  ahora,  qué  otros  argumen- 
tos se  hayan  hecho  contra  el  artículo  que  ser 
discute ;  sin  embargo,  pasaré  a  esponer  a  la  Car 
mará  los  motivos  que  he  tenido  yo  para  adhe- 
rir al  proyecto  de  la  Comibion  con  una  lijera 
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alteración  en  este  artículo  6.*  La  Comisión  Con- 
servadora se  compone  de  siete  individuos ;  con 
cuatro  que  concurran  hai  mayoría.  Creo  que  no 
debemos  dejar  a  una  mayoría  de  tres  o  cuatro 
votos  la  calificación  de  la  conmoción  interíor 
porque  le  puede  ser  fácil  al  Ejecutivo  influir  en 
esos  tres  o  cuatro  miembros,  que  talvez  pueden 
ser  Ministros  de  Estado  o  Consejeros.  Así  como 
tememos  que  el  Consejo  declare,  debemos  tam- 
bién temer  que  abuse  la  Comisión  Conservado- 
ra, porque  las  influencias  del  Ejecutivo  son  po- 
derosas i  alcanzan  mucho.  En  este  sentido  pro- 
pongo que  la  Comisión  Conservadora  no  pueda 
calificar  el  caso  de  conmoción  interíor,  si  no  se 
reúnen,  por  lo  menos,  seis  de  sus  miembros  i  con 
la  concurrencia  de  cinco  sestas  partes  de  estos 
votos;  pues  no  es  difícil  que  esta  mayoría  nos 
ofrezca  una  garantía  suficiente,  componiéndose, 
como  es  probable  que  se  componga  la  Comi- 
sión Conservadora,  de  hombres  patriotas  e  inte- 
resados en  la  tranquilidad  pública.  I  no  se  diga 
que  esta  es  una  dificultad  demás,  porque  si  hai 
justo  motivo  para  declarar  la  conmoción,  el 

orden  no  peligra  en  manos  de  una  corporación 
como  esta. 

"  Confieso  que,  a  pesar  de  que  no  hallé  nada 

de  convincente  en  el  discurso  que  el  honorable 

Ministro  del  Interior  pronunció  la  primera  vez 
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sobre  este  asunto,  me  puse  a  estudiar  de  nuevo 
la  cuestión,  i  no  he  podido  imajinanne  cómo  sea 
inconstitucional  este  artículo :  él  está  conforme 
a  la  letra  de  la  Carta  Constitucional ;  conforme 
a  ella  va  a  proceder  la  Cámara ;  conforme  a  ella 
va  a  confiar  la  Cámara  esta  atribución  a  un 
cuerpo  que  es  llamado  en  cien  casos  mas  im- 
portantes que  este  de  que  tratamos.  ¿  En  qué 
está  la  inconstitucionalidad  ?  Si  tratatamos  de 
espHcar  el  espíritu  de  la  Carta,  es  preciso  que 
lo  hagamos  en  sentido  de  la  libertad  i  de  la 
estabilidad  i  mejor  aplicación  de  las  institu- 


ciones.'' 


DISCURSO 

Bobre  el  mismo  artíctilo  6.  ^  aprop<5sito  de  mía  indicación  hecha  para 
qne  bastase  nna  mayoría  de  las  dos  terceras  partes  de  todos  los  miem' 
bros  del  Consejo  de  Estado  para  declarar  el  estado  de  sitio. 

"  Voi  a  hablar  con  el  fundado  temor  de  que 
cansaré  a  la  Cámara  prolongando  por  mas  tiem- 
po la  discusión  de  este  asunto  que  tan  debati- 
do está  ya.  Pero  la  indicación  que  ha  hecho  el 
honorable  Diputado  por  Ulapel  me  fuerza  a  de- 
cir una  palabra  mas  en  la  materia. 

"  Yo  creo  que  la  tal  indicación  deja  subsis- 
tentes las  razones  que  ha  oido  la  Cámara,  contra 
la  del  señor  Ministro  d«l  Interior ;  que  no  salva 
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de  ninguna  manera  los  peligros  que  se  quieren 
evitar  con  esta  leu  Eb  efectivo  que  en  este 
caso,  puede  igualmente  el  Gobierno  abusar  de 
la  facultad  de  declarar  el  sitio,  con  la  aproba^ 
cion  de  las  dos  terceras  partes  de  los  Consejeros 
presentes,  porque  desde  el  instante  en  que  el 
Gobierno  tuviera  interés  en  declarar  en  sitio 
uno  o  mas  puntos  de  la  República,  es  evidente 
que  podria  poner  en  uso  la  facultad  que  la 
Constitución  le  da  para  remover  a  su  arbitrio  a 
los  Consejeros  de  Estado,  como  lo  ka  hecho  ya 
una  vez.  Si  reunidas  las  dos  terceras  partes  que 
se  le  exijieran  por  la  indicación  del  honorable 
Diputado  por  Illapel,  divisase  el  Presidente 
de  la  República  que  no  le  seria  favorable  el  vo- 
to de  algunos  consejeros  para  conseguir  su  pro- 
pósito,  una  hora  antes  de  reunirse  el  Consejo 
destituirla  a  aquellos  individuos.  Esto  es  eviden- 
te. Subsistiría,  pues,  el  mismo  peligro  de  abusos 
que  hemos  querido  evitar.  Por  consiguiente, 
tengo  el  sentimiento  de  no  adherir  a  la  incUca^ 
cion  del  honorable  Diputado  por  Illapal  i  de 
atenerme  a  la  que  yo  habia  hecho  antes. 

"  Una  palabra  mas  sobre  el  único  argumento 
a  que  se  han  acojido  los  adversarios  del  articu- 
lo en  discusión. 

"  Yo  respeto  mucho  los  motivos  que  tienen 
todos  los  señores  Ministros  para  tachar  de  in?- 
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constitucional  el  artículo  de  la  Comisión;  pero 
séame  permitido  hablar  con  franqueza :  creo  que 
es  un  recurso  oratorio  i  nada  mas  el  escrúpulo 
de  inconstitucionalidad,  i  que  los  señores  mi- 
nistros, cuyos  talentos  reconozco  i  respeto,  de- 
ben tener  en  el  fondo  de  sus  conciencias  que  es 
mui  constitucional  la  proposición  de  la  Comi- 
sión. El  honorable  Ministro  de  Justicia  ha  di- 
cho que  la  Constitución  da  al  Consejo  de  Estado 
la  facultad  de  declarar  el  sitio  i  que  no  puede 
menos  de  darle  la  calificación  de  la  conmoción, 
porque  el  sitio  es  la  consecuencia  de  la  conmo- 
ción ;  porque  la  conmoción  es  el  motivo,  el  an- 
tecedente de  la  declaración  de  sitio.  Creo  que 
soi  exacto  al  referir  las  palabras  del  señor  Mi- 
nistro. ¿Pero,  de  dónde  deduce  esta  opinión  su 
señoría  ?  ¿  La  deduce  de  la  letra  de  la  Constitu- 
ción o  de  su  espíritu  ?  Me  parece  que  no  debe 
deducirla  de  la  letra,  porque  diciendo  la  Cons- 
titución:— en  caso  de  conmoción  interior  corres- 
ponde al  Congreso  la  facultad  de  declarar  el 
sitio,  pero  si  éste  estuviese  en  receso  puede  ha- 
cerlo el  Presidente  de  la  República  de  acuerdo 
con  el  Consejo  de  Estado; — ^la  opinión  del  ho- 
norable Ministro  de  Justicia  no  está  en  la  letra 
de  la  Constitución,  está  en  el  espíritu,  en 
la  intelijencia  que  él  quiere  darle.  Luego  hai 
motivo  para  interpretar,  porque  una  parte  de 
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la  Oámara  opina  que  puede  separarse  un  hecho 
de  otro,  i  la  otra  parte  opina  que  no.  El  señoir 
Ministro  dice  que  la  Cámara  no  debe  tratar  de 
interpretar  el  artículo  constitucional:  cierto, 
señor,  que  no  se  trata  de  esto  principalmente, 
se  trata  sí  de  resolver  la  duda  de  si  debe  corres- 
ponder o  nó  al  Consejo  de  ütado  la  califi- 
cación de  la  conmoción  i  la  declaración  de  sitio. 
¿la  qué  ha  de  atenerse  para  esto  ?  A  lo  mismo 
a  que  se  ha  atenido  el  señor  Ministro  de  Justi- 
cia, al  espíritu  de  la  Constitución.  Ahora,  ¿cabe 
en  el  espíritu  de  la  Constitución  un  abuso,  un 
absurdo  semejante  ?  g  Es  posible  suponer  en  los 
autores  de  la  Constitución,  uno  de  los  cuales  se 
halla  entre  nosotros,  que  han  tenido  la  inten- 
ción, al  sancionar  ese  artículo,  de  consignar  un 
abuso  ?  Me  parece  que  no,  i  aun  cuando  la  hu- 
biesen tenido,  la  lejislatura  presente  i  todas  las 
venideras  debían  rechazarlo.  La  esperiencia  nos 
ha  demostrado  que  el  Gobierno  puede  abusar 
de  las  declaraciones  de  sitio ;  esa  esperiencia 
nos  aconseja  que  evitemos  el  abuso :  ¿  cómo  lo 
evitaremos  ?  ¿  dejando  las  cosas  como  están  ?  ¿  de- 
jando subsistente  el  mismo  peligro,  o  adoptando 
el  arbitrio  propuesto  por  la  Comisión  ?  Dos  ca- 
minos tenemos;  o  es  siempre  el  Gobierno  quien 
declara  a  su  arbitrio  el  sitio,  siendo  dueño  de 
borrar  la  Constitución,  de  borrar  las  garantías 
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individuales,  duefio  de  quitarnos  la  salvaguar- 
dia que  tenemos  en  todo  caso,  o  no  lo  es.  El  pri- 
mer camino  es  el  aconsejado  por  los  señores 
Ministros,  el  segundo  por  la  Comisión.  { Cuál 
es  mas  constitucional,  cuál  está  mas  en  el  espi* 
ritu  del  gobierno  representativo?  Esta  es  la 
cuestión,  esto  es  a  lo  que  debemos  atenemos. 
Sin  embargo,  la  materia  está  ya  mui  debatida. 
"  El  último  reducto  a  que  han  ocurrido  los 
que  atacan  el  articulo  es  la  responsabilidad  de 
los  consejeros  de  Estado.  Sóame  permitido  de 
paso  decir  que  yo  no  creo  en  tal  responsabili* 
dad,  asi  como  no  creo  en  la  de  los  señores  Mi- 
nistros. Nuestra  Constitución,  al  establecer  las 
formas  para  hacer  efectiva  la  responsabilidad 
de  los  Ministros,  en  los  artículos  92  hasta  98 
inclusive,  ha  fijado  tales  trámites,  tantas  demo- 
ras, que  a  primera  vista  resulta  que  esas  dispo- 
siciones son  ilusorias,  i  que  es  una  quimera  la 
responsabilidad  de  los  Ministros.  Bien  puede 
decirse  que  a  los  ojos  de  la  Constitución  la  res- 
ponsabilidad de  los  consejeros  es  lo  mismo  que 
la  de  los  Ministros.  Varias  veces,  leyendo  i  es- 
plicando  esos  artículos  de  la  Constitución  sobre 
la  responsabilidad  de  esos  altos  empleados,  se 
me  ha  ocurrido  la  idea  de  uno  que  testase  de- 
jando un  legado  para  el  que  hiciaae  un  viaje  a 
ia  luna :  ni  mas  ni  menos.  Háganse  responsables 
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a  los  Ministros  i  Consejeros  de  Estado,  supri- 
miéndose tantos  i  tan  afanosos  trámites  i  enton- 
ces será  aceptable  el  argumento  hecho.  Según 
el  artículo  en  discusión,  se  dice,  que  en  ningún 
caso  podria  hacerse  responsable  a  los  Consejeros. 
Creo  que  esto  no  es  exacto.  Si  la  Comisión  Con- 
servadora, por  ejemplo,  califica  el  caso  de  con- 
moción, i  esta  cesa  de  un  momento  a  otro,  el 
Consejo  de  Estado  debe  declarar  que  el  sitio 
no  tiene  lugar  a  pesar  del  a^juerdo  de  la  Comi- 
sión, i  comete  un  delito  declarando  lo  contrario- 
Véase,  pues,  si  el  Consejo  será  responsable,  vóar 
se  si  queda  tan  anulado  como  pretenden  los  que 
atacan  el  artículo  de  la  Comisión,  i  Por  qué, 
pues,  se  quiere  llevar  el  argumento  hasta  decir 
que  la  Comisión  conservadora  deja  al  Consejo 
de  Estado  solo  para  promidgar  el  bando? 

"  Mucho  podria  decir  sobre  el  particular,  pe* 
ro  los  señores  Diputados  tienen  ya  bien  for- 
mado su  convencimiento.  Por  consiguiente,  es- 
tamos perdiendo  tiempo  en  discutir  tanto  este 
proyecto.  Pido,  pues,  a  la  Cámara  que  proceda 
a  votar  sobre  él  para  pasar  a  tratar  de  otros 
asuntos  que  demandan  también  su  atención. " 
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DISCUESO 

pronunciado  en  el  Senado  en  la  sesión  del  17  de  agosto  sobre  la  compe- 
tencia del  Congreso  para  lejislar  sobre  la  deelaracion  de  sitio,  compe- 
tencia puesta  en  duda  por  el  señor  Senador  D.  Andrés  Bello. 

"  La  cuestión  que  acaba  de  promover  el  hono- 
rable señor  Senador  que  ha  dejado  la  palabra 
es  sobre  la  competencia  del  cuerpo  lejislativo, 
para  deliberar  i  votar  en  el  presente  asunto* 
JBsta  cuestión  se  suscitó  también  en  la  Cámara 
de  Diputados,  pero  solo  quedó  iniciada,  sin  du- 
da porque  sus  autores,  en  aquella  Cámara,  no 
creyeron  tener  bastante  razón  para  sostenerla. 

"  Sin  embargo,  el  honorable  señor  Senador 
preopinante,  ha  espuesto  las  dificultades  que  le 
asisten,  de  una  manera  tan  lójica  i  tan  sabia, 
que  me  parece  no  dejará  de  haber  hecho  impre- 
sión en  el  ánimo  de  los  honorables  señores  Se- 
nadores. 

"  Yo  no  tengo  la  pretensión  de  resolver  satis- 
factoriamente sus  dificultades ;  no  obstante,  voi 
a  tener  el  honor  de  esponer  las  razones  que  tu- 
vo la  Cámara  de  Diputados  para  considerar  es- 
ta cuestión  como  completamente  resuelta  por  la 
Constitución. 

"  No  cabe  duda  en  que  las  atribuciones  de  una 
Constituyente  son  diferentes  de  las  del  cuerpo 
lejislativo ;  pero  séame  permitido  decir,  que  no 
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fiuado  yo  la  diferencia  de  tales  atribuciones  en 
el  mismo  motivo  que  el  ilustre  señor  Senador, 
que  acaba  de  hablar.  Ha  dicho  el  señor  Senador 
que  el  cuerpo  constituyente  tiene  una  sobera- 
nía ilimitada,  mientras  que  la  soberanía  del 
cuerpo  lejislador  es  limitada. 

"  Para  mí,  señor,  en  ningún  caso  la  soberanía 
es  ilimitada;  absolutamente  en  ningún  caso. 
La  soberanía,  sea  que  la  invista  un  rei,  un  pue- 
blo, un  Congreso  Constituyente,  un  cuerpo  le* 
jislador,  es  siempre  limitada  por  la  justicia 
i  por  motivos  de  conveniencia  pública.  La  dife- 
rencia entre  el  cuerpo  constituyente  i  el  cons- 
tituido, está  solo  en  la  naturaleza  de  sus  atribu- 
ciones. El  Congreso  Constituyente  tiene  atri- 
buciones  para  organizar,  para  determinar  la 
Constitución  del  Estado,  para  constituir  el  po- 
der ejecutivo,  el  lejislativo,  el  judicial,  el  elec- 
toral; para  determinar  las  facultades  de  cada 
uno  de  estos  poderes,  i  nada  mas :  el  Congreso 
lejislativo,  como  que  no  es  Constituyente,  no 
tiene  soberanía  suficiente  para  organizar  estos 
poderes ;  pero  la  tiene  para  llenar  los  vacíos  de 
la  Constitución,  para  reglamentarla ;  para  es- 
plicar,  para  interpretar  todas  las  dudas  que  se 
susciten  sobre  la  Constitución.  Si  el  Congreso 
no,  tuviera  estas  facultades,  la  Cámara  de  Señar 
dores  no  se  ocuparía  hoi  dia  en  reglamentar  las 
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atribuciones  de  las  Municipalidades,  que  cons- 
tituyen un  verdadero  poder  en  la  República;  la 
Cámara  de  Diputados  no  se  ocuparía  en  regla- 
mentar el  poder  electoral,  que  también  es  un 
verdadero  poder ;  en  el  año  42  no  se  habría  po- 
dido tampoco  reglamentar  el  poder  judicial,  que 
también  es  un  verdadero  poder  constitucional; 
la  lei  del  Réjimen  Interior  no  se  habría  podido 
dar  de  ninguna  manera,  porque  no  habia  un 
Congreso  Constituyente,  i  sin  embargo,  fué  un 
cuerpo  lejislativo  quien  la  di6. 

"Esto  quiere  decir,  pues,  que  si  bien  el  Congreso 
Constituyente  tiene  facultad  para  organizar  Ips 
diversos  poderes  del  Estado,  él  Congreso  lejis- 
lativo esplica,  amplifica,  llena  los  vacíos  que  la 
Constitución  pueda  tener :  esto  es  lo  que  ha  que- 
rído  hacer  el  presente  proyecto  con  el  artículo 
161,  la  parte  6/  del  artículo  36  i  la  20  del  ar- 
tículo 82  de  la  Constitución. 

"  La  Cámara  de  Diputados  ha  reconocido  que 
hai  muchos  casos  en  que  son  justificables  las  fa- 
cultades estraordinarías,  como  arbitríos  de  buen 
Grobiemo ;  i  en  esto  no  ha  hecho  otra  cosa  que 
reconocer  un  príncipio  que  está  admitido  en  to- 
das las  Repúblicas,  en  todos  los  estados  rejidoB 
por  el  sistema  constitucional,  porque  es  eviden- 
te que  las  atribuciones  ordinarias  no  bastan  en 
muchas  ocasiones  para  satifacer  una  necesidad 
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social,  para  realizar  una  medida  salvadora  del 
bien  estar  de  un  pais-  Cuando  el  Congreso  no 
tiene  tieniipo  o  no  tiene  antecedentes  para  dictar 
una  lei,  cuyo  pronto  despacho  eidjen  las  cir- 
cunstancias, autoriza  al  ejecutivo  para  que  lo 
llaga :  he  aquí  una  facultad  estraordinaria :  se 
trata,  por  ejemplo,  de  dar  un  cuerpo  de  leyes, 
un  código  civil,  o  se  trata  de  tomar  una  reso* 
lucion,  para  la  cual  se  necesitan  muchos  detalles 
que  no  pueden  conocer  las  Cámaras,  j  qué  hacer 
en  tales  casos  ?  La  práctica  señala  el  arbitrio  de 
dar  votos  de  confianza  al  ejecutivo,  autorizándo- 
lo con  facultades  estraordinarias.  Pero  es  nece- 
sario establecer  los  principios  a  que  debe  ajus- 
tarse el  Congreso  al  conceder  esas  facultades. 
Entre  nosotros  hemos  visto  concederlas  no  so 
lamente  para  cosas  necesarias,  sino  aun  para 
asuntos  insignificantes ;  i  no  solamente  cuando 
las  circunstancias  lo  exijian,  sino  cuando  preci- 
samente esas  mismas  circunstancias  las  hacian 
injustificables.  Es  preciso,  pues,  tener  una  regla 
que  fije  cuándo  se  deban  conceder  facultades  es- 
traordinarias, i  como  la  Constitución  no  ha  di- 
cho nada  sobre  esto,  tiene  derecho  el  Congreso 
para  completar  ese  vacío  de  la  Constitución ; 
porque  es  preciso  que  haya  una  norma  &  qué 
atenerse.  Me  parece  que  no  hai  motivo  por  el 
cual  hubiera  de  necesitarse  una  nueva  Constiiu^ 
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yente  para  llenar  esos  vacíos.  Una  Constitu- 
yente llamada  para  reformar  la  Constitución, 
reformaría  si  acaso  el  artículo  que  autoriza  al 
Congreso  para  conceder  facultades  estraordina- 
rias,  pero  no  reglamentaria  semejante  atribu- 
ción, no  podria  mesclarze  en  estos  puntos  que 
son  esclusivamente  del  dominio,  de  los  cuerpos 
lejisladores.  De  otro  modo,  seria  erijir  el  prin- 
cipio que  la  Constitución  debe  ser  un  código 
completo  de  leyes  reglamentarias,  lo  cual  es  en- 
teramente contrario  a  la  naturaleza  de  la  Cons- 
titución misma.  Si  los  cuerpos  lejisladores  no 
pudieran  llenar  esta  especie  de  vacío  de  la  lei 
fundamental;  sino  pudieran  esplicarla,  ni  com- 
completarla;  si  no  pudieran  establecer  reglas 
fijas  que  determinen  las  atribuciones  de  los  di- 
versos poderes  del  Estado  en  los  casos  en  que 
la  Constitución  no  lo  ha  hecho,  tendríamos  ne- 
cesidad de  tener  Constituyentes  todos  los  dias; 
i  parece  que  no  es  esto  lo  que  ha  querido  la  Cons- 
titución, ni  mucho  menos  lo  que  exije  la  con- 
veniencia de  países  como  los  nuestros. 

"  Sin  embargo,  parece  que  el  argumento  mas 
poderoso  que  el  honorabre  señor  Senador  preo- 
pinante ha  hecho  presente,  es  que  se  dictaría 
una  lei  de  poca  duración  que  no  obligaría  a  los 
congresos  futuros. 

"  Me  parece  a  mí  que  con  este  argumenta 
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bien  podriamos  dejar  de  dictar  aun  las  leyes 
que  son  mas  necesarias ;  porque  realmente,  se* 
Sor,  si  se  erije  en  principio  que  el  congreso  le- 
jislativo  no  esta  obligado  por  las  leyes  dictadas 
por  los  congresos  anteriores,  porque  puede  re* 
vocarlas  o  reformarlas,  es  lo  mismo  que  estable* 
cer  que  no  debe  haber  leyes  donde  bai  Congreso» 
Para  mí  hai  mucha  diferencia  entre  el  proceder 
de  un  Congreso  que  tiene  una  lei  a  qué  atener* 
se,  i  el  proceder  de  uno  que  no  tiene  lei  a  qué 
atenerse.  En  el  primer  caso,  ya  tiene  una  norma, 
de  la  cual  no  puede  salir  sin  seguir  todos  los  trá* 
mites  que  son  necesarios  para  dictar  una  lei  nue* 
va :  de  seguro,  no  puede  abusar  de  su  posición* 
Se  trata,  v.  g.  hoi  que  no  tenemos  una  lei  sobre 
la  materia,  se  trata  digo,  de  dar  facultades  es* 
traordinarias  al  Ejecutivo,  el  Congreso  podría 
abusar,  o  podria  conceder  facultades  sin  motivo, 
sin  necesidad,  obrando  discrecionalmente. 

"  Pero  supongamos  existente  ya  esta  lei :  en* 
tó'nces  este  Congreso  o  el  del  ano  52  no  podrían 
cometer  un  abuso  semejante,  porque  deberían 
pbedecer  las  reglas  prefijadas  para  hacer  la  con. 
cesión  de  facultades  estraordinarias»  Si  porque 
un  Congreso  futuro  puede  derogar  una  lei,  esta 
lei  no  hubiei'a  de  dictarse,  de  aqui  se  seguiría 
que  toda  lei  se  encontraba  en  el  mismo  caso» 
que  ni  la  Cámara  debería   tener  reglamento, 
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porque  a  su  vez  un  Congreso  futuro  podría  re- 
formarlo, o  declararlo  nulo. 

"  Supongamos  que  un  CJongreso,  a  pesar  de 
tener  una  leí  a  qué  atenerse,  quisiera  conceder 
facultades  estraordinarias  sin  motivo ;  en  tal  ea* 
so,  antes  de  proceder  a  dar  esas  facultades,  ten- 
dría que  derogar  la  lei  anterior  i  al  hacer  esa 
derogación  llamaría  sobre  sí  la  atención  de  los 
demás  poderes,  daría  lugar  a  un  verdadero  con- 
flicto, escitaría  la  opinión  pública.  Pues  bien, 
la  atención  de  los  poderes  públicos  sobre  un 
acto  tan  grave,  la  exitacion  de  la  opinión  pú- 
bHca,  ese  conflicto  peligroso  no  tendrían  lugar, 
si  tal  lei  no  escistiera,  si  el  Congreso  pudiera 
obrar  discrecionalmente  sin  regla  ni  freno,  como 
han  obrado  los  Congresos  que  hasta  ahora  han 
concedido  facultades  estraordinarias  sin  necesi- 
dad. Tal  es  la  utilidad  de  la  lei  que  proponemos. 

"  Estoi  seguro,  señor,  de  no  haber  respondi- 
do acertadamente  al  discurso  que  ha  oido  la 
Cámara,  porque  no  tengo  el  caudal  de  conoci- 
mientos necesarios,  ni  la  capacidad  que  necesi- 
vtaria  para  responderlo  satisfactoriamente ;  pero 
me  parece  que  he  espuesto  a  lo  menos  los  mo- 
tivos que  tuvo  la  Cámara  de  Diputados  para 
considerar  mui  constitucional,  i  mui  de  la  com- 
petencia del  Congreso,  la  sanción  de  la  lei  que 
»e  sujeta  a  su  discusión. " 


XII. 


DISCURSO 

sobre  ana  cuestión  manicipal. 

El  i^ecutivo  dictó,  el  21  de  agosto  de  1849, 
el  siguiente  decreto,  en  circunstancias  de  hallar- 
se la  Municipalidad  de  Santiago  tratando  sobre 
la  destitución  de  su  procurador  de  ciudad. 

"No  pudiendo,  según  el  artículo  160  de  nues- 
"tra  Carta  Constitucional,  ninguna  majistratura, 
''ninguna  persona,  ni  reunión  de  personas,  atri- 
"buirse,  ni  aun  a  pretesto  de  circunstancias  es- 
"traordinarias,  otra  autoridad  o  derechos  que 
los  que  espresamente  se  les  haya  conferido  por 
"las  leyes ;  i  no  habiendo  lei  alguna  que  faculte 
"a  las  municipalidades  para  remover  a  su  arbi- 
"trio  al  respectivo  Procurador  de  ciudad,  el 
"cual,  en  virtud  de  su  oficio,  i  según  el  artículo 
"48  del  Reglamento  municipal  de  8  de  julio  de 
"1831,  es  fiscal  de  los,  procedimientos  de  losRe- 
"jidores ;  en  vista  de  la  precedente  nota  del  In- 
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^tendente,  i  con  arreglo  al  citado  artículo  de  Iíb 
"Constitución,  vengo  en  declarar  por  punto  je- 
"neral  i  hasta  tanto  que  la  Lejislatura  no  san-^ 
"cione  el  proyecto  de  lei  que  ante  ella  pende 
"sobre  atribuciones  de  las  Municipalidades,  que 
"los  Procuradores  de  ciudad  deben  permanecer 
"en  el  ejercicio  de  sus  funciones  a  que  hubieren 
"sido  llamados  por  los  respectivos  cabildos,  i 
'^que  estos  no  pueden  remover  a  su  arbitrio  a 
"tales  empleados.  Anótese,  contéstese  i  publí- 
"quese. 

"BüLNES.  José  Joaqidn  Pereza 


En  la  sesión  de  la  Cámara  de  Diputados,  de 
22  de  agosto,  se  promovió  cuestión  sobre  aquel 
decreto  i  apróposito  de  una  indicación  hecha 
para  que  la  Cámara  lo  declare  nulo,  ilegal  i 
abusivo,  el  señor  Lastarria  emitió  su  opinión  en 
el  siguiente 

DISCUKSO. 

"  La  cuestión  presente  me  parece  de  mucha 
gravedad,  sobre  todo  por  el  jiro  que  ha  toma- 
do. Es  una  cuestión  que  envuelve  un  verdadero 
conflicto  de  atribuciones,  entre  el  poder  Ejecu- 
tivo i  la  Municipalidad.  La  Cámara  se  encuentra 
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«n  el  caso  de'resol verla,  no  por  motivos  de  parti- 
dos, ni  por  otros  antecedentes  que  por  los  que 
le  suministre  el  sistema  representativo,  al  tocar 
puntos  tan  delicados  i  tan  sagrados  como  estos. 
La  interpelación  es,  a  mis  ojos,  una  verdadera 
queja  de  la  Municipalidad  de  Santiago  contra 
el  Ministro  que  espidió  el  decreto  de  que  ya 
tiene  conocimiento  la  Cámara,  i  la  respuesta  del 
konorable  Ministro  de  Justicia  es  también  una 
verdadera  acusación  contra  la  Municipalidad  de 
Santiago.  He  aquí,  pues,  un  conflicto.  Si  el  Pre- 
sidente de  la  República  al  tomar  su  puesto,  ba 
jurado  defender  la  Constitución  i  hacerla  obser- 
var, la  Cámara  no  ha  jurado  menos.  La  Cáma- 
ra de  Diputados,  conservadora  del  orden,  de 
todas  las  garantías  públicas  i  privadas,  de  to- 
das las  leyes  establecidas,  es  preciso  que  obre 
en  este  caso  con  toda  la  cordura  i  circunspección 
que  le  son  características.  No  es  este  un  consejo^ 
no  es  una  invitación ;  no,  señor :  digo  estas  pala- 
bras solamente  porque  estoi  seguro  de  que  los 
señores  Diputados,  al  emitir  su  voto  sobre  este 
asunto,  deponen  sus  pasiones  i  solo  se  acuerdan 
de  su  elevado  carácter,  i  porque  deseo  que  los 
Ministros  dejen  de  amenazarnos  con  el  trastor- 
no del  orden  que  ellos  suponen  irá  a  producir 
nuestra  decisión. 

"  Esta  amenaza,  no  hai  por  qué  hacerla  a  la 


/ 
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Cámara  ni  a  la  Municipalidad :  la  Cámara  de 
Diputados  de  49  es  la  que  mejor  ha  conservado 
el  orden,  i  que  ha  evitado  mas  efectivamente 
una  revolución  de  sangre.  La  Municipalidad  de 
Santiago,  al  rechazar  un  mandato  del  Presiden- 
te de  la  Repiíblica,  que  a  su  juicio  era  incons- 
titucional, se  ha  hecho  digna  rival  de  la  Muni- 
cipalidad de  810:  no  porque  ella  sea  revolucio- 
naria, sino  porque  defiende  sus  fileros  con  dig- 
nidad i  porque  quiere  que  el  Ministerio  entre 
en  la  órbita  de  sus  atribuciones  de  una  manera 

pacífica  i  honrosa i  Qué  se  hace  ahora  si  no 

se  toma  una  resolución  que  establezca  en  su  ver- 
dadero valor  la  Constitución  i  las  leyes  altera- 
das por  la  conducta  del  Ministerio  ?  El  conflicto 
seguirá  entonces  hasta  tomar  un  carácter  que 
puede  acarrear  fimestas  consecuencias.  ¿  No  es 
mejor  que  concluyamos  ahora  mismo  la, cues 
tion  ?  Para  resolverla,  no  debemos  atenemos 
tanto  a  las  leyes  de  Indias  como  al  espíritu  de 
nuestra  Constitución  i  al  sistema  que  tenemos 
adoptado.  No  estoi  perfectamente  de  aucerdo, 
(  sientO'  decirlo, )  con  los  honorables  Diputados, 
que  solo  han  visto  alteradas  o  infiinjidas  las  le- 
yes de  Indias  por  la  conducta  del  Ministerio;  ni 
mucho  menos  lo  estoi  con  el  honorable  Minis- 
tro de  Justicia,  que  ateniéndose  a  esas  leyes,  ha 
querido  convertir  en  una  cuestión  de  jurispru- 
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dencia  civil  la  que  no  es  otra  cosa  que  una  cues- 
tión de  derecho  constitucional,  que  solo  puede 
dirimirse  por  la  Constitución.  Las  leyes  de  In- 
dias son  disposiciones  que  debemos  tomar  en 
cuenta,  pero  solo,  cuando  mas,  como  documentos 
históricos  que  nos  muestran  que  las  Municipali- 
dades han  sido  respetadas,  aun  en  aquellos  tiem- 
pos bárbaros,  en  el  uso  de  las  atribuciones  que 
hoi  quieren  disputarles.  Si  hoi  hubieran  de  re- 
jirse  estas  cuestiones  absolutamente  por  esas 
leyes,  desde  luego  yo  adheriría  a  la  opinión  del 
honorable  Ministro  de  Justicia,  para  probar  que 
la  Municipalidad  anoche  ha  inÉrinjido  una  de 
esas  leyes.  ¿  Qué  dice  esa  lei  que  ha  citado  S.  Si 
¿que  la  Municipalidad  no  puede  funcionar  sin 
su  Presidente  ?  ¿  I  quién  era  Presidente  de  esas 
corporaciones  en  tiempo  de  las  Indias  i  i  Laift 
Municipalidades  eran  lo  que  son  ahora  ?  i  Quién 
las  presidia  entonces  ?  El  Alcalde,  el  Correjidor, 
Pero  las  Municipalidades  constituidas  i  organi- 
zadas en  aquel  tiempo  de  una  manera  distinta 
de  lo  que  lo  están  en  el  dia,  no  son  las  que  de- 
ben servir  de  ejemplo  en  el  caso  presente.  Cuan- 
do el  Presidente  nato  de  las  Municipalidades 
no  puede  o  no  quiere  funcionar,  hace  sus  veces 
otro  individuo  dfe  la  corporación,  que  lo  es  el 
Rejidor  Decano.  Esta  práctica  no  puede  .des- 
mentirse. El  Intendente  de  Santiago  se  retiró, 
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según  se  dice,  esponiendo  a  la  Sala  que  él  na 
entraba  en  semejante  acuerdo,  porque  era  fiel 
servidor  del  Grobiemo.  Talvez  tuvo  razón  el 
Intendente,  pero  también  la  tuvieron  los  Mu- 
nicipales en  continuar  su  acuerdo,  presididos 
de  su  Decano,  i  en  esto  estuvieron  tan  lejos  de 
infrinjir  la  lei  de  Indias  citada  por  el  señor  Mi- 
nistro, cuanto  que  observaron  las  constituciones 
i  prácticas  que  hoi  están  vij  entes. 

"  Ahora,  sobre  que  la  Municipalidad  tiene 
facultad  de  destituir  a  su  Procurador,  no  cabe 
duda,  aun  cuando  la  práctica  no  lo  hubiese  san- 
cionado así,  aun  cuando  el  Gobierno  no  lo  hu- 
biese resuelto  de  una  manera  oficial,  porque  tra- 
tándose de  los  oficiales  subalternos  que  la  Muni- 
cipalidad emplea  en  su  administración,  no  pue- 
de ponerse  en  duda  que  ellos  son  empleados  de 
confianza,  i  por  consiguiente  amovibles  a  volun- 
tad de  los  que  tienen  que  responder  a  la  comu- 
nidad de  sus  operaciones.  I  no  se  crea  que  digo 
en  esto  una  injuria.  Se  establece  como  pre- 
cedente para  fallar  en  el  particular,  que  el  Pre- 
sidente de  la  Kepiiblica  no  tiene  derecho  para 
destituir  a  los  funcionarios  del  poder  judicial, 
sin  embargo  de  que  él  los  nombra,  pero  en  es- 
to no  hai  comparación;  si  la  Constitución  come- 
tió la  aben*acion  de  encargar  a  uno  de  los  po- 
deres políticos   el  nombramiento  de  los  funcio- 
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narios  de  otro  poder  independiente,  como  lo  es 
el  judicial,  no  se  atrevió  a  cometer  otra  abe- 
rración mayor  facultando  al  Ejecutivo  para  que 
destituyese  a  su  placer  a  los  jueces.  I  en  esto 
tuvo  razón,  porque  los  j  ueces  son  verdaderos 
funcionaros  públicos  que  tienen  una  responsa- 
bilidad propia  ante  la  nación  i  que  deben  dar 
cuenta  de  su  conducta  administrativa  a  la  Re- 
pública entera.  Lo  mismo  digo  de  los  demás 
altos  funcionarios  permanentes  que  se  emplean 
en  el  orden  administrativo,  en  cuanto  son  parte 
constitutiva  del  Estado  i  en  cuanto  su  conducta 
está  en  relación  estrecha  con  el  interés  público. 
I  Pero  se  encuentran  en  este  caso  los  oficiales 
municipales  ?  De  ninguna  manera,  ellos  no  son 
funcionarios  públicos,  ni  a  los  ojos  de  la  lei  ni 
de  la  nación ;  desempeñan  oficios,  como  los  llama 
la  lei,  oficios  i  empleos  subalternos  que  están  a 
merced  i  disposición  de  la  Municipalidad ;  por- 
que si  no  fuese  así,  ella  no  podia  ser  responsable 
de  sus  actos.  ¿  Qué  es  el  Procurador  de  Ciudad? 
Es  un  simple  abogado  encargado  de  asesorar  a 
la  Municipalidad,  en  algunas  ocasiones,  i  en 
otras  de  defender  sus  derechos.  Por  eso  es  que 
las  leyes  de  la  Novísima  Recopilación  le  llaman 
JProov/rador  sItícíígo^  i  por  eso  es  que  era  prác- 
tica en  España  que  este  oficial  fuese  nombrado 
como  lo  era  el  escribano  de  cabildo,  el  tesorero 
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i  otros,  segan  los  ñieros  de  cada  ayantamiento. 
Los  cargos  consejiles  se  vendían  a  veces,  otras 
se  elejian,  otras  se  nombraban  por  otros  funcio- 
narios, i  los  oficiales  subalternos  estaban  tam- 
bien  sometidos  a  las  prácticas  de  su  respectivo 
cabildo. 

"  En  América,  según  lo  vemos  por  las  leyes 
de  Indias,  fué  práctica  constante  que  las  Mimi* 
cipalidades  elijiesen  estos  empleados  subalter- 
nos i  pudiesen  destituirlos,  porque  son  emplea- 
dos de  confianza  i  sus  funciones  son  puramente 
económicas.  ¿  El  Presidente  de  la  Repiíblica,  ni 
autoridad  alguna  sobre  la  tierra,  puede  obHgar 
a  la  Municipalidad  a  que  tens^a  a  su  servicio  a 
m  hombre  en  quien  no  tiene  SLnz.  S  Yo  creo 
que  obligarla  a  esto  seria  no  solo  despreciar  las 
prácticas  que  deben  respetarse,  sino  también 
separarse  del  orden  representativo.  El  poder 
municipal,  encargado  de  los  intereses  del  pueblo, 
necesita  administrar  con  independencia  los  in- 
tereses locales;  se  vale,  pues,  de  funcionarios  para 
administrarlos;  estos  funcionarios  responden  de 
su  conducta  ante  la  Municipalidad ;  i  la  Muni- 
cipalidad, por  sí,  responde  a  la  comunidad  déla 
suya.  Por  eso  es  que  no  hai  ninguna  lei  que 
atribuya  al  Rei  de  España  ni  a  ninguna  autori- 
dad distinta,  lo  que  es  de  la  esclusiva  incumben- 
cia de  sus  Cabildos,  i  por  eso  es  que  siempre  se 
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han  respetado  laa  facultades  económicaa  que 
estos  ejercen.  Durante  la  administración  de 
O'Higgins,  desorientadas  completamente  nues- 
tras Municipalidades,  como  lo  estaba  el  Gobier- 
no mismo,  porque  no  tenia  combinación  ni 
prácticas  constitucionales,  se  consultó  al  Presi- 
dente sobre  el  modo  cómo  debian  nombrarse 
los  procuradores.  El  senado  dictó  los  decretos 
que  ha  leido  el  Ministro  de  Justicia,  determi-  • 
nando  que  los  nombrasen  los  municipales  con 
la  aprobación  del  Gobierno.  Pero  esos  Senado- 
consultos  dejaron  de  tener  vida  desde  que  en 
823  se  promulgó  la  Constitución  del  Estado 
reglamentando  todo  esto.  Esta  Constitución 
distribuye  varios  cargos  entre  los  miembros  de 
la  Municipalidad,  dando  al  séptimo  ( porque 
los  cabildos  no  podian  tener  menos  de  siete,  ni 
mas  de  doce  miembros  )  dando  al  séptimo,  digo, 
el  cargo  de  Procurador  i  de  representante  de 
los  derechos  de  la  Municipalidad  en  juicio.  Era 
este  consejal  el  abogado  i  el  asesor  de  la  Muni- 
cipalidad, i  aun  cuando  la  Constitución  no  la 
dijese,  yo  no  dudo  que  su  mente  no  fué  obligan 
a  los  Cabildos  a  que  tuviesen  por  asesor  i  abo- 
gado a  un  hombre  que  no  les  inspirase  confianza, 
i  por  eso  es  incuestionable  que  en  nada  alteró 
la  facultad  que  hai  para  remover  a  este  emplea- 
do. Es  evidente  que  desde  que  falta  la  confianza, 
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no  puede  haber  inamovilidad,  porque  un  oficial 
n  empleado  subalterno  no  podría  alegar  perpe- 
tuidad cuando  su  destino  es  de  confianza. 

"La  Constitución  de  28  tampoco  despojó  a 
las  Municipalidades  de  este  derecho.  Antes  bien 
la  parte  décima,  art.  122,  las  autoriza  para  nom- 
brar los  empleados  necesarios  para  sus  servicios, 
entendiendo  bajo  la  denominación  de  servicios 
los  que  siempre  han  entendido  las.  leyes  de 
Indias. 

"  Desde  entonces  acá  se  ha  observado  cons- 
tantemente en  todas  las  Municipalidades  de  la 
República ;  ( i  este  hecho  está  en  conocimien- 
to  de  todos  los  señores  Ministros, )  que  las  Mu- 
nicipalidades, libremente  i  sin  someterse  nunca 
a  la  aprobación  del  Presidente  de  la  República, 
han  nombrado  a  sus  procuradores ;  i  regular- 
mente no  los  han  escojido  de  entre  sus  miembros 
sino  de  los  individuos  de  afuera.  Si  mal  no  me 
acuerdo,  ha  habido  consultas  sobre  si  podia  ser 
Procurador  un  individuo  que  no  era  municipal, 
i  el  Gobierno  las  ha  resuelto  afirmativamente, 
respetando  la  facultad  que  tienen  las  Municipa- 
lidades para  escojer  su  Procurador  en  donde 
quieran.  Esta  práctica  no  está  contrariada  por 
la  Constitución  de  33,  i  antes  bien  el  Gobierno 
la  ha  reconocido  de  un  modo  esplícito  i  solemne 
en  su  proyecto  presentado,  de  acuerdo  con  el , 
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Consejo  de  Estado,  ante  las  Cámaras,  para  la 
organización  del  Poder  municipal.  No  cito  esto 
como  una  lei,  sino  como  un  testimonio  de  la 
opinión  del  Gobierno,  que  es  preciso  que  res- 
petemos, i  que  los  señores  Ministros  se  hallan 
en  el  caso  de  respetarla,  porque  no  solo  es  la 
opinión  del  Presidente  de  la  República,  sino 
también  del  Consejo  de  Estado,  es  decir,  la  de 
la  Administración  Biílnes  que  debe  guardar 
consecuencia  en  sus  principios.  El  artículo  5.** 
de  ese  proyecto,  en  un  inciso  colocado  en  punto 
acápite,  en  tres  renglones,  dice :  "  las  Municipa- 
lidades podrán  reelejir  o  destituir  a  su  secreta- 
rio, a  su  procurador,  a  su  tesorero,  etc. " 

"  Esto  es  lo  que  ha  pensado  el  Gobierno,  lo 
que  ha  pensado  la  Administración  Búlnes ;  i  lo 
ha  pensado  porque  asi  estaba  dispuesto  por 
nuestra  Constitución  i  por  las  leyes. 

"  Ahora  bien,  el  Ministerio  (  séame  permitido 
decirlo,  no  trato  de  calificar  su  conducta ),  en 
mi  humilde  juicio  no  ha  procedido  con  pruden- 
cia en  esto.  ¿  Por  qué  ha  ido  a  tomar  parte  en 
un  asunto  entre  don  Evaristo  del  Campo  i  la 
Municipalidad?  Si  la  Municipalidad  no  tenia 
confianza  en  este  individuo,  ora  fuese  porque  no 
lo. creyese  con  suficientes  aptitudes  para  desem- 
peñarse en  aquel  cargo,  ora  fuese  porque  tiene 
opiniones  contrarias  a  las  de  los  demás  miem- 
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bro8  de  la  corporación,  i  quién  le  ha  dado  auto- 
ridad al  Ministerio  para  decirle  a  la  Municipar 
lidad:  no  puede  V.  destituir  a  su  Procurador? 
"  Creo,  señor,  que  la  Cámara  no  se  encuentra 
en  el  caso  de  declarar  que  el  Ministerio  ha  in- 
frinjido  la  Constitución,  porque  para  hacer  una 
declaración  semejante  se  necesita  de  una  acusa* 
cion.  El  señor  Ministro  de  Justicia  ha  provocado 
esta  acusación,  llamando  cobardes  a  los  que  no 
la  hagan.  Me  parece  que  sin  necesidad  de  poner 
al  Ministerio  en  ese  conflicto,  sin  necesidad  de 
llamar  mas  la  atención  del  público  sobre  esta 
cuestión,  sin  necesidad,  en  fin,  de  ocasionar  el 
desorden,  de  establecer  una  pugna  abierta  entre 
los  poderes,  la  Cámara  puede  declarar  pacifica- 
mente que  el  Ministerio  se  ha  arrogado  faculta- 
des que  no  le  competen  al  dictar  el  decreto  de 
21  del  actual.  Puede  comunicar  esta  declaración 
al  Grobiemo  por  el  órgano  competente,  reser- 
vándose la  facultad  que  tiene  para  conocer  de 
la  acusación,  en  virtud  de  la  parte  2.*,  art.  38  de 
la  Constitución,  si  es  que  el  señor  Diputado  por 
Caupolican  quiere  llevarla  adelante.  ¿  Cuál  será 
la  importancia  de  semejante  acuerdo  ?  La  de  que 
se  fije  un  punto  de  derecho  público,  respetando 
la  práctica  i  las  leyes,  i  cortando,  como  debe 
cortarse,  para  siempre  la  cuestión  entre  la  Mu- 
nicipalidad de  Santiago  i  el  Ministerio:  esto,  si 
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el  Ministerio  persiste  en  Uevar  adelante  su  de- 
creto,  porque  si  acaso  medita  mejor  i  lo  revoca 
de  una  manera  honrosa  i  amigable,  no  tenemos 
para  qué  continuar  en  esto,  i  todo  se  acabará 
con  el  triunfo  de  las  leyes  i  de  los  principios; 
i  con  la  buena  armonía  de  los  poderes  consti- 
tuidos. 

"  Por  esta  razón  me  creo  en  el  deber  de  mo- 
dificar  en  la  forma  propuesta  la  indicación  del 
honorable  señor  Diputado  por  Caupolican. " 


El  señor  Ministro  del  Interior,  contestando 
al  anterior  discurso,  declaró  que  aun  cuando  la 
Cámara  aprobase  la  indicación  i  la  comunicase 
al  Presidente  de  la  Repiiblica,  él  haria  cumplir 
i  llevar  a  cab  o  el  decreto  del  21,  i  el  señor  Las- 
tarria  replicó  lo  siguiente : 

"  Este  es  un  incidente  que  viene  a  alargar 
todavía  la  discusión;  indudablemente  la  Cámara 
no  trata  aqui  de  hacer  una  lei ;  trata,  en  virtud 
de  sus  facultades  ordinarias,  de  dar  una  resolu- 
ción, de  dictar  un  acuerdo  que  manifieste  su 
opinión,  como  Cámara  de  Diputados,  al  Presi- 
dente de  la  República.  Si  el  honorable  Ministro 
del  Interior  asegura  ahora  que,  a  pesar  de  esta 
opinión,  él  hará  cumplir  el  decreto;  i  si  el  Pre- 
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Bidente  de  la  República  apoya  tal  resolución^ 
es  evidente  que  el  Ejecutivo  i  la  Cámara  de 
Diputados  están  en  choque  abierto.  I  si  el  í^e- 
cutivo  no  conoce  que  su  primer  deber  es  evitar 
este  choque,  la  Cámara  de  Diputados,  conserva- 
dora del  orden  piiblico,  lo  evitará.  ¿Cómo,  pues, 
hemos  de  estar  de  punta,  como  se  dice  vulgar- 
mente ?  i  No  habrá  medios  de  avenimiento  entre 
ambos  poderes  ?  La  Cámara  de  Diputados,  en 
virtud  de  sus  facultades  constitucionales,  puede , 
interpelar  a  los  Ministros  para  pedirles  cuenta 
de  sus  actos  administrativos.  Estas  interpelacio- 
nes no  sirven  de  nada,  i  se  haria  completamente 
inútil  el  efecto  que  ellas  deben  producir,  si,  en 
virtud  de  lo  espuesto,  la  Cámara  no  pudiese  to- 
mar una  resolución.  Su  resolución  no  va  a  obrar 
los  efectos  que  obrarla  una  medida  cualquiera 
en  la  administración  pública ;  pero  sí  es  la  emi- 
sión de  una  opinión  del  cuerpo  que  representa 
a  la  nación  lejítimamente.  I  antes  de  atender  el 
Gobierno  a  eso  que  pretende  llamar  opinión  de 
la  jente  sensata,  cuya  opinión  es  vaga  i  no  tiene. 
un>6rgano  reconocido,  debe  atender  a  la  opinión 
de  la  nación  constitucionalmente  representada 
en  esta  Cámara.  Hola !  ¡  Con  que  el  señor  Minis- 
tro del  Interior  se  pondría  mas  bien  en  choque 
con  la  opinión  de  la  Nación,  antes  que  con  la 
que  él  llama  de  la  jente  sensata !  El  pueblo  está 
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aquí  representado,  no  por  una  entidad  vág¿  e 
inverosímü,  como  esa  a  que  apelan  los  Ministros, 
sino  por  el  línico  órgano  que  tiene,  que  es  la 
Cámara  de  Diputados.  La  opinión  de  la  Oáma^ 
ra  de  Diputados  es  la  única  que  debe  respetare; 
No  doi  consejo ;  pero  diré  que  yo,  en  el  caso  del 
señor  Ministro  del  Interior,  evitaría  este  clfcóqtie, 
para  no  mantener  este  elemento  de  discordia, 
que  puede  arrastrarnos  talvez  a  graves  peligros. 
"Este  es  el  modo  de  proceder  que  hallo  mas 
prudente.  Si  acaso  algunos  señores  Diputadoá 
encuentran  otro  arbitrio  para  salvar  bste  incon^ 
veniente,  pueden  proponerlo ;  yo  desde  luego  lo 
acepto.  Esta  es  mi  proposición.  "La  Cámara 
considera  que  el  Ministerio  se  ha  arrogado  fa- 
cultades que  no  le  competen  al  impedir  que  la 
Municipalidad  de  Santiago  use  de  sus  atribu- 
ciones para  destituir  a  su  Procurador* "  En  vano 
seria  aducir  la  práctica  de  todas  las  naciones 
que  han  adoptado  el  sistema  representativo  pa- 
ra justificar  la  conducta  de  la  Cámara  de  Dipu- 
tados en  este  caso ;  eUa  está  en  el  espíritu  de  la 
léi.  La  cuestión,  pues,  está  colocada  en  su  verda- 
dero punto  de  vista.  Yo  he  probado,  a  mi  modo 
de  ver,  que  el  Ministerio  no  ha  tenido  autori- 
dad para  el  presente  decreto  ;  me  he  avanzado 
hasta  decir  que  el  Ministerio  no  ha  obrado  con 
prudencia,  no  para  variar  la  cuestión,  sino  para 

*  *— p.  24. 
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dejarla  en  su  centro.  He  tratado  de  no  valerme 
de  espresiones  of ensiras,  i  ahora  el  señor  Minis- 
tro del  Interior  nos  declara  terminantemente 
que  cualquiera  (|ae  sea  la  lesolucion  de  la  Ga- 
nara en  este  asimto,  éí  la  despreciará  i  llevará 
adelante  su  decreta 

^^  El  SEJElOB  HINIBTBO  DIZ.   hCTSKLOR. No  he' 

dicho  tal  cosa  I 

^^  El  sissroB  liASTABKLáL. — Serán  otras  espre- 
siones^  pero  el  sentido  es  el  mismo :  vamos  al 
hecho ;  obre  como  dice  el  señor  Ministro :  veré- 
mes  si  asi  lo  hace.  Entonces  la  Cámara  sabrá  a 
qné  atenerse.  ^ 


En  la  sesión  del  2&  de  agosta,  el  señor  Las- 
tarria  presentó  la  proposición  de  acuerdo,  en 
estos  términos  i  la  apoyó  en  la  sesión  del  24 
con  él  discurso  que  se  ve  a  continuación: 

"  Conocido  el  negocio  de  la  Municipalidad  de 
Santiago,  la  Cámara  considera  que  dicha  Mu- 
'^nicipalidad  ha  obrado  en  el  circulo  de  sus  atri- 
"budones,  destituyendo  a  su  Procurador  de 
"Ciudad. 

"  Comuniqúese  este  acuerdo  al  Presidente  de 
"la  Bepública  para  que  tenga  presente  la  opi- 
"nion  de  la  Cámara,  espresándole  que  la  Cama- 
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^'ra  desea  que  8.  E.  nse  de  sus  atribuciones 
'^constitucionales  para  evitar  los  funestos  resul- 
'^tados  que  traería  a  la  nación  la  oposición  en 
"que  se  encuentra  el  Ministerío  con  la  represen- 
''tacion  nacional,  a  consecuencia  de  haber  decía- 
'Vado  el  señor  Ministro  del  Interior  que  hará 
"cumplir,  a  pesar  del  acuerdo  de  la  Cámara,^  el 
''decreto  relativo  a  la  cuestión  de  la  Munici- 
"paUdai  " 


DISCUESO. 

**  Me  es  indispensable  esplicar  mi  proposición 
de  acuerdo,  ya  que  no  se  ha  querido  entender 
8u  verdadero  sentido  por  los  que  la  combaten* 
Parece  que  a  porfía  se  trata  de  darle  una  inte- 
lijencia  torcida  en  los  dos  discursos  que  sobre 
ella  acaban  d^  pronunciarse.  Me  bastará  leer  la 
primera  parte  de  esta  proposición,  que  se  refiere 
&  la  Municipalidad,  para  que  cualquiera  hombre 
despreocupado  comprenda  su  verdadero  senti- 
do i  su  objeto.  Dice  así :  "  Conocido  el  negocio 
de  la  Municipalidad  de  Santiago,  la  Cámara 
considera  que  dicha  Municipalidad  ha  obrado 
en  el  círculo  de  sus  atribuciones,  destituyendo 
a  su  Procurador  de  ciudad. " 
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"  Ebtns  son  las  palabras  testiiales  del  a;cu^nIcF 
qne  propongo,  i  en  ellas  aparece  la  única  inteli- 
jencia  que  debe  dársele.  Consideraré  la  cuestión 
separando  los  dos  puntos  que  comprende.  El 
relatiyo  a  la  Municipalidad  está  ya  demasiado 
debatido. 

"Se^  insiste  todavía  sobre  la  poderosa  observan 
cion  que  se  ba  hecho  por  parte  de  la  Munici- 
palidad, acerca  de  la  fa<5ultad  que  le  corresponde 
de  destituir  a  los  oficiales  de  confianza  que  tiene 
facultad  de  nombrar  a  su  arbitrio;  i  para  atacar 
esta  observación  se  supone  que  los  defensores^ 
de  la  Municipalidad  han  dicho  que  el  que  tiene 
la  facultad  de  nombrar  tiene  también  la  facul- 
tad de  destituir.  ¿  Pero,  quién  ha  sentado»  seme- 
jante principio,  señor  ?  Así  es  como  se  discute 
esta  cuestión,  terjiversando  los  argumentos,  sin 
lealtad,  para  atacarlos ;  variando  i  suponiendo 
frases,  para  sacarla  de  su  centro  i  confundir  a 
la  Cámara.  Eso  prueba  que  la  razón  no  está  de 
parte  de  los  que  atacan  mi  proposición.  ¿  Cómo 
era  posible  que  nosotros  tratáramos  de  procla- 
mar una  regla  o  un  principio  contrario  a  la 
Constitución  ?  Lo  que  se  ha  dicho  es  que  un 
empleado  de  confianza,  por  la  naturaleza  de  las 
funciones  qué  le  corresponden,  puede  ser  desti- 
tuido por  aquel  que  tiene  la  facultad  de  nom- 
brarlo i  que,  por  consiguiente,  es  dueño  de  poner 
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SH  confianza  en  quien  se  la  inspire.  Estp  es  Id 
qae  se  ha  dicho,  señor,  i  esto  es  lo  que  no  está 
contradicho  por  ninguna  lei,  ni  por  nuestra^ 
Constitución.  ¿  No  ha  sostenido  esto  mismo  e\ 
«enor  Ministro  de  Justicia  ?  ¿  O  no  nos  acord.a- 
mos  de  lo  que  su  Señoría  respondió  cuando  le. 
interpelaron  sobre  la  destitución  del  Intendente 
de  Colchagua?  El  Ministro  sostuvo  entonces,  no 
solo  que  el  empleo  de  Intendente  era  de  con- 
fianza i  que  por  tanto  podia  ser  destituido  por 
el  Presidente  de  la  República,  sino  que  ademas 
se  avanzó  a  decir  que  un  Intendente  no  era  un 
funcionario  público  sino  un  simple  ájente  del 
Ejecutivo.  ¡  I  ahora  se  quiere  hacer  aparecer  al 
oficial  Municipal,  llamado  Procurador  de  Ciudad, 
<jomo  un  alto  funcionario  de  la  nación!  ¿Hai 
consecuencia  en  esta  manera  de  discutir  ?  iQa& 
comparación  cabe  entre  un  funcionario  público, 
i  un  oficial  municipal?  Si  el  Presidente  de  la 
República  no  puede  remover  ni  destituir  a  los 
funcionarios  públicos,  «es  porque  la  responsabili- 
dad de  estos  está  ligada  con  el  interés  jeneral  i 
porque  seria  demasiado  peligroso  dar  al  Presi- 
dente semejante  atribución.  ¿  Pero,  por  qué  sq 
echa  en  olvido  que  si  la  Constitución  no  da  al 
Presidente  la  facultad  de  destituir  a  los  altos 
funcionarios,  le  dá  la  de  destituir  a  los  emplea- 
dos de  confianza,  como  son  los  Ministros  del 
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Despacho,  los  Oficiales  de  sn  secretaría,  los  In- 
tendentes i  otros  muchos  ?  Ann  hai  mas :  aquí 
hai  un  principio  de  derecho  sancionado  por  la 
Constitución,  en  la  diferencia  que  ella  establece 
entre  funcionarios  que  pueden  ser  destituidos 
a  voluntad  del  Presidente,  i  funcionarios  que 
no  pueden  serlo.  Pueden  ser  destituidos  aquellos 
que  por  la  naturaleza  de  sus  funciones  son  ajen- 
tes  que  necesitan  la  confianza  de  su  jefe  para 
ejercer.  Si  este  es  el  espíritu  de  la  lei,  el  espíri- 
tu de  la  Constitución,  si  el  caso  eñ  que  nos  ocu- 
pamos es  análogo  a  los  previstos  por  ella,  ^por 
qué  nos  ofuscamos,  por  qué  desconocemos  la 
verdad  ?  ¿  Hai  razón  para  preferir  sobre  la  jus- 
ticia un  interés  pasajero  i  caprichoso  de  partido? 
"  Pero  se  dice  también  que  el  Procurador  es 
un  Elscal,  un  censor  de  los  actos  de  la  Munici- 
palidad, i  que  no  habria  una  cosa  mas  fanesta 
que  dar  a  la  Municipalidad  la  facultad  de  des- 
tituido, porque  asi  podria  salvarse  fácilmente 
de  un  censor  incómodo.  Bien!  Señáleseme  la  lei 
que  da  al  Procurador  esas  atribuciones.  ¿  Hai 
alguna  Constitución,  algún  estatuto  o  algún  ar- 
tículo de  Reglamento  que  dé  al  Procurador  la 
facultad  de  censurar,  de  fiscalizar,  la  facultad  de 
acusar  como  un  fiscal,  la  facultad  de  llamai'  a 
juicio  a  la  Municipalidad  ?  Ninguna !  Quien  ha 
dicho  lo  contrario,  pruebe  su  dicho.  ¿  Se  citará 
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4el  Reglamento  de  propios  para  decir  que  coe* 
vierte  al  Procurador  en  fiscal  o  eensor,  tan  solo 
porque  le  faculta  para  jestíonar  o  reclamar  en 
<2Íertos  casos  relativos  a  sus  funciones  de  abc^^a* 
do  i  Apelemos  a  las  leyes  españolas  para  cono* 
<ier  el  orijen  de  este  oficio.  Procurador  síndico 
lo  llaman  ellas,  porque  es  un  simple  abogado^ 
un  simple  representante  i  defensor  de  los  dem* 
clios  i  acciones  de  la  comunidad*  Veamos  las 
leyes  patrias :  aquí  está  la  Constitución  del  ano 
1823,  que  es  la  linica  que  ka  determinado  las 
funciones  del  Procurador.  La  part.  8.*  del  artí* 
culo  220  las  define  así:  (^leyendoy  ^^Sindico  o 
"Procurador  Municipal,  a  cuyo  cai^o  corre  la 
^'defensa  i  recaudación  de  caudales  piiblicos,  i 
^'la  dirección  i  personería  en  todas  las  solicitu- 
^'des  i  ajénelas  sobre  objetos  de  prosperidad 
"territorial,  ya  sea  por  su  ofido^  ya  por  encarga 
"de  la  Municipalidad. " 

Ahora  bien :  luego  el  Procurador  no  es  otra 
cosa  que  el  abogado  de  la  Municipalidad,  el  que 
la  representa  en  sus  pleitos,  el  que,  en  el  círcu- 
lo de  estas  atribuciones,  debe  velar  por  sus  in- 
tereses, ya  por  su  oficio,  o  ya  por  encargo  de 
la  corporación.  Este  es  el  hecho,  lío  hai  otra 
lei  que  defina  las  funciones  del  Procurador, 
dándole  el  carácter  de  fiscal  o  de  censor.  A  nin- 
guno se  le  ha  ocurrido  todavía  sacar  a  este  ofi- 
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Gio  de  su  carácter  de  oficio  de  confiangsa,  snbor- 
diñado  siMapre  a  la  Municipalidad. 

^^  Se  objeta  ademas  que  no  hai  una  sola  leí 
que  autorice  a  la  Municipalidad  para  destituir 
a  este  empleado ;  i  yo  pregunto  ¿  en  dónde  está 
la  lei  que  le  prohiba  hacerlo  ?  Las  leyes  de  In- 
dias permiten  espresamente  a  los  Ayuntamien* 
tos  nombrar  a  su  Procurador  i  demás  oficiales 
cuia^ndo  lo  tengan  a  bien,  i  prohiben,  bajo  seve- 
ras penas  a  los  Vireyes,  Presidentes,  Oidores  i 
demás  autoridades,  entrometerse  directa  o  in- 
directamente en  el  uso  de  esta  atribución.  Las 
leyes  de  la  iN^ovísima  Recopilación  no  centrar 
rian  eae  mandato  ni  ponen  la  mas  insignificante 
linñtacion  a  la  facultad  que  los  Cabildos  tienen 
de  nombrar  a  sus  oficiales.  La  Constitución  de 
828,  en  su  articulo  122,  permite  a  las  Municipa- 
lidades arreglar  su  orden  interior  i  nombrar  los 
empleados  necesarios  para  su  correspondencia 
i  demás  servicios.  ¿  Qué  quiere  decir  esta  facul- 
tad de  nombrar  ?  ¿  Qué  significa  esta  atribución 
nunca  contradicha  i  siempre  reconocida  por  las 
leyes  que  nos  han  rejido  en  todas  las  épocas  de 
imestra  vida  social  ?  Quiere  decir,  señor,  que  las 
Municipalidades  han  podido  siempre  i  pueden 
lihora  nombrar  a  su  arbitrio  i  en  el  tiempo 
que  tengan  por  conveniente,  a  sus  oficiales,  i  que, 
por  tanto,  pueden  renovar,  destituir  o  retirar  su 
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confianza  a  los  individuos  que  tienen  a  su  ser- 
vicio. I  por  Dios,  señores,  que  no  debemos  ol- 
vidarnos de  lo  que  se  trata  aquí :  ¿se  trata  acaso, 
de  un  funcionario  público  ?  Repito  que  no,  i  mil 
veces  no !  Se  trata  solo  de  un  oficial  de  confian- 
za  i  por  eso  es  que  las  leyes  jamas  han  puesto 
límites  a  su  remoción.  Pero  se  nos  arguye  que 
el  Reglamento  de  propios  de  la  Municipalidad 
de  Santiago  prohibe  remover  al  Tesorero,  sino 
eñ  por  la  concurrencia  de  cierta  mayoría  de 
votos  de  los  Municipales  que  están  {H'esentes  en 
el  acuerdo.  ¿  Por  qué  no  puso  ese  Reglamento 
la  misma  limitación  respecto  del  Procurador? 
¿  Quién  se  lo  impidió  ?  g  Qué  no  se  concibe  cuál 
es  la  diferencia  que  hai  entre  lin  Procurador 
de  Ciudad  i  un  Tesorero  municipal  ?  La  desti- 
tución del  Tesorero  importa  la  pérdida  de  su 
honor,  i  Qué  significa  la  destitución  de  un  hom- 
bre que  maneja  caudales  ?  No  significa  otra  co- 
sa, sino  que  no  se  tiene  confianza  en  su  probidad, 
en  su  honradez :  el  que  ha  sido  depuesto  de  una 
función  semejante,  pierde  su  reputación,  lo  pier- 
de todo.  1 1  qué  quiere  decir  la  destitución  de 
un  Procurador  de  Ciudad  ?  Solamente  que  no 
se  fía  la  Municipalidad  en  sus  conocimientos,  o 
que  no  le  satisface  su  consejo  en  la  defensa  de 
los  negocios  que  le  están  encomendado^ ;  i  esto 
no  es  un  borrón  que  carga  sobre  su  probidad  o 
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sobre  sa  conducta.  Por  este  motivo  hai  un  Re- 
glamento que  pone  limitación  a  la  remoción 
del  Tesorero,  mientras  que  las  leyes  de  Indias, 
las  de  la  Recopilación  i  la  Constitución  de  28, 
dejan  al  arbitrio  de  las  Municipalidades  el 
nombramiento  de  sus  demás  empleados,  incluso 
el  Procurador.  Si  hasta  ahora  no  se  ha  dicho 
•espresamente  i  con  todas  sus  letras  que  las  Mu- 
nicipalidades tienen  el  derecho  de  destituir  al 
Procurador  de  Ciudad,  es  porque  todavía  no  se 
habia  ocurrido  a  nadie  desconocer  ese  derecho, 
porque  todavía  nadie  habia  suscitado  la  pere- 
grina cuestión  que  nos  ocupa.  Pero,  lo  repito: 
dígase  si  hai  lei  que  desconozca  ese  derecho, 
•dígasenos  si  la  naturaleza  de  las  funciones  de 
un  Procurador  contraría  el  ejercicio  de  esa  fer 
<;ultad  o  impide  obrar  a  las  Municipalidades 
como  ha  obrado  la  de  Santiago. 

"  A  salvar  estos  principios  tiende  la  primera 
parte  del  acuerdo  que  propongo  a  la  Cámara; 
mas  se  me  objeta  que  esta  proposición  tiende 
a  sancionar  la  conducta  irregular  de  la  Munid- 
palidad,  i  a  dirimir  una  verdadera  competen- 
cia que  hai  entre  esta  i  el  Intendente,  siendo 
asá  que  solo  al  Consejo  de  Estado  corresponde 
decidirla,  en  virtud  de  un  artículo  de  la  Cons- 
titución. 

Restablezcamos  los  hechos :  yo  apelo  a  los 
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recuerdos  de  los  señores  Diputados ;  apelo  al 
acta  de  esa  misma  sesión  municipal  que  se  ha 
publicado.  Se  ha  sostenido  sin  contradicción  eñ 
esta  Cámara  i  consta  de  esa  misma  acta^  que 
reunida  la  Municipalidad  trató  de  destituir  a 
su  Procurador ;  que  el  Intendente  declaró  que 
no  podia  entrar  en  tal  acuerdo,  presentando  un 
decreto  espedido  ad  hoc  por  el  Gobierno ;  que 
los  Municipales  protestaron  contra  ese  decreto; 
i  que  entonces  el  Intendente  se  retiró  de  la  Sa-» 
la,  negándose  a  presidir  la  sesión,  que  oontimió 
presidida  por  el  Rejidor  Decano.  El  Intenden- 
te no  levantó  pues  la  sesión,  ni  ha  dicho  des- 
pues  nada  contra  el  acuerdo  que  celebró  la  Mu- 
nicipalidad. ¿Ha  reclamado  el  Intendente  de 
ese  acuerdo? 

"  Los  SESroBBs  MnoBTBOS.  —  Sí  señor,  ha  re- 
clamado en  tiempo. 

^^  El  señob  Lastabbia:  Entonces  corresponde 
a  otra  autoridad  conocer  de  ese  reclamo ;  pero 
de  ninguna  manera  hai  en  ^to  una  competen- 
cia, i  Qué  se  entiende  por  competencia  ?  SI  con¡^ 
Jicto  de  atribuciones  entre  dos  autoridades  de 
distinta  jurisdicción,  como  dos  jueces  por  ejem- 
pío.  ¿ikkte  semqante  diferencia  entre  din. 
tendente  i  la  Municipalidad,  en  cuanto  al  ejer- 
cicio de  las  funciones  municipales  ?  De  ninguna 
manera :  son  una  misma  cosa,  porque  el  Inten- 
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dente  es  el  Presidente  constitucional  de  la  Mu- 
nicipalidad; i  cuando  en  virtud  del  artículo  129 
de  la  Constitudon  suspende  la  ejecución  de  un 
acuerdo  municipal,  no  suscita  una  competencia 
ni  da  lugar  a  un  conflicto  de  jurisdicción.  Su- 
puesto que  ha  reclamado  el  Intendente,  es  llega- 
do el  caso  de  que  el  Gobierno  intervenga,  i  no 
debió,  por  ningún  motivo,  anticipar  su  resolu- 
ción ni  entrometerse  en  una  cuestión  á  que  no 
^ra  llamado. 

"  Pero  se  dice  que  el  Grobiemo  no  hizo  otra 
cosa  que  responder  a  la  consulta  que  le  hizo  el 
Intendente;  i  si  en  esa  respuesta  confiesa  el 
Gobierno  que  ante  el  Congreso  pende  un  pro- 
yecto de  lei  que  determina  lo  que  debe  hacerse 
en  el  caso  consultado,  ¿  por  qué  se  anticipa  a  dar 
laTesolucion  que  solo  al  Congreso  corresponde? 
i  Por  qué  en  lugar  de  dar  ese  decreto  que  atro- 
pella  las  atribuciones  municipales  no  se  limitó 
a  responder  al  Intendente  que  se  atuviese  a  las 
prácticas  establecidas  ?  Este  asunto  no  era  de  la 
competencia  del  Gobierno,  como  él  mismo  lo 
confiesan  Si  es  llamado  el  Consejo  de  Estado  a 
resolver  sobre  el  reclamo  que  sé  dice  ha  entabla- 
do el  Intendente,  estói  seguro  de  que  para. ser 
consecuente  con  sus  principios  tiene  que  decir 
que  nada  tiene  que  ver  en  él.  Mas,  supongamos 
que  el  Gobierno  se' halle  en  la  necesidad  de  dar 
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nna  resolución  por  cuanto  debe  velar  sobre  el 
orden  administrativo :  en  tal  caso,  el  Grobiemo 
no  solamente  está  obligado  a  hacer  cumplir  las 
leyes  que  se  han  citado  en  esta  discusión,  sino 
que  también  está  obligado  a  ser  consecuente 
con  los  principios  que  él  mismo  ha  establecido. 
Cuando  un  Gobierno  reconoce  un  principio  en 
el  orden  orgánico  i  constitutivo  del  Estado,  ne^ 
cesarlo  es  que  sea  consecuente  con  este  prind- 
pió,  que  lo  respete  siempre,  porque  de  otro  modo 
nunca  habrá  un  réjimen,  nunca  un  sistema,  sino 
fluctuaciones  i  perplejidad.  El  (robierno  ha  di- 
cho, con  acuerdo  del  Consejo  de  Estado,  en  el 
proyecto  de  lei  sobre  organización  i  atribucio- 
nes de  las  Municipalidades,  estas  terminantes 
palabras:  (^Leyendo.) 

"  Art.  5.**  En  la  sesión  inmediata  nombrará 
"la  Municipalidad,  a  pluralidad  de  votos  i  en 
"votación  secreta,  al  Alguacil  mayor,  al  Juez 
"de  abastos,  al  Inspector  de  propios  i  arbitrios, 
"al  Inspector  de  instrucción  piíblica,  al  Inspec- 
"tor  de  obras  i  establecimientos  piíblicos,  al 
"Secretario,  al  Procurador  de  ciudad  i  al  Dele- 
"gado  de  policía  i  ¿Tuez  de  aguas.  Los  tres  lílti- 
"mos  destinos  deberán  recaer,  siempre  que  sea 
"posible,  en  individuos  que  no  sean  miembros  de 
"la  Municipalidad. 

"  Los  cargos  consejiles  i  los  destinos  de  que 
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^habla  el  artículo  anterior,  durarán  nn  eño; 
"pero  la  Municipalidad  podrá  destituir  ( pido 
^la  atención  de  la  Cámara )  destituir  o  reelejir 
•'a  las  personas  que  los  desempeñen,  siempre  que 
"lo  encuentre  conveniente. " 

"  Ahora  bien :  al  dictar  el  Gobierno  un  decre- 
to sobre  este  mismo  caso,  ¿qué  es  lo  que  ha  di- 
cho ?  Pido  al  señor  secretario  que  se  sirva  leer 
el  decreto  del  Gobierno.  (  Se  leyó. ) 

^^  Ha  dicho,  pues,  absolutamente  lo  contrario 
de  lo  que  aparece  del  espíritu  i  terto  del  artí- 
culo que  he  citado.  I  no  solo  ha  dicho  lo  con- 
trario, sino  que  ademas  ha  anticipado  una  reso- 
lución que  él  mismo  confiesa  pertenecer  a  la 
Cánuu*a.  Ha  traspasado  sns  atribuciones,  con* 
trariando  las  leyes  establecidas,  las  prácticas 
admitidas,  lc«  principios  recibidos  por  él  mis- 
mo.  Dice  que  ello  debe  ser  materia  de  una  lei, 
i  en  seguida  sienta  que  el  poder  ejecutivo  puede 
tomar  providencias  para  conservan  el  orden, 
para  mantener  a  cada  una  de  las  autoridades  en 
el  círculo  de  sus  atribuciones.  ¿I  por  qué  no  se 
conserva  él  en  el  círculo  de  las  suyas  ?  %  Por  qué 
anticipa  un  decreto  sobre  uija  materia  que  re- 
conoce no  ser  de  su  incimibencia  ?  %  Por  qué  no 
espera  a  que  se  suciste  eso  que  se  llama  competen- 
cia entre  el  Intendente  i  la  Municipalidad  ?  En- 
tonces podria  haberse  escusado  su  intervención. 
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gEn  dónde  está  la  lei  que  lo  aatcwice  para  pro- 
ceder así  ?  En  dónde  está  la  lei  que  haya  dicho 
que  las  Municipalidades  no  pueden  destituir  a 
su  P!rocurador,  a  sus  oficiales  de  confianza,  para 
que  el  Gobierno  venga  a  revocar,  motu  propio, 
el  acuerdo  solemne  que  él  mismo  ha  celebrado 
i  presentado  a  las  Cámaras  Lejislativas  ? 

"El  Gol¿emo  debió,  pues,  atenerse  a  lo  que 
han  establecido  las  leyes  i  las  constituciones,  a 
lo  que  él  mismo  ha  reconocido  i  establecido 
como  una  regla.  Ese  articulo  1S3  de  la  lei  del 
Béjimen  Interior,  que  se  ha  citado,  entiende 
por  regla  establecida  la  que  está  manifiestamen- 
te conforme  a  la  letra  de  las  leyes  i  ordenanzas 
Mmucipales.  En  hora  buena,  si  no  solamente 
por  el  espíritu  de  las  leyes  que  se  han  leido  ante 
la  Cámara,  sino  también  por  su  letra,  están  au- 
terizadas  las  Municipalidades  para  nombrar  i 
elejir  a  su  arbitrio  a  los  oficiales  de  su  depen- 
da, i  contra  qué  lei  entonces  ha  obrado  la  de 
Santiago  al  nombrar  otro  Procurador  en  lugar 
del  que  tenia  ?  Absolutamente  contra  ninguna. 
¿  Cuál  es  la  regla  establecida  conforme  a  la  letra 
de  la  lei,  que  se  ha  infrinjido  en  este  caso  ?  Nin- 
guna: por  el  contrario,  la  Municipalidad  ha 
obrado  conforme  a  lo  que  el  mismo  Gobierno 
tenia  propuesto  a  las  Cámaras  en  conformidad 
de  esas  leyes,  cuyo  sentido  se  quiere  hoi  teiji- 
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versar.  Sobre  todo,  señor,  insisto  en  que  está 
seria  la  cuestión  que  el  Gobierno  tendría  que 
resolver  sobre  el  reclamo  del  Intendente,  des- 
pués de  oidas  las  observaciones  que  ese  artículo 
de  la  lei  del  Réjimen  Interior  permite  hacer  a 
las  Municipalidades ;  pero  de  ninguna  manera 
podría  ser  resuelto  el  punto  con  la  anticipación 
i  del  modo  que  el  Gobierno  lo  ha  hecho,  faltan- 
do a  las  reglas  establecidas,  que  él  debió  respe- 
tar primero  que  la  Municipalidad. 

"  Pasando  ahora  ala  segunda  parte  de  mi  pro- 
posición, voi  a  leerla  de  nuevo  para  que  se  vea 
su  sentido.  Dice  así : "  Comuniqúese  este  acuerdo 
"al  Presidente  de  la  República  para  que  tenga 
"presente  la  opinión  de  la  Cámara,  espresándo- 
"le  que  la  Cámara  desea  que  S.  E.  use  de  sus 
"atribuciones  constitucionales  para  evitar  los 
^funestos  resultados  que  traería  a  la  Nación  la 
"oposición  en  que  se  encuentra  el  Ministerío  con 
"la  Representación  nacional,  a  consecuencia  de 
"haber  declarado  el  señor  Ministro  del  Interíor 
"que  hará  cumplir,  a  pesar  del  acuerdo  de  la 
"Cámarív,  el  decreto  relativo  a  la  cuestión  de  la 
"Municipalidad. " 

"  El  señor  Ministro  de  Justicia  ha  dicho,  en 
primer  lugar,  que  esto  es  una  transacción  des^ 
honrosa  que  yo  propongo;  en  segundo  lugar^ 
ha  dicho  que  al  proponerla,  he  ofrecido  el  pef- 
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don  al  Ministerio;  en  tercer  lugar,  ha  dicho  que 
yo  propongo  que  la  Cámara  declare  que  no 
merece  su  confianza  el  Ministerio.  El  honora- 
ble señor  diputado  por  Santiago,  que  también  ^ 
ha  rebatido  esta  proposición  de  acuerdo,  ha 
sostenido  que  yo  digo  en  ella  una  falsedad,  sen- 
tando que  el  Congreso  Nacional,  las  dos  Cáma- 
ras, se  encuentran  en  oposición  con  el  Ministe- 
rio, i  De  qué  palabras  de  mi  proposición  ha- 
brán podido  estos  señores  deducir  todos  estos 
cargos  ?  ¿  De  su  espíritu  tal  vez  ?  Tampoco.  Asi 
se  combate  mi  pensamiento,  alterándolo,  ha- 
ciéndolo aparecer  lo  que  no  es  ni  ha  queri- 
do ser. 

"  Abro  una  proposición  de  acuerdo  a  la  Cá- 
mara para  que  al  fin  tenga  algún  resultado  el 
asunto  que  nos  ocupa.  He  basado  esta  propo- 
sición sobre  los  puntos  de  la  discusión.  En  la 
sesión  del  miércoles,  modificando  la  indicación 
del  honorable  diputado  por  Caupolican,  pro- 
puse que  la  Cámara  declarase  que  el  Ministerio 
áe  habia  arrogado  atribuciones  que  no  le  com- 
peten, al  dar  su  decreto  sobre  el  negocio  de  la 
Municipalidad.  Mas  como  el  mismo  señor  Di- 
putado, a  provocación  del  Ministro  de  Justicia, 
ha  acusado  al  del  Interior,  i  como  esa  acusa- 
ción provocada  está  ya  presentada,  no.  he  que- 
rido insistir  en  aquella  indicación  tan  solo  por-. 

•  •— p.  26. 
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qae  la  Oámara  no  anticipe  su  resolución  sobre 
la  acusación.  Por  eso  es  que  la  M  formulado 
en  la  manera  que  ahora  la  presento  i  no  por 
transijir.  En  buenos  términos,  no  propongo 
otra  cosa  sino  que  la  Cámara  declare  que  con- 
fiidera  que  la  Municipalidad  ha  obrado  legal- 
mente,  i  que  se  comunique  esto  al  Presidente, 
como  una  opinión,  contra  la  cual  se  pronuncia 
hostilmente  el  Ministerio  del  Interior,  dando 
lugar  a  un  verdadero  conflicto. 

"Cuando  hice  mi  primera  indicación  i  la 
fundé,  no  he  oJBrecido  el  perdón,  porque  no  soi 
.  un  fatuo  o  un  necio  para  imajinarme  que  la 
Cámara  puede  perdonar  al  Ministerio,  cuando 
ni  la  Constitución,  ni  las  leyes,  ni  el  sistema 
áe  nuestro  Gobierno  le  prestan  fundamento 
para  dar  semejante  perdón.  Estoi  seguro  de 
que  no  he  pronunciado  tal  palabra^  i  si  se  me 
hubiera  escapado,  la  borraría,  protestaria  con- 
tra ella.  He  invitado  sí  al  Ministerio  a  que 
reconsidere  al  asunto  i  lo  medite  con  mas  cal- 
ma* Entre  el  Poder  Ejecutivo  que  invade,  i  el 
Poder  Municipal  que  sufire  la  invasión,  hai  un 
conflicto  que  pudiera  salvarse  con  prudencia  i 
i^nguno  mejor  que  el  Ejecutivo  debiera  tenerla. 
Por  eso  es  que  espresé  mi  deseo  de  que  el  Mi- 
Bíkiterio  volviese  con  calma  a  meditar  el  nego- 
cio del  Poder  Municipal.  I  digo  Poder  Munici- 
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pal,  a  pesar  de  la  opinión  del  Ministro  de  Justicia 
porque  las  Municipalidades  forman  en  el  siste- 
ma i  por  nuestra  Constitución  un  verdadero  po- 
der público,  porque  tienen  intereses  peculiares 
que  cuidar,  porque  tienen  una  organización  i 
atribuciones  especiales  para  velar  sobre  esos 
intereses  que  son  mui  distintos  de  los  sociales. 
Si  las  Municipalidades  están  encadenadas,  no 
dejan  por  eso  de  representar  un  verdadero  po- 
der que  debemos  respetar,  si  queremos  ser  re- 
publicanos. Pero  esta  digresión  es  inútil.  No  lie 
ofrecido,  pues,  el  perdón:  he  llamado  la  atención 
del  Ministerio,  con  los  términos  mas  respetuo- 
sos a  la  situación  presente,  para  que  evite  el 
choque  en  que  se  encuentra,  no  con  un  simple 
Diputado,  sino  con  la  Cámara  entera. 

"  Se  me  ha  hecho  también  un  cargo,  asegu- 
rando que  cuando  hablo  a  la  Cámara,  doi  por 
hechas  las  cosas  como  si  tuviera  las  resoluciones 
en  mi  bolsillo.  No  contestaré  a  esto,  porque  no 
es  un  cargo  sino  una  puerilidad  sacar  argumento 
de  la  manera  que  un  Diputado  tiene  de  espre* 
sar  sus  ideas.  Si  hablo  así,  no  sé  porque  lo  hago: 
será  tal  vez  por  distracción  o  por  recurso  oratorio. 

"El  objeto  de  la  segunda  parte  de  mi  propo- 
sición no  es  otro  que  hacer  presente  la  opinión 
de  la  Cámara  en  el  asunto  de  la  Municipalidad 
al  Presidente  de  la  República :  nada  mas.  No 
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se  quiere  tampoco  imponerle  esta  opinión;  no  se 
trata  de  dictar  una  lei  o  un  decreto;  no  se  quie- 
re  que  la  Cámara  traspase  sus  atribuciones  pro- 
curando imponer  por  la  fuerza  su  pensamiento: 
no  hai  aquí  el  despotismo  de  que  se  nos  acusa. 
I  Acaso  la  Cámara  es  despreciable  a  los  ojos  del 
Ministerio  ?  ¿  La  Cámara  no  merece  que  el  Pre- 
sidente de  la  Repiiblica  atienda  a  su  opinión?  Pe- 
ro se  ha  querido  sacar  la  cuestión  de  su  centro, 
dándole  un  carácter  demasiado  serio,  hasta  el 
estremo  de  ver  en  ella  el  principio  de  una  revo- 
lución sangrienta,  el  principio  de  la  anarquía, 
que  tanto  se  teme  para  Chile.  Participo  de  los 
temores  del  honorable  Diputado  por  Santiago, 
señor  Montt ;  yo  también  estoi  viendo  la  anar- 
quía; pero  no  la  veo  en  donde  el  señor  Diputado 
quiere  encontrarla.  ¿  Por  qué  se  teme  la  anar- 
quía ?  i  Acaso  porque  la  Cámara  de  Diputados 
considera  que  la  Municipalidad  de  Santiago  ha 
obrado  con  arreglo  a  sus  atribuciones  ?  ¿  O  por- 
que desea  que  el  Presidente  de  la  Repiiblica 
use  de  sus  facultades  constitucionales  para  evi- 
tamos el  conflicto  ?  No,  señor,  de  ninguna  ma- 
nera: esto  no  da  motivo  para  una  revolución: 
la  Cámara  no  da  principio  a  la  anarquía  por- 
que quiere  que  se  respeten  la  Constitución  i 
las  leyes:  la  Cámara  que  refrena  los  abusos,  la 
Cámara  que  conserva  su  independencia  para 
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llamar  al  orden  de  un  modo  pacífico  a  los  po- 
deres qíie  se  salen  de  él,  no  es  una  Cámara  re- 
volucionaria. Yo  veo  la  anarquía,  pero  la  veo 
en  la  competencia,  en  ese  choque  abierto  e  im- 
prudente que  los  ministros  del  despacho  han 
establecido  contra  Ja  Cámara  de  Diputados:  alH 
está  el  peligro.  El  Ministro  de  Justicia  nos  ha 
amenazado  anoche  con  la  cólera  del  Presidente, 
i  hoi  nos  dice  de  voz  en  cuello  que  su  Señoría 
tiene  bastante  valor,  bastante  enerjía  para  con- 
servarse en  su  puesto,  i  que  mientras  se  le  quie- 
ra echar  de  él  con  deshonra,  no  lo  abandonará. 
Estas  protestas  de  valor  las  ha  hecho  el  Minis- 
tro porque  cree  divisar  en  mí  proposición  el 
deseo  de  echarlo  con  deshonra,  i  a  mi  no  se  me 
ha  ocurrido  semejante  cosa.  Repito  que  lo  que 
pretendo  es  que  se  haga  presente  al  jefe  de  la 
nación  que  su  Ministro  del  Interior  ha  protes- 
tado ante  la  Cámara  que  cualquiera  que  sea  la 
opinión  de  ésta,  él  llevará  adelante  su  decreto 
i  lo  hará  cumplir.  ¿  Llamar  la  atención  del  Pre- 
sidente de  la  República  sobre  este  grave  con- 
flicto, a  fin  de  que  evite  sus  funestos  resultados, 
es  lo  mismo  que  proponer  que  se  arrojen  con 
deshonra  a  los  Ministros  ?  Ellos  solos  se  lo  di  • 
cen,  quién  sabe  por  qué:  yo  no  lo  entiendo  así: 
creo  que  el  Presidente  podrá  llamar  a  su  Minis- 
tro del  Interior  i  pedirle  que  reconsidere  el 
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asimto  de  la  Municipalidad,  ya  sea  para  no  des- 
preciar la  opinión  de  la  Cámara,  ya  sea  para 
darle  otro  jiro.  Creo,  en  fin,  que  el  Presidente, 
en  uso  de  sus  atribuciones  constitucionales,  pue- 
de sacar  muchos  arbitrios  para  evitar  losfunesp 
tos  resultados  que  se  temen,  antes  de  arrojar 
con  deshonor  a  los  Ministros. 

"  Sin  embargo,  tenemos  que  los  señores  Mi- 
nistros protestan  tener  enerjía  i  valor  para  con- 
servarse en  sus  puestos,  aunque  mi  proposición 
tenga  todos  los  sentidos  que  sus  señorías  quie- 
ren darle ;  i  la  acusan  de  anticonstitucional,  de 
abusiva  i  atentatoria,  porque  ella  importa  lo 
mismo  que  declarar  que  el  Ministerio  no  posee 
la  confianza  de  la  Cámara.  Supongamos  que  así 
fuese,  i  es  inconstitucional,  es  atentatorio,  es  an- 
tiparlamentario hacer  una  declaración  semejan- 
te? No,  señor:  la  Cámara podria  declarar  que 
no  tiene  confianza  en  el  Ministerio 

El  seSTor  Ministro  de  Justicia.  —  ¡  Porque 
no  lo  declara ! 

El  seRor  Lastarria. — ¡  A  qué  esa  baladro- 
nada !  i  A  qué  provocar  acusaciones  i  conflic- 
tos peligrosos  ?  i  Para  hacer  alarde  del  poder  ? 
I  Porqué  el  gobierno  tiene  fuerza  i  la  Cámara 
no  ?  Discutamos :  he  tocado  este  punto  solo  por 
no  dejar  pasar  las  doctrinas  erróneas  i  subver- 
sivas que  se  Tian  proclamado  contra  la  autori- 


—  379  — 
dad  i  atribuciones  de  las  Cámaras.  Si  no  se 
quiere  discurrir  para  averiguar  el  fundamento 
natural  de  estas  atribuciones,  atiéndase  siquie- 
ra a  la  práctica  de  los  estados  representativos. 
¡Cuántos  Ministerios  no  caen  frecuentemente 
por  no  poseer  la  confianza  de  las  Cámaras! 
¿  Estos  últimos  años  no  hemos  visto  en  Inglar 
térra  i  aun  en  España,  que  recien  principia  a 
ensayar  el  sistema  constitucional,  variarse  el 
Ministerio  por  no  tener  mayoría  en  las  Cáma- 
ras ?  i  Las  Cortes  españolas  no  han  declarado 
varias  veces  que  tal  Ministerio  no  merece  su 
confianza,  produciendo  con  este  voto  una  varia- 
ción en  el  Gabinete  ?  ¿  I  a  quién  sirven  esos 
Ministros?  Sirven  a  un  verdadero  poder  del 
Estado,  al  poder  real ;  sirven  a  la  corona,  a  una 
persona  inviolable  i  sagrada,  a  una  persona 
inamovible,  que  talvez  tiene  intereses  de  fami- 
lia i  de  nobleza  distintos  i  aun  contrarios  a 
los  intereses  del  pueblo.  I  sin  embargo,  esa 
persona  inviolable  hace  caso  del  voto  de  una 
Cámara.  Aquí,  en  donde  el  Presidente  de  la 
República  no  es  un  poder  por  sí  solo,  porque 
el  Ejecutivo  se  compone  de  dirección  i  de  eje- 
cución, es  decir  del  Presidente  i  de  los  demás 
funcionarios  que  la  Constitución  designa;  aquí, 
en  donde  el  Presidente  no  representa  otra  cosa 
que  intereses  nacionales  i  nunca  intereses  pei^ 


—  880  — 

sonales,  i  aquí  se  quiere  establecer  una  doctrina 
contraria  ?  Los  Ministros  deben  tener  entendi- 
do que  cuando  se  habla  al  Presidente  de  la 
República  de  la  opinión  de  una  de  las  Cámaras, 
se  le  habla  de  la  nación  entera,  se  le  habla  de 
una  rama  del  Poder  Lejislativo  legalmente 
constituido,  cuya  opinión  no  puede  despreciar- 
se sin  poner  en  peligro  la  regularidad  de  los 
negocios. ,  i  Quieren  los  Ministros  hacer  alarde 
de  su  valor  para  despreciar  a  la  Cámara  ?  i  Qué 
Sucederá  si  se  mantienen  con  esta  enerjía  que 
blasonan  ?  Oh!  sucederá  la  revolución  que  tan- 
to se  teme,  la  revolución  provocada  por  los 
Ministros  que  se  imajinan  que  los  Diputados 
no  significan  nada,  sino  que  son  como  cualquier 
hombre  indiferente,  de  esos  que  llenan  las  ca- 
lles ;  por  los  Ministros  que  se  imajinan  que  los 
Diputados  no  forman  parte  del  Poder  Lejisla- 
tivo ;  que  se  imajinan  que  cuando  me  oyen  ha- 
blar a  mí,  están  oyendo,  no  a  un  Diputado  que 
representa  a  la  nación,  sino  a  uno  de  eso^  m&nr 
drugos^  como  le  decian  al  señor  Ministro  de 
Justicia  anoche.  Acuérdense  los  señores  Minis- 
tros que  la  opinión  de  la  Cámara  representa 
constitucionalmente  a  la  nación,  i  que  cuando 
yo  he  dicho  que  el  Ministerio  se  encuentra  en 
oposición  con  la  representación  nacional,  he 
dicho  una  gran  verdad.  Si  hubiese  yo  estable- 
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cido  que  el  Ministerio  está  en  oposición  con  la 
Lejislatura,  o  con  el  Congreso  Nacional,  que  es 
como  llama  la  Constitución  a  la»  dos  Cámaras, 
liabria  propuesto  una  mentira.  Nosotros  repre- 
sentamos directa  i  propiamente  a  la  nación  i 
cualquiera  señor  Diputado  la  representa  ínte- 
gramente a  toda :  yo  represento  millón  i  medio 
de  habitantes,  como  lo  representa  también  el 
señor  Diputado  por  Santiago,  que  nos  ha  hecho 
esta  objeción.  Esto  es  lo  que  se  llama  repre- 
sentación nacional. 

"  Bien :  tenemos  aquí  dos  estremos :  los  Mi- 
nistros que  forman  el  Gabinete,  que  son  eínplea- 
dos  de  confianza  i  por  tanto  amovibles  a  volun- 
tad del  Presidente  de  la  República,  que  no 
representa  mas  que  la  opinión  de  un  corto  nú- 
mero de  funcionarios,  también  amovibles ;  i  la 
Cámara  de  Diputados,  que  es  inamovible,  que 
es -inviolable  en  sus  .opiniones  i  en  sus  votos, 
que  representa  a  la  nación,  porque  ella  la  elije 
directamente  para  este  fin.  Pues  bien :  cuando 
entre  estos  dos  estremos  hai  choque,  i  quién  de- 
be ceder  ?  ¿  quién  puede  separarse  de  su  puesto, 
la  Cámara  o  el  Ministerio  ?  ¿  quién  debe  mos- 
trarse dócil  en  obsequio  del  orden  i  de  la  re- 
gularidad, el  gabinete  amovible  que  representa 
una  opinión  individual  o  la  Cámara  inamovi- 
ble que  representa  a  la  nación  ?  Pero  los  Mi- 
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nistros  no  lo  comprenden  así,  quieren  resistir^ 
porque  tienen  valor :  por  eso  es  que  protestan 
llevar  adelante  el  decreto  espedido,  cualquiera 
que  sea  la  resolución  de  la  Cámara.  Esto,  seño- 
res, es  entronizar  la  dictadura.  Esto  es  el  ver- 
dadero despotismo  de  unos  cuantos,  que  ahogan 
con  su  poder  a  la  representación  nacional.  Hé 
aquí  a  un  Ministro  dominando  absolutamente, 
imponiendo  su  voluntad  a  la  Cámara  de  los  Di- 
putados :  ya  sentimos  el  peso  de  esta  dictadura 
con  que  todos  los  dias  se  nos  amenaza.  Ayer 
hablaba  el  Ministro  de  Justicia  de  empleados 
que  el  Grobierno  podia  destituir  con  una  plu- 
mada, aludiendo  en  esto  directamente  a  algu- 
nos Diputados :  hoi  mismo  se  nos  ha  hablado 
en  el  mismo  tono.  Aquí  está  la  desgracia  de  la 
nación,  aquí  está  el  principio  de  la  anarquía. 
El  señor  Diputado  por  Santiago,  que  tanto  la 
teme,  debiera  recordar  que  representa  antes  a 
la  nación  i  ponerse  de  parte  de  esta  para  defen- 
derla. ¿  Quién  trae  la  revolución,  quién  provoca 
las  resistencias,  quién  precipita  los  aconteci- 
mientos, quién  ultraja  a  la  nación  en  sus  repre- 
sentantes ?  ¿  Es  el  Ministerio  o  es  la  Cámara  ?  Si 
hai  quien  me  asegure  que  mi  proposición,  por  su 
segunda  parte,  va  a  oproducir  un  trastorno  cual- 
quiera, una  sedición,  un  motin,  prescindo  de 
ella  inmediatamente,  i  Quién  puede  asegurarlo? 
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"  El  seSTor  Montt  i  el  señob  Solab  (don 
Bobja). — ^Yo!  yo! 

"  El  sEStoB  Lastarria.  —  ¿  Cómo  se  me  ase- 
gura? ¿En  qué  se  funda  ese  temor?  ¿En  la 
escitacion  ?  ¿  Quién  lia  producido  esa  escita- 
cion  ?  ¿  Una  simple  proposición  que  le  revela 
al  Presidente  la  disposición  de  su  Ministro  del 
Interior  respecto  de  la  Cámara,  o  los  que  ha» 
querido  hallar  en  esa  proposición  un  campo  de 
batalla  para  triunfar  i  dominar  ? 

"Mas  talvez  he  hablado  demasiado  sobre 
el  particular,  tan  solo  por  no  dejar  pasar  doc- 
trinas subversivas  del  orden  constitucional. 
Sostengo  que  la  Cámara  de  Diputados,  asi  como 
la  de  Senadores,  puede  retirar  su  confianza  a 
un  Ministerio  que  no  la  merezca,  i  que  el  Mi- 
nisterio está  obligado  a  atender  este  voto,  por- 
que no  le  basta  la  confianza  del  Presidente 
para  gobernar,  puesto  que  no  se  gobierna  sin 
la  concurrencia  i  aprobación  de  las  dos  Cáma- 
ras. Esta  es  la  verdad :  este  es  el  principio  re- 
conocido en  todas  partes. 

"  Si  hoi  tiene  oposición  el  Ministerio,  ella  no 
es  sino  contra  sus  escesos,  no  es  tenaz  ni  capri- 
chosa. ¿  No  se  han  aprobado  los  pocos  proyec- 
tos de  interés  público  que  ha  presentado  ?  ¿  No 
se  ha  aprobado  aun  el  de  la  libertad  de  cabo- 
taje ?  No  le  estamos  invitando  todos  los  día» 


—  384  — 

para  que  se  contraiga  a  promover  los  intereses 
jenerales?  I  por  qué  no  lo  hace?  gNo  tiene 
seguridad  del  voto  de  la  Cámara  ?  i  No  se  lo 
aseguran  los  antecedentes  i  el  patriotismo  de 
las  personas  que  está  mirando  ?  ¿  Por  qué  de- 
safia entonces  a  la  representación  nacional?  ¿Por 
qué  en  lugar  de  estas  cuestiones  políticas  que 
suscita  no  se  contrae  a  cuestiones  sociales  ?  ¿  Por 
qué  en  lugar  de  hacer  protestas  de  valor  i  de 
enerjía  no  protesta  mejor  ser  dócil  a  los  conse- 
jos de  la  prudencia  i  sacrificar  un  poco  de  su 
enerjía  en  favor  del  orden  i  de  la  paz  ? 

"  Insisto,  pues,  en  mi  indicación  i  pido  que 
se  apruebe.  Es  preciso  que  se  comprenda  que 
no  hai  insulto  ni  provocación  a  la  anarquía  en 
la  espresion  de  una  opinión.  No  recuerdo  los 
demás  argumentos  que  se  han  hecho  a  mi  pro- 
posición. Pero  protesto  solemnemente  ante  la 
Cámara  i  ante  el  pueblo  entero,  que  al  propo- 
ner ese  acuerdo  no  tengo  otro  objeto  en  vista 
que  hacer  ver  al  Presidente  de  la  República 
cuánto  necesitamos  marchar  en  unión,  cuales- 
quiera que  sean  los  arbitrios  constitucionales 
que  se  toquen  para  conseguirlo,  porque  la  Cá- 
mara merece  i  necesita  que  se  respete  su  opi- 
nión!!'^—(1) 


(1^  De  la  proposición  de  acuerdo  solo  fué  aprobada  la  primera  parte, 
por  haber  retirado  el  autor  la  segunda. 


XIII. 


CUESTIÓN  SOBRE  EL  PRESUPUESTO. 

Indicación  sobre  la  partida  42  del  presupuesto  del  Interior  para  sn8cri|^ 
cion  a  perí<5dicos^  hecha  en  la  sesión  de  2  de  noviembre  de  1849. 


"  Hago  indicación  para  que  se  vote  la  parti- 
da de  600  pesos  consultada  para  la  redacción 
del  periódico  oficial  i  se  consulte  otra  de  1000 
pesos  para  la  impresión  i  publicación  de  ese 
periódico,  i  se  suprima  enteram^nte  la  partida 
destinada  para  la  suscripción  a  otros  periódicos 
no  oficiales.  Me  parece  que  es  iniítil  que  yo  es- 
ponga a  la  Cámara  las  razones  que  tengo  para 
pensar  de  esta  manera.  El  Gobierno  necesita, 
no  hai  duda,  mantener  el  periódico  oficial  que 
por  tantos  anos  ha  tenido,  el  Araucano :  en  la 
redacción  de  este  periódico  no  se  ha  gastado 
mas  que  600  pesos ;  el  Gobierno  no  ha  tenido 
necesidad  de  pagar  mas.  Antes  se  acostumbra- 
ba consultar  para  la  publicación  del  Araucano^ 
800  pesos,  mil,  cuando  mas ;  ahora  se  piden. 
1800,  no  sé  con  qué  motivo:  si  el  Gobierno 
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considera  necesario  hacer  diaria  la  publicación 
del  Arcmcano^  que  ha  sido  siempre  periódica, 
creo  que  la  necesidad  no  será  permanente,  por- 
que nunca  se  ha  acostumbrado  esto,  i  sin  duda 
será  por  accidentes  de  que  la  Cámara  no  tiene 
conocimiento,  ni  para  qué  investigarlos.  La  sus- 
cripción del  Gobierno  a  periódicos  no  oficiales, 
a  periódicos  estranos  a  la  administración,  me 
ha  parecido  siempre  no  solamente  imitil  sino 
hasta  cierto  punto  perjudicial.  Esta  cuestión  ha 
sido  demasiado  debatida  en  el  público  i  en  las 
Cámaras :  la  razón  que  ha  alegado  el  Gobierno 
en  esas  discusiones,  no  ha  sido  otra  que  la  de 
protejer  esta  industria ;  pero  creo  que  la  mane- 
ra  de  protejerla  no  ha  sido  principalmente 
dando  impulso  a  la  industria  de  la  prensa,  sino 
favoreciendo  a  cierto  color  político,  a  ciertas 
opiniones  que  no  tiene  por  qué  favorecer  la  na- 
ción. Talyez  en  otro  tiempo  habria  sido  mui 
justificable  que  se  destinase  una  cantidad  para 
ayudar  a  los  gastos  de  la  prensa ;  pero  en  el  dia 
que  esta  industria  vive  por  sí  sola,  no  necesita 
el  Gobierno  sacrificar  un  medio  para  dispen- 
sarle protección.  La  sociedad  que  necesita  un 
diario  o  un  periódico,  lo  mantiene  con  una 
suscripción,  i  Qué  ganariamos  en  Santiago  con 
mantener  cuatro  diarios  si  la  sociedad  no  los 
necesitaba  ?  El  mantener  tres  o  cuatro  diarios 
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en  Santiago  o  seria  un  lujo  absolutamente  inofi- 
cioso, o  un  medio  peligroso  considerado  políti- 
camente. 

**Por  estas  razones,  pues,  me  adhiero  a  la 
opinión  que  se  ha  emitido  de  suprimir  esta 
partida." 


La  discusión  sobre  esta  indicación  continuó 
en  la  sesión  del  14  de  noviembre  i  el  señor 
Lastarria  la  sostuvo  de  este  modo : 

*TDuviera  la  bondad  el  señor  secretario  de 
recordar  a  la  Cámara  lo  que  se  tiene  hecho  sobre 
esto  ?  (Se  leyeron  las  partidas  conforme  habían 
sido  presentadas  i  las  que  yaestaban  aprobadas.) 

"Se  ve  que  el  Ministerio  ha  fluctuado  en  su 
propósito  sobre  el  pai'ticular.  Al  principio,  se- 
gún se  acaba  de  decir  en  la  Sala,  el  Ministerio 
consideró  como  inútiles  o  perjudiciales  las  sus* 
cripciones  que  se  pagaban  a  periódicos  par- 
ticulares, i  el  señor  Ministro  del  Interior  ha 
adherido  a  las  consideraciones  que  yo  espuse  a 
la  Cámara  para  que  no  se  aprobasen  esas  sus- 
cripciones. Sin  embargo,  se  ve  que  en  el  presu- 
puesto orijinal  pide  el  Ministerio  una  partida 
de  8000  pesos  para  suscripción  a  periódicos.  El 
Senado  modificó  esta  partida  reuniendo  los  600 
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pesos  que  se  presupuestaban  para  la  redacción 
del  periódico  oficial,  los  1800  para  los  costos  de 
su  publicación  i  los  8000  para  suscripción  a 
periódicos  en  un  solo  item.  El  Ministerio,  que 
habia  variado  de  su  primer  propósito,  varió 
también  del  segundo  i  volvió  al  primero,  es 
decir,  adoptó  la  idea  de  un  diario  oficial :  las 
razones  que  se  tuviere^  presentes  para  esto,  se- 
gún lo  que  se  ha  espuesto  por  el  señor  Ministro 
del  Interior,  pueden  reducirse  a  dos  clases, 
a  razones  de  conveniencia  i  a  razones  de  econo- 
mía :  sin  salir  de  este  campo,  sostengo  todavía 
mi  primera  indicación. 

"Se  dice  que  es  preciso  que  el  gobierno  ten- 
ga un  diario  oficial,  en  el  que,  al  mismo  tiem- 
po que  se  haga  su  defensa  contra  los  cargos 
que  se  le  imputen,  se  manifiesten  también  las 
razones  de  su  política  i  de  sus  miras :  i  el  señor 
Ministro  de  Justicia  agrega  que  esto  es  princi- 
palmente para  que  se  esponga  su  política  en  las 
relaciones  esteriores.  La  cuestión,  mirada  por 
este  lado,  favorece  mi  propósito.  Si  el  gobierno 
necesita  publicar  las  bases,  los  fundamentos  de 
su  política  esterior,  puede  hacerlo  fácilmente 
en  una  hoja  semanal,  porque  no  son  tantas  las 
relaciones  que  Chile  tiene  con  las  potencias  es- 
tranjeras,  que  haya  necesidad  de  estar  hablan- 
do de  ellas  todos  los  dias.  La  prueba  de  que  no 


son  tantas  es,  qne  en  el  pejdódioo  oficial  que  se 
ha  estado  publicando  por  algunos  aSos.una  ves; 
por  semana,  no  aparecen  cuestiones  internación 
nales  sino  por  la  muerte  de  un  Obispo,  como 
suele  decirse.  1 1  para  tratar  esas  caestionos  se 
necesitará  un  diario  ?  Parece  que  es  maa  pode* 
rosa  la  ra^n  espuesta  pof  el  señor  Ministro  del 
Interior,  cual  es  la  necesidad  que  bai  de  que  se 
manifiesten  las  miras  de  la  política  interior  del 
Gobierno,  i  Pero  cuál  es  la  política  del  Ministe- 
rio actual  en  las  presentes  circunstancias,  i  sch 
bre  todo,  cuál  será  exi  las  venideras  ?  No  puede 
ser  otra  que  la  de  un  partido  o  de  un  drculo 
de  personas ;  ¿I  qué  razón  bai  para  que  la  na- 
ción costee  la  publicación  de  los  periódicos  qne 
sostengan  esas  miras  políticas  ?  ¿  El  partido  que 
está  afuera  no  bace  sus  gastos  para  manifestar 
sus  opiniones?  ¿por  qué  el  partido  que  está 
arriba  no  los  ha  de  hacer  también  ?  Yo  creo  que 
la  nación  no  tiene  por  qué  costear  los  gastos 
que  haga  un  círculo  de  personas  en  defenderse; 
si  los  cargos  que  se  le  hagan  son.  graves,  son  sé* 
rios,  no  sé  por  qué  no  puede  hacer  su  defeiisa 
en  un  periódico  semanal.  Si  es  porque  los  ata- 
ques que  se  diríjén  se  hacen  todos  los  días,  to- 
me otras  providencias,  arbítrese  como  pueda. 
Para  mí  hai  un  peligro  e  vid^üte  en  esto :  si  la 
nación  ha  de  costear  la  manifestación  política 


*  • 
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de  mi  ICnisterio,  s^uramente  va  a  costear  la 
*  defensa  apasionada,  va  a  costear  polémicas  irri'- 
tantea,  injustas  por  demás* 

^Si  el  Ministerio  actual,  (líos  sefioies  Mi- 
nistros me  dispensarán  esta  franqueza)  hubie- 
se tomado  otra  marcha  en  la  prensa^  distinta 
de  la  que  ha  adoptado^  talves  habria  visos  de 
justicia  o  pretestos  sicjuiera  para  concederle  una 
cantidad  a  fin  de  que  continuase  esa  marcha. 
{Pero  cuál  ha  sido  la  que  ha  Uevadol  Ahí  está 
de  manifiesta  Sin  duda  que  si  la  nadon  costea- 
se  un  diario  oficial,  en  él  continuarían  las  abe^ 
rraáones  políticas,  los  desahc^os  personales,  los 
ataques  injustos,  los  errores  funestos,  los  sofisma» 
insolentes  contra  el  sistema,  con  que  todos  los 
dias  aparecen  los  diarios  que  defienden  la  polí- 
tica ministerial  Se  contmuaría  propalando  que 
la  soberanía  está  en  el  SSjecutivo^  que  esta  Car 
mará  eB.imp(Mfi6U,  que  es  mhua^  que  es  moons- 
Htueiofud^  que  la  Cámara  de  Diputados  está 
animaUeada,  que  se  compone  de  hombres  imbé- 
láles.  I  esto  es  mas  que  probable,  porque  conti- 
nuarian  los  mismos  escritores  i  a  la  redacción 
del  diario  ofidal  se  trasladaria  con  todas  sus 
pacones  la  de  la  IHlnmay  la  del  Meretnrio  ola 
de  los  otros  diarios  que  constantemwte  atacan 
a  la  nación  por  deteadenr  al  Ministerio.  ¿I  esto 
es  lo  que  se  pide  a  la  naciogoi  que  costee  !  Kohaí 
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motivo  de  aperar  que  varíen  la  marcha^  ni 
podria  ser  de  otro  modo,  porque  una  vez  en- 
sangrentada la  polémica,  como  lo  está  actual' 
mente,  seguirla  la  prensa  en  el  mismo  tono* 

"  No  es,  pues,  la  defensa  del  Gobierno,  no  la 
de  una  poHtica  elevada,  ano  la  de  una  política 
atrasada  kque  se  haria  en  un  diario  oficial  cor- 
teado por  la  nación :  se  continuaiia  esa  defeassa 
apasionada,  necesaria,  si  se  qniere,  justa,  si  pa^ 
rece,  yo  no  entro  en  este  cnestion,  pero  indign» 
de  ser  costeada  por  la  nación. 

^  ISia  cuanto  a  las  razones  de  economía,  ya  qtie 
he  tocado  Mjeramente  los  motivos  de  conveni^i^ 
da  que  se  alegan,  que  me  parecen  a  mí  tan  nu* 
los,  tengo  también  fundamentos  para  pe'naar 
como  lo  Mee  al  principo.  Se  piden  10,400  pesos 
para  las  publicaciones  oficiales,  que  agregados 
a  los  4,000  votados  ya  para  la  publicación  de 
los  debates  del  Congreso,  son  14,400  pesos;  i  se 
dice  que  en  ese  diario  oficial  se  podrán  publicar 
las  sesiones,  los  proyectos  de  lei  que  presente  el 
Ejecutivo  i  las  mociones  e  informes  que  se  pre* 
senten  a  la  Cámara  por  sus  miembros ;  que  con 
esto  se  ahorrarla  lo  que  se  gasta  en  tales  publi* 
cadones  por  separado.  Según  noticias  tengo,  lo 
quemas  se  ha  gastado  alguna  vess  en  la  publi^ 
cacion  de  estas  piezas  sueltas  alcanza  a  1,309  pe* 
sos;  pero  aun  cuando  fuese  mas  o  menos,  me 
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'  parece  que  hoi  mismo  podrían  hacerse  esa» 
ahorros,  cou  el  medio  que  yo  propongo.  Hai 
4000  pesos  presupuestados  para  la  publicación 
de  los  debates :  ¿  por  qué  no  se  somete,  como  de- 
be someterse,  a  la  inspección  del  Secretario  de 
la  Cámara  la  publicación  i  responsabilidad  de 
un  periódico  que  se  ocupase  en  este  asunto  ?  I 
una  vez  establecido  un  periódico  semanal  de 
debates  o  de  dos  veces  por  semana^  i  por  qué  no 
sería  posible  publicar  en  él  esas  piezas  sueltas? 
Esto  no  cuesta  nada,  basta  arreglarlo.  Hoi  se  noB 
reparten  las  sesiones  cada  dos  o  tres  semanas, 
en  pliegos  sueltos  a  dos  columnas,  en  los  cuales 
vienen  inclusos  informes  i  proyectos  de  lei.  Re- 
gularícese esa  pubUcacion,  establézcase  un  pe- 
ríódico  semanal  de  tres  ó  cuatro  pli^os  para 
l^cer  tod.»  1»  pubUe«áoa«,  i  «  vert  qi  no 
cuesta  lo  que  ahora  se  gasta  por  el  desarreglo  en 
que  se  halla  este  nes^ocio.  Estoi  semiro  que  si  se 

.bri«e  propu^tas  fl»  <,mpr«al«pl k«eer 
estas  publicaciones,  todos  ellos  las  aceptarían 
gustosos  i  con  ventajas.  Yo  tengo  antecedentes 
i  conocimientos  para  no  errar  en  este  negocio, 
i  por  mis  cálculos,  que  he  consultado  con  perso- 
nas intelijentes,  saco  que  no  podrían  gastarse 
arriba  de  2000  pesos  en  esta  publicación  perió- 
dica, quedando  los  otros  dos  mil  de  la  partida, 
para  pagar  a  los  taquígrafos.  Por  lo  que  toca  a 
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las  demás  piezas  que    el  Gobierno  tiene  que 
publicar,  puede  hacerlo  en  su  periódico  semanal 
i  sacarlas  por  separado  con  menos  costos  que  lo 
hace  hoi. 

"Según  mi  proposición,  pues,  quedan  los  gas- 
tos reducidos  a  5600  pesos ;  con  esta  suma  se 
pueden  hacer  todas  las  publicaciones,  con  mas 
economía  que  la  que  propone  el  Ministerio.  Es 
verdad  que  la  Cámara  no  debe  entrar  al  debate 
de  ciertos  pormenores,  de  ciertos  detalles  que 
son  de  la  administración ;  pero  yo  creo  que  en 
eso  puede  ponerse  la  mano  con  mucha  facilidad 
i  mucho  provecho.  Yo  fijo  mil  pesos  solamente 
para  la  impresión  del  periódico  oficial,  porque 
eso  es  lo  que  se  ha  gastado  en  anos  anteriora. 
Seguramente  que  esto  seria  porque  el  Arauca- 
no era  semanal,  pero  como  de  algún  tiempo  a 
esta  parte  se  publica  dos  o  tres  veces  por  sema- 
na, continúe  haciéndolo  el  Ministerio,  si  así  con- 
viene, i  gaste  los  1800  pesos  que  para  ello  pide. 
Convengo  en  modificar  mi  indicación;  pero 
quitemos  los  8000  pesos  mas  que  se  piden  para 
suscripción  a  periódicos  particulares  i  que  se 
quieren  destinar  a  un  nuevo  diario  oficial :  así 
consultaremos  mejor  la  economía,  i  yo  estoi 
por  ella  sobre  todo,  desde  que  he  visto  en 
la  Memoria  del  H.  M.  de  Hacienda  una  mani- 
festación del  estado  de  las  rentas  públicas  que 
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no  deja  de  cansarme  temores.  En  ella  se  demues- 
tra que  hai  un  déficit  de  medio  millón  de  pesos 
en  el  presente  affo.  El  H.  M.  de  Hacienda  dice 
que  aun  dando  las  rentas  de  este  año  tres  mi^ 
llones  de  pesos,  que  es  mas  que  lo  que  dieron 
el  año  anterior  i  el  de  47,  i  aun  agregando  el  so- 
brante líquido  en  metálico  que  S.  S.  estima  en 
ochocientos  i  tantos  mil  pesos,  siempre  tendre- 
mos un  déficit  de  mas  de  medio  millón  de  pe- 
sos, porque  el  presupuesto  importa  mas  de  cua- 
tro  millones.  ¿  Qué  motivo  podremos  tener  para 
suponer  que  las  entradas  del  a&o  50  sean  mayo- 
res  ?  Suponiendo  que  para  el  año  50  quede  el 
mismo  sobrante  que  hai  en  49  i  que  entonces 
tengamos  el  mismo  sobrante  en  metálico  que 
este  año,  siempre  habría  también  un  déficit  de 
50,000  i  mas  pesos.  Pues  bien,  evitemos  este 
déficit,  rebajemos  cuanto  podamos  de  las  par- 
tidas del  presupuesto,  sobre  todo  dt  aquellas 
que  son  de  puro  lujo,  como  lo  es  esta.  ¿  Para 
qué  quiere  el  (S-obiemo  de  Chile  un  diario  oñciúí 
le  basta  con  el  periódico  que  tiene.  { Para  qué 
esa  suscripción  a  periódicos  ?  Eta  es  inmoiñal, 
como  lo  confiesan  los  mismos  Ministros. 

^^  Hai  otras  partidas  necesarias  que  bou  una 
ración  de  hambre  para  el  sosten  del  E»tado: 
esas  no  debemos  tocarlas,  pero  sí  debemos  fijar- 
nos en  aquellas  que  no  son  de  primera  necesidad. 
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^  Quiero  suponer  ahora  que  sea  necesario  que 
el  Gobierno  tenga  un  diario  para  manifestar  su 
política ;  pero  los  señores  M.  M.  convendrán  en 
que  por  akora  no  es  posible  satisfacer  tal  nece- 
sidad, que  no  es  imperiosa:  ellos  deben  renunciar 
asu  satisfacción  hasta  que  las  rentas  se 
a  la  par  con  los  gastos.  ^ 


XIV. 


DISCURSO 

■obra  la  indicación  hecha  por  alganos  señores  Diputados  para  diferir  el 
proyecto  de  lei  sobre  la  continoacion  de  las  contribaciones  por  dies  i 
ocho  meses  mas,  no  estando  cumplido  dste  termino  concedido  por  la  lei 
anterior. 

"  No  es  mi  ánimo  entrar  seriamente  en  esta 
cuestión,  que  a  la  verdad  no  la  considero  impor- 
tante. Me  permitiré  sí  hacer  algunas  brevísimas 
indicaciones  respecto  a  la  interpretación  que  ha 
dado  el  señor  Ministro  de  Justicia  a  la  Consti- 
tución en  parte  sustancial.  Su  Señoría  dice  que 
una  de  las  principales  atribuciones  que  la  Cons- 
titución ha  conferido  al  poder  lejislativo,  es  la 
de  decretar  anualmente  las  contribuciones  esta- 
blecidas, i  trata  de  deducir  de  este  deber,  otro, 
a  saber :  que  la  Cámara  de  Diputados  no  puede 
dejar  de  considerar  en  el  ano  lejislativo  las  tres 
leyes  que  ha  citado ;  i  si  no  me  engaño,  aunque 
no  lo  ha  dicho  terminantementCj  considera  ala 
Cámara  de  Diputados  obligada  a  considerar  el 
proyecto  sobre  contribuciones.  Respecto  a  lo 
primero,  el  texto  mismb  del  artículo  leido  por  el 
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señor  Ministro,  me  convence  de  lo  contrario.  La 
Constitución  dice  que  las  contribuciones  se  de- 
cretan por  solo  el  tiempo  de  diez  i  ocho  meses;  de 
manera  que  pueden  votarse  las  contribuciones 
el  dia  naismo  que  termine  el  plazo  fijado  de  diez 
i  ocho  meses.  El  presupuesto  no  hai  duda  que 
tiene  que  sancionarse  en  el  año  lejíslativo,  no 
ya  en  el  del  calendario,  porque  esta  práctica  la 
hemos  visto  alterada  i  en  la  actualidad  tenemos 
una  prueba  de  lo  que  digo,  i  Por  qué  no  hábia 
de  considerarse  como  pasado  ya  el  tiempo  de- 
signado para  la  aprobación  de  los  presupuestos? 
Tan  lejos  estoi  de  considerar  a  la  Cámara  obli- 
gada a  votar  ahora  mismo  las  contribuciones, 
que  me  ha  parecido  honroso  i  digno  el  que  por 
primera  vez  se  haya  fijado  la  Cámara  en  esta 
lei,  que  no  sé  por  qué  en  los  años  anteriores  ha 
sido  aprobada  en  un  minuto. 

"  Tributando  el  honor  que  se  merece  al  señor 
Diputado  que  abrió  la  discusión  sobre  este  pun- 
to, me  haré  cargo  lijeramente  de  su  opinión. 
M  motivo  que  S.  S.  tiene  para  pedir  que  se  sus- 
penda la  aprobación  de  la  contribución  del  ca- 
tastro, hasta  que  la  Cámara  se  ocupe  en  aboliría 
o  reformarla,  me  parece  que  es  bastante  para  pe- 
dir lo  mismo  respecto  de  las  demás  eontribucdo- 
¿es.  ^Por  qué  no  se  podria  suspender  ahora  todo 
débate  en  el  asunto  para  tratarlo  en  tiempo  mas 
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oportano  i  cuando  se  pudiera  poner  remedio  a 
los  inoonvenientes  i  males  anexos  a  noesferas 
contribuciones  ? 

^^  De  manera  que  la  primera  indicación  que 
hábia  hecho  el  honorable  sefior  Seco,  es  la  que 
yo  apoyo,  porque  me  parece  que  no  solo  es  la 
mas  fundada  sino  también  la  mas  oonreniente 
a  los  intereses  del  pais» 

^  Pero  seguiré  haciéndome  cargo  de  las  oteas 
objeciones  del  señor  Ministro.  Dice  su  S»  S.  que 
la  Cámara  de  Diputados  no  puede  dejar  de  con- 
siderar la  lei  sobre  contribuciones,  porque  está 
incluida  en  la  lista  de  los  negocios  pasados  por 
el  Presidente  de  la  República.  Nose  dtede  esté 
este  deber :  si  es  así,  resignémoenotos  desde  áhoara 
a  pasar  todo  este  verano  ardiente  ocupados  en 
la  discusión  de  esa  larga  lista  de  asuntos  que  se 
enumeran  en  la  convocatoria.  !ffl  Presidente  de. 
la  Bepilblica,  ni  nadie  tiene  el  derecho  de  im- 
ponemos el  trabajo.  Las  Cámaras  están  llama> 
L  p<»>  dkctir  d.  1.  m.ne»  q»  >«  «.o», 
cómoda,  mas  conv^ente  a  los  intereses  del  pai& 
Si  nosotros  consideramos  que  por  las  circuns- 
tancias en  que  nos  enéontramos,  por  h>  dificil 
que  es  reunir  la  Cámara  en  este  tiempo,  es  pru- 
dente diferir  el  tratar  de  un  asunta,  debemod  ha- 
cerlo sin  reconocer  en  el  Presid^ite  de  la  Repú- 
blica la  facultad  de  imponemos  lo  contrario. 
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*^  ¿  Por  qué  no  hemos  de  poder  postergar  este 
«auto  para  tiempo  en  que  podamos  tratarlo 
úon  mas  antecedentes,  con  mayor  madurez? 
I  Por  qué  ha  de  ser  una  sola  dÍ8Ct»ion  i  algunos 
minutos  los  que  decidan  en  asunto  tan  grave? 

^^  Aun  cuando  el  reglamento  del  Senado  diga 
que  no  hai  discusión  jeneral  en  los  proyectos 
pasados  por  el  Ejecntiyo,  por  respetar  la  inicia- 
tiva  en  la  lei,  aqui  no  se  trata  de  la  iniciatiYa) 
se  trata  de  una  cosa  tan  racional^  que  el  mismo 
Presidente  de  la  Kepública  nos  haüaxia  razón; 
queremos  tratar  esto  con  mas  detención,  fijando 
mas  la  consideración  en  una -materia  de  suyo 
tan  grave  como  esta,  ¿  Qué  puede  objetarse  con- 
tra esto  ?  Todas  las  razones  espuestas  tendrían 
valor  si  se  concluyase  maSana  el  término  de  las 
contribuciones ;  en  ese  caso  yo  seria  el  primerp 
que  no  me  moviese  de  mi  asiento  hasta  no  de^ 
jar  sancionada  esta  lei ;  pero  cuando  falta  tanto 
tiempo,  no  sé  por  qué  hayamos  de  darnos  esta 
prisa. 

"  Se  dice  que  la  indicación  va  a  producir  una 
alarma  perjudicial  para  el  interés  público.  ¿Es 
posible  que  por  una  simple  indicación,  como  es 
la  de  que  se  suspenda  la  consideración  de  esta 
lei  hasta  que  se  trate  de  una  que  reforme  las 
contribuciones,  vayamos  atener  una  revoluciona 
I  Luego  por  este  temor  hemos  de  resignarnos  a 


—  400  — 
tener  esta  Haga,  a  mantener  el  sistema  de  con- 
tribuciones indefinidamente  2  Pero,  señor,  con- 
siderando la  cosa  prudentemente,  sin  pasión,  yo 
apelo  a  la  conciencia  de  los  señores  Diputados: 
se  esparce  la  noticia  en  toda  la  República  de 
que  en  las  Cámaras  se  ha  diferido  el  tratar  jde 
las  contribuciones  hasta  el  mes  de  junio:  ¿por 
qué  habría  alarma  en  Copiapó,  por  ej^nplo,  en 
Concepción  u  otro  punto?  ¿peligraría  por  esto 
el  orden  público  ?  No,  señor ;  cuando  mas,  diría 
Copiapó :  ¡  ojalá  quitasen  el  derecho  con  que  es- 
tán gravadas  las  pastas  !  se  en^fiarían  para 
esto,  escribirían,  lo  desearían,  pero  de  aqid  no 
pasarían.  ¿Se  negarían  por. esto  a  pagar  el  im- 
puesto que  está  establecido  ?  i  si  se  tiegaban, 
lel  Ejecutivo  no  tiene  suficient^  fuerzas  p^ra 
imponerles  i  hacerse  obedecer  ?  Si  la  indicacion. 
que  se  hace  fuese  paira  quitar  todas  las  contri- 
buciones, sería  de  aplaudirla ;  pero  ni  siquiera 
esa  fortuna  tiene,  mucho  menos  la  de  producir 
alarma  ni  trastornar  el  orden  público. 

"  Ahora  en  cuanto  al  tiempo  en  qué  se  pue- 
de discutir  este  proyecto,  el  meia  de  junio  me 
parece  suficiente.  No  .creo  yo  que  el  honorable 
señor  L3rrai^  tenga  el  intento  de  proponer  un 
nuevo  plan  de.  contribuciones :  lo  que  yo  cr0o 
que  S.  S.  deseará,  es  que  se  proponga  ajgnna  al- 
teración, supresión  o  modificación  que  ^e  pu,eda 
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disentir  en  las  pocas  sesiones  que  se  pueden  te- 
ner en  un  mes.  Pero  se  agrega  que  en  todas  las 
naciones  se  hace  un  balance  entre  las  entradas 
i  los  gastos,  i  se  tienen  en  consideración  muchí- 
simas circunstancias,  todas  las  cuales  hacen  que 
se  demoren  mucho  los  procedimientos  en  el  ra- 
mo de  Hacienda. 

"  Yo  creo  que  ese  balance  podríamos  hacerlo 
nosotros  en  un  momento.  Son  tan  pocas  nues- 
tras rentas  i  están  tan  a  la  vista,  que  me  parece 
que  con  una  sola  nota  tendría  la  Cámara  de  Di- 
pitados  cuantos  datos  pudiera  desear  en  la  mar 
tería.  Ahora  en  cuanto  a  tiempo,  hace  ya  bas- 
tante que  se  está  pensando  en  esta  materia  i 
para  obrar  con  mas  acierto  pedimos  otros  seis 
meses;  de  manera  que  el  motivo  que  tiene  S.  S. 
para  pedir  que  se  apruebe  instantáneamente 
este  proyecto,  no  puede  pesar  de  ninguna  ma- 
nera en  el  ^mo  de  la  Cámara. '' 


DISCURSO 

» 

prommciado  en  la  sesión  de  9  de  enero  de  1850,  sobre  la  misma  cuestíom 

^^  Después  que  hablé  en  la  primera  discusión 
de  la  indicación  del  señor  Larrain,  creyendo  que 
habría  dicho  yo  lo  suficiente  en  la  matería,  me 
pareció  que  no  era  preciso  volver  a  tocaría ;  pe- 
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ro  ahora  me  veo  en  la  precisión  de  volverla  a 
tratar,  i  principiaré  por  pedir  tolerancia  a  mk 
adversarioB  políticos,  la  tolerancia  que  debierm 
tener  i  que  no  simulan  siquiera,  ya  que  tisnen 
en  sus  manos  el  poder.  No  tengo  yo  una  W9 
terrible  contra  el  IvGnisterio,  ni  una  mteUimcia 
cfuyo  f  vigor  cmonade  a  los  Ministros,  como  la 
hzdd  aol  aloa  viohos  in/nwmdoe  de  la  noc^; 
( que  somos  nosotros,  según  el  lenguaje  de  la 
TrUnma^  pero  tenemos  justicia.  To  aoi  upp  de 
esos  menguadoe  que  estuvimos  presentes  en  la 
sesión  anterior  derramando  gotaa  de  amargwra^ 
no  bajo  el  peso  de  la  palabra  del  selior  Montti 
sino  bsgo  la  influencia  de  una  fiebre  traidora 
que  me  habia  atacado,  i  que  no  me  dejó  aten^ 
der  a  esa  palabra.  Por  eso  es  que  la  Tribuma 
ha  tenido  motivo  para  decir  que  ^^  recordando 
oomodevn  suefíod  JDiptUado  Laetarriaj  aqnierb 
wcandda  la  defensa  dd  negro  pabeOm,  a  myo 
servicio  ha  puesto  su  sofistería  i  sus  arguciaSj 
esclamó:/  Qué^  estamos  ya  en,  votación!^  En 
efecto,  señor,  creo  haber  dormido :  habia  estado 
bajo  el  sopor  de  mi  enfermedad;  pero  habia  oido 
fugazmente  algunos  errores  subversivos,  anti- 
constitucionales,  i  me  esforasé  para  elevar  contra 
ellos  mi  voz  enferma,  a  riesgo  de  que  la  7H»un« 
hubiera  dicho  al  dia  siguiente  que  se  me  habia 
retirado  el  habla  por  permisión  de  Dios  o  por 
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el  espanto  que  me  produjo  el  discurso  del  señor 
Montt ;  i  no  lo  hice  porque  ya  estaban  en  vota- 
ci0n.  Ahora  lo  hago  con  la  seguridad  de  que 
son  dertos  i  efectivos  los  apuntes  que  he  reco- 
jido  sobre  ese  pavoroso  discurso  de  los  diarios 
i  de  mis  amigos. 

"  Voi  a  entrar  en  materia,  no  con  ar^ma^  w¿ 
wfi&teríaSj  ni  para  servir  a  ^t/n  negro  paheUon: 
el  pabellofn  a  que  yo  i  mi  partido  servimos  no  es 
negro^  sino  tricolor,  el  pabellón  de  la  Repiibli- 
ea,  el  pabellón  de  la  libertad,  de  la  lei  i  de  la 
reforma;  ese  pabellón  que  simboliza  los  es- 
fuensos  que  nuestros  padres  hicieron  por  dejar- 
nos el  8Íst(»na  republicano ;  sistema  que  amo 
sobre  mi  corazón,  que  defenderé  siempre,  i  a 
cuyo  servicio  he  puesto  todo  lo  que  valgo,  mi 
porvenir,  el  porvenir  de  los  numerosos  hijos  que 
me  rodean.  Bien  se  que  en  esta  carrera  no  se 
medra,  porque  basta  pedir  una  reforma  para 
que  le  llamen  a  uno  revolucionario,  pero  eso  na 
me  arredra,  sirvo  ala  Beptiblica  con  abnegación, 
no  eí^ro  recompensas.  I^toi  dispuesto  a  mar- 
char al  patíbulo  por  servir  a  la  causa  de  la  par 
tria,  de  la  libertad,  de  la  República  .... 

(  Aplausos,  en  la  baxra  ). 

"  (  Protesto  no  continuar  si  se  me  interrum- 
pe.)—No  vengo  aquí  a  declamar:  hablo  la 
verdad,  i  si  W  calor  en,mi  palabra,  «  porque 
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este  papel  ( señalando  la  Tribuna )  me  ha  las- 
timado, señor ;  porque  estol  ya  cansado  de  que 
se  me  desconozca.  Sirvo,  pues,  con  mi  corazón 
i  mis  principios,  no  con  argucias  i  sofisterías. 

"El  señor  diputado  que  sostuvo  la  cuestión 
por  parte  del  ministerio,  principió  establecien 
do  que  la  práctica  constante  de  la  Cámara  liabia 
sido  votar  anualmente  las  contribuciones.  ¿Oon 
qué  objeto  se  cita  esta  práctica  ?  ¿  acaso  con  el 
de  hacer  entender  a  la  Cámara  que  tiene  la 
obligación  de  aprobar  las  contribuciones  coma 
se  han  aprobado  anteriormente?  Si  se  citacon  tal 
objeto,  ¿a  dónde  queda  la  Constitución,  a  dónde 
la  independencia  de  las  deliberaciones?  La  Cons- 
titución pone  en  manos  de  la  Cámara  de  Dipu- 
tados la  facultad  de  votar  las  contribuciones,  i 
establece  ademas  que  se  voten  solo  por  diessi 
ocho  meses.  Si  la  Cámara  de  Diputados  hubiese 
de  obedecer  ciegamente  la  práctica  de  votarlas 
anualmente  ¿  tendña  derecho  de  votar  ahora, 
tendría  esa  facultad  que  le  atribuye  la  Consti- 
tución ?  De  ninguna  manera.  Tendría  pue%  la 
obligación  de  votar  que  se  pretende  deducir  de 
la  práctica:  esto  es  evidente.  ¿Qué  se  prop<m- 
dría  entonces  la  Constitución  al  decir:  Iqs  con- 
tribuciones se  votarán  solo  por  el  término  de 
diez  i  ocho  meses  ?  ¿  Se  propondría  acaso  estar 
blécer  como  condición  del  sistema  constitucional 
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la  permanencia  constante  de  esas  contribucío 
nes  ?  De  ninguna  manera :  si  lo  hubiese  querido^ 
lo  habría  ordenado  así,  habría  prohibido  a  los 
diputados,  a  todos  los  poderes  piíbHcos  de  la 
nación  tocar  este  punto.  ¿  Querría  acaso  que  la 
Cámara  de  Diputados  no  alterase  lo  que  ella  o 
sus  antecesoras  habian  hecho  diez  i  ocho  meses 
antes  ?  No,  porque  entonces  se  habría  espresado 
de  otra  manera,  no  habría  dado  atribución  de 
votar,  sino  que  habría  impuesto  el  deber  de  ha- 
cerlo. Ahora  bien,  si  la  Constitución  es  esplíci- 
ta,  si  nadie  duda  de  esta  atribución  constitu- 
cional  de  la  Cámara  ^es  lójico  siquiera  preten* 
der  deducir  de  la  práctica  un  deber  que  aquella 
no  establece,  un  príncipio  que  la  Constitución 
no  reconoce  ?  ¿  En  qué  podría  fundarse  esta  pre* 
tensión  de  que  la  Cámara  actual  está  obligada 
a  hacer  lo  que  eii  materia  de  contríbuciones, 
hicieron  las  anteríores?  ¿Acaso  los  lejisladores 
representan  los  intereses  de  sus  antepasados? 
I  Quién  podría  decirnos  que  representamos  el 
interés  de  las  jenermones  que  haa  desaparecí^ 
do  ?  No,  señor,  la  Cámara  actual  representa  a  la 
jeneracion  actual  que  le  ha  dado  sus  poderes  i 
sólo  en  su  interés  debe  obrar :  si  a  este  intere» 
conviene  que  modifiquemos  las  contríbuciones, 
se  modificarán,  sino,  nó !  Obligarnos  a  respetar 
la  práctica  que  en  esto  tuvieron,  nuestros  ante^ 
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eorares,  aeria  oamo  anular  el  tiempo,  seria  olvi- 
dan»  de  que  varian  laa  ciromisfcaneiBg  de  cada 
époea^  seria  deaconoeer  que  laa  ezijenoiaa  socia- 
les ae  multiplican  i  ae  diversifican  en  1^  sociedad 
todoa  loa  dias:  eso  ^^ña atacar  la  libertad  de  la 
diflousion^  anular  completamente  él  sistema  re^ 
preaentatiTo:  tales  serian  los  efectos  que  produ-^ 
oiría  la  regla  de  que  debemos  aprobar  las  conr 
tribuciohea  solo  porque  ha  sido  práctica  apro- 
barlas todps  los  años.  Pero  permítaseme  con<- 
testar  esa  práctica ;  i  la  contesto  con  documentos: 
La  primera  lei  de  contribuciones  que  aparece  en 
el  JBaistinij  es  de  5  de  setiembre  de  1889.  Se  cum- 
plían loa  diezi  ocbo  meses  el  5  de  marzo  de  1841, 
i  ún  embargo  trascurren  veinte  i  siete  meses 
veinte  i  cuatro  días  basta  e¡[  29  de  diciembre 
de  IBál,  en  cuya  fecha  está  la  otra  lei  pramul*^ 
gada  establedendo  las  oontribuciones  por  dies 
i  ocho  meses  mas.  Después  siguen  las  demás 
leyes,  hasta  la  del  lütimo  año :  cualquiera  puede 
ver  por  aua  fechaa  que  no  ha  habido  práírtica 
^a,  porque  éntrela  primera  i  la  segunda  pasan 
mas  de  dos^aBoa,  i  porque  las  siguientes,  unas 
han  ffldo  dictadas  siete  meses,  otras  seis,  otra^ 
einco  i  otras  cuatro  meses  antea  de  espirar  el 
téraiino  de  la  que  a  la  saason  estaba  vijente. 

^^  lAego  i  en  dónde  está  la  práctica  constantey 
la  regla  precisa  de  tiempo  que  de  ella  pretenden 
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deducir  para  que  la  aprobación  de  las  contri* 
buciones  se  haga  precisamente  seÍB  rnese^  anted 
de  espirar  la  leivijente  i  no  tres,  como  nosotros 
pedimos  ?  Las  fechas  de  las  leyes  nos  dicen  lo 
contrario.  Luego  la  práctica  no  es  cierta. 

"  Pero  se  dice  que  esa  práctica  es  conforme  a 
la  Constitución,  i  se  trata  de  fundar  no  sola- 
mente en  el  testo  sino  también  en  el  espíritu 
del  artículo  37,  la  obligación  que  quiere  impo» 
nérsele  a  la  Cámara  de  aprobar  las  contribu- 
ciones anualmente.  Para  probar  lo  contrario  no 
necesito  de  argucias  ni  sofisterías. 

"  He  aquí  el  artículo  87  "  Solo  en  virtud  de 
una  lei  se  puede  2 

"1."*  Imponer  contribuciones  de  cualquiera 
clase  o  naturaleza,  suprimir  las  existenties,  i  de- 
terminar en  caso  necesario  su  repartimiento 
entre  las  provincias  o  departamentos. 

*'Fljar  anualmente  los  gastos  de  la  adminis- 
tracion. 

"  3.*  Fijar  iguabnerite  en  cada  ano  las  fuerzas 
de  mar  i  tierra  que  han  de  mantenerse  en  pié 
en  tiempo  de  paz  o  de  guerra. " 

"  Resalta  aquí  una  verdad  de  hecho  que  no 
se  prueba  smo  con  el  mismo  hecho,  sefialándolo. 
Lo  que  se  djijera  para  probar  que  la  piedra  es 
pesada,  que  esa  luz  alumbra,  talvez  complicaria 
la  verdad :  asi  es  esto.  Los  señores  Imputados 
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conocen  bien  este  testo ;  en  el  pñm^  inciso  se 
dice :  qne  se  pueden  imponer  o  suprimir  contri- 
buciones, i  no  se  determina  cuándo.  En  el  se- 
gundo se  ordena  fijar  anvjoknente  los  gastos  de 
la  administración.  Esta  diferencia  es  constitu- 
cional, porque  el  artículo  89  obUga  a  los  Bfinis- 
tros  a  presentar  anualmente  al  Congreso  los 
presupuestos  de  sus  respectivos  Ministerios; 
porque  en  la  Constitución  hai  también  varias 
disposiciones  que  ordenan  aprobar  anualmente 
los  gastos  de  la  administración  pública :  por  eso 
es  que  en  este  inciso  se  repite  el  mismo  precep- 
to, sin  decir  lo  mismo  -de  las  contribudones, 
pues  no  hai  una  sola  palabra  en  la  Constitución 
que  diga  que  deben  aprobarse  estas  anualmen- 
te, Pero  se  trata  de  deducir  semejante  propo- 
sición del  contesto  de  esta  frase :  "  Las  contri- 
buciones se  deccetañ  solo  por  el  tiempo  de  diez 
i  ocho  meses;  i  las  fuerzas  de  mar  i  tierra  se  fijan 
solo  por  igual  tiempo.''  El  argumento  que  se  hace 
es  el  siguiente :  "  Supuesto  que  la  Constitución 
comprendió  bajo  una  misma  disposición  las 
contribuciones  i  la  fuerza  de  mar  i  tierra,  no 
cabe  duda  de  que  las  equipara  e  iguala  de  modo 
que  lo  que  diga  de  las  ñierzas  debe  entenderse 
de  las  contribuciones ;  i  por  consiguiente,  ha- 
biendo  dicho  en  el  inciso  tercero  "  fijar  igual* 
mente  cada  ano  las  fuerzas  de  mar  i  tierra^ ' 
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debe  entenderse  que  ha  querido  decir  lo  mismo- 
de  las  contribuciones. "  ¡  Qué  orijinal  argumen- 
tación !  con  semejante  lójica  podría  probársenos 
todo  lo  imposible !  Si  la  Constitución  ha  habla- 
do en  una  misma  frase  de  las  contribuciones  i 
de  las  faerzas  de  mar  i  tierra,  es  porque  están 
ambas  unidas  por  una  misma  idea,  a  saber,  por 
la  de  la  duración  de  diez  i  ocho  meses,  i  si  la 
Constitución  quiere  que  estas  últimas  se  voten 
oada  ano  como  el  presupuesto,  es  porque  hai  una 
graa  parte  del  presupuesto  destinada  a  las  fuer* 
zas  de  mar  i  tierra.  ¿  Cómo  podria  suceder  que 
se  votase  el  presupuesto  anualmente  sin  tener 
al  mismo  tiempo  presente  la  fuerza  del  ejército 
que  debe  existir,  cuando  en  ese  presupuesto  es- 
tan  consultados  los  fondos  que  en  dicha  ^erza 
86  invierten  ?  Esta  es  la  razón  principal  que  la 
Constitución  ha  tenido  para  ordenar  que  se  fi- 
jen cada  ano  las  fuerzas  de  mar  i  tierra;  i  esta 
razón  no  milita  por  cierto  respecto  de  ka  con- 
tribuciones.  Si  debiéramos  entender  de  estas 
todo  k)  que  la  Constitución  dice  de  la  fuerzas,  tan 
solo  porque  habló  de  ambas  una  sola  vez  en  una 
misma  frase,  destruiriamos  la  letra  i  el  espíritu* 
de  la  carta  i  nos  espondriamos  a  mil  errores, 
£b  evidente  que  la  Constitución  al  estatuir  so- 
bre presupuestos  i  sobre  fuerza  armada  no  ha 
ftínido  las  mismas  razones  que  al  estatuir  sobre 
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qontribacionfis.  Sise  quiere,  son  puntos  artos  da 
los  cuales  ha  Iiablado  en  un  artículo^  pero 
linioamente  porque  ha  querido  disponer  que  sólo 
puedan  tooaiBe  por  una  lei  i  nunca  por  un  de- 
creto o  una  ordenanza  del  Ejecutiyo.  Si  súmente 
hubiese  sido  obligar  a  laa  Cámaras  .a  que  vota- 
sen  anualmente  las  contribuoiones,  lo  habría 
esptesado  como  lo  hizo  respecto  da  la  fuerza 
armada  terminantemente. 

^^  Pero  se  dice  que  es  necesario  creerlo  asi,  es 
decir,  creer  que  la  Constitución  ha  querido  que 
se  voten  anualmente  las  contribuciones  para 
guardar  la  exacta  proporción  que  debe  existir 
entre  estás  i  los  gastos  públicos.  Este  argumen* 
to  a  primera  vista  parece  poderoso,  pero  a  mi 
modo  de  ver  no  tiene  fherza  ninguna.  La  ConS* 
titudon  ha  sido  mas  sabia  en  esta  parte :  ha  na- 
puesto  a  la  Cámara  el  deber  de  revisaj*  Ibé  con- 
tribuciones cada  diez  i  ocho  meses,  porque  pre* 
cisamente  cada  diez  i  ocho  meses  ^  cuando  ae 
pueden  hacer  modificaciones  en  ella,  sin  peligiN> 
de  desproporción  ninguna  con  los  presupu^istosk 
Estos  deben  por  la  Conatitueion  presentarse  én 
las  primerad  seáotuea  de  las  Cámaras,  de  mBotítñ 
que  la  mente  de  la  Constitodon  es  que  se  di»* 
cutan  en  los  meses  de  junio,  julio  o  agoste)  a  maa 
tardar.  Ih  esta  época  nos6 conocen  losi reoiwKtt 
del  afio  v6mdero,  por  coiwigwente  sería  á&ta,' 
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mado  peligrosio  tratar  en  ese  tiempo  de  hamt 
modificadoüea  en  lAs  coüttibudo&es :  hftlAi* 
que  para1»arlaA  simplemeate,  ponqué  ttAA  alté^ 
ración,  nña  sapreáon  nc^  eBpdnMn  a  ttn  ñéñdt* 
Tan  itisegaro  seria  im  cálculo  eiialqi¿era  ÉOhíé 
lo  qne  podrían  producir  las  eontril:)n«iofieft^  qe^ 
el  Ministra  de  Hacienda  mm  prevism*^  el  eeo^ 
nModi^  mas  consumado  no  se  tAiretreria  a  tener 
bastante  seguridad  para  fijar  la  e^üfada  de  im 
afto  de  manera  que  fuese  poáble  deeir  y%  g.  tíi 
junio  o  julio :  ^^  para  el  a2o  ^tmite  t^ftdtemon 
im  euperliabit  de  tanto,  por  oonsigmente)  pdde^ 
mos  desde  ahora  suprimir  o  i^ebi^  tal  «totitti^ 
bucion.^^¡Por  eso  no  bal  inconvemente  en4p^ob«f 
el  presupuesto  tan  luego  como'  la  lejislatura 
principia  a  funcionar,  mientras  que  babria  nm*- 
«ha  imprudencia  ^1  aprobar  entonces  la»  oon^ 
tribuciones  en  lugar  de  espertf  ^  una  époea 
mas  adecuada  pana  conocer  \m  is^^S&iMbimm 
que  en  eUaa  pueden  hacerse.  Ah^rá  bien,  ii  la 
Goilstítuoion  quiere  que  lás  continbucionts  w 
revken  cada  diez  i  ocho  meses,  i  si  1a  Oámwa 
de  Diputados  quiere  hachar  esta  f  ei^(^  <m  ni 
mes  de  abril  próximo  es  porque  andando  fhni 
aSo  50,  d  Ministro  de  hacienda  puedé  conoetr 
mejor  que  ahora  el  resultado  de  iM  entradii 
en  este  aao.  En  el  pasado,  cuando  préieftté  m 
memoria,  no  podia  prever  lo  que  sucedeti^  i 
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aun  llegaba  a  temer  xm  déficit.  ¿  No  es  verdad 
que  en  el  mes  de  abril  sabrá  ya  cuánto  producen 
el  catastro  i  el  diezmo,  cuánto  han  dado  o  darán 
las  aduanas  etcj  ¿No  es  verdad  que  ya  habrá 
recójido  en'ese  tiempo  la  mitad  de  las  contribu- 
ciones, i  sabrá  si  con  la  otra  mitad  puede  satis- 
facer los  gastos  pilblic  os  o  nó  ^  Si  hai  realmente 
un  déácit,  entonces  se  arbitran  los  medios  de  cu- 
brirlos; si  hai  por  el  contrario  un  superhabit, 
aliviamos. entonces  alguna  industria  de  las  que 
se  hallan  mas  recargadas.  He  aquí  la  verdade- 
ra manera  de  guardar  la  proporción  que  se  desea 
entee  los  gastos  i  las  entradas.  Esto  es,  señor,  k> 
que  ha  querido  la  Constitución  i  no  que  se  vo- 
ten lAs  contribuciones  a  un  mismo  tiem})o  con 
los  presupuestos.  ApHquemos  ahora  esa  doctri- 
na que  combato  i  veremos  sus  resultados  pemi^ 
oiosos,  veremos  que  se  inutiliza  en  nuestras 
manos  la  facultad  de  votar  las  contribucicmes 
que  nos  ha  dado  la  Constitución.  Por  el  contrsr 
rio,  en  el  mes  de  abril  o  en  el  de  junio  el  Go- 
bierno puede  decir  a  la  Cámara  de  Diputados: 
las  contribuciones  hasta  aqui  han  producido 
tanto,  i  hasta  el  próximo  diciembre  producen 
c^oanto*  Hai  déficit  en  las  rentas  públicas  i  pue- 
den adoptarse  algunas  medidas  para  salvarlo? 
¿Sstán  perfectamente,  equiparadas  las^Oitradas 
con  los  gastos?  no  se  hace  novedad  ningimaa 
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I  Hái  sobrante  en  las  entradas  ?  puede  aliviarse 
entonces  al  pueblo  de  una  contribución,  puede 
^primin^e  el  estanco,  puede  disminuirse  alguna 
parte  en  los  impuestos  que  se  pagan  por  la  im* 
portación  de  los  efectos  estranjeros ;  i  esto  no  se 
puede  hacer  cuando  el  Gobierno  no  tiene  toda- 
vía datos  ningunos  sobre  el  particular. 

"  Sepito  que  la  Constitución  no  nos  ha  im- 
puesto la  obligación  de  aprobar  las  contribucio- 
nes en  determinado  tiempo,  si  no  que  nos  ha. 
ordenado  revisarlas  cada  diez  i  ocho  meses  para 
que  pongamos  en  ejercicio  la  alta  facultad  que 
tenemos  de  modificarias;  para  que  obremos  «n 
el  interés  del  pueblo  i  nada  mas.  Si  según  e^ 
interés,  conviene  suprimir  contribuciones,  las 
suprimiremos,  si  no  conviene  las.  dejaremos  sub- 
sistentes. Asi  es  cómo  la  Cámara  de  Diputados 
debe  votar  la  lei  sobre  contribuciones,  asi  es 
como  debe  cumplir  con  su  encargo  i  no  apror 
baado  degamente  ornato  el  :^utko  quiere. 
Nuestro  propio  interés  está  ligado  con  este  de^ 
ber,  porque  es  la  nadon,  somos  nosotros  mismos 
los  que  hemos  de  padecer  cualquiera  omisión, 
cualquier  desctddo  en  el  cumplimiento  de  este 
deber. 

"  Pero  se  arguye  que  si  dejáramos  de  votar 
las  con^buciones  o  si  hiciéramos  en  ellas  alguna 
modificación  cuando  solo  faltasen  tres  meses  pa« 
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ra  que  espirase  la  lei  vijeate,  nos  espcHiikí^Milds 
a  eausar  un  trastorno  en  lá  industñlu  Se  ák» 
por  ejemplo,  que  si  rebajásemos  el  impuesto  de 
la  plata  pifia^  ocasionariamoft  un  mal  a  loe  mine^ 
ros  que  hubiesen  pagado  ese  impnedto,  porque 
no  podriwi  vender  su  producto  tan  barato  como 
poddan  Yttiderlo  aquellos  que  no  lo  hubies^i 
pagado,  puesto  que  un  producto  abarata  en  tanto 
ouanto  es  el  impuesto  de  que  se  le  exenor&  He 
aquí  un  nuevo  inconveniente  para  nttóstra  re- 
fimnade  impuestos.  Si  el  mal  con  que  se  nos 
ameniiwii  fuera  ^eotivo^  podíamos  ya  resignar» 
nos  a  no  luacer  alteración  lii  reforma  alguna  en 
la*  oonitrilnnáDnes,  porque  en  cualquiera  i^ocá, 
eoL  todas  circmifirtancias  se  nos  podria  hacer  la 
mianuí  objeción.  He  aquí  un  nuevo  sofisma  de 
economía  política,  g  Necesitaremos  mandárselo 
a  Bastiat  para  que  lo  resuelva?  No,  la  Oámara 
de  Diputados  lo  hará  i  convencerá  al  país  de 
que  no  hai  injusticia  en  abolir  o  en  modificar 
un  impuesta  Cuando  se  establece  que  no  debe 
rebajarse  una  conteibucion  }>orqüe  se  petjudioa 
a  los  productores  que  la  pagaron  Antes,  no  se 
atiende  a  la  ventaja  que  resulta  de  ello  a  la  ri^ 
queza  nacional,  no  se  piensa  en  que  cuanto  pu« 
diera  perder  el  produ0tor  por  verse  predico 
a  vender  barato  i  ano  indemniearse  del  impuesto 
que  antes  pftg6,  está  mas  qué  compensado  pw 
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el  mayor  consomo,  i  por  la  seguridad  qué  tieUé 
de  obtener  el  mismo  producto  eu  lo  su^edLvo 
con  tnénos  capital,  con  menos  grav^ámen^  pótqtie 
ya  no  pagará  el  impuesto  que  antes  pagaba.  El 
nunero^  el  coseckero^  el  agricultor,  el  coméis 
ciante  que  se  viese  precisado  a  vender  su  pro* 
ducto  en  tonto  menos  cuanto  es  aquello  en  que 
hubiese  abaratado  por  la  abolición  dd  impuesto^ 
estoi  s^uro  que  lo  baña  con  gusto^  pOfque  i^^ 
dría  la  certidumbre  de  producir  en  adelante 
oon  menos  costo,  libre  del  gravamen  que  antes 
pagó  i  de  reembolsar  su  pérdida  oon  ¿acuidad 
a  causa  del  mayor  oansumo.  3í  esto  no  ftiem 
a«í,  repito  que  estaríamos  oondeiuidoa  a  tto  hJtóW 
jaíBSB  alteracioil  alguna  eaa  nuestro  ^sist^made^^ 
feetuoso  de  contribuciones»  Tal  es  la  dootiina 
que  se  ha  querido  establecer,  tal  es  el  elOtúr  que 
domina  en  todo  el  disoiin»  qae  eontesto.  ha- 
poeible^es  que  tal  baya  sido  la  mente  déla 
Gonstitueion  que  nos  manda  revisar  la  M  da 
contribuciones  cada  diez  i  ocho  meses,  preeisai- 
m^Ute  porqi]fó  ella  ba  calculado  sabiamente  que 
en  este  lapso  de  tiempo  pueden  las  circunstan* 
ám  hab^lieoho  indispensables  dert»  modifi^ 
oaieiones  a  que  las  OámaJras  no  pueden  dépr  de 
atender.  Sostengo,  comx)  sostendré  siempre  esta 
importante  airibucion  de  la  Cámara,  ya  no  ixmu> 
una  garantía  de  la  libertad,  sino  conso  un  nuedio 
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de  acelerar  el  progreso  del  pais  que  repre- 
«eutamoB. 

^^  Horas  enteras  podría  ocupar  en  d^nostrar 
que  en  caso  de  resultar  a  los  productores  algún 
perjuicio  de  la  supresión  o  rebaja  de  un  impues- 
to, tal  peijuicio  sería  insignificante.  Cuando  se 
exoneró  el  trígo,  por  ejemplo,  de  los  grávame- 
nes  que  antes  tenia^  ¿se  hicieron  esa  cuenta 
los  lejisladores?  Cuando  el  gobierno  altera  las 
tarifas  de  los  impuestos  de  aduanas  ¿se  hace 
tampoco  esa  cuenta?  No,  señor,  ni  ningún  go- 
bierno se  la  hace  jamas,  porque  sabe  que  ese  no 
es  perjuicio,  porque  sabe  que  si  un  cosechero, 
a^ONBsa  de  la  abolición  de  im  impuesto,  se  ve 
precisado  hoi  a  vender  por  ocho  lo  que  le  cuesta 
diez,  lo  hace  con  gusto  porque  está  seguro  de 
que  and  a^o  entrante  se  indemnizará  de  esta 
pérdida.  Si  hai  un  impuesto  pesado  sobre  las 
manufacturas  del  pais,  es  el  que  pagan  las  pri- 
meras materias  de  esta  industria  en  su  impor- 
tación;  i  sin  embargo,  este  impuesto  producé  al 
erario  una  cantidad  insignificante  todos  los  anos. 
Supongamos  que  en  abrU  próximo  tuviese  el 
gobierno  bastantes  datos  para  creer  que  estabaa 
oubmrtos  los  gastos  del  año  i  que  nos  quedaba 
un  sobrante  disponible.  ¿  Por  qué  no  me  habría 
de  ser  Kcitoa  mí  proponer  la  abolidon  de  ese 
impuesto.?  ¿Se  me  diria  acaso  que  no  convenia 
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la  abolición  porque  los  carpinteros  que  tenían 
so^ás  trabajados  debían  perder  en  la  venta  de 
ellos,  por  cuanto  tendrían  que  darlos  tan  baratos 
como  pueden  hacerlo  los  demás  carpinteros  qne 
trabajasen  después  de' que  el  crin,  la  madera  i 
demás  primeras  materias  abaratasen  por  la  abo¿ 
lición  del  impuesto  ?  Ciertamente  que  los '  car- 
pinteros no  atenderían  a  tal  argumento  i  pedi- 
rían' la  abolición  sin  demora.  De  esta  clase  son 
los  argumentos  que  se  han  establecido  para 
hacer  entender  a  la  Cámara  que  tiene  obligación 
de  votar  anualmente  las  contribuciones ;  i  yo 
tengo  un  gran  placer  de  hacerme  el  honor  de 
entrar  en  esta  cuestión,  i  tratarla  franca  i  leal- 
mente,  sin  usar  argucias  ni  sofisterías.  Me  hago 
el  honor  de  defender  aquí  una  de  las  mas  im- 
portantes facultades  de  la  Cámara.  ¿Pero  por 
qaé  se  ha  puesto  en  duda  esta  atribución  ?  ¿por 
qué  el  Ministerio  hahecho*de  esto  una  cnei^ioii 
de  vida  o  muerte,  sobre  lo  cual  se  ha  llegado  a 
desencadenar  su  prensa,  hasta  el  estremo  de 
decir  que  el  cinismo  de  la  rruddad  es  el  que  ha 
inclinado  a  Votar  por  la  indicación  del  séfior 
Larrain.  El  honorable  Diputado  por  Santiago, 
que  ha  hablado  mas  o  menos  en  el  mismo  sen* 
tidio  se  ha  avanzado^  a  dudar  de  laa  intencionen 
de  la  mayoría,  ha  sostenido  que  los  Dipntaldos 
que  ap^an  la  indicación  no  han  espuesto  rázon 
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mogona^  motivo  pkiisible  niogimo  que  emsam 
su  temeraria  pretensión^  i  ha  pr^nntado  enér* 
Jicamente  enél  es  el  Diputado  que  se  propone 
hacer  refonaiis  en  las  contribuciones.  El  sefior 
Infante  acaba  de  responderle.  Si  no  hubiese 
estado  yo.  biijo  el  sopor  de  mi  enfermedad  cuan^ 
do  hiw  esa  pregunta  habría  respondido  que  yo 
también  me  propongo  hacerlas. 

^'  £1 9e3or  Diputado,  creyendo  haber  cortado 
el  nudogoi^iano,  haesdamado  con  énfasis  <«yó 
descubriré  el  secreto'' 

-^  ^  Se  pretende  suspender  la  aprobadon  de 
lee  ecofttribueiones  por  tres  meses,  para  tener 
durwte  este  tiempo  una  armasuspendida  sobre 
el  Presidente  de  la  Bepiiblica,  para  hao^le 
yariar  de  políüca»''-— 

^^  8e  ha  Uevado  la  discusión  a  este  terreno, 
ipara  qué?  Spara  negar  que  la  Gámaora  tiene 
fiMaltad  de  postei^ar  k  co^deradion  de  este 
asmto  ?  Yo  acepto  la  proposición  para  entrar 
Ifalmente  en  ella :  áempre  ru^go  a  mis  ad vw» 
aarioB  políticos  que  tengan  tol^^ncia  al  escu^ 
ehanne,  asi  como  yo  la  tengo  para  con  eUos. 

^^  Voi  a  atenerme  al  esbracto  que  el  diario 
ministerial  hace  de  las  palabras  del  Diputado 
pw  Santiago,  Sr,  Montt.  (  Leyó  en  la  li'thma 
elsigiaent^paefge:) 

**  Yo  descubriré,  dy o,  el  verdadero  objeto  de 
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mtA  indici^ioii,  cuya  utilidnd  en  el  sentido  del 
inteves  público  es  un  ^gma.  Se  quiere  hacer 
una  amenasa  al  Préndente  de  la  Bepiiblica ;  se 
quiere  hacerle  comprender  que  si  no  obedeoe  i 
se  inclina  ante  la  voluntad  capriclioBa  de  algu- 
nos^ cuantos  miembros  de  la  Oáiaara  hostiles 
al  ministerio,  le  serán  negadas  las  contribucio- 
nes  i  no  podrá  marchar  en  adelante  por  la  yia 
constitucional.  Así,  se  intenta  hacer  salir  a  la 
Cámara  de  la  órbita  de  sus  ñmciones  lejltimas 
para  ir  a  imponer  a  los  demaa  poderes,  para 
destruir  el  equilibrio  constitucional  de  todos 
ellos,  para  ejercer  el  mas  terrible  i  funesto  de 
los  despotismos,  el  despotismo  irresponsable 
i  parapetado  tras  de  las  fórmulas  de  la  legalidad. 
La  Oájnara  amenaza  al  Presidente  de  la  Bept^ 
blica  si  no  se  presta  a  ser  instrumento  ciego  de 
pasiones  políticas,  ú  no  abjura  su  Hbre  voluntad 
i  sus  principios,  despidiendo  de  su  lado  a  los 
ministros  que  merecen  su  confianza,  i  rodean- 
done  de  consejeros  con  quienes  no  le  ligan  TÍnccb- 
los  de  ideas  ni  de  simpatías.  ^ 

^^  i  Qué  se  pretende  hacer  saHr  a  la  Cámara 
de  sus  atribuciones  legítimas !  ¡  Que  se  pretende 
la  anarquía,  el  conflicto  de  los  poderes ;  hacer 
obedecer  al  Presidente  de  la  República,  incli- 
narlo, hacerlo  bajar  la  cabeza  ante  el  capricho 
de  unos  «uantosSDiputados  hostiles  al  ministe- 
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lio !  i  Qué  Befior  Diputado  tiene  esa  pretenaiínü 
I  Cuál  es  el  revolucionaiio  ?  Dígase  con  concien- 
cia i  francamente !  ¡  Nosotros  revolacionarioe! 
Nosotros  que  por  llevar  adelante  una  política 
liberal  i  justa  hemos  combatido  las  preocupa* 
clones ;  que  por  llevar  adelante  las  reformas,  ni 
siquiera  hemos  lisoijjeado  al  ejército !  Si  nos- 
otros quisiéramos  la  revolución,  esplotariamos, 
señor,  esas  preocupaciones,  como  las  esplotan 
nuestros  adversarios,  como  se  han  esplotado 
antes  de  ahora  por  todos  los  partidos  políticos. 
I  Nosotros  anarquistas  I  ¿  En  dónde  están,  señor, 
los  clubs  de  plebe  que  hemos  organizado  ?  Dón- 
de nuestros  recursos,  dónde  nuestros  batallones! 
Dónde  el  licor  que  hemos  derramado  para  es- 
timular las  pasiones !  Dónde  el  dinero  que  he- 
mos prodigado  para  exitar  al  desorden!  Noso- 
tros no  tenemos  mas  armas  que  nuestra  palabra 
i  nuestra  íusticia,  ni  más  amparo  que  la  lei. 

ni  siquiera  tenemos  un  par  de  pistolas  con  que 
dar  la  señal  de  alarma !  ¡  Amigos  del  despotis- 
mo nosotros  que  desde  que  nos  sentamos  en 
estos  asientos  estamos  combatiendo  por  mas  li- 
bertad i  mas  justicia,  por  una  política  mas  fran- 
ca, mas  nacional,  menos  restrictiva !  No  quere- 
mos asonadas,  no  queremos  motines,  no  quere- 
mos despotismo !  Queremos  sí  reformas  pacífi^ 
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cas  en  la  órbita  de  la  lei.  Entablamos  una 
resistencia  legal,  que  no  tiene  mas  armas  que 
el  raciocinio  ni  mas  fuerza  que  la  moral,  contra 
los  vicios  de  nuestro  sistema,  contra  los  abusos 
que  se  mantienen  en  pié,  contra  el  sistema  res- 
trictivo que  nos  domina,  contra  esa  inercia  en 
que  yacen  los  poderes  públicos,  que  parece  que 
no  tienen  vida  mas  que  para  mantener  el  mo- 
nopolio de  ciertas  formas  i  de  ciertos  intereses 
antisociales !  No  queremos  la  revolución  porque 
pedimos  una  facultad  que  han  respetado  todas 
las  Constituciones ! 

"  Permítaseme  también  hablar  con  franqueza 
a  mi  vez:  se  acude  al  arbitrio  de  sucitar  alar- 
mas, de  despertar  el  miedo  de  los  incautos.  Tal 
es  i  ha  sido  el  resorte  mas  poderoso  que  siempre 
ha  empleado  en  su  apoyo  esa  política  de  mono- 
polio que  estoi  combatiendo  desde  que  ocupo 
este  puesto.  Llaman  anarquistas,  desorganiza- 
dores a  todos  los  que  no  tienen  sus  ideas ;  basta 
desear  una  reforma  en  el  orden  de  cosas  existen- 
tes para  que  los  partidarios  de  esa  política, 
creyendo  perder  el  poder,  finjan  temer  la  gue- 
rra civil.  Desgraciadamente  hai  hombres  influen- 
tes a  quienes  se  les  infunde  miedo  con  facilidad, 
pintándoles  una  revolución  i  diciéndoles  que 
su  famiHa,  su  propiedad,  sus  personas  están  en 
peligro ;  que  el  orden  se  altera,  porque  los  que 
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bacen  la  oposición  quieren  el  saqueo,  la  guerr» 
civil  i  con  ella  todos  los  desastres  consiguientes. 
¡  Con  estos  arbitrios  se  nos  ataca !  i  esos  que 
tienen  miedo  no  tienen  ojos  para  ver  los  hechos. 
Yo,  que  he  hecho  siempre  en  esta  Cámara  la 
defensa  de  las  ideas  acusadas  de  anarquistas, 
I  viviría  mejor  en  la  guerra  civü  ?  Mejoraría  mi 
condiciou,  la  de  mi  mujer  i  mis  ocho  hijos?  ¿Qué 
podria  conseguir  de  una  asonadai  ¿Acaso  me 
halagaií  a  la  esperanza  de  obtener  en  el  gobierno 
un  ministerío  que  me  diese  4500  pesos  de  ren- 
ta, cuando  en  la  paz  que  gozamos  mis  ocupa- 
ciones me  producen  el  doble?  ¡Eevolucion! 
guerra  civil !  i  Para  qué,  cuando  la  Constitución 
nos  deja  la  libertad  de  obtener  ponmedios  pa^ 

"  Cuando  se  discutió  sobre  las  elecciones  de 
San  Fernando,  i  sobre  la  cuestión  de  la  muni- 
cipalidad de  Santiago^  se  dijo  otro  tanto,  se  pin- 
taron cuadros  terribles  de  revolución,  se  aseguró 
que  nuestro  triunfo  traeria  la  anarquía.  Bien. 
Triunfamos.  ¿Se  han  realizado  eso»  temores? 
Se  verificó  la  revolución  con  que  se  nos  amena- 
zó, i  se  desquició  el  orden  ? 

"  Es  necesario,  pues,  que  esos  caballeros  mie- 
dosos se  vayan  convenciendo  de  que  se  les  en- 
gaña, de  que  nosotros  no  somos  como  se  no» 
pinta,  sino  tan  interesados  como  ellos  en  el  orden 
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i  en  la  conservación  de  las  leyes,  qué  yo  soi 
un  hombre  pasivo,  qué  estoi  entre  ellos.  Afor- 
tunadamente ese  resorte  de  la  política  vieja  se 
va  gastando,  pronto  no  les  ha  de  servir  para 
nada  eso  de  meter  miedo :  no  pasarán  muchos 
dias  sin  que  se  convenzaa  los  timoratos  de  que 
se  juegan  con  ellos  i  los  esplotan  vergonzosa- 
mente. ¡  Oh  si  hubiera  un  trastorno,  como  el 
que  se  teme!  cuánto  placer  tendría  yo  de  que  esos 
caballeros  me  viesen  a  mí  i  a  mis  amigos  ser 
los  primeros  en  presentamos  a  un  cuartel  a  pe- 
dir  un  fusil  para  conservar  el  orden,  para  de- 
fender  la  propiedad,  para  asegurar  el  respeto  a 
las  leyes !  O  de  no,  que  se  nos  acuse  de  un  solo 
hecho,  que  nos  convenza  de  revolucionarios  I 
Aquí  estoi,  cualquiera  que  sepa  algo  de  mí^ 
preséntese,  acúseme . . . .  ! 

"  ¡  Ah !  no  temo  que  ese  resorte  tenga  ahora 
tanta  fuerza  como  la  que  antes  tenia.  No  temo 
que  ahora  se  acuda  como  antes  a  forjar  una  re- 
volución, para  suponemos  cómplices.  Pero  qui- 
siera tener  una  voz  de  trueno  para  que  me  oye- 
sen esos  caballeros  miedosos  que  en  este  instante 
están  temblando  fuera  de  este  recinto,  en  el  resto 
de  la  Repiíblica,  la  protesta  solemne  que  hago 
de  presentarme  preso  en  una  cárcel  al  instante 
en  que  se  asegure  que  somos  revolucionarios ! 

*'  Se  dice  que  si  la  Cámara  de  Diputados  pone 
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en  ejercicio  ahora  esta  facultad  de  reservarse 
la  aprobación  de  las  contribuciones,  para  tener 
esta  arma  suspendida  sobre  el  Presidente  de  la 
República,  mañana  podría  hacerlo  lo  mismo  con 
todos  los  demás  poderes,  i  diría  a  los  tribunales 
de  Justicia:  "  no  votamos  las  contribuciones,  si 
no  se  falla  favorablemente  tal  cuestión  que  ante 
nosotros  está  para  resolverse."  i  Es  posible  hacer 
semejante  suposición  ?  ¿  Se  puede  creer  que  los 
Diputados  presentes  i  los  que  vengan  después, 
irían  a  usar  de  esta  facultad  para  salvar  intere- 
ses pecuniaríos  ?  Qué  causa  tan  estraordinaría 
sería  esa  en  que  tuviese  empeño  toda  la  Cáma- 
ra? Era  preciso  que  para  obrar  de  este  modo 
toda  la  mayoría  tuviese  formada  una  sociedad 
para  un  camino  de  fierro,  por  ejemplo,  i  que  se 
compusiera  de  hombres  cínicos,  malvados,  es- 
túpidos, i  qué  se  yo  los  demaa  epítetos  con  que 
nos  regalan,  para  suponer  que  se  atreviese  a 
dictar  ese  ultimátum  a  los  tribunales  de  justicia. 
Se  agrega  que  si  la  Cámara  de  Diputados  dijese 
al  Presidente  de  la  República:  "Varíe  V.  E. 
de  política,  porque  de  lo  contrarío  no  voto  las 
contribuciones, "  el  Senado  diría  a  su  vez  que  no 
las  votaba  si  el  presidente  accedía  a  la  preten- 
sión de  esta  Cámara,  ¿  Por  qué  diría  lo  mismo 
.  el  Senado  ?  ¿  No  se  acuerdan  del  artículo  cons- 
titucional que  dice  que  las  leyes  sobre  contri- 
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buciones  solo  pueden  tener  su  oríjen  en  la 
Cámara  de  Diputados  ?  Luego  el  Senado  seria 
Cámara  revisora,  i  por  mas  que  recliazase  el 
proyecto,  esta  Cámara  insistiría,  i  sucedería  en- 
tonces una  cosa  análoga  a  la  que  está  sucediendo 
ahora  en  los  presupuestos,  es  decir,  la  Cámara 
de  Diputados  triunfarla  con  su  insistencia,  asi 
como  el  Senado  ha  triunfado  ahora  en  su  pro- 
pósito de  conservar  los  abusos.  De  manera  que 
aun  suponiendo  que  el  Senado  i  el  Presidente 
se  empeñasen  en  sostener  una  política  despótica, 
nunca  existiria  esa  anarquía,  ese  conflicto  de 
poderes. 

"  Se  agrega  mas  todavía.  Se  dice  que  nosotros 
pretendemos  establecer  un  precedente  que  ma- 
ñana podria  autorizar  al  Ejecutivo  para  que 
abusase  también  de  la  facultad  de  indultar,  dan- 
do libertad  a  los  forajidos  que  hai  en  Santiago 
i  la/rgcmdólos  sobre  nosotros.  ¡Qué  bello  ejemplo! 
Bonito  abuso !  El  Presi  lente  de  la  República 
abusaría  de  la  facultad  que  tiene  de  indultar,  si 
concediere  el  indulto  a  reos  que  no  lo  merecen 
justamente.  Pero  si  azuzase  contra  nosotros  a 
los  forajidos,  no  haría  un  abuso  de  la  facultad 
de  indultar,  sino  que  cometería  un  atentado. 
El  Presidente  no  puede  por  la  Constitución  ni 
por  las  leyes  soltar  presos  para  que  nos  saqueen 
i  asesinen,  de  suerte  que  si  lo.  hiciera  para  forzar- 
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nos a  que  lo  autorisarámos  con  alguna  facultad^ 
cometería  un  crimen,  i  él  mismo  seria  quien  jus- 
tificaba la  resistencia  armada,  quien  hacia  ne- 
cesaria la  revolución.  ¿  I  qué  tiene  de  común 
este  crimen,  que  se  llama  abuso,  con  la  facultad 
que  nosotros  ejerceríamos  negaado  las  «K»ntri- 
buciones  ?  Pero  se  nos  replica  que  al  negarlas, 
tendriamos  los  resultados  de  ese  crimen,  pues 
que  no  habría  cómo  mantener  a  esos  forajidos 
en  las  cárceles  Esto  se  dice  para  amedrentar. 
Nosotros  no  queremos  tal  cosa.  Si  negáramos 
las  contribuciones  hasta  que  el  Presidente  mo- 
dificase su  política,  es  de  suponer  que  él  no 
fuese  tan  pertinaz  que  no  adoptase  un  medio  dé 
transacción  para  entenderse  con  la  Cámara.  Si, 
con  la  Cámara,  i  no  con  unos  cuantos  Diputados 
hostiles  al  ministerio,  como  se  dice.  Si  el  Pre- 
sidente se  obstinara  hasta  el  estremo  criminal 
de  despreciar  a  los  Diputados  i  de  tratarlos  co- 
mo a  unos  menguados,  atacándolos  con  los  fora- 
jidos, nos  veria  proceder  prudentemente  i  adop- 
tar cualquier  recurso  antes  de  traer  sobre  el 
pais  la  guerra  civil  que  tanto  se  teme. 

"  Pero,  señor,  ¿  por  qué  habrian  de  resultar 
todas  esas  atrocidades  del  uso  lejítimo  de  una 
atribución  que  la  Cámara  posee  ?  No  lo  com- 
prendo i  me  confundo  cada  vez  que  procuro 
comprenderlo.  Si  se  teme  todo  eso  del  abuso 
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de  esta  atribución,  es  preciso  ner  lójico  i  temer 
lo  mismo  de  todas  las  atribuciones  que  tienen 
los  poderes  políticos.  En  tal  caso  guárdense 
todos  esos  razonamientos  para  cuando  se  refor- 
me la  Constitución,  i  entonces,  pintándose  estos 
cuadros  espantosos,  consígase  que  se  niegue  a 
la  Cámara  la  facultad  de  votar  las  contribucio- 
nes, i  a  los  demás  poderes  también  todas  las 
que  abora  se  les  conceden.  I  sobre  todo  no  se 
conceda  tampoco  al  Presidente  de  la  República 
la  facultad  de  disponer  de  la  fuerza  armada, 
porque  puede  abusar  de  ella  i  puede  amarrarnos 
a  todos  el  dia  menos  pensado.  Este  seria,  sí,  un 
,  verdadero  abuso,  pero  calificar  de  tal  el  único 
uso  que  pueda  hacerse  de  la  facultad  de  negar 
las  contribuciones,  no  sé  por  qué.  Retírense,  pues, 
todas  las  facultades,  porque  de  todas  se  pue- 
de abusar. 

"  Pero,  señor,  se  agrega  todavia,  que  negar 
las  contribuciones  seria  establecer  la  anarquia, 
el  depostismo,  el  peor  de  los  despotismos,  el 
despostimo  irresponsable,  el  escudado  con  las 
formas  legales. 

"  ¡El  despotismo  de  la  Cámara  de  Diputados! 
¡  Mírense  Vds.  déspotas,  señores  Diputados,  i 
déspotas  del  Presidente  de  la  República,  tan 
solo  porque  ponen  en  ejecución  una  atribución 
constitucional ! !  Porque  queremos  que  el  Pre- 
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sidente  modifique  su  política ;  porque  nos  em- 
peñamos en  que  respete  la  Constitución  con- 
servando la  unidad  de  gobierno ;  porque  em- 
pleamos una  de  nuestras  facultades  para  hacerle 
comprender  que  debe  respetar  a  la  Cámara;  que 
la  Cámara  es  un  poder  público  sin  cuya  coope- 
ración no  puede  marchar,  porque  queremos,  en 
fin,  que  se  respete  de  una  vez  el  sistema  repre- 
sentativo, se  nos  dice  que  deseamos  sancionar  el 
mas  espantoso  despotismo!  ¿Acaso  el  Presidente 
desempeña  un  poder  independiente,  soberano 
en  la  República  ?  Acaso  la  independencia  de 
los  poderes  políticos  está  constituida  tal  como 
se  dice  que  lo  está  en  la  Constitución?  No,  señor, 
esa  independencia  no  es  la  separación,  no  es  el 
antagonismo.  Esa  independencia  no  impide  que 
los  poderes  estén  ligados,  no  impide  que  exista 
entre  ellos  esa  unidad  que  consiste  en  la  rica 
armonía  de  la  acción  Kbre  i  proporcionada  de 
todos  ellos.  Eso  es  lo  que  ha  querido  nuestra 
Constitución  al  en,cadenar  todas  las  ramas  del 
poder  político  por  el  ejercicio  de  ciertas  facul- 
tades conservadoras  destinadas  a  mantener  la 
concordia,  la  armonía  social.  La  Constitución 
no  quiere  que  la  Cámara  de  Diputados  se  limite 
siempre  a  aprobar  las  leyes  que  se  le  propongan, 
enmudeciendo  en  presencia  de  la  marcha  polí- 
tica que  despliegue   el  Ministerio.   Tampoco 
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quiere  que  la  Cámara  obre  siempre  bajo  las 
inspiraciones  del  gobierno.  Lo  que  quiso  la 
Constitución  fué  establecer  en  esta  Cámara  la 
verdadera  representación  nacional ;  por  eso  la 
mandó  formar  por  medio  de  la  elección  directa 
i  no  por  esos  medios  indirectos  señalados  para 
la  formación  del  Senado.  La  Cámara,  como  re- 
presentante lejítima  de  la  nación  tiene,  pues, 
otras  facultades  a  mas  de  las  que  le  competan 
como  lejisladora.  Estas  facultades  no  pueden 
tener  otro  empleo  que  el  necesario  para  mante* 
ner  el  equilibrio  político,  para  hacer  que  los 
otros  poderes  entren  en  su  órbita  cuando  hayan 
salido  de  ella.  ¿  No  tiene  el  Presidente  la  facul- 
tad de  suspender  i  de  someter  a  juicio  a  los 
jueces  cuando  administran  mal  la  justicia  ?  ¿El 
uso  de  esta  facultad  conservadora  viola  acaso  la 
independencia  judicial?  Así  tampoco  atacamos 
la  independencia  del  Ejecutivo,  si  usáramos  de 
nuestras  facultades  conservadoras  para  hacerlo 
entrar  en  su  deber.  ¡  Pero  cuan  noveles  estamos 
todavía  en  el  sistema  constitucional !  Se  llega 
a  desconocer  lo  que  nuestra  misma  Constitu- 
ción ha  establecido,  i  se  confunde  la  indepen- 
dencia de  los  poderes  de  una  manera  lastimosa! 
No  es  esta  la  primera  vez  que  se  desconocen  las 
facultades  conservadoras  de  la  Cámara.  En  me- 
ses  pasados  se  nos  negó  también  la  facultad  que 
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tenemos  de  declarar  que  un  Ministerio  no  mere- 
se  nuestra  confianza.  Ahora  se  pone  en  duda  la 
facultad  que  tenemos  dé  votar  las  contribucio- 
nes !  Yo  no  sé  cómo  no  se  nos  ha  negado  tam- 
bién la  facultad  de  interpelar.  Pero  yo  protestaré 
siempre  contra  estos  excesos :  en  el  Ministerio, 
abajo,  en  todas  partes  proclamaré  estos  princi- 
pios i  sostendré  el  pabellón  republicano,  a  cuyo 
servicio  me  he  puesto.  Pero  al  fin  de  tanto  negar 
esta  atribución  de  la  Cámara  de  Diputados,  al 
fin  de  temer  tanto  de  ella  se  ha  venido  en  con- 
ceder ;  (  esto  lo  he  oido  yo,  no  estaba  durmien- 
do )  se  ha  venido  a  confesar,  digo,  el  derecho 
que  la  Cámara  tiene  de  conceder  o  de  negar  las 
contribuciones !  ¡  Ni  cómo  negarlo  tampoco!  En 
todos  los  paises  constituidos  se  ha  reconocido 
este  derecho.  Quien  tiene  la  facultad  de  conceder, 
tiene  la  de  negar ;  la  una  supone  la  otra.  Desde 
la  vieja  Inglaterra,  hasta  las  nuevas  Repúblicas 
americanas  se  ha  establecido;  i  cuando  Carlos  I 
quiso  desconocerlo  en  Inglaterra,  el  pueblo  lo 
defendió  denodadamente.  Nosotros  lo  defende- 
mos aquí,  no  como  los  ingleses  con  las  armas 
en  la  mano,  sino  con  la  palabra,  pues  no  nos 
incumbe  hacerlo  de  otro  modo  a  nosotros,  po- 
bres hombres  de  frac,  que'talvez  seremos  arras- 
trados a  una  prisión  si  se  declara  el  estado  de 
sitio,  como  se  pretende!  Pero  se  dice  que  el  dere- 
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cho  denegar  las  contribuciones  solo  puede  poner- 
se en  ejercicio  contra  v/n  gobierno  qvs  coriGulcasé 
todm  los  derechos^  contra  un  verdadero  déspota. 
Esta  es  la  doctrina  sentada  por  el  Diputado  por 
Santiago.  I  si  la  Cámara  de  Diputados  ve  que 
vamos  realmente  a  la  revolución,  no  por  lo  que 
ella  hace,  gino  por  lo  que  liace  el  Ministerio :  si 
la  Cámara  de  Diputados  ve  que  todos  los  dias 
se  piden  contra  eUagriUos,  prisiones,  destierro; 
si  ve  conculcada  la  Constitución  porque  se  es- 
tablece que  el  soberano  es  el  Ejecutivo,  que  la 
Cámara  no  tiene  representación,  que  es  ilejítima; 
si  ve  que  se  ataca  por  el  Ministerio  su  autori- 
dad i  su  dignidad,  sin  perdonar  medio  para 
desprestijiarla;  si  ve  que  ^yx^mejidio falsamente^ 
sí,  falscmiente^  que  demoramos  I03  presupuestos, 
se  estimula  a  que  nos  asesinen  diciendo  a  la 
fuerza  armada  que  ella  tiene  las  armas  i  que 
puede  hacerse  justicia;  si  ve  otros  mil  escándalos 
de  este  j  enero  i  no  podrá  la  Cámara  exijir  del 
Presidente  que  modifique  su  política,  que  varíe 
su  Ministerio  ?  Si  en  este  caso  no  hai  derecho, 
no  sé  cuándo  pueda  haberlo  I  Se  proclama  el 
asesinato  contra  nosotros,  ¿no  tendremos  dere- 
cho de  decirle  al  Presidente  que  modifique  la 
poKtica  del  Ministerio  ? 

"  No  queremos  decirle  que  elija  a  Fulano  o 
a  Sutano ;  no,  señor,  que  elija  a  quien  quiera : 
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lo  qne  queremos  es  la  variación  de  la  política; 
el  gobierno  obre  como  debe  obrar,  sin  hostilizar 
a  los  demás  ramos  del  poder,  ni  mantener  el  an- 
tagonismo, salvándonos,  en  fin,  de  esta  situación 
estraordinaria  en  que  nos  hallamos.  Entienda 
el  Presidente  de  la  República  que  esta  es  una 
rama  del  poder  público ;  poder  q^e  ha  sido 
respetado  en  todas  partes,  aun  por  los  monarcas 
mas  déspotas;  entienda  que  sin  nuestra  coopera- 
ción no  puede  marchar,  que  nosotros  formamos 
la  mayoría,  es  decir,  la  lei ;  esa  mayoría  que  en 
cien  veces  ha  triunfado  de  su  Ministerio.  En- 
tienda que  aun  cuando  fuésemos  pobres  mozoa 
de  ayer^  ein  estampa  pa/ra  sufrir  el  ridiculo^  te- 
nemos derechos  que  representar  i  disposición 
para  representarlos  i  defenderlos  tenazmente. 
i  Por  qué  se  ha  de  estimar  en  menos  el  voto  de 
la  mayoría  de  esta  Cámara  ?  No  me  puedo  es- 
plicar  esa  conducta  sino  por  la  familiaridad :  es 
cierto,  están  acostumbrados  a  vemos  cada  dia, 
a  llamarnos  i  a  tocamos  con  franqueza  i  por  eso 
no  quieren  creer  que  ejercemos  un  poder,  ¿  I  si 
nosotros  retaliásemos  con  los  Ministros  ? . . . . 

"  Somos,  pues,  la  Cámara  i  como  tal  podemos 
ejercer  el  derecho  de  negar  las  contribuciones, 
que  aun  él  Diputado  por  Santiago  nos  reconoce, 
cuando  asi  convenga  al  interés  nacional,  sin  que 
por  eso  se  pueda  acusamos  ni  recriminarnos. 
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Yo  defenderé  siempre  este  principio  con  el  mis- 
mo fervor  con  que  otras  veces  he  defendido 
otros  principios  del  sistema,  que  han  sido  des- 
conocidos. Pido  a  mis  adversarios  que  me  hagan 
la  justicia  de  respetar  mis  intenciones,  que  me 
insulten  cuando  quieran  por  la  prensa,  con  tal 
que  en  la  Cámara  respeten  al  Diputado. " 


XV. 


MOCIÓN 

Mbrt  declarar  patrios  francos  los  de  Valdivia  i  Chiloé,  presentada  a  la 
Cámara  de  Diputados  en  sesión  de  3  de  junio  de  1850. 


Señores  : 

El  comercio  estranjero  que  se  hace  directa- 
mente por  las  Aduanas  de  Chiloé  i  Valdivia, 
produce  anualmente  al  erario  una  suma  que 
por  lo  regular  no  pasa  de  tres  mil  pesos,  calcu- 
lando mui  favorablemente. 

El  valor  de  las  mercaderías  naturalizadas 
que  se  introducen  en  Chiloé,  después  de  haber 
pagado  sus  derechos  en  otras  Aduanas  de  la 
Repiíblica,  se  puede  fijar,  por  termino  medio, 
en  cien  mil  pesos ;  i  el  de  las  mercaderías  de  la 
misma  clase,  que  importa  el  comercio  de  cabo- 
taje en  Valdivia,  se  puede  estimar  del  mismo 
modo  en  cincuenta  mil  pesos. 

Suponiendo  que  estas  mercaderías  hayan  pa- 
gado de  derechos  en  Valparaíso  u  otros  puertos 
un  veinte  i  uno  por  ciento,  tomando  esta  suma 
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como  término  medio,  sin  embargo  de  que  la 
mayor  parte  de  ellas  son  de  aquellas  que  pagan 
por  la  lei  desde  un  cinco  hasta  un  quince  por 
ciento,  tendríamos  que  el  mayor  producto  del 
erario  por  las  mercaderías  nacionalizadas  que 
consumen  aquellas  provincias,  seria  de  31,500 
pesos. 

De  suerte  que  según  el  cálculo  mas  favorable, 
el  comercio  estranjero,  que  se  hace  directa  o  in- 
directamente en  Chiloé  i  Valdivia,  no  deja  al 
erario  mas  de  35,000  pesos  anuales. 

Mientras  tanto,  aquellas  Aduanas  cuestan 
todos  los  años  catorce  mil  pesos  mas  o  menos, 
pues  que  se  presupuestan  para  la  de  Valdivia 
de  seis  a  seis  mil  quinientos,  i  mas  de  siete  mil 
ochocientos  pesos  para  la  de  Chiloé,  inclusos 
los  gastos  de  tesorería. 

Presento  estas  consideraciones  para  poder 
establecer  que  la  pérdida  que  el  erario  nacional 
sufrirla,  si  se  declarasen  puertos  francos  para 
toda  clase  de  comercio  los  de  Valdivia  i  de 
Chiloé,  solo  seria  de  '21000  pesos  aproxima- 
tivamente. 

Mas  aim  cuando  esta  pérdida  importase  el 
doble,  seria  mas  que  compensada  por  las  intnen- 
sas  ventajas  que  resultan  al  pais  de  abolir  las 
Aduanas  en  aquellas  provincias,  dando  asi  un 
desarrollo  inmenso  a  su  mejora  material  i  moraL 
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Constituidos  los  escelentes  puertos  de  Val- 
divia i  de  Chiloé  en  depósitos  del  comercio  e&- 
tranjero  en  el  Pacífico,  no  peligrarla  por  eso  la 
observancia  de  las  leyes  fiscales  en  el  resto  de 
la  República,  pues  que  el  contrabando  no  seria 
posible,  a  causa  de  que  los  costos  del  trasporte 
en  la  intransitable  distancia  que  media  entre 
Valdivia  i  Concepción,  serian  excesivamente 
superiores  a  los  derechos  que  hubiesen  de  pagar 
en  otros  puertos  las  mercaderías  que  se  desea- 
ran introducir. 

Convencido  de  que  la  Cámara  apreciará  las 
ventajas  de  este  pensamiento  me  limito  a  for- 
mularlo en  el  siguiente  proyecto  de  lei : 

Art,  I."*  Se  declaran  francos  para  el  comercio 
en  jeneral  los  puertos  de  las  provincias  de  Val- 
divia i  de  Chiloé,  sin  que  desde  la  promulgación 
de  esta  lei  puedan  cobrarse  derechos  de  impor- 
tación, de  esportacion,  de  depósito,  ni  de  ningu- 
na otra  clase  sobre  las  mercaderías  que  se  inter- 
nen en  ellos  o  se  estraigan. 

2.''  Las  mercaderías  estranjeras  que  se  tras^ 
porten  de  los  puertos  de  Chiloé  i  Valdivia  a 
otros  de  la  Bepiiblica,  se  sujetarán  a  las  leyes 
jenerales  para  el  pago  o  exención  de  derechos, 
como  si  vinieran  del  estranjero. 

3.^  Quedan  suprimidas  las  Aduanas  de  aque* 
Has  provincias,  i  se  autoriza  al  I^ecutivo  para 
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que  organice  las  oficinas  fiscales  que  deben  sub- 
sistir, dando  a  los  empleados  cesantes  otro  pues* 
to  análogo  al  que  tenian,  o  sp  jubilación,  eon- 
forme  a  las  leyes. 

4.*  Se  autoriza  al  Ejecutivo  para  que  dicte 
las  medidas  conducentes  a  la  observancia  de 
esta  lei,  estableciendo  los  resguardos  que  fueren 
necesarios,  con  tal  de  que  la  dotación  de  sus 
empleados  sea  autorizada  por  el  Congreso. 

J.  Y.  Labtabbul 
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PIEZAS 

relativas  al  proyecto  del  Ejecutivo  sobre  establecer  un  tercer  recurso 
de  nulidad  de  las  stnte&cias  judiciales. 

El  Ejecutivo  sometió  a  la  consideración  de 
la  Cámara,  on  noviembre  de  1849,  el  siguiente 
Mensaje: 

Conciudadanos  del  Senado  i  de  la  Cámara 

DE  Diputados. 

"  La  forma  que  se  observaba  para  interpo- 
ner i  sustanciar  los  recursos  de  nulidad  era  del 
todo  defectuosa  i  se  corrijieron  no  pocos  abusos 
con  la  promulgación  de  la  lei  de  1.**  de  marzo 
de  1837.  Empero,  esta  lei  no  admite  otras  cau- 
sas de  nulidad  que  las  que  se  refieren  a  la  ri- 
tualidad de  los  juicios  i  anula  la  sentencia  en 
que  el  juez  o  tribunal  hubiere  quebrantado  las 
formas  esenciales  de  los  procedimientos,  cerran- 
do la  puerta  a  las  reclamaciones  que  se  hicieren 
cuando  se  ha  fallado  contra  espresa  disposición 
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legal,  o  contrariando  el  sentido  literal  o  mani- 
fiesto espíritu  de  la  disposición  aplicable  al 
punto  controvertido.  Si  bien  es  verdad  que  se- 
rán raros  los  cq^sós  en  que  se  dicte  una  sentencia 
contrariando  abiertamente  la  lei,  no  lo  es  me- 
nos que  en  esta  parte  hai  un  vacío  en  la  lejislá- 
cion  i  que  debe  proveerse  del  remedio  necesa- 
rio para  reparar  el  perjuicio  que  se  irrogare  a 
los  litigantes. 

"Aparte  de  esta  Ventaja  hai  otra  de  grande 
importancia  que  tiende  a  uniformar  los  fallos 
para  que  haya  perfecta  consonancia  en  las  deci- 
siones de  los  Tribunales.  Solo  asi  podrá  tam- 
bién uniformarse  la  jurisprudencia,  a  fin  de  que 
una  serie  de  resoluciones  análogas  vengan  a 
fijar  el  verdadero  sentido  o  espíritu  de  la  lei. 
Teniendo  en  el  dia  tres  Cortes  de  Apelaciones 
se  hace  aun  mas  necesaria  la  revisión  de  las  sen- 
tencias que  se  pronunciaren  con  notoria  infrac- 
ción de  la  lei,  pues  de  otro  modo  cada  Tribunal 
tendría  su  jurisprudencia,  admitiendo  unos  lo 
que  otros  rechazan,  i  debiendo  todos  arreglar 
sus  fallos  a  las  mismas  disposiciones  legales. 

"  Puede  suceder  que  la  independencia  de  los 
litigantes,  la  falta  de  recursos,  o  cualquiera  otra 
circunstancia  les  retraiga  decir  de  nulidad  de 
una  sentencia  notoriamente  injusta,  dejando 
pasar  desapercibido  un  fallo  que  puede  servir 
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de  norma  a  las  decisiones  ulteriores  del  Tribu- 
nal que  lo  dictó.  Tomando  en  consideración  la 
necesidad  de  evitar  males  de  tanta  trascenden- 
cia para  la  administración  de  justicia  se  fran- 
quea a  los  Fiscales  el  medio  de  repararlos,  per- 
mitiéndoles que  entablen  el  recurso  de  nulidad. 
Sin  suspender  los  efectos  de  la  sentencia  acep* 
tada  ya  por  las  partes,  la  resolución  que  se  es* 
pidiere  tendrá  por  línico  objeto  establecer  la 
regla  que  debe  observarse  en  lo  sucesivo. 

*'  A  mas  á/b  la  causa  de  nulidad  ya  indicada 
convendría  admitir  las  que  se  espresan  en  los 
dos  últimos  incisos  del  art.  1." — ^Versa  la  una 
sobre  los  documentos  cuya  nulidad  o  falsedad, 
apareciendo  probada  en  el  proceso,  se  les  dá  un 
valor  que  en  sí  no  tienen  hasta  fundar  en  ellos 
la  sentencia.  Aunque  seria  peUgroso  abrir  la 
puerta  a  las  reclamaciones  sobre  calificación  de 
la  prueba,  limitadas  a  un  caso  especial,  desapar 
recen  esos  inconvenientes  i  no  hai  temor  de 
que  lleguen  a  convertirse  en  tercera  instancia 
los  recursos  de  nulidad. 

'^  La  liltima  causa  de  nulidad  se  deriva  de  la 
misma  sentencia  cuando  los  Tribunales  se  nega- 
ren a  fallar  todos  los  puntos  controvertidos. 
Desde  el  momento  que  se  resistieren  a  pronun- 
ciarse sobre  ellos,  debe  creerse  que,  o  son  mate- 
ria de  otro  juicio,  o  que  la  negativa  es  infrmdada 
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e  ilegal.  En  el  primer  caso  do  hai  nulidad,  mM 
no  asi  en  el  segundo,  porque  habiéndose  incluido 
en  la  demanda,  recaido  sobre  ellos  contestación 
i  rendídose  la  prueba  necesaria,  se  deben  fallar 
en  la  misma  sentencia  i  no  condenar  a  los  liti- 
gantes a  las  molestias  i  gastos  de  un  nuevo  jui- 
cio. Nada  importa  tanto  para  la  recta  adminis- 
tración de  justicia  como  la  espedicion  de  los 
negocios  sin  admitir  dilaciones  que  menoscaban 
justos  derechos  i  hacen  tan  penosa  la  condición 
de  los  litigantes. 

"  Tales  son  las  razones  que  me  han  decidido 
a  someter  a  vuestra  deliberación,  con  acuerdo 
del  Consejo  de  Estado,  el  siguiente — 

«PROYECTO  DE  LEÍ. 

"  Art.  1.*  Fuera  de  los  casos  en  que  la  lei  de 
!.•  de  mar250  de  1837  permite  decir  de  nulidad 
de  una  sentencia  pronunciada  en  segunda  ins- 
tancia por  un  Tribunal  de  apelación,  podrá 
establecerse  este  recm^o  en  los  siguientes- 

"  1."*  Cuajido  el  Tribunal  fallare  contra  es- 
presa disposición  legal,  o  contrariando  el  sen- 
tido literal  o  el  manifiesto  espíritu  de  la  lei,  o 
aplicando  una  disposición  que  no  corresponda 
al  caso  disputado. 

«  2.''  Cuando  la  sentencia  se  ñmda  en  docu- 
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mentos  cuya  nulidad  o  falsedad  está  compro- 
bada en  el  proceso. 

"  S.""  Cuando  se  hubiere  omitido  en  la  sen- 
tencia alguno  de  los  puntos  controvertidos  i  el 
Tribunal  se  hubiere  negado  a  fallar  sobre  él. 

"  Art  2.**  Si  se  interpusiere  recurso  de  nuli- 
dad por  la  causa  que  se  espresa  en  el  inciso  1/ 
del  artículo  anterior,  deberá  acompañarse  bole- 
ta por  la  que  conste  que  el  recurrente,  si  no 
estuviere  declarado  por  pobre,  ha  consignado 
en  arcas  fiscales  la  cantidad  de  300  pesos,  si  la 
cuantía  o  valor  disputado  no  escediere  de  5000 
pesos  i  de  600  si  escediere  de  esa  suma :  cuyas 
cantidades  le  serán  devueltas  si  la  Corte  Su- 
prema revocase  en  todo  o  en  parte  la  sentencia 
contra  la  cual  se  ha  recurrido ;  i,  por  el  contra- 
rio serán  aplicadas  al  fisco,  si  dicha  Corte  decla- 
rare no  haber  nulidad. 

"Art.  SJ*  Para  hacer  esta  declaración,  la 
Corte  Suprema  de  Justicia,  dando  por  bien  cali- 
ficados i  averiguados  los  hechos,  se  limitará  a 
conocer  de  la  debida  o  indebida  aplicación  de 
la  lei. 

"  Art  4."*  Si  transcumdo  el  término  de  la 
lei  la  parte  que  se  sintiere  agraviada  no  hubie- 
re dicho  de  nulidad  de  la  sentencia  pronunciar 
da  contra  espresa  disposición  legal,  podrá  estar 
blecerse  este  recurso  por  el  Fiscal  de  la  Corte 


—  443  — 
rtóipectiva.  El  término  dentro  del  cual  puede 
el  Fiscal  decir  de  nulidad,  será  el  de  un  mes, 
contado  desde  el  dia  en  que  ae  notifique  a  las 
partes  la  sentencia,  sin  que  le  comprenda  la 
obligación  de  acompañar  boleta  de  consigna- 
ción. 

'*  Art.  6.**  El  fallo  que  pronunciare  la  Corte 
Suprema  en  el  caso  a  que  se  refiere  el  articulo 
anterior,  no  alterará  lo  juzgado,  i  la  sentencia 
anulada,  sea  que  se  hubiere  revocado  en  todo  o 
en  parte,  surtirá  los  efectos  de  una  transacción. 

"  Art  6.J  Apareciendo  de  autos  el  tícío  que 
motiva  la  nulidad  por  alguna  de  las  causas  qs- 
presadas  en  esta  lei,  se  procederá  en  la  sustan- 
ciacion  del  recurso  con  arreglo  a  lo  dispuesto 
en  la  lei  de  I.**  de  marzo  de  183t,  guardandp 
todas  las  disposiciones  en  ella  contenidas,  ^alro 
en  lo  relativo  a  la  consignación. 

"Santiago,  noviembre  14  de  1849. 

"  Manuel  BtrLirES. 

^^ Manuel  A.  Tocomál.'^ 


—  444  — 

Sobre  el  anterior  proyecto,  redactó  el  seSor 
Lastarria^  i  fdé  &ometido  a  la  Cámara,  en  sesión 
de  1  de  jonio  de  1850,  por  la  comisión  de  jus- 
ticia, el  siguiente 

INFORME. 

"El  decreto  supremo  de  1.*  de  marzo  de 
1837  que  reglamenta  el  recurso  de  nulidad,  lo 
limita  a  la  sentencia  definitiva  que  se  hubiere 
pronunciado  faltando  a  las  formas  esenciales 
de  la  ritualidad  de  los  juicios  determinadas  lite- 
ralmente por  la.  lei.  Estenderlo  a  los  caso@  en 
que  se  hubiere  faUado  contra  espresa  disposír 
don  legal  o  .coTvt/ra/riarido  d  serUido  literáL  o  mor 
nifiesto  espíritu  de  Ja  disposición  apUcable  al 
pv/nto  oorUrovertido^  como  lo  propone  el  Ejecu- 
tivo, es  desnaturalizar  este  recurso  i  aumentar 
de  un  modo  lamentable  las  dilaciones  i  trámites 
de  nuestro  defectuoso  modo  de  enjuiciar. 

"  El  recurso  de  nulidad  solo  se  concede  con- 
tra las  sentencias  dadas  con  infracción  de  las 
leyes  que  determinan  la  forma  i  ritualidad  de 
los  juicios.  El  recurso  de  apelación  se  concede 
para  las  sentencias  injustas,  es  decir,  aquellas 
en  que  se  hubiese  faUado  contra  espresa  dispo- 
sición legal  o  contrariando  el  sentido  literal  o 
manifiesto  espíritu  de  la  disposición  aplicable 
al  punto  controvertido.  Tal  es  la  jurispruden- 


—  445  — 
cia  qae  sancionaa  las  leyes  modernas  espafiolas 
i  las  de  algunas  repúblicas  americanas  que,  a 
manera  del  decreto  chileno  ya  citado,  han  tra- 
tado de  fijar  i  de  limitar  la  defectuosa  latitud 
que  dejaban  las  antiguas  leyes  españolas  para 
el  recurso  de  nulidad.  Por  esto  es  que  se  hace 
una  diferencia  mui  lójica  entre  la  sentencia  nula 
i  la  sentencia  injusta. 

"  El  recurso  de  nulidad  existe,  como  sabemos, 
contra  las  sentencias  de  los  tribunales  de  ape- 
lación cuando  estos  hubieren  faltado  a  las  for- 
mas esenciales  de  la  ritualidad  de  los  jipcios. 
Estender  este  recurso  so  pretesto  de  que  los 
mismos  tribunales  pueden  fallar  contra  una  es- 
presa disposición  legal,  es  lo  mismo  que  esta- 
blecer una  tercera  instancia,  es  decir,  otro  re- 
curso iñas  de  apelación  contra  las  sentencias 
de  segunda  instancia. 

^^  La  Corte  Suprema  puede  mui  fácilmente 
conocer  de  un  recurso  de  nulidad  de  los  esta- 
blecidos  por  el  decreto  de  I.*"  de  marzo,  porque 
entonces  solo  se  limita  a  averiguar  si  el  Tribu- 
nal  de  Apelaciones  ha  faltado  o  no  a  la  rituali- 
dad de  los  juicios.  Pero  si  se  le  dá  la  incum- 
bencia de  juzgar  sobre  si  dicho  Tribunal  de 
Apelaciones  ha  fallado  contrariando  el  sentido 
literal  o  manifiesto  espíritu  de  la  lei  aplicable 
al  punto  controvertido,  se  le  autoriza  para 
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reveer  la  cansa,  esto  es,  para  fallar  la  caestioH 
se^uu  su  propia  opinión,  i  entonces  no  es  la 
sentencia  de  la  Corte  de  Apelaciones  la  que 
termina  la  cansa,  sino  la  de  la  Corte  Suprema. 

"  Si  hai  razón  para  establecer  esta  tercera 
instancia,  también  debe  haberla  para  estable- 
cer 1^.  cuarta  i  asi  hasta  lo  infinito  porque  sino 
hai  seguridad  de  que  la  Corte  de  Apelaciones 
dicte  siempre  sus  sentencias  conforme  a  la  lei, 
tampoco  la  habrá  de  que  la  Corte  Suprema 
aplique  siempre  el  sentido  literal  i  el  espíritu 
de  la  disposición  legal  aplicable  al  caso  contro- 
vertido. 

"  Creer  que  este  recurso  no  se  usará  sino  mui 
rara  vez,  és  hacerse  ilusión. 

"  No  basta  la  multa  de  300  pesos  que  esta- 
blece el  artículo  2.*"  del  proyecto.  Para  el  liti- 
gante perdido  no  sirven  e3as  multas,  cuando  se 
le  deja  la  esperanza  de  que  la  Corte  Suprema 
puede  fallar  la  causa  como  él  lo  desea,  dándole 
a  la  lei  la  intelijencia  que  él  le  da  i  no  la  que 
le  di6  la  Corte  de  Apelaciones, 

"  No  hai  litigante  perdido  que  no  mire  como 
injusta  la  sentencia  dé  su  pl^to,  ni  hai  abogado 
qué  no  crea  que  se  ha  fallado  contra  espresa 
-disposición  legal,  cuando  no  se  hají  aplicado  en 
la  sentencia  las  leyes  o  doctrinaa  en  que  él 
f^ndó  su  defensa.  Ba  todo  juicio  hai  una  fim- 
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cion  lójica  que  coiísiate  en  apreciar  los  hechos 
que  son  las  premisas  de  la  lei  i  en  aplicar  la 
disposición  de  esta.  Por  consiguiente,  según  la 
apreciación  de  los  hechos  es  la  aplicación  del 
derecho.  Si  se  aprecian  como  lo  desea  el  deman- 
dante, el  demandado  cree  que  se  ha  fallado 
contra  el  sentido  literal  o  contra  el  espíritu  de 
la  disposición  legal  que  él  suponía  aplicable  al 
punto  controvertido.  Si  se  aprecian  como  los 
presenta  el  demandado,  cree  el  demandante  lo 
mismo  a  su  vez.  I  así  no  habrá  sentencia  de  la 
cual  no  pueda  recurrirse  a  la  Corte  Suprema, 
s^un  este  proyecto.  Los  que  litigan  por  pobres, 
que  son  muchos  en  Santiago,  usarán  siempre  de 
este  recurso,  parque  no  tienen  que  consignar 
multa.  Los  demás  la  consignarán  en  la  mayor 
parte  de  los  casos,  porque  casi  siempre  contarán 
con  aquellos  accidentes  que  entran  en  el  cálculo 
de  las  probabilidades  favorables  que  forman 
todos  los  litigantes. 

"  Estos  males  suben  de  punto  si  atendemos 
a  la  complicación,  confusión  i  vaguedad  a  que 
dan  lugar  en  la  jurisprudencia  las  seis  mil  i 
tantas  leyes  mal  ordenadas  que  oonti^ien  nues- 
tros códigos. 

'^El  Ejecutivo  cree  que  este  proyecto  es  el 
único  que  puede  uniformar  la  jurisprudencia, 
pero  paxa  creerlo  así  parte  del  falso  anteen 
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dente  de  que  habiendo  en  el  dia  tres  Cortes  de 
Apelaciones  cada  una  tendrá  sq  juríspradencia 
propia,  porque  puede  dictar  sentencias  con  ma- 
nifiesta infracción  de  la  lei  i  puede  suceder  que 
las  unas  admitan  lo  que  las  otras  rechazan. 

*^  No  debe  suponerse  que  las  Cortes  de  Ape- 
laciones fallen  siempre  con  notoria  infracción 
de  las  leyes,  i  si  alguna  vez  Id  hacen,  queda  a 
las  partes  o  al  gobierno  el  recurso  de  acusarlas. 
Si  una  Corte,  sin  apartarae  de  la  justicia  i  sin 
cometer  arbitrariedad,  entiende  de  una  manera 
una  lei,  i  otra  le  dá  una  intelijencia  distinta,  el 
gobierno  encargado  por  la  Constitución  de 
velar  sobre  la  administración  de  justicia,  debe 
ocurrír  al  Cuerpo  Lejislativo  pidiendo  que 
fije  el  verdadero  sentido  de  la  lei  disputada. 
Esto  es  mas  segtíro  i  espedito  que  dejar  a  loa 
litigantes  la  libertad  de  formar  una  tercera 
instancia,  que  seguramente  la  entablarán  para 
favorecer  sus  intereses  i  no  por  uniformar  la 
jurisprudencia. 

«En  vez  de  uniformar  la  jurisprudencia  su- 
jetándola  al  dictado  de  la  Corte  Suprema,  como 
si  esta  fuera  infaUble,  i  como  si  en  todos  los 
casos  hubiera  de  tener  mas  razón  que  cualquiera 
otra  Corte  en  el  modo  de  entender  una  lei,  el 
proyecto  viene  a  echar  por  tierra  la  principal 
utilidad  que  produce  el  establecimiento  de  las 
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Cortes  de  Apelaciones  en  el  Norte  i  Sur  de  la 
Bepública,  porque  entonces  los  litigantes  ricos 
i  los  mas  influentes  serian  siempre  los  que 
recurririan  a  la  Corte  Suprema,  mientras  que 
los  menos  poderosos  sufririan  en  sus,  derechos 
el  mismo  desamparo  en  que  se  hallaban  antea 
de  la  existencia  de  esos  Tribunales. 

"Por  otra  parte  el  proyecto  propone  una 
innovación  sumamente  perjudicial  i  contraria 
a  la  buena  administración  de  justicia,  al  dejar 
a  los  fiscales  la  libertad  de  entablar  el  recurso 
de  nulidad,  por  la  causa  dicha,  cuando  las  par- 
tes hubieren  dejado  de  entablarlo  dentro  del 
término  ordinario. 

"  I  Con  qué  derecho  podria  la  Corte  Suprema 
revocar  una  sentencia  consentida  por  los  liti- 
gantes sobre  quienes  recayó  ?  ¿  Qué  interés 
social  podria  autorizar  a  la  Corte  Suprema 
para  revocar  una  sentencia  pasada  en  autoridad 
de  cosa  juzgada,  i  producir  con  su  revocatoria^ 
no  solo  nuevos  pleitos,  sino  recriminaciones  i 
dificultades  peligrosas  ?  ¿  Se  cree  que  un  liti- 
gante se  conformaria  con  mirar  como  una 
transacción  una  sentencia,  que  siéndole  contra- 
ria, hubiese  sido  revocada  por  la  Corte  Supre- 
ma a  petición  del  Fiscal  ?  Las  sentencias  de  las 
Cortes  no  podrian  prestar  seguridad  ninguna, 
si  se  admitiera  esta  nueva  jurisprudencia,  ni 
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podrían  servir  de  base  a  los  derechos  que  ellas 
atribuyesen ;  i  sobre  todo  no  tendríamos  razón 
para  mirar  como  justamente  adquirídos  los 
derechos  que  se  fundaran  en  una  sentencia  eje- 
cutoriada, cuando  esa  sentencia  hubiese  sido 
revocada  en  todo  o  en  parte  por  consecuencia 
de  este  recurso  oficial,  que  el  proyecto  estable- 
ce contra  el  interés  de  los  litigantes,  que  es  el 
único  que  debe  respetarse  en  tales  casos. 

"  Por  estas  razones  la  Comisión  cree  que  la 
Cámara  debe  desechar  el  proyecto  de  lei  sobre 
nuevas  causas  de  nulidad. 

"Sala  de  la  Comisión,  junio  10  de  1850. 

"  Lastarria,  EEKAzimiz,  Infante.  " 


DISCURSO 

en  apoyo  de  est«  informe  proDunciado  por  cl  señor  Lastarria  en  la  sesión 
de  24  de  julio,  contestando  al  señor  Ministro  de  Justicia. 

"  Confieso  que  voi  a  hablar  mui  desorientado, 
porque  he  tenido  la  desgracia  de  no  formarme 
una  idea  exacta  del  discui*so  que  acaba  de  oir 
la  Cámara.  En  él  se  ha  batido,  a  modo  de  de- 
cir, en  guerrilla  el  informe  de  la  Comisión. 

Se  le  ha  atacado  en  detalle,  sin  plan,  sin  or- 
den, de  manera  que  ese  discurso  no  puede  ser 
comprendido  en  un  solo  cuadro  para  examinar- 
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lo.  Asi  es  que  haciendo  uso  de  las  razonéa  que 
la  comisión  tuvo  presentes,  me  parece  que  por 
poco  que  yo  hable,  la  Cámara  comprenderá 
mui  bien  cuan  precisos  son  los  principios  de 
jurisprudencia  en  que  la  Comisión  sé  funda, 
principios  a  los  cuales  ha  dado  una  admirable 
flexibilidad  el  honorable  diputado  que  deja  la 
palabra. 

Paréceme  seria  imposible  dejar  de  fastidiar 
a  la  Cámara  con  ciertas  distinciones  escolásti- 
cas, impropias,  si  se  quiere,  pero  indispensables 
desde  el  momento  en  que  las  reglas  de  la  juris- 
prudencia mas  triviales  se  presentan  desfigura- 
das. Por  ejemplo,  se  dice  que  la  cuestión  está 
reducida  a  este  término:  "¿Debe  concederse  o 
no  un  recurso  contra  las  sentencias  que  hayan 
sido  dictadas  iufrinjiendo  las  leyes  o  su  espíri- 
tu?" i  se  agrega  que  nadie  puede  resolver  esto 
negativamente.  Mas,  nadie  negará  que  para  re- 
solver esta  cuestión  es  preciso  usar  de  un  dis- 
tingo escolástico.  Si  se  habla  de  una  sentencia 
de  primera  instancia,  concedo,  pero  si  de  una 
d«  segunda,  niego,  porque  en  virtud  de  un 
principio  innegable  dos  sentencias  terminan  el 
juicio. 

"Se  dice  que,  según  la  jurisprudencia  moder- 
na, en  todos  los  países  civilimdos  se  concede 
un  tercer  recurso,  el  de  injusticia  notoricu^-. 
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También  tendría  que  hacer  otra  distinción  es- 
colástica aquí;  pero  sin  hacerla,  niego  que  se 
conceda  tal^  recurso  absolutamente  en  todos  los 
países,  porque  hoi  dia  se  halla  establecido  en 
Espafia,  en  Francia  i  en  la  América  toda  el 
principio  de  que  dos  sentencias  terminan  la 
litis.  Este  principio  no  se  desconoce  en  los 
tiempos  modernos. 

"Es  cierto  que  en  Francia  hai  el  recurso  de 
casación  para  ante  el  primero  de  los  tribuna- 
les; ípero  qué  tiene  que  ver  este  recurso  con  el 
que  trata  de  introducir  el  proyecto  en  discu- 
sión? ¿Se  ha  dicho  en  Francia  alguna  vez  que 
el  tribunal  de  casación  pueda  reveer  una  sen- 
tencia, en  la  cual  se  haya  fallado  contra  el  ma- 
nifiesto espíritu  de  la  lei,  como  lo  establece  este 
proyecto?  Nunca,  jamas.  Es  necesario  tener 
presente  que  no  es  lo  mismo  fallar  contra  el 
testo  de  una  lei,  que  fallar  contra  la  intelijen- 
cia  o  espíritu  de  la  lei.  Respecto  de  una  sen- 
tencia de  primera  instancia,  esta  diferencia  no 
existe,  porque  contra  ella  se  concede  el  recurso 
de  apelación;  pero  respecto  de  una  sentencia  de 
segunda  instancia,  esa  diferencia  debe  existir, 
puesto  que  si  se  concediera  un  tercer  recurso, 
so  pretesto  de  que  esa  sentencia  infrinjia  el  es- 
píritu de  la  lei,  deberia  también  establecerse 
un  cuarto  recurso,  i  asi  hasta  lo  infinito:  de 
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tiiodo  que  el  recurso  de  casación  seria  tan  fre* 
cuente  como  el  de  apelación  i  entonces  desapa* 
receria  la  regla  de  la  lei,  que  solo  establece  dos 
grados  de  jurisdicción. 

"En  Francia  se  ha  establecido  el  recurso  dé 
casación  contra  toda  sentencia  pronunciada 
contra  él  texto  de  la  lei^  jorque  no  se  le  deja  a 
la  Corte  de  Casación  facultad  para  juzgar  sobre 
el  fondo  de  un  asunto,  como  se  le  dejaría  si  se 
le  permitiera  reveer  una  sentencia  de  la  cual 
se  querellase  uno  suponiéndola  contraria  al 
espíritu  de  la  lei.  Porque,  señor,  ¡cuánto  no  hai 
de  vago  en  lo  que  se  llama  el  espíritu  de  la  lei! 

"Es  cierto  que  la  jurisprudencia  tiene  tam- 
bién su  filosofía,  como  se  acaba  de  decir,  pero 
¿cuál  es  la  norma  fija  a  que  deben  atenerse  los 
litigantes  cuando  tratan  de  fijar  el  espíritu  de 
la  lei?  ¿Cuál  seria  la  norma  del  juicio,  si  el  tri- 
bunal hubiera  de  atenerse  en  sus  fallos  al  espí- 
ritu de  la  lei?  Supongamos  que  un  litigante  se 
alzara  de  una  sentencia  de  la  Corte  de  Concep- 
ción o  de  la  Serena,  diciendo  que  era  injusta, 
porque  no  estaba  conforme  al  espíritu  de  la  lei 
del  caso.  ¿A  qué  se  atendría  la  Corte  Suprema 
para  fijar  ese  espíritu  sino  a  su  propia  opinión? 
¿Podrian  los  litigantes  esperar  que  esta  Corte 
se  atuviera  a  una  norma  mas  segura  que  su  opi- 
nión? Supongamos  todavía  que  la  Corte   de 
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Concepción  entiende  el  espíritu  de  nna  leí  así, 
i  la  de  la  Serena  lo  entienda  asá^  i  hai  alguna  nr 
2on  que  nos  convenza  de  que  la  opinión  de  la  Cor- 
te Suprema  sobre  esta  diverjencia  deba  ser  la 
decisiva  ?  Por  mucho  respeto  que  merezcan  los 
miembros  de  estos  tribunales ,  es  preciso  con* 
venir  en  que ,  cuando  llega  semejante  caao , 
es  indispensable  recurrir  al  cuerpo  lejislativo 
para  que  fije  la  verdadera  intelijencia  de  la  lei* 
Los  tribunales  de  justicia  no  deben  tener  seme- 
jante derecho  jamas.  £1  cuerpo  lejislativo  está 
encargado  de  establecer  i  de  reformar  las  leyea 
que  reglan  los  diferentes  dominios  del  óiden 
social.  Si  después  de  establecida  una  lei  i  de 
estar  diverjentes  los  tribunales  en  el  modo  de 
entenderla,  hubiera  de  quedar  al  arbitrio  de 
uno  de  ellos  la  interpretación ,  este  tribunal 
vendría  a  ser  el  lejialador;  i  entonces  ¿qué 
vendria  a  ser  la  lejislacion  ?  Toda  ella  dea&par 
receria  i  sus  preceptos  dependerían  de  la  opinicm 
caprichosa  de  ese  tribunal  Supremo,  que  ven- 
dría a  ser,  en  último  resultado,  el  verdadero  lejia- 
lador, puesto  que  a  título  de  intérprete,  estable- 
ceria  primitivamente  derechos  i  obligaciones. 
"Es  preciso  que  recono35carft<^  como  principio, 
no  solamente  de  jurisprudencia  si  no  de  políticaí 
que  los  tribunales  de  justicia  no  pueden  inter- 
pretar las  leyes  ni  fijar  su  espíritu :  pea:  coaai- 


guíente ,  cuándo  hai  dos  tribunales  de  justicia 
que  eetan  discordes  en  el  modo  de  aplicar  una 
lei ,  es  preciso  apelar  al  cuerpo  lejislativo  para 
que  fije  esa  disposición.  Desde  el  momento 
que  concedamos  a  las  Cortes  facultad  de  fijar 
primitivamente  derechos  i  obligaciones,  les  con- 
cedemos la  facultad  de  léjislar,  i  esto  no  está  con- 
forme con  nuestro  sistema  político  ni  de  juris- 
prudencia. Ahora ,  señor  ¿  será  preciso  que  nos 
fijemos  en  los  infinitos  i  multiplicados  males  a 
que  daría  lugar  la  doctrina  que  se  establecería 
Í4o  el  ünpSio  de  la  lei  e.  dÍBC«io»  >  L«  «■ 
pañoles  los  han  temido  con  mucha  razón,  pues- 
to que  ya  han  abolido  definitivamente  seme- 
jante jurísprudencia.  Si  los  franceses  han  te- 
ínido  confiar  al  tribunal  de  casación  la  facultad 
de  admitir  recursos  fundados  en  una  mala 
interpretación  de  las  leyes,  sin  embargo  de 
que  tienen  un  código  senciUo  i  talvez  el  mas 
lójico  de  todos  los  códigos  modernos,  ¿tendría- 
mós  o  no  rá^n  nosotros,  con  nuestras  seis  mil 
i  tantaíi  leyes  complicadas,  contradictorias  i 
bárbaras  para  temer  mayores  males  ?  j  Quién 

luntad  fijase  el  espíritu  de  nuestra  lejislación? 
lia  Corte  Suprema,  que  es  a  la  que  se  da  la 
facultad  de  interpretarla ,  de  establecer  primi- 
tivamente derechos  i  obligaciones. 
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"Por  otra  parte ,  se  dice  que  nunca  se  han 
hecho  argumentos  contra  el  antiguo  recurso  de 
injusticia  notoria ,  que  estaba  establecido  por 
las  leyes  españolas.  Pregunto  yo  ¿  cómo  es  en- 
tonces que  está  abolido  ese  recurso  en  España 
i  en  todos  los  Estados  que  se  rijen  por  sus  leyes? 
Luego  habrá  habido  razón  para  ello,  i  aun 
cuando  no  hubiese  habido  iijfinitas ,  que  bien 
conocidas  son,  basta  la  necesidad  que  tenemos 
de  poner  un  límite  siquiera  a  la  arbitrariedad 
judicial ;  basta  la  necesidad  que  tenemos  de  no 
dejar  la  decisión  de  los  juicios  a  la  simple  opi- 
nión humana ,  que  no  ofrece  garantía  alguna  a 
los  dereclios  individuales ;  basta,  en  fin,  la  nece- 
sidad que  tenemos  de  no  erijir  en  lejislador  a 
un  tribunal  de  justicia,  i^o  seria  lójico  bajo  el 
dominio  de  la  monarquía  absoluta  de  España, 
porque  siendo  el  rei  el  supremo  lejislador ,  era 
propio  recurrir  a  él  por  injusticia  notoria  para 
que,  por  medio  de  su  Consejo,  fijase  el  verda- 
dero sentido  de  la  lei  que  él  mismo  daba.  Mas, 
ahora  seria  esta  práctica  abiertamente  contraria 
a  nuestro  sistema  de  gobierno. 

"Sin  embargo,  se  ha  dicho  que  entre  nosotros 
se  abolió  el  recurso  de  injusticia  notoria,  por 
que  estaba  organizándose  el  poder  judicial  i 
tenia  muchos  defectos  que  imposibilitaban  la 
administración  de  ese  recurso.  Pero,  señor, 


—  457  — 
I  acaso  han  desaparecido  esos  defectos  ?  ¿  La 
Corte  Suprema  está  ahora  mejor  constituida 
que  cuando  se  abolió  aquel  recurso  ?  ¿  En  el  dia 
nuestra  Corte  Suprema ,  tal  como  está  consti- 
tuida ,  puede  siquiera  ni  medianamente  servir 
para  fallar  en  casación  ?  De  ninguna  manera. 
Si  pudiera  hacerlo,  enhorabuena.  Cuando  la 
Corte  Suprema  se  constituya  en  verdadero  tri- 
bunal de  casación ,  admito ;  pero  ahora  no  i  mil 
veces  no.  Los  franceses  han  tenido  tal  cuidado 
al  establecer  el  recurso  de  casación  contra  las 
sentencias  que  han  sido  pronunciadas  contra  el 
testo  de  la  lei  i  no  otras,  que  han  tomado  todas 
las  medidas  necesarias  para  conciliar  la  sabidu- 
ría i  prudencia  de  las  resoluciones  de  la  Corte, 
i  evitar  los  arbitrios  de  la  chicana  judicial. 
Aquel  tribunal ,  en  primer  lugar ,  es  indepen- 
diente, i  en  segundo  lugar,  está  organizado  del 
modo  mas  adecuado^  se  compone  de  45  jueces, 
un  presidente ,  tres  presidentes  para  cada  una 
de  las  secciones  en  que  se  divide ,  un  procura- 
dor jeneral ,  seis  abogados  jenerales  i  sesenta 
abogados  destinados  a  abogar  en  casación.  En 
los  procesos  que  se  le  presentan ,  hace  relación 
uno  de  los  mismos  jueces,  que  pasa  su  memo- 
rial al  procurador  jeneral  i  a  los  abogados, 
quienes  forman  sobre  la  cuestión  simples  memo- 
rias ,  sin  aparato  de  libelos  i  sin  los  arbitrios 
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da  la  chicana.  Sobre  ^ste  triple  exámea  impar* 
cial  i  jeBeralmente  sabio,  juzga  el  tribunal. 
Compárese  este  modo  de  proceder  con  el  da 
nuestra  Corte  Suprema,  con  el  de  nuestras 
leyes  de  procedimiento:  jbai  siquiera  algún 
arbitrio ,  alguna  medida  legal  que  nos  pueda 
asegurar  de  que  la  Corte  Suprema ,  por  bueno 
que  sea  su  ánimo ,  fijara  siempre  la  verdad  ? 
1 1  quién  puede  aseguramos  de  que  la  Corte 
Suprema  no  se  deje  alucinar  por  la  sofisterla^ 
de  los  abogados  ?  Por  otra  parte ,  la  Corte  de 
Casación  nunca  conoce  sobre  la  cujestion  de  un 
pleito :  declarando  nula  la  sentencia ,  manda  el 
asunto  a  otro  tribunal  para  que  repita  la  sor 
gunda  instancia.  Entre  nosotros  no:  la  Corta 
Suprema  va  a  conocer  en  todo.  ¿Cámo  es  posible 
desnaturalizar  mas  esta  institución  ? 

"Atacando  el  honorable  diputado  por  Valpar 
raiso  el  informe  presentado ,  considera  como 
ilusorio  el  temor  que  la  comisión  abriga  sobre, 
que  se  convertirá  el  recurso  queae.  trata  d^ 
establecer  en  una  tercera  instancia  inevitable 
en  todos  los  jiucios*  La  comisión  sostiene  m 
pensamiento ,  pues  que  su^  argumentos  qneda»i 
en  pié ,  a  pesar  de  los  que  en  contra  ba  hechA 
el  señor  diputado.  Dice  é^te  que  en  loa  mucliijoa 
ajlos  ha  que  está  establecido  el  recurso  de  nur 
Udad ,  no  han  ocurrido  diess  casos  de  este  re« 
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curso  aute  la  Corte  Suprema  ^  i  que  lo  mismo 
ha  de  suceder  con  el  que  establece  este  proyec- 
to ,  porque  en  él  se  fija  una  multa  que  basta  a 
contener  a  los  litigantes ,  como  los  contiene  la 
de  la  lei  actual  de  nulidades. 

Siendo  el  hecho  cierto ,  no  es  esa ,  seflor ,  la 
razón  que  lo  produce.  Si  han  ocurrido  pocos 
casos  de  recursos  de  nulidad  ante  la  Suprema 
Corte,  no  es  por  la  multa  que  se  impone  al 
litigante  que  recurre  (los  litigantes  no  temen 
multas)  sino  porque  la  lei  tasa  con  precisión 
laa  causas  de  nulidad.  Estando  así  determina^ 
das  filamente  estaa  causad  i  siendo  todas  ellas 
^JUe  a  L«  ^lemnidad»  dd  juicio,  .« 
Cortes  de  Apelación  tienen  mui  buen  cuidado 
de  no  incurrir  en  esas  causas  de  nulidad  i  por 
eso  no  son  frecuentes  estos  recursos  para  ante 
la  Corte  Suprema.  Mas ,  el  proyecto  en  discu- 
sión viene  a  relajar  este  principio ,  porque  per- 
mite entablar  nulidad  contra  una  sentencia,  so 
pretcsto  de  que  en  ella  no  se  ha  respetado  el  eá^ 
pirit^  de  una  leL  Esto  es  abrir  la  puerta  mas 
ancha  posible  para  que  todo  litigante  perdido^ 
00  entable  este  recurso  cada  vez  que  pueda 
tener  esperanzas  de  que  la  Corte  Suprema  fijé 
de  otro  modo  eso  que  se  llania  el  espíritu 
de  la  lei.  Supongamoi»:  Yo  quiero  entablar 
nuHdad  bajo  el  imperio  de  la  leí  vijente.  Lo 
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primero  que  hago  es  ver  si  el  tribunal  de  se- 
gunda instancia  ha  incurrido  en  alguna  de  laa 
causas  que  esa  lei  señala.  Hallo  que  no ,  porque 
se  han  respetado  todas  las  fórmulas  del  juicio. 
Me  resigno  i  no  sigo  adelante.  Al  contrario, 
quiero  hacer  otro  tanto  bajo  el  imperio  de  esta 
lei  que  se  propone  por  el  Ejecutivo ,  supongá- 
mosla ya  sancionada.  ¿  Deberé  buscar  las  cau- 
sas de  nulidad  en  los  trámites  que  se  han  se- 
guido ?  No ,  no  tengo  necesidad.  A  lo  linico 
que  debo  atender  es  la  sentencia :  ella  me  es 
contraída ,  i  por  tanto  es  injusta  para  mí :  la 
lei  no  está  bien  aplicada.  Cuento  con  tales  pro- 
babilidades, calculo  que  la  Corte  Suprema 
puede  entender  la  lei  de  otro  modo ,  no  hago 
caso  de  la  multa ,  i  me  voi  a  la  carga  con  el 
recurso  de  tercera  instancia. 

"Se  agrega  también  que  los  litigantes  que 
pierden  no  consideran  como  injustas  las  senten-. 
cias,  i  que  aun  cuando  asi  sea,  las  respetan  co- 
mo fundadas.  No  comprendo  esto.  Me  es  mucho 
mas  fácil  comprender,  porque  es  mas  natural, 
que  un  litigante  que  pierde,  considere  siempre 
como  injusta  su  sentencia.  I  una  vez  que  tenga 
facilidad  para  apelar  de  un  fallo,  aunque  sea 
de  segunda .  instancia,  apelará  siempre  que  le 
sea  contrario.  Por  mas  que  la  lei  en  que  se  fun- 
da la  sentencia  sea  clara  i  terminante,  el  liti' 
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gante  perdido  sostiene  que  debe  entenderse 
del  modo  que  le  conviene,  le  da  otro  espíritu. 
Espera  hacer  valer  su  opinión  en  ia  Corte  Su- 
prema, cuenta  sus  relaciones,  i  en  fin,  toma  en 
consideración  los  infinitos  elementos  que  en- 
tran hoi  a  componer  el  cálculo  de  las  probabi- 
lidades que  se  forman  los  que  litigan.  El  proce- 
dimiento propuesto  se  presta  a  ello,  porque  no 
es  la  lei  la  que  va  a  deslindar  los  juicios  sino 
la  opinión  de  los  jueces  de  la  lei. 

"Mas,  se  dice  que  esto  se  evitará  con  la  multa 
que  fija  el  proyecto ;  pero  ¿cuál  es  esa  multa? 
La  de  trescientos  pesos?  ¿Qué  son  trescientos 
pesod  cuando  se  van  a  aventurar  de  una  mane- 
ra como  esta,  no  ya  fiado  en'  la  justicia  ni  en  la 
lei,  sino  en  lo  que  será  el  espíritu  de  la  lei  en 
la  opinión  de  los  jueces? 

"Por  otra  parte,  la  multa  solo  se  impone  a 
los  litigantes  ricos.  Podrá  servirles  de  estorbo 
cuando  van  aventurando?  Los  litigantes  pobres 
no  la  pagan,  i  estos,  como  dice  la  Comisión,  son 
infinitos  en  Santiago,  i  lo  serán  igualmente  en 
los  distritos  judiciales  de  Concepción  i  la  Sere- 
na. Entonces,  cuál  es  el  freno  que  puede  impe- 
dirles recurrir  a  esta  tercera  instancia?  Por  un 
lado  no  tienen  que  sujetarse  a  pena  ninguna ; 
por  otro  se  les  presenta  el  ancho  campo  de  las 
probabilidades,  relaciones,  empeños,  etc.  El  re- 
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soltado  será  que  al  poco  tiempo  de  esteren  uso 
esta  lei,  la  Gorte  Suprema  no  tendrá  otras  cau- 
sas  en  que  ocuparse  que  las  qne  le  vayan  por 
este  ^recurso  de  tercera  instancia.  I  entonces, 
qué  viene  a  ser  del  provecho  que  se  propuso  1a 
lei  que  estableció  las  Cortes  del  Norte  i  del  Sur 
de  la  República?  A  qué  viene  a  quedar  reduci* 
do  el  amparo  que  la  lejislatura  i  el  gobierno 
procuran  dispensar  con  estos  tribunales  a  loa 
habitantes  de  aquellos  pueblos^  Los  litigantes 
poderosos,  cuando  pierdan  su  pleito  vendrán  a 
ver  cómo  entiende  la  Corte  Suprema  el  espiri* 
tn  de  la  1^,  mientras  qne  sufre  el  qne  no  ten- 
ga cómo  venir  a  buscar  esa  opinión. 

^^Ahora  también  se  dice  que  no  es  exacto  \o 
que  la  Comisión  ha  sentado  sobre  las  sentenciad 
nulas  i  las  injustas.  A  mi  modo  de  ver  ed  mui. 
exacta  esa  diferencia.  La  jurisprudencia  moder- 
na considera  nulas  las  sentencias  dada£^  con  in^ 
fi^cciou  d«  la^  leyes  que  esteblecea  la  rituali. 
dad  de  los  juicios^  e  injustas  aquellas  en  que  se 
ha  justado  mal  sobre  el  fondo  de  la  cuestión ; 
a  lo  menos  esta  es  la  tendaocia  de  los  códigos 
que  oonosseo.  Si  nuestra  lei  actual  de  nulidade» 
stíSalara,  como  se  asegura^  por  causas  de  nulidad 
algunas  que  no  sean  conformes  con  esta  doctrina^ 
eso  sola  qnerria  decir  qne  nuestra  lei  era  defec- 
tuosa i  que  debia  reformarse.  Pero  s^alar  como 
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causa  de  utilidad  la  circunstancia  de  haberse 
contrariado  en  una  sentencia  el  espíritu  de  una 
lei,  no  se  puede  admitir,  sin  desconocer  tam^ 
bien  la  necesidad  que  tendría  el  tribunal  su* 
premo  de  conocer  en  el  fondo  de  la  causa,  lo 
cual  constituiría  una  tercera  instancia.  Puédese 
admitir  el  recurso  de  nulidad  de  una  sentencia 
de  segunda  instancia,  por  ser  esta  contraria  al 
texto  de  una  lei,  o  si  se  quiere,  por  haber  fallado 
ultra  petita^  o  por  menos  de  lo  pedido ;  pero  es 
preciso  que  en  tal«3  casos  el  tribunal  supremo 
se  limite  a  declarar  la  nulidad,  es  decir,  a  de- 
clarar que  la  segunda  instancia  ha  sido  defeca 
tw>sa  i  que  debe  jepetirae  ante  la  corte  com- 
petente, pero  sin  estenderse  a  juzgar  él  sobre 
el  asunto.  JSste  si  que  seria  un  verdadero  re- 
0urso  de  casación. 

"Si  no  queremos  multiplicar  los  motivos  de 
dilaciones,  de  vejaciones  i  de  todos  los  demás 
malm  que  hoi  lamentamos  en  nuestra  admini»^ 
traoion  de  justicia,  es  necesario  que  no  admitir 
mos  esta  tercera  instanda  que  propone  el  píx^ 
yecto.  TS»  predso  que  distingamos  esta  tereera 
instancia  del  verdadero  recurso  de  casaeion. 
Con  todo,  aun  sobre  este  reettrso  podríamos  te^ 
]»ef :  si  U  Corte  Suprema  hubiera  de  limít^^rae 
a  tomar  conocimiento  exacto  de  las  eau^íaa  del 
recurso,  sin  dar  lugar  a  las  arguyas,  sin  apara- 
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to  de  jaicio,  dn  mas  ánimo  que  el  de  descubrir 
la  verdad,  como  lo  hace  la  corte  de  casación 
francesa,  enhorabuena ;  pero  mientras  la  Cor- 
te Suprema  no  esté  organizada  i  rejimentada 
para  esto,  no  se  debe  ni  aun  establecer  ese  re- 
curso, porque  son  inmensos  los  peligros. 

"También  se  ha  objetado  algo  contra  la  co- 
misión porque  ha  dicho  que  el  Ejecutivo  pre- 
tendía introducir  una  nueva  jurisprudencia  al 
dar  a  los  fiscales  la  facultad  de  establecer  este 
recurso,  cuando  las  partes  no  lo  entablan,  i  se 
dice  que  eso  no  carece  de  ejemplo.  Por  lo  que  a 
mí  toca,  digo  que  carece  abgplutamente  de  ejem- 
plo. En  Francia  el  procurador  jeneral  de  la  cor- 
te de  casación  es  el  único  que  tiene  esa  facul- 
tad, i  no  los  procuradores  o  fiscales  de  las  cortes 
de  apelación.  Solo  aquel  tiene  la  facultad  de 
entablar  el  recurso  por  una  sentencia  en  que 
se  hubiese  fallado  contra  el  texto  de  la  lei,  i 
para  esa  facultad  que  se  le  concede  en  obsequio 
de  la  buena  lejislacion,  se  le  da  el  término  solo 
de  24  horas.  Eso  no  puede  servir  de  ejemplo 
para  que  el  proyecto  del  Ejecutivo  venga  a 
conceder  a  todos  los  fiscales  de  la  Kepiiblica  la 
facultad  de  recurrir  contra  una  sentencia  por 
haberse  faltado  al  espíritu  de  una  lei  o  por 
cualquiera  causa  de  nulidad,  i  eso  en  el  término 
de  un  mes ;  ¡i  eso  aun  cuando  las  partes  se  hu- 
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bieren  conformado  con  la  sentencia!  Los  france- 
ses conceden  esa  facultad  a  un  solo  fiscal,  solo 
por  el  interés  de  la  lei,  cuando  esta  haya  sido 
violada  en  su  texto^  i  no  cuando  se  haya  alterar 
do  su  espiritmj.  No  es  posible  dar  a  esta  regla 
la  latitud  que  pretende  nuestro  gobierno. 

"No  recuerdo  qué  otro  argumento  se  haya 
hecho  contra  el  informe  de  la  Comisión ;  pero 
como  podré  tener  el  honor  de  hablar  otra  vez, 
habrá  ocasión  de  esplanar  mas  mi  pensamiento. 

"Al  concluir,  séame  permitido  decir  a  la  Cá- 
mara que  la  Comisión  en  este  informe  ha  sido 
llevada  del  espíritu  mas  noble  i  leal  que  es  po- 
sible. La  Comisión  quiere  en  esto  una  discusión 
franca,  alejar  todo  alucinamiento ;  i  se  presta- 
ría, si  el  Ejecutivo  tiene  disposición,  a  estable- 
cer el  recurso  de  casación,  pero  organizando 
como  se  debe  la  Corte  Suprema.  Si  los  miem- 
bros de  la  Comisión  hubiesen  tenido  presente 
su  profesión  de  abogados,  habrían  aceptado'  el 
proyecto,  porque  habrían  estado  seguros  de  la 
ganancia  que  podrían  reportar  por  las  causas 
que  viniesen  de  Concepción  i  la  Serena.  Si  el 
Ejecutivo  tiene  sobre  el  particular  un  buen 
ánimo,  convendría  mas  bien  que  este  proyecto 
volviese  nuevamente  a  comisión  para  ordenar- 
lo de  la  manera  que  he  indicada" 


rvu 

PROYECTO  DE  LEÍ. 

Sobre  creación  de  un  Banco  Nacional,  presentado  a  la  CSámatm  étt 
DilNtUdoa  ea  ta  leaion  da  6  da  Jnlio  da  1S6Ú. 

La  necesidad  de  tin  banco  en  Chile  es  ñenúáá 
i  confesada  por  todos,  aun  por  los  interese» 
egoístas  que  se  han  pronunciado  contra  la  li- 
bertad de  industria  i  contra  la  plaateacion  de» 
instituciones  de  crédito. 

Esta  necesidad  tiene  un  caráct^  peculiar 
producido  por  las  circunstancias  del  pais.  Dia^ 
riamente  se  levanta  una  jeneracion  numerosa 
que  viene  a  demandar  su  subsistencia  a  la  ísh 
dustria.  Esos  hombres  no  tienen  mas  capital 
que  su  trabajo  i  su  honradez^  pero  tales  el^ 
mentos  decréditoi  de  riqueza  son  nulos  en  sus 
manos  porque  en  todas  partes  se  estrellan  mu 
el  efi^)i»no  entronizado  por  las  leyes  i  ]m  coS" 
tumbes.  Si  se  apHcan  a  la  agrictdtL,  teabajai. 
solo  para  el  propietario ;  si  al  comercio,  sus  ga- 
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nancias  no  les  dan  para  vivir,  i  casi  siempre  solo 
alcanzan  para  pagar  el  faerte  interés  qne  cobra 
el  qne  fia  las  mercancias.  Bi  se  destinan  a  la 
esplotacion  de  las  minas,  sns  fáerzas  personales 
se  agotan  a  pura  pérdida,  porque  no  están  apo- 
yadas por  el  capital  en  numerario ;  si  se  entr^ 
gan  a  los  oficios,  se  condenan  a  no  ser  compen- 
sados de  su  trabajo,  porque  jeneralmente  los 
productos  de  su  industria  solo  bastan  para  re- 
embolsar el  costo  de  las  primeras  materias.  Si 
toman  dinero  prestado,  no  hallan  negocio  ni 
especulación  que  les  produzca  el  interés  que 
pagan/  Adonde  quiera  que  se  apliquen,  en  fin, 
el  trabajo  i  la  industria,  tienen  que  luchar  con 
el  egoísmo  del  capitalista,  i  lo  que  es  aun  mas 
oruel,  con  el  espíritu  egoísta  del  fisco,  que  lo 
asalta  todo  i  que  nada  proteje  ni  reforma  por 
asegurar  i  aumentar  siempre  sus  rentas. 

De  aquí  el  desaliento  i  malestar  de  la  clase 
industriosa ;  de  aquí  la  falta  de  actividad,  la 
desconfianza,  la  inseguridad,  las  quiebras  que 
agobian  a  la  industria  en  jeneral;  de  aquí,  en 
fin,  esa  ludba  que  comienza  a  pronunciarse  sor- 
dam^ite  entre  los  írrandes  i  pequefios  capita- 
M^  i  q«  p«^L  n»,  ¿¿  Meo  fa,^ 
El  "ónico  remedio  posible  contra  semejante 
situación  es*á  en  el  establecimiento  de  un  ban- 
00  nacional. 
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Los  bancos  patticolares  serian  deficientes  en 
esta  situación,  i  no  harían  mas  que  agravarla* 
Una  lei  que  los  autorizase  deberia  tomar  coel- 
tra  el  abuso  del  crédito  particular  muchas  me- 
didas que  refluiíian  contra  su  propio  desar- 
rollo, i  en  tal  caso  no  seria  justo  hostilizar  a 
estos  establecimientos,  limitando  a  una  tasa  fi- 
ja la  usura  de  sus  capitales.  Por  consiguiente 
los  bancos  particulares,  por  ahora  i  en  mucho 
tiempo  mas  no  podrán  destruir  la  funesta  des- 
proporción que  hoi  existe  entre  el  interés  cor- 
riente i  los  beneficios  reales  de  las  industrias 
practicadas  en  Chile, 

Un  banco  nacional,  con  la  concurrencia  del 
erario,  tampoco  es  posible,  porque  las  rentas 
públicas  no  pueden  en  la  actualidad  destinarse 
a  otro  fin  que  a  la  satisfacción  de  las  necesida- 
des i  compromisos  del  Estado. 

Un  banco  nacional  constituido  con  solo  la 
concurrencia  de  los  capitalistas  en  numerario 
tampoco  es  realizable,  a  lo  menos  con  la  pron- 
titud que  requiere  la  situación  que  lamenta- 
mos, porque  ademas  de  ser  escaso  el  número 
de  capitalistas,  no  es  fácil  que  ellos  renuncien  a 
las  ganancias  exorbitantes  que  sacan  de  la  mis- 
ma situación  actual  o  a  las  preocupaciones  que 
contra  la  institución  de  un  banco  han  creado  el 
egoísmo  i  la  ignorancia. 
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Para  establecer  un  banco  nacional  necesita- 
mos el  auxilio  i  concurrencia  del  crédito  hipo- 
tecario, de  este  crédito  que  en  el  dia  sirve  en 
Chile  tan  poco,  que  bien  podría  decirse  que  no 
existe. 

Es  preciso  que  el  crédito  hipotecario  no  se 
limite  a  la  esclusiva  autoridad  del  propietario, 
sino  que  contribuya  a  fomentar  la  riqueza  na- 
cional, activando  la  industria  jeneral  i  dando 
vida  a  los  infinitos  elementos  de  prosperidad 
que  el  pais  posee. 

Tal  es  la  base  del  proyecto  de  un  banco  na- 
cional que  tengo  el  honor  de  presentar  a  la  Cá- 
mara. 

Deben  formar  este  banco  los  capitalistas  en 
numerario  i  los  capitalistas  en  fincas.  Los  pri- 
meros concurren  con  metálico  i  los  segundos 
con  su  crédito  hipotecario,  haciendo  las  veces 
de  una  compañía  de  seguros  en  favor  de  todos 
los  que  negocien  con  el  banco.  En  recompensa 
de  esta  seguridad  que  prestan,  sin  perjuicio  i 
sin  menoscabo  de  su  dominio,  ganan  una  usura 
moderada ;  i  como  desde  este  momento  están 
interesados  en  vijilar  la  conducta '  del  banco 
para  evitar  una  pérdida  i  asegurarse  un  produc- 
to, esa  vijüancia  es  la  mejor  garantía  que  ellos 
mismos  i  el  público  en  jeneral  pueden  tener 
del  crédito  del  banco. 


/ 

i 
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No  cabe  duda  de  que  un  banoo  nacional  con 
la  organización  que  propongo  es,  en  las  circmi»- 
tancias  presentes,  el  maa  realizable.  El  proyecto 
está  calculado  para  dar  a  esta  institución  i  al 
público  todas  las  garantias  de  consistencia,  de 
pureza  i  de  acierto  que  pueden  apetecerse.  Laa 
medidas  que  en  él  se  proponen  para  evitar 
abusos  son  las  linicas  aceptables :  aumentarlas  o 
recargarlas  con  un  espíritu  hostil  al  uso  del  cré^ 
dito,  seria  lo  mismo  que  inutilizar  la  institución 
i  contrariarla. 

Ciertos  males  que  la  práctica  de  algmios  paí- 
ses en  esta  clase  de  establecimientos  ha  desar- 
rollado no  pueden  servir  de  argumento  contra 
la  institución  de  un  banco  nacional  en  CSiile. 
Los  abusos  del  crédito  en  Inglaíerra,  ent  Esta- 
dos-Unidos, en  España  i  en  Buenos^Aireo,^  por 
ejemplo,  no  son  producidos  por  xakm  vásmj» 
causas  o  por  defectos  propios  de  la  institneioij, 
sijBo  por  circunstancias  peculiares  i  mui  diver- 
sas en  todos  estos  países. 

Aceptemos  nosotros  la  institueioin  de  un  mo- 
do prudente,  que  si  se  mantiene  la  inspeodíW 
que  el  proyecto  atribuye  al  eufarpo  lejislativo, 
podremos  estar  seguros  de  poder  evitar  con 
tiempo  cualquier  eontraate  que  circumtancá$s 
ii»previstai>  por  ahora  pudieran  ocasionar. 

Establecido  el  banco   conforme  a  este  |m?o- 
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yecto  i  empleados  en  descuentos  aí  seis  pof 
ciento  los  3.000,000  en  efectivo  i  en  cédulas  de 
crédito  a  la  vista  i  a  plaí5o,  obtendría  una  renta 
segura  de  180,000  pesos  anuales,  q^ue  le  permi- 
tiría cubrir  los  141,500  pesos  a  que  ascendería 
su  gasto,  según  el  art.  88,  incluso  el  pago  de 
diez  por  ciento  a  las  acciones  monetarias  i  de 
uno  por  ciento  a  las  hipotecarias,  quedando  uii 
sobrante  de  38,500  pesos.  Esté  sobrante  se  tri- 
plicaria  con  los  demás  provechos  que  el  banco 
pnede  sacar  del  jiro  de  sus  demás  operaciones, 
i  de  este  modo  es  seguro  que  los  accionistas  mo- 
netarios pueden  utilizar  un  doce  por  ciento  al 
año,  i  los  hipotecarios  a  lo  menos  un  doía  por 
ciento  de  premio  por  la  garantía  que  prestan; 
sin  que  el  interés  corriente  en  la  pla^  esoeda 
de  un  seifl  por  ciento  anual. 

TITULO   I 

DMi  BÁÑOO,  StJS  I*B1VILEJ10S  I  OPERACIOKBS. 

1.  Se  establece  un  hamaco  naxdonal  con  el 
capital  de  3.000,000  de  pesos,  repréStótadó  por 
seis  mil  acciones  de  500  pesos  cada  una,  de  las 
cuales  dos  mil  (1.000/)00  de  pesos)  serán  mo- 
»netarias  i  cuatro  mil  (2.000,000  de  pesos)  hi- 
potecarias. 
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OÍ  el  Estado  o  los  establecimientos  de  bene- 
ucencia  toman  parte  en  el  banco,  se  aument<ará 
el  capital  de  este  guardando  la  proporción  es- 
tablecida, de  manera  que  se  distribuyan  entre 
los  particulares  dos  acciones  hipotecarias  mas 
por  cada  una  acción  monetaria  que  el  Estado  o 
dichos  establecimientos  suscriban. 

2.®  Las  acciones  monetarias  estarán  repre- 
sentadas en  el  banco  por  dinero  sonante,  i  ga- 
narán un  interés  fijo  de  diez  por  ciento  anual, 
sobre  el  capital  efectivo  que  hayan  enterado  en 
las  arcas  del  banco. 

Las  acciones  hipotecarias  estarán  representa- 
das en  el  banco  por  la  escritura  pública  en  que 
conste  la  hipoteca  que  los  accionistas  hayan 
hecho  en  favor  del  banco  sobre  el  precio  de  sus 
fincas  i  ganarán  el  interés  fijo  de  uno  por  ciento 
anual,  sin  que  el  banco  pueda  tener  acción  nin- 
guna sobre  los  productos  de  los  valores  hipote- 
cados. 

El  interés  fijo  de  las  acciones  se  satisfará  por 
semestres  el  1.®  de  enero  i  el  1.°  de  julio  de  ca- 
da año. 

3.*  Para  suscribir  por  acciones  hipotecarias 
el  propietario  nombrará  un  perito,  de  acuerdo 
con  la  Junta  Directora  del  banco  para  que 
proceda  a  tasar  la  finca. 

La  suscripción   solo  podrá  hacerse,  a  lo  mas, 
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por  los  dos  tercios  del  valor  libre  de  la  finca 
tasada,  deduciendo  las  capellanías,  censos  u 
otros  gravámenes  que  tenga. 

Arreglada  la  suscripción,  el  propietario  otor- 
gará una  escritura  pública  con  los  requisitos  de 
estilo,  hipotecando  en  favor  del  banco  por  via 
de  fianza  en  sus  operaciones,  una  parte  del  va- 
lor libre  de  su  finca  igual  a  la  suma  de  las  ac- 
ciones suscritas,  i  depositará  en  poder  de  la 
administración  un  tanto  de  esta  escritura  au- 
torizado i  rejistrado  en  la  oficina  de  hipote- 
cas. 

Los  gastos  que  ocasione  la  inscripción  de  ac- 
ciones hipotecarias  serán  de  cuenta  del  suscrip- 
tor. 

4.  La  tasación  de  que  habla  el  artículo  pre- 
cedente se  omitirá  siempre  que  el  suscrip- 
tor  pueda  presentar  una  tasación  hecha  de 
antemano,  la  cual  haya  sido  por  cualquiera 
otro  motivo  aprobada  judicialmente,  o  que 
haya  servido  de  base  en  un  juicio  de  compro- 
miso. 

5.®  El  suscriptor  hipotecario  debe  manifes- 
tar todos  los  gravámenes  que  tenga  su  finca, 
para  que  la  Junta  Directora  pueda  asegurarse 
de  la  verdad  del  hecho,  i  en  la  escritura  que 
otorgue  al  banco  contraerá  la  obligación  de  no 
gravar  el  valor  hipotecado  al  banco,   i  seráu. 
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miIcN9  todos  loa  empano*  eontraídoa  en  contjni- 
venoion  a  esto. 

6.*  Bescubiióndose  que  el  valor  hipotecado 
al  banco  está  gravado  de  antemano  con  otra 
obligación,  se  cancelará  la  inscripción  i  el  soft^ 
eriptor  devolverá  a  la  caja  lo8  intereses  qm 
hubiere  percibida 

Si  el  nuevo  gravamen  se  descubriere  con 
motivo  de  tratarse  de  hacer  efectiva  la  respon- 
sabilidad del  accionÍ3ta»  quedarán  ligados  a 
esta  responsabilidad  todos  sus  demás  bienes 
habidos  i  por  haber. 

7.  Las  acciones  monetarias  i  las  hipoteca* 
rias  estarán  representada»  para  los  acqioniataa 
por  títulos  al  portador  o  por  inscripciones  no^ 
minativas  en  el  Banco, 

Los  títulos  al  portado?  serán  negociables  por 
sij  simple  trafípúsion,  i  hs  inscripciones  pea:  sn 
transferencia  nominativa  en  el  Banco. 

&."*  Los  poEieedoreBf  de  acciones  hipotecaxiaa 
podrán  vender  o  negociar  sus>  títulos  o  inscrip' 
ciones,  sin  que  por  ello  se  altere  la  hipoteca  a 
que  está  afecta  su  finca  en  favor  del  Banco. 

Pero  podrán  los  accioaaistas  hipotecarios  sus- 
tituir su  hipoteca  por  otra,  solicitándolo  de  la 
Jimta  Directora,  te  cual  acordará  la  sustitución, 
siempre  que  la  ni^evA»  finca  que  se  oftezca,  sea 
avaluada  m  igual  o  mayor  suma  de  precio  U* 
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breque  el  valor  hipotecado  antes,  debiendo 
precederse^  en  cuanto  a  la  taaacion  i  escritura, 
eonforme  a  lo  dispuesto  en  los  artículos  8.^ ,  4/ 
i5.* 

9.*"  Si  un  accionista  hipotecario  quisiese  ven* 
der  la  finca  hipotecada  sin  este  gravamen,  soli* 
eitará  la  liberación  de  la  Junta  Directora  seis 
meses  ántes^  para  que  en  este  tiempo  pueda  el 
BíOktó  procuran^  el  reemplazo  del  accionista 
que  se  retira.  Venddo  este  término,  se  chanee- 
lará  la  hipoteca,  siendo  los  costos  de  cuenta  del 
accionista,  i  cancelándose  el  título  o  inscripción 
á»  las  acciones  que  le  pertenecian. 

IO4  Los  accionistas  monetarios  e  hipoteco^ 
rios  no  podrán  suscribir  por  mas  de  doscientas 
acciones,  i  solo  responderán  hasta  la  concurren- 
eia  del  importe  de  su  respectiva  suscripción. 

Esta  limitación  en  la  suscripción  de  acciones 
no  comprende  al  Estado  ni  a  los  establecimien- 
tos de  beneficencia» 

IL  El  Banco  gozará  de  los  privilejios  si^ 
guientes : 

1.®  Hipoteca  jeneral  en  los  bienes  de  sus 
deudores,  cualquiera  que  sea  el  título  de  su  cré- 
dito, debiendo  graduarse  esta  hipoteca  en  los 
eoEicursoSy  según  la  fecha  del  crédito  i  con  arre^ 
gk>  a  lo  presmto  en  el  artículo  1$  i  siguientes 
de  la  lei  de  31  de  octubre  de  1815. 
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2.*  Que  los  billetes  de  Banco,  contratos  i 
demás  actos  de  su  administración,  sin  embargo 
de  no  estar  en  papel  sellado,  tengan  el  valor 
legal  de  una  escritura  pública  otorgada  ante 
escribano,  i  produzcan  todos  los  efectos  de  éstaa 
enjuicio. 

3."*  Que  los  billetes  i  demás  obligaciones  del 
Banco,  pagaderos  al  portador  a  la  vista,  sean 
recibidos  como  pago  legal  de  moneda  corriente 
en  todos  los  lugares  en  que  el  Banco  tenga  caja 
establecida  para  trocarlos  en  metálico  a  pre- 
sentación. 

4.**  Que  la  falsificación  de  los  billetes  sea 
castigada  con  arreglo  a  las  leyes  que  castigan 
la  falsificación  de  moneda. 

S.'*  Que  el  gobierno  no  pueda  usar  de  los 
caudales  ni  del  crédito  del  Banco  por  via  de 
contribución. 

6.°  Que  los  fondos  pertenecientes  a  estran- 
jeros  que  existan  en  el  Banco  no  estén  sujetos  a 
represalias,  embargo  ni  confiscación  por  causa 
de  guerra  con  sus  respectivas  naciones. 

T.*  Que  el  Banco  pueda  establecer  sucursa- 
les en  los  lugares  que  le  acomoden. 

12.  En  todos  los  lugares  eti  que  el  Banco 
tenga  caja  establecida,  se  depositarán  en  esta 
caja  los  cándale^  en  metálico  que  se  recauden 
por  cuenta  fiscal  i  los  depósitos  judiciales  en  me- 
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tálico  que  se  manden  constituir,  sin  que  el  Ban- 
co pueda  cobrar  comisión  por  estos  servicios. 
Las  oficinas  fiscales  abrirán  cuentas  corrien- 
tes con  el  Banco  sobre  los  caudales  fiscales  de- 
positados en  su  caja. 

13.  Son  operaciones  Kcitas  al  Banco :  emitir 
billetes  o  cédulas  de  crédito  pagaderas  al  por- 
tador, a  la  vista  o  a  plazo ;  dar  letras  de  Banco 
pagaderas  a  persona  determinada,  descontar  i 
jirar  letras,  prestar  dinero,  llevar  cuentas  co- 
rrientes, ejecutar  cobranzas,  comprar  pastas  de 
oro  o  plata  para  amonedarlas  por  su  cuenta  en 
la  casa  de  moneda,  con  arreglo  a  las  leyes,  i  re- 
cibir depósitos  de  todo  jénero  sin  cobrar  comi- 
sión. 

14.  La  emisión  de  billetes  se  hará  por  las 
cantidades  i  en  la  forma  que  acuerden  el  pre- 
sidente i  el  administrador  del  Banco,  quienes 
los  firmarán ;  sin  que  la  emisión  exijible  a  la 
vista  esceda  jamas  del  duplo  de  la  suma  en  me- 
tálico, existente  en  caja  ni  la  emisión  a  plazo 
sea  mayor  que  los  valores  en  pagarées  que  el 
Banco  tenga  en  cartera. 

15.  El  interés  que  el  Banco  exija  por  sus 
descuentos  i  por  sus  préstamos  no  podrá  esce- 
der de  un  seis  por  ciento  anual,  con  los  plazos 
que  estipule  i  las  garantías  que  determine  la 
comisión  de  descuentos  i  préstamos. 
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16.  El  modo  de  ejecatar  las  demás  operacio* 
nes  que  señala  el  art.  13,  las  comiáoned  o  inte- 
rés que  por  ellas  puede  cobrar  el  Banco,  siii 
que  este  interés  esceda  en  ningon  caso  del  seis 
por  ciento,  asi  como  el  sistema  de  contabiK^ 
dad,  las  atribuciones,  sueldos  i  gratificaciones 
de  los  empleados  del  establecimiento  i  del  ee^ 
cretario  de  la  Junta  Directora  i  los  gastos  del 
Banco  serán  objetos  del  reglamento  interior 
que  a  propuesta  de  la  presidencia  i  administara- 
cien  sancione  la  Junta  Directora. 

TITULO  n. 

I 

DB  LA  DIBEOOION    I  ADMINISTRAGION  DEL  BAirCCT, 
I  DX  LA  DlSTBIBtrCION  DB  SUS  BSITEFtCIOS. 

Art.  17.  La  dirección  del  Banco  mieerá  con- 
fiada a  una  Junta  Directora  compuesta  de  vein- 
te i  cinco  directores<uombrados  a  pluralidad  de 
votos  por  la  asamblea  jeneral  de  aodoiustas^ 
quienes  tendió  en  esta  votación  un  sofirsgso 
por  cada  cinco  acciones,  sin  que  el  número  de 
8«frajios  de  los  suscriptores  de  mas  de  50  ac- 
dones  esceda  de  diez: 

18.  £1  mismo  dia  de  la  elección  se  instalará 
la  Junta  Directora  i  procederá  a  elejir,  por  ma- 
yoría absoluta,  un  presidente,  un  vice-presiden- 
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te  i  un  secretario  de  entre  sna  mismos  miem- 
bros ;  i  un  administrfMior  i  nn  asesor  letrado» 
loa  cuales,  aunque  no  sean  elejidos  de  entre  lod 
mismos  directores,  se  considerarán  como  miem- 
bros de  la  Junta  con  voz  i  voto. 

También  son  miembros  natos  de  la  Junta  el 
funcionario  que  el  gobierno  señale  para  repre- 
sentar las  acciones  del  erario  en  el  Banco,  i  el 
representante  de  laa  acciones  de  los  estableci- 
mientos de  beneficencia. 

19,  Serán  elejibles  para  directores  del  Ban- 
to  todos  los  accionistas  que  lo  sean  por  veinte 
o  mas  acciones  monetarias  o  hipotecarias. 

20.  La  elección  del  administrador  solo  po- 
drá hacerse  entre  los  accionistas  que  tengan  en 
el  Banco  el  máximun  de  acciones  que  señala  el 
j&rt.  10,,  i  si  no  bai  mas  que  un  accionista  con 
este  niimero  de  acciones,  a^  él  corresponde  da 
derecho  la  administración. 

21-  Los  accionistas  estranjeroa  son  elejibles 
directores  en  caso  de  tener  su  domicilio  en  la 
Repiiblica,  pero  no  podrán  desempeng^r  los  caj> 
gos  de  presidente  i  administrador,  si  no  están 
naturalizados  con  arreglo  a  las  leyes. 

2S.  Las  funciones  de  todos  los  miembros,  áe 
la  Junta  Directora  i  las  del  administrador  i  aae- 
jBor  duran  tres  aflos;  pudiendo  ser  reelejidos  los 
salientes. 
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Si  durante  este  período  ocurren  vacantes  por 
muerte  o  dimisión,  se  elejirán  los  que  deben 
reemplazarlos,  con  arreglo  a  lo  dispuesto  en  los 
artículos  precedentes. 

23.  La  Junta  Directora  se  reunirá  en  el 
Banco  el  primer  dia  no  feriado  de  cada  mes,  o 
siempre  que  sea  invitada  por  su  presidente  a 
sesiones  estraordinarias. 

24.  Corresponde  a  la  Junta  Directora: 

1.*  Convocar  la  asamblea  jeneral  de  accio- 
nistas anualmente  para  rendirle  cuenta  del  re- 
sultado i  beneficios  del  Banco  o  para  que  haga 
las  elecciones  en  los  casos  designados  o  con 
otro  motivo  que,  a  su  juicio,  sea  suficiente. 

2.**  Determinar  los  lugares  en  que  deben  es- 
tablecerse sucursales  del  Banco  i  su  organiza- 
ción, i  nombrar  a  los  empleados  de  estas,  asi 
como  los  del  Banco,  a  propuesta  del  adminis- 
trador. 

3.**  Examinar  mensualmfente  los  libros  del 
Banco,  verificar  los  balances  que  presente  la 
administración  con  el  visto  bueno  de  la  presi- 
dencia, comprobar  las  cajas  i  sancionar  todas 
las  operaciones  que  en  el  mes  anterior  haya  he- 
cho el  Banco,  publicando  por  la  prensa  el  re- 
sultado. 

4.*"  Admitü»  las  demandas  de  suscripción  de 
acciones,  fijar  los  plazos  en  que  deben  enterar- 
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Be  i  calificar  las  garantías  de  las  acciones  hipo- 
tecarias i  sus  condiciones. 

6.**  Decidir  todas  las  cuestiones  o  dudas  que 
se  ofrezcan  en  la  administración  i  velar  sobre 
la  exacta  observancia  de  esta  lei  i  de  los  regla- 
mentos del  Banco. 

25.  La  administración  del  Banco  correspon- 
de en  todo  al  administrador,  quien  para  su  mas 
puntual  espedicion  podrá  nombrar  un  apodera- 
do que  le  subrogue  en  caso  da  ausencia,  debien- 
do ser  aprobado  este  nombramiento  por  la 
Junta  Directora. 

26.  Los  caudales  i  valores  del  Banco,  asi  co- 
mo el  gran  libro  de  inscripción  de  acciones, 
estarán  bajo  la  inmediata  responsabilidad  del 
presidente  de  la  Junta  Directora  o  del  vice- 
presidente en  su  caso. 

La  administración  i  la  presidencia  tendrán 
llaves  diferentes  de  las  cajas. 

27.  La  facción  i  dirección  de  los  libros,  i 
todo  lo  relativo  a  las  cuentas  i  demás  opera- 
ciones de  jiro,  corresponden  al  administrador, 
quien  obrará  conforme  al  reglamento  e  instruc- 
ciones que  dicte  la  Junta  Directora. 

28.  El  administrador,  el  presidente  i  el  vice, 
el  aseíor  i  un-  miembro  de  la  Junta  Directora, 
que  esta  designará  por  turno  semanal  entre  to- 
dos sus  miembros,  forman  la  comisión  de  des- 
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cuentos  i  préstamos,  a  cayo  cargo  estará  Im 
calificacion  del  crédito  de  todas  las  personas 
que  tuvieren  negocios  con  el  Banco  i  la  deter- 
minación de  los  plazos,  condiciones  i  demás  gar 
rantías  de  los  descuentos,  préstamos  i  otros 
contratos,  según  el  reglamento. 

29.  El  administrador  o  su  apoderado,  el 
presidente  de  la  Junta,  el  vice  i  el  director  de 
tumo  asistirán  diariamente  al  Banco  para  lle- 
nar sus  funciones. 

30.  El  asesor  letrado  deberá  también  asistir 
diariamente  para  responder  a  las  consultas  que 
se  le  hagan,  i  mensualmente  dará  cuenta  a  la 
Junta  Directora  del  estado  de  los  negocios  ju^ 
diciales  que  le  hayan  sido  encargados  por  la 
administración. 

El  asesor  podrá  nombrar,  con  aprobación  de 
la  Junta,  otro  abogado  que  le  reemplace  en 
caso  de  ausencia. 

31.  Los  sueldos  de  estos  funcionarios  son  los 
siguientes : 

El  administrador  tendrá  4,000  pesos  anuales, 
con  cargo  de  pagar  a  su  apoderado. 

El  presidente  i  vice  de  la  Jimta  Directora 
recibirán  4,000  pesos  anuales,  que  se  partirán 
entre  ambos  según  sus  convenios. 

El  asesor  letrado  tendrá  2,000  pesos  anuales, 
ccm  cargo  de  pagar  a  su  sustituto. 
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Los  detoae  directores^  menos  los  represen- 
tantes ^e\  erario  i  de  los  establecimientos  de 
beneñcencia,  recibirán  por  cada  asistencia  a  las 
sesiones  de  la  Junta  una  pieza  de  oro  de  valor 
de  cinco  pesos,  que  el  Banco  mandará  acuñar 
con  la  denominación  de  Ficha  de  aeütenoia. 

82.  La  dirección  y  administración  del  Banco 
están  obligadas  a  hacer  una  manifestación  com- 
pleta de  la  situación  del  establecimiento  al 
Congreso  Nacional  todos  los  a&os. 

Al  efecto,  el  presidente  del  Senado  i  de  la 
Cámara  de  Diputados  nombrarán,  durante  la^ 
lejislatura  de  cada  ano  una  comisión  de  dos  se- 
nadores i  tres  Diputados  para  que  haga  la  vi- 
sita del  Banco  i  dé  cuenta  al  Congreso. 

83.  Los  beneficios  que  pueda  reaUzar  el  Ban- 
co después  de  haber  pagado  el  interés  fijo  que 
queda  asignado  a  las  acciones,  los  sueldos  de 
empleados  i  gastos  ordinarios  i  estraordinarios 
del  establecimiento  se  repartirán  del  modo  si- 
guiente : 

10  "^^o  para  formar  un  fondo  de  reserva. 

20  Ho  para  distribuir  entre  las  dos  mil  accio- 
nes monetarias. 

20  %  para  distribuir  entre  las  cuatro  mil 
aficiones  hipotecarias. 

10  %  paca  ka  directores  de  la  Junta  Di- 
rectiva con  esdnaion  del  Presidente, 
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Vice-presidente,  Administrador,  Asesor 
i  representantes  del  erario  i  estableci- 
mientos de  beneficencia. 

6  H  para  el  Presidente. 

3  %  para  el  Vice-prpsidente. 

6  %  para  el  Administrador. 

8  Uo  para  el  Asesor. 

2  */o  para  distribuir  entre  los  demás  em- 

picados  del  Banco,  que  8<^  repartirá  en 

proporción  de  los  sueldos  que  disfruten, 

20  %  para  sortearlo  entre  las  seis  mil  accio. 


100  nes  o  el  número  de  ellas  que  pueda  tener 
emitidas  el  Banco  en  un  lote,  si  esta  can- 
tidad no  llega  a  mil  pesos,  i  si  escediese 
se  formarán  tantos  lotes  como  mil  pesos 
hubiere  i  otro  por  el  pico  que  pueda 
quedar.  Estos  sorteos  se  harán  en  el 
Banco  el  dia  que  se  reúna  la  asamblea 
jeneral  de  accionistas  i  se  rinda  la  cuen- 
ta  del  resultado  i  beneficio  de  las  ope- 
raciones del  ano  anterior. 


DlSPOSIOIOmSS  TBANSrrOBIAS. 

1.*  Después  que  se  promulgue  esta  lei,  se 
abrirá  en  todas  la  intendencias  de  provincias 
la  suscripción  de  acciones,  durante  veinte  dias, 
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cuyo  principio  i  término  fijará  el  Ejecutivo 
para  cada  provincia. 

2.*  Los  intendentes  cuidarán  de  que  los  sus- 
criptores  espresen  bajo  su  firma  el  número  de 
acciones  monetarias  o  hipotecarias  que  toman, 
i  vencido  el  plazo  señalado  en  el  artículo  pre-» 
cedente,  remitirán  al  ministro  de  hacienda  las 
actas  de  suscripción  orijinales. 

3.*  Una  vez  reunidas  todas  las  actas  de  sus- 
cripción, el  ministro  de  hacienda  las  hará  pü* 
blicar  i  espedirá  una  convocatoria  a  la  asamblea 
jeneral  de  suscriptore»  para  treinta  dias  des- 
pués, contados  desde  la  fecha  de  la  convocato- 
ria, mandando  que  esta  se  haga  saber  a  cada 
suscriptor  en  persona. 

4.*  La  asamblea  jeneral  se  verificará  el  dia 
designado  bajo  la  presidencia  del  ministro  de 
hacienda,  i  en  ella  pueden  estar  presentes  los 
suscriptores  por  sí  o  poí  apoderado  con  poder 
bastante. 

5.*  Concurriendo  a  esta  asamblea  la  mayoría 
absoluta  de  los  suscriptores,  el  ministro  de  ha- 
cienda declarará  instalado  el  Banco,  i  se  pro- 
cederá a  nombrar  la  Junta  Directora  conforme 
a  la  lei,  haciendo  de  secretarios  los  suscriptores 
que  el  ministro  designe. 

6.*  Hecha  la  elección,  se  disolverá  la  asam- 
blea jeneral,  i  la  Junta  Directora  procederá : 
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1.**  a  verificar  los  nombramientos  que  le  cor- 
responden conforme  al  artículo  18  i  siguientes ; 

2;**  a  examinar  las  listas  de  suscripción  i  a 
distribuir  entre  los  suscrjptores  las  acciones,  de 
modo  que  para  cada  una  acción  monetaria  que 
se  admita  se  distribuyan  dos  hipotecarias ; 

3.*  a  fijar  el  término  de  ocho  dias  para  que 
principien  a  enterarse  las  acciones  monetarias, 
sin  que  los^dividendos  que  deben  pagarse  esce- 
dan de  un  veinticinco  por  ciento,  i  sin  que  los 
plazos  sucesivos  en  que  deben  enterarse  bajen 
de  dos  meses. 

4.**  a  examinar  i  calificar  las  garantías  de  los 
accionistas  hipotecarios,  i  a  fijar  el  término 
dentro  del  cual  deben  los  suscriptores  respec- 
tivamente entregar  las  escrituras  de  su  inscrip- 
cipn. 

Y.**  Para  que  el  Banco  principie  sus  operacio- 
nes baptar^  que  se  hayan  distribuido  cuatro- 
cientas acciones  monetarias  i  ochocientas  hipp- 
tecaria^, 

8-**  JEl  Banco  s^  .establecer^  w  ^1  edificio 
piíblico  i  con  Ift  custodia  que  e\  Gob^ei^no  Ici 
a^iíale. 

Santiago,  julio  6  de  1850. 

J.  V.  Lastarria. 


xvm. 


DISCURSO 


pronunciado  por  el  señor  Lastarria  «n  la  gesion  de  la  Cámara  de 
Diputados,  de  7  de.agoato  de  1860»  sobre  la  cuestión  de  mayoraz- 
gos. 

La  Cámara  disctitia  una  moción  presentada 
por  D.  Juan  Bello  en  la  sesión  de  7  de  junio 
para  que  se  declarase  que  los  Mayorazgos  abo- 
lidos por  la  Constitución  de  1S38  no  habián 
sido  restablecidos  por  disposición  alguna,  i  se 
dividiesen  con  arreglo  a  las  leyes  comunes. 

'^Cuando  en  1845  presentó  el  señor  Garcia 
Reyes  su  moción  sobre  el  arreglo  de  los  mayo- 
razgos, yo  era  diputado  suplente  en  esta  Cáma- 
ra i  agregado  a  la  comisión  de  Constitución. 
Como  tal  me  correspondió  informar  sobre  el 
proyecto,  pero  los  señores  de  la  Comisión  re- 
cordarán  que  no  tuve  mas  parte  en  ese  infoime 
que  el  haberle  puesto  mi  firma,  por  la  urjencia 
con  que  se  reclamaba  su  despacho,  reservándo- 
me para  esponer  en  el  debate  mis  opiniones. 
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Al  poco  tiempo  dejé  de  ser  diputado  i  por 
consiguiente  nunca  tuve  ocasión  de  proponer  a 
la  Cámara  mis  modificaciones  a  ese  proyecto^ 
que  yo  habia  aceptado  como  el  único  medio 
que  abria  camino  para  poner  termino  a  las  pe- 
nosas ansiedades  de  los  interesados,  para  quie- 
nes, como  decia  el  autor  de  la  moción  en  su 
preámbulo,  "no  habia  derecho  fijo,  ni  esperanza 
fundada,  ni  espectativa  segura,  desde  que  la 
Constitución  de  828  cortó  con  un  golpe  de  ha- 
cha la  vida  perdurable  de  las  vinculaciones " 
Yo  entonces  pensaba  también  con  el  señor  Gar* 
cia  Reyes  que  el  artículo  162  de  la  Constitu- 
ción de  833  contiene  una  disposición  injusta  i 
contraria  al  interés  social,  i  si  yo  hubiese  esta- 
do en  la  convención  habría  procedido  como 
dice  Su  Señoría  que  habría  procedido  en  el  mis- 
mo caso,  hablando  i  votando  contra  semejante 
disposición  injusta.  Los  mayorazgos  han  sido 
siempre  para  mi  una  institución  contraria  a  la 
naturaleza,  a  la  razón,  a  los  principios  de  lejis- 
lacion  i  de  política,  i  diametralmente  opuesta 
al  gobierno  democrático.  Asi  es  que  al  aceptío: 
hoi  la  moción  del  señor  Bello  como  el  único 
medio  lejítimo  i  constitucional  de  correjir  la 
injusticia  de  la  Constitución  de  833,  me  con- 
formo a  los  principios  de  toda  mi  vida  i  apro- 
vecho la  ocasión  que  en  el  Congreso  de  846  me 
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faltó  para  esplicar  mi  opinión,  siendo  de  ad- 
vertir que  esta  opinión  está  desnuda  de  toda 
consideración  personal,  porque  no  tengo  rela- 
ciones con  los  interesados,  ni  jamás  he  discuti- 
do con  ellos  su  interés. 

Antes  de  todo  no  sé  con  qué  lójica,  o  diré 
mejor,  no  sé  con  qué  conciencia  se  recono- 
ce i  confiesa  paladinamente  la  injusticia  del 
artículo  162  de  la  Constitución  vijente ;  i  al 
mismo  tiempo  se  rechaza  el  arbitrio  único 
que  se  presenta  para  remediar  esa  injusticia, 
llevándose  esta  inconsecuencia  hasta  la  into- 
lerancia. Sí,  señor,  hasta  la  intolerancia,  por- 
que ni  aun  se  quiere  permitir  que  la  Cámara 
acepte  esa  moción  para*  discutirla,  para  medi- 
tarla en  sus  detalles.  ¿Se  teme  acaso  el  triunfo 
de  la  verdad?  ¿Se  teme  acaso  que  la  Cárnara 
llegue  a  encontrar  el  camino  de  la  razón  i  por 
eso  se  pretende  contenerla  a  las  puertas  de  ese 
camino?  ¿Con  qué  motivo  plausible  se  nos  quie- 
re obligar  a  que  aceptemos  esa  injusticia  con- 
fesada i  no  disputada  del  artículo  162?  No  se 
presenta  otro  que  el  de  estar  ese  artículo  en  la 
Constitución,  no  pudiendo  por  consiguiente 
ser  derogado.  Mas  es  necesario  que  convenga- 
mos en  que  esa  injusticia  puede  enmendarse  o 
derogando  el  artículo  162  o  interpretándolo. 
No  se  trata  de  lo  primero,  puesto  que  solo  otra 
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Constituyente  puede  derogarlo.  Se  trata  de  in- 
terpretarlo i  para  esto  tiene  el  Congreso  actual 
la  autoridad  necesaria,  puesto  que  el  art.  164 
de  esa  misma  Constitución  le  da  la  facultad  de 
resolver  las  dudas  que  ocurran  sobre  su  int^li- 
jencia.  ¿I  qué  duda  mas  grave  puede  ocurrir^ 
señor,  que  la  que  ofrece  el  artículo  162?  Los 
diputados  que  objetan  la  moción  sostienen  que 
no  hai  duda,  por  cuanto  a  su  modo  de  ver  no 
la  ofrecen  las  palabras  del  articulo ;  pero  con- 
fiesan que  su  disposición  es  inju&ta,  i  agre- 
gan que  la  convención  de   33   quiso  come- 
ter esa  injusticia,   a  pesar  de  las  reclamaciones 
de  los  señores  Gandarillas  i  Marín.  ¿Estaremos 
nosotros  obligados  a  respetar  i  a  apoyar  con 
nuestro  voto  semejante  despotismo?  Cuando  s^ 
nos  dice  que  interpretemos  ese  artículo  injusto 
para  conformarlo  i  concordarlo  con  los  dem^ 
artículos  i  con  el  principio  de  juatida  que  d^be 
prevalecer  en  la  Constitución,  ¿seremos  capaces 
de  ahogar  esa  voz  que  nos  demanda  justicia, 
COA  la  misma  sangre  fría  con  que  la  conven- 
ción de  33  ahogó  la  voz  de  los  señores  Marí^ 
i  Gandarillas? 

La  intelijenci^  que  s^  da^  §1  artículo  163  de 
la  Constitución  ea  ipjifsta,.  no^  dice  el  señor  Be- 
llo :  dudo  que  s^mejpi^  disposición  te^gBk  osQ 
sentido,  que  no  puede  conformíjrse  con  los 
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principios  ni  con  las  demás  disposiciones  del 
mismo  código :  interpretadlo  i  resolved  mi  du- 
da en  el  sentido  de  la  justicia,  gl  qué  se  le  res- 
ponde? Se  confiesa  la  injusticia  i  se  dice  que,  el 
Congreso  debe  someterse  a  elía,  porque  está 
consignada  en  términos  claros  e  intelijibles,  i 
porque  el  poder  lejislativo  debe  interpretar  las 
leyes  como  lo  hace  el  poder  judicial.  ¡Error  fu- 
nesto! 

M  juez  no  puede  interpretar  sino  para  ave- 
riguar  el  verdadero  sentida  de  la  lei :  una  vez 
que  lo  ha  descubierto,  una  vez  que  ese  sentido 
está  claro  i  manifiesto,  no  lé  queda  mas  que  un 
camino  que  seguir:  obedecerlo,  atenerse  á  él 
en  sus  fallos,  por  mas  injusto  que  lo  considere, 
por  mas  que  llore  la  iniquidM  qué  su  ministe- 
rio le  hace  cometer.  ¡Ai  de  la  administración 
de  justicia  si-  el  jtiéz  pudiera  hacer  otra  cosa! 
El  lejislador  ño  procede  así.  Él  lejislador  no 
toma  en  cuenta  una  lei  establecida  jamás,  sino 
cuando  trata  de  enmendada,  correjiWa,  aclarar- 
la :  si  la  encuenti^a  defectuosa,  confusa,  incom- 
pleta, debe  ejercer  su  poder  para  enmendarla : 
si  la  halla  injusta,  no  puede  escusarse  de  cum- 
plir su  obligación,  so  pretesto  de  que  ella  está 
concebida  en  términos  claros,  so  pretesto  de 
qu6  su  autor  quiso  cometer  esa  injusticia:  nd, 
señor,  debe  interpretarla  de  modo  que  la  adap- 
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te  a  los  principios  de  la  razón,  a  no  ser  que 
quiera  hacerse  reo  de  esa  injusticia  ante  el 
pueblo  a  quien  daña,  i  ante  Dios  a  quien  ofen- 
de. Por  eso  el  señor  Bello  ha  establecido  mui 
bien  que  hai  dos  maneras  de  interpretar,  una 
para  el  juez  i  otra  para  el  lejislador ;  i  para  que 
esa  interpretación  no  se  haga  en  servicio  del 
egoísmo,  es  preciso  que  interroguemos  leal- 
mente  a  nuestra  razón  i  que  recordemos  que 
vamos  a  cumplir  un  deber  sagrado,  que  no  po- 
demos eludir,  por  mas  que  nos  escuse  de  la  cul- 
pa una  votación  o  un  tardío  arrepentimiento. 

£1  proyecto  del  señor  Bello  ha  sido  atacado 

X*''  Como  fundado  en  una  base  falsa. 

2.*"  Como  injusto. 

3.**  Como  absurdo. 

4.*  Como  inconstitucional 

Los  dos  señores  diputados  que  lo  han  objeta- 
do han  hecho  los  mismos  ataques,  se  han  fun- 
dado en  las  mismas  razones.  Afortunadamente 
ha  caido  en  mis  manos  el  breviario  de  los  de- 
fensores de  la  subsistencia  de  los  mayorazgos, 
la  fuente  en  donde  han  bebido  sus  inspiracio- 
nes los  oradores  i  los  escritores  que  han  atacado 
la  moción  del  señor  Bello,  esto  es,  un  dictamen 
del  señor  don  Juan  Egaña  sobre  el  mayorazgo 
Irarrázaval.  De  paso  sea  dicho,  que  nombrados 
los  señores  E^ana  i  Gandarillas  por  los  herede- 
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ros  de  esa  familia  para  que  decidiesen  estraju- 
dicialmente  si  subsistía  o  no  ese  mayorazgo, 
esos  dos  caballeros  no  se  conformaron  en  opi- 
niones, pues  el  señor  Gandarillas,  que  respetaba 
la  Constitución  de  28,  opinó  que  el  mayorazgo 
estaba  disuelto,  porque  el  poseedor  habia  muer- 
to bajo  el  imperio  de  esa  Constitución,  i  el  se- 
ñor Egaña  sostuvo  lo  contrario,  fundándose  en 
la  injusticia  de  la  misma  Constitución.  Se  nom- 
bra un  tercero  en  discordia,  el  cual  adhirió  al 
dictamen  de  Egaña,  i  la  familia  convino  en  que 
subsistía  el  mayorazgo,  porque  asi  le  interesaba 
a  toda  ella.  I  aquí  debo  hacer  una  rectificación, 
pues  que,  si  mal  no  me  acuerdo,  el  señor  Gar- 
cía Reyes  dijo  que  este  negocio  habia  sido  de- 
cidido por  los  tribunales,  mientras  que  en  el 
cuaderno  publicado  por  el  mismo  interesado  se 
dice  que  no  recayó  resolución  judicial  sobre  el 
dictamen  de  los  compromisarios.  El  señor  Ega- 
fia,  como  abogado  pagado  para  defender  ese 
mayorazgo  de  los  acreedores  del  liltimo  posee- 
dor, que  querían  dividírselo,  echó  a  lucir  en  el 
dictamen  toda  su  erudición  i  un  gran  injenio, 
es  decir,  el  injenio  de  un  abogado,  aquello  que 
se  llamaba  injenio  en  el  siglo  XVI  i  que  consistía 
en  lucir  sutileza,  en  discurrir  con  sofismas  agudos 
sobre  cualquiera  cuestión.  Los  que  sostienen 
ahora  los  mayorazgos  han  reproducido  todos 
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esos  8o&ma&  8i  esas  son  sus  convicciones,  yo 
las  respeto  como  el  que  mas ;  creo  qne  proceden 
por  motivos  laudables,  que  sostienen  sus  prin- 
cipios ;  pero  creo  también  que  es  un  deber  mió 
el  combatir  esas  convicciones,  recordándoles 
que  son  hombres  de  luces,  abogados  eminentes, 
político^  distinguidos,  para  que  abjuren  ese 
servilismo  con  que  se  han  hecho  el  eco  de  ideas 
ajenas,  con  que  se  han  sometido  a  los  razona- 
mientos de  un  hombre  que  no  ha  hablado  Como 
lejislador,  como  hombre  de  estado,  sino  <somo 
un  abogado  encargado  de  defender  un  mayo- 
ra^o  que  estaba  a  punto  de  fenecer. 

1.''  (hmoftmdado  en  tma  baséfaiéa. 

El  primer  argtiEnento  que  se  ha  hecho  para 
probar  que  la  moción  del  señor  Bello  es  infun- 
dada, se  rejistra  en  la  pajina  18  del  di<^t^en 
del  señor  Egana.  Me  parece  que  conübatiendb 
el  dictamen,  respondo  a  las  objeciones  que  ha 
oido  la  Cámara.  Aquí  eñt&a  compilados  todos 
los  razonamientos  en  favor  d^  los  mayorazgos : 

(Leyendo) — "Las  disposiciones  escritas,  dice 
"  el  dictamen,  en  aquel  código,  (el  de  828)  son 
"  inverificables ;  i  las  que  no  están  escritas  i'se 
"  presentan  como  esencidmente  necesarias  é  in- 
*'  capaces  de  pertenecer  a  un  reglamento,  son 
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"  eminentemente  difíciles.  Por  ejemplo,  ai  lo» 
"  hijos  o  los  sucesores  del  poseedor  debían 
"  recajer  los  dos  tercios  aplicados  al  diftmto  > 
"  porq^ue  en  efecto  no  pueden  ser  de  m^or  con- 
"  dicion  los  parientes  transversales  a  quien  esa 
^'  rara  Constitución  reserva  los  dos  tercios,  que 
".  los  hijos  lejítimos. 

"ítem  como  se  proveia  a  las  pensiones  one- 
"  rosas,  dótales,  alimentarias,  etc.  con  que  están 
"  gravados  los  vínculos  i  que  no  podia  derogar 
"  la  omnipotente  Constitución. 

"ítem  como  estando  sancionado  que  aquel 
"  artículo  no  pu.ede  aplicarse  ni  entenderse,  es- 
"  pedia  un  juez  providencias  a  su  capricho  i 
"  espontánea  interpretación. 

"Pojf  fortuna  todos  se  convencieron  de  la  nu- 
"  lidad  i  estrav^auísia  de  aquella  lei ;  i  nadie 
"  ocurrió  a  las  majistraturaa  para  que  se  le  apU- 


"  Qa^e." 


Que  la  disposición  de  28  fué  inverificable 
porque  no  estaba  reglamentada ;  que  no  se  Ue- 
VQ  jamá^  a  efecto ;  ¡  porque  estaba  declarado 
que  no  podia  aplicarse ;  que  nadie  pidió  su 
;cwpHmi*nto,  i  ^  se  agrega  que  los  inter^ 
sadoa  la  desechaj*on  como  un  don  inm»iQdo« 

EEei  aqni  esta  disposición :  "Art.126.  Queoaa 
"  abolidos  para  siempre  los  mayorazgos,  í  to4as 
"  la^.  vincidaciones  que  impidan;  el  enajeBAf 
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"  miento  libre  de  los  fondos.  Sus  actuales  po- 
"  seedores  dispondrán  de  ellos  libremente,  es- 
"  capto  la  tercera  parte  de  su  valor  que  se 
"  reserva  a  los  inmediatos  sucesores,  quienes 
"  dispondrán  de  ella  con  la  misma  libertad." 

¿Qué  tiene  de  impracticable  esta  disposición? 
La  primera  duda  que  se  apunta  es  una  quime- 
ra. jPor  qué  no  podrían  ser  de  mejor  condición 
los  parientes  transversales,  se  pregunta,  que  los 
hijos  lejítimos  del  poseedor?  La  respuesta  es 
clara :  porque  la  Constitución,  dando  al  posee- 
dor actual  el  dominio  de  los  dos  tercios  del 
valor  del  mayorazgo,  no  quiso  quitar  a  los  lu- 
jos que  tuviese  ese  poseedor  el  derecho  de  he- 
redarle en  esos  bienes  libres,  ni  a  los  acreedores, 
el  derecho  de  pagarse  con  esos  mismos  bienes ; 
porque  la  Constitución  no  habla  de  parientes 
transversales,  sino  para  el  linico  caso  en  que  no 
hubiera  herederos  forzosos,  ni  dio  motivo  nin- 
guno para  que  el  señor  Egafia  viniese  a  afectar 
una  duda,  suponiendo  que  podia  haber  compe- 
tencia entre  el  derecho  de  heredar  de  los  hijos 
i  el  derecho  que  se  finje  en  los  parientes  trans- 
versales. Esta  disposición  podia  llevarse  a  efec- 
io  durante  la  vida  o  después  de  la  muerte  del 
actual  poseedor.  En  uno  i  otro  caso  ¿qué  difi- 
cultades podia  ofrecer  la  separación  del  tercio 
del  valor  del  mayorazgo  que  se  reservaba  al  su- 
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cesor?  Ninguna :  tasando  los  bienes  de  consen- 
timiento de  los  interesados,  como  se  tasan 
siempre  que  se  hace  división  de  bienes,  con  in- 
tervención de  la  justicia,  si  es  necesario,  estaba 
todo  concluido.  ¡Con  que  también  era  inverifi- 
cable  esta  disposición,  porque  nada  proveyó 
sobre  las  pensiones  con  que  están  gravados  los 
mayorazgos!  ¿Qué  tenia  que  estatuir  sobre  esto? 
¿Para  qué  debia  reproducir  la  disposición  de  las 
leyes  jenerales  sobre  el  particular?  ¿No  sabe- 
mos que  si  están  gravados  con  pensiones  los 
bienes  que  se  van  a  dividir,  se  reparten  esas 
pensiones  a  proporción  entre  los  partícipes? 
¿Por  qué  no  habrían  podido  los  herederos  de 
los  dos  tercios  i  el  sucesor  del  otro  tercio  de  un 
mayorazgo  que  se  dividiese,  por  qué  no  habrían 
podido,  repito,  continuar  pagando  esas  pensio- 
nes a  prorata?  ¿Cuál  es  la  dificultad?. 

Mas,  para  probarnos  que  era  impracticable 
la  disposición  de  28,  se  agrega  que  estaba  de- 
rogada. Sobre  esto  se  nos  ha  hecho  mucha  fuer- 
za en  la  Cámara  con  una  que  se  llama  lei  de 
832.  El  señor  I^aña  también  en  la  pajina  11 
de  su  dictamen,  habia  anticipado  esta  objeción. 
La  Cámara  no  ha  tomado  conocimiento,  sino  a 
medias  de  eso  que  se  llama  lei.  Aquí  está. 

(Leyendo  el  JBoletin.)  "Santiago,  setiembre  5 
"de  1832.  A  S.  E.  el  Presidente  de  laRepií- 
"  blica.  Con  motivo  de  una  solicitud  de  D.  José 
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*'  Miguel  Irarrázaval,  el  Congreso  Nacional  ha 
**  declarado  lo  siguiente :  artículo  1.*  Los  ar- 
"  tículos  de  la  Constitución  relativos  a  ma- 
**  yorazgos,  su  aplicación  e  intelijencia,  exi- 
"  jen  especial  declaración  del  cuerpo  lejislatiTo. 
"  2."*  Certifiqúese  esta  resolución  en  la  soli- 
"  citud  que  la  ha  motivado,  i  pase  a  la  co- 
**  misión  de  justicia  i  lejislacion  unidas,  para 
"  que  propongan  el  proyecto  de  lei  que  en 
"  cumplimiento  de  ella  exijan  las  circunstan- 
"  cias.  Dios  guarde  a  US.  etc.  Santiago,  setiem- 
"  bre  10  de  1832.  Cúmplase,  tómese  razón, 
"  acúsese  recibo  i  publíquese  para  que  Ue- 
*'  gue  a  noticia  de  quienes  corresponda. — ^Joa- 
"  quin  Prieto — Joaquin  Tocornal." 

¿Es  esta,  señor,  una  lei,  siquiera  en  su  forma? 
£n  la  pajina  siguiente  del  Boletín  se  halla  la  lei 
que  fija  el  interés  del  dinero,  i  tiene  eétas  fór- 
mulas :  (leyaido)  Por  cuanto  el  Congreso  Na* 
cional,  con  fecha  13  del  corriente,  ha  sancionado 
la  siguiente  lei,  etc.  Por  tanto,  ordeno  i  mando 
se  publique  i  circule  para  su  cumplimiento.— - 
¿Por  qué  el  Ejecutivo  no  puso  las  misnaas  fór- 
mulas de  promulgación  en  aquel  actinio  de  lee 
Cámaras?  Porque  ni  el  Presidente  de  la  Repiá- 
blica  ni  el  Congreso  mismo  coi^ideraron  como 
lei  ese  acuerdo  de  simple  decreto  puesto  en  la 
solicitud  de  un  interesado.  Ni  debia  tampoco 
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considerarle  como  lei.  En  octubre  de  831,  es 
decir,  casi  un  año  antes  ese  mismo  Congreso 
habia  espedido  la  célebre  lei  de  convocato- 
ria de  la  convención  que  reformó  la  Cons- 
titución. El  artículo  16  de  esa  lei  decia :  "du- 
rante, laa  sesiones  de  la  Convención  podian 
remurae  laa  Cámaras  estraordinariamente  en 
los  caaos  que  previene  la  Constitución."  Pues 
bien,^  la  convención  se  reunió,  las  Cámaras  que 
daron  en  receso,  sujetas  a  ese  artículo  16, 
que  ellas  mismas  hablan  dictado.  El  artícu- 
lo 59  de  la  Constitución  de  entonces  decia  que 
convocado  estraordinariamente  el  Congreso,  se 
pcuparia  esclusivamente  en  los  negocios  que' 
motivaban  la  convocatoria.  ¿Cómo  es  que  en 
832  aparece  ese  Congreso  dando  a  la  solicitud 
de  un  paa:iicular  esa  declaración  que  boi  se 
bautiza  cQn  el  nombre  de  lei?  ¿En  dónde  está 
la  convocatoria  a  sesiones  estraordinarias  que 
le  lii®>  el  Presidente  de  la  República?  En  el 
Boletín  no  se  halla.  Tampoco  en  el  periódico 
oficial,  ^e  encuentra  acaso  en  los  libros  del  mi- 
nisterio? I  si  esai  convocf^toria  existe  gse  en- 
cugRtra  en  ella  señalado  coiíao  pun^o;  en  que 
defcÍ9«  ocuparse  el  Congreso  el  a^imto  de  lo^ 
njay orados?  No,^|[Qr.  ¿I  entónees,  cómo  podía 
ese  Congrego  djar  uij9»  lei,  contraviniendo  a  lo 
prescrito  en  esft.  Constitución  que  afectaba  rea- 
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petar  i  eu  esa  lei  que  él  mismo  se  habia  dado? 
Pero  el  señor  Egafia  habia  dicho  que  el  tal 
acuerdo  era  una  lei  derogatoria  del  artículo  126 
de  la  CJonstitucion;  i  era  preciso  repetir  aquí 
en  la  Cámara  su  argumento. 

Con  todo,  supongamos  que  el  acuerdo  aquel 
fuese  una  lei.  Se  nos  ha  dicho  por  uno  de  los 
sefiores  diputados,  que  el  Congreso  de  882  po* 
dia  dictarla,  porque  la  Constitución  de  28  lo 
autorizaba  para  resolver  las  dudas  que  se  ofre- 
cieran sobre  sus  artículos.  ¿Pero  esa  lei,  seño- 
res, resuelve  acaso  alguna  duda  que  ofrecía  la 
Constitución?  Por  el  contrario :  vino  a  revocar 
en  duda  lo  que  era  mas  claro  que  la  luz  del  sol. 
En  lugar  de  resolver  una  duda,  vino  a  formarla 
donde  no  existia,  pues  dijo,  que  los  artículos 
de  la  Constitución  relativos  a  mayorasgos  exi- 
jian  especial  declaración.  ¿Con  qué  motivo?  No 
porque  el  interés  público  asi  lo  reclamase,  sino 
porque  un  particular  interesado  lo  solicitó.  ¿Es 
esto  resolver  una  duda?  Continuemos  suponien- 
do que  eso  sea  una  lei.  ¿A  qué  conduce  esta 
concesión  a  los  enemigos  de  la  moción  qne  dis* 
Cutimos?  Los  conduce  a  sostener  que  el  ai^tícu-* 
lo  126  de  la  Conjltitucion  de  28  estaba  dero^ 
gado.  Mas  les  valiera  limitarse  a  sostener  que 
estaba  derogado  por  el  162  de  la  Constitución 
de  33,  pues  que  no  tienen  razón  ninguna  para 
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atribuir  al  Congreso  ordinario  de  832  la  facul- 
tad de  derogar  ia  Constitución  entonces  vijen* 
te.  ¿Por  qué  quieren  darle  a  ese  Congreso 
ordinario  la  facultad  de  derogar  la  Constitu- 
ción, i  no  nos  la  conceden  a  nosotros,  que  somos 
Congreso  ordinario^de  850,  para  interpretar  la 
Constitución  de  33?  A  este  respecto  las  mismas 
prescripciones  habia  entonces  que  ahora.  De- 
berían ser  consecuentes  en  esto  siquiera.  Mas 
esa  derogación,  aun  suponiéndola  efectiva,  no 
es  justa  ni  constitucional,  ni  puede  servir  de 
apoyo  para  objetar  la  moción,  pues  que  preci- 
samente se  trata  de  declarar  que  no  ha  existido 
tal  derogación,  para  hacer  triunfar  la  justicia ; 
i  no  puede  darse  como  sentado  lo  mismo  que  se 
disputa» 

Pero  se  habla  también  de  una  protesta  hecha 
por  los  interesados,  para  convencernos  de  que 
no  podia  llevarse  a  efecto  el  artículo  126  de  la 
Constitución  de  28.  Asi  como  se  ha  publicado  la 
solicitud  que  dio  lugar  a  ese  acuerdo  que  se  lla- 
ma lei  de  832,  ¿por  qué  no  se  ha  publicado  tam- 
bién esa  protesta?  ¿Cuántas  serán  las  firmas  que 
hai  en  ella?  Pasarán  de  tres?  Pasarán  de  cuatro? 
¿Qué  protesta  seria  esa  tan  poderosa  que  pudie- 
se echar  abajo  por  sí  sola  a  una  Constitución, 
que  pudiese  paralizar  el  cumplimiento  de  una 
lei?  I  si  hablamos  de  protestas  ¿por  qué  no  nos 
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aoordamoB  también  d6  la  que  hizo  i  firmó  el 
Congreso  entero  de  829  contra  toda  innovación 
que  se  hiciera  o  pi*etendiera  hacerse  en  la  Cons- 
titución de  28,  antes  del  período  sefialado  para 
so  reforma  en  un  articulo  de  esa  misma  Consti* 
tucion?  ¿Cuál  valdrá  mas^  una  protesta  de  tres  o 
cuatro  interesados  en  la  subsistencia  de  losma* 
yora^os  abolidos  por  la  Constitución,  ola  de  un 
Congreso  Nacional  que  declara  nula  toda  refor- 
ma o  alteración  que  se  haga  en  ese  código  antes 
del  periodo  señalado? 

Para  convencernos  todavia  mas  de  que  la 
moción  tiene  una  base  falsa,  se  nos  dice  con  el 
sefior  lí^aBa,  que  todos  se  convencieron  de  la 
nulidad  de  la  Constitución  de  28  i  que  nadie 
pidió  el  cumplimiento  de  la  disposición  que 
abolió  los  mayorazgos.  Que  un  abogado  en  un 
asmito  particular,  o  en  las  circunstancias  que 
dieron  lugar  al  negocio  de  Irarrázaval,  se  es- 
presase en  esos  términos,  vaya  enhorabuena. 
Pero  que  en  la  Cámara  se  venga  a  repetir  este 
argumento,  no  lo  comprendo.  jQué  ha  ve- 
nido a  hacer  entonces  esa  leí  dei  Congreso  de 
1848  sancionando  la  desvineulaeion  del  mayo- 
razgo de  don  Toribio  iLarrain,  llevada  a  ^Secto 
bajo  el  imperio  de  la  Constitución  de  828?  ¿Ha 
venido  a  reconocer  un  hecho,  o  no?  Sí,  sefior, 
ha  venido  a  reconocer  un  hecho,  que  se  omite 
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en  el  dictamen  de  Egafia  i  que  no  debiera  omi- 
tirse en  esta  Cámara.  Luego  hubo  quien  respe- 
tase aquella  Constitución :  hubo  quien  no  la 
considerase  nula :  hubo  quien  cumplió  i  quien 
usó  de  los  derechos  que  confirió  la  abolieion  de 
mayorazgos.  Si  los  demás  interesados  no  prao- 
ticaron  otro  tanto,  no  querrían  hacerlo  ¿Pero 
qué  objeción  puede  hacerse  contra  una  lei,  por- 
que  no  se  ejercitó  alguno  de  los  derechos  que 
ella  confiere?  No  comprendo  tampoco  este  mo- 
do de  razonar.  La  Constitución  de  28,  en  fin, 
estuvo  vijente.  Fué  obedecida  i  practicada  en 
la  parte  a  que  se  refiere  la  moción.  No  fué  de- 
rogada por  ese  acuerdo  de  832,  o  por  esa  pro- 
testa de  que  se  hace  mérito.  ¿En  qué  está  en- 
tonces lo  felso  de  la  base  del  proyecto  que  se 
presenta  para  hacer  que  se  observe  lo  que  ella 
dispuso  sobre  mayorazgos?  En  la  disposición  del 
artículo  162  de  la  Constitución  vijente?  Pero 
si  esa  disposición  es  la  injusta  i  la  que  debemos 
interpretar  para  adaptarla  a  la  razón  ¿cómo  se 
nos  quiere  objetar  con  ella  misma? 

Se  objeta  también  el  proyecto  del  señor  Be- 
llo como  injusto,  i  las  objeciones  que  se  hacen 
coulxa  su  jiticiL  son  las  tnismas  que  el  sefior 
I^aña  hacia  en  su  dictamen  contra  la  justicia 
del  artículo  126  de  la  Constitución  de  898. 
Seguiremos,  como  los  señores  Diputados  que 
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objetan  la  moción,  paso  a  paso  ese  dictámetr^ 
en  el  cual  su  autor  hablaba  de  la  Constitución 
de  28,  llamándola  injasta,  nula,  inasequible  ) 
le  dirije  otros  ataques  furibundos  i  exaltados. 
He  aquí  el  argumento  Aquiles  del  señor  Ega- 
ña  contra  la  disposición  de  que  tratamos  : 

{Leyendo  en  él  cuaderno  que  contiene  el  Di^y 
tá?nen.)  '*En  la  Constitución  de  28,  dice,  se 
"  asienta  como  principio  de  derecho  natural  i 
"  base  de  la  Constitución,  sin  la  cual  no  puede 
"  subsisir  aquel  código,  el  siguiente  artículo  17 : 

'•Ningún  ciudadano  podrá  ser  privado  de 
"  los  bienes  qxiepome^  o  de  aqueUos  a  que  tiene 
"  lejltifno  derecho^  ni  de  una  parte  de  ellos  por 
"  pequeña  que  sea,  sino  en  virtud  de  sen- 
"  tencia  judicial.  Cuando  el  servicio  público 
*'  exijiese  la  propiedad  de  alguno,  será  justa- 
"  mente  pagado  de  su  valor,  e  indemnizado  de 
"  los  perjuicios  en  caso  de  retenérsele." 

Sigue  esponiendo  latamente  el  señor  Egafla 
que  este  principio  de  eterna  justicia  está  reco- 
nocido por  todos  los  códigos  del  universo  culto 
mucho  tiempo  ha,  i  que  lo  mas  admirable  es 
que  en  materia  de  mayorazgos,  hasta  los  Koma- 
nos  los  respetaran,  (como  si  los  Romanos  hubie- 
ran conocido  los  mayorazgos)  i  para  convencer- 
nos de  esto  nos  habla  de  Claudiano,  de  la  mar 
dre  de  Caracala  i  nos  cita  a  Séneca.   Recuerda, 
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en  fin,  multitud  de  autores,  i  agrega  que  el  tal 
principio  ha  sido  sancionado  en  todos  los  códi- 
gos que  han  aparecido  hasta  el  año  28,  "i  que 
*'  solamente  en-  Chile,  desj^ues  de  promulgado 
"  como  base  constitucional,  se  agregó  como  una 
"  lei  secundaria  e  importuna  el  artículo  126  i 
^'  12 Y  de  aquella  constitución." 

Entra  después  a  demostrar  la  incoriipatibili- 
•dad  de  estos  artículos  con  el  17,  que  ya  he 
ieido,  en  la  misma  forma  que  lo  han  hecho  los 
dos  señores  Diputados  que  han  atacado  el  pro- 
yecto del  señor  Bello,  sosteniendo  que  hai  una 
contradicción  monstruosa,  inicua  i  qué  sé  yo 
qué  mas,  puesto  que  después  de  haber  asegura- 
do a  todos  sus  bienes,  se  despojó  a  los  sucesores 
6.  mayo™^  de  lo,  der^ho,  l.jitimc  ,ue 
tienen  a  los  bienes  amayorazgados.  El  honora- 
ble diputado  por  Valparaíso,  comprendiendo 
sin  duda  lo  falso  de  este  razonamiento,  ha  es- 
puesto  mui  lúcidamente  ciertos  principios  en 
materia  de  derechos  adquiridos ;  i  voi  yo  a  ocu- 
parme un  momento  en  este  punto. 

El  artículo  17  de  la  Constitución  de  28  decla- 
ra que  nadie  puede  Bet'  privado  de  los  bienes  que 
poeee^  o  de  aquéllos  a  que  tiene  lejUimo  derecho. 
Bien,  el  artículo  126,  aboliendo  los  mayoraz- 
gos, pregunto,  ¿priva  a  los  sucesores  de  los  bie- 
nes que  poseen  o  de  un  derecho  lejítimo  sobre 
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lo6  bienes  amayorazgados?  EBta  es  la  cuestiotL 
Respóndaseme  lealmente.  ¿M  sucesor  de  un 
mayorazgo  posee  los  bienes  de  ese  mayorazgo  o 
tiene  siquiera  un  lejítimo  derecho  en  ellos  o  a 
ellos?  Sespondo  negativamente  i  con  mi  mas 
profímda  ocmviccion.  No  tiene  derecho.  Solo 
tiene  una  espectativa,  una  esperanza  a  gozar  de 
sus  productos  cuando  muera  el  poseedor  actual. 
iQué  es  un  derecho  aquiridof  Usaré  del  lengua- 
je de  los  jurisconsultos  filósofos,  que  en  esta 
materia  no  hago  mas  que  reproducir.  Derecha 
adquirido  es  el  que  podemos  ejercitar  en  el  mo- 
mo uto  actual^  es  decir,  el  que  poseemos  ya  i  ^a 
el  cual  debemos  ser  amparados  por  la  lei  La 
eepeotatóva  o  esperanza  es  solamente  un  jérmea 
de  derecho,  que  necesita  para  llegar  a  conver^ 
tirse  en  tal  derecho  que  suceda  un  accidente, 
una  drcunstancia  futura.  El  derecho  adquirido 
procede  de  un  hecho  consumado  ya  i  existe 
por  si  mismo  en  el  tiempo  présbite.  La  especta- 
tiva  depende  en  todo  de  lo  fuúuro  i  no  pu/ede 
ser  ejercida  ahora,  nada  vale  por  sí  misma,  sin 
que  ocurra  esa  circunstancia  que  vendrá  muchas 
veces  indepúendientemente  de  la  voluntad  del 
que  tiene  tal  espenoiza.  ^En  cuál  de  estas  dos 
situaciones  se  encuentra  el  flnceaor  de  un  m^y o- 
raego? — £n  la  s^unda,  po(rque  no  tiene  niiügnii 
derecho  positivo,  que  pueda  ejercer  mientras  es 
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sucesor  simplemente :  solo  tiene  un  jérmen  de 
derecho,  una  esperanza  que  para  verificarse^  ne- 
cesita de  la  muerte  del  poseedor  actual,  que  eB 
tin  suceso  futuro,  continjente  e  independiente 
de  su  voluntad.  ¿Cómo  decia  entonces  el  sefiot 
S^afia  i  dicen  sus  imitadores  que  el  sucesor  tie- 
ne un  derecho  lejítimo  en  los  bienes  amayoraa- 
gados?  Tratándose  de  dar  una  leí,  ¿qué  nos  dice 
la  razón,  el  buen  sentido  sobre  los  derechos  i 
las  esperanzas  que  se  han  de  afectar?  ¿Merecen 
el  mismo  respeto  los  derechos  adquiridos  que 
las  simples  espectativas?  El  buen  sentido  nos 
dice  que  no,  i  los  filósofos  que  proponen  esta 
cuestión  la  resuelven  también  por  la  negativa, 
eitando  en  su  apoyo  la  práctica  de  todas  las  leji»- 
laciones,  i  mui  particularmente  la  de  la  nuestra, 
esL  la  cual  se  pueden  presentar  una  infinidad  de 
easos  que  confirman  tal  solución.  Bueno  es,  di- 
oen,  respetar  las  esperanzas^  pero  solo  en  cuantb 
no  esté  de  por  medio  el  interés  jeneral  o  el 
pleno  cumplimiento  de  la  lei»  Aun  respecto  de 
las  espectativaa  es  preciso  distinguir,  asi  como 
respecto  de  los  derechos  adquiridos.  Hai  dere- 
chos que  no  dependen  del  estado  civil  de  las 
personas,  que  no  proceden  de  hechos  consuma- 
dos por  eUas  mismas  i  en  los  cuales  no  ha  teni- 
do parte  su  voluntad :  pero  los  hai  también  ta- 
les que  dependen  de  actos  ejecutados  por  nos- 
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otros  mismos.  De  estos  últimos  no  seria  posible 
privar  al  hombre  dando  efecto  retroactivo  a  la 
lei ;  pero  de  aquellos,  es  decir,  de  los  que  tene- 
mos solo  en  virtud  del  simple  ministerio  de  la 
lei  misma,  sí  que  se  nos  puede  privar,  cuando 
el  interés  público  lo  exije.  Un  ejemplo :  el  de- 
recho que  tenemos  de  ejecutar  en  juicio  por 
una  acción  personal,  no  es  cierto  que  nos 
viene  de  la  lei  que  ordena  el  procedimiento  ju- 
dicial, independientemente  de  nuestra  volun- 
tad? Pues  bien,  la  lei  que  alteró  el  juicio  ejecu- 
tivo en  837  derogó  las  fórmulas  antiguas,  varió 
el  procedimiento  i  ordenó'que  todos,  aun  los 
qué  tuvieran  juicios  pendientes,  se  arreglaran 
a  lo  que  ella  dispuso.  Tuvo  efecto  retroacti- 
vo, i  nadie  pudo  quejai^e  de  ello.  El  derecho 
que  tiene  un  esposo  a  administrar  los  bienes 
de  su  mujer,  también  le  viene  solo  de  la  lei  in- 
dependientemente de  su  voluntad.  I  si  esa  lei 
quitara  o  modificara  ese  derecho,  por  ser  asi 
conveniente,  ¿le  podríamos  objetar  los  maridos 
su  efecto  retroactivo?  Si  la  lei  dispusiera  ahora 
que  ningún  marido  pudiese  continuar  en  esa 
administración  sin  rendir  una  fianza  en  una  es- 
critura pública,  en  tal  forma,  los  maridos  que 
antes  no  estábamos  sujetos  a  esa  traba,  ¿podría- 
mos resistirla! 

Pero  no  es  esta  propiamente  la  cuestión  :  ha 
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blamós  de  éepectativas  i  es  precisó  hacer  eu 
ellas  la  misma  distinción.  O  las  espectativas  son 
adquiridas  en  virtud  de  nuestra  propia  volun- 
tad, por  medio  de  hechos  que  hayamos  ejecuta- 
do para  adquirirlas  i  tener  con  el  tiempo  un 
derecho,  o  nacen  solo  de  la  lei  o  de  un  tercero 
sin  participación  de  nuestra  voluntad.  En  el 
primer  caso  es  mui  justo  que  se  respeten :  esas 
son  las  que  se  llaman  espectativas  legales.  El 
que  labra  su  campo  para  proporcionarse  un  pro- 
ducto tiene  una  espectativa  que  la  lei  no  puede 
revocar.  El  que  celebra  un  contrato  entregan- 
do a  otro  su  fundo  para  que  este  lo  edifique  i 
lo  goce  por  cierto  número  de  años,  al  fin  de  los 
cuales  se  lo  devuelva  para  hacer  suyo  el  edifi- 
cio, tiene  también  una  esperanza  que  ha  ad- 
quirido en  virtud  de  un  hecho  propio,  i  debe 
ser  respetado  en  ella.  Pero  el  hijo  de  familia 
tiene  también  la  esperanza  de  heredar  a  un  pa- 
dre en  todos  sus  bienes,  menos  el  quinto,  por- 
que la  lei  declara  patrimonio  de  los  hijos  las 
cuatro  quintas  partes  de  los  bienes  paternos. 
Mañana  o  mui  pronto  se  promulgará  nuestro 
código  civil,  declarando  que  solo  la  mitad  de 
los  bienes  paternos  forma  la  herencia  del  hijo, 
dejando  al  padre  la  libertad  de  disponer  de  la 
otra  mitad  en  favor  de  quien  quiera.  jRecha- 
zaremos  ese  código  fundándonos  en  que  no  se 
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pnede  quitar  al  hijo  esta  eipectativa?  Diremos 
que  ese  código  eB  inicuo,  porque  la  Gcmstitocion 
asegura  a  todos,  los  bienes  que  poseen  i  el  de- 
recho que  a  ellos  tengan?  No,  señor,  no  podre- 
mos hacer  esa  objeción,  asi  como  no  se  ha  he- 
cho nunca  en  ninguna  de  las  naciones  civiliza- 
das, en  que  se  ha  practicado  esa  variación  en 
las  leyes  que  reglan  la  herencia.  No  podremos 
objetar  ese  código,  porque  la  espectativa  de  los 
hijos  viene  solo  de  la  lei  i  no  de  la  voluntad  o 
de  los  hechos  de  aquellos ;  i  la  lei  puede  quitar 
o  modificar  esa  espectativa  como  crea  conva- 
niente.  • 

{Qué  diremos  ahora  de  la  espectativa  que 
tienen  los  sucesores  de  los  mayorazgosi  ¿Es 
tan  sagrada  como  la  que  tiene  el  hijo  a  la 
herencia  de  su  padre?  Supongamos  que  lo 
sea  ¿Quién  ha  (creado  esa  espectativa?  jHa 
intervenido  en  su  existencia  la  voluntad  del 
sucesor?  Hai  algún  hecho  de  este  que  la  ha- 
ya  creado?  Ninguno,  no  hai  ningún  techo 
de  su  parte.  E^  espectativa  depende  de  la 
lei  i  de  un  acto  de  un  tercero,  depende  de 
una  continjencia.  Luego  la  lei  puede  revo- 
carla, puede  modificarla,  sin  hacer  ofensa  a 
nadie,  sin  que  pueda  acusársela  de  retroacción. 
Guando  la  Constitución  de  28  declaró  que  na- 
die podía  ser  despojado  de  sus  bienes  o  del 
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derecho  a  ciertos  bienes,  no  jbabló  de  las  es^ 
pectativas  producidas  por  el  ministerio  de  la 
lei,  ni  pudo  llamar  bienes  a  las  esperanzas  in^ 
dependientes  de  nuestra  voluntad^  ni  pudo 
comprender  aquellos  derechos  que  la  lei  puede 
modificar  o  revocar.  Cuando  la  Constitución  de 
28  adjudicó  al  poseedor  de  un  mayorazgo  los 
dos  tercios  de  su  valor  i  el  otro  temo  al  sucesor, 
no  hizo  agravio  ninguno.  Por  el  contrario,  se. 
fior,  hizo  un  favor  a  los  sucesores,  porque  hai 
mucha  diferencia  entre  una  simple  espectativa 
«obre  los  frutee  de  bienes  amayonusgados,'  i  el 
dominio  de  una  tercera  parte  de  esos  bienes. 
Tcua  lejos  estuvo  de  agraviarlos  o  de  despojar- 
los de  un  derecho  o  de  una  propiedad,  que  les 
dio  xm  dominio  que  Antes  no  twian,  el  d<Hni- 
nio  sobre  la  tercera  partede  esos  bienes,  de  los 
cuales  solamente  esperaban  los  frutos.  ¿Cómo 
es  injusta  e  inicua  entonces  semejante  disposi- 
ción? 

Pero  ya  que  a  aquel  abogado  se  le  ocurrió 
tachar  a  la  Constitución  de  28,  por  esta  sabia 
disposioion,  de  inicua,  de  injusta,  etc.,  etc,  ¿eó- 
mo  es  posible  venir  lloi  a  reproducir  sus  sofis- 
mas, apellidando  a  esa  lei  Instiimnon  propia 
de  (hngo  o  de  TwrqvAa^  ^n  dónde  está  la 
Francia,  la  B^aSa,  Venazuela,  Nueva  €hrana- 
da,  el  Ecuador  i  otras  tantas  naciones  civiliza- 
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das  que  nos  han  dado  el  ejemplo  de  lo  mismo 
que  hizo  la  Constitución  de  28  en  Chile?  ¿Por 
qué  esa  misma  institución  en  esas  célebres  na- 
ciones ha  sido  reputada  como  justa,  i  en  Chile 
solamente  ha  de  dejar  de  serlo?  ^Por  qué  capí- 
tulo, por  qué  motivo  se  hace  tamaña  acusación 
a  nuestro  pais? 

La  lei  de  10  de  julio  de  824  de  la  República 
de  Colombia,  que  es  lei  de  Venezuela,  de  Nue- 
va Granada  i  del  Ecuador,  declara  abolidos  los 
mayorazgos  i  todas  las  vinculaciones  que  impi- 
den la  libre  enajenación  de  los  fundos,  dando 
al  poseedor  el  derecho  de  disponer  de  ellos  H- 
bremente,  menos  del  tercio  i  de  la  mitad  del 
quinta,  que  se  reservan  al  sucesor,  i  estable- 
ciendo que  pertenecen  al  Estado  aquellos  ma- 
yorazgos que  no  tengan  poseedor.  La  Constitu- 
ción de  Nueva  Granada,  en  su  artículo  166, 
prohibe  la  fundación  de  mayorazgos  i  de  toda 
clase  de  vinculaciones,  declarando  que  en  la 
Nueva  Granada  no  habrá  bienes  inenajenables. 
En  Francia,  el  año  11  de  la  revolución,  fueron 
abolidos  tíos  mayorazgos,  i  eso  que  no  existían 
en  la  forma  española,  sino  en  cuatro  provincias 
en  que  hablan  influido  las  leyes  de  España, 
como  en  el  Koussillon,  el  Franco  Condado,  etc. 
Despued,  en  806,  fueron  restablecidos  por  el 
despotismo  de  Napoleón  i  reglamentados  en 
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808  i  810,  pero  en  12  de  mayo  de  1839,  a  pro- 
posición de  M.  Pasent,  se  dio  la  lei  actual  prohi- 
biendo de  nuevo  la  fundación  de  todo  mayoraz- 
go i  reduciendo  la  duración  de  los  existentes  solo 
a  dos  grados  de  sucesión.  En  España  las  leyes  de 
27  de  setiembre  de  1820  i  de  7  de  agosto  de 
1828,  suprimieron  todos  los  mayorazgos,  patro- 
natos i  vinculaciones  de  cualquiera  especie, 
dando  a  los  poseedores  la  facultad  de  disponer 
como  propios  de  la  mitad  de  esos  bienes,  i  re- 
servando la  otra  mitad  al  sucesor.  Estas  leyes, 
que  Fernando  VII  derogó  i  que  por  consi- 
guiente cayeron  también  bajo  el  peso  del  des- 
potismo, fueron  restablecidas  en  30  de  agosto 
de  1836,  ji  cómo?  admiraos,  señores!  por  un 
simple  real  decreto  de  esa  fecha,  sin  que  nadie 
se  sublevase  poniendo  objeciones,  sin  que  nadie 

tachase  de  injusto  ese  decreto  de  gobierno 

¡En  España,  señores,  donde  casi  no  habia  pose- 
siones  que  no  tuviesen  un  vínculo!  Tales  son 
las  lejislaciones  que  sobre  este  punto  conozco. 
Las  leyes  i  constituciones  de  Francia,  de  Es- 
paña, Venezuela,  Nueva  Granada  i  el  Ecuador 
consagran  también  el  principio  de  la  inviolabi- 
lidad de  las  propiedades,  como  lo  hacia  la 
Constitución  Chilena  de  828.  Pero  no  sé  qué 
se  le  haya  ocurrido  a  ningún  abogado  de  esas 
naciones,   como  se  le  ocurrió  al  seííor  Egaña, 
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ponerse  a  probar  qtie  había  incompatibilidad 
entre  tal  precepto  i  la  lei  que  revoca  los  ma- 
yoras^os. 

otro  argamento  dirijido  a  demostrar  la  in- 
justicia  de  la  moción  que  discutimoB  es  que  la 
Constitución  de  28  se  erijió  en  juez  partidor. 
Ved  cómo  lo  formula  el  autor  del  dictamen  en 
la  pajina  12 :  (leyendo)  ^^Primeramente,  dice, 
^  este  articulo  (el  126)  adjudica  al  actual  po- 
**  seedor  en  plena  propiedad  i  libre  dominio 
"  los  dos  tercios  de  los  bienes  vinculados.  jPero 
^^  quién  dio  facultad  a  la  Constitución,  ni  al 
^^  Congreso  mas  omnipotente,  para  adjudicar 
«.  u«o  loe  bi»«  de  otro,  ¿  pjo  jai- 
*'  cío  como  tenia  establecido  la  misma  Consti* 
^  tudon  en  el  artículo  17?  Si  los  mayoras^os 
^  quedaban  estínguidos,  no  era  a  los  actuales 
^  poseedores,  ni  a  sus  sucesores  a  quienes  co- 
^  rrespondian  los  bienes  vinculados ;  sino  a  loi 
^  descendientes  mas  inmediatos  del  instituy ente 
^  del  vínculo,  por  cualquier  linea  que  probasen 
^'  esta  inmediación.  De  suerte  que  en  una  sola 
^'  cláusula  han  cometido  dos  horribles  despo- 
^  jos ;  uno  al  sucesor  del  vínculo,  con  su  estizi- 
''  cion,  i  otro  a  los  parientes  mas  cercanos  del 
^^  fundador,  con  la  aplicación  al  actual  posi- 
"  dente." 

¿No  son  estas  las  mismas  palabras  que  ha  oí* 
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do  la  Cámara  a  los  señores  diputados?  ¿No  es 
este  el  mismo  argumento  que  se  ha  hecho  aquí?... 
¡Argumento  falso  i  de  todo  punto  capcioso!  I 
los  señores  diputados  que  lo  han  repetido  me 
permitirán  que  lo  llame  asi,  porque  no  me  diri- 
jo a  ellos,  sino  al  autor  del  dictamen..*..^.... 

jEl  Congreso  Constituyente  de  1828  tenia 
competencia  para  abolir  los  mayoras^s?  Nos 
fijaremos  en  este  primer  punto.  Esa  competen- 
cia es  indudable,  pues  en  él  se  trataba  de  estsr 
blecer  un  Estado  republicano,  de  constituir  un 
Estado  en  la  forma  democrática.  Al  hacerlo,  no 
podia  menos  que  abolir  una  institución  diame- 
tralmente  opuesta  al  principio  de  la  igualdad 
de  derecho.  No  podia  menos  que  derogar  esa 
institución  monstruosa,  propia  del  feudalismo  i 
de  los  caprichos  del  despotismo  del  siglo  XYI. 
¿Cómo  podia  dejar  en  pie  esa  desigualdad  odio- 
sa que  contieoaen  los  mayorazgos,  que  están 
fundados  en  el  privilejio  del  nacinodento,  en  el 
privilejio  de  uno  sobre  &w  demás  hermanos? 
Se  ha  dicho  que  aquella  Gonstitudion  bien  pudo 
considerar  los  mayorazgos  como  dañosos  en  ra- 
sión de  lo  que  tienen  de  p^^udiciales  a  la  in- 
dustria,, d^ándolos  siempre  subsistente  en  la 
forma  de  censos,  i  permitiendo  la  lil^^e  enaje- 
nación de  los  bienes  amayorazgados.  Pero  no 
sé  eémo  pueda  sostenerse  esto.  ¿Hai  igualdad 
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de  derechos  subsistiendo  siempre  el  privilejio 
del  hermano  mayor?  Porque  los  mayorazgos 
estén  reducidos  a  censo,  ¿desaparece  acaso  el 
vínculo?  ¿No  hai  siempre  en  favor  del  primo- 
jénito  un  derecho  que  no  tienen  los  demás 
miembros  de  su  familia?  Sobre  todo,  señor,  si 
en  la  Ilepiiblica  solo  debe  imperar  la  lei,  jc6- 
mo  es  posible  conservar  este  principio  cuando 
se  hace  prevalecer  sobre  ella  la  voluntad  de 
un  testador  por  una  eternidad  de  siglos?  £1 
Congreso  de  28  tenia  mui  presentes  las  pala- 
bras del  inmortal  Jovellanos,  que  le  hablan 
representado  los  impresos  de  aquel  tiempo  i 
que  me  permitiré  leer. 

(Leyendo)  "Ciertamente,  dice  el  ilustre  Jo- 
"  vellanos,  que  conceder  a  un  ciudadano  el 
''  derecho  de  trasmitir  su  fortuna  a  una  serie 
'^  infinita  de  poseedores,  abandonar  las  modifi- 
^^  caciones  de  esta  trasmisión  a  su  sola  voluntad, 
"  no  solo  con  independencia  de  los  sucesores, 
"  sino  también  de  las  leyes ;  quitar  para  siem- 
"  pre  a  su  propiedad  la  comunicabilidad  i  la 
"  trasmislbilidad,  que  son  sus  dotes  mas  pre- 
"  ciosos ;  librar  Ik  conservación  de  las  familias 
"  sobre  la  dotación  de  un  individuo  en  cada 
"  jeneracion,  i  a  costa  de  la  pobreza  de  todos  los 
"  demás,  i  atribuir  esta  dotación  a  la  casuali- 
"  dad  del  nacimiento,  prescindiendo  del  mérito 
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**  i  de  la  virtud,  son  cosas  no  solo  repugnantes 
"  a  los  dictámenes  de  la  razón  i  a  los  sentimien- 
•*  tos  de  la  naturaleza,  sino  también  a  los  princi- 
"  pios  del  pacto  social,  i  a  las  máximas  jenerales 
"  de  la  lejislacion  i  de  la  política." 

Este  razonamiento  que  compendia  tan  sa* 
biamente  la  doctrina  i  los  grandes  principios 
que  proclamó  el  artículo  126  de  la  Constitución 
de  28  ¿puede  ser  contestado?  Yo  podría  haber 
repetido  esas  mismas  ideas  en  otros  términos, 
pero  me  he  permitido  mas  bien  leerlas  para 
no  desfigurarlas.  La  Constitución  de  28  tuvo, 
pues,  competencia  para  abolir  los  mayorazgos. 
¿Pero  en  qué  forma  los  abolió?  ¿Debia  adjudicar 
todos  los  bienes  ál  poseedor  actual?  No  lo  hizo. 
Quiso  mas  bien  respetar,  no  los  derechos,  sino 
las  espectativas  del  sucesor,  adjudicándole  el 
dominio  del  tercio,  que  no  le  pertenecía.  Lo 
hizo  así,  i  no  obstante  se  le  hace  un  cargo  por 
eso.  Si  los  mayorazgos  quedaban  estinguidos, 
se  dice,  no  era  a  los  actuales  poseedores  ni  a  los 
sucesores  a  quienes  correspondían  los  bienes» 
sino  a  los  descendientes  mas  inmediatos  del 
instituyente.  ¿I  si  estos  no  existían?  preguntaré 
yo  a  mi  vez.  El  instituyente,  al  formar  un  ma- 
yorazgo, ¿tenia  o  no  herederos  forzosos?  Si  los 
tenia,  no  pudo  fundarlo  sino  en  los  bienes  li- 
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hnñy  en  aquelloB  que  bo  eran  patrimonio  de 
808  herederoa  Si  no  los  tenia,  pndo  fímdarlo  en 
todoB  fine  bienes,  porque  todos  eran  libres.  £n 
ambos  casos  dio  sus  bienes  libres  a  quien  qui- 
so, porque  tenia  derecho  de  hacerlo.  Al  abolir 
los  mayoras^os  la  Constitución  de  28,  no  vino 
a  revocar  esa  donación ;  al  contrario,  la  respe- 
tó, d^ando  los  bienes  en  la  misma  familia  en 
la  rama  a  quien  hablan  sido  donados.  ¿Con  qué 
derecho  los  descendientes  del  institutor  po* 
drian  haberse  presentado  reclamando  esos  bie- 
nes? iCoix  el  derecho  de  herederos  instituidos? 
No  lo  tenian,  porque  no  fueron  herederos  de 
«os  bienes  Ubres  que  su  antecesor  donó  a 
quien  quiso.  ¿Con  el  derecho  del  sucesor  abin- 
testato?  tampoco,  por  la  misma  razón.  I  entón- 
ees,  cómo  se  hace  semejante  objeción  a  la  Consti- 
tución de  38,  cuando  ella  obró  precisamente  ^ei 
jostieia,  dejando  loa  bienes  amayorazgados  en  la 
misma  familia  a  que  fueron  adjudicados  p<»r  el 
inafítuyente?  No  fueron,  pues,  despojados  ni  el 
«aoeaor  del  vínculo  ni  loa  parienitea  del  funda- 
dor. £1  primero  tenia  ona  espeetutiva  que  fué 
•aperabundantemente  «atsafedia  con  el  domi- 
iQíio  diel  tercio.  Los  segundos  no  tenian  ni  siquie- 
ra UAa  espeotativa  análoga,  ni- derecho  da  nin- 
gún jebero;  i  aun  suponiendo  que  esiaiieeen 
tides  parí^ntQ9,  es  pi'eciao  «ouTenir  ^n  qm  no 
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teman  ni  aun  la  voluntad  de '  reólamar  eso» 
bienes  que  jamás  les  pertenecieron. 

Otro  argumento  contra  la  justicia  de  la  mo- 
ú.on.(leyendo  en  él  Jt^iw?.^  "Difícilmente  se  ha- 
"  Hará  un  vínculo  que  no  esté  gravado  con  pen-< 
■'  siones  perpetuas  o  eventuales ;  v.  g.  anivei»a* 
"  rios,  dotaciones,  alimentos,  limosnas,  etc  etc. 
^  Estinguidos  los  vínculos,  ¿quién  cumple  e&td£i 
"  pensiones  i  con  qué  caudales,  cuando  absoluta 
*'  i  perentoriamente  resuelve  el  artículo  (126) 
*'  que  los  actuales  poseedores  pueden  disponeíf 
"  libremente  de  toda  la  importancia  de  los  doí 
"  tercios,  i  que  el  sucesor  use  de  la  misma  li- 
"  bertad  respecto  del  tercio  que  se  le  regala! 
"  ¿Tuvo  alguna  vez  facultad  un  Congreso  paja 
*'  d^pojar  a  las  iglesias,  los  pupilos,  las  doncé* 
•'  Has,  las  pobres,  al  culto  i  a  las  almss  de  lod 
"  testadores,  de  alimentos,  dotaciones,  limos- 
"  ñas,  actos  relijiosos,  i  sufrajios  que  les  adjudi- 
"  có  de  sus  propios  bienes  el  testador?" 

¡Qué  objeción!  I  se  ha  repetido  aquí  tal  eo^ 
mo  la  produjo  su  autor!  La  Constitución  de  §S, 
señor,  no  ha  despojado  ni  al  culto,  ni  a  }od  po^ 
bres,  ni  a  las  iglesias,  ni  a  las  doncellas.  {A  na- 
die ha  despojado  de  pensión  ningún»!  Ni  de 
las  palabras  en  que  está  concebido  el  éHÜech 
lo  12.6,  ni  de  su  espíritu  puedo  deduoixse  ítetA^ 
jante  &lsedad.  Adjudica  dos  tereios  al  poseedor 
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actual  I  UD  tercio  al  sucesor,  aboliendo  los  ma- 
yorazgos,   porque  son  contrarios  al  desarrollo 
de  la  industria  i  opuestos  al  principio  de  la 
igualdad  de  derechos  i  por  consiguiente  al  go- 
bierno republicano.  ¿Pero  los  demás  grávame- 
nes  que  esos  bienes  hubiesen  tenido,  qué  tie- 
nen de  contrario  al  sistema  republicano  ni  al 
desarrollo  de  la  vida  social?  ¿No  es  verdad  que 
si  tales  gravámenes  existiesen,  se  los  repartirían 
en  proporción  el  poseedor  actual  i  el  sucesor  al 
tiempo  de  dividirse  los  bienes?  V.  g.  en  el  ma- 
yorazgo  de  los  señores  Larrain  que  se  dividió 
conforme  a  la  Constitución  de  28 :  supongamos 
que  hubiese  habido  pensiones  pías  en  favor  de 
iglesias  o  de  doncellas,  en  tal  caso  las  habrían  im- 
putado al  tercio  i  a  los  dos  tercios,  sin  dificultad 
ninguna,  como  se  hace  siempre  que  existen  es- 
tos  gravámenes  en  los  bienes  qne  se  dividen. 
I  8Í  los  partícipes  hubiesen  recurrido  a  aquella 
argucia  para  no  pagar  tales  pensiones,  diciendo 
•  que  la  Constitución  los  habia  salvado  de  ellas, 
despojando  a  las  iglesias  i  doncellas  de  sus  de- 
rechos, los  interesados,  cuando  no  el  defensor 
de  obras  pías,  hubieran  puesto  demanda,  i  los 
tribunales  habrían  hecho  pagar  tales   pensio- 
jies,  fundándose  en  que  la  Constitución  no  las 
derogaba.  ¿Con  que,  porque  se  levanta  semejan- 
te fako  tertimonio  a  ]a  Constitución?  Nada  mas 
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que  por  el  prurito  de  lucir  sutilezas  i  de  con- 
vertir, a  fuerza  de  sofismas,  en  injusto  lo  que  es 
justo.  La  Constitución  de  28  en  esta  parte  ha 
sido  santa :  no  ha  tocado  esas  instituciones  pia- 
dosas, ni  puesto  dificultad  ninguna  para  que  se 
dividiesen  entre  el  tercio  i  los  dos  tercios  de 
un  mayorazgo  a  la.  manera  como  se  di videii  en 
las  particiones  ordinarias.  Sin  embargo,  en  el 
argumento  que  examino,  hai  ademas,  una  false- 
dad en  cuanto  supone  que  todos  los  vínculos 
están  gravudos  con  tales  pensiones :  conozco 
mayorazgos  que  no  tienen  ninguna,  i  solo  uno 
solo  he  visto  en  que  el  instituyente  funda  una . 
capellanía  de  tantos  mil  pesos  para  que  se  digan 
misas  en  favor  de  su  alma.  Cuando  en  este  se 
haga  la  separación  del  tercio  para  su  sucesor,  la 
capellanía  se  dividirá  también  o  se  imputará 
a  alguno  de  los  interesados,  según  los  convenios 
que  hicieren,  porque  ese  es  un  gravamen  que 
tienen  los  bienes  ^Se  podria  decir  que  la  Cons- 
titución reputó  ese  gravamen  como  contrario  a 
los  principios  que  se  propuso  salvar  cuando 
abolió  los  mayorazgos? 

Otro  argumento  contra  la  justicia  de  la  mo- 
ción es  este :  (leyendo  en  él  dtctámen)  "Ordena 
"  el  artículo  127  que  los  que  no  tienen  herede- 
"  ros  forzosos  no  puedan  usar  de  los  dos  tercios, 
"  i  que  deben  reservarlos  precisamente  a  los 
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^  parientes  mas  inmediatOB.  {Con  que  el  pad 
'^  puede  dilapidar  i  enigenar  los  dos  tercios  que 
^^  dejó  el  institayente  para  la  linea  del  posee- 
''  dor  con  preferencia,  sin  guardar  considerar 
^^  cion  al  hijo  lejítimo  a  quien  la  naturaleza  i  la 
^^  institución  llamaron  a  la  posesión  de  este  vin- 
''  culo,  i  solamente  cuando  no  tiene  estas  sagra- 
^  das  obligaciones,  es  cuando  debe  conserrar  in- 
^  tacto  el  vinculo  para  que  lo  goce  el  pariente 
"  mas  remoto  del  poseedor  que  pueda  encon- 
**  trarse.  jl  por  qué  no  los  parientes  del  mismo 
"  fundador?  I  si  sucede  (como  es  posible)  que 
^  en  una  larga  sucesión  de  jeneraciones  los  po- 
^  seedores  no  tengan  hijos,  entonces  sí  que 
^^  queda  perpetuo  el  vínculo  i  sin  estincicm,  pe- 
**  ro  no  cuando  hai  hijos.  ¿Pudo  inventarse  dis- 
«^  posición  mas  estravagante  i  contra  el  derechc^ 
'^  natural? 

Esto  es,  o  afectar  que  no  se  entiende  al  arti- 
culo 12Í,  o  dejarse  llevar  demasiado  lejos  por 
el  prurito  de  encontrar  capítulos  de  acusación 
contra  la  Constitución ;  i  sin  embargo,  esto  mid- 
mo  se  ha  repetido  aquí  con  aire  de  triunfo. 
El  artículo  12^  dijo:  Los  actuales  poseedores, 
que  no  tengan  herederos  fbrxosos,  dispondrán 
precisamente  de  loa  dos  taroios  qué  les  han  si- 
do reservados,  en  íavor  de  los  parlen^  mas  in- 
mediatos. 
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De  aquí  deduce  el  Dictamen,  i  por  oowá- 
gúimte  los  seSores  diputados  enemigos  do  U 
moción,  que  el  artíeulo  127  manda  al  poseedw 
tietnal  reservar  esos  dos  tercios  precisaments 
«tt  favor  de  sus  pacientes ;  que  esa  disposición 
permite  al  padre  dilapidar  los  dos  tercios  cuan- 
do tenga  hijos  lejítimos,  mientras  que  le  obliga 
a  conservar  intacto  el  vínculo  cuando  no  tiene 
toles  hijos,  para  el  pariente  mas  remoto.  ;Hai 
siquiera  sentido  común  en  estas  objeciones^  La 
Constitución  nada  dijo  del  poseedor  actual  qne 
tuviese  hijos  lejítimos^  porque  al  darle  el  do 
minio  de  los  dos  tercios  del  mayoras^o,  es  claro 
^ue  se  atuvo  a  las  leyes  jen^ales  que  le  obli- 
gan a  dejar  todos  los  bienes  en  que  tiene  dami- 
tkio  a  sus  hijos,  sin  quitarle  la  facultad  que  en 
vida  tiene  para  disponer  de  esos  bienes  i  admi* 
lastrarlos  también  conforme  a  las  leyes.  Paro 
se  puso  en  el  caso  en  que  el  poseedor  actual  no 
tenga  herederos  forzosos,  sino  parientes.  Entón^ 
ees,  por  las  leyes  jenerales  es  libre  para  dejaí: 
sus  bienes  a  quien  quiera,  puesto  que  no  hai 
herederos  forzosos.  Mas^  la  Constitución  quiso 
ser  consecuente  con  el  principio  establecido  ea 
el  artículo  126,  que  dejó  los  bienes  del  mayo- 
rasgo  en  la  familia  para  la  cual  hablan  sido  do- 
nados pc^  el  imtítuyente  i  por  eso  ordenó^  en 
el  127,   que  el  poseedor  actual  que  no  tuvieeíB 
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herederos  forzosos,  dejase  esos;  dos  tercios  en 
favor'  de  los  parientes  mas  inmediatos,  puesto 
que  son  de  la  familia.  I  esto  sin  quitarle  la  fa^ 
cuitad  que  durante  su  vida  tuvo  para  disponer 
de  esos  dos  tercios  libremente,  sin  obligarle  a 
reservación,  i  sin  obligarle  a  conservar  intacto 
el  vínculo,  como  falsamente  se  afecta  creerlo. 
Heredando  los  parientes  mas  próximos,  no  he- 
redaban un  vinculo,  sino  bienes  libres,  en  los 
cuales  habia  desaparecido  mucho  antes  la  vin- 
culación. Esto  es  lo  que  dispuso  la  Constitu- 
ción :  no  ha  dado  facultad  de  dilapidar  bienes 
al  padre  con  hijos,  ni  tampoco  ha  dicho  que  los 
parientes  mas  remotos  sean  de  mejor  condición 
que  los  hijos.  Es  tan  manifiesta  la  malicia  de 
semejante  argumento,  que  quizá  no  hai  espre- 
siones  decentes  con  qué  refutarlo :  no  hai  mas 
que  tratarlo  con  la  risa  o  limitarnos  a  invocar  el 
buen  sentido. 

Ved  la  disposición  del  artículo  127.  (fo  leyá) 
Si  se  le  ataca  de  iníusto  porque  mandó  que 
prefiriesen  =obre  los  U^  \l  pariente,  dd 
actual  poseedor  que  muere  sin  herederos  forzo- 
sos, en  la  herencia  de  los  dos  tercios ;  ¿con  qué 
palabras  habrían  atacado  estos  señores  las  le- 
yes de  Venezuela,  Nueva  Granada  i  el  Ecuador 
que  adjudican  al  Estado  los  mayorazgos  que  no 
tienen  poseedor?  ¿Qué  dirían  contra  las  leyes 
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españolas  que  dejan  en  libertad  ftl  poseedor 
actual,  que  no  tiene  lierederos  forzosos,  para 
disponer  de  su  parte  del  mayorazgo  en  favor 
de  cualquiera,  sin  respetar  a  los  parientes  mas 
próximos?  Si  nuestra  Constitución  se  llamó  es- 
travagante  ¿cómo  llamarían  a  las  leyes  espano- 
la«  i  colombianas? 

Por  fin,  todavía  mas :  se  objeta  la  justicia  de 
la  moción,  sosteniendo  que  la  Constitución  de 
28,  ademas  de  haber  atacado  un  derecho  que 
-viene  de  Dios,  como  el  de  los  sucesores,  destru- 
yó una  institución  que  habia  sido  sancionada 
por  leyes  anteriores,  que  no  podian  revocarse. 
Permítaseme  hacer  un  lijéro  recuerdo  a  la  Cá- 
mara sobre  la  institución  de  los  mayorazgos. 

Establecida  definitivamente  en  tiempos  de 
la  decadencia  de  lá  monarquía  en  España  i  del 
triunfo  del  feudalismo,  esto  es,  a  principios  del 
«iglo  XVI,  la  institución  de  los  mayorazgos, 
sancionada  en  las  cortes  de  Toro,  no  fué  mas 
que  el  complemento  de  los  sacrificios  'que  la 
monarquía  tuvo  que  hacer  al  despotismo  de  los 
nobles.  Hé  ahí  el  oríjen.  Desde  aquel  mismo 
momento,  sin  embargo,  los  hombres  de  buen 
sentido,  los  hombres  de  razón  protestaron  con- 
tra tan  monstruosa  institución.  Hombre  hubo, 
de  los  mismos  que  componían  las  cortes  de  To- 
jo, que  llamaba  micua  una  de  esas  leyes :  su 
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dicho  nos  ha  sido  trasmitido  por  Iob  de  su  tiem* 

po.  Eotónoes  mismo  hal>o  escritores  que  coa«- 
sideraron  los  mayoras^os  como  contrarios  a  ]»  I 

razón  i  a  la  naturaleza.  I  sobre  todo,  aquí  tene- 
mos quien  no  nos  dejará  mentirl  {abrió  tm 
libró)  El  título  17  del  libro  10  de  la  Novísima 
Recopilación,  nos  da  testimonio  de  los  esfuerzos 
que  los  reyes  hicieron  por  abolir  o  moderar  al 
menos  la  institución  de  los  mayorazgos.  La  lei 
7/  dada  a  los  pocos  años  de  las  cortes  de  Toro, 
mandó  que  no  pudiesen  unirse  por  c(isoMmenio 
en  una  persona  dos  mayoraa^os  a  un  tiempo. 
La  12,  prohibiendo  fundar  mayorales  sin  li- 
cencia del  rei,  deda:  Teniendo  presentes  los 
maies  que  dimanan  de  lafaoUidad  que  ha  ha- 
bido en  vincular  toda  clase  de  liejies  perpetua- 
mente,  abusando  de  la  permisión  de  las  leyes,  i 
famentcmdo  la  ociosidad  i  sobxrbia.  de  los  po- 
seedores de  pequeños  viñedos  o  patr<matoe,  i 
de  sus  hijos  i  parientes,  i  privando  de  mtuAoe 
traaos  (d  ejército,  marina,  agrioídtura,  óonveT' 
tío,  artes  i  oficios,  he  resuelto,  etc.  La  l^f omita 
n  los  poseedof^es  de  mayorazgos,  vínculos  ipa- 
tifonatos  de  legos  para  enajenar  los  bienes  de 
mss  dotaciones.  La  18  da  a  los  mismos  la  &cal- 
teá  de  enajenar  las  fincas  de  sus  dotaciones  en 
pueblos  distantes  de  sus  dondciUos,  i  mbróg»- 
hsen  otras  obras  pias.  La  ^^  en  fin,  hcéUíte^a  ! 
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ia6  poseedores  de  bienee  vifumlados  pata  com- 
prarlos ellos  mismos  bajo  ciertas  reglas.  Bien, 
s^oreS)  red  cuantas  relajaciones  turo  en  la 
fispafia  misma  la  institución  de  los  mayoraz 
gos.  Oomo  he  dicho,  los  hombres  mas  sabios  se 
pronunciaron  contra  ella.  Carlos  III  i  Car- 
los IV  también  fueron  enemigos  de  esta  mona^- 
truosidad,  i  formaroa  infinitos  procesos  con  el 
objeto  de  estinguirla,  pero  todos  ellos  fueron 
sepultados  por  el  egoísmo  de  los  mayora^os  i 
por  sus  influencias  en  el  consejo.  En  820,  la  co- 
misión de  justicia  de  las  cortes  se  pronuncia 
abierta  i  enérjicamente  contra  la  institución 
de  los  mayorazgos,  i  formuló  un  informe  ea 
que  la  consideraba  como  un  padrón  de  ignomi- 
nia para  la  Espafia.  Las  cortes  admitieron  estüs 
ideas  i  dieron  su  lei  sin  contradicción. 

PeM  hago  esta  reseña,  porque  todo  eso  lo  te- 
nia presente  la  convención  de  828  en  Chile, 
a  consecuencia  de  haberse  publicado  en  este  cua- 
derno que  tengo  el  honor  de  presentar  a  la  Cír 
mara,  con  la  nómina  de  las  personas  que  lo 
firman.  Ued  señores  como  concluye  este  mani- 
fiesto (leyendo): 

"El  provecho  de  esta  ha  reunido  a  los  repna- 
"  sentantes,  i  cuando  a  ninguno  podemos  háo«r 
"  la  injmía  de  cre^  que  su  conciencia  no  está, 
^^  én  aptitud  de  rendirse  al  impem  de  la  raaon 
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*^  seria  temerario  dudar  que  se  suscitase  en  ellos 
"  ese  primitivo  fervor  qne  al  principio  mani- 
"  festaron,  echados  ya  por  tierra,  como  lo  están, 
"^  esos  lugares  comunes  que  presentan  con  so- 
"  fisterfa  el  interés  personal,  la  ambición  i  ese 
*'  ejército  de  viejas  preocupaciones  que,  aunque 
"  faertemente  combatidas,  i  en  rigor  derrota- 
"  das,  en  retirada  no3  presentan  un  friego  cruel, 
"  i  aun  han  de  hacer  muchas  víctimas  antes  de 
**  dejar  el  puesto  que  dominaron  tres  siglos. 
"  Pluguiera  al  cielo  que  ningún  representante 
"  de  la  nación  chilena  ee  humillase  ante  eua  69- 
"  tandartes^  ni  se  envolviese  en  sus  ruinas.  Pe- 
dro Pbado  Xara  Quemada,  Martin  de  Xa- 
BRAiN,  José  Toribio  Larrain,  José  Miguel 

BASCirfTAN  I  O  VALLE,  JcTAN  AoUSTIN  AlGALDE, 

Francisco  Ruiz  Tagle,  José  Antonio  Val- 
DBz,  José  Nicolás  de  la  Cerda,  Juan  de  Dios 
Correa,  Agustín  Eojas,  Mercedes  Hojas. 

Ved  aquí,  sefiores,  1 1  de  los  diez  i  siete  ma- 
yorazgos que  hai  en  Chile,  pidiendo,  reclaman- 
do la  disolución  de  las  vinculaciones!  Hé  aquí 
apoyados  por  ellos  mismos  esos  principioe  de  es- 
tricta  justicia,  que  hoi  dia,  en  su  nombre,  se  ape- 
llidan inicuos!  Acaso  debió  prevalecer  sobre  la 
opinión  de  estos  once  poseedores  la  de  seis,  que 
permanecian  en  silencio,  quién  sabe  por  qué 
imtecedentes?  Dos  interesados  fueron  los  lini- 
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eos  que  entonces  se  atrevieron  a  levantarla  voz 
para  impedir  el  triunfo  de  la  justicia.  Pero  aquí, 
entre  estos  nombres  que  acabáis  de  oir,  se  ha- 
llan también  los  de  esos  ilustres  personajes  que 
contribuyeron  a  nuestra  independencia,  i  a 
quienes  se  ha  tratado  de  defender,  como  si  se 
les  agraviara  con  pedir  lo  que  ellos  mismos  re^ 
clamaban.  ¡Loor  para  ellos!  Me  asocio  al  dipu- 
tado de  Valparaíso  para  tributarles  todo  el 
encomio  que  merecen  por  haber  abrazado  la 
causa  de  nuestra  revolución.  Esos  que  son  po- 
seedores de  mayorazgos  pingües,  nos  dieron 
independencia,  se  ha  dicho,  es  cierto ;  pero  no 
se  olvide  que  también  pidieron  la  disolución 
de  los  mayorazgos  que  poseían.  Ellos  sirvieron 
a  la  independencia  para  fundar  una  república  i 
abrigaron  la  esperanza  de  que  las  vinculacio- 
nes se  abolirían,  porque  querían  poder  legar  a 
sus  familias  una  fortuna,  que  no  podian  dejarle 
bajo  el  imperio  de  las  leyes  del  privilejio.  ¿Por 
qué  queremos  entonces  contrariar  los  altos  fi- 
nes que  ellos  se  propusieron  al  damos  inde- 
pendencia? ¿Por  qué  pretendemos  proceder  con- 
tra los  piincipios  que  ncUos  defendieron  i  cuya 
salvación  pidieron  al  Congreso? 

Con. estos  antecedentes,  cuando  la  discusión 
habia  hecho  triunfar  tales  principios,  cuando 
existia  el  ejemplo   de  otras   naciones  que  los 
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hftbian  aceptado,  cuando  el  mayor  aúmeFo  de 
los  interesados  pedia  la  disolución  de  los  msr 
yorassgos,  ¿estaba  o  no  obligada  la  Convención 
de  28  a  disolverlos?  ¿Hai  o  no  ju^iisa  en  su 
resolución?  Sin  duda  que  sí!  i  el  proyecto  que 
hoi  tiende  a  restablecer  los  derechos  creados 
efitónces  no  puede  dejar  d^  ser  también  justol 
bien  justo! 

3.*  Como  absurdo. 

£1  tercer  ataque  que  se  dirije  al  proyecto  en 
discusión  es  tratándolo  de  absurdo;  i  se  dice 
que  es  absurdo  porque  contraviene  al  sentido 
literal  del  artículo  162  de  la  Constitución  vijen- 
te  i  a  la  intelij  encía  que  en  diez  i  siete  años  se 
ha  dado  a  ese  artículo  por  los  congresos^  por 
los  tribunales  i  por  todos  los  interesados. 

Bien :  supongamos  que  sea  efectivamente  16- 
jica  semejante  intelijenda:  supongamos  tam- 
bién que  el  artículo  162  de  la  Constitución  de 
88  deroga  terminantemente  al  126  de  la  de  38 : 
deja  por  eso  de  subsistir  en  pié  la  duda  que  so- 
bre la  justicia  de  aquella  disposiciMi  propcme 
este  proyecto?  ¿Debemos  por  esto  sancionar  em 
intelijencia  injusta,  renunciando  a  la  mas  alta 
de  nuestras  facultades,  cual  es  la  de  poder  in- 
terpretar aquel  precepto  para  acomodarlo  a  los 
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pmeipios?  jl  no  sa  crea,  señor,  que  este  es  vax 
8oSdma!  Hai  mucha  diferencia  entre  la  disposi^ 
oion  de  28  i  la  de  33.  La  primera,  al  abolir  los 
mayorazgos,  no  turba  tan  siquiera  las  espectati- 
v«s  de  lo3  sucesores,  pues  que  las  satisfizo  super- 
abundantemente  dándoles  un  dominio  que  UQ 
teuiau  i  euyo  valor  era  superior  al  de  los  fruto» 
que  esperaban»  Asi  trató  a  los  sucesores  qu^ 
hablando  en  rigor  de  jurisprudencia^  no  teniau 
ningún  derecho.  La  Constitución  de  33  hizo 
otra  cosa :  ella  sí  que  vino  a  revocar  derechos 
adquiridos,  pues  que  si  debe  darse  a  su  artícu- 
lo 162  la  inteUjenoia  que  se  sostiene,  es  induj- 
4able  que  ese  artículo  vino  a  destruir  derechos 
ejíistentes,  que  podian  percatarse,  derechos  qu^ 
ya  servían  de  base  a  multitud  de  relaciones, 
dereqhos  que  se  habían  puesto  en  práctica^  co- 
mo lo  hi^o  la  familia  Larraán,  i  que  por  tanto 
no  podian  revocarse  ¡Qué  diferencia  entre  las 
«apectativas  que  los  sucesores  tenian  antes  de 
la  Constituoion  de  28,  i  los  derechos  que  dea- 
pQ»ñ  de  esta  constitución  adquirieron  ellos  mia- 
mos en  un  tercio  i  sm  p^djes  en  los  dos  tercios 
del  mí^yora^go!  Por  eso  digo  qua  aro  cuando 
m  reconozca  que  la  Constitución  de  33  derc^ó  a 
la  de  28,  la  duda  queda  en  pié :  la  interpretar 
ciw  ea  necesaria  para  ver  si  podemos  salv^ 
aquellos  derechos  ulü^jiados  i  rectificar  la  tor- 
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cida  intelijencia  que  se  alega.  Admitamos,  pnaSi 
a  discusión  el  proyecto  propuesto ;  no  lo  rechar 
¿ernos  ciegamente ;  no  temamos  que  la  Cámara 
haga  males  porque  se  ponga  en  el  buen  camina. 
^Por  qué  no  aceptar  ese  pensamiento  en  jene- 
nd? 

Se  dice  que  nó,  porque  el  Congreso  de  848 
ha  dictado  dos  leyes.  La  primera  permitiendo 
edificar  los  fundos  urbanos  vinculados  i  dejando 
reducido  a  censo  el  vínculo  i  sancionando  por 
consiguiente  aquella  intelijencia  del  art.  1&2' 
Santo  i  bueno ;  jpero  acaso  esta  lei  resuelve  la 
cuestión?  ¿Aclara  ella  la  duda  que  el  proyecto 
propone  al  Congreso  de  850? — ^Remedia,  por 
ventura,  la  injusticia  que  envuelve  esa  falsa  in- 
telijencia dada  al  articulo  162,  o  nos  quita  la 
facultad  que  tenemos  nosotros  de  remediarla? 
La  segunda  lei  que  se  cita,  dice  asi :  ^^articu- 
"  lo  único.  La  disposición  del  artículo  162  de 
"  la  Constitución  de  1833  no  anula  las  disoln- 
"  ciones  de  vínculos  que  se  hubieren  llevado  a 
"  efecto  con  arreglo  ala  Constitución  de  1828.^ 
Se  sostiene  que  esta  lei  obsta  a  la  aprobación 
jeneral  del  proyecto  en  discusión.  ¿Cómo  se 
comprenden  estas  cosas,  señor?  Véase  lo  que 
dice  la  lei :  que  son  válidas  las  disoluciones  de 
vínculos  llevadas  a  efecto  con  arreglo  a  la  Cons- 
titución de  28.  ¿Qué  quiere  decir  esto?  ¡Qué  la 
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Constitución  de  28  estableció  verdaderos  de- 
rechos que  no  pueden  revocarse!  Si  el  Congreso 
de  848  i  el  ejecutivo  de  aquel  ano,  que  es  el  mis- 
mo que  hoi  existe,  reconocieron  espresamente 
los  derechos  creados  por  la  Constitución  de  28  ; 
¿por  qué  se  pretende  impedir  que  el  Congreso 
de  850  salve  esos  mismos  derechos  i  los  respete 
como  irrevocables?  Acaso  se  dirá  que  aquella 
lei  solo  se  refirió  a  la  casa  de  Larrain  que  ha- 
bla ejercitado  esos  derechos,  i  no  a  los  que  no 
los  pusieron  en  ejercicio.  Esta  no  es  razón.  Aque- 
lla constitución  no  estableció  escepcion  ningu- 
na entre  los  poseedores  i  sucesores  de  mayo- 
rasgos  que  entonces  existían.  Decir  que  ella 
produjo  efecto  solo  para  los  que  ejercitaron  los 
derechos  adquiridos  i  no  para  los  demaá,  es  un 
absurdo :  si  hai  derechos  para  la  familia  La- 
rrain, los  hai  también  para  todas  las  otras  en 
que  hubo  mayora^os.  ¿Por  ventura  pierde  uno 
sus  derechos  comunes  porque  no  los  ejercita? 
Tengo,  por  ejemplo,  el  derecho  de  vender  mis 
bienes,  ¿i  porque  jamás  he  hecho  una  venta,  de- 
beré perder  este  derecho?  Tengo  el  derecho  de 
testar,  ¿i  porque  no  he  hecho  todavía  mi  testa- 
mento habré  perdido  mi  derecho  de  hacerlo 
alguna  vez?  ¿Con  qué  lójica,  pues,  se  confiesa 
que  el  Congreso  de  48  reconoció  los  derechos 
establecidos  por  el  artículo  126  de  la  Constitu- 
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don  de  28,  i  se  niega  al  mismo  tiempo  que  el 
CSongreso  de  50  paeda  reconocer  esos  mismos 
derechos  establecidos? 

Ahora  supongamos  que  los  tribunales  de  jus* 
ticia  hayan  dado  al  artículo  163  esaintelijenoia. 
Yo  no  conozco  ningún  caso :  el  del  mayorazgo 
Bravo  de  Zaravia,  que  se  cita^  no  se  llevó  a  los 
tribunales,  según  el  mismo  interesado  lo  decla- 
ra :  e}  del  mayorazgo  Prado,  que  también  se 
«ita^  no  aloanaó  a  ser  sentenciado,  porque  el 
pofeedor  murió,  estfindo  pendiente  la  segunda 
instancia:  el  caso  del  mayorazgo  Balmaeeda 
no  lo  conozco,  i  dudo  mucho  que  haya  sido 
sentenciado  conforme  a  esa  falsa  intelijencia 
del  articulo  162.  Mas,  supongamos  que  los  tri- 
bunales hubiesen  dado  sentencias,  i  que  en  ellas 
se  fundaran  ciertos  derechos.  ¿Acaso  el  proyec- 
to quiere  revocar  esos  derecho^  61  así  fuera,  yo 
sería  el  primero  en  sostener  que  esos  derechos 
«dquirídos  debian  respetarse,  aun  cuando  aque<- 
Uas  sentencias,  que  los  habían  ere^o,  tuviesen 
su  fundamento  en  la  falsa  intelijencia  que  se 
atribuye  al  articulo  162  de  la  Constitucipn. 

Tendríamos  entonces  dos  casos :  l*"^  el  de  los 
derechos  establecidos  por  el  artículo  126  de  la 
OoBstitucion  de  2§ ;  i  2.''  el  de  I09  derechos  (es- 
tablecidos pop  sentencias  o  transacciones  ocurri- 
das después  de  la  Constitución  de  83. 
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Adnlitiéndose  el  proyecto  en  jeneral,  ejitta- 
riamos  a  discatir  estos  pormenores,  i  yo  pro 
pondria  algunas  modificaciones,  y.  g.  qpe  el 
artículo  1.*^  se  concibiese  diciendo:  "1<^  dere-^ 
cIlqs  establecidos  por  el  artículo  126  de  la  Cons- 
titución de  1828,  no  han  sido  derogados  pof 
disposición  alguna;"  i  que  se  pusiese  otro  artícii* 
lo  estableciendo  ''que  los  derechos  fundados  en 
transacciones  o  sentencias  sobre  mayoraggP9| 
qae  hubiesen  tenido  lugar  después  de  la  dispo- 
sición del  artÍQulo  162  de  la  Constitución  vi-» 
jente,  no  sufren  alteración." 

Esas  modificaciones  podrían  hacerse ;  i  si  se 
pregunta  qué  ge  haría  con  los  mayorazgos  que 
subsistieran  a  consecuencia  de  esa^  transaccio- 
nes o  resoluciones  judiciales,  yo  respoiiderift 
que  habiendo  alguno  en  ese  casp,  debia  redu- 
cirse a  su  valor  i  no  a  censo. 

Para  fijar  el  valor  debían  tasarle,  dentro  d^ 
seis  meses  contados  desde  la  promulgación  d^ 
la  lei,  las  propiedades  amayorazgada  en  la 
forma  ordijiaria. 

Hecha  la  tasación,  SQ  fijaría  como  valor  del 
mayorazgo  el  de  log  dos  tercios,  quedfiíidQ  el 
mayor  producto  de  la  venta  a  benefiício  del 
poseedor  como  indemnización  del  mayor  pre- 
cio adquirido  por  las  propiedades. 

El  ppseedor  no  podría  usar  el  valor  ^j  fi- 
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jado,  ni  muerto  él,  tampoco  podría  usarlo  el 
sucesor,  a  menos  que  no  diese  una  fianza  de 
restituir  dicho  valor  a  quien  correspondiese  la 
institución,  siendo  esa  fianza  otorgada  con  las 
seguridades  necesarias,  i  debiendo  quedar  el 
valor  depositado  en  el  tesoro  público,  mientras 
no  se  otorgase. 

Estinguida  la  sucesión,  se  repartiria  ese  va* 
lor  conforme  alas  leye3  qne  reglan  la  herencia. 

jPero  cómo  discutir  estos  pormenores  si  no 
se  aprueba  en  jeneral  la  moción?  I  estas  modifi- 
caciones serian  mucho  mas  conformes  al  artícu- 
lo 162  de  la  Constitución,  que  la  lei  que  se  ha 
tiatado  de  dar  i  que  hoi  pende  ante  el  Senado 
puesto  que  esa  lei  convierte  en  censos  los  mayo' 
rasgos  que  se  confiesa  redujo  a  valor  la  Consti- 
tución. Pero  antes  de  fijamos  en  esto,  pregun- 
taré de  paso,  ¿por  qué  se  objeta  de  injusta  la 
Constitución  de  28  tan  solo  porque  dio  al  po- 
seedor actual  dos  tercios  i  al  sucesor  un  tercio 
del  mayorazgo,  i  no  se  objeta  también  de  in- 
justa la  Constitución  de  33  que  redujo  a  valor 
todos  los  vínculos?  ¿Es  lo  mismo  la  espectativa 
que  un  sucesor  tenia  a  los  frutos  de  un  ma- 
yorazgo que  la  espectativa  que  se  le  deja  al 
uso  del  valor  del  mismo  mayorazgo?  ¿No  es 
verdad  que  la  Constitución  de  33  también  san- 
ciona la  inviolabilidad  de  las  propiedades  i  del 
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derecho  a  ciertos  bienes?  ¿Cómo  es  que  hablan- 
do de  esta  Constitución  no  se  sostiene  que  el 
sucesor  de  un  mayorazgo  tiene  derecho,  tiene 
propiedad  sobre  los  bienes  vinculados,  como  se 
dice  hablaudo  de  la  Constitución  de  28?  ¿Cómo 
es  que  no  se  trata  de  inicua  la  Constitución  de 
83  por  haber  despojado  al  sucesor  de  ese  dere- 
cho, dejándole  reducidos  sus  bienes  amayoraz- 
gados a  un  simple  valor?  ¡No  hai  argumento  de 
de  los  que  se  hacen  contra  la  Constitución  de  28 
que  no  pueda,  señor,  reproducirse  victoriosa- 
mente contra  la  de  33! 

Pero  se  dice  que  la  Constitución  de  83  ha 
quitado  a  los  mayorazgos  todo  lo  que  tenian  de 
pernicioso,  al  dejarlos  reducidos  a  un  censo  que 
no  daña  a  la  sociedad.  Un  mayorazgo  no  deja 
de  ser  una  institución  que  viola  el  principio  de 
la  igualdad,  porque  esté  reducido  á  censo,  ni 
deja  de  tener  todos  los  defectos,  ni  de  producir 
todos  los  males  que  un  mayorazgo  situado  en 
bienes  raices.  Mas,  independientemente  de  todo 
esto,  ¿ha  sido  posible  reducir  los  vínculos  a  cen- 
so?  ¿qué  nos  dice  la  esperienda  de  tantos  años? 

Tres  lejislaturas  habian  pasado  desde  la 
Constitución,  cuando  el  señor  Garcia  Reyes 
presentó  su  proyecto  para  reducirlos  a  censo. 
La  comisión  hizo  otro  proyecto.  La  Cámara  en 
el  debate  formuló  el  tercero.  Pasó  al  Senado: 
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aqilí  se  presentó  ademas  un  nuevo  proyecto 
por  un  Senador,  i  otro  mas  por  unb  coínision  dé 
dos  Senadores.  Fuera  de  esto,  esistia  otro  del 
seBor  IrarrázavaL  Tenemos,  pues,  seis  proyectos^ 
todos  diferentes  en  su  base  i  en  bus  detalled, 
{Qué  prueba  tan  prodijiosa  diverjencia  de 
ideáis?  ¿Por  qué  no  se  han  asociado  las  inteü- 
jenoias? — jPorque  no  hai  verdad,  pohjilé  no  hái 
justicia.)  señor,  en  lo  que  se  pretende  hacer!  Se 
toe  dirá — "<i6mo  es  que  ü.  firmó  el  informe  de 
la  comisión  sobre  el  proyecto  áú  señor  €rarcia 
Reyes!^^  No  me  acordaré  que  firmé  tan  solo  para 
inie£frar  la  comisión  a  quien  se  uriiá  por  el  des- 
I^o;quenüfirmafoélater(^aique%i*^- 
rece  en  cuarto  lugar  la  del  séSoí  Iñigriei^  hé 
porque  firmó  después.  ¡Supongamos  que  esa  ha- 
bifise  sido  mi  opüd<m  entonces!  La  ál>juro....«.í 
Porque  la  esperiencip.  de  cinco  años  deinuéistrA 
que  esa  leí  es  imposible.  Porqhe  una  jSxBá  dété- 
pida  meditación  nos  ha  ensenado  que  ho  hai 
ptopiedad  amayora^ada  que  pueda  rendir  M 
cuatro  por  dentó  en  favor  de  un  ma^órazgov 
Pof  que  es  de  todo  punto  injusto  I  absui^o  qüe^ 
rfer  establecer  un  cuatro  to  un  cinco  plor  ciento 
en  fáiror  de  ün  n^ayorazgó  solH'e  propiedad!^ 
quie  no  prodüeitían  un  tres!  ¿Qué  sucedería  ^¡Br 
tónce^  Naturalmente  los  tnayóifai^és  no  po- 
drían ^educihie  á  censo  jsímáé ;  i  pdr  kudftble 
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que  faese  la  intención  del  señor  García  EeyeÉ^ 
nó  habrá  niügan  poseedor  tan  sonso  que  qniera 
echarse  la  oarga  pesadísima  de  tonlar  las  prO'^ 
piedades  para  legarlas-  a  sus  demás  hijos  coü 
semejante  gravamen.  Asi  es  que  la  lei  esa  nun- 
ca tendría  efe&to  i  los  mayorazgos  subsistirían 
para  siempre. 

Puesbíen^  si  a  consecuencia  de  la  fakaíútelí- 
jeneia  que  se  ha  dado  al  artículo  162  de  la 
Constitución  víjentoy  se  han  celebt*ado  tránsate* 
ciontBs  i  dictado  sent^ioias,  que  hayan  él^table'' 
cido  dere(^ofi ;  si^  por  tanto^  el  Congreso  do  860 
Bé  enenentra  eu  la  necesidad  de  respetar  esos 
derechos,  pwa  no  producir  uU  trastorlio  ;  éí,  en 
una  palabra,  és  fuei^a  que  respetemos  álgim 
iHliyora^go^  hijo  de  esas  taransaeciones  fundadas 
en  esa  falsa  intelij^aióia)  no  sei^á  nuestra  la  cül^ 
pa,  siho  de  los  que  han  entendido  asi  el  artkn^ 
lol&i;  i  e&tónces  también  es  iaadkpensabk 
que  aceptemos  la  moción  que  nos  pone  eii  €A^ 
Toíúo  de  vindicar  la  justicia  sin  perjuido  de  los 
derechos  establecidos,  de  rechazar  como  in» 
ooBstitadouales  e  impraoticftbks  «eos  proy«c 
tos  qne  yacen  en  el  Senado,  i  de  poner  álgona 
TGB  tétimino  a  tan  odiosa  ouestion!  Este  es  el 
tmico  camino  lójieo  i  jnsto^  Yo  esperó  que  k 
Cámara  sea  consecuente  con  estos  principios  i 
que  no  considerará  como  absurdo  el  proyecto 
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de  leí  que  viene  a  poner  término  a  tantos  ab- 
surdos. Entonces  podria  yo  presentar  mis  indi- 
caciones i  las  examinariamos  lealmente  i  coa 
despreocnpacion. 

áJ"  Chnu)  mcanstikícioruü. 

El  ultimo  ataqne  que  se  hace  a  este  proyecto 
es  como  inconstitucional  i  para  probarlo  se  cita 
el  artícnlo  108  de  la  Constitución,  que  dice,  que 
ni  el  Presidente  la  República  ni  el  Congreso 
pueden  ejercer  funciones  judiciales,,  avocarse 
causas  pendientes  o  hacer  revivir  procesos  fe* 
necidos.  {Qué  cuestión  judicial  vamos  a  resolver 
en  este  proyecto,  que  solo  nos  pide  que  aclare- 
mos la  duda  que  se  ofrece  sobre  la  justicia  del 
artículo  168  de  la  Constitución?  Tan  lejos  de 
eso,  vamos  a  respetar  las  resoluciones  de  los 
tribunales  de  justicia,  en  cuanto  eUas  han  pro- 
ducido  derechos  ¿Qué  proceso  vamos  a  revivir 
aquí?  ¿Qué  causa  pendiente?  Lo  que  pide  el  se- 
fior  BeUo  i  pido  yo  es  la  declaración  de  un 
principio  universal,  jenéñco,  sobre  una  cuestión 
constitucional ;  i  la  Cámara,  al  dar  esa  declara^ 
cion,  va  a  proceder  en  virtud  de  la  facultad  que 
le  concede  la  misma  Constitución. 


XIX. 

MOCIÓN 

sobre  el  fomento  de  la  industria  minera  del  Norte  presentada  a  la 
Cámara  de  Diputados,  en  sesión  del  11  de  junio  de  1855. 

La  Cámara  me  permitirá  llamar  su  atención 
sobre  un  hecho  que  puede  influir  de  im  modo 
lamentable  en  el  porvenir  de  nuestra  riqueza  i 
comercio,  tal  es  el  de  las  fluctuaciones  i  crisis 
frecuentes  a  que  está  sujeta  la  industria  de  la 
provincia  de  Atacama,  i  que  es  necesario  evitar 
adoptando  con  oportunidad  algunas  medidas  de 
fácil  aplicación.  . 

Asi  como  la  agricultura  es  la  primera  base 
de  la  subsistencia  del  pais,  la  minería  es  la  pri- 
mera fuente  de  nuestra  riqueza  i  el  elemento 
mas  poderoso  de  nuestros  cambios  en  el  comer- 
cio esterior. 

La  cifra  de  los  productos  de  minas  esporta- 
dos por  Caldera  en  el  líltimo  año,  que  asciende 
a  Y.SÍljeéO  pesos,  no  solo  es  notable  por  su  va-, 
lor,  sino  también  porque  ella  representa  la  mi 
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tad  de  nuestro  comercio  de  esportacion,  i  haee 
aparecer  a  Chile  en  un  predicamento  distingui- 
do entre  las  naciones  que  saldan  con  sus  pro- 
ductos lo  que  reciben  del  comercio  esterior. 

fea  industria  que  tanto  contribuye  al  engraa- 
decimiento  de  Chile,  Aó  solo  merece  sino  que 
necesita  protección  i  fomento.  No  basta  que  la 
lei  deje  obrar,  sino  que  ^s  indispensable  que 
facilite  todas  las  condiciones  del  desarrollo. 

iS&aa  condiciones  respecto  dé  la  iñdusrtriá  mi* 
ñera  de  Atacama,  consisten,  a  mi  modo  de  ver, 
en  1a  abolición  dé  ]m  toabas  fiscales^  en  l¿t  adop- 
ción de  cielrta^  medidas  que  faciliten  ^1  uso  del 
ciédito^  i  de  otras  que  sirvan  de  fomento  ú 
aquella  indu6tria4  Aunque  pajra  salásfac^r  todas 
ks  necesidades  qbe  abrazan  estos  tres  puntoa 
M  necesita  un  gran  niim^o  dé  disp<>sicionesi 
légaléá,  me  limito  a  pi'oponer  a  la  consideradla 
del  Congreso  únicamente  aquellas  que  iton  übafii 
uigétaites,  i  que  i^i  se  dan  c5n  oportunidad  pueden 
bastaiT  por  Bí  solas  a  operar  Un  cambio  benóficD 
en  esa  indilistíia« 

.  I»""  Por  nkoTh  podemos  fiJ6»*  la  consideraeion 
en  dos  especies  de  trabas  fiscales,  cuya  ¿tbolicion 
es  de  r^rosa  juÉticia  i  de  indisputable  utili- 
dad|  a  saber :  loi»  impú^Mós  isolxre  lodetales  i  los 
que  gravan  k  i&iporta<¿on  por  cordükj^ 

Lod  ptiateros  son  tma  inconsacúéndn  da  auas^ 
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tro  sistetí^a  fiscal  que  no  puede  justificarse.  Des^ 
de  que  las  demás  industrias  esportan  libremen-r 
te  SU&  productos  no  hai  ra^n  para  gi^avar  solo 
a  la  mineria  con  semejantes  impuestos. 

SI  laig  otrto  no  obstante  pagan^  antes  de 
eíLtrfegar  sus  productos  al  comercio,  contribución 
nes  que  no  afe^^t&n  a  1^  minería,  es  preciso 
réeonocer  qué  las  minas  están  si^etas  a  contin^ 
juncias  mas  graves  qué  las  qtie  ^ectan  a  las 
demás  indtistrias^  i  a  anticipaciones  de  ud.  ca^ 
{¿tal  que  n6  es  Representado  por  una  t^erdad^tu 
pro|¿edad. 

Por  consiguiente^  si  liubieran  de  gravarse  las 
minas  eoü  impuestos  análogos  a  los  que  paga^  por 
^emplo,  la  agirieultura^  áates  de  entregar  al  co- 
mercio de  ésportacion  feus  pródueoiones,  seme- 
jaíites  ifnpuestos  oaerian  sobre  \ma  propiedad 
nominal,  que  no  tiene  valor  efectivo  hn  el  mer- 
cado i  qué  fen  la  mayor  parte  de  los  caso§  no 
represeiLta  siquiera  los  capitales  que  c^onsume  a 
pura  pérdida.  Ademas^  el  esperar  €k  que  las  mi- 
nas próduiacan  para  apücar  un  ittipuesto  a  «n 
producción,  no  es  menod  ii]ijusto^  porque  entón* 
b^  *e  <>bliga  fel  mineío  a  pagar  un  impuesto 
sobre  lo  poco  o  mucko  que  Itígra  re^nbolsar 
de  siis  afitidpacioneSi  Es  Verdad  que  €aitre  tos 
infinitos  Mneros  que  se  liallan  em  este  cGaso^  hsi 
algunos  que  ^6  solo  TeembobaA  sino  que  r^co- 
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jen  multiplicados  los  fratos  de  su  capital,  ¿pero 
qué  líuea  de  separación  podrá  fijarse  entre  unos 
i  otros?  iQaé  procederes  adoptaría  una  lei  para 
cobrar  de  estos  una  contribución  justa,  que  de- 
jaría de  tener  para  aquellos  la  misma  justicia? 
En  tal  caso  i  para  no  adoptar  un  mecanismo 
vejatorío  i  sin  provecho,  tendría  el  fisco  que  re- 
currir  al  medio  mas  justificado  de  gravar  solo 
el  capital  ^efectivo.  Mientras  esto  no  pneda 
realizarse,  fderza  es  que  nos  resignemos  a 
libertar  de  impuestos  ana  industria  que,  por 
otra  parte,  es  tan  costosa,  que  si  el  minero 
tiene  que  aumentar  sus  costos  con  un  im- 
puesto, se  resigna  primero  a  abandonar  su 
especulación,  como  les  ha  sucedido  hasta  ahora, 
con  grave  daño  de  la  ríqueza  nacional,  a  los 
que  se  hablan  dedicado  en  Atacama  a  la  espío- 
tacion  del  cobre. 

En  estas  o  en  otras  muchas  consideraciones, 
que  sería  largo  esponer,  se  fundaron  tal  vez  las 
disposiciones  del  capítulo  S."*  de  la  ordenanza 
de  Aduanas  de  1851,  que  adoptó  una  disminu- 
ción progresiva  en  los  impuestos  sobre  metales, 
hasta  llegar  a  su  completa  estincion.  Si  la  lei 
de  octubre  de  852  vino  a  revocar  aquellas  me- 
didas, la  esperíencia  que  nos  está  dando  su 
aplicación,  es  bien  poderosa  para  obligamos  a 
volver  a  lo  dispuesto  en  la  ordenanza.  A  ello 
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se  refiere  el  proyecto  de  lei  que  acompaño  bajo 
el  niímero  primero. 

La  abolición  de  los  impuestos  que  gravan  la 
importación  por  Cordillera  es  asimismo  de  una 
justicia  evidente  i  de  una  utilidad  efectiva,  que 
va  demostró  con  claridad  el  Intendente  de  Ata- 
cama  en  la  parte  de  su  memoria  de  octubre  de 
1853,  (páj.  64  i  65)  en  que  pide  la  supresión 
de  los  resguardos  de  Cordillera  como  inútiles  i 
perjudiciales  al  desarrollo  de  la  industria  mine- 
ra de  aquellos  departamentos,  citando  en  su 
apoyo  las  razones  manifestadas  en^otra  época  al 
gobierno  por  el  visitador  jeneral  "de  Aduanas. 
Estas  razones  demuestran  que  si  el  fisco  deja 
de  percibir  la  insignificante  suma  de  seM  u  o- 
cho  mü  pesos  al  año,  suprimiendo  aquellos  im- 
puestos, esa  pérdida  será  mas  que  compensada 
por  el  prodijioso  desarrollo  que  recibirá  la  in- 
dustria minera,  desde  que  bajando  el  precio  de 
los  víveres  de  la  otra  Banda,  se  puedan  traba- 
jar las  vetas  reales  que  se  encuentran  inmedia- 
tas a  los  Andes,  i  desde  que  logren  igual  bene- 
ficio los  minerales  que  hai  ahora  situados  en  esa 
parte  i  que  necesariamente  tienen  que  proveer- 
se de  las  provincias  Arjentinas  a  precios  carí- 
simos, so  la  pena  de  perecer  de  consunción.  A 
esto  se  agregan  otros  motivos  de  utilidad  fiscal, 
como  la  ventaja  que  se  sacaría  de  trasladar  los 
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empleados  de  Cordillera  a  loe  resguardos  marí- 
timos, i  también  de  moralidad  pública,  como 
es  la  desi^paricion  del  oontrabando. 

Segon  la  esposieion  de  aquellos  altos  ftmcio^ 
Bivios,  no  hai,  pueB,  ni  siquiera  protestos  plausi- 
bles que  antoricen  por  mas  tiempo  la  perma- 
tienda  de  nn  impuesto  que  traba  dolorosamente 
la  industria  minera,  afectando  los  artipulos  de 
{»4meFa  necesidad  para  la  vida  de  sus  trar 
bajadores.  Con  el  objeto  de  poner  térBftino 
a  este  mal  i  eo^  el  de  facilitar  laa  relaciones 
eomereiales  de  la  prorincia  de  Atacama  oo^  los 
pueblos  trasandinos,  a  cuyo  fln  también  conspi- 
r^tn  ciertas  medidas  tomadas  intimamente  por 
los  gobiernos  de  la  Bioja  i  Catamarca,  someto 
a  la  Cámara  el  proye<íto  de  lei  que  lleva  el 
ntim.  segundo. 

2.**  Por  otra  parte,  la  minería  no  puede  existir 
sin  el  atpdlio  del  crédito.  No  basta  que  la  lei 
áesembarax^e  esta  industria  de  las  trabas  fiscales 
que  recargMi  sus  gastos  de  producción  o  que 
aumenten  las  dificultades  con  que  lucha,  es  pre- 
ciso que  también  le  suminiptre  las  condiciones 
que  neqesitfi  para  aseguraa?  su  crédito  i  movili- 
zarlo. Bin  embargo  d^  que  cuanto  ^e  diga  en 
apoyo  de  medidas  de  est^  especie  es  aplicable 
a  las  demás  industxlas,  pue^Jque  es^Ldidas 
redundan  en  provecho  de  todas,  hai  circunstan- 
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cias especiales  que  las  hacen  mas  uijentes  r6s> 
pecto  de  1^  minería, 

I^as  ventaja^  de  la  hipoteca  son  hoi  nnlas 
complétamete  eiíi  Copiapó,  i  el  motivo  está  en 
dos  dificultades  con  que  ©1  acreedor  tropieza  pa^ 
pa  haee^  efectiva  aquella  seguridad.  Estas  diflr 
oultftdeg  nacen  en  parte  de  ciertos  privilejios 
qtj^  por  ordenanza  goaaR  los  minergs,  i  en  parte 
de  la  administración  de  justicia. 

Las  minus,  las  lia<^iendas  de  beneficio  i  todos 
BUS  fidheiientes,  no  pueden  embaFgfi.rse  ni  remar 
tarso  por  deudas  del  duefio,  aunque  estén  hip^ 
tacadas,  ni  en  juicio  particular  ni  en  concurso : 
los  acreedores  tienen  que  pagarse  con  los  pro- 
ductos, (art.  23  i  24,  tit.  S.%  Ordenanzas  de  mi- 
nería de  K.  España  )  i  si  no  existen  estos, 
quedan  insolutos. 

Tal  privilejio  no  puede  renunciarse,  (orde- 
nanza 7.*,  tit.  0,  del  Perú,  vljente  según  la  fiíen- 
tenisia  701,  G-aceta  de  Trib.,  n.*  876),  i  tiene  higsff 
aun  f n  1^  deudas  procedentes  d^  contratos  de 
avíos,  en  cuyo  caso  np  está  obligado  el  minero 
ni  aun  eon  m^  dempis  bienes  aunque  los  tenga, 
a  menos  que  no  los  Idpoteque  determinadamen- 
te, siendo  aun  en  estas  circunstancias  dudosfa  la 
hipoteca,  (art.  6.^,  tit.  15,  ordenanza  de  N.  Bh 
pafia). 

Semejante  joriipprudencia  da  lugar  a  dos  re- 
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soltadoB  funestos :  I.""  que  inhabilita  al  minero 
para  proporcionarse  créditos  i  aun  para  lograr 
avios  sobre  sus  minas :  nadie  le  presta  un  peso 
con  la  seguridad  de  sus  bienes,  i  si  alguna  vez  lo- 
gra un  contrato  de  esta  especie  sobre  una  pro- 
piedad de  minas  conocidamente  buena,  es  con 
tales  precauciones  i  con  tantas  desventajas  para 
el  minero,'  que  no  peligra  la  verdad  en  asegu- 
rar que  no  hai  uno  solo  de  esos  poquísimos  con- 
tratos que  no  sea  ruinoso  para  él  i  para  la  in- 
dustria: 2."*  que  esos  privilejios  solo  sirven  para 
que  se  acoja  a  ellos  el  deudor  de  mala  fe,  que 
no  pocas  veces  se  hace  minero  coi;i  solo  el  fin  de 
burlar  a  sus  acreedores,  mediante  tal  jurispru- 
dencia. 
'  Esto  no  es  todo :  cuando  el  minero  o  el  co- 
merciante que  logran  levantar  créditos  con  hi- 
poteca de  bienes  no  privilejiados  o  con  otras 
seguridades  efectivas,  no  pueden  saldar  su  obli- 
gación, sucede  que  el  acreedor  pierde  su  dinero 
i  su  paciencia,  si  ocurre  algún  juicio,  porque  la 
tasación  i  remate  de  la  hipoteca  hacen  difícil  su 
realización,  o  el  concurso  que  regularmente  se 
forma^  se  eterniza  en  los  archivos.  Esto  no  es 
exajerado  si  el  concurso  es  de  coníerció,  como 
son  todos  los  que  se  forman  enCopiapó,  porque 
el  Juzgado  de  comercio,  como  dice  el  Intenden- 
te, en  su  Memoria  ya  citada  (paj.  36)  no  marcha 
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con  la  celeridad  i  prontitud  debidas.  "Los  dipu- 
tados no  gozan  de  dotación  alguna^  i  se  ausen- 
tan con  fi*i3ciiencia,  perjudicando  los  interesen 
de  los  litigantes,  i  no  es  posible  obligarlos  a  que 
se  dediquen  con  toda  la  contracción  debida  al 
desempeño  de  su  ministerio.'' 

Esas  son  las  causas  legales  del  fenómeno  que 
trfrecen  ta  to^t^cio.  Ji  crista  fecnente,  de 
Copiapó :  allí  no  sólo  es  mas  alto  que  en  las 
demás  plazas  de  la  Kepiíblica  el  interés  del  di- 
nero, sino  que  también  se  ha  convertido  el  cré- 
dito en  un  sistema  de  hostilidades  por  demás 
ruinoso  e  inmoral,  dirijido  a  procurarse  las  se- 
guridades que  no  se  hallan  en  las  leyes.  Asi  es 
que  cuando  se  ven  én  conflicto  los  mineros  por 
las  contiñjeiicíias  a  que  está  sujeta  su  industria 
i  por  las  dificultades  con  que  lucha,  esos  con- 
flfctds  refluyen  sobre  el  comercio,  i  entonces  la 
minería  i  el  comercio  se  ven  sin  poder  cubrir 
sus  obKgaciones,  i  sin  poder  levantar  créditos 
aunque  sobren  los  bienes  hipotecablés  i  los  ca- 
pitales en  jiro.  De  aquí  el  desaliento,  o  mas 
bien,  la  desesperación  de  todos,  i  las  consiguien- 
tes hostilidades  que  acreedores  i  deudores  po- 
nen enjuego,  amparados  por  ese  orden  legal  i 
administrativo  tan  defectuoso.  Esto  esplica  la 
existencia  de  ese  fenómeno  aun  en  las  circuns- 
tancias mas  felices  de  la  producción,  como  poí 
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^mplo  en  el  ultimo  afio,  en  que  habiendo 
portado  la  nuneria  de  solo  el  departamento  de 
Copiapó,  1.971,514  pesos  mas  que  en  1853^  la 
crisis  ha  sido  mas  efectiva  que  en  otras  tempo>- 
radas,  porque  los  mineros  pobres  i  los  com»-' 
dantés  han  sido  victimas  de  aquellos  estravios 
del  crédito. 

Fácilmente  se  comprende  que  la  reforma  de 
la  Ordenanza  de  minería,  la  del  sistema  hipóte' 
cario,  la  de  los  procedimientos  judiciales  i  la  de 
los  tribunales  de  comercio,  traerán  el  remedio 
de  tan  mal  estado  de  cosas ;  pero  mientras  esas 
reformas  no  vengan,  es  preciso  que  quitemos  su 
peligro  a  los  privilejios  mineros,  que  movilice- 
mos el  crédito,  haciendo  entrar  en  la  circular 
cion  los  Henes  de  los  mineros,  que  o&ezcamos 
garantías  a  la  buena  fé  de  los  prestamistas,  i 
que  facilitemos  la  realización  de  sus  cróditos  en 
cuanto  depende  de  Ia  administración  de  justi- 
cia. A  estos  fines  se  refieren  los  proyectos  qu^ 
presento  bajo  los  números  3.*  i  4.^  En  el  pri- 
mero se  suprime  el  trámite  de  tasación  en  la 
ejecución  de  una  hipoteca,  haciendo  prevalecer 
las  estipulaciones  que  los  contratantes  cdebra* 
ren  sobre  el  valor  de  la  propiedad  hipotecada, 
de  modo  que  si  nada  estipularen  sobre  este 
punto  debe  hacerse  el  remate  adoptando  por 
base  de  las  pujas  el  monto  del  crédito  hipóte- 
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cafo  ;i  se  estieade  esta  disposición  fi  los  bien^ 
de  minas  con.  tal  que  no  ^e  parecen  last  faenas, 
ae  permite  renunciar  los  privilegios  de  orde?* 
nanza,  i  se  limitan  estos  solo  a  los  mineros  de 
profesión  para  impedir  que  otros  industriales 
se  acojan  a  ellos  para  burlar  a  sus  acreedores* 
En  el  segundo  se  declara  de  la  competencia  de 
los  juzgados  de  letras  todo  juicio  de  comercio, 
lo  cual  no  importa  un  recargo  de  las  tareas  de 
esos  jui^ados  desde  que  se  ha  de  establecer  otro 
en  los  departamentos  de  Vallenar  i  Freirina. 

3.**  Pasando  ahora  a  las  medidas  d^  fomento, 
indicaré  desde  luego  que  ellas  tienen  el  mismo 
objeto  que  las  destinadas  a  facilitar  el  crédito, 
porque  mientras  mas  protección  se.pr^te  a  la 
industria  minera  para  facilitar  su  esplotacion  i 
cambio  de  sus  productos,  menos  apremiantea 
serán  los  conflictos  que  tienen  su  oríjeá  en  las 
oscilaciones  del  crédito. 

La  primera  de  est^a  ijiedidas  que  propongo 
en  el  proyecto  marcado  con  el  niim.  5.*,  es  la 
que  ha  sido  mas  jeneral  i  constantemente  recla- 
mada desde  muchos  años  atrás :  un  banco  de 
rescate.  £1  Congreso  mismo  trató  de  ^f^tisfacer 
esta  necesidad  cuando,  en  el  art.  8.*",  de  la  lei 
de  18  de  agosto  de  1843,  que  sancionó  a  pro- 
puesta del  Ejecutivo,  dispuso  que  si  el  Pregi- 
dente  de  la  República  tuviese  por  conveniente 


establecer  lui  banco  de  rescate  de  pastas  díe 
plata  en  la  provincia  de  Coquimbo,  que  enton- 
ces comprendía  a  la  de  Atacaraa,  se  le  autoriza- 
ba para  que  fijase  la  comisión  de  compra  que 
debía  ganar  el  ájente  que  se  empleara  Desgra- 
ciadamente no  se  ha  satisfecho  jamas  esa  exi-^ 
jencia^  en  cuya  justicia  todos  están  de  acuerdo 
asi  como  en  lo  fácil  que  es  satisfacerla.  Pero  un 
banco  de  rescate  no  puede  ser  litil  en  el  cen- 
tro de  la  producción  minera,  sino  con  las  calida- 
dos  del  que  existe  hoi  en  la  casa  de  moneda  de 
Santiago ;  es  necesario  que  también  pueda  el 
banco  de  Copiapó  amonedar  piezas  fuertes  a  lo 
menos,  o  mas  propiamente,  es  necesario  que  el 
rescate  d^  pastas  se  haga  allí  como  operación 
accesoria  a  la  de  amonedar,  tal  como  sucede  en 
la  capital 

La  única  objeción  que  hasta  ahora  se  ha 
opuesto  al  establecimiento  de  una  casa  de  Mo- 
neda en  Copiapó,  como  sucursal  de  la  de  Santia- 
go, es  la  de  su  costo,  sin  advertir  que  aun  en  el 
remoto  e  improbable  peligro  de  no  reembolsar 
ese  costo,  debe  el  Congreso  decretar  el  es- 
tablecimiento con  la  seguridad  de  que  hace 
un  bien  a  la  riqueza  nacional,  facilitando  a 
los  mineros  las  grandes  ventajas  de  reducir  a 
moneda  sus  productos  i  de  venderlos  sin  tener 
que  sujetarse  a  la  tirnnía  de  la  codici.i  indivi- 
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dual.  (1)   "En  proporción   de  la  producción 
de  pastas,  dice  el  Intendente  de   Atacama,- 
al  habliar  en  la  Memoria  citada,   del  resca- 
te de  ellas,    pocas  son  las    casas  especiales 
dedicadas    a  esta  interesante  i  lucrativa  ne- 
gociación. En  Copiapó  no  pasan  de  cinco  las 
establecidas  i  obtienen   cuantiosas  ganancias. 
A  ellas  están  sujetos  la  jeneralidad  délos  mine- 
ros, quienes  sufren,  puede  decirse,  la  tiranía 
del  dinero^  ya  en  el  avío  de  sus  minas  o  en  el 
precio  de  las  pastas  i  minerales. . . .  Pocas  son 
las  transacciones  que  se  hacen  de  plata  en  ba- 
rra en  Copiapó,  i  jeneralmente  se  regulan  los 
precios  por  los  de  Valparaíso  con  descuento 
de  gastos  de  transporte.  El  precio  de  la  plata 
pifia  es  de  nueve  pesos."  (paj.  122)  Estas  pala- 
bras de  un  funcionario  que  habla  de  los  hechos 
que  él  ha  presenciado,  nos  demuestran  que  no 
solo  se  salvará  con  el  establecimiento  de  una 
casa  de  moneda  i  de  rescate  a  la  minería  de  la 
desgracia  de  malbaratar  sus  produccciones,  sino 
que  también  puede  el  fisco  ganar,  sin  necesidad 
de  hacer  sacrificio  alguno. 

La  segunda  medida  de  fomento  que  propon- 
go, bajo  el  niim.  6.*,  está  apoyada  también  en  la 

(I)  Sobre  el  costo  que  puede  tener  una  casa  de  Moneda  en 
(>)piap6,  serTÍrá  de  ilustración  la  Memoria  presentada  al  Con* 
greso  po'  ®l  Ministerio  de  Hacienda,  en  1848,  en  la  parte  reU'* 
^ya  a  la  Moneda  de  Santiago. 
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Memoria  del  Intendente,  que  hace  laa  siguientes 
demostraciones :  «'La  esportacion,  dice,  siéMpf  e 
aecendente  del  mineral  fiio  de  plato,  debe  Ua- 
mar  la  atención  del  Supremo  Golnemo  sobre 
los  grandes  intereses  públicos  i  privados  qne 
afectan  a  esa  clase  de  industria. 

^^Está  demostrado  en  el  dia  que  las  miüafi  en 
cierta  profundidad  dejeneran  en  arsénicos  mas 
o  menos  ricos,  i  esto  sucede  a  mui  poca  hondu- 
hi  en  el  mineral  de  Tres  Puntas.  Un  corto  nú- 
mero de  capitalistas  hace  la  compra  de  estos 
minerales  para  esportarlos  al  estranjero,  eix 
donde  se  benefician ;  i  los  mineros,  caleteando 
fsa  propia  conveniencia,  venden  generalmente 
no  solo  los/rww,  sino  también  los  cálidos.  áéSl 
es  que  con  frecuencia  salen  de  los  puertos  de  la 
provincia  cargamentos  de  este  mineral,  cuyd 
benefido  va  a  hacerse  al  estranjero  con  meñdih 
eabo  de  la  industria  nacional. 

'*E1  fisco  i  los  particulares  pierda  fential* 
mente  una  gran  cantidad  de  pesos  pot  íid 
haber  en  el  pais  hornos  aparentes  para  la  fúadi*- 
cion  de  mineral  frió,  los  que  una  vez  estableíá- 
dos  fomentarían  hasta  un  grado  sorprendente 
ia  espiotacion  de  las  vetas  de  corta  lei,  cuyo 
niímero  es  tan  crecido.  También  contribuirían 
al  fomento  del  carbón  de  piedra  nacional^  i  pro- 
porcionarían ocupación  a  innumerables  brazoft 
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qme  directa  o  indirectamente  se  ocuparian  en 
ese  nuevo  trabajo. 

"Creo,  pues,  firmemente  que  está  en  los  intere- 
ses de  la  nación  fomentar  el  establecimiento  de 
esa  clase  de  hornos,  mas  bien  por  medio  de  pre- 
mios pecuniarios  o  rebaja  en  los  derechos  de 
las  pastas  que  benefi:cien,  que  de  privilejios  es- 
elusivos,  que  traban  la  industria  pública  en  pro- 
vecho de  unas  pocas  personas."  (paj.  115) 

En  otra  parte  (paj.  132)  es  mas  esplícito  el 
Intendente  sobre  esta  materia.  "Se  ha  demos- 
teado,  dice,  que  la  lei  del  metal  cálido  benefida- 
do  en  las  máquinas,  corresponde,  término  medio, 
a  196  marcos  por  cajón,  i  partiendo  de  esta  b^e, 
^frio  llevado  al  estranjero  en  los  dos  últimos 
afios  i  meses  en  cantidad  de  doscientos  once  mil 
qmnientos  sesenta  i  ocho  quintales^  contiene 
seiscientos  cuarenta  i  siete  mü  setecientos  ochen- 
ta marcos,  que  a  haberse  beneficiado  en  el  pais, 
su  valor  seria  seis  mMones^  trescientos  quince 
^  mü^  ochocientos  cincioenta  i  ci/nco  pesos ^  en  lu- 
gar de  tres  miUoTies  ciento  setenta  i  tres  mü  qui- 
Tdentos  veinte  en  que  han  sido  estimados.  La 
pérdida  para  la  nación  i  para  su  industria,  es 
evidente,  i  pasa  de  un  ciento  por  ciento.  Convie- 
ne, pues,  darse  prisa  en  dictar  medidas  a  fin  de 
evitarla,  porque,  como  he  demostrado,  la  espor- 
tación  de  ese  mineral  aumenta  de  año  en  afio.'' 


—  556  — 

Esta  demoBtracion  matemática,  hecha  por  el 
Intendente,  me  ahorra  de  estenderme  mas  sor 
bre  los  fundamentos  que  sirven  de  apoyo  al 
proyecto  núm.  6.* 

Tengo  la  convicción  de  qne  el  Congreso  Na^ 
cional  remediará  en  parte  la  situación  aflijente 
de  la  indnstria  de  Atacama,  i  aun  contribuirá 
al  desarrollo  de  la  minería  de  Coquimbo,  si 
adopta  las  seis  medidas  qne  tengo  el  honor  de 
proponerle,  después  de  un  estudio  detenido  i 
mui  interesado  de  esa  situación.  Las  provincias 
del  No)*te  que  desde  el  ano  25  han  acreceiitadQ 
con  sus  minas  la  riqueza  nacional  de  un  modo 
asombroso,  creandp  mas  fortuns»  que  la  agri*. 
cultura  del  Sud  i  sosteniendo  con  sus  metales 
el  comercio  de  esportacion,  son  acreedoras  a 
que  el  Congreso  Nacional  se  ocupe  seriamente 
en  los  intereses  que  les  corresponden. 

Desagravada  la  minería  de  los  impuestos  de 
esportacion,  i  pudiendo  proporcionarse  mas  .ba- 
ratos que  ahora  los  víveres  trasandinos,  recibi- 
rán alivio  eficaz  en  sus  costos  de  producción, 
que  son  en  la  actualidad  tan  injentes,  que  arre- 
dran a  los  mas  atrevidos  empresarios.  Movili- 
zado su  crédito  por  medio  de  la  abolición  de 
los  privilejios  i  de  los  trámites  que  retardan  el 
cumplimiento  de  las  obligaciones  sirviendo  por 
lo  niismo  de  medios  de  hostilidad  contra  el 
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ejercicio  de  los  derechos  verdaderos,  no  dudo 
de  que  se  regularizará  el  orden  de  las  transacn 
ciones ;  i  de  que  la  seguridad  en  estas  contri-^ 
huirá  al  desarrollo  i  prosperidad  de  la  misma 
industria.  I  si  a  semejantes  ventajas  se  agrega 
la  de  facilitar  a  los  infinitos  mineros  pobres  la 
amonedación  de  su  pina  i  su  venta  segura  i 
equitativa,  i  la  posibilidad  de  beneficiar  los 
metales  frios  que  hoi  pierden  o  que  venden  al 
precio  que  les  impone  el  comprador,  confio  en 
que  dentro  de  poco  presentará  un  aspecto  mui 
diferente  la  industria  minera";  entonces  basta- 
rán .  pocas  medidas  mas  para  empujarla  a  su 
apojeo. 


Proyecto  de  lei  Nma.  I.* 


Art.  I.**  Se  restablecen  en  su  vigor  los  inciso» 
?.•,  3.^  i  4.*  del  artículo  3.^,  capítulo  3.**  de  la  Or- 
denanza de  Aduanas  de  23  de  Agosto  de  1861, 
sobre  derechos  de  esportacion  de  metales,  de- 
biendo en  cons'^cuencia  pagar  la  plata  en  ba-. 
rra,  pina  i  chafalonía  el  impuesto  de  un  dos 
por  100,  correspondiente  al  cuarto  ano,  que 
principiará  a  correr  cien  dias  después  de  la  pro-, 
mplgo^ion  de  e^ta  lei,  i  quedando  estinguido^ 
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desde  la  misma  fecha,  el  derecho  fiscal  de  es- 
portación  sobre  el  cobre  en  barra  i  rieles  i  los 
minerales  de  cobre  en  brato,  calcinado  o  en 
ejes. 

Art.  2.''  El  impuesto  municipal  de  uno  i  me- 
dio por  ciento  que,  segan  el  inciso  4.''  mencio- 
nado, deben  pagar  los  metales  de  cobre  en  brato, 
calcinado  o  en  ejes,  se  cobrará  en  la  misma  for- 
ma i  con  la  misma  aplicación  sobre  los  metales 
firios  de  plata  o  combinados  con  cobre  que  se 
esporten. 

Art.  3.*  Se  deroga  la  lei  de  20  de  octnbre  de 
1852  i  las  demás  disposiciones  que  le  son  rela- 
tivas. 


Proyecto  de  lei  Núm.  2.* 

Art.  1."  Será  libre  de  todo  derecho  la  im- 
portaaion  de  cualesquiera  artículos  de  comercio 
por  \k  Cordillera  de  la  provincia  de  Ata(»ma, 
defines  de  transcurridos  cien  dias  desde  la  pro- 
fliulgacion  de  esta  lei^  quedando  suprimidos  los 
resguardos  allí  existentes,  cuyos  empleados 
matinuarán  sus  servicios  a  dispo^don  del  S^e* 
^wtivo. 

Ari.  S.""  Se  practicará,  en  la  formn  que  el 
FresMente  de  la  Bepdblica  deteríuiné,  la  com- 
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{Hitara  del  camino  de  Cordillera  entre  Copi*- 
pÓ  i  Shu  JtHm  de  la  otra  Ba&da,  i  se  «stabit^ce- 
tí  un  correo  sinemual  entre  los  dos  pu&toi». 


P^c^éSo  de  leí  Nim,  ^: 


Aht.  1.**  Es  lícita  toda  estipulación  entre 
■acreedor  i  detrdor  sobre  el  TBÍor  qm  fijen  a  la 
propiedad  hipotecada  al  tiempo  de  celebrar  el 
contrato  de  hipoteca;  i  la  ejecución  i  remate  de 
aquella  se  hará  sobre  el  valor  fijado,  sin  necesi- 
dad de  tasación  judicial. 

Art.  2.**  Cuando  los  contratantes  no  estipu- 
laren el  valor  de  la  propiedad  hipotecada,  «e 
hará  la  ejecución  i  remate  adoptando  como  ba- 
se de  las  pujas  la  suma  del  crédito  hipotecario. 

Art.  3.**  Las  minas,  haciendas  de  beneficio  i 
«US  adherentes  pueden  ser  hipotecadas  en  la 
misma  forma,  empeñadas  o  cedidas  por  el  deu- 
dor, cuando  éste  quiera  hacerlo,  renunciando 
en  el  contrato  los  privilejios  de  la  Ordenanií». 
de  Minería,  en  cuyo  caso  se  atenderá  a  lo  esti- 
pulado para  hacer  la  ejecución  i  remate  de 
^iqtiBllas  propiedades,  se^un  lo  prevenido  enkfi 
«rtfcülos  precedentes. 

Art.  4.**  Los  privilejios  de  OrdfeMiB»  «obr» 
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la  ejecución,  ein])argo  i  remate  de  minas,  ha» 
cieudas  de  beneficio  i  sus  adherentes,  quedarais 
yijentes  en  los  casos  en  qoe  no  hubieren  sido 
renunciados  o  modificados  en  los  contratos  que 
celebren  los  mineros. 

Art.  S."*  Dichos  privilejioe  de  Ordenanza  no 
corresponden  a  los  comerciantes  u  otros  indus. 
tríales  cuya  ocupación  príncipal  no  es  la  mine- 
ría ;•  i  en  la  ejecución,  embargo  i  remate  de  las 
propiedades  de  minas  que  les  pertenezcan,  que^ 
dan  sujetx>s  a  las  leyes  comunes. 

Art.  6."*  En  los  casos  de  los  artículos  3.*  i  5.* 
se  hará  la  ejecución  de  las  propiedades  de  mi- 
nas sin  paralizar  la  faena,  cuyo  costo  se  pagará 
preferentemente  con  el  producto  de  la  ejecu- 
ción. 

Proyecto  de  lei  JVum.  4.* 

Artículo  único.  Mientras  se  dicte  la  lei  de 
organización  de  los  juzgados  de  comercio,  las 
causas  de  esta  naturaleza  que  se  ventilen  en  los 
departamentos  de  Copiap6,[Caldera,  Vallenar  i 
Freirina,  serán  de  la  competencia  de  los  jueces 
de  letras,  quienes  los  sustanciarán  del  modo  es- 
pecial que  corresponde,  quedando  desde  ahora 
suprímidos  los  juzgados  de  comercio  de  dichos 
departan^entos. 
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Proyecto  de  lei  Num.  5.** 

Art.  1.**  Se  establece  en  la  ciudad  de  Copia- 
pó  una  casa  de  moneda,  con  maquinaria  com^ 
pleta  para  sellar  pesos  fuertes  i  medios  pesos 
de  plata  i  cóndores  de  orOj  con  arreglo  a  la  lei 
de  9  de  enero  de  1851,  debiendo  rejirse  dicha 
casa  según  el  orden  establecido  en  la  de  Santia- 
go, de  la  cual  será  una  dependencia. 

Aí*f.  3.**  Cuando  la  casa  de  moneda  de  Co- 
piapó  principie  a  funcionar,  se  le  entregarán 
J)or  tesorería  üaciondl  cien  mil  pesos,  por  par- 
tes, que  señalará  el  Gobierno ;  i  este  fondo,  asi 
como  el  que  en  adelante  tuviere,  se  destinará  a 
rescatar  pastas  de  oro  i  plata,  según  las  reglas 
usadas  en  la  casa  de  Santiago  i  con  los  mismoá 
fines. 

Art.  3.**  La  casa  de  Gopiapó  cotnprárá  las 
pastas  de  oro  i  plata  ál  precio  corriente  eñ 
aquel  mercado,  cubriendo  sti  valor  en  la  forma 
usada  en  la  casa  de  Santiago. 

Art.  4.**  El  Presidente  de  la  República  pro- 
cederá a  establecer  la  casa,  invirtiendo  del  te- 
soro nacional  la  suma  necesaria,  i  dictará  la 
Ordenanza  que  debe  rejirla,  determinando  las 
funciones  de  sus  empleados,  que  serán  los  si- 
guientes : 
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Un  director  i  tesorero  con  sueldo  anual  $  3,500 

Un  contador 2,000 

Un  fiel  mecánico 2,400 

Un  fundidor  que  profese  \sk  metaliirjia.  9,400 

Un  tallador  i  grabador 2,000 

Un  ensayador - . .  1,000 

Un  guarda-cunos. 800 

Un  escribiente  i  juez  de  balanza. 80Q 

Un  portero  i  guarda  materiales. 500 


$  15,400 


Proyecto  de  leí  Núm.  6."* 

Art.  1.*  Los  establecimientos  para  beneficiar 
metales  frios  de  plata  que  en  adelante  se  funda- 
sen no  gozarán  privilejio  esclusivo. 

Art.  2.*  Los  primeros  cuatro  establecimien- 
tos de  esta  clase  que  se  situasen  en  el  territorio 
de  la  República,  en  el  espacio  de  seis  anos,  con- 
tados desde  esta  fecha,  gozarán  una  prima  de 
veinte  mil  pesos,  cada  uno  por  una  sola  vez,  con 
tal  que  reduzcan  a  pina  la  plata  de  los  metales 
frios  que  no  contengan  mezcla  de  metal  cálido, 
i  con  tal  que  sean  capaces  de  bene^ciar  sesei^t^  i 
cuatro  quintales  de  metal,  p  mas,  en  un  solo  cuer- 
po, conaprobando  esta  capacidad  por  un  ejerci- 
cio de  seis  meses  a  lo  menos. 
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Art.  3.*  Cuando  los  empresarios  puedan  jus- 
tificar estas  dos  condidones  ante  el  Intendente 
de  la  provincia,  por  medio  de  informes  o  prue- 
bas que  este  funcionario  califique  de  fehacien- 
tes, ocurrirán  al  Presidente  de  la  República 
para  que  se  les  entregue  de  los  fondos  naciona- 
les la  prima  que  les  corresponde.   » 


J.  V,  Lastarria^ 


APÉNDICE; 


iPüblicamós  él  siguiente  dociimenío ,  áunqufe  n*ó'  ed 
éárlamenf ario,  porqué  sirve  como  de  epflogó  de  íáá 
idfeás  cóntebidás  en  los  demás  de  está  clase,  i  pórqiííf 
el  autor  se ,  propuso  formular  la  reforma  de'  la  t/óiisti- 
íúcion  reclamada  ante  la  cámara  por  él  ¿éñór  Errázu- 
ñs^  qué  líani'bién  lo  suscribe! 

É'aSÉS  dé  la  ÉEiofeMÁ.  """^ 

^  ^0  vacilemos  mas,  i  teniendo  fé'en  los  nt^^ci- 
pios,  convenzámosnos  de  qué  éstos  jaih'ás'Mlan  eíí 
RUS  consecuencias,  cuándo  cQn  51*108  i  con  jnteli* 
Jencla  se  les  acepta.  Las  escepciones  son  Ifs^qu^ 
¡iierdéü  a'  los  gooiernos  i  las  oue  retárdap  ¿1  pro> 
gireso  docial  ;'i  de  aquí  nace  el  sofisma  de  loíT  ene* 
i|iigos  de  la  libertad  de  atribuir  los  malos  resuJi- 
taitos  qna  tengan  las  doctrinas  escepcibnalei 
al  principio  adoptado  eií  su  jcfnuino  car&ter.  Éi 
Que  todo  principio  nne  se  admite  desnato^idizán- 
ablo,  nó  llena  su  objeto  i  aun  corrompe  a  lif  so* 
dedad ;  pero  lo  contrario  sucede  ciando' sé  ai^oj^ 
ía  Verdad  en  bu  originaria  sencillez.  Pd;  tanto^ 
libertad  cfomplcta  o  restricciones.  El  poder  Éjficu  • 
tSvo  proclama  el  principio  de  I4  libertad.  '  r  . . 
(^Memoria pre»entada  al  Concreto  d¿  Nueva  Gra" 
nada  por  el  ministro  de  gobierno  de  aqúelíá  É^>ét-' 
meu.J 

El  partido  progresista  ,•  que  ha  tomado  sóbife'  í& 
la  defensa' dé  los  derecbos  del  pueblo,  proclamando^r 
cómo  tériiinodé  sus  aspiraciones  la  riíalizaciok  dk 
LA  KEPüBLiCA  en  Chile j  hizo  en  agosto  de  849,  uhár  / 
espbsición  lacónica^  de  lo  que  se  proponía  en  el  si-  / 
gaiiciit^:  / 

PROQftAIVIA.  ^' 

•  Emitido  este  primer  artículo  de  nuestro' cífedíy 
¡ítíKlico,'  continuaremos  pidiendo : 

1.®  La  reforma  de  las  actuales  leyes  de  impretóiPi' 
di^eléccitítíéá  i' la  restricción  de  las  fecúltaíSés'estrttor* 
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diñarías  i  de  las  declaraciones  de  sitio :  todo  en  el 
sentido  de  la  verdadera  libertad  i  por  el  espíritu  de 
los'  proyectos  presentados  sobre  tales  materias  a  la 
Cámara  de  Diputados. 

2.^  Tratados  con  las  Bepúblicas  i  Estados  Sud- 
americanos que  asienten  sobre  una  base  fraternal  i 
estable  sus  mutuas  relaciones,  protejan  la  producción 
recíproca  i  fomenten  sus  cambios. 

8.®  El  olvido  de  todos  los  odios  políticos.  Un  freno 
a  la  facultad  del  Ejecutivo  para  destituir  a  los  em- 
pleados públicos  por  sus  simples  opiniones. 

4.<>  Lieyes  que  repriman  los  abusos  de  los  funciona- 
rios, cuya  impunidad  ñicilita  nuestra  lejislacion  actual, 
i  de  consiguiente  reforma  de  la  lei  del  réjimen  inte- 
rior, todo  en  el  sentido  de  la  mayor  seguridad  e  inde- 
pendencia del  ciudadano. 

•5.  ^  Ensanche  de  las  atribuciones  municipales 

«6.^  La  pronta  reforma  de  nuestros  códigos  civil, 
penal  i  de  procedimientos,  como  también  la  de  los  de 
comercio  i  de  mineria. 

«7.^  Los  acuerdos,  sentencias  i  prueba  pública  i  la 
eeleridad  en  la  administración  de  justicia. 

•8.*  Abolición  del  trabajo  de  los  delincuentes  en 
las  obras  públicas.  Beforma  de  nuestras  cárceles  bajo' 
el  sistema  de  trabajos  interiores. 

»9.  ®  Protección  i  respeto  a  la  relijion  del  Estado. 
Enseñanza  moral  i  relijiosa  del  pueblo.  Consagración 
de  las  instituciones  relijiosas,  en  cuanto  se  lo  permi- 
tan sus  respectivos  estatutos,  a  la  instrucción  popular. 

«10.  ^  Una  buena  lei  de  matrimonios  mistos  a  fin 
de  protejer  la  inmigración. 

«11.  Propagación,  de  la  ensefianza  primaria  e  in- 
dustrial del  pueblo. — Mejora  de  las  escuelas  i  de  la 
condición  de  los  maestros, — un  buen  sistema  de  asi- 
dua i  constante  vijilancia  sobre  aquella. 

«Estension  de  la  enseñanza  de  las  mujeres.  Escue- 
las industriales  para  las  mismas. 

«Protección  i  fomento  a  las  artes  i  a  la  industria- 
nacional. 

«Beforma  de  la  enseñanza  científica,  dándole,  en 
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euanto  sea  posible,  un  jiro  de  aplicación  práctica  a  lar 
satisfacción  de  las  mas  imperiosas  necesidades  áok 
pais. 

tl2.  Una  reforma  bien  calculada  i  prudente  dei 
sistema  actual  de  contribuciones,  haciéndolas  estenai- 
vas  a  todos  los  ramos  de  la  producción  i  la  riquez^^ 
para  desagravar  asi   la  agricultura. 

«Abolición  del  estanco  i  reemplazo  del  diezmo. 

«Abolición  oportuna  de  los  derechos  específicos^ 
i  de  los  impuestos  sobre  las  primeras  materias  qud 
emplea  la  industria  nacional. 

«Abolición  de  los  impuestos  que  aun  pagan  a  su 
csportacion  los  productos  de  esa  misma  industria. 

«18.  Que  el  Ministerio  de  Hacienda  arbitre  recur- 
sos:— 1.  ®  Para  la  abolición  de  los  derechos  parroquia- 
les i  dotación  consiguiente  de  todos  los  párrocos  por 
el  tesoro  público. — 2.  ®  Para  el  aumento  i  mejora  de 
las  instituciones  de  beneficencia. — 8.®  Para  la  aper- 
tura de  nuevas  vias  de  comunicación  i  mejora  de  las 
existentes,  como  también  para  cubrir  de  puentea 
nuestros  rios. — i.  ®  Para  la  difusión  de  la  educación 
del  pueblo. 

'  «14.  Instituciones  de  crédito  para  toda  la  Eepiíbli- 
ca,  cuyo  centro  sea  un  Banco  nacional. — Beforma  de 
nuestra  lejislacion  vijente  sobre  Bancos  particulares. 

«15.  La  reforma  de  la  ordenanza  militar — Una  lei 
que  asegure  los  ascensos  según  los  méritos,  i  regla- 
mente las  atribuciones  del  Ejecutivo  respecto  a  la 
deposición  de  los  militares. 

«El  arreglo  de  la  contabilidad  militar. 

«Determinar  la  protección  que  merezcan  los  mili- 
tares de  la  Independencia,  los  demás  ciudadanos  que 
contribuyeron  a  ella  i  los  hijos  de  unos  i  otros. 

«La  reforma  de  la  guardia  cívica  para  hacerla,  mas 
independiente  i  sobre  todo,  menos  onerosa  a  los  cam* 
pesinos. 

«16.  Reforma  de  nuestra  lei  de  navegación — ^pro- 
tección i  fomento  a  la  marina  mercante  i  a  la  nave- 
gación. 

«Tal  es  el  programa  de  las  mejoras  mas  promiaen- 


Vés  que*  á^tufiíoa  ver  establecida^  en  Cliiíé.  Én  éi\6ái 
á*  Auéíi<fomo(lo  de  pensat,  está  cifrado  su  éngraádEéci- 
miento.  La  administración  que  celosa  las  promuéVtf^ 
higna&  también  afia«záY  el  orden  público,  pórqufe^  es 
pfexáéo  deisettgafhírse:  Chile  quiéifó  iñarchar  conr  el 
fiijglo  i  querer  retenerte  abajo  dé  sú  nivel,  écpirvald 
a  comprometer  su  tranquilidad  i  el  fruto  dé  loábeiref* 
fícioe  cfCbb  hasta  ahora-  ha  debido  á  la  Provideñóiá. 

tfliósque  adherimos  a  este  p^ogrscmsL  estallaba  £s- 
]|^tt<.6tó6  a  sostei&erlo  oóá  todos  ñuesti^os  esñmrkos;  í 
procuraremos  realizarlo  valiéndbAos  de  íoS  medios* 
^fíte  nofip  proporcionen  nuestra*  sif tmcioii  soóílal-  en'  la 
prenda,  en  la  tribuna  o  en  los  eiríiplcos  piíbiTcbi?.» 

ETjJartíd'ó  progi^esistá  Ká  Úeñádó  sü  pronáesa  de 
Btíoef  fri'úiífti'  éstos  principios  valiéndose  de  los  nae* 
dfo^dé'átibibri  que'^oseé.  En  la  prensa  los  íá  d'iíuci* 
dadbi'áoátenido.  En  laá  Cáníarás  los  ha  proclamado* 
?  Aíforinuladó  los  iñásí  importantes  de  ellos  en  Íoh' 
tfg^íeiifeff  t)royéctos  de  léi: 

f.*  Eldereforttíádéla  let  dé  imprenta  de  í  84*6!. 

2.  ®  El  de  reforma  de  la  lei  de  eleccioneái 

S.""  El  que  establece  réstricdoñeS^  al  ús»  de  &cW* 
tilldetresrtá'dordiriííríás  i  a  las  declaá^ácioñésdéátió: 

4r.  ^  M-  de*  ábóiicion  del  estanco. 

6í  ®  íl-  de  réforitia  dé'  los  procedimientos  iüdiciáles 
paira  establecer  la  prueba'  publica  i  conseguir  la  cele- 
lidaid  de  la'  adniinistracion  de  justicia; 

6.®  El  de  dotación  de  los  ptoócbs  pof  el'  ehirib. 

7. ""  El  de  abolición  dé  las- léyte^  del  estiló. 

^^  El  dé- tíbólióiort^ do  lá  péüá  dé  azotes. 

9:  "*  El  d«^  reforma  de  la  ord^tiaínzá  nlílilÍKr  én  \é 
parte  peütíl*. 

1«.  El-dé^reróitiíi&  postáli 

Vl\  £ldéréfi>iiná'délágüsd^áé{vicápárahaegMá^ 
mas  independiente  i  menos  onerosa  al  pueblo.- 

Ift'  Elde-'  estéibleéiníieiító  (fe  uii  banco  ñaciótlal 
MM-dar'eídsteticui  ál  cr^tó^indepétíd^liéia  i  áétivi^ 
dad  al  comeicio  nacional  i  a  la  industria. 

14.  Ei'qu0'iiBgl*láB'atá4baeióiíefl  del  présídetíifeiie 
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la  Bepublica  en  cuanto  a  la  remocioD)  sospensionj 
traslación  i  destitución  de  los  empleados. 

Fuera  de  estos  proyectos  que  tienen  por  objeto  ele* 
yar  a  la  categoría  de  leyes  del  Estado  los  principios 
del  partido  progresista  sobre  las  reformas  que  él 
considera  mas  necesarias  i  urjentes,  se  han  presentado 
otras  mociones,  que  aunque  no  tienen  el  carácter  de 
las  anteriores,  por  cuanto  no  formulan  alguno  de  los 
puntos  del  programa,  no  carecen  por  eso  de  impor- 
tancia i  utilidad.  Tales  son  las  que  varios  diputados 
progresistas  han  sometido  a  la  Cámara  para  el  fomen- 
tó del  cultivo  de  la  seda  en  el  pais,  para  levantar  un 
empréstito  con  el  objeto  de  trabajar  muelle  caminos 
i  almacenes  de  Aduana;  para  establecer  ajentes  di^ 
plomáticos  comerciales  en  los  Estados  americanos, 
para  declarar  francos  los  puertos  de  Valdivia  i  de 
Ohiloé;  i  algunas  mas  que  aun  cuando  no  tienden  ala 

Í)roteccion  de  los  intereses  materiales,  no  dejan  de  ser 
a  espresion  de  grandes  principios,  como  por  ejemplo^ 
el  ^ue  propone  la  abolición  de  la  pena  de  muerte  por 
delitos  políticos. 

Los  esfuerzos  del  partido  progresista  por  el  bien  de 
la  nación  chilena  üo  se  han  limitado  a  esto.  Conse^ 
cuente  con  su  programa,  i  para  hacer  prevalecer  sus 
principios,  ha  tomado  una  parte  mui  efectiva  en  la 
con&ccion  del  proyecto  de  instrucción  primaria^  i  en 
el  de  la  segunda  parte  de  la  lei  del  réjimen  interior, 
que  regla  la  Constitución  i  atribuciones  de  las  Muni- 
cipalidades; i  sin  embargo  de  aparecer  en  las  Cámaras 
i  en  la  prensa  como  partido  opositor,  ha  prestado  al 
gobieino,  sin  escusa  i  sin  pasión,  su  apoyo  franco  i  su 
voto  en  todas  las  medidas  de  interés  público  pro- 
puestas al  Congreso. 

Los  senadores  i  diputados  de  la  oposición  han  sido 
constantemente  los  primeros  en  llamar  la  acción  del 
poder  a  la  protección  del  pais,  en  ayudarla  i  prote- 
jerla,  sin  que  el  interés  de  partido  se  haya  antepuesto 
jamas  al  interés  nacional,  i  aun  sin  entrar  en  mas 
cuestiones  políticas  que  aquellas  que  él  mismo  minis- 
terio retrógrado  ha  provocado. 

•  •— p.  37. 
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Pero  estos  hechos  honrosos  para  el  partido  progre- 
sista^ hechos  que  están  a  la  vista  dé  todo  el  mtindó^ 
i  que  no  pueden  ser  de^guradosy  üo  han  báétadó  a 
IftJvarle  de  ías  calumnias  de  sus  adversarios. 

La  prensa  retrograda  ha  sometido  á  su  eximen 
ájpáfiionfido  los  principios  que  proclama  el  partida 
^it^gresista,  i  pora  adquirir  el  derecho  de  llamarW 
dttásádo  se  ha  fijado  en  los  detalleSi  en  ios  accidente» 
dé  ftlgUfiod  proyectos  de  lei;  ha  truncado  los  concep* 
1^  há  ierjivcmdo  láá  fijases,  i  ha  convertido  en  rui^ 
ft^s  lüá  intenciones  inas  nobles  i  leales^  presentando 
ilM  íiüéi^tit»  propósitos  como  sospechosos,  i  nuestros 
IMibttjd&  como  cóütrarios  al  progreso  que  deseamos. 

La  prudencia  i  mesui^a  en  las  reformas  ha  sido 
dóiteiduérada  conio  pusilanimidad  o  como  atraso.  Lad 
ÚéaÉ  i^ciundariaá  oue  no  están  conformes  con  la  opi> 
ilibfi  d6l  partido  dominsnte  o  de  sus  escritores  han 
Añ^  tratadas  como  errores  fundatnentales  i  peligrosoa 
Al^fiófi  accidentes  de  partido  que  se  modifican  con 
el  interés  mismo  del  triunfo,  se  han  mirado  como  las 
bases  de  upa  nueva  oligarquía  i  de  un  despotismo  de 
fitiválin;. mientras  que  la  defensa  de  los  intereses  del 
ptiebio  ha  sido  tachada  de  anárquica  i  aüii  dé  e^óéSt- 
Vamente  democrática. 

Én  una  ^oca  de  tyitaoion  como  la  presante,  en  lá 
éiáMi  diáilámante  spairécen  nuevos  sucesos  a  reempla- 
-  jftAif'  4a  IcN^  del  diá  anteüor  i  aun  a  hacernos  olvidar  los 
llééBtM»  hitm  tmscendentalés^  no  es  estra&o  que  se  deá- 
ébildl^  él  verdadero  mérito  o  que  se  eclipsen  los 
ptixi^ipíúá  mas  santosi^  por  maó  iiaconsecuentes  i  teme- 
i^o6  qU6  fiean  los  ataques  qte  se  les  dirijen. 

Ahora  que  el  gobierno  toma  una  actitud  amenaza^ 
dom  i  <Iuo  parece  resuelto  a  sostenerse  a  todo  trancé 
><i  las  vias  de  la  represión;  ahora  que  ése  íüismo 
•gobienao.  amenaza  a  la  nación  éon  sii  própdáito  dé 
dhsyar  a  la  presidencia  a  don  Manuel  Montt,  que  é^ 
,^  hombre  que  mas  netamente  representa  ál  círcúl6 
retrógrado,,  que  combate  toda  reforma  i  qué  qtiiété 
mantener  al  pais  Cn  el  estado  en  qué  sé  nál^ábá  ál 
tiempo  de  la  Constitución  de  á^,  nosotros,  que  héírtíA 


l^opuesto  i  apoyado  la  reforma  de  este  cxidigo^  üon 
EEdlamos  en  el  deber,  como  representantes  del  puebro, 
de  esponer  categóricamente  cuáles  son  los  pnncipios 
que  nos  proponemos  hacer  triunfar  en  esta  reforma* 
Estamos  persuadidos  de  que  al  emitir  estos  prin- 
cipios nos  hacemos  el  honor  de  constituirnos  en 
órganos  de  los  votos  de  la  nación;  pero  nunca  seré-» 
'  mos  intolerantes  para  con  las  opiniones  eatrafias,  ni 
dflBoiremos  la  voz  de  la  razón  cuando  nos  ilumine  i 
flos  conyenza  de  error  en  alguno  de  nuestros  prppó^ 
sitos. 

Nosotros,  que  hemos  mirado  la  Constitución  de  83 
como  el  código  mejor  calculado  para  los  antecedentei 
í  circunstancias  en  que  se  promulgó,  por  cuanto  solo 
por  su  medio  podia  regularizarse  i  fortificarse  el  po* 
der  del  Estado,  que  entonces  necesitaba  de  fuerza  pá* 
ra  mantener  la  tranquilidad  pública,  creemos  que  eaa 
Constitución  de  88  ha  hecho  ya  su  tiempo  i  que' por 
tanto  debe  reformarse. 

'  Los  defectos  de  esa  Constitución,  que  siempre  hc^ 
mos  reconocido  i  confesado:  sus  errores,  sus  trasgrer 
lories  del  sistema  representativo,  que  pudieron  ser 
tolerables  en  los  dír-s  siguientes  a  una  revolución,  eix 
los  cuales  el  pais  anhelaba  el  orden  i  necesitaba  \m 

Íoder  fiíerte  que  le  diese  quietud  i  seguridad,  son 
oi  inconciliables  con  la  situación  en  que  S3  halla,  esta 
mismo  pais  i  opuestos  a  su  desarrollo  i  progreso. 

Oponerse  a  la  reforma  es  violentar  a  la  nación  a 
qué  la  emprenda  por  sí  misma. 

Mantener  una  organización  política  que  fué  creada 
para  una  época  de  anarquía,  es  lo  mismo  que  confuft- 
oir  dos  ópocae  mui  diversas  i  negar  que  Chile,  se 
encuentra  en  estado  de  pedir  mas  justicia  i  mas  li- 
bertad. 

Las  r^ormas  son  las  únicas  que  impiden  las  rev^u* 
<jiones. 

Las  refonñas  que  nosotros  creemos  mas  adaptables 
a  las  circunstancias  presentes  de  Chile,  las  únicas  <jue 
/muestro  juicio  pueden  facilitar  su  desarrollo  i  e^^- 
n^narlo  a  un  alto  grado  de  prosperidad  i  a  la  ipcm^ 
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perfecta  realización  en  lo  futuro  del  sistema  democri^ 
tico,  son  las  que  formulamos  en  los  principios  si- 
guientes: 

PRINCIPIOS  FUNDAMENTALES. 

I 

1.^  La  Constitución  política  debe  circunscríbirae  8 
organizar  el  poder  político  del  Estado  i  a  establecer 
las  bases  fundamentales  de  las  relaciones  que  existen 
entre  este  i  la  sociedad. 

2.*^  El  poder  política  del  Estado  de  Chile  no  es  el 
patrimonio  de  un  individuo,  ni  de  una  familia,  ni  de 
una  clase  privilejiada;  i  su  ejercicio  no  puede  tener 
otro  objeto  que  la  aplicación  del  derecho,  es  decir,  do 
lAJustíciOj  a  la  perfección  i  desarrollo  de  las  faculta- 
des i  de  las  relaciones  de  la  sociedad. 

Por  consi^ente,  todo  lo  que  eluda  la  aplicación 
de  este  principio,  todo  lo  que  la  contraríe  (urecta  o 
indirectamente,  es  un  ataque  verdadero  a  la  sobera- 
nía nacional. 

8.^  La  Soberanía  tiene  su  fundamento  en  la  justi- 
cia, i  solo  en  ella  debe  el  poder  que  la  ejerce  buscar 
la  sanción  de  todos  sus  actos.  Por  tanto,  las  autorida- 
des que  ejercen  la  soberanía,  no  pueden  desviarse  de 
este  principio,  ni  pueden  tener  otras  atribuciones  que 
las  que  sean  indispensables  para  llenar  su  objeto. 

4.®  Eesidiendo  la  Soberanía  esencialmente  en  la 
nación,  no  puede  esta  ejercerla  en  su  plenitud  por  sí 
misma,  sino  por  medio  de  las  autoridades  o  poderes 
que  forman  en  conjunto  lo  que  se  llama  poder  poli- 
tico. 

5.**  Siendo  actos  de  la  Soberanía  nacional  esencial- 
mente diferentes  entre  sí,  1.*^  el  acto  de  elejir  a  loa 
funcionarios  públicos,  2.  ®  el  acto  de  establecer  i  de 
reformar  las  leyes  de  los  diversos  dominios  del  orden 
aocial;  3.  ®  el  acto  de  administrar  la  lei  i  de  velar 
sobre  su  cumplimiento,  4.**  el  acto  de  aplicarla  a  las 
contenciones  que  se  suscitan  entre  diversos  derechos, 
i  S.^'el  acto  de  administrar  los  negocios  especiales  de 
cada  comunidad  con  la  independencia  que  su  misma 
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cipipecialidad  requiere,  se  sigue  naturalmente  que  el 
poder  político  debe  dividirse  en  otras  tantas  autorida- 
des o  poderes  independientes  en  sus  funciones,  pero 
relacionados  entre  sí,  de  modo  que  se  conserven  en 
BU  esfera  de  acción  i  puedan  todos  encaminarse  al 
término  que  les  es  común,  esto  es,  a  la  realización  del 
fin  social. 

6.  ®  Toda  invasión  de  uno  o  varios  de  estos  pode- 
res en  la  esfera  de  acción  de  cualquiera  de  los  otros, 
es  una  violación  del  principio  de  la  división  del  poder 
político.  De  consiguiente,  todo  acto  dirijido  a  coartar 

0  perturbar  el  libre  ejercicio  del  derecho  de  sufrajio 
concedido  a  los  ciudadanos  activos,  es  un  atentado 
contra  una  autoridad  establecida,  que  ejerce  una  par- 
te de  la  soberanía  nacional  i  que,  por  tanto,  es  un 
poder  tan  lejítimo  como  el  que  representan  los  de- 
positarios de  los  poderes  lejislativo,  ejecutivo,  judicial 

1  municipal. 

Estas  autoridades,  tomadas  colectivamente,  sin  per- 
juicio de  la  especialidad  de  sus  atribuciones  respecti- 
vas, forman  el  poder  político^  del  cual  son  ramas  dis- 
tintas, porque  cada  una  de  ellas  está  investida  de  los 
medios  de  fuerza  que  son  indispensables,  o  mas  pro- 
piamente, de  las  mcultades  necesarias  para  ejercer  su 
acción.  Decir  que  la  autoridad  lejislativa,  por  ejem- 
plo, es  un  poder^  i  que  no  lo  son  la  autoridad  munici- 
S al  o  la  electoral,  seria  desconocer  el  sentido  jenuino 
e  las  palabras  i  el  espíritu  de  las  instituciones 
democráticas. 

Según  estos  principios  fundamentales  de  toda  cons- 
titución republicana,  creemos  que  la  Constitución  i 
organización  de  los  poderes  políticos  debe  arreglarse 
a  las  siguientes  bases: 

PODER  ELECTORAL. 

X.  ®  Este  poder  debe  establecerse  como  lo  establece 
la  Constitución  vijente,  en  los  ciudadanos  activos  que 
ejercen  el  derecbo  de  sufrajio,  los  cuales  constituyen, 
en  el  acto  de  ejercerlo,   una  verdadera  autoridad  so- 


—  574  -r 

berana,  que  por  una  delegación  legal  representa  toddl 
los  intereses  sociales,  inclusos  los  de  aquella  parte  dé 
)a  sociedad  que  no  tiene  el  uso  de  este  derecno. 

No  se  puede  desconocer  este  principio,  porque  si 
no  se  establece  que  el  acto  de  elejir  es  un  acto  de  la 
soberanía  nacional,  que  ejercen  los  ciudadanos  acti» 
vos,  constituidos  en   poder  político,  nos  vemos  en  la 

f)recision  de  tolerar  en  el  ejercicio  de  estas  fiínciones 
a  intervención  i  las  influencias  del  poder  Ejecutivo, 
Las  funciones  electorales  deben  ser  tan  librea  e 
independientes  como  lo  son  las  funciones  lejislatívas, 
o  las  judiciales. 

2.  •  Es  preciso  reconocer  como  chilenos  a  todos  loa 
Plácidos  en  el  territorio  de  Chile,  a  los  nacidos  en 
territorio  estranjero  de  padre  o  madre  chilenos,  solo 
por  el  hecho  de  avecindarse  en  Chile,  i  a  los  estraU' 
jeros  desde  el  momento  en  que  declaren  ante  la 
autoridad  su  ánimo  de  domiciliarse  en  Chile,  ouaL 
quiera  que  sea  el  tiepipo  que  lleven  de  residencia  eu 
eipais. 

8.  ^  Son  electores  todos  los  chilenos  mayores  de  18 
afios  que  estén  en  posesión  de  sus  derechos  políticos 
\  que  se  hayan  inscrito  en  el  yejistro  de  su  respectiva 
íDunicipalidad. 

4.*^  Son  elejibleg  todos  los  electores  mayores  da 
21  aSos  que  posean  las  cualidades  especiales  que  para 
janaturdeza  del  cargo  se  requieren, 

El  rejistro  municipal  estará  abierto  constanteme«it6 
para  que  cada  ciudadano  se  inscriba  desde  el  mom^n-r 
lo  en  que  pueda  probar  que  tiene  loa  oualidadeíEi 
necesarias. 

La  lei  electoral  determinará,  según  las  ciroun^jj^au^ 
cias,  las  cualidades  cuya  posesión  da  el  goce  de  los 
derechos  políticos,  fijando  aquellas  que  mas  o  menos 
jeneralmeute  se  hallan  repartidas  en  todos  los  que 
spn  capaces  de  obrar  independientemente  i  de  tomar 
interés  por  los  negocios  públicos;  señalará  tambiea 
la3  cualidades  especiales  que  la  naturaleza  dé  cadla 
empleo  requiere  en  los  elejibles,  i  espresará  las  cat^* 
pas  que  privan  el  gope  de  los  derechos  políticos.         ' 
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^^ .  ^epptamos  ^1  sufrajio  universal,  pero  sqIq  en  cuanta 
¿sta  universalidad  sea  la  de  los  hombres  que  son  ca- 
rnees de  ejercer  sus  derechos  políticos,  sin  di§tíncioBL 
5^  cjases  í  sin  esclusion  de  ningún  indivídup  que  ten- 
ga esta  capacidad,  la  cual  es  indispensable,  porque  et 
:?busQ  d^  los  derechos  políticos  afecta  a  la  sociedad 
«ntera  i  contraría  las  leyes. 

CSoíip^d^r  el  derecho  de  sufrajio  a  todos  los  habitan- 
tes sin  distinción,  confiar  este  acto  de  la  soberanía  ¿^ 
los  hombres  que  ninguna  garantía  ofrecen  de  sus  bue- 
nas intenciones  i  que  no  poseen  calidad  alguna  que 
nos  asegure  su  independencia  i. su  interés  por  la  so- 
ciedad, es  lo  mismo  que  condenarnos  a  sufrir  la  burla 
cruel  que  hasta  ahora  se  ha  hecho  del  derecho  electo- 
ral, con  descrédito  de  la  forma  republicana  i  con  pa^ 
ligro  de  su  porvenir  en  la  América  española. 

Una  gran  porción  de  los  electores  en  tal  caso  está 
a  la  merced  del  gobierno  basta  el  grado  de  no  saí)er 
qué  hacer,  si  él  no  la  dirije  por  medio  de  sus  ajenies; 
I  cuando  este  no  apela  a  la  fuerza  o  a  la  mentira  pari^ 
servirse  de  esos  electores  a  su  arbitrio,  40  falta  qaiejsi 
los  corrompa,  abusando  de  su  incapaiddad.  ^y 

Es  preciso  que  los  ciudadíinos  actívos  quesjeroen 
esta  parte  de  la  soberanía  nacional,  sean  independiáSa-- 
tes  i  libres,  no  solo  de  los  influencias  de  los  áeoias 
poderes  políticos,  eino  taiaaibíen  d^  la  jcorrupdLon  i  el 
cohecho  de  los  partidos. 

^  Todos  los  hombres  son  iguales,  porque  todos  h,an 
r^^ibido  de  la  naturaleza  un  derecho  iguq.!  a  ia  yída 
i  al  libre  ejercicio  i  desarrollo  de  sus  facultades  físicas 
i  momles,  Pero  en  el  ^rden  político  no  pueden  tener 
todos  una  participación  igual,  porque  el  bieu  de  la  so- 
ciedad no  se  reiiliza  en  todo  ni  en  parte,  sino  cuando 
los  hombres  que  participan  del  poder  tiepen  la  inte- 
lijencia  de  las  cuestiones  sociales  i  la  vol\;ii}tad  de 
resolverlas  en  sentido  dej  inferes jeneral. 

,Si  ,^.1^  Chile  ejercen  el  derecho  electoral  los  ^OaigLegi. 
i  JQS  ^Jjyien  tes  de  las  haciendas,  el  resultado  de  í a? 
flefíciones  s^;rá  niui  .difereijte  d4  que  daría  una  j^l^- 
cion  hech;^,  por  los  artesanos  de  las  ciudades  i  ló| 
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demás  ciudadanos  qtte  ae  hallan  en  posesión  de  las 
cualidades  exijidas. 

En  el  primer  caso  el  número  vencería  al  intere» 
jeneral  i  la  elección  sería  de  los  patrones  de  esa  mul- 
titud que  no  tiene  voluntad  propia;  mientras  que  en 
el  segundo  nos  daiia  la  espresion  libre  de  la  voluntad 
nacional. 

Tales  son  los  motivos  que  tenemos  para  decidirnoa 
por  el  sufrajio  universal  intelijente. 


PODBH  LEJISLATITO, 

1.  ^  Este  poder  debe  estar  constituido  en  una  sola 
asamblea,  compuesta  de  un  diputado  por  cada  diez 
mil  habitantes,  elejible  cada  tres  años,  en  elección 
directa. 

En  Chile  falta  la  razón  que  sirve  de  base  a  la  divi- 
sión del  Congreso  en  dos  Cámaras.  Las  provincias  o 
ffrandes  divisiones  terrítoriales  tienen  intereses  aná- 
logos, homojáneos,  que  nunca  se  contrarían  ni  se 
rechazan  entre  si 

En  Chile  no  /éfidste  un  interés  aristocrático  que 
deba  ser  llamado  a  la  Constitución  del  gobierno  o 
que  deba  ser  consultado  en  la  formación  de  las  leyes. 

El  sistema  del  equilibrio,  que  algunos  establecen  en 
esta  división  del  Congreso,  está  desacreditado  como 
embarazcMso  i  porque  en  suma  no  produce  otro  resul- 
tiado  que  el  staiu  quo. 

El  Senado  no  puede,  pues,  en  Chile  representar  los 
grandes  intereses  provinciales,  porque  estos  no  exis» 
ten  de  an  modo  especial  ni  son  diferentes  de  los  demaa 
intereses  generales;  ni  puede  representar  un  elemento 
aristocrático  que  tampoco  existe  ni  debe  existir. 

2.**  Al  Congreso  corresponde  la  iniciativa,  la  dis-r 
cusion  i  la  votación  de  las  leyes. 

8.®  La  participación  del  Ejecutivo  en  el  poder  le» 
jislativo  se  lipiita  a  la  iniciativa  i  a  la  prom'ilgacion 
de  las  leyes,  sin  que  pueda  oponer  veto  a  los  acuerdos 
4el  Congreso,  sino  solamente  objetarlos  en  el  términq 
de  (quince  dias,  para  que  sea^  reconsiderados. 
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'  Si  el  Congreso,  después  de  coBfiiderar  las  bbjecKJ^ 
nes  del  Ejecutivo,  insiste  en  su  primer  acuerdo,  solo 
por  mayoría  absoluta,  debe  este  ser  promulgado  como 
lei  del  Estado.  ''  ^ 

4.  ®  El  Congreso,  ademas  de  las  facultades  jenera- 
les  que  le  concede  la  Constitución  vijente,  debe  tener: 

1.  ®  la  de  acusar  h  los  Ministros  de  Estado,  a  los 
Intendentes  de  provincia,  a  los  Jueces  de  la  Corte  de 
Apelaciones  ante  la  Corte  Suprema,  sin  necesidad  de 
trámite  previo  ninguno  para  llegar  a  declarar  por 
mayoría  absoluta  que  ha  lugar  la  acusación. 

2.  ®  La  de  acusar,  ante  la  Corte  de  Apelaciones  de 
Santiago,  a  los  miembros  de  la  Corte  Suprema. 

Los  acusados  cesarán  en  el  acto  en  el  ejercicio  de 
sus  funciones  í  serán  reemplazados  por  los  funciona- 
rios que  la  lei  designe. 

8.  ^  La  de  interpelar  a  los  ministros  del  despacho 
i  dar  votos  de  censura  contra  su  política  o  contra  la 
conducta  de  todo  el  Ejecutivo, 

4:.^  La  de  indultar  las  penas  de  los  condenados  por 
los  tribunales  de  justicia, 

-  5.  ®  Nombrar  a  los  Arzobispos,  Obispos,  Coroneles, 
Capitanes  de  navio  i  Jenerales,  a  propuesta  del  presi- 
dente de  la  Bepública, 

6.  ®  Nombrar  a  los  miembros  de  las  Cortes  de  Ape- 
laciones i  Jueces  Letrados  a  propuesta  en  tema  de  la 
Corte  Suprema. 

5.°  Los  diputados  deben  recibir  una  dieta  i  cele- 
brar sus  sesiones  diaria?,  gozando  ademas  de  las 
inmunidades  que  la  Constitución  les  concede. 

6.**  No  deben  ser  diputados  los  ministros  ni  subae- 
oretarios  de  Estado,  los  intendentes  i  gobernadores, 
los  empleados  que  el  Ejecutivo  puede  trasladar  o  des- 
tituir, los  jueces  letrados  ni  los  miembros  de  las 
Cortes. 

Los  diputados  deben  cesar  en  el  ejercicio  de  sus 
funciones  desde  el  momento  en  que  admitan  alguno 
de  esos  cargos. 

7.®  La  Comisión  Conservadora,  que  representa  al 
Congreso  durante  su  receso,  i  que  (Jebe  ejercer  losi 
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átfoiliádes  conMXW^áon^  qtie  «a  sefialaa  en  úvúfix.A.^ 
il»  demás  que  la  Ck»i9titueioji  1^  atríbuja^  ¿bba 
compozíerse  de  diez  i  seis  miembros  el^idod  a  U 
■aerte  entre  todos  los  lepresentantes  del  puebla 

POOSH  WBCfüTITO. 

Las  reformas  constitucionales  que  deben  operarM 
en  la  presidencia  son: 

l.o  Que  las  funciones  del  presidente  de  la  Repá- 
blica  duren  cinco  afios  i  no  pueda  ser  reelejitjo  para 
el  período  siguiente. 

2.0  Que  no  pueda  ser  reelejido  después  de  él  para 
el  período  inmediato  ninguno  de  sus  Darientes  rela- 
cionados por  vínculos  de  sangre  o  afinidad. 

En  cuanto  a  las  atribuciones  del  presidente  de  la 
Beptíblica,  debe  establecerse: 

í.^  Qoe  para  nombrar  a  los  ¡ajentes  diplomáticos 
i  cónsules,  para  presentar  para  las  di^idades  o  pn* 
hcüátsAe  las  iglesias  catedrales,  para  proponer  al 
Congreso  o  a  la  Comisión  Co»«ervaaotra  las  personitt 
iftie  deben  eer  ppomoiKdae  a  los  areobispados  i  obis- 
pados, i  fi  ios  grados  militares  de  coronel  amba; 
necesita  proceder  de  acuerdo  con  el  ^nacjo  de  Ss« 

tftdQ. 

2.^  Que  para  el  nombramieni»  de  los  Intendentes 
no  pueda  separarse  de  la  lista  que  le  pi^eaenten  en 
coda  vacante  todas  las  municipalidades  de  la  provin- 
m  respectiva;  i  para  el  de  los  gobernadores,  ^se  oífta 
a  la  terna  que  presente  la  muaidpalidad  del  Despectí? 
"fo  departamento. 

6«^  <2ue  no  pu^&da iOicwb^Tar  a  Iqb  meijisixado^  judi- 


4.^  Qpe  "p^oieáA  nombrar  a  los  dem,9i£  ^mple^ijo^ 
civiles  i  militares,  procediendo  de  acuerdo  con  ^ 
<])onsejo  de  Estado  ten  el  inombr^w^Áento  4^  los  j^es 
4b  'Ofieina  i  4e  los  jefes  de  lasfu^^^s  d^  mar  i  tíepr^ 

5.0  Que  solo  pueda  remover,  sin  formaeicMi  4©  causa, 
^  it»  floinis^Qs  del  ^espad^o  i  oficialas  d^  ^^  seqre- 
.iariaa,  a  ilos  lempleidos  diplo«róitÍQps  i  oWukis,  i  ^ocgx 
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áctierdo  del  Gonsejo  a  los  íntendentefli,  a  los  go^rria* 
dores  i  a  los  jenerales  en  jefe  de  las  fuerzas  de  itiar  í 
tierra. 

Respecto  de  los  dertias  empleados  dei  orden  admi- 
nistrativo i  militar  solo  podrá  trasladarlos,  darles  co 
misiones,  destituirlos  por  ineptitud  probada,  con  arre- 
glo s^  lalei  del  caso  i  someterlos  a  juicio  por  sos 
^usos,  omisiones  o  por  ser  perjudiciales  sus  servi- 
dos. 

AL  ®  Que  no  tenga  la  facultad  de  indultar,  sino  solo 
la  de  Qonmutar  las  penas^  en  los  casos  en  que  por  lo 
inadecuado  delalejislaoion  penal,  no  puedan  apli* 
carse,  piDcediendo  de  acoenio  con  el  Consejo  da 
£!stado« 

7.  °  Que  no  tenga  la  ocultad  de  dedarar  la  Bepd'*. 
blica  ni  una  parte  de  ella  en  iestado  de  sitio. 

En  caso  de  ataque  esterior  o  de  conmoción  interior^ 
usará  de  las  facultades  estraordinarias  que  el  Ooa-r 
grefo  o  la  Comisión  Conservadora  le  conceda  espresa 
i  deiballadamente,  sin  que  jamas  pueda  suspenderse  el 
imperio  de  la  Constitución. 

La  Comiá^m  Conservadora  na  podrá  con/eeder  es* 
tas  facultades  sin  el  voto  de  las  tres  cuartafi  partes  dé 
todos  sus  miembros. 

Con  estas  limitaciones  pueden  considerarse  como 
esencialmente  republicanas  i  como  indispensables  las 
Mribuciones  que  la  Constitución  concede  al  presideíi- 
te  de  la  República. 

Todo  avance  en  el  ejercicio  de  estas  atribuciones 
debe  ser  mirado  como  una  violación  constitucional. 

La  forma  actual  de  la  elección  debe  mantenerse. 

A  los  casos  en  que  se  procede  a  nueva  elección  antea 
del  período  constitucional^  señalados  en  los  artículos 
74  i  T&de  la  Constitución  ha  de  agregarse  otro  en  que 
él  presidente  de  ía  Bepáblica  debe  quedar  destituido 
de  hecho,  a  saber,  cuando  dicta  alguna  medida  disol- 
viendo al  Congreso,  o  suspendiéndolo  de  sus  funcio- 
nes, o  poniendo  obstáculos  al  ejercicio  de  su  mandato, 
en  todo  lo  cual  comete  el  crimen  de  alta  traición. 

Entonces  el  presidente  del  Congreso  desémpeíSí«*á 
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1|IB  funcionesque  dichos  artículos  sefialan  al  vice- 
presidente. 

MINISTROS  DEL  DESPACHO. 

« 

1.*  Los  ministros  de  Estado  forman  parte  inte- 
grante del  Ejecutivo  i  deben  ser  responsaoles  insóli-' 
dum  de  todos  los  actos  de  este,  i  de  su  conducta  po- 
lítica. 

2.  ®  Debe  haber  subsecretarios  de  Estado,  nombra- 
dos en  la  misma  forma  que  los  ministros,  cu^as  fun- 
ciones, bajo  su  responsabilidad,  deben  limitarse  a 
sostener  la  comunicación  del  Ministerio  con  los  fun- 
cionarios subalternos  i  trasmitirles  las  resoluciones 
superiores  o  las  que  ellos  dieren  en  las  tramitaciones; 
a  dirijir  todos  los  negocios  de  su  despacho  hasta  po- 
nerlos en  estado  de  resolución,  i  a  verificar  todos  los 
trabajos  que  el  Ministro  les  encargue. 

De  este  modo  podrán  los  Ministros  emplear  en  pro* 
▼echo  de  la  buena  dirección  de  la  administración  i  en 
las  cuestiones  graves  i  de  interés  jeneral,  el  tiempo 
que  ahora  pienlen  en  los  detalles  administrativos  i  en 
la  tramitación  de  negocios. 

Los  subsecretarios  no  podrán  ser  miembros  del 
Congreso, 

8.  ^  Deben  abolirse  todas  las  tramitaciones  que  hoi 
hacen  imposible  la  acusación  de  los  Ministros  por  loa 
delitos  que  señala  el  artículo  92  de  la  Constitución, 
de  manera  que  el  Congreso  pueda  acusarlos  sin  mas 
que  acordarlo  asi  por  mayoría  absoluta. 

4.®  Los  particulares  deben  poder  acusar  a  los  mi- 
nistros por  los  males  que  estos  les  hayan  causado  en 
algún  acto  de  su  ministerio,  declarando  el  Congreso, 
también  sin  trámite  previo  o  especial  ninguno,  si  ha 
o  no  lugar  la  acusación.  Pero  no  so  debe  exijir  este 
requisito  para  la  acusación  de  los  subsecretarios  de 
Estado  que  intenten  los  ciudadanos. 

6.  ^  Los  subsecretarios  pueden  ser  acusados  por  los 
mismos  delitos  públicos  por  el  presidente  de  la  Be- 
ptiblica  o  por  el  fiscal,   quien  procederá  también  a 
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esta  acnsacion  cuando  sea  requerido  a  ello  por  él 
Congreso. 

6.  ^  Los  Ministros  i  subsecretarios  deben  cesar  en 
el  ejercicio  de  sus  funciones  en  el  momento  de  ser 
acusados. 

7.  ®  La  Corte  Suprema  debe  ser  el  tribunal  com- 
petente para  juzgarlos  en  la  forma  ordinaria  i  no  el 
CJongreso;  porque  no  deben  confundirse  las  funciones 
lejislativas  con  las  judiciales,  ni  debe  erijirse  un  tri- 
bunal de  escepcion. 


DB  LOS  AJENTES  DEL  EJECUTIVO. 


Entre  los  ajentes  del  Ejecutivo  aparece  en  primera 
línea  el  Consejo  de  Estado. 

El  Consejo  de  Estado  tiene  dos  objetos  en  el  go- 
bierno republicano:  1.®  conservaren  el  Ejecutivo  un 
sistema  de  administración  fundado  en  principios  i 
antecedentes  estables  i  fijos,  sistema  que  no  puede 
esperarse  de  la  instabilidad  de  los  secretarios  del  des- 
pacho, i  2.  *  entender  como  tribunal  administrativo 
en  las  competencias  de  las  autoridades  administrati- 
vas i  en  las  contenciones  que  se  promuevan  sobre  los 
actos  de  la  administración,  cuya  decisión  no  podria 
someterse  al  poder  judicial,  porque  el  ejecutivo  care- 
ceria  entonces  de  la  autoridad  necesaria  para  vencer 
los  obstáculos  que  el  interés  individual  opone  a  su 
acción,  i  porque  no  podria  hacérsele  responsable  de 
esta  acción  si  hubiese  de  sujetarse  a  los  dictados  de 
otro  poder.  Por  consiguiente; 

1.  En  virtud  del  primer  motivo,  el  Concejo  de 
Estado  no  es  una  autoridad,  i  siendo  su  voto  pura- 
mente consultivo,  en  los  casos  que  la  Constitución  i 
las  leyes  designen,  no  pueden  embarazar  ni  retardarla 
dirección  del  ejecutivo,  salvo  en  los  casos  especiales 
en  que  la  Constitución  exija  su  acuerdo  para  algún 
nombramiento  o  para  alguna  medida  trascendental. 
'  2.  ®  En  virtud  del  segundo  motivo,  él  Consejo  de 
Estado  es  un  tribunal  administrativo,  que^debe  ser 


juresidido  por  el  mismo  preaidexite  de  la  Bepública,  i 
proceder  conforme  a  las  leyes  del  caso. 

3^  £1  Coiuseio  de  Estado  debe  componerse  de  los 
ministrus  i  de  ocho  ciudadanos  elejidos  cada  seis  aüos 
por  el  Congreso  i  rentados  por  la  nación,  sirviendo 
de  secrétanos  para  preparar  sus  trabajos  los  subse- 
cretarios de  Estado. 

Los  consejeros  deben  ser  elejidos  por  el  Congres©, 
]>orque  no  son  funcionarios  de  la  confianza  del  J^eQU-* 
tivo  i  porque  deben  ejercer  una  autoridad  jurídica 
que  no  puede  emanar  sino  de  la  nación. 

Los  consejeros  serán  reelejibles  indefinidamente  i 
no  podrán  ser  removidos  por  el  presidente,  sino  a  su 
petición  por  el  Congreso. 

Los  intendentes  i  gobernadores  son  ajentes  del  Eje^ 
•cúüvo;  pero  en  su  nombramiento  es  necesario  ligar  la 
confianza  del  presidente  de  la  Beptíblica  con  el  inte- 
rés i  confianza  de  la  respectiva  localidad.  Por  tanto: 
I.^  No  deben  nombrarse  en  la  forma  que  previene 
la  Constitución  actual,  sino  que  cada  una  de  las  muni- 
cipalidades de  la  provincia  debe  hacer  una  tema,  que 
f)asará  al  Ejecutivo  en  caso  necesario,  i  de  eutre  toaos 
os  individuospropuestos,  elejirá  este  al  intendente  í 
BU  sustituto.  Él  nombramiento  de  los  gobernadores 
debe  hacerse  sobre  la  única  tema  que  preséntela 
municipalidad  del  departamento  respectivo. 

2."^  Los  intendentes  i  gobernadores  podrán  ser  acu- 
sados por  cualquiera  ciudadano,  sin  requisito  previo. 

La  Corte  Suprema  debe  ser  el  juez  de  los  inten- 
dente^ i  la  Corte  de  Apehu^iones  &l  respectivo  dis- 
trito, el  de  los  gobernadores. 
^  Apareciendo  fundada  la  acusación,  o  pneaeirtados 
los  fundamentos  que  exija  el  tribunal,  deben  oasm 
los  acusados  en  el  ejercicix)  de  eus  funciones^  por  de- 
creto de  aquel. 

Lasi&cultades  de  estos  ajentes  del  Ejecutivo  debéis 
ñisoBe  con  precisión,  i  .deslindarse  de  modo  que  i^n 
«delante  no  tengan  esos  ajentes  las  atribuciones  coipa- 
l^ejas  que  hoi  ejercen,  para  lo  cual  se  necesítala  re- 
ibrnia:  de  la  lei  del  réjimen  interior. 
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1,  *  El  supremo  poder  judíciario  debe  establecetst 
eaa  una  Corte  Suprema,  compuesta  de  cinco  individuos 
i  un  fiscal  elejiaos  cada  cinco  años  por  los  mismo» 
electores  que  nombren  al  presidente  de  la  Ilepui)lica, 
i  reelejibles  solo  para  el  período  inmediato- 
-  2.  ®  Deben  existir  también  las  Cortes  de  Apelacio- 
nes que  sean  necesarias  i  a  lo  menos  un  juez  letrado 
de  primera  instancia  para  cada  departamento,  a  no 
ser  que  por  su  corta  población  no  lo  necesite. 

Los  miembros  de  las  Cortes  de  Apelaciones  i  los 
jueces  letrados  deben  ser  nombrados  por  el  Congreso, 
a  propuesta  en  terita  de  la  Corte  Suprema  i  no  sétán 
permanentes  en  sus  funciones  para  evitar  los  malos 
efectos  del  hábito,  de  la  incuria  i  de  las  relacione» 
adquiridas  en  la  majistratura. 

8.  ^  Las  atribubio&es  de  la  Obtte  Suprenja  sótx  de 
dirección,  de  inspección  i  correoc¿on  sobaré  todod  \o9 
ttjetiteB  del  podeí  judicial-  Por  tanto  debe: 

1."  Ditijir  i&  áj^icaeion  de  laslejes  i  kpnáotíot 
t^iiiSé,  áifctando  i^  M^das  üLeceearias  para  aaegtt-^ 
f  Ifr  ték  t>bfiérttó6ia  de  aquellas  i  corr<ígir  las  impcifeé^ 
^üe^^  4d  WiAf  d  iadio^ndo  al  Congreso  los  pürntos 
que  necesitan  reforma. 

2.*  Iti^eféísionar  i  celar  sobre  la  pronta  i  cnnmlida 
%dmitii6tt^on  de  jiUBticía  i  i^bre  la  óocducta  de  to- 
<Í©B  los Jueees! 

8.-^  j^spetidet  a  los  jueces  para  sexnseterlos  a  juicio^ 
ante  las  Cortes  de  Apelaciones,  si  son  letrado»,  i  aaté 
lA  tí^&ifí  m  son  mienulbrós  úe  esto»  tribanales. 

Im^'  ítindon<e«  del  fisoai  de  la  Corte  Suprema  de^ 
^ü  yedoóil^  todáB  B,  1%  iaspeeioion  i  oorreccioB. 
'  Ijá  0(>t1;e  Stipl*6fi^  910  juzgará  «n  ^causas  oivilea  m 
%n  ot^as  t^í^rhiíialei^  qiifó  3%6  <de  los  f imckmaiios  iilnlica- 
^¿^  pSTó  MltÁ  eu  cstíKicJJon  whve  las  seirtencias  éd 
4ád  GKMéaréo  Ap^Ia(á<oiies  eaíqise  se  hubiera  faltado 
id  texto  de  una  leí  o  a  los  trámites  de  la  ritiudi- 
^évddé  tog  jtádos,  sin  peoétritr  jamas  en  el  fdndo  de 
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4.  *  La  competencia  de  las  Cortes  de  Apelocionea  i 
de  los  Juzgados  de  Letras  debe  ser  jeneral  para  todo 
iéuero  do  causas  i  para  todos  los  habitantes  de  la 
Keptíblica,  sin  diferencia  de  fueros  ni  privilejios. 

No  habrá  mas  juzgados  especiales  que  los  que  sean 
de  disciplina  eclesiástica  i  militar. 

6.**  Todos  los  juicios  deben  ser  enteramente  públi- 
cos desde  la  demanda  hasta  la  sentencia,  cuya  discu* 
sion  i  votación  serán  también  públicas  en  los  tribu- 
nales colejiados. 

6.®  Los  juicios  por  menos  de  dos  mil  pesos  serán 
yerbales  en  ambas  instancias,  asi  como  los  que  se  ver^ 
sen  sobre  delitos  leves. 

7./*,  Los  juicios  civiles  por  menos  de  cien  pesos  no 
tendrán  apelación. 

PODEB  MüinCIPAL. 

1***  Este  poder  debe  estar  constituido  esclusiva- 
mente  en  las  Municipalidades. 

2.  *  En  donde  quiera  que  haya  una  (xmxunidad  p 
teunion  social  de  habitantes  que  gozan  en  común  de 
ciertos  propios  o  arbitrio  dentro  de  los  límites  de  un» 

Sorcion  de  territorio,  ya  sea  que  esta  comprenda  un 
epartamento  o  solo  una  sección  de  departamento, 
debe  haber  una  Municipalidad. 

8.  ^  Esta  se  compondrá  de  representantes  de  la  co- 
munidad, elejidos  en  votación  directa,  cuyo  número 
será  proporcionado  a  la  población  de  la  comunidad, 
sin  que  en  ningún  caso  baje  de  12,  por  reducida  que 
sea  esta  población. 

4.®  Para  ser  elector  oelejible,  no  deben  exijirse 
otros  requisitos  que  el  domicilio  en  la  comuniaad  i 
el  estar  en  posesión  de  sus  derechos  civiles,  a  fin  d^ 
que  las  elecciones  comunales  eduquen  i  preparen  a 
los  ciudadanos  para  el  ejercicio  del  sufrajio  en  las 
elecciones  nacionales,  para  las  cuales  deben  exijirse 
las  cualidades  de  que  hemos  hablado  en  su  respectivo 
lugar. 

5.^  Las  Municipalidades  deben  ser  enteramente 
independientes  en  la  administración  de  los  negocio^ 
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locales,  en  la  recaudación  e  inversión  de  sus  féntaá, 
i  en  el  nombramiento  i  remoción  de  sus  oficiales;  i 
deben  organizarse  de  modo  que  sean  verdaderas 
asambleas  representativas  i  concilien  las  Ventajas  da 
las  asambleas  que  establecia  la  Constitución  de  1828. 

Por  consiguiente,  el  jefe  natural  de  las  Municipali- 
dades debe  ser  su  decano  o  el  que  le  subrogue. 

El  ájente  del  ejecutivo  solo  podrá  ser  el  ejecutor 
de  los  acuerdos  de  la  Municipalidad,  i  su  órgano  de 
comunicación  con  el  Poder  Jeneral;  i  a  fin  de  mantea 
ner  la  relación  que  debe  existir  entre  ambos  podereSj 
asistirá  con  voz  i  voto  a  las  deliberaciones  de  la  cor- 
poración. 

^  Para  conservar  la  unidad  de  lejislacion  i  de  admi- 
nistración que  debe  existir  en  el  Estado,  las  Muniéi- 
{)alidades  no  podrán  disponer  por  sí  solaSj  sino  con 
a  aprobación  del  Ejecutivo  o  con  la  sanción  del  Le^ 
jislativo,  según  las  circunstancias^  siempre  que  Búa 
medidas  afecten  el  interés  de  otra  comunidad  o  de  la 
sociedad  entera,  o  cuando  traten  de  imponer  nuevos 
gravámenes,  impuestos  o  penas,  o  pretendan  enaje- 
na aus  propios,  empeñarlos  o  ejecutar  alguna  altera- 
don  en  los  derechos  que  sobre  ellos  tiene  la  comu- 
nidad. 


♦  ♦— F.  88. 
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Constituidas  las  varias  ramas  del  poder  político  se- 
gún estas  ba¿«es,  la  Constitacion  i  las  leyes  debea 
asegurar  a  todos  los  habitantes  de  la  Bepública. 

1.  *"   LA  IGUALDAD  ANTE  LA  LEÍ. 

Esta  igualdad  no  puede  consistir  sino  en  el  derecho 
igual  que  todos  tienen,  al  goce  de  su  vida,  al  desarro- 
llo de  sus  facultades  físicas  i  morales,  al  uso  i  protec- 
ción de  sus  derechos  civiles  i  j>olíticos,  a  no  tener 
mas  obligaciones  ni  cargas  que  los  que  estos  derechos 
les  impongan,  i  a  que  no  se  establezcan  escepciones 
o  privilejios  que  escluyan  a  unos  de  lo  que  se  conce- 
de a  otros  en  iguales  circunstancias. 

Por  consiguiente: 

1.®  No  deben  existir  mayorazgos,  ni  fueros,  ni 
tribunales  escepcioDales,  ni  monopolios,  ni  ningún 
Otro  privikjio  esclusivo. 

2.**  Las  contribuciones  deben  repartirse  de  un 
modo  igual  para  todos,  para  lo  cual  es  preciso  adop- 
tar una  sola  base,  la  de  los  haberes^  que  es  la  misma 
que  adopta  la  Constitución  vijente. 

Para  ser  consecuente  con  esta  base,  el  gobierno 
debe  sistemar  la  exacción  de  modo  que  el  capital  raiz 
pague  un  tanto  por  ciento  sobre  su  valor,  i  el  capital 
pecuniario,  puesto  en  cualquier  jiro,  pague  una  patente 
proporcionada.  Debe  esceptuarse  el  capital  pecuniario 
que  se  aplique  a  la  agricultura,  a  fin  de  no  gravar 
esta  inlustria  con  otra  contribución  ademas  de  la 
que  paga  por  la  tierra. 

El  gran  objeto  de  un  buen  plan  de  contribuciones 
ddbe  ser  la  abolición  de  las  aduanas,  de  las  alcabalas 
í  de  todos  los  impuestos  específicos  que  hoi  traban  la 
industria,  lo  cual  puede  conseguirse  una  vez  que  la 
contribución  directa  sobre  los  haberes  baste  a  las  ne- 
cesidades del  Estado. 

La  tasa  de  la  contribución  debe  bajarse  a  medida 
que  el  producto  de  esta  esceda  a  lo  que  se  necesita 
paralas  uecesidades jenerales.   Por  consiguiente,   el 
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Congreso  Nacional  debe  revisarla  todos  los  aflos  para 
decretar  su  continuación  o  modificarla. 

3.*^  No  debe  haber  escepciones  en  el  servicio  de  la 
guardia  nacional,  la  cual  ha  de  constituirse  con  todos 
los  ciudadanos  electores  i  debe  estar  organizada  de 
modo  que  tenga  la  libre  elección  de  sus  jefes  i  ofi- 
ciales. 

El  objeto  que  todo  buen  gobierno  se  hí)  de  proponer 
en  la  organización  de  la  fuerza  armada  es  reducir  el 
ejército  de  línea  en  tiempo  de  paz  al  pié  de  faerza 
que  sea  absolutamente  necesario  para  servir  de  base 
a  un  ejército  de  guerra. 

Por  tanto,  deben  crearse  cuerpos  de  jendarmes  para 
la  policía  de  las  ciudades,  i  disciplinarse  la  guardia 
cívica  para  que  cubra  las  guarniciones  de  los  puertos 
con  mas  economía  que  la  que  es  posible  lograr  estan- 
do entregadas  estas  guarniciones  al  ejército. 

Conseguido  el  objeto  indicado,  podría  el  ejército 
de  línea  servir  de  escuela  práctica  para  cada  una  de 
sus  armas  i  para  dar  al  hijo  del  soldado  una  instruc- 
ción primaria  según  un  plan  adecuado. 

2.*^   LA  LIBERTAD   INDIVIDUAL. 

Esta  libertad  no  debe  limitarse  a  la  de  la  persona, 
para  cuya  seguridad  es  preciso  reformar  todas  las 
leyes  que  dejan  a  los  ajentes  del  ejecutivo  i  a  los  del 
poder  judicial.la  facultad  discrecional  de  aprehender 
a  los  ciudadanos,  aun  sin  respetar  las  garantías  que 
ofrece  a  este  respecto  la  Constitución  vijente,  sino  que 
ha  de  comprender  ademas: 

1.°  La  libertad  de  permanecer  i  de  transitar  en 
cualquier  punto  de  la  República; 

2.  ®  La  libertad  de  asociación  para  todos  los  fines 
de  la  vida; 

3.®  La  libertad  de  profesar  una  creencia  relijiosa, 
sin  que  nadie  pueda  estorbarlo; 

4.  ®  La  libertad  de  publicr  nuestras  opiniones  por 
la  prensa  sin  estar  sujetos  a  censura  previa  ni  a  enjui- 
ciamiento posterior: 
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5.  *  La  libertad  de  petición  ante  las  antoiidadei 
constituidas. 

8.**  LA  remOLABILIDAD  DE  TOPAS  LAS 

PROPIEDADES. 

Las  disposiciones  actuales  sobre  este  punto  deben 
conservarse, 

4.*  LA  mSTRUCCION  PRIMARIA  GRATUITA  I  LA 
I^IBERTAD  DE  LA  ENSESTANZA  dEíTOFICA. 

La  difusión  de  los  primeros  rudimentos  del  sabe? 
es  una  condición  indispensable  de  la  existencia  de 
una  República;  i  por  tanto  es  un  deber  social  de  los 
ciudadanos  la  instrucción. 

El  gobierno  debe,  pues,  feícilitar  el  cumplimiento 
de  este  deber,  no  solo  suministrando  la  instrucción  en 
la  esfera  mas  ancha  posible,  sino  cuidando  de  que  los 
conocimientos  que  se  difundan  sean  los  mas  adecuar 
dos  para  formar  ciudadanos  instruidos  en  sus  debereiS 
i  derechos. 

En  cuanto  a  la  instrucción  superior,  el  objeto  que 
debe  proponerse  el  gobierno,  es  encaminarla  a  su  nar 
tural  independencia  i  libertad  para  que  al  fin  pueda 
tener  una  organización  propia  i  no  sea  perturbada  o 
desnnturalizada  en  su  acción  por  influjos  estraüoSf 

Debe  existir  también  una  instrucción  superior  in- 
dustrial gratuita  para  los  pobres.  Tan  importante 
objeto  puede  conseguirse  estableciendo  en  todas  la^ 
provincias  colejios  de  artes  i  oficios  en  que  se  enseñe 
práctican^ente. 

5.®    LA  PEOTECCIOIf  A  LA  INDUSTRIA, 

Para  que  esta  garantía  no  sea  una  ilusión,  seria  ncr 
cesarío  establecer  antes  de  todo  un  banco  nacional 
que,  poniendo  en  acción  el  crédito,  proporcionase  ca? 
pítales,  bajando  el  interés  de  modo  que  el  que  tomft 
prestado  pueda  asegurarse  la  ganancia  de  si;  trabajo, 


A 
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NO    BASTA: 


Abolir  loa  impuestos  desproporcionados  que  hoi 
ligan  la  industria,  reemplazándolos  por  un  sistema 
racional  de  contribuciones; 

Establecer  escuelas  de  art«s  i  oñcios  para  propa- 
gar los  conocimientos  industriales; 

Reformar  los  códigos  de  comercio  i  de  industria,  i 
todas  las  leyes  que  directa  e  indirectamente  embara^ 
zan  la  acción  i  desarrollo  de  la  industria; 

Tomar  medidas  que  eviten  para  lo  futuro  los  malos 
efectos  que  ha  de  producir  la  libre  concurrencia,  si  69 
le  deja  desenvolverse  caprichosamente. 

Nó  bastan,  en  fin,  todas  las  medidas  protectoras 
que  pueden  tomarse. 

Es  preciso  sobre  todo  establecer  instituciones  de 
crédito  porque  sin  ellas,  serian  ineficaces  i  casi  in- 
fructuosas  las  demás  reformas  indicadas.  Antes  de 
reformar  el  código  de  comercio,  por  ejemplo,  i  de 
propagar  la  instrucción  comercial,  es  necesario  darle 
vida  al  comercio  nacional,  crearlo;  i  esto  no  se  consir 
^ue  sino  estableciendo  bancos,  que  le  den  el  elemento 
necesario  de  su  emancipación. 

El  gran  principio  que  debe  tenerse  presente  en 
cuanto  a  la  protección  de  la  industria  jeneral  es  que 
ella  debe  constituirse  absolutamente  libre  e  indepen- 
diente, i  que  por  tanto  las  leyOs  i  el  gobierno  no 
deben  hacer  otra  cosa  que  suministrarle  las  condicio-^ 
nes  de  su  desarrollo,  i  nunca  dirijirla. 


Hemos  espuesto  franca  i  lealmente  nuestros  princi- 
pios en  cuanto  a  la  organización  del  poder  i  en  cuanto 
a  la  administración  de  los  negocios  públicos. 

Los  adversarios  del  partido  progresista  tratarán  de 
desfigurar  estas  opiniones,  las  interpretarán,  las  terji- 
versarán;  pero  ellas  quedan  aquí  escritas  como  el 
compromiso  mas  solemne  que  contraemos  de  reali^ 
;2arlas  en  cuanto  esté  de  nuestra  parte. 
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Si  no  se  adoptan  estas  bases  en  la  reforma,  no  puede 
establecerse  la  República  de  un  modo  conveniente  a 
las  circunstancias  presentes,  para  que  algún  dia  al- 
cance Chile  a  realizarla  en  su  mas  perfecta  forma.  Si 
no  86  adoptan  estas  opiniones,  no  se  verífícarán  jamas 
las  reformas  que  el  pais  necesita. 

Los  partidarios  del  atKiso  i  de  la  estagnación  verán 
en  este  manifiesto  el  prospecto  de  un  completo  tras- 
torno; pero  el  partido  progresista  no  quiere  ese  tras- 
torno, ni  pondrá  en  planta  sus  principios  sino  del 
modo  mas  prudente,  para  no  dañar. 

Fuera  de  esto,  no  hai  un  solo  principio  de  los  es- 
puestos, una  sola  opinión  de  las  emitidas  que  no  pue- 
da ponerse  en  práctica  en  Chile,  sin  estrépito,  sin  tras- 
tornos i  sin  vejaciones  de  ningún  jénero.  Cuando  hai 
voluntad  de  producir  el  bien,  es  fácil  alcanzarlo  sin 
peligro. 

Pretender  reformar  la  Eepública  de  otro  modo  es 
proceder  sin  plan  i  sin  principios. 

Conservar  lo  existente  con  lijeras  modificaciones, 
es  hacer  necesaria  una  revolución. 

Es  preciso  que  nos  apresuremos  a  evitar  ese  trastor- 
no, satisfaciendo  en  tiempo  las  justas  exijencias  de  la 
opinión  pública,  pasando  del  gobierno  de  los  privile- 
jios  á  la  verdadera  República  democrática. 

Santiago,  octubre  2S  de  1850. 


J.  V.  La^starria. — F.  3rrázuTÍz. 
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